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A 

Abolla, don Juan, con don Carlos Brighl, por cobro de pesos ; 

sobre recurso de hecho 

Aiosta, doña María Q. do, solici lando la baja do su hijo menor, 

Manuel Acosla, enganchado en el ejército 370 

Astrada, don Julio, y otro, contra doña Julia P. de Morey ; 

sobro consignación • 224 



11 



Banco do la Nación Argentina contra don Guillermo Gonalons, 
por cobro de pesos: sobre escrituración dr venta de ios bienes 
embargados * r v . 375 

Banco Francés del Bio de la Plata con don Carlos Vayssaire, por 
cobro de pesos; sobre liquidación 421 

Banco Hipotecario de la provincia de Huenos Aires con don Die- 
go Navarro: sobre escrituración de compra en remate y costas. 92 

Bancu Hipotecario de la provincia de Buenos Aires con don Luis 
Andrés Hepetlu y don Juan A. Hacigalupi; sobre escrituración 
de compra en reina' e y costas - 101 
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Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires con don Gus- 
tavo Bohmer, por escrituración de venia ; sobre rescisión y de- 
volución de anas - 388 

Rauco Inglés con don Gerónimo Costa, por cumplimiento de sen- 
tencia y devolución de dinero depositado ; sobre liqu ¡dación dé 
intereses 

Banco Nacional y don Bonifacio Saavedra,eon Nougués hermano*, 
por tercería de mejor derecho ; sobre deserción del recurso . . . 72 

Banco Provincial de Córdoba ron don Manuel Collazo, por cobro 
ejecutivo: sobre costas 15 

Bellocq y Durañona contra el Ferrocarril del Snd, ñor devolución 
ile fletes ; sobre apelación á la Suprema (lurte de resolución de 
la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital 2H4 

Blanco, don Eugenio, y otros, contra la Municipalidad de la Capi- 
tal, por expropiación é indemnización ; sobre apelación á la 
Suprema Corle de resolución de los tribunales de la Capital. . . 07 

Boero, Juan, y otra, procesados per homicidio, criminal ; sobre 
extradición requerida por el gobierno italiano 447 

Bohmer, don Gustavo, con el Canco Hipotecario de la provincia 
de Unenos Aires, por escrituración de venta ; sobre rescisión y 
devolución de arras 388 

Bonorino, don Laureano, con don Ezequiel Iteal de Asma, por 
escrituración; sobre cumplimiento de sentencia '¿M 

Bova, Miguel, criminal contra : sobre tentativa de falsificación de 
billetes de curso legal tl8 

Bright, dofl Cirios, contra don Juan AbelU, por cobro de pesos; 
sobre recurso de hecho 31 5 

Buenos Aires, la provincia de, con don É'edro M» Espinosa é lujo, 
por posesión de terrenos : sobre prueba de testigos 426 



Cacciola, don Nicolás, conlr» don José Caribaldi y Tosli, pur rei- 
vindicación ile máquina, caldera y utensilios del vapor « Verda- 
dero San Juan » ; sobre embargo -N1 
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Cairo, don Pascual, con don Severo Freí tas, por cobro de pesos ; 
sobre recurso fie laudo arbitra! 310 

Calderón, Nicasio, y oíros, criminal contra, por homiciilio come- 
lijo en las persona* dV Alejandro Aguirre, llamona Cornejo y 
Juan ttcrnaoh - ■ - 3ái) 

< audioli ile [riondo,do¿ia Peí roña, con el gobierno de Knlre Rios, 
por pago de una indemnización ; sobre recurso á la Suprema 
Corle de sentencia del superior tribunal de justicia de Entre 
RÍOS. - ■ 351 

Castellanos, don Carlos, y sus bijos menores, con el Ferrocarril 
Central Norte, por expropiación ; sobre pruebas *l : > 

Castro de Sarmiento, Carlos, criminal contra, pnr lesiones al 
cónsul del Hrasil ; sobre excarcelación 23- 

Cbargeurs Réuuis, la compañía, con don José A. Pa*, por daños 
y perjuicios ; sobre competencia, . . 3H - 

Chriatcnsen y conpañía contra el jefe de la estación Santa Fe, del 
Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, por daños y perjuicios ; so- 
bre apelación denegada de auto de los tribunales de aquella 
provincia ■ • • ■ • ***** 

Cereza, Juan, criminal contra, por falsificación de moneda de nikel . 235 

Collazo, don Manuel, contra el Banco Prfivinci.il de Córdoba, por 
cobro ejecutivo; sobre costas 15 

Colombres, don Clodomiro, contra el Ferrocarril Central Córdo- 
ba ; sobre daños y perjuicios y ro-las judiciales 83 

Contienda de competencia entre al juez del rríiueu de San Juan 
v el tribunal militar, en la causa sobre insubordinación a mano 
armada, soguilla contra el soldado Kusebio Castro 317 

Coutreras, don José I).. en juicio de expropiación con el gobier- 
no nacional; sobre intervención de la empresa del Ferrocarril 

Gran Oeste Argentino. ^' - 

Cuppa. don Juan, y otro, contra la « Fábrica Nacional de Dina- 
mita » , por cobro de pesos; sobre embargo preventivo 100 

€ Córdoba del Tucumau ». la sociedad anónima, contra don 
Antonio Perca Muñoz, por cobro de pesos; «obre «presión de 
agravios • 4 - u 
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tornero, Josefina, y olro, procesados por homicidio ; criminal so- 
bre extradición requerida por el gobierno italiano, . ... 447 



Costa, don Gerónimo, contra el Banco Inglés, por cumplimiento 
de sentencia y devolución de dinero depositado : sobre liquida- 
ción de intereses ¡167 

Cosía, el doctor Angel F.. con don Pedro M. Espinosa, por 
nulidad de contrato j reconvención; sobre excepción de 
arraigo 412 

Criminal, por denuncia de defraudación al fisco ; sobre apclaclun 
denegada i 5a 



Oh/, duu Eleodoro, contra don Henjamin Viclonca y Urquiia, 
por desalojo y cobro de pesos : contienda di* competencia f 18 

Curone, don Juan, y oíros, detenidos por orden de la Inspección 
de milicias ; sobre recurso de habrás tpfptlf 209 

D 

Danrée, don Eugenio, contra don Andrés T. Víllanueva, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada 366 

Davis y Compañía, Ernesto, con la compañía « Norlb. of Ireland 
limited * : sobre cobro de pesos 195 

Pebcncdelü, don Jleruardo, y don Juan Meinteguiaga, con el lisco 
nacional; sobre expropiación í>G t 

Descalzo, Angel, y oíros, detenidos por orden déla Inspección de 
milicias ; sobre recurso de Itabem eatpw ¿09 

Delecarro, Miguel, criminal contra; por circulación ¿« billetes de 
curso legal falsos 436 

Oickinson, don Alfredo J, t contra el Ferrocarril Buenos Aires y 
Rosario, por reivindicación : sobre competencia. 124 

Doncel, don Rosario, contra la provincia de San Juan ; sobre pa- 
tiu de obligación contraída a pesos fuertes, y apelación de sen- 
tencia de los tribunales ordinarios 399 
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«Entre Ilius Argentine KxLiact ormeat. companv, limitedi, la, 
contra la Municipalidad de Gualeguaycliú ; sobre inconslitucio- 
nulidad c ilegalidad de impuestos 144 

Entre Ríos, el gobierno de, con doña I'etrona Candioli de Irinndo, 
por pago de una indemnizar ¡ou ; sobre recurso á la Suprema 
Corte de sentencia del superior tribunal de justicia de Entre 
Ríos 3M 

Espinosa, don Pedro M ., Contra ej doctor don Angel f... Costa, 
por nulidad de contrato y reconvención ; sobre excepción de 
arraigo 412 



Espinosa, Don Pedro M., ¿ hijo, contra la provincia de Ruónos 
Aires, por posesión de terrenos; sobre prueba de testigos 426 

Esquíen, Don José, contra Doña Celia Roses, por divorcio ; sobre 
denegación de recurso * Ja Suprema Oorl0 3 de resoluciones de 
los tribunales de Itt Capital ; . . . , 374 

Estevcs, Anlonio R., criminal contra, por sustracción de corres- 
pondencia ; solire competencia ........ 152 

■ Káhrica Nacional de dinamita *, con Dun Juan Coppa y otro, por 
• obro de pcwis ; sobre embargo preventivo (06 

F 



Keo, Federico de, y otro, criminal <onira, por circulación de 
billetes falsos de curso legal ; ¡¡ubre excarcelación I l ,i2 

Fernandez, Don Domingo, los herederos de, con Don Julián So- 
cas, ñor cobro de pesos ; sobre apelación denegada 153 

Perrera, José, criminal contra, por circulación de billetes falsos 
de curso le^'al ; sobre reducción de pena 270 



■ 
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Ferrocarril Buenos Aires al Pacifico, con Don Fidel Lucero ; so- 
bre daños y perjuicios 78 

Ferro^ni Buenos Aires y Rosario, con Don Franciico García, por 
daños jf perjuicios : sobre competencia. ...... 121 

Ferrocarril Buenos Aires y II osario, con Alfredo J. Dickinson, 
por reivindicación ¡ sobre competencia . . , 121 

Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, el jefe de la estación Sania 
Fe. con Chrislensen y C a , por daños y perjuicios ; sobre 
apelación denegada >U- auto ríu los tribunales de aquella pro- 
vincia . 394 

Ferrocarril Central Córdoba, con Don Clodomiro Colombres ; so- 
bre daños y perjuicios y costas judiciales 83 

Ferrocarril Central Norte, contra Don Carlos Castellanos y sus lii 
joi menores, por expropiación ; sobre pruebas 415 

Ferrocarril del Sud, con i ion Angel rtualberlo Toscano ; ^olire 
pago de un terreno expropiado 18Í) 

Ferrocarril del Sud, con Bellocq y Durañona, por devolución de 
fletes; sobre apelación á la Suprema Corte de resolución de 
la Cámara de apelaciones en lo Comercial de la Capital 284 

Ferrocarril riel Sud, contra Doña Carmen de Micbeo, por expro- 
piación ; sobre competencia 427 

. Fisco Nacional, enjuicio de expropiación ron Don José D. Con- 
ireras*, sobre intervención de la empresa del Ferrocarril Gran 

Ueste Argentino 212 

. Fisco Nacional, contra Juan Meinle^uiaga y Don Bernardo Debe- 
nedelli ; sobre expropiación 2Gi 

Frcilas, Don Severo, contra Don Pascual Cairo, por cobro de pe- 
so;- ; hobre recurso de laudo arbitral. ¡110 



G 



Cania, Don Francisco, contra el Ferrucarril Buenos Aires y Ro- 
sario, por daños y perjuicios ; sobre competencia til 

GaribahHy Tosti, Don José, con Don Nicolás Cacciola, por reivin- 
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dicari mi de máquina, caldera y utensilios del vapor « Verda- 
dero San Juan • ; sobre embargo 281 

Gartlaml. Don Pedro A., hoy Don Tomás Sania Coloma, con Don 
Jorge Limísay, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre posiciones. U* 

Gazzono, José L,, y otros, detenidos por órdeti de la Inspección 
de milicias; sobre recurso de tmfms rorpas 209 

Gil, Do* ¡or Üun Antonio L,, contra Don Miguel Giurdano, por de- 
fraudación y prisión preventiva ; sobre- apelación denegada de 
resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la 
Capital :m 

Godo?, Don Isaac, contra Don Segundiuo y Miguel Gómez, por 
apercibimiento al abogado ; sobre npelaciuit denegada 259 

Goñab ns, Don Guillermo, cutí el Hanco de la Nación Argentina, 
por cobro de pesos; subre escrituración de venta de los bienes 
embargados. 375 

Gordillo, Don Javier, contra la Municipalidad de Córdoba ; sobre 
daíitfs y perjuicio* , 21 ti 

«Gran Destilería de Buenus Aires », contra Don Géneros» Mosca, 
por falwticacion de marca de fá lírica ; sobre pruebas 433 

Guevara, Pablo, y otros, criminal contra, por homicidio en las 
personas de Alejandro Agttirrc, Mamona Cornejo y Juan Uer- 
naola R5 



II 

Hilari, Vicente, criminal contra, por circulación de billetes de * 

curso legal faisc 157 

llons, Don Leopold o, sobre exención del servicio militar ... 73 

Lamas, Doña Agustina O. de, con Don Luis M. Saavedra, por co- 
bro ejecutivo de erédilo hipotecario; sobre apelación denegada. 4l4 
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« La Velóte *, empresa de navegación á vapor, con Doña Lucia 
Michel Levy ; sobre devolución Je precio de pasajes. ......... i 35 

Lew, Doria Lucía Michel, conira la empresa de navegación i vapor 
« La Veloce i ; sobre devolución de precio de pasajes 135 

Lindsay, Don Jorge, conlra Don Pedro A. Garlland, hoy Don To- 
más Santa Coloma, por cubro ejecutivo de pesos; sobre posi- 
ciones * ■» •-• ÍM 

López, Fortunio, y otro*, criminal conlra, por defraudación al 
Itanco Nacional en liquidación, y sobre cestas 17 y 140 

Lucero, Don Fidel, contra el Ferrocarril de Buenos Aires al Pa- 
cifico; sobrédanos y perjuicios. . 71 

LJoyd Norte Ale man, ta agencia del, con Don Pedro Nelson ; so- 
bre cobro de pesos, rescisión di; contrato y daños y perjui- 
cios ♦ ■ 



Maciel. Den José F., subre exención del servicio militar 423 

Madlnt, Cesar, criminal contra; sobre circulación ile billetes fal- 
sos de curso legal l" 

Maraca. Don Severo, sobre pago de dobles derechos por inexac- 
ta man i iesl ación 

Marlini, Don Juan A., contra el Doctor Pedro Rueda , sobre eje 
euciou de laudo y cobro de pesos 390 

Meinteguiaga, Den Juan, y Don Bernardo Debenedelti,con el Fis- 
co Nacional ; sobre expropiación -'51 

Mello. Justo, y oíros, criminal contra, por defraudación al Hancu 
Nacional en liquidación y sobre cosías 17 y 14U 

Mieheo, Doña Carmen de, con el Ferrocarril del Sud, por expro- 
piación ; sobre competencia ♦ 

.Milianovich, Don Nicolás, conlra Don Esteban Itisso, por salario 
de asistencia ; sobre apelación denegada 111 

Musca, Don (Je ueroso, con la « Gran Destilería Buenos Aires », 
por falsificación de marca de lúbrica; sobre pruebas 433 
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Municipalidad de la Capilal, con Don Eugenio Illanco y otros, 
por expropiación é indemnización : sobre apelación k .i Supre- 
ma Corte de resolución de los tribunales de la Capital 67 

Municipalidad do la Capital, con Gastón Ñeéol ; sobre devolución 
de garantía • - ■ 

Municipalidad de Córdoba, con Don Javier bordillo, sobre daños 
y perjuicios. ■- - *«■ - ,u 

Municipalidad de (iualegnaychñ, con la n Entre Ríos Argentina 
É&tmct of meal company. limited », sob™ inconslilucionalídad 
é ilegalidad de impuestos 1 w 



X 



Navarro, don Diego, contra e) Banco Hipotecario de la Provincia 
de Buenos Aires ; sobre escrituración de compra en remate y 
costas • * 

Necol, don Gastón, contra la municipalidad de la Capital ; sobre 
devolución de garantía 

Nelson, don Pedro, contra la agencia del Lloyd Norte Alemán; 
sobre cobro de pesos, rescisión do contrato y daños y per- 
juicios Wp 

« Norlb oí Ireland, limited », la compañía, contra don Ernesto 
Davis y compañía sobre cobro de pesos 195 

Nougués hermanos contra el Bancu Nacional y don Bonifacio Saa- 
vedra, por tercería de mejor derecho ; sobre deserción del 
recurso • * • • ™ 



O 



Olano, Antonio P., incorporado al regimiento I o de caballería 
de linea ; recurso de hubeas curpus. . 303 
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Pair de Morey, duna Julia, cotí don Julio Astrada y otro; sobre 
consignación 224 

Paz, don José A. t contra la compañía « Chargeurs Réunis * por 
daños y perjuicios ; sobre competencia... 382 

Perea Muñoz, don Antonio, con la sociedad anónima « Córdoba 
del Tucuman », por cobro de pesos; sobre expresión da agra- 
vios iáo 



R 

Ileal de A zúa, don Kzeijuíel. contra don Laureano Bonorino, por 
escrituración ; sobre cumplimiento de semencia ... 'Mi 

Repello, don Luis Andrés, y don Juan A. Racigalupi, contra el 
Ha neo Hipotecario de la provincia de Buenos Aires ; sobre es* 
criUiracion de compra en remate y co>tas 101 

Risso, don üsleban, con don Nicolás Mihanovicli, por salario de 
asistencia ; sobre apelación denegada. , 1"! 

Roses, doña Celia, con don José Esquíen, por divorcio ; sobre 
denegación de recurso á la Suprema Curte, de resolución de 
los tribunales de la Capital 374 

Rueda, doctor Pedro, con don Juan A. Harlini ; sobre ejecución 
de laudu y cobro de pesos 396 

S 

Sa.ivedra, dun Bonifacio, y Banco Nacional con Ñongues herma- 
nos, por tercería de mejor derecho; sobre deserción del recurso Ti 

Saavedra, don Luis M., contra doña Agustina O. de Lamas, por 
cobro ejecutivo de crédito hipotecario ; sobre apelación dene- 
gada 414 




Sandino, Pedro, criminal contra, por circulación de billete* ral- 
sos decurso legal; sobre excarcelación 440 

San Juan, la provincia de, con don Rosauro Doncel ; sobre papo 
de obligación contraída á pesos Tuertes >" apelación de senten- 
cia de los tribunales ordinarios 399 

Santa Fé, la provincia de. con don BernardiDO Turres, por cubro 
de peses ; sobre devolución de escritos , H9 

Socas, don Julián, contra ios herederos de don Domingo Fernan- 
dez, por cobro ríe pesos; sobre apelación denegada. 153 

Soria, Francisco, y Otra, criminal contra, por circulación de bi- 
llelfs falsos de curso legal ; sobre excarcelación. 192 



Tabeada, don Leopoldo, rotura Wanklyu, Grane > compañía, por 
deslinde de un campo; sobre recurro á la Suprema Corte de 
resoluciones de los tribunales de Mendoza. 130 

Tupan, don Miguel, contra doña Castora Zurita; sobre reivindica- 
ción de terrenos 243 

Torres, don Bernardina contra la provincia de Santa Fé, por co- 
bro de pesos ; sobre devolución de escritos 1 19 

Torres, Isidoro, y otros, criminal contra, por homicidio cometido 
en las personas de Alejandro .'tguírre, Ramona Cornejo y Juan 
Beniaola 325 

Toscano, don Angel íiuatherlo, contra el Ferrocarril del Sud ; so- 
bre pago de un terreno expropiado. 189 

V 

Vansio, José Ü. r \ otros, criminal contra, por defraudación al 

Uauco Nacional en liquidación y sobre costas 17 y 140 

Várela, don Kloy, y otros, conlr» don Tristan Vera, por interdicto 



464 FALLOS DE LA SUFRE** CORTE 



posesorio ; sobre apelación denegada ib" resolución de los tri- 
bunales ordinarios, á la Suprema Corte 258 

Vay e saire, don Garlos, contra el Hancu Francés del [lio de la 
Plata, por cobro de pesos ; sobre liquidación -121 

Victorica y Irquiza, don Benjamín, con don Eleodoro Cruz, por 
desaloja y cobro de pesos; contienda tic competencia 1 18 

Villa faue, Estiban, incorporado al regimiento t" de caballería de 
línea ; recurso de habrás corpas 306 

Villanueva, don Andrés T,, con don Eugenio Itaiirée, por cobro 
de pesos ; sobre apelación denegada 366 

Vivol, don Silvano, sobre eicepciun del servicio militar 61 



m 

Wanklvn, Grane y compañía, con don Leopoldo Taboftda, por 
deslinde de un campo: sobre recurso de resoluciones de los 
ir ibnnales de Mendoza á la Suprema ('orle. . . 130 

Wiklies, Hufu, y otros, criminal cunlra, por burlo á bordo 162 

Z 



Zurita, doña Pastara, contra don Miguel Teran; sobre reivindica- 
ción de terrenos 243 



IXIMUK ALKAUIÍTICO 



IIF. LAS «ATKiUAS i:0\ÍÉStl»*S EX ESTÉ VuLl HKS \.\%W 



A 

Atímimi. — Kn las causas púnales de aduana, puede invocarse y apli- 
carse lo dispui lo en el arlirulu 1:1 del Código de Procedi- 
mientos en la mminal. Página 

Apelable, — No lo es, el auto pura mejor proveer en que ul Jucas lin 
Otado ile la-* larullades «¡hu Je acuerda el inciso 1", articulo 
16 de la ley de procedimientos. IVi^tna 153. 

Apelable. — No lo es, el aulo que niega la intervención que se pide, 
ile una torcera persona extraña al juicio. Página 171- 

Apelable. — Lo son. los aulo* sobra apeniliimieulos ó correcciones 
impuestas por los jueces á los litigante-; ó ahogados. Pa- 
gina ár*9. 

Apelable. — No lo es, el auto, dictado en junio ejecutivo, sobre la li- 
ipiiilariun .Ir-I capital, inlereses y eo*las. Página 'M(t. 

Apelable. — Si el vendedor pide la rescisión del contrato devolviendo 
las arras obladas, es ¡ipelalilc el nulo que rechaza el pedido } 
aunque exista cosa juzgada que lo condenó á escriturar la 
venta. Página 

ApetnUe. — No Jn es» el auto citando de remate. Página 114. 
Apelación. — No tiene derecho para interponer recurso, el que no ha 
justificado su personería en la causa. Página 155, 
t. üqtti jw 



¿pereftirnteiilo. — Véase : ¿pefafrte. 

¿mrip». _ No procede esta excepción, contra el demandado que, al 

contestar la demanda, deduce reconvención. Página 412. 
Arras. — Véase: Apelable ; liescim». 



B 



Banco Hipotecario. — Véase : Contrato. 

Banco Nacional. - Los empleados del Itanco Nacional en liquidaron 
no sun empleados públicos, y el delito de defraudación come 
lido por ellos en daño del eslablecimiento, se halla regido 
por el código común. Página 11. 
Buque. — Véase: Embargo. 



Circulación de billete* falsos, - El reo de este delito, no existiendo 
circunstancias atenuantes ni aovantes, debe ser castigado 
con la pena de cinco años y medio de trabajos forrados y 
mulla de ¿750 pesos, computándose la prisión sufrida á ra- 
zón de dos dias por uno de trabajos forzados. Página 157. 

Circulación de billetes falsos. - Kl liecln. do encontrarse en poder del 
a usad** cantidad de billetes falso* de curso legal, y de no 
darse pur éste explicación saiisíat loria que sirva á excusarlo, 
constituye leniativa del delito de circulación. Página 185. 

Circulación de billetes falsos. - El reo de este dtlílo, es pasible de íi 
pena prevista en é\ articulo 53 de la lej penal nacional. Pá- 
gina 430. 

GampeUnda- - Véase: JMicia fedetat ; iastiáa mititar. 

Cómplice. — Véase : Defraudación : Homicidio. 

Consignación. - Si se ha estipulado que la suma adeudada de se- 
senta mil pesos, sea satisíeclui con un equivolt:ntedei6.087 
pesos oro, no es admisible el pago por consignación de se- 
senta mil pesos, cuando éstos no representaban la menciona- 
da cantidad de pesos oro. La mención del lipo de 230 por 



»>K JUSTICIA riACIONAL 



467 



ciento en que se calculóla suma de 36.08" pesos oro, importa, 
segiw los términos da la convención, eipticada tnmbien por 
los actos posteriores de los deudores, que éstos cumplían 
pagando sesenta mil pesos cuando el oro estuviese á un tipo 
que no diera superior al de á30 por ciento, debiendo pagar 
el equivalente de 20.081 pesos uro, cuando pasase de ese 
tipo. Página iii. 

Contienda tfe enmjietritcin. — Si uno de lus jueces desiste He su compe- 
tencia, desaparece la con lien da que puede ser materia de re- 
solución. Página 118. 

Contrato. — Habiendo mérito suficiente para concluir que el Directo- 
rio del Banco sesionó en quorum, cuando su presidente dio 
cuenta de babee ordenado el remate y t| e haberlo aprobado 
después de verificado, la aprobación de éste importe la 
perfección de) contrato y obliga á escriturarlo. Páginas 9á 
y 101 . 

Contrato. — No existiendo en ios contratos, el pacto de darlos por 
disueltos en raso de inejecución, debe pedirse su cumpli- 
miento, y no lus daños y perjuicios, dándolos por fenecido. 
Página 316, 

Costas. — Tratándose de mía sentencia revocatoria de la de i" instan- 
cia, no procede la cundcnaciuii en costas. Página. 15. 

Cottm. — Declarada la responsabilidad del demandado, procede la 
condenación al pago de las costas judiciales, auuqu se haya 
fijado por el tribunal una ¡mlemuizacion menor de Ja pedi- 
da, si aquel lia opuesto una negativa absoluta á la demanda. 
Página 83. ' 

Costas. — No procede la condenación en cosías, cuando la naturaleza 
de las cuestiones debatidas m la permiten. Paginas Í(H. 

Costas, — Si el ministerio público no ha deducido acusación, y no re- 
sulta que los luncionarios que lo desempeñan hayan obrado 
con notorio desconocimiento de las leyes, la absolución del 
procesado no autoriza la condenación en costas contra el que- 
rellante. Página 140. 

Catas. — (Jebe revocarse la comí e nación en costas a) actor vencido, 
si la naturaleza de las cuestiones debatidas lo autoriza, y si 
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además lia sillo vencedor en una de las contestaciones que 
ha sido motivo fundamental del litigio. Página 21 G. 
Costas. - No corresponde la condenación en costas, si la ejecución ha 
procurado sólo parcialmente. Página. 453. 

D 

Daños y perjuicios. — Si el demandado no contesta la obligación de 
pagar el daño, y no se prueba que el impone de éste sea 
mayor de la suma ofrecida para indemnizarlo, no procede 
mandarle* papar una suma mayor, ni condenarlo en « oslas. 
Pagina 78. 

Daños y perjuicio*. — Para pedir indemnización de perjuicios en caso 
de rescisión de conlralo, no basta demostrar el derecho de 
indemnización ; e* necesario probar además la existencia de 
ellos, y su importancia. Página 212 

Decreto. — Véase : Transporte. 

Defraudación. — La comalida por una serie de hechos diversos, ca- 
lificados cada uno dé delitos aisladamente considerados, que 
euede de seis mil pesos y llega á somas considerables, sin 
circunstancias atenuantes, autoriza la imposición del máxi- 
mum de la pena. Ln complicidad en ellos, puede ser penada 
con año y medio de prisión Página 1". 

Defraudación. — Véase : Banco Nacional. 

Derechos. - Si el demandado ha contestado al actor los derechos que 
ocuerdan los contratos, y no ha apelado de la sentencia que 
le reí oncee como titular de ellos, debe considerarse que ésle 
los conserva en toda su integridad, si otras razones legales 
no se oponen á ello. Página 21 ti. 

Deserción de recurso. — No puede declarar** desierto el recurso, si 
el apelante ha expresado agravios antes de acusársele rebel- 
día por el apelado, aunque lo huya hecho después de vencido 
el término legal y su prorroga. Página 72, 
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Ejecución de sentencia. — El ,-iulu que responde sustancial mente á la 
ejecución de la sentencia, debe ser confirmado, fagina 31 i. 

Embargo. — El de un vapor de matrícula nacional, puede quedar 
i-imiplido con l,i ^.lalación del embargo, y con el nombra- 
miento de depositario judicial en la persona que lo tiene á 
su carpo. Pagina ¿81. 

Embargo preventivo. — No procede por deuda, que no se halla com- 
probaba un las condiciones requeridas por la ley de proce- 
dimientos sobre embargos preventivos, página IGti. 

Empleados. — Véase : Banco Nocional. 

Error ¡ fcl error en la inexacta manifestación, que no sea de los 
mencionadas en el articulo 1057 di- las ordenanzas de adua- 
na, 00 exime de pena. Página á. 

Escrituración. Si sobre los bienes embargad*» en el juicio ejecu- 
liío, se dedujo tercería dé dominio, que se declaró sin efec- 
iu. p (J r haber cesado dicho juicio ejecutivo en virtud de pago 
de la deuda hecho por el cjtculadu al acreedor, después de 
verificad:* y aprobada la venta de los bienes embargados, ésto 
no es razón para que el ejecutado se oponga á la venta pe- 
dida por el comprador, alegando el derecho de dominio de 
los terceristas, á quienes él no représenla. Página 375. 

Estiva. — No habiéndose observado la cuenta pasada por servicios de 
estiva, ni probado que fuera mesada, debe mandarse pagar 
su saldo. Página i~r¿. 

Estira. — Siendo mercantil el contra lo ib» estiva, puede una de las 
parles pedir la ivscision, si la otra se niega á cumplirlo. 
Pagina i7j. 

Excarcelación. -,\o procede la eÉeareelacion, si la pena aplicable 
al hecho que motiva la prisión , excede de la que Ja autoriza 
Página IÍI2 

EccarctlacwH. — Con arreglo ú la ley número 3058, procede la ex- 
carcelación bajo canción en los delitus que tengan pena de 
uno a t,*es años de prisjgu. Página ¿Üá. 
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Excarcelarían . - No procede en las cansas por circulación de bille- 
te!» falsos de cuno legal. Página 440. 
Excepción. — Véase : Serrino militar. 

Expresión de agravios, — *i el auto apelad» es interlocutoiiü, debe 
dejarse sin efecto el decreto que manda espi gar agravios y 
devolverse «I escrito que los expresa. Página lili. 

Ei probación. - Para fijar el precio del lurreuo expropiado, debe 
tenerse en consideración su ¡dluacion \ Jenias condiciones, 
asi cum» las resollantes del fraecioiiamieuio. Página 189. 

Expropiación. — Con arreglo á la ley número ¡1452, la empresa del 
Ferroc arril tiran Oeste Argentino puede exigir que las ex 
propiadones pendientes qui- deben hacerse para ella j á 
cargo de la misma, sean seguida» por el gobierno nacional : 
y en osle concepto, si ti perjuicio de las responsabilidades 
que le incumben, puede negarse á hacerse parte en el juicio 
de expropiación para ella, que el gobierno uarional ha se- 
guido hasta dictarse sentencia. Página i, 12. 

Expropiación, — Debe confirmarle la sentencia del inferior que lija 
al terreno expropiado, el preiio que ha sido fijado á Ierre- 
nos análogos, y establece una indemnización que resulta 
equitativa. Págiiui ¿til. 

Expropiación- — En el juicio sobre ella, no son excluidas las prue- 
bas que las partes ofrecen en el comparendo. Página 415. 

Et tradición . — Debe concederse, t oando el caso es de los previstos 
en la ley de la materia, de ib de Agosto de 1885, y, á falta 
de tratado, se lia ofrecido reciprocidad, y se lian llenado los 
requisitos exigidos por la iey de procedimientos en lo crimi- 
nal. Sólo debe concederse bajo la condición de que si lu.y 
logar á pena, ésta sea la más benigna con sujeción á la |my 
del país requirenle y del requerido. Página 411. 

F 



FaUificachn «V moneda. — La tentativa de falsificación de moneda de 
nikel de curso legal, merece la pena de un año de trabajos 
forzados; 40 pesos de mulla. Página 
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Falta de penoneria. — No procede la excepción de folia de persone- 
ría en el procurador, si ésle lia presentado poder, y el po- 
derdante ha reconocido la existencia del juicio ejecutivo en 
que interviene, y lia intervenido el mismo absolviendo posi- 
ciones. Ingina 403, 

Ferrmimies. — Véase : Transporte. 



G 

Garantía. — II escindido el contrato por acuerdo de la* partes, debe 
restituirá lo entregado para garantía de su cumplimiento. 
Página 443. 

H 

Habeos corptis. — Procede a favor de los detenidos por orden de la 
inspección de milicias, SÍ resulta que han sido exceptuados 
del servicio militar por resolución de las juntas respecti- 
vas. Pagina 209. 

Homicidio. — El perpetrado á traición > sin peligro, mediando la 
circunstancia del inciso 8\ artículo 83 del Código Penal T 
debe ser castigado con presidio por tiempo indeterminado : 
y el cómplice debe ser castigado con la pena de nueve 
anos de presidio Página 'Mo. 



I 



Impuestos. — La exención de impuestos acordada por el gobierno na- 
cional, á la elaboración de carnes por procedimientos mo- 
dernos, no comprende la preparada por el sistema ya cono- 
cido del tasajo. Página 144. 

Incompetencia. — La declaración de quedar sin efecto los autos dictados 
por el juez que se (ta declarado incompetente, no causa 
agravio y nu es susceptible de recursos. Página 427. 
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Inconstitucional . — VA impuesto de seis centavos por cada cuero va- 
cuno de más de seis kilos; o que se introduzca de otios 
departamentos en que no hubiesen satisfecho los derechos 
establecidos por h municipalidad di* tiualeguaychú, por or- 
denanza de 30 di- .Noviembre de 1804 T no es inconstitucional. 
Wigiria 144. 

íntmsi's. — Los de la suma depositada, que ia sentencia manda pagar 
al Banco condenado a devolverla, no pueden liquidarse al 
tipo lijado por el [Janeo, sino hasta el día de la demanda. 
Los posteriores deben liquidarse con arreglo á la lasa de los 
intereses legales. Página UÜ7 : 

intereses- — La liquidación de una obligación á oro debe hacerse á 
oro, y no habiendo convenio sobre los intereses, estos se 
deben desde la interpelación judicial, con arreglo a los que 
cobre el Banco du la Nación en sus préstamos á oro. Pági- 
na 421. 

J 



Juicio ejecutivo. — Véase : A ¡tela ble; Costas* 

Justicia federal. — Corresponde á ella, el conocimiento de las deman- 
das fundadas en Jas di boom clon es de la ley nacional de fe- 
rrocarriles Página 121. 

Justicia federal — No corresponde el Tuero federal por raion de per- 
sonas, en la causado reivindicación de un terreno, si éste ha 
sido objeto de mensura ante los tribunales locales, y á con- 
secuencia de protesta del demandante se ha trabado ante los 
misinos, el juicio contencioso correspondiente por la via or- 
dinaria. Pagina 1 -24. 

Justicia federal. — Si el menor enanchado, se halla sometido al tri- 
bunal militar por causa de deserción, las mitones invocadas 
contra la legalidad de su ingreso en el ejército, deben ha- 
cerse valer ante aquel tribunal. La justicia federal no es com- 
petente para conocer de ellas y resolver. Página 310. 
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Justicia federal. — No es competente para resolver si una municipali- 
dad, al establecer un impuesto, hizo ó no uso de atribucio- 
nes que le diera SU ley orgánica. Página 144. 

Justicia fettevaL—Ho corresponde ;i la justicia federal, el conocimiento 
del delito de sustracción de correspondencia, cuando se imputa 
al procesado como realizada en el domicilio del destinatario, 
fuera de la custodia y servicio del correo. Página 152. 

Justicia federal.'— Corresponde á ella, por razón de la materia, la de- 
manda por daños y perjuicios que se dicen causados por cul- 
pa ó negligencia de los empleados del vapor, en el acto de 
realizar la estiva. Página 38i. 

Justicia fedérate No corresponde el fuero federal por razón de per- 
sonas, si la parto que tiene derecho de invocarlo, después de ¡ 
entablada la demanda y antes de ser contestada, ha ocurrido 
á la justicia provincial. Página 427. 

/látela tuilttur. — Corresponde i ella, e! conocimiento de la causa 
sobre insubordinación á mano armada cometida por un mi- 
litar contra su superior gerárquico, y no á la justicia ord¡.-. 
naria el de las heridas inferidas en el acto de la insubordina- 
ción. Página ;in. 
Liquidación. — Xéw : Apelable . Intereses. 

i," '<. ' 



Marca de fábrica.— En las causas sobre falsificación de marcas, pue- 
de pedirse como prueba la inspección y visita domiciliaria 
prevista en el articulo 399 del Código de Procedimientos en 
lo criminal. Página 433. 

JvVnor enganchado. — Véase : Justicia federal, 

Menores.— Losados de enajenación celebrados, bajo el imperio de 
las leyes de Partida, por un menor adulto que no tiene guar- 
dador, son válidos, salvo el beneficio de restitución para el 
caso en que se hubiesen hecho en daño. Página 243. 
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Mmores. — Si ese remedio 110 se ha hecho valer durante la menor 
edad, o dentro de los cuatro arios después de la mayor edad 
del enajenante, los derechos transmitidos quedan definitiva- 
mente adquiridos, Página 243. 
Menores. ~ Según la ley vigente, los ronlralos de los menores no son 
válidos; pero la acciun para pedir su nulidad, se prescribe É 
los dos años de llegados a la mayor edad. Página W¿. 



N 



Ntiinfad. — Debe rechazarse esta excepción, opuesta a la ejecución 
del laudo, cuando resulla basta lilemente demostrado & los 
fines del juicio ejecutivo, que el laudo ha sido pronunciado 
sobre Ins punto* comprometidos y don tro del término. Pá- 
gina HOG. 

Nulidad. — Véase : Memres ¡ Pretcripcion , 



O 



Obligación. — Esta se extingue, ■■uaiulo la prestación que forma su 
objeto, resulla imposible por caso fbriuito ú Tuerza mayor, 
y eJ deudor no se ha hecho responsable de esos accidentes. 
Página 195. 

Obligación d oro. — Véase: intereses. 




Payo. — Reconocida j aceptada la obligación de pagar perjuicios en 
moneda nací «nal, no es licito mandar pagar el importe de 
la liquidación, con fondos públicos creados por una ley 
provincial , Esto importa violar Jo expresamente establecido 
por el articulo 140 del Código Civil y Ja constitución na- 
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cional, que da al Congreso Ja facultad eiclusi™ de legislar 
en materia de monedas, y la niega á los poderes provincia- 
les. Página 351 . 

Pago. — El de la deuda, que el ejecutado haya hecho al acreedor, 
después de verificada y aprobada la venta de loi bienes 
embargados, no puede alterar los derechos adquiridos por 
el comprador de dichos tumo. Página 375. 

Pago. — Debe rechazarse esta excepción, opuesta a la ejecución del 
laudo, si ella se funda en documeutos anteriores al laudo, 
que se lian incluido y apreciado en él. Página 396. 

Pago. — Es justa la sentencia qoe manda pagar Ja obligación con- 
traída á peso* Tuertes, con arreglo á la segunda parte clet 
artículo 3*. ley número 1734. Página 3ttU. 

Pago parcial — Debe admitirse esta excepción, reconocida por el 
ejecutante. Página 153. 

Pasaje. — La enfermedad q¡ e no permite seguir viaje sin peligro, 
autoriza al pasajero á suspenderlo, y le da < \ derecho de 
repetir el precio correspondiente al camino no recorrido, sin 
que obste ninguna cláusula en coñtrario, consignada en el 
buletu de pasaje. Página 135. 

Pena. — No puede agravarse la impuesta en la sentencia de I a ins- 
tancia, si esta no ha sido recurrida por el ministerio públi- 
co. Ingina fG2. 

Peso fuerte. — Véase; Pago. 

Posiciones. — *No puede ordenarse que tas posiciones .sean absuellas 
por el apoderado enn facultad de ¡disolver posiciones, si la 
parte que las difiere eiige que las absuelva la contraparte 
personalmente. Página Hi, 

Prescripción. — Según la ley vigente, Jos contraías de los menores 
no son válidos ; pero la acción para pedir t>u nulidad, se 
prescribe á lus dos años de llegados á la mayor edad Pá- 
gina 243 . 

PrescrifKion. — La buena Ce, titulo traslativo de dominio, posesión 
continua de diez años en presencia del enajenante, mayor 
de edad, bastan para justificar Ja prescripción á lavor del 
poseedor. Página ¿43. 
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Prescripción. — Véase : Menores. 

Presunciones, — Si Jas presunciones su tí cíenles para moldar la pri- 
sión preventiva, no reúnen las condicione:; requeridas para 
acontarles al electo de prueba, debe absolverse al procesado. 
Página U8. 

Prueba. — Véase : Expropitirinn -, Mat ante fábrica. 



R 

Rebeidt. — La pai le declarada rebelde, nu puede presen lar escrilos 
durante la tramitación de la causa. Página 119. 

toruno. — No procede la apelación á la Suprema Corle, de resolu- 
ciones de los tribunales locales, si no se vendrá alguno de 
los casos previmos en t i artículo 14 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de i 803, sobre jurisdicción de los tribunales Adéra- 
les. Pagina ti". 

Rtrurso. — La interpretación y aplicación, hecha por los tribuna- 
les de provincia, de los código* comunes y de las leves 
de procedimientos, im autoriza el recurso a la Suprema 
Corle, establecido por el artículo 1 1 de la ley sobre ju- 
rtsdiccíon y competencia de los tribunales lederales Pá- 
gina l.'MJ. 

Hevursn. — Nu es apelable para ante la Suprema Corle, la resolución 
de los tribunales ordinarios, en lo que se lia hecho interpre- 
tación y aplicación de las disposiciones del Código Civil. 
Página ¿58. 

Hevurso. — lis apelable para ante l.i Suprema Corle, la resolución de 
Jos tribunales ordinarios en la cual se niega validez á un 
decreto del poder ejecutivo nacional. Página 284. 
jkWno.—Xu os apelable para anle la Suprema Corle, la resolución 
de lus tribunales ordinarios dictada en asunto regido por el 
derecho común. Página 309. 
tocurso. — ICI creado par el artículo 14 de la ley sobre competencia 
de los tribuna les federales, es proceden te contra luda sen ten- 
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cia definitiva que aléele la constitución ó leyes nacionales, 
aunque un sea dictada en juicio ordinario, sino en juicio co«- 
lencioso-adminislrativo, Página 351. 

Ih ntrm. — La restricción del artículo 15 dé la citada le|¡ no com- 
premie el caso en que <e invoca la vinlaeiuii (le una disposi- 
ción del Código Civil, no por haber sidu nial interpretada y 
aplicada, sino por haberse prescindido de ella y haberse 
apilado en su lugar, la disposición de una lev provincial re- 
pugnan le á aquella. Pajina 351 . 

Recurto. — No procede para ante la Suprema Corle, con ira reso- 
luciones de los tribunales ordinarios, en los que se ha iu- 
i«r prelado y aplicado las leyes de procedí intentos. Pági- 
na 374. 

Recurso. — Es apelable para ante la Suprema Corte, el auto de ios 
tribunales ordinarios que niega la competencia de la justicia 
redera I, invocada por el demandado en virtud de la distinta 
vecindad de la* parles. Página :#4. 

Recurso, — Debe declararse bien cuncedido el recurro para ante la 
Suprema Corte, de la sentencia de los tribunales ordinarios, 
que ha aplicado la ley nacional de íncoit versión, número 
1734, en contra de las pretensiones del recurrente, fundadas H 
en dicha ley. Página 3Ü<J. 

Recurso. — Si U sentencia que manila pagar la obligación contraída 6 
pesos fuerte-i, con arreglo á la segunda parte del artículo 3 o , 
ley número 1734, rechaza respecto de los pagos ya efectúa- \ 
dos, el cobro de las diferencias enire el valor de la moheda 
estipulada y el de la moneda con que se han efectuado, fun- 
dándose para ello en que los actos del demandante importan 
una renuncia a dicho cobro, interpretando asi lasdisposicio- 
nes del derecho civil, no puede hacerse lugar á la adhesión 
al recurso, interpuesta en esa parle por el apelado conlra la 
sentencia mencionada. Página 399. 

Recurso tle hecho. — No procede, sin haberse pronunciado el inferior 
sobre los recursos anie el interpuestos.. Página 315. 

Rescisión. — La del contrato, perdiendo las arras quien las dio, ó de- 
volviéndolas dobladas, quien las recibió, m¿ procede cuando 
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ie ha celebrado ya el contrato, ó ha sido cumplido. Pá- 
gina 388. 
fíettishn. - Véase : Esíír/i. 



S 

Seiif '"-iu. — No procede juzgar en ella, di* lo que no ha sido materia 

de ta fifis contestación. Página 210. 
&itffHCT<i. — Los jueces deben observar en sus semencias, lo pres- 

criptu mi el articulo 495 del Código de Procedimientos en lo 

Criminal. Página 335, 
Servicio militar. — No es caso de excepción para el servicio militar, 

el del hijo natural que atiende á la subsistencia de la madre. 

Página til . 

Servicio militar. — No es caso de excepción del serficio militar, el 
del hijo que atiende á la subsistencia du la madre, por ha- 
berla abandonado su marido. Página 73. 
Servicio militar. — El exceptuado en forma legal por resolución de 
autoridad competentt\ no puede ser obligado al servicio mi- 
litar activo. Página 7 303 y 306. 
Servicio militar. — Sí el hijo de madre viuda, es natural, no procede 

la excepción del servicio militar. Página 423. 
Suprema Corte. —No está «n las facultades de ella, reducir la pena 
impuesta por sus sentencia*-, Página 270. 

T 

Tentativa. — Véase : Circulamn <h billetes falsos : Faliificacion de 
moneda . 

Testigos, — Vencido el término probatorio, no es admisible la prue- 
ba de testigos, que no ha podido practicarse dculro de él, 
por culpa de la parle. Página 420. 

Transitarte. — El decreto de 10 de Setiembre de 1894, por el cual el 
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Poder Ejecutivo Nacional fija «I tiempo- en que los ferroca- 
rriles deben de hacer i transporte de mercaderil*» no es 
conlreriu sino conforme ú lo dispuesto en el artículo 181 del 
Código de Comercio. Página 2&4. 

V 

IVii/rt. — Véase : Menor™. 

V,$ita domirilmria. - Véase : Mnrm tie fábrica. 
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Contra don Severo Varesca, sobre payo de dobles derechos 
por inexacta manifestación 

Sumario. — i" El error en la inexacta manifestación, que 
no sea de los mencionados en el artículo 1067 de las Ordénenla* 
de aduana, oo exime de responsabilidad. 

2° fin las causas penales de aduana puede invocarse j apli- 
carse lo dispuesto en el artículo 13 de la ley de Procedimientos 
en lo Criminal. 

Caso. — Resalta de las siguientes pieias : 
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se- 



RESOLUCION DE LA ADUANA 

Ifürf 

Buenos Aires, Febrero 5 de 1896. 

Vistos y considerando: i» Que I* falsa manifestación denun- 
ciada está plenamente constatada, como lo prueba la misma de- 
claración del cargador. 

2° Que el informe de la Oficina de Vistas no trae anteceden- 
te alguno en faror del cargador, pues el cajón objeto de este su- 
mario, ha podido sustituirse durante el viaje por otro de mayor 
volumen y que pudiese contener las seis docenas de escopetas 
manifestadas de más; toda vez que en la gula respectiva no se 
hace mención del volumen del bulto. 

3° Que las demás razones en que se Tunda el declarante no 
pueden tomarse en consideración, puea los errores de hecho, 
como el presente, at'm cuando no se han cometido con la inten- 
ción de defraudar á la renta, son penados por la ley. 

i° Que el hecho denunciado está previsto y penado por la ley 
en sus artículos 668; inciso 4 o , y 1ÜH. 

Fallo: imponiendo al cargador una multa de dobles derechos 
sobre la mercadería manifestada y no contenida en el cajón. Ad- 
judícase su importe al denunciante (art. 1030), 

Hágase saber y pase á Contaduría á sus efectos, reponiéndose 
los sellos por el cargador. 

//. Martimz Castro. . 



VISTA DEL PROCURADO» FISCAL 

Hílanos Aires, Junio 10 úk 1896. 

Señor Juez : 

Deducida la presente apelación por don Severo Mar eaca, de la 
resolución de aduana de foja 6 y acordada por el administra- 
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dor de aduana A foja 15 se resolvió que expresara agrados en el 

término de seis días. 

Ese término, al parecer, fué interrumpido por la nota del se- 
ñor administrador de aduana de foja 17, en la cual pedía se de- 
volviese este expedente por no haber presentado el apelante en 
esa administración el certificado del actuario de haber traído 

la apelación ante V. S. 

V. S., sin resolver este punto, y á pedido del apelante, diri- 
gió oficio ti la aduana requiriendo datos relativos i la recua en 
que. concedida la apelación á Maresca, se te entregó el presente 
expediente con el objeto de saber sí el recurso de apelación lo 
había interpuesto dentro del término de ley. 

Según el informe expedido por la aduana, de foja 43 vuelta, 
el presento expediente fué entregado a MareBca en 10 de Abril 
del corriente año, habiéndose presentado ante V. S. con 61, se- 
gún constade la nota del actuario de foja 15, en 15 de Abril 
del mismo año, 

Estas constancias determinan que don Severo Maresca se 
presentó ante V. 8. dentro del término preciso que acuerda el 
articulo 1066 y 1067 de las Ordenanzas de adunna, por cuya 
raion V. S, debe aceptar esta apelación dándole el curso que le 
corresponde. 

Según la jurisprudencia establecida por la Corte Suprema, 
estas apelaciones son procedentes siempre que se presentan al 
juez dentro de los cinco días hábiles subsiguientes al dia en 
que se interpuso la apelación y fué notificada le concesión y en- 
trega del expediente. 

Poi otra parte, en este cato como en los demfts en que se tra- 
ta de los términos judiciales, V. 8. debe aplicar los artíoulos 
17 y 18 de la ley de Procedimientos. 

Creo, pues, queV. S. debe hacer lugar á esta apelación man- 
dando que el recurrente exprese agravios en el término pru- 
dencial que V, S. se sirva fijar. 
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En cuanto a lo solicitado en el escrito de foja 19, por el de- 
nunciante, de que be le tenga por parteen este juicio, pienso 
que V. S. debe proveer de conformidad en virtud del artículo 
¿9 de la ley de aduana que en él se cita. 

J. Hotel. 



VISTA DEL PUOCUBAÜOft FISCAL 

Uueuos Aires, Diciembro de 1S98. 

Señor Juez : 

En este juicio, como en otros que le son análogos, y teniendo 
en cuenta casos anteriores, resueltos por el juzgado de V. S. lie 
tenido ocasión de sostener la promlcncia de las apelaciones que 
se deducen de las resoluciones de aduana siempre que ellas 
vengan interpuestas dentro de Jos cinco días hábiles anotados 
desde que se notificó al interesada la concesión del recurso y se 
le hizo la entrega det expediente respectivo de acuerdo con el 
artículo Í086 de las Ordenanzas. 

En el presente caso, j á este propósito, hice untar en mi vis- 
ta de foja 26, que según el informe de la aduana de foja 23, el 
expediente fué entregado i Mar asea en 10 de Abril, habiéndose 
presentado ante V. S., como consta I foja 15, en íh del mismo 
inesy año. De aquí dedujo que Marera, trajo su apelación en 
tiempo de acuerdo con los artículos 1066 y 1067 de las Orde- 
nanzas y de conformidad con los artículos 17 y 18 de la ley de 
Procedimientos, y por ello es que consideré qu» la mencionada 
apelación era procedente ; lo que consideró igualmente V. S. 
según la providencia de foju 28 vuelta. Por su parte, el señor 
administrador de aduana se dirigió á V. S, pidiendo la remi- 
sión del expediente por no haber Maresca presentado en esa re- 
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partición el certificado á que se reliere el artículo 1068 del có- 
digo aduanero. 

Habiéndome opuesto á tal remisión según mi vista de foja 
38 vuelta, el señor administrador inaiste sobre ello en su nota 
de Noviembre2Q próximo pasado de foja 47, pidiendo U revo- 
catoria de la providencia de V. S. de acuerdo con mi vista de 
foja.., mencionada de foja 30 vuelta y de foja 43. Es indudable 
que la nota mencionada de ta aduana, viene a suscitar en el 
caso presente una cuestión que conviene resolví en el interés 
d« los derechos del Asco, del cumplimiento de la ley aduanera, 
con arreglo á su texto y espíritu, así como en el de lo* que se 
sientan agraviaos por las resoluciones aduaneras como la pre- 
sente de foja 6. 

Antes de pronunciarme sobre tal punto, debo manifestar a 
V. S. que no cre> atendible la reclamación aduanera, en la for- 
ma y concepto de una revocatoria de una providencia de V. S, 
pues el administrador de aduana que firma la nota de foja 47 
no tiene personería en este juicio para interponer tales recursos. 
Sin embargo, creo que debo pronunciarme sobre el punto en 
cuestión en interés de los derechos fiscales y sobre todo en cum- 
plimiento del decreto de V. S. de foja 48 vuelta que me con- 
liere vista sobre la mencionada nota. 

Interpuesta en tiempo la apelación de una resolución de 
aduana concedida porel administrador y traída ante V. S. con 
el expediente respectivo, dentro de los cinco días hábiles que 
establecen los artículos 1066 y 1067 de las Ordenansas, ¿ debe 
ser considerada y procedente y debe caer bajó el conocimiento 
de V, S.? 

¿ La falta de presentación a la aduana del certificado á 
que se refiere el artículo 1068 de las Ordenanzas interrumpe 
la jurisdicción de V. S. nuciendo inocua, como en el caso pre- 
sente, ta sustauciacion legal del recurso? 
- La primera pregunta, en sentir de este ministerio, debe con- 
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tostarse afirmativamente, pues según la ley basta para que pro- 
ceda el mencionado r«curso de que se presente et apelante con 
el expediente, dentro de ios cinco días hábiles, para que se 
ejerza la jurisdicción de V. S. no podiendo on este momento 
saberse si el interesado va á presentar 6 no el certificado que 
leeipide el actuario dentro del término que se ha fijado al efec- 
to. Así be La entendido siempre, así lo ha establecido el juzga- 
do de V. S. y as fio tiene prescrito )a Suprema Corte en sus 
fallos de la séiíe2\ tomo'* 2, páginas 605 y 609. 

La segunda pregunta, en mi opinión, debe contestarse nega- 
tivamente. 

Las razones que tenga para manifestarme en tal manera, son 
la» siguientes : 

I o Que en diversos casos Y. S. lo ha resuelto en tal sentido. 

2° Que la Suprema Corte de Justicia al pronunciarse sobre 
una apelación de aduana en los fallos citados en la serie 2\ to- 
mo 12, páginas 605 y 609 ha prescindido completamente de la 
prescripción del artículo 1968 de las Ordenanzas de aduana á 
pesar de haber hecho mérito de él el señor Procurador general. 

3* Que siendo un derecho acordado por la ley á los comer- 
ciantes el recurso ante la justicia contra las resoluciones ad- 
ministrativas déla aduana el ejercicio de ese derecho, do puede 
ni debe estar subordinado y aun neutralizado por 'cumplimien- 
to de un simple requisito administrativo que en el presente ca- 
so no tiene objeto alguno, pnes consts de autos como ya lo he 
hecho uotar que Maresca se presentó en tiempo y con el expe- 
diente original que le entregó la aduana. 

+> Que debe tenerse en cuenta que el certificado á que se 
refiere el articulo 1968 de las Ordenanzas, muchas veces es de- 
morado por causas ajenas a ta voluntad de los apelantes como 
que se trata de un acto que depende de funcionarios que le son 
é extraños (caso de Erfford y Budgge, juzgado de V. 8.). 

5° Que sí bien es cierto que ese certificado es exigido por el 
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articulo citado de las Ordenanzas, lo es si ra lilemente al efecto 
de constatar que el apelante se ha presentado al juzgado fede- 
ral con el expediente qu<> se le Un entregado y no lo ha desvia- 
do ni sustraído, ñique lo ha guardado buscando dilaciones al 
cumplimiento de la pena á que se ha hecho acreedoi 

Poro no creo que esa exigencia sea tal que baste para parali- 
zar un juicio que V.S. ha sustanciado y que debe resolver por 
sentencia como manda la ley, por el solo hecho de comunicarse 
déla aduana de que allí no se ha acreditado, lo que como en el 
caso presente, está bien constatado ante V. S. 

6 o Si hubiera de aceptarse que ta presentación del referido 
certificado es más que un simple requisito administrativo y que 
su no presentación fuera capaz de quebrar Ja jurisdicción de 
V. S.en materia de adnana, haciendo inoficiosa la substancia- 
ción deljuicio respectivo que hubiera practicado, tendríamos 
que la jurisdicción de V. S. en esta materia seria una jurisdic- 
ción precaria y condicional. 

Jj(\ primero, porque los procedimientos de V. S. estarían su- 
jetos á quedar nulos en el momento que la aduana comunicase 
la no presentación del certificado; y lo segundo, que todos los 
decretos de V. S., sin excluir sus sentencias definitivas en esta 
clase de juicios, estarían subordinadas ála condición resolutiva 
de la presentación 6 no presentación del referido certificado. 

Basta lo enunciado para comprender que todo ello encierra 
un ataque al imperium que corresponde & la investidura judi- 
cial de V. 8. y un cercenamiento de la jurisdicción que le con- 
fiere el artículo 100 de la Constitución y «1 inciso 3* del artí- 
culo 3 o de la ley de 14 de Setiembre de 1863 que lo regla- 
menta, quedando la aceion legal de V. 8., en eetOB juicios, so- 
metida a los procedimientos administiativos de la aduana. 

Estas consideraciones son las que han determinado, por mi 
parte, la opinión que tengo vertida en mi vista de foja 26, «sí 
como en casos análogos, y la interpretación que he dado á los 
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fallos citados de la Suprema Corte cuando lie entendido que al 
declarar procedente la apelación que en ellos trata he prescin- 
dido del certificado en cuestión y sólo se lia detenido á mirar sí 
ta apelación estaba dentro del término de cinco días y si esos 
días eran hábiles 6 no. 

Por esto es que al contestar la vista conferida me permito 
insistir sobre lo dicho en mi vUta de fojas 26 j 38 vuelta con- 
siderando que Y. S. debe terminar este asunto por sentencia 
confirmatoria de la resolución de adnana de foja 6, como lo 
tengo pedido á foja 38 vuelta. 

J. Itotet, 

Fallo d«l Ju« Federal 

Buenos Aires, Marzo 27 de 1897. 

Y vistos: Por sus fundamentas y concordantes de la vista 
del señor procurador fiscal de foja 38 vuelta y los del escrito 
dt* foja 46 que el juzgado encuentra ajustados.se confirma la 
resolución administrativa de foja 6, con costas. Notifíquese con 
el original, repónganse los sellos y en oportunidad devuélvanse 
los autos á la aduana á los efectos consiguientes. 

Gervasio t\ Granel, 



VISTA DEL SBSOIl PROCURA DOK GENERAL 

Buenos Aires, Julio 15 de 1897. 

Suprema Corte : 

La nulidad invocada no lia sido demostrada ni tampoco expre- 
sada por el recurrente, no resultando tampoco de las constan- 
cias del proceso, 
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Encuanto al recurso de apelación, no ha sido justificado en 
la expresión de agravios ; quedando subsistentes los fundamen- 
tas de Ift «solacio;, administrativa de foja 6. 

La falsa manifestación de seis docenas de escopetas, resulta 
evidenciada por U declaración misma del interesado, que la 
atribuye a error de copia, confundiendo encopeta con esco- 
plos. . 

Este error es posible, pero el mor como la ignorancia de las 
leyes, no son causas legales ni de exoneración ni de atenuación, 
según el articulo 1058 de las Ordenanzas. Y si ese error no es 
imposible pasara desapercibido, según «presión de la misma 
aduana, nu alcanza á exonerar de pena, según el artículo 1057 
déla mismas Ordenanzas. 

El caso esta previsto por el artículo 568, que, en au inciso 4*, 
pieviüne que las diferencias por haberse destarado efectos de 
superior especie 6 calidad, determinan la pena señalada en el 
articulo 10H . Esa pena es la de dobles derechos, sobre la di- 
ferencia. 

Entiendo que no existiendo las escopetas manifestadas por 
error, no deberá, i los efectos de la penalidad legal, imponerse 
la tarifa máxima sino la intermediaria entre loa dos extremos, 
6 la mínima por corresponder en el caso de duda, la resolución 
más favorable al procesado, según el principio establecido por 
nuestro Código de Procedimientos Penales. 

Si se tratase del aforo de mercadería* existentes, la aplica- 
ción de la tarifa corresponde evidentemente á la pericia de la 
administración aduanera. Pero no existiendo la mercadería, ni 
pudiendo determinarse calidad la declaraciou de la tarifa es 
de mera inducción, y esa inducción de las prescripciones lega- 
lea cae bajo la apreciación y decisión de V. E . 

Por ello pidoáV. E. se sirva confirmar la resolución apelada 
en cuantodeclara responsable al recurrente de la falsa manifea- 
tacion en la guia de removido y revocarla en la parte qne im- 
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pone la tarifa máxima á los efectos coya existencia y calidad 
no se ha constatado, á cuyo respecto V. E. podría resolver, co- 
mo corresponda, según lo dejo expresado en el cuerpo de este 
escrito. 

Sabiniano Kier, 



Bueno» Aires, Octubre & <i& 18&8. 

Vistos y considerando: Que el presente caso Be halla clara- 
mente regido por los artículos seiscientos sesenta y ocho, inci- 
so cuarto y mil once de las Ordenanias de aduana, 

Que aunque el interesado alega en su dnscargo que la mani- 
festación inexacta era simplemente el resultado de un error, 
no ea dudoso que aun admitiendo la verdad de esa afirmación, 
ella oo serriría ni como circunstancia atenuante para reducir ta 
responsabilidad de la infracción y mucho menos como eieusan- 
te del hecho, con arreglo á lo dispuesto en el artículo mil cin- 
cuenta y ocho de las citadas Ordenanzas t desde que el error no 
entra en la categoría de los mencionado* en el artículo mil cin- 
cuenta y siete. 

Que, como lo observa el señor Procurador general, no hay 
en autoa elementos suficientes para clasificar Jas escopetas ine- 
xactamente manifestadas ni entre laude primera clase, 

Que según lo dispone el artículo trece del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal que puede invocarse por no haber dis- 
posición encontrarlo en las peculiares de aduana, en la duda, 
debe estarse siempre i favor del procesado. 

Que en la tramitación observada en primera instancia se ha 
llenado sustauoialmente lo prevenido en el artículo mil setenta 
de las citadas Ordenanzas. 
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Por esto, y Je acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, ao confirma la sentencia apelada de fojase- 
senta y uno t en cnanto condena al recurrente á la pona de dobles 
derechos, declarándose ano su liquidación se ha de hacer en el 
concepto de tratarse de escopetas de última oíase y que no pro- 
cede el recurso de nulidad deducido conjuntamente con el de 
apelación. Hágase saher con el original y repuestos los sellos, 
deTuélvanse. 

BENJAMIN PAfc. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN í. TORflMT. 



CAUSA «CC IV 



(ion Manuel Collazo contra el Sanco Provincial de Córdoba 
p v r cobro ejecutivo ; sobre costas 

Sumario. — Tratándose de una sentencia re recatona de la fie 
I* instancia, no procede la condenación en costas. 



PEDIDO 

Suprema Corte; 

Manuel Collazo, en el juicio ejecutivo que sigo contra el Banco 
Prorincial de Córdoba por cobro de un crédito hipotecario, ante 
V. E. respetuosamente comparezco y digo : 
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Qoe se me h:i notificado la sentencia por ta jpe se rechazan 
las eicepi iones opuestas por el demandado y se manda llevar lu 
ejecución adelante. 

Ahora bien, cumu pn este juicio se ha pedido por opa y otra 
parte lu condenación en costas al contrario y el fallo aludido no 
se ha pronunciado al respecto, vengo á pedir á V. aclaración 
ó ampliaciuu del mismo, respecto á cargo de quién deben ser las 
custas de esle litigio, resolución que se impone en nuestro caso, 
pites se trata de un juicio ejecutivn y de la interpretación y 
alcance del artículo 277 del Código de Procedimientos de los 
Tribunales de la Nación. 

Por tanto, á Y. ]■]. ¡ddo provea como lo solicito por ser jus- 
ticia. 

Manuel Collazo. 

Falto de I» «Mprem» Corle II) 

Íiin*uos Aire?, Octubre 25 de 1898. 

Tratándose de ana sentencia moratoria do la de primera 
instancia en cuyo caso no es procedente la condenación en cobtas, 
no lia lugar á la ampliación solicitada, declarándose que las cos- 
tas deben abonarse en el órden cansado. Repóngase la fojo. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORÜENT. 

:1J Igual resolución se diclú en asunto oiiíilogo enlre las mismas 
fiarles. 
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Criminal ton (ra Jtw (, \'n,tzo f Fort unió López, Justo Mello 
tj otro; par defraudación al Hunco Mariumtl fu iit¡ui- 
ttacion. 

Sudario.— \ n Los empleados del I Janeo Nací mal en liquida- 
ción no son empleados públicos, y el delito de defraudación) co- 
metido por ellos e:i daño del establecimiento so halla regido 
por el código cora un. 

2" La defraudación cúmel ida por una serie di- hechos diver- 
sos de actos calificados cada uno de delitos aisladamente, que 
excede de 6000 pesos, y 11- ga asumas considerables, sin circuns- 
tancias aten uantes, autoriza la imposición del más i m un de la 
nena. 

3 o La complicidad en elloa puede ser penada con año y medio 
de prisión. 



Cmo.— Resulta dtl 



i «lio del Juei Federal 

Hosario, Marzo ¿2 de 

I vistos : este proceso instruido con motivo del desfalco efec- 
tuado en la sucursal del Banco Nacional en liquidación, estable- 
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cid a t'n la ciudad de Santa Fé, iniciad u por el representante del 
Banco Nacional, y seguido por éste y el señor procurador fis- 
cal contra don Koitunio López, ron apodo c VA carpincho», 
de estado soltero, de nacionalidad argentino, domiciliado en 
Santa Fí, de 27 años de edad, y de profesión empleado ; don 
José (I. Vanzo, de «stado casado, de nacionalidad austriaco, 
domiciliado en Santa Fe, de 30 años de edad, de profesión em- 
pleado ; don Carlos Aldao, de estado viudo, de nacionalidad 
argentino, domiciliado en Santa Fé, de 67 años de edad, de 
profesión empleado; ij.m .íust-i Mello, de estado soltero, de na- 
cionalidad italiano, domiciliado «'ti Santa Yé, de 48 anos de 
edad, y de profesión carpintero; y don Horado líozzauo, de 
estado casad. i, de nacionalidad argentino, domiciliado en la co- 
lonia Ksp- ranza, de 37 altos de edad, y de profesión emplead*. , 
del qn< resulta : 

1" Q«i" ú toja "1 del sumario levantado por el señor juez 
de instrucción de la Capital de la Provincia, el r presentante 
del Banco Nacional ■■» liquidación de la sucur^.J de Santa l"é, 
denuncia el IjccIjo il-' haberse sustraído d e hi> cajas de ese esta- 
blecimiento la cantidad de, 15.971) pes>s con 12 centavos moneda 
nacional de curso leiíal ; que de las diligencias he -has, se ron*- 
Lató qtie el « nipleado d'»n Fortuuio López, ¿cuyo cargo estaba la 
caja {por propia confesión ), a< 1 reconoce autor de Sa sustracción 
de la cantidad dé dinero mencionada, y de Las c(iie expresa el 
documento de foja t, confesión que hizo cu presencia del ins- 
pector del Banco, don Alfredo del Campo, del gerente, don 
Cárlus Aldao, y del contador, Don Jjsé G. Vanzo; que traido 
el procesado Fortuni» López ú la preseucia del tribu nal, decía ra 
que es el autor del desfalco y que no tiene cómplices ni auxi- 
liadores; que después de cometido el delito tuvieron noticias de 
él el inspector, el gerente y el contador ya referidos ; que la 
cantidad ojie sustrajo es de 15.000 pesos moneda nacional legal, 
cotí más una fracción que no recordaba, la que tomó de la caja 
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que estaba confiada ií su cuidado, usando las liares verdaderas 
y veriLicándotu en las horas de olicina; que las primeras canti- 
dades que sacó fui á principios de 1893 y la última en el mes 
<fe Febrero d» 18U5; que la causa que en un principio le obligó 
á sacar ese dinero fué la necesidad, y coi* el propósito de reem- 
bolsarlo, lo que no pudo verificar, y miis tarde lo hacía to 'u »ez 
que necesitaba. 

2" Que de foja 7 á foja corren las declaraciones que res- 
pectivamente prestaron el inspector de sucursales, Don Alfred-. 
del Campo, el Contador Don José <j. Vauz», y el gerenta Don 
i irlos Atdao ; que el primero de estos manifiesta qtie el dia9de 
Mar?.o de i 895 llegó á Santa Fé con el fin de proceder á ta ins- 
pección de la sucursal del Ka neo Nacional allí instalarla, resul- 
tando de sus investigaciones que faltaban de la caja 15,979 
pesos con 12 centavos moneda na' 1 ional legal ; que por el sumar i" 
administrativo que se instruyó al efecto y por manifestad un 
exprondel auxiliar de caja Foitunio López, sabe que él esquíen 
*e apoderó de ese dinero, no conociéndole cómplices ni auxilia- 
dores; que !<>s dos últimos depusieran á su vez que tuvieron 
• onoci miento de esa defraudación por las constancias del suma- 
rio administrativo, y qu" el autor del desfalco era Fortunio Ló- 
pez, agregando el gerente, Don Carlos A Id no que t tuvo sospechas 
contra Fnrf unió López de que llevara bien las rajas del Banco 
de-de fines del año 1894 1. 

3» Que de] examen prolijo que se hizo en los libros y en la 
caja del Banco, aparecen otras defraudaciones deque instruye 
el informe de foja 16 á foja 18, suscrito por el inspector del 
Campo, los cuales se le atribuyen al procesado López; que in- 
terrogado este procesado con motivo de las nuevas diferencias 
descubrías, contestó que no puede precisar la cantidad ni las 
amortizaciones é intereses do las letras que ha renovado sin 
haberle dado entrada en los libros, ni tampoco los depósitos qut* 
ha hecho figurar como abonados ú sus acreedores no habiéndolo 
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sido en realidad ; que la participación del contador del Banco 
señor Vanzo, en la defraudación, es la misma que el declarante, 
gozando del dinero casi por mitad ; quede la última declaración 
de Fortunio López aparece complicado en la extracción de los 
fondos del Banco, Don José G. Yunzo, por cuya razón se le 
toma nuevamente declaración á foja 25 vuelta, donde se expresa 
que la única participación que ha tenido es la que conociendo, 
al recibirse del cargo de contador del Banco, que se hablan 
cometido extraliinitacíones con el recibo de cheques produciendo 
Baldos deudores en cuenta corriente, y en vez de denunciarlo á 
la casa matriz, confió en la promesa del señor Lopt'Z de ir 
reintegrando paulatinament^os saldos ; que esto es lo único 
que el declarante conocía como que arrojaba diferencias que 
remontaba á épocas anteriores á la que se hizo cargo de los li- 
bros el declarnnte, y cayo total que era de 10.000 á 12.000 
pesos moneda nacional legal, ha quedadu reducido poco más ó 
menos á 2000 pesos de la misma moneda ; que ampliado el in- 
terrogatorio, contestó : que ingresó al Banco Nacional en los 
primeros dias de Enero de 1892, como auxiliar de contaduría, 
cargo que desempeñó hasta fines de Marzo de 1804, y de esta 
fecha en adelante como contador en reemplazo de Don Raimundo 
Arial; que no conoce ningún depósito que no haya sido pagado, 
porque él habría asentado en los libros los documentos ó com- 
probantes que el cajero le entregaba como pagados por caja, y 
que Jos pagos verificados por depósito lo han sido con los com- 
probantes respectivos, figurando en los libros solo loa que se 
justificaban por documentos; que los comprobantes á que se 
refiere el testimonio de foja 27 suscrito por el inspector, esta- 
rían en sus respectivos legajos, sino han sido sacados ; que los 
paquetes diarios de documentos no estaban archivados, sino que 
andaban dispersos por varios cajones en una caja que no se 
cerraba; que compro varios depósitos ó cheques del Banco, más 
no recordaba á quiénes, por haberlos adquiridos de distintas 



DE JUSTICIA KACIOPÍAL 



21 



personas ; que deseaba hacer constar que al recibirse de la Con- 
taduría y en distintas ocasionen manifestó al gerente las irre- 
gularidades que constaban en los libros, y que sospechaba 
constaran también en la caja, porque ellas provienen de opera- 
ciones falsas hechas por el cajero sin que el gerente haya to- 
mado medida alguna para su represión ; que sabe y le consta 
que se han pagado letras con perfecto conocimiento del señor 
gerente, y cuyo importe no ha tenido entrada en caja; que se 
lian vendido propiedadee ingresando su valor en naja recien & 
los muchos meses después de la escrituración. 

4* Que del careo habido entre los procesados Fortuní o López 
y José G. Vanzo, & fuja 31 vuelta, resultóque el primero se ra- 
tifica de su afirmación de foja 20 vuelta, en la que expresa que 
el señor Vanzo ha gozado de la mitad del total do la defrauda- 
cion, agregando que puede comprobarlo con un depósito de Don 
Cirios Rodríguez, con el cual sacó un giro sobie Buenos Aires 
que recibió parte de su valor ; que Vaneo veriücó esa operación 
con la casa matriz ; que en los viajes que ésto hacia a San Cir- 
ios ó Esperanza con el fin dr arreglar amortizaciones, compraba 
cheques ó documentos le crédito con dinero que no eru del de- 
clarante ni del Banco, y que a su regreso alguna vez le entre- 
gaba los documentos déla cartera de las sucursales, mas no el 
dinero; que la participación de- Vaiizo so comprueba por el 
hecho de haner comprado chequesen el mismo Banco en compa- 
ñía del declarante, aegun lo justifica el libro borrador de caj;i 
en el que hay operaciones anotadas por él y por el señor Vanzo; 
que una vez preso el declarante, el señor Vanzo ofreció al doctor 
Benito Pinasco que contribuiría con dinero para salvarle; á su 
vez, el procesarlo Vunzo expuso á foja 32 vuelta , que en la ope- 
cion del depósito ó giro del señor Cirios Rodríguez no ha sufrido 
absolutamente el Banco, y en tal caso es al señor Rodríguez 
únicamente i quien debe el valor del deposito ; que es verdad 
que de vuelta de Esperanza entregó á López los documentos 
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descontando su sueldo y Eos gastos, y quedó debiendo á López 
una cantidad, particularmente; que en la entrevista que tuvo 
con el doctor Pin asco, él ofreció para salvar a Lope?, cerca de 
H.GOO pesos en propiedades y aún las alhajas de su señora, por 
la amigad que entre ellos mediaba ; que por los nuevos desfal- 
cos encontradas, cuya relación instruye el estado que corre de 
foja 43 á f .ja 56, su procede á tomar declaración á foja lí i 
vuelta al procesado José G. Vauzo, el que manifestó: que el 
documento que obra a foja 55, « n el que ;,e hacen proposiciones 
para que el Banco Nacional renuncie á las acciones civiles y 
elimínales contra 61, como ciílpafeié de la defraudación ejecutada 
en ese establecimiento, t^tá suscrito por él; que Angel Bonetti 
lia luiitdo depósitos t roi- que en 1893, y giró en descubierto ne- 
gociando sus duques en pla'/a ; qin* Horacio líozsano y Justo 
Mello le firmaron al declarante unos libros de cheques, los que 
consignó en poder del cajero señor Fortunío López, quien los 
llenaba cuando tenía necesidad, los Inicia anotar en los libras 
y después de presentados ni Banco para su cobro, el referido 
López se los entregaba al declarante una vez por mes, los que 
anotuba el mismo declarante en el libro de caja y en eldeenen- 
tas corrientes en descubierto ; que la diferencia que existe entre 
el debe y el haber de Justo Mello, proviene de que habiendo 
sido e lian celad o el exceso en el débito de aquel cou cheques de 
distintos girantes que no salían de caja, dió por chancelada esa 
cuenta, aunque las anotaciones estuvieran disconformes ó mal 
hechas ; que u sueldo del abogado del Banco aparece pagado 
por haberle sido presentado entre los demás documentos aunque 
el respectivo documento no tenía el recito del abogado, porque 
acostumbraba a" recibir su sueldo sin dar recibo, como sucede 
con todos los empleados; que la razón por qué en el movimiento 
de caja del 1" al 40 d>> marzo sólo da entrada á la cantidad de 
3444 pesos, cuando ya había sido consignada de su puño y letra 
la de 8230 pcBos con 67 centavos, fué por haberltenido que dar 
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el saldo de caja al inspector A 10 de marzo, y como el libro de 
caja estaba atrasado desde el 28 de febrero, por esa no se com- 
putaron las entradas liustu el 10 de marzo, por l" que arrojaba 
esa diferencia : que el documento de foja 53 en de su puno y 
letra ¡ qne él uo percibía nada de las sumas que ingresaron por 
intereses en la renovación de letras, y que obran d foja 51 ; que 
el que las recibió ha sido el cajero Fortuné Lope/; que no pue- 
de precisar los valores cobrados en la casa ¡nalriz t los que per- 
tenecían poT depósitos lii-ebos en esa sucursal á Don Santiago 
Caparroso y Carlos Kodriguez, ni recuerda por qué luce apare- 
cer coran pagad*> dos meses el depósito de Caparroso con feclia M 
de marzo de 1893. 

5 o Que £ foja ÍJ8, declaré Fortunio Loprz que hace figurar 
como abonado el sueldo del Abogado del Banco por el mea 
de febrero del año 1895, no habiéndolo sido pagado por- 
aueno «istia el recibo qm; acostumbraba dejar, y entregó 
la boleta de caja al contador ú pedido de éáte, para que hiciera 
la planilla de fíu de mes ; que recibió del señor Alsina la suma 
de 284 pi'soa sin darle entrada i la caja del Banco ; que el im- 
parte de la cuenta del señor doctor Fierro y del señor López 
Lasso enviada por la sucursal del Rosario lo deposito en caja, 
pero no le hizo dar entrada en los libros ; que el fulso asiento 
del crédito del señor Antonio Leonc, romo abonado, lo hizo 
para disminuir el délicit que arroj iba la defraudación j que no 
recuerda á cuanto ascienden las sumas abonadas a Bouetti, 
líozzano y Mello, sin que éstos hayan tenido deposito en el 
Banco, ni tampoco las sumas pagadas por depósitos particula- 
res sin que existan comprobantes, ni las sumas recibidas por in- 
tenses gil la renovación de letras que no han entrado en 
caja ; que hizo gestiones para que el Banco renunciara las accio- 
nes civiles y criminales que pudiera tener contra él, con mo- 
tivo de la defraudación de que se le acusa, siéndola tírma del 
documento de foja 55 de su puño y letra; que e) monto del di- 
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aero defraudado en unión con el contador Vanzo cree que 
asciende ú cuarenta y tantos mil ¡tesos nacionales ; que no hizo 
operación fraudulenta alguna con Boizano, Mello y Bonettt, 
porque Vanzo le pasaba ios chequea que existían en au poder, 
y que estaban firmados por loa referidos señores ; que existían 
algunos escritos por el declarante ; que las cantidades recibidas 
del señor Alsina y las que ae refieren i Iq cuenta del doctor 
Fierro y del señor López Lasso mandadas por la sucursal del 
Rosario son un mismo asunto. Que á foja 69 vuelta declara don 
Horacio Bozznnoque el total de lo pirado por depósitos particu- 
lares será de 1200 á 300 pesos, y que esos giros los biza por te- 
ner depósito en el Banco, según los comprobantes de foja 1324 
á 1327 ;que el número de los cheques firmados es de 12 á 15, 
loe que entregó al contador Vauzu, á quien cedió «1 depósito que 
tenía á su favor ; que él no ba facultado ii nadie para que tenga 
cheques en blanco y gire en descubierto; que los chequea firma- 
dos eu blanco Jos entregó a Vanzo porque había cedido su cré- 
dito al Banco, y no creyó que éste abonase mayor cantidad que 
la que tenía depositada ; qtie los valores adquiridos y que figu- 
ran en caja romo acreditados a su favor los tuvo la mayor parte 
del señor Rodolfo Bruhl y el resto de don José Ferragui y 
don Eduardo Fost; que no recuerda la suma que recibió de los 
empleados por la venta que hizo en plaza de esos cheques. 

6 o Que á foja 71 vuelta se consigna la declaración del proce- 
sado Justo Mello, quien expresó que ha lirmado una libreta ín- 
tegra de cheques en blanco, entregándosela al contador JnséG-, 
Vanzo, la que se reconoce A foja 503; que el motivo que lo in- 
dujo á firmar esos cheques, fué la amistad íntima que lo ligaba 
con el referido empleado, quien solicitóle ese servicio á Un de 
hacer operaciones con el Banco, con el cual el declarante no 
tiene derecho alguno desde que no existían allí depÓeitos hechos 
por él ; que no sabía que en ese establecimiento hubiera uno solo 
de los cheques que por ignorancia lirmó al señor Vanzo, ni tam- 
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poco que éate pusiera en ejercicio esos cheques, no recibiendo 
de Vanzo ni de loa demás empleadoB retribución alguna, 

7 o Que á fojas 75 y 76 aparecen dos canas suscritas por P. 
A, Bonetti. 

8" Que de foja 83 á foja 87 comparecen ante este tribunal, 
Fortunio López, José O. Vanzo y Horacio iíozzano, a quienes se 
leen sus respectivas declaraciones, en las que se ratifican de bu 
contenido y recouooert la autenticidad de sus firmas; que el 
último de estos procesadas agrega : que el depósito qué habla 
cedido al contador Vanzo, lo hizo con la esperanza de que se 
obtuviera la recompensa de diez puntos a su favor por el precio 
que tuviese en la Bolsa de Buenos Aires ; que la cantidad que 
tenía ea depósito era de 7000 pesos y pico, más ó menos, y no 
recuerda el número de chequea girados en blanco, y que en con- 
sideración á la confianza que tenía con el señor Vanzo Lfl habría 
firmado toda la libreta si se lo hubiese pedido. 

9» ^ue á foja 104 presta declaración P. Angel Bonetti, ma- 
nifestando que reconocía las cartas de fojas 75 á 76 que se le 
exhiben; que tuvo di-pósitos en el Banco por valor de 3600 pe- 
sos nacionales curso legal, según lo instruyen las boletas de 
depósito de fojas 102 y 103 ; que él no ha girado cantidad al- 
guna contra el Banco sin tener depósito y que puede compro- 
barlo con la |ire*entaciun de la libreta de cheques que tiene en 
su poder, de ese banco ; que últimamente supo la defraudación 
cometida y que la denunció ai gerente del Banco de Buenos 
Aires. 

10 a Que á foja 166 declara el doctor don Benito Fin asco qae 
la proposición de foja 54 fué espontánea dul declarante y no por 
instrucciones de les procesados y que los bienes que proponía en 
garantía eran de su propiedad, 

11° Que de foja 177 á foja 178 corre el estado detallado de 
los cheques girados por don Justo Mello, P. A. Bonetti y Hora- 
cio Bozzano. 
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12 !t Que de foj¡is 217 á '220 declaran nuevamente lo* proce- 
sados Vortnnio López y José G. Va rizo, expresando el primero : 
que no rccin rdti eómo efectuaba el contador las operaciones de 
queda cuenta el testimonio corriente á foja 14ÍJ, ni las planillas 
números 3 ( 4 t 6 y 7 de Cujas 677 a 681. parque era a miliar de 
tesorería, y que en la operación efectuada con Capagrosi se pa- 
gó á éste una vez que se presentó con el documento ; que el se- 
ñor Sifredi no tiene relación alguna con el declarante, pero sabe 
que tiene parentesco inmediato con la señora de Vanzo; que el 
que dirigió la comunicación 5 la ea*a matriz para efectuarla 
operachm de giro de Capagrosi á favur de Sifredi, cree que fué 
el gerente, como corresponde, ó el contador Arial, figurando 
como segundo contador el señor Van/o; que la operación de don 
''Arlos Rodríguez se realizó así : el señor Yunzo le pidió al de- 
clarante que hiciera un giro sobre la casa matriz, porque tenía 
necesidad dt> ese dinero ; que e>te giro se hizo y, por la propia 
confeti rm del señor Vanzo prestada ante el juez correccional, 
eonsla f \iw cnbr-'i una parte de fse dinero sin snb**r quien cohró 
el resto ; que no puede dar explicioion sobre todas las partidas 
sustraídas puesta que él no i ra quien h icía los asientos, y la 
letra con que están consignadas en los libros lo justifica ; que 
la renovación de las letras y la reposición de papel sellado los 
Inicia la generalidad «le las vece> '1 declarante y otras el seño, 
Vanzo, percibiendo el dinero cuando esas renovaciones se ha- 
cían en los furmulnrios. y en papel sellado cuando los interesa- 
das traían ya hechas las letras ; que el gerente inspeccionaba 
los libros y aún los revisaba junto con el declarante y un hijo de 
aquel, cuando estaban atrazados, aunque el mismo gerente te- 
nía a su cargo las letras en cartera ; Yunzo declara : que en la 
primera operación de Capagrosi, intervino comprando el depó- 
sito A este señor y que debe haber existido solicitud de Capa- 
grosi porque de otro modo no se habría efectuado la transferen- 
cia ; que en esa época el declarante era auxiliar del contador 



del BÍMHSÜ Raimundo Arial , que en efecto A señor Si f redi es 
pariente de su sonora y le encargaba como corredor la venta de 
los Cheques en la Capital federal; que la operación del señor Ro- 
drigues debe haberse feeobd previa solicitud, y el traspasóse 
verilicú á solicitud y A cuenta del cajero López, y que el decla- 
rante se encargó del cobro en Buenos Aires; '¡ue eoino t i padre 
de López le era deudor de 150O pesos nacionales, aprovechó esa 
oportunidad y retuvo esa suma en psig" de >u crédito; que 
igualó la cuenta del crédito de Justo Mello para tapar el des- 
falco cometido por el señor López, y á pedido del padre de éste 
y del gerute señor Atdao, así como hizo con rarias otras ope- 
raciones ; que el dinero de caja era sustituido por los cheques 
de Mello y Jínzzano, i -fe- -tu ando ese cambio el cajero con auto 
macion del g. rent. ; que la cuenta de Horacio B«-zzauo que se 
consigna de fojas 61Í5 á 698 en e que es exacta, y que el crédito 
en descubierto sol» figuraba para cubrir el desfalco de caja, por 
pedido de las personas anterior mente nombradas, agregando 
que cuando fué auxiliar de contaduría llevó los libros de cuentas 
corrientes, borrador y auxiliares, y cuando fué contador todos 
los libros corrían de su cuenta. 

13° Que de foja 247 á leja 219 pTesta declaración el proce- 
sado Justo M' 11" en la que expresa : que no ha tenido ninguna 
participación ni ti'-ne noticias de cómo se hizo el desfalco ; que 
iih inspector del Banco y e) contador del mismo, don Femando 
Gtaerrin, 'manifestáronle que existían en esa repartición cheque- 
lirmadns por él, á (o que respondió que no era posible, que m> 
tenía allí depósito alguno; que eso le recordó el hecho de que 
una noche estuvo de visita en casa del señor Vanfco, y después 
de haber bebido bastante licor le pidió éste que firmase una li- 
breta de cheques, lo que verificó sin saber el destino que le da- 
TÍa; que lo qne él refiere lo presenciaron Agustín ( ardelini y 
Luís (Jorti, 4 Buenos Aires ; que la tirina puesta en ios cheques 
es la de Justo Mello, mientras que la que tiene acreditada en el 
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Banco es la de < Justo Mello Hermanos * ; que el declarante no 
conoce que se baya usado el mismo procedimiento que con él 
para hacer Grmar cheques en blanco, pereque por el testimonio 
del señor Bonetti sabe que el señor Yanzo tenía en su poder 
cheques de otras personas como el señor Bruhl, Gobler, 1 tu- 

■ 

rraspe, Iriondo, etc. ; que estos cheques los guardaba el señor 
Vanzo en un cajón de un mueble de su >eñora ; que encargado 
el señor (íuerrin por el declarante para que le trajera esos che- 
ques ó los rompiese, prometió hacerlo asegurando que los tenía 
en so cusa; que la señara de Tamo previno á éste lo que suce- 
día, resolviendo entonces que el cajón se sacara de la cusa de su 
esposa, lo que ae efectuó, guardándolo el señor Guerrin en la 
suya ; que el mismo señor Bolzinetti puede aseverar esto mismo, 
porque él supo el destino que se les dió a los cheques. 

14° Que de fojas 266 a 294 están consignados los cheques, 
cartas y demás documentos traídos por el olieial dn justicia ad 
hoc, y cuyo informe obra á foja 238. 

15" Que elevad» la causa á pleuario, el querellante particular 
hace su acusación ¿ f ja 301 y pide se condene al cajero Fortu- 
nio López ¡i la pena de seis años de presidio por el delito de 
muLviTtacion de caudales públicos, hecho confesado á fojas 4, 
20, 68 y 83, de acuerdo con lo que disponen los artículos 268 
iK¿ Código Penal y SO de la ley nacional de 14 de Setiembre de 
1803, y al contador José Gk Yunzo, por el delito de sustracción 
de caudales públicos y falsedad, al máximum de *sa pena; es de- 
cir, diez años de presidio, con mas las accesorias que lija el ar- 
tículo 63 ú t Código Penal; queen cuanto á lo que se refiere á 
la responsabilidad del gerente don Carlos Aldao, cree que pue- 
de aplicársete el máximum de la pena establecida en el artícu- 
lo 18, inciso 1°, óseao tres años de prisión; y acusa á los pro- 
cesados Horacio Bozzano y Justo Mello c^mo cómplices de pri- 
mer grado de José Vanzo, del delito de malversación de cauda- 
les públicos, debiendo imponérseles la pena que señala el artí- 
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cnlo3i, i.. iso3" del Código Penal; ó lo que es lo mismo, tros 
años de presidio con las accesorias que en él se determinan. 

16° Que á foja 320 se consigna la acusación que formuló el 
señor procurador fiscal, en la que pide que en definitiva ae con- 
dene al excontadoT José O. Vsnzo por el delito de robo de cau- 
dales públicos y faltedad á diez años de trabajos forzados ; al 
auxiliar Fortunio López, por el de robo de caudales públicos, á 
seis años de la misma pena; al cómplice Justü Mello, acusado 
del mismo delitn, al máximum de la pena, es decir, tres anos de 
presidio ó penitenciaría; y al reo de culpa grave por idéntico 
hecho, Horacio Boizano, al máximum de la misma; en decir, un 
año de prisión por no tener estos últimos circunstancias Agra- 
vantes. 

17° Que de fojas 337 á 375 el defensor del procesado Vanzo, 
contestando laucusacion fiscal, sostiene que la pena con que la 
acusación fiscal y la parte querellante quieren castigar al reo 
es excesiva ¡ que el informe del perito señor DUlon, que sirve de 
base para su acusación, no es en lo que se refiere á su defendi- 
do exacto en tndaa sus partes ; que el peso de toda la culpabi- 
lidad debe eaeT sobre el excajero López, tomando el exconta- 
dor sólo una participación secundaria; que niega asimismo los 
delitos de que se le acusa al procesado, y afirma que sólo el de 
ocultación de los delitos y de los delincuentes puede correspon- 
derá ; que por estos motivos la pena que debe aplicársele á su 
defendido don JoséG. Vanzo, es la de arresto de un mes á un 
ano, de acuerdo con el artículo 281 , parte 3% del Código Pe- 
nal. 

18* Que de fojas 397 á 408 el patrocinante del procesado For- 
tunio López produce la defensa ; que al hacer mérito del informe 
del perito señor Dilion expresa que él carece del requisito legal 
con que so inviste el cargo que debe ejercer todo perito; es de- 
cir, el de prestar juramento ante la autoridad competente; que 
aún ateniéndose á ese informe, a las declaraciones del procesa- 
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do Yunzo y demás testimonios, ¡¿pareced reo López como el 
medio por el cual el referido Tanza llevaba il efecto sus defrau- 
daciones ; que en la parte (le responsabilidad que pudiera to- 
car ásu defendido en el delito que se le imputa, el único cau- 
sante de ella es Vanzo ; que sólo puede culpársele de los quin- 
ce mil pesos y pico que espontáneamente confesó en su decla- 
ración de foja 4 vuelta y que en los desfalcos posteriores nada 
tiene que ver, pues no tomó en ello participación alguna. 

19" Que de fojas 409 á 425 se consigna ta defcnua del pro- 
cesado liozano, ijiie en ella establece su culpabilidad, fun- 
dát.dose en que tanto el acusador particular del reo como el se- 
ñor procurador tiscal le atribuyen erróneamente un delito, sien- 
d". por el contrario, pe ríe* lamente lícito el íirmar cheques en 
Manco siempre que ellos no sean destinados para objetus cri- 
minales; i ue el caso de su defendido fue una negociación legal 
; tiesto que tenía depósitos en use establee i miento, como secom- 
p, a el) a por las planillas acompañadas en autos; que si bien es 
curto que puede objetarse que recibió mayor cantidad que la 
deposítuda, no es menos cierto que esto es un hecho solo impu- 
table :il Han o que lo abonó, y no ai incmiouado procesado; que 
por tales consideraciones sostiene que no puede someterse a 
ese procesad" á condenación alguna. 

20' Que si foja el procesado don Justo Mello hace su de- 
fensa, laque funda en sus antecedentes, tinque la defrauda- 
ción liecha por Vanzo, según su propia confesión, empezó el 
año iHfrl, y la fecha de loa cheques que aparecen en autos con 
su firma es de 189;); que la declaración que tiene prestada á 
foja 77 vuelta, donde manifiesta que había firmado los cheques 
que entrrgú á Vanzo en estado de embriaguez, y además en la 
aseveración quede este hecho hacen los testigos Luis S. Corti, 
Jacinto y Agustín Cardelino ; que las circunstancias de pagi- 
dos íip existir depósitos, prueba man i ti esta mente que el resul- 
tado que ellos producían fué dividido éntrelos que regenteaban 
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v \ establecimiento, sin que á él pueda atribuírsele pOfOn» par- 
ticipacian en el pago de esos documentos; que e in ¿R, todas 
estas causas lo i-iimcn por completa de responsabilidad tn lo 
fll ,u se relie re á la complicidad de que se le acusa. 

li" Que á foja 508 el mismo procesado hace el reconocí rolen - 
de 30 m<im H«e obran de foja* 8*2 i 9£9, manifestando quo 
Lis Urinas puedas en ellos y qn- dicen « Justo Mello » debe ser 
la suya. 

W Que abierto este proceso á pruebn. h paite querellante 
produce en eout ra de Van?, el reconocimiento que ha-e el pro- 
cesado* foja 531 de los do* legajos de cheques luttffel por 
Justo mm* bracio Bozano, clarando aquél, que en cuan- 
to álos dfel primer» estaban llenados de su puno y letra con ex- 
ección de los números 0.21985, 0.31981, 0.31983. pare- 
eiénuole asimismo n.B* la l*tra del cheque número 0.319X2 
un era snva; que la lelrá de los cheques del secundo, la re. uio- 
Wí menos los números IX). 00.913, Ü.4l8lH¡;que no lle- 
nó los talonarios de la libreta de cheque de.de el número 
0.41951 al 0. 12000, p-r<» si el número 9 y 10 que aparece ser 
au letra; que á foja 531 Wiel** también reconoce su firma 
puesta en el acto de foja 200 vuelta, la de la carta de fojas 26(3 
v 277 y !a deliro de foja 238 ; quo - n la earta qu-- escribe al 
señor Gtu-rin de foja Utá, su segundo párrafo lo explica de este 
modo, á foja 531 vuelta: que siendo el declarante deudor del 
mencionado Gutrin, querría darle como -arautíatl contrato de 
sociedad que t-uiaion el señor Piccoli y para poder transfeiír- 
seia quería saber si estaba ó no inhibido y que la, deudas de 
(1 ue babla la misma carta, qu- tenía con el señor Mello, preve- 
nían de ventas de Tinos europeos que había v, adido á aquel; que 
(declaración de foja 532) U carta que se le exhibe dirigida á 
Juan Rambla y fechada en 8 de Junio de 1894 y laque escribió 
í don Boléelo Bozianoen 13 de Jlarzo de 1895, están suscritas 
también por él ; que esta última carta fue dirigida á Bozxano 
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para que liquidase la letra que debía en la sucursal di- Santa 
Fé; que la venta de terreno hecha á Juan lí nubla no figura eu 
los libros, porque no habían pasado á [su poder los comproban- 
tes ele esa operación y que la cantidad que recibió á que se re- 
fiere anteriormente, oreé qiié la entregó al cajero 6 al gerente 
del Banco. 

2;i ü Que á foja 531 vuelta, el procesado Yauzo, contestando 
al ínter rogatorio de fga 5íiÜ, presentado por la parte quere- 
llante particular declara que el contenido de la carta dirigida por 
Alvaro Gómez al inspector del Uanco señor Del Campo, rs falso ; 
que tampoco e- exart < que liaya renovado las h-tras puesto que 
éstas resultan protestadas posteriormente, ni menos que haya 
entregado al declarante los valor» s que expresa esa carta. 

24' Que á foja 76:i, presta d-clarat ion el señor Antonio Ta- 
rriza, testigo ofrecido por esta mi^na parte, el que expnsa: 
que i*n lo que respeeta á la vida que I levaba eseuntador se- 
ñor Van/.o, puede asegurar que « ti la casi del declarante no gas- 
taba el dinero de una manera * xagerada, pero subía que el 
mencionado Vanzo tenia dos carruajes ignorando si eran pro- 
pios ó ajenos, y que paseaba eon frecuencia, sin conocer las ex- 
cursiones que practicaba. 

25° Que á foja 7(>i vin ltu, ofrece igualmente la declaración 
'le don Alceste Chiochini, el que manifiesta: que en su casa, 
donde comía el señor Vanzo, éste uo hací¡i una vida de luji ni 
d<' diTi'Oelie; qt)e era lo inism i qu.- Um demás pensionistas; que 
de tiempo en tiempo 1" abonaba su cnentfl, adeudándole en el 
nio ni mto que declara, la Soma de 200 pesos, crédito que tiene 
desde la epuc que se servía en su casa. 

2í»° Quede fija. 572 áü09, el perito contador señor Lastenes 
fíolombres; de f*'jas tílO á 55ti, el perito contador señor Pedro 
Ceiery.y de fojas 075 á 723 el perito contador señor Argenlin 
DÍHon, expiden respectivamente su informe <i los que eorren 
agréga las las coi respondiente planillas. 
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27" Que á foja 7*28, seeip¡¡l<'ii los peritos contadores contes- 
tando al interrogatorio de foja 654 ^presentado por el defensor 
del procesado Fortunio L. López), resultando de ese informe 
que el señor Vanzo ha trabajado en el líanco Nacional desde fe- 
cha anterior al ano de 1892; que los libros mayor y caja en 
limpio fueron Nevados por el contador Ária^a hasta Febrero de 
1894, excepto el libro de caja qti- 1 aparece escrito de su letra 
solo h¡¿sta Setiembre I5de 1892 (con raras excepciones), y que- 
dó así ha^ta el de Setiembre de 1893; que bis libras restan- 
tes, como ser: cuenta corriente, caja de ahorro, vencimientos, 
responsabilidades por de>cuentos, letras protestadas, etc., fue- 
ron ílerados por Winzo; los de cuenta corriente y caja de. aho- 
rro se refundieron en uno soto Ikmado t Depósitos particula- 
res • y pasaron los saldos de aq indios á éste en 31 de Diciem- 
bre de 1892 y no encontrando en ellos operación alguna practi- 
ra-ta con la letra del auxiliar López; que los libros borrador 
de caja que se usaron desde Pinero de 1892 á Marzo de 1895, 
fueron eseritus por Vanzo en su mayor parte, primero en el ca- 
rácter de auxiliar, y después romo contador se^ni lo justifican 
las planillas que aeumpañan de fojas 729 a 730: que Vanzo 
debió saber con certeza cuando concluía el deposito de llozzano, 
desde que el llevaba el libro en que esa cuenta estaba abierta 
y sobre Uido, cuando esa cuenta sólo ha figurado en todo el mes 
de Noviembre de 1892 y quedo cerrada c- >n un saldo de 728 pe- 
sos y no anotó las operaciones posteriores que sólo pasaron por 
el libro borrador de caja; que, conloes costumbre que no se ha* 
gn pagó de depósito sin consultar io.s respectivas cuentas y co- 
nocer si los girantes tienen fondas en el establecimiento, el con- 
tador era llamado á autorizar su pago, puesto que los libros es- 
taban ¡i su cargo. 

28° Que á foja 510, produce como prueba, el procesado José 
G, Vanzo, la declaración del testigo José Bessone, el que mani- 
fiesta que sabe, por haberlo oído, del señor Vanzo, que mien- 
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tras que desempeñó el puqsto de contador en loa años de Í894 
á Febrero de 1895, tenia costumbre de viajar con objeto de re- 
novar las obligaciones en cartera, como asimismo, á foja 540 
vuelta, corre la declaración del testigo don Miguel Cerra, el que 
expresó : que sube que hac(a viajes cada 90 días a San Cárlos 
Centro, porque él le duba alojamiento en su casa-fonda, y te 
^edió su escritorio para que efectuara las operaciones mencio- 
nadas, 

29* Que ú foja 562 vuelta, est¿ la declaración del testigo José 
Latrait, que depone eu un todo conforme con el anterior decla- 
rante^ á foja j63,la de don Jaime Bruquera, quien manifiesta 
que Yunzo bacía a nvnudo viajes i Esperanza con el fin de re- 
novar las obligaciones en cárter», los que verificaba algunas ve- 
ces con frecuencia y antes del mes, y otras, tenia que volver en 
el día por no conseguir la renovación de las letras que allí lle- 
vaba; que repetidas ocasiones encargó al declarante para que 
cobrara algunos saldos, lo que efectnú una su la vez encandelo a 
Santa Vé. 

30" Que á foja 754 vuelta, declara don Ignacio C, Risco, tes- 
tigo presentado por el procesado señor Vauzo, que sabe, como 
gerente del Banco Nacional, que los libros diario y mayor se han 
llevado y se llevan hasta la época qne declara, [sin poder expre- 
sar la fecha fija; que como no hay mas que un sistema de con- 
tabilidad para todas las sucursales del Banco, que cree que el 
excontador Vanio la llevaba en la forma de sus antecesores. 

31" Qiieá foja757, ofrece igualmente la declaración del tes- 
tigo don Manuel J. Peijato, quien expreso: que cuando fué 
empleado del Banco se llevaban los libros diario y caja, y como 
la contabilidad era uniforme en todas las sncursales, cree que 
así se llevaban en esa época ; que efectivamente le indicó du- 
rante algún tiempo al ex-empleado López el modo de realiiar las 
operaciones y hacer los asientos eu el libro memorial de caja, 
pero no recordaba si le dejó empezado el memorial de caja. 
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32° Que á foja 768 vuelta, declara el testigo ofrecido por es- 
ta misma parte, Luis Martínez Marco, conforme en un todo á lo 
ya manifestado por el testigo Ignacio Risso. 

33° Que el procesado Fortunio López presenta como prueba, 
;i foja 728 el informo de los peritos señores Lnstones Colonibres 
y Pedro CeU ry» quienes se expiden coniestando a! interrogato- 
rio do foja R5Í, cuyo informe está ya consignado. 

34° Que á foja G70, el procesado Justo Mello presenta como 
prueba la dedil ración del testigo Agustín Cardelini, quien ma- 
nifiesta que el día que M ello armó á Vanzo loa cheques en blan- 
oo, se encontraba en un estado de completa embriaguez, hallán- 
dose presente el declarante; que no le constaba que esa embria- 
guez fuera involuntaria, pero que él lo vió beber junto con 
Vanzo, y que eso era público y notorio; que repreguntado por 
el querellante, contestó: qu^ en el momento que firmaba el se- 
ñor Mello los cheques, el declarante se encontraba en el corre- 
dor y pudo observar que en efecto así lo hacía y en estado de 
ebriedad ; que todos tos presentes- habían bebido, pero el nnice 
que estaba ebrio era Mello ; que osa suscricionfué después de la 
comida; que no ha hecho ninguna operación con el Banco y 
que era corredor de rinos. 

35° Que a foja 738, José Morbellí, testigo presentado por el 
procesado Mello : que estando una noche en casa de Vanzo, oyó 
hablar á éste y á Mello, de firmas: que esa noche el último es- 
taba ébrio y fué despedido de la casa por Yunzo; que Mello no 
rcoibtó dinero como retribución de haber firmado los cheques, 
siendo el procesado referido acompañado hasta au casa, en ese 
estado, por Jacinto Cardelini, quien no vió que Mello firmaba 
los cheques. 

3(> Que á foja 798, exhibe una carta suscrita por Agustín 
Cardelini, y en ya ratificación corre á foja 800, en la cual se ex- 
presa, además, el hecho de haber firmado el procesado Mello, en 
estado de ebriedad, unos cheques en casa del ex-contador Vanzo. 
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37° Que á foja 821 , se consigna tina carta susorita por don 
Luis Cortí y su ratificación á foja 823, manifestándose en bu 
contenido, lo minino que expresa la del testigo anterior. 

38 a Que á foja 807, el traigo del mismo procesado llamado 
F. A. Bonetti, declara: Que por manifestación del señor Car- 
delini, sabe que estando ebrio tina noche el procesado Mello en 
casa deUeñor Vanzo, llevó este último al primero, del corre- 
dor á su escritorio, y le bizo firmar una libreta de cheques di 1 
Banco: que al preguntarle el declarante un día a Yanzo qué 
destino daba a los cheques firmados por Mello, contestó aquél 
que no servían de nada desde que Mello no tenía depósito en el 
Banco ; que oyó decir a Oardelini que por su estado de ebriedad 
lo acompañó hasta su casa. 

39° Que á foja 818, so consigna la declaración del testigo 
Jacinto Cardelini, la que es conforme á la* otras declaracio- 
nes del otro Cardelini y Corti, agregando, además, que cre^ 
que la émbriaguez de que estaba poseído el procesado Mello 
fué involuntaria. 

40° Que á fojas 174 y 175, declaran don Cárlos F. Gómez y 
don tí. Rodríguez Galisteo, testigos presentados por el proce- 
sado Horucio Hozzano, que conocieron a este procesado como 
gerente de la sucursal del lianco Nacional en Esperanza, ha- 
biendo gozado siempre de buena reputación, uonstándole todo 
esto por relaciones que los declarantes tenían [con muchas per- 
sonas de la localidad, siendo público y notorio todo lo decla- 
rado. 

41° Que de fojas 7;i * á 734, se consigna el dictámen del pe- 
vito calígrafo, en el que t,e llega ¡i la conclusión do que las fir- 
mas del txpedieule de xcarcelaciun y la do los 39 cheques del 
Banco Nacional de Santa Fé girados por Justo Mello son pro- 
pias. 

42° Que de fojas 822 á 987, se acompañan los cheques fir- 
mados por el procesado Justo Mello y Horacij Bozzano. 
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43° Que de fojas 988 a 1002, está el expediente administra- 
tivo levantado por el inspector Del Campo y el reconocimiento 
de las firmas puestas en él por los testigos Rómulo Vietranera, 
Cipriano Artiaga y Eduardo Videla, como también el reconoci- 
miento hecho por do» Pablo Gómez del boleto de venta otorga- 
do á favor de don Juan Rambla, de la propiedad del Banco co- 
nocida como de don Antonio Gingest en la colonia Lab ianny 
el testimonio autorizado de la escritura detenta hecha ante el 
escribano don Francisco B. <" use) las. 

44 Que á fu ja 1004 se acompaña un recibo dado á don Jnan 
Rambla y suscrito por Fortunío López, por la cantidad de 380 
pesos > y íí foja 1005 otru suscrito al mismo señor por Vanzo, 
por la cantidad de 350 pesos, ambos importe de la venta de la 
propiedad del Banco Nacional en Lenmann ; á foja 1006 una 
carta sin firma dirigida a don Horacio Bozzano y á foja 1007, 
una suscrita por don Juan Ramb, comunicando al gerente det 
Banco señor Ignacio Risso que la propiedad comprada al Ban- 
co Nacional en Lehmann fué escriturada con fecha 26 de Ju- 
lio de 1894 ante el escribano Clusella. 

45° Que de fojas 1017 a 1128 corre el alegato que presenta 
el defensor del procesado José G. Vanzo; de fojas 1129 á 1228 
el de la parte querellante ; de fojas 1229 S 1254 el del proce- 
sado Hora -i o Bozzano ; de fojas 1255 á 1259, el del procesado 
Fortunio López ; de fojas 1260 ál 290, el dtd piocesado Justo 
Mello. 

1° Considerando, en cuanto il la competencia del juzgado fe- 
deral: Que habiendo sido el Banco Nacional creado y regido por 
leyes especiales del Congreso, desde su fundación hasta su pre- 
sente liquidación, la jurisdicción federal es exclusiva y esclu- 
yente de tuda otra, porque el poder de la justicia federal para 
intervenir, se entiende en todos los casos en que el Congreso ha 
dictado leyes especiales (art. 2 a , inciso l%y art. 3 o , inciso 4°,de 
la ley de jurisdicción federal). La Suprema Corte ha hecho 
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aplicación tan repetida de este principio en ilustrados fallos, 
que es obvio ampliar razones para resolver que la presenté 
cuestión es de la competencia del juez de esta sección, e„ cuyo 
territorio se han cometido los delitos de que se ocupa esta sen- 
tencia. 

2* Considerando, en cuanto i la validez del sumario levan- 
tado por el juez correccional de la provincia: Que la íntfervéá- 
oion del juez correccional de la ciudad' de Santa Fé, en las pri- 
meras diligencias del sumario es perfectamente legal, de acuer- 
do con el inciso 3% artículo 12 de la ley de jurisdicción federal, 
que antorizaá loa jueces de provincia de cualquier categoría , 
para aprehender A los presuntos reos de delitos que caen bajo 
la justicia nacional, debiendo ponerlos á disposision del juez de 
sección correspondiente, con el sumario que hayan levantado 
para justificarla prisión, como se ha hecho en el presente ca?o. 
Reconociendo legal la intervención del juez provincial, es igual- 
mente válido el sumario que estíi autorizado a levantar por la 
misma ley citada ; no siendo admisible en el estado actual de! 
juicio objetar la falta de intervención del íiscul en las diligen- 
cias de ese ¡sumario. 

3* Considerando que la excepción de falta de personería 
en el Bancoyeu su procurador, para intervenir como quere- 
llante en este juicio, opuesta por el defensor de Vanzo al infor- 
mar en derecho, después de Ja providencia de «autos > para 
«sentencia* es extemporánea. Las excepciones de esta natura- 
leza sólo pueden oponerse como artículo de prévio pronuncia- 
miento en cualquier estado del sumario (art. 443 y 444 del 
C6d.de Procedimientos). L :$ excepciones que no hubiesen si- 
do opuestas en la forma pTeeedent' ,Ólo pueden hacerse valer 
al contestar la ucusasion (art. 445 y 403 del Cúd. de Procedi- 
mientos). 

4? Considerando, aún en el supuesto que fuera estación 
opurtuna para la excepción en cuanto á la personería jurídica 
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del Banco Nacional: Que el carácter esencial de {.odas las per- 
sonas jurídicas es ser uní idea personificada teniendo exüten- 
tia pública, ya por ¿us fines de ntilidad general, japorque 
son esencialmente autorizadas por el gobierno, ó al menos 
abiertamente toleradas; 6 que leyes particulares les confieren 
el oarácter de personas jurídicas, a imágen, ó sombra, 6 bajo 
tutela 6 vigilancia del estado. Mas, aun cuando todas son una 
idea personificada, n<> todas las personas jurídicas son — como 
se acostumbra decir, — personas colectivas. El Banco Nacio- 
nal ha dejado de ser sociedad anónima, persona colectiva, pero 
no ha perdido su personería jurídica; su capacidad de derecho, 
para adquirir derechos y contraer obligaciones, está determi- 
nada por las leyes especiales que rigen al Banco ; so vida ci- 
vil se manifiesta al público por medio de sus representantes, 
que es la Comisión liquidadora, Funciona con su presupuesto, 
acordado por si mismo J con rentas propias ; no tiene necesidad 
deque su presupuesto sea acordado por el Soberano Congreso ; 
no vive de subvención del estado, sino más bien suministra al 
estado recursos en compensación de las obligaciones que el estarlo 
ha tomado sobre sí para responder a los acreedores accionistas, 
5 o El Banco Nacional aun cuando es un estableeimiento pú- 
blico, se diferencia fundamen talmente de las reparticiones ad- 
ministrativas, como la Dirección de ferrocarriles, Dirección de 
rentas, Dirección de correos y telégrafos, porque estos viven de 
la subvoncion asignada por el estado de la ley de Presupuesto 
nacional. 

8 o La intervención de poder ejecutivo en el presupuesto del 
Banco, es para controlar su acción, que es muy distinto de 
asignar subvención. 

7 o La desaparición de la colectividad de accionistas del 
Banco, no es motivo legal para considerar extinguida la perso- 
nería jurídica del Banco Nacional, porque, como dice Savigny 
y Freitas, no todas las personas jurídicas son corporaciones, 6, 
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no es indisiiensabte la existencia de una colectividad para atri- 
buir el carácter de pers-ma jurídica. Tomemu>, pur ejemplo, na 
hospital. ¿Cuáles son Jos individuos cuya unidad colectiva debe 
ser inn.,Ja como sujeto propietario de los bienes de la mt>titu- 
* ion ? No serán sin duda los dolientes tratados en el hospital, 
porque estos son los objetos de la fundación piad usa, el Terda- 
dero sujeto del derecho es pues, uuu abstracción personificada. 
(Véase Freila* y Safigijy sobre la materia). 

8" El Banco Nacional es una persona jurídica su i tfwieris, 
cuya existencia, para adquirir derechos y contraer obligaeinues, 
está autorizada por su ley espacial y entra en el grupo de irjsti- 
fcuüiones enumeradas en el inciso 5* del artículo 33 del Código 
Civil. 

0" La Suprema Corte lia reconocido su carácter de persona 
jurídica ¿mies de la liquidación del llano- en .ept tidos fallos, y 
durante la liquidación, en el falto de la série 4\tomo 2 % página 
lt>8, le rrcouoee esplí itainente personaría jurídica al llamo» 
como institución con individualidad propia ó implícitamente 
está GOuJinuudo el reconocimiento de persona jurídica, en el 
reciente fallo de la misma serie, tomo 10, página 278, con mo- 
tivo del juicio por supuesta defraudación cu la sucursal de 
Banco Nacional en Corrientes. 

Considerando, en cuanto fí la intervención del Banco y de 
su representante, como querellante: 

10* Que según el artículo ü del Código Civil, las personas 
jurídicas pueden intentar en la medida de su capacidad de dero- 
tbo arciones criminales . 

H a Que este derecho con respecto al Banco Nacional, está 
atribuido ex p r "súmente por la ley 3037 en el artículo 17, que 
faculta al Banco ejercer arciones criminales contra los deudores 
que cometan fraude en perjuicio del Banco, ocultando bienes, 
traspasándolos ¡í un tercero ó en otra forma que se cometa de- 
lito < ontra sus bienes. 
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12"' Que el derecho de entablar acción criminal concedido por 
el Código Civil y por la ley especial del Banco, no esta prohibido 
por el Código de Procedimientos en materia penal, y más biea 
está auturizado por el artículo 170 la libre intervención como 
querellante i toda persona particularmente ofendida por un de- 
lito. 

13° La sustracción, malversación ó distracción de los bienes 
de una persona jurídica, cometida per particulares, son delitos 
que afectan directa ó indirectamente á la persona jurídica. La 
persecución en juicio de los culpables no puede hacerse- por la> 
personas físicas que componen aquella, porque es sabido el 
principio que los miembros de una persona jurídica son distin- 
to! de ésta. No puede hacerse en muchos casos por ac ción fi-eal, 
únicamente, porque son delitos de úrdeu privado en los que este 
tuiicionario no interviene. El derecho de los representantes de 
las personas jurídicas de aeusar y pedir el castigo de los delin- 
cuentes contra la propiedad de esta entidad jurMica no puede 
desconocerse ni ante la razón, porque negarlos sería colocarlas 
en una situación sumamente desventajosa; sería quitarles los 
medios de acudir alderecho penal para garantir el derecho de 
propiedad reconocido por las leyes fundamentales y que pueden 
¡idqnirir las personas jurídicas según el artículo él del Código 
Civil. 

14° Que el ejercicio de la acción criminal acordada ti las per- 
sonas jurídicas, — como establece la Suprema Corte en el fallo 
de la série 4", tomo página 172, — tiene su correlativo en 
lo que disponen los artículos 1102 y 1103 del Código Civil, por 
cuanto la condenación en el juicio criminal nu permite contestar 
en el juicio civil la existencia del hecho principal que consti- 
tuye el delito, ni impugnar la culpa del condenado, así como la 
absolución del acusado no consiente que se pueda alegar en el 
juicio civil la existencia del hecho principal sobre el cual hubiese 
recaído la absolución. 
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Í5° Que este derecho de intentar ao iones criminales, reco- 
nocido á las personas jurídicas por la ley de fondo, les ha sido 
igualmente acordado por la ley de forma, según exnresamenti' 
lo establece el artículo 14del Código de Procedimientos en ma- 
teria criminal. 

16° Considerando: que en cuanto al derecho de hacerse re- 
presentar por apoderado en el juicio los representantes de las 
personas jurídicas, éstas quedan colocadas al efecto, en las mi - 
mas condiciones de las personas naturales á quienes esta corte 
ha reconocido ese derecho (Fallo de fecha H de Abril del año 
de 1896, recaído en el juicio seguido por don Cárlos F. Caste- 
llanos oontra don Federico Moreno), sin que pueda oponerse á 
aquella los inconvenientes que señalan las antiguas tejes de 
Partida, por cuanto las personas jurídicas no incurren, en res- 
ponsabilidades crimimiles por sus actos, cualquiera que sea la 
forma que los practiquen (art. 43 del Cód. Civil), 

17° Que siendo, pues, evidente que el Banco Nacional puede 
deducir acción criminal como querellante, su intervención en el 
juicio no puede ser sino poi *"edio de representantes, porque es 
la única manera d - hacer valer sus derechos que tienen tas per- 
sonas jurídicas. 

iü° Estos son los fundamentos que tiene el proveyente para 
resolver que es legal el papel de querellante que desempeña el 
Banco en esta causa por medio de su apoderado. 

19° Considerando, en cuanto á ta validez del procedimiento: 
que los vicios de nulidad que noten las partes en un juicio, de- 
ben hacerse valer por tas partes en la misma instancia en que 
se han cometido j dentro del término legal (art. 499, 501 j 
509 del Cúd. de Procedimiento*). No interponiéndose los re- 
cursos mencionados, la nulidad por defecto di* procedimiento 
queda subsanada por el consentimiento tácito de las partes. En 
el presente caso no se ha reclamado ta reparación de ningún 
vicio en la tramitación de esta causa hasta la providencia de 
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« autos para sentencia * ; ni existe tampoco violación manifiesta 
de las formas sustanciales prescriptas para el procedimiento, ú 
omisión He las mismas formas, ni contiene defectos de los que» 
por expresa disposición del derecho, anulen las actuaciones, 
para pronunciar de oficio la nulidad «Je lo actuado. (Véase artí- 
culo 696 del Código de Procedimientos), 

20* Que las declaraciones prestadas por el procesado atite e! 
juez provincial sumariante, han sido ratilicadaa por ellos ante 
este juzgado a fojas 83 y 87, quedando así i cubierto de todo 
ataque contra la valide* de los procedimientos del magistrado 
provincial. 

21» Considerando, en cuanto á las leyes aplicable» al c.iso: 
Que estando decidido en los considerandos anteriores que el 
Banco Nacional es una persona jurídica, con recursos propios 
que no pertenecen al te soro de la Nación, y que su administra- 
ción es independiente déla administración general de la nación 
n car^o del poder ejecutivo (art. 86, inc. i% de la Constitución 
nat ionul); surge lógicamente, que los fondos sustraídos no per- 
tenecen al tesoro nacional (art. A" de la Constitución). Loa em- 
pleados del naneo son empleados públicos por el carácter público 
de la institución, pero no son empleados nacionales, en el sen- 
tido constitucional y legal, iguales en condición a los de la 
administración de rentas, correos, ferrocarriles, eto., porque 
aquellas no son empleados de la administración nombrados por 
el jefe supremo de la nación (inc. 10, art. 86 citado), niel 
sueldo que ganan es pagado con loa fondos votados por el Con- 
greso en el presupuesto. El nombramiento de los empleados del 
banco lo hace lo comisión y los paga con los propios recursos 
del banco. 

22? Por lo tanto los delitos atribuidos á los procesados aún 
cuando se han cometido en lugar sujeto á la jurisdicción nacio- 
nal, son, con todo, delitos comunes que deben sor castigados 
con arreglo al Código Penal, y no por la ley penal sancionada 
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en setiembre 14 de 1863, para delitos especiales cometidos 
contra la soberanía de la nación, su tesoro, por empleados de 
la nación, etc. (Véase a rifo a lo 93 de la citada !< y). 

23 ,f Conoide rando: que el delito imputado al procesado Fortu- 
niuL, López e« sólo por defraudación ó malversación de caudales 
público*; esta plenamente comptobado por la confesión de él 
mismo, de foja 4 vuelta, que recono e haber distraído más de 
15.000 pesos moneda nacional de los fondos del banco y el valor 
de papel sellado y estampillas pagado por los deudores que 
debían emplearse para las letras renovadas del citado estable* 
i ni i i uto bancario, y también por la confesión de foja 68 reco- 
noce que el valor defraudado en unión con Vanzo, es de cua- 
renta y tanto mil pesos ; que además de esta prueba, existe 
comprobado el delito por el informe de los tres peritos, por la 
suma del cargo que ellos dictaminan contra López; 

24" Considerando : que el delito imputado á este procesado 
está previsto y penado por los artículos 203, inciso 6 o . 268 y 
269 del Código Penal. 

-Ib" Considerando : que tanto el señor fiscal, como el acusa- 
dor particular están contestes en que menee atenuación de la 
pena, — aún cuando no por la causal expuesta por el señor íh- 
t-al, — haber confesado categóricamente su culpa, sino porque 
revela en sus declaraciones que no ha tenido intención el delin- 
cuent 1 de causar todo el mal que produjo al banco, y más bien 
ha tenido intención de reparar el daño. Asimismo, informan 
los peritos, corroborando la ingenua confesión del delincuente. 
Es aplicable al caso las circunstancias atenuantes establecidas 
en los- incisos y 7" de! artículo 83 del Código Penal, que se 
tendrá proseóte para la aplicación de la pena en la parte dispo- 
sitiva de esta sentencia. 

2ü° Considerando: en cuanto al procesado José O. Vanro : 
que está convi -tu de haber cometido el delito de defrauda* ion 
de caudales de la sucursal del Banco Nacional en Santa l e 
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siendo auxiliar de contaduría y después contador, en compañía 
con el tesorero López ; cometiendo otros delitos para reamar la 
defraudación ; 

27° Que por la declaración de Vanzo de f. jas 75 & TOi-onfim 
« que es eiüíto todo lo que se pregunta, es decir, ai el declaran- 
te ha propuso un arreglo para que el Banco Nacional renuncie 
á la* acciones cifile* y criminales H ue te corresponden contra 
él como culpable de la defraudación ejecutada en dic ho estable- 
cimiento, y si es suya la firma del documento de foja 55. 

28? Que la confesión del acusado, en los términos que ha sido 
leona y en mérito del antecedente del escrito espontáneamente 
presentado por el ductor Hnasco, y ratificada la propuesta por 
el acusado prueba acabadamente el delilo de defraudación en 
el bañes en el que es el de- larantc copar; ícipe con López. La 
precedente confesión reúne las condiciones del artículo 316 del 
Código de Procedimientos, porque se lia hecho ante el juez 
competente que levantaba el sumario, no se ha alegado que 
Vanzo infiera alteradas las facultades mentales al tiempo de 
declarar ; no ha mediado violen- ia, intimidaron, dadivas 6 
promesas, para arrancarle esa confesión ; ni se ha alegado error 
evidente al prestar la declaración ; el hecho confesado y el de- 
lito está además comprobado por otros medios de prueba en que 
se demuestra ser Vanzo autor principal de la defraudación. 

29" Que la interrogación precedente, hecha por el juez suma- 
riante y no por el acusador, no constituye un cargo, ni se nota 
sugestión o intención capcñwa, sinó que osta en términos pre- 
cisos | comprensibles para la clara inteligencia del procesado; 
es una interrogación indagatoria autorizada al freí por el in- 
ciso 8 o del articulo 241. 

30' Que no habiendo hecho uso el acusado del derecho de re- 
tractarse en la confesión prestada, invocando cualquiera de las 
causales expresadas en el artículo 3l9 t es de aplicación correc- 
ta el artículo 321, que declara hace plena prueba la confesión. 
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31" Que á foja 33, confies* igualmente babor extraído del 
banco el depósito de Rodrigues por medio de un giro sobre la 
casa raatris á la orden de AgelU Beggarri por la soma de 2542 
pesos con 90 ceutavos moneda nacional legal, apoderándose Van - 
io parte de esta suma, so pretexto de cobrar su sueldo y ha- 
cerse pago de un crédito que le debiera el padre del tesorero Ló- 
pez. En este hecho comprobado además por los informes de los 
peritos Dillon á fojas 677 y 700, Celery a fojas 6Uy 632, Co- 
lonibrea a fojas 576 y 594 1 exista el delito de simular solicitud 
de transferencia del ¿rédito i Buenos Aires para cobrarlo, sin 
que Rodríguez duef o del depósito, solicitara ta transferencia de 
él a la casa matriz, cuando en verdad no interriime. Ro< rigaez 
en la operación (art. 202 del Código Penal). De acuerdo con el 
artículo 7° del mismo código, es de presumir sea Vanzo el autor 
•le la artimaña, porque es el único que aparece aprovechando 
del dinero, 

32° Que á foja 52 vuelta, confiesa Vanzo, que de vuelta de 
Esperanza, donde fué á percibir las amortizaciones por las 
letras, r-tnvo por sf y par» si el valor de lo recolectado, el ini- 
lurte de su sueldo y gastos y quedando debiendo i López parti- 
cularmente una cantidad. Delito previsto y penado por el artí- 
culo 268 del Código Penal, porque Vanzo no ha reintegrado en 
ninguna forma la cantidad sustraída. 

33° Que por el documento de foja 53, reconocida la firma por 
Vanzo, declara que la existencia de caja basta el fO de Marzo 
de i 895 es de 27.656 pesos con 97 centavos moneda nacional 
cuando resulta del informe del inspector del Campo, y de tos 
informes periciales á fojas 593, 631 y 706, existe una falta de 
20.891 pesos 92 centavos moneda nacional según los peritos 
Colombres y Celery, y el último de 17.905 pesos con 36 centa- 
vos moneda nacional. 

34" Luego esté comprobada la falsedad del contenido del rio- 
cumento de foja 53. Que por las declaraciones de foja 65 vuel- 
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ta confiesa que Bo«ano y Cu.ilo le firmaron «no» libros de 
cheque* al declarante. Concordada esta declaración con la de 
foja 531 , se prueba plenamente que es el autor del hecho de ha- 
cerse firmar esos chequea falsos» llenadas la» cantidades de la 
mayor parte de ésto» con su puño y letra y los entregaba al ca- 
lero para la extracción de los valores que ellos representaban y 
por los cuales se ha extraído las sumas que Informan lus peritos 
,„ Us planillas D, E y F, de Colombres y Celery, y 4, ,6 
v 7 del informe de Dilluii, corrientes a fojas 577 , 578, 579, 
580, 594 vuelta, 5*5, 886, 597 ¿602. 615 á6!8, 634 vuelta a 
641,678 0681 y 710 4 729. 

35» Que el hecho de hacerse íirmar libretas en blanco, em- 
pleando este ardid 6 engaño para introducir al Banco falsos tí- 
tulos de crédito con el fin de defraudar al establecimiento en 
1 11S cantidades que ellos representan, es un delito previsto y 
penado por el artículo 204 del Código Penal, y como según los 
artículos 6 y 7 de dicho código, en la ejecución de hechos clasifi- 
cudos.de delito se presume la voluntad criminal, á no ser que 
resulte una pr*suncion contraria (esta última no existe en este 
caso) d,be tenerse como cierto que el mismo Vanxo es el que ha 
aprovechado de los valores que se han extraído de las cajas del 
Banco con los cheques de Bouetti, Helio y Banano, puesto que 
el mismo Vaniodelara que él en persona se los entregó a! cajero 
Lopex, y como los firmantes de esos cheques han declarada que 
ellos no han percibido esos ralores es forzoso suponer que los 
percibió Vamo, según la presunción autorisada de los articulé 
6 y 7 citados . 

36» Que aún en el supuesto que Lopes haya aprovechado de 
esta operación, no por eso deja de ser considerado Vanio autor 
principal del delito de introduoion al establecimiento de falsos 
créditos ¡ segnn asi esté calificado por elinciso i\ del articulo 21 
del citado código ; porque directamente ha ejecutado e) hecho, y 
porque como contador ha hecho figurar íalnnwntt con créditos 
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en descubierto á Mello que uo ba tenido ningún depósito en el 
Banco y á Boízano y Bonetti por la cantidad excedente «le 
a» depósito efectivo. Es tanto mis personal la imputación fie 
este delito á Vanzu, cuanto que según resulta del informe peri- 
ciftl de Coiombree y Ce'ery de fojas 128 á 730, está llegado el 
libro de caja en que se han anotado las operaciones de salida 
de \o\ cheques mencionados en su mayor parto por el mismo 
Vanzo. 

37* Agréguese á estas considerara mes tas emitidas por los 
tres peritos ;tl aürmar que sobre Vanzo recae la mayor culpabi- 
lidad por ser auxiliar de couludurf l y contador del Banco des- 
pués, baciendn notar en particular que Vfinzo llevA la cuenta de 
Bnzzsuo y no haciendo anotación alguna desde Noviembre de 
1892 adelante, sabiendo sin embargo que había concluido el de- 
pósit i efectivo de Boz/ano;y uo obstante esta circunstancia, 
Vanzo según bu pro ¡da declaración entregaba loa cheques al 
cajero girados en descubierto. También dicen los mismos peri- 
tos que el cajero no haría pagos de cheques sin autorización del 
contador, lo que es de regla en el sistema de contabilidad lleva- 
da en el Banco Nacional, (Véase al respecto el informe de los 
peritos á fojas 607 y 654). 

38" Que á foja 00 está Vanzo convicto y confeso de haber co- 
metido la falsedad en los libros del Banco, oficina pública, ba- 
tiendo aparecer balanceado el débito y el crédito de Justo Me- 
llo, cuando en realidad existe visiblemente la diferencia de más 
lie \ \ .000 pesos, Ue suerte queel emplead " que llevaba l*»s libros; 
no sólo comete la falsedad dr hacer aparecer á Mello con crédi- 
to en el banco sino" que también comete la falsía de igualar el 
débito y el crédito para que no se descubriera la defraudación, 
según asi tiene declarado ¡5 foja 219. Los peritos demuestran 
acabadamente este delito al inferior sobre la cuenta de Justo 
Mello en las planillas di- D, E y F, y 4, 6 y 7. En la misma 
forma que con la cjenta de Mello reproduce ol delito con ta 
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cuenta de Uozzano. y coa el mismo propósito de « tapar * el 
desfalco. (Véase La coufcsiou de foja 219 vuelta), 

39° Que del estudio comparativo de los informes de los tres 
perito-i, resulta en síntesis que está comprobada la falla de caja, 
con sólo la diferencia de que Culombres y Celery df-scdUren ma- 
yor falla que la denunciada pur el inspector y LHIlon, Que los 
tres peritos están conformes en cuanto á la exactitud de la can- 
tidad defraudada á qu.- se refiere la planilla numen» 2 de Dillon, 
correspondiente á la letra B de Olery y Colombres, salvo la 
diferencia de 10 centavos que encuentra este último ; ojie están 
igualmunte conformes á la defraudación que representa la pla- 
nilla correspondiente á la letra G; que están igualmente con- 
formas en atribuir á V¡inz¡> t¡l delito de defraudación y falsedad 
-á que se relieren las planillas 4, 6 y 7 ; quu Coloinbres y Celery 
están conformes á foja 600 vuelta y 6il de cargar á Vanzo la 
defraudación de H35Ü pesos moneda nacional que pertenecen A 
Columbres, están igualmente conformes un cuanto al cargo de 
defraudación de los honorarios del doctor Fierro, doctor Alia- 
ga y procurador López Lazo ; que Colombres y Celery están con- 
formes en dar por comprobado el nuevo cargo á Vanzo compren- 
dido en la letra I de sus infurmes por intereses cobrados al 
Banco y no pagados á los particulares ; están igualmente con- 
formes en atribuir á López y Vauzu el cargo de la letra J de 
sus informes, por sustracción de dinero entngado por Kamb 
{foja 1005); los mismos peritos demuestran la falsedad cometi- 
da por Vanzo al hacer los asientos de Lis operaciones en los li- 
bros según se maniliesta en las planillas K y L ; los mismos pe- 
ritos han comprobado que Vanzo ha hecho planillas sacadas del 
libro diario para remitir á Buenos Aires, pero está comprobado 
por la correspondencia del Banco que esas planillas no se re- 
mitieron para ocultar la defraudación á la casa matriz. Esta 
presunción sobre la ocultación está autorizada porel artículo 7° 
del Código Penal. Resulta, además, que esas planillas son falsas 
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puesto que lo» asientos del diario de donde se han tomado sun 
igual mente falsos ; y finalmente que loa peritos están coa for- 
mes <n que la defraudación total es de 89.600 pesos con 88 cen- 
tavos moneda nacional de curso legal, no existiendo la inconfor- 
midad que atribuye el defensor de Tanzo. 

40° Que en concepto del proveyente, el dictamen pericial que 
se tan estudiado en el considerando precedente, prueba cumpli- 
damente U delincuencia del procesado Vanio y los delitos de 
falsedad y defraudado a en tudas las operaciones y beohos en 
que se manifiestan conformes entre si en virtud de los principios 
en que se fundan la lógica de sus razonamientos, está además de 
acuerd» con las otras pruebas y elemento» de convicción que el 
proceso ofrece (artículo 340, Código de Procedimientos en lo cri- 
minal). 

41 a Que la falta de concurrencia en el informe pericial del 
perito propuesto por la parte de Vanzo, no invalida la prueba 
de tos otros peritos porque la no concurrencia del perito de 
Yanzo es imputable a esta parte, á quien correspondía urgir 
que las diligencias de pruebas sean ordenadas y deligeuoiadns 
dentro del término correspondiente, 

42* Que el informe el perito señor Dillon es ¡analmente vá- 
lido porque lo ha ratificado bajo juramento y dentro del térmi- 
no legal, ú fojas 724 y 796. 

43° Por otra parte, en materia de procedimiento penal no hay 
mas nulidades que las establecidas en el código ó lasque resul- 
tasen de la violación de sus disposiciones expresas (artículo 696 
del Código de Procedimientos) y no existe precepto alguno que 
fulmine con la nulidad la prueba pericial producida en los tér- 
minos en que está producida en la presente cansa. 

44 a Que las declaraciones de los profesados Lopes, Helio y 
Bozzano, así como las defensas y las pruebas quo cada tino de 
ellos presenta en descargo, constituyen más elementos de 
convicción, especialmente la prueba preséntala por Mello, para 
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imputar a Vanzo el hecho de ser autor principal del delito de 
falsedad y defraudación al establecimiento banoauo. 

45* Que la prueba de presunción para demostrar el fraude y la 
falsedad está autorizada por los artículos 357 y 358 del Código 
de Procedimientos, según fallo de la Suprema Corte de la s¿- 
ríe 2\ tomo 15, páginas 462 y 473, la clasifica de gran sospecha, 
q^ue vale tanto en algunos casos como la prueba plena en el de- 
lito de fraude del derecho civil. 

46° Según la definición dada por el articulo 357 del Código 
de Procedimientos, las presunciones son las circunstancias y 
antecedentes que, teniendo relación con el delito, pueden razo- 
nablemente fundar su opinión sobre la existencia de hechos 
determinado*. 

47" En el caso presente, las presunciones hacen plena prueba 
de que Yunzo es autor principal en los delitos que se le acusan, 
porque reúne las condiciones siguientes exigidas por el articu- 
lo 358. 

49* La defraudación y la falsedad que constituye el cuerpo 
del delito consta por la confesión de Vauio, el informe pericial 
y las declaraciones de loa otros procesados y de los testigos de 
Helio; varias planillas demuestran las múltiples medidas de 
que se había valido Yanto para conseguir la defraudación : ha- 
ciendo Armar cheques en blanco* sustituyendo el dinero efectivo 
recibido por cheques simulados de Bozzano; haciendo giros á 
nombre de depositantes y percibiendo ¿I el depósito, alterando 
tas constancias verdaderas de los libes, fingiendo planillas. To- 
dos estos hechos sirven de partida para la conclusión, que Yun- 
zo ha sido copartícipe con López en el total de la ei acción, sin 
que se pueda argüir que todos estos hechos comprobados son 
equívocos, ni conducen á conclusiones diversas, si nú más bien 
son elementos directos y tienen Intima conexión entre sí, reve- 
lan sin esfuerzo el vínculo criminal, como lo demuestra la con- 
fesion de Yanzo i foja 32, ofreciendo todo au haber y hasta las 
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Ai bajas» de su amigo par* salrar & López. Se reláfíiutu también 
Hita ese heebo, la manifestación mancomún del escrito de foja 
54 en que se dan por conformes con la proposición del doctor 
Pinaseo. 

49° Que estando acosado Yunzo por defrauda* ion de caudales 
públicos, y falsificación y falsedad, J estando comprobados es- 
tos delitos son aplicables a este procesado las disposiciones de 
los artículos 202, inciso 6 o , 203, inciso 6*, porque ba cometido 
la defraudación apropiándose los dineros del banco á él confia- 
dos, valiéndose del ardid y engaño que consta en autos y por- 
que pasa de (i, 000 pesos moneda nacional lo defraudado* 

50" Cae bajo la sanción del artículo 203, incisos? , 8 o y 10°, 
porque para defraudar ba hecho suscribir con engaño los che- 
ques á Helio y ba abusado de la firma en blanoo de los cheques 
de Boziano, y porque ha abusado como contador de la confianza 
que en él depositaba el directorio del Banco, autoridad pública. 

51- Ha cometido igualmente el delito de malversación de cau- 
dales públicos previsto y penado por el articulo 288, porque él 
mismo ha sustraído y consentido que Lopci sustraiga los cau- 
dales públicos confiados á su custodia. 

52» También es reo del delito de falsificación previsto por 
el articulo 280 y penado por el 281 del Código Penal, porque 
en los libros del Banco ha variado sustancialmente sus constan- 
cías, haciendo aparecer acreedores que no eiistían, igualando 
falsamente las cuenta» del debe y haber de Mello y Bozzano y 
haciendo planilla* con operaciones falsas. 

53° Considerando, en cuanto al procesado Justo Cuello: Que 
está convicto y confe so, á foja 71 vuelta, haber firmado una li- 
breta de cheques del Banco Nacional, á pedido de Yanzo y en 
casa de éste. La autenticidad de la firma está comprobada ade- 
más con el informe del perito calígrafo Correa (foja 733). 

54." Que según la carta de Aguitin Cardelini, á foja 708, re- 
conocida á foja 900, la declaración del testigo Jacinto Cardelini 
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á foja 818 resulta que Mello estaba «« P™o ebrio, j Corti, en 
sil carta de foja 8*1 y declaración de foja 830, manifiesta que 
eatubo bastante ébrio, y *6lo el testigo Agustín Cardelim de- 
clara, é f^ja 670, estubo en estado de beodei completa. 

550 Q Utí) dando por probada la ebriedad, que ésta hn sido in- 
voluntaria 'y que ha sido producida por maniobran culpables de 
Van*o (según declaración) coa el objeto de inducirlo sin saberlo 
aquél, al acto de firmarlos cheques ; con todo no ha probado el 
procesado Mello que la beodez haya sido completa en el acto de 
firmar los beques para tener derecho á ser eiimido de pena, 
por su estado de irresponsabilidad en el momento de firmar. Ni 
aun puede presumirse la embriaguez completa, porque u» tern- 
ura en es- estado no tiene pulso para armar 39 cheques « con 
reposo moral ni físico ». (Véase informe del perito calígrafo á 
fon 733.) 

56° Que los cheques firmados per Mello constituyen los ins- 
trumentos indispensables para la ejecución del delito de de- 
fraudación til Banco cometido por Vamo, en la cantidad que ellos 
representan, viniendo por este hecho i ser cómplice de Tamo, 
segvm el artículo 33, inciso 4\ y acreedor á la pena establecida 
en el artículo 34, inciso 4", con la atenuación establecida en el 
artículo 83, inoiso i e t del Código Penal. 

57" Cunsiderando: que el procesado Horacio Bo«ano, gerente 
de la sucursal del Banco Nacional en Esperania, está conricto 
y confeso de haber cedido al empleado del Banco NacionalJosé 
Vanío sus derechos al depósito que tuviera en la sucursal 
en que era contador el cesionario, firmándole al efecto cheques 
en blanco para que pudiera retirar esos fondos del establecí 

miento bancario. 

5»- Se trata, ai efecto, de una operación entro empleados del 
Banco sobre valores del mismo establecimiento en que desem- 
peñaban sus funciones ced ente y cesionario: operación ilícita 
porque esta" prohibida por el reglamento d d Banco, según 
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propia declaración del defensor de Bozano, á foja 1251 vuelta. 

59" Considerando: que según el informe del perito Dillou á 
foja 710, no ratificado por loa otTos do» peritos, al estudiar la 
planilla 6 del primero, dice éste, que el cheque girado por Boz- 
zano, por 3503 pesos con 8 centavos moneda nacional, constitu- 
ye et importe integro de ta amortización de la cartera de ia ex- 
sucursal de Esperánia, efectuada en ese día notando además 
que esa renovación la hacia el empleado Vanzo en la sucursal 
del Bancodela Nación, de la que es gerente Bozzauo. Bastan 
estas circunstancias, que el dinero se haya depositado por Vanzo 
en el Banco en que ha sido gerente Bozano y que el cheque que 
aparece girado por éste en descubierto representa ta misma 
cantidad depositada, para presumir cuando menos de acuerdo 
con el articulo 358, participación lucrativa por Bozzano en la 
operación y por tanto ha incurrido en la responsabilidad por 
culpa grave. 

00° Que son punibles las contravenciones á li ley cometidas 
por culpa ó imprudencia, porque, como dice Pacheco en el tomo 
3% página 428 > la negligencia y la imprudencia temeraria son 
condiciones que aprecia la razón y que pueden caer bajo el jui- 
cio de los tribunales. EL comentario del Código de Baviera, con- 
signado al pie del articulo 15de nuestro Código, ediciondel doc- 
tor Aguirre, sienta el principio que el agente de un hecho ú 
omisión será responsable del dolo en todo loque hay a tenido 
voluntad de hacer y responsable de culpa en lo que haya suce- 
dido contra su voluntad. Según esie principio es aplicable al 
procesado Bozzano.el inciso 5°del artículo 16 del Código Penal 
pues por razo» de su empleo de gerente de una sucursal del 
Banro Nacional estaba obligado á emplear mayor diligencia y 
atención en sus procederes y no entraren negociaciones con em- 
pleados y valores del mismo establecimiento, y mucho meno* 
firmar y entregará Vanzo 22 cheques en blanco, siendo relati- 
vamente pequeña la suma efectiva de su depósito. 
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61° Considerando respecto del gerente señor Cárlos Aldao : 
Que el si ñor fiscal no ha deducido acusación y la parte quere- 
llóte lm renunciado la acción según escrito^^ fojas 558, sin 
producir prueba alguna de la culpabilidad de aquel funcio- 
nario. 

Por estas consideraciones definitivamente faüo en esta sala 
de Audiencias, condenando : á FortunioL. López á la pena 
de tres años de penitenciaría, de acuerdo con los artículos 202, 
inciso 6\ j 9fi8 del Código Penal, con descuento del tiempo de 
prisión sufrida 4 razón de dos días de prisión por uno de peni- 
tenciaría y ademas inhabilitación perpetua de ejercer cargos 
públicos y a indemniiar al Banco solidariamente con Vanio la 
cantidad de 89.600 pesos con 88 centavos moneda nacional de 
curso legal, intereses y costas, de acuerdo con los artículos 
408 del Código Civil y 496 del Código de Procedimientos en 
materia penal. 

Al procesado José G. Vanzo, 4 la pena de cuatro años y me- 
dio de Penitenciaría, de acuerdo con los artículos 202, inciso 
6<\ 203, incisos 6-. 7°, 8- y 10", artículos 968 y 281 del Código 
Penal con descuento del tiempo de prisión sufrida en la misma 
proporción que el procesado Lopes, además inhabilitación perpe- 
tua para desempeñar puestos públicos, 4 indemn.iar al Banco 
solidariamente con López, la cantidad defraudada de 80.600 
pesos con 88 centavos moneda nacional de curso legal, con inte- 
reses y ul pago de la» costas. 

A Justo Mello se le aplica la pena de un año y medio de 
prisión do acuerdo con el artículo 34 t inciso f , del Código Pe- 
nal con descuento del tiempo de prisión sufrida,* indemnizar al 
lianco solidariamente con Vaniolasuma, con interese*, defrau- 
dada por medio de los cheques firmados por este cómplice y las 

costas del proceso. 

A Horacio Boziano por reo de culpa grave, se le condena 
* sufrir seis meses de arresto de muerdo con el artículo 16, in- 
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ciiso 2 o , cuii desmonto de dos días de arresto por uno de prisión, 
ademas pagar alBaneo, Mitidariamentc <'< nYanzo, lu suma cotí 
interesi-s, defraudada por medio de lus chergue^ firmad os por éste 
culpable y la» costas del proceso. 

Respecto del señor Aldao do hay motivo para pronunciar 
sentencia por las razones dada^ en el considerando respectivo. 

NGfciflqtteÉB con el original y repóngase por los proeesadns 
los sellos* 

Ejecutoriada la sentencia póngase los reos A disposición del 

poder ejecutivo de la provincia para q je determine el estable- 

cimiento de reclusión en que ban de cumplir su condena. 

* 

ikmit't Hoy lia. 



VISTA UEL SESlHl l»HÜCUHAI>OH GENERAL 

Buenos Aire-, Maraó IT de 

Suprema Corte : 

La sentencia ha reunido tan laboriosamente los hechos y A - 
talles mis mínimos del sumario, que nada permite agregar de 
fundamental á sus considerandos. 

La convicción de la criminalidad de h¿ procesados se produ- 
i >■ di- un modo n« ce-ario, ante los hechos analizad"*, pudieitdo 
presc¡ml¡r>e de mu lios de los pui.tos de detalle que invocan 
las defensas, de un valor jurídico pul* eterno, y hallar siempre 
una prueba plena y convincente en la síntesis de hechos eviden- 
ciados. 

La evidencia emana de la ¡eoafésioji de los procesados Variz" 
y López, del eximen de los libros y contabilidad del Hanco, 
de las operaciones sobre cheques bien comprobadas y del hecho 
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mismo de las defraudaciones impetradas sin qoe las mismas di- 
vergencias de detalle, desvirtúen la fuerza probatoria d« &* cons- 
tancias invocadas en lo, considerandos 05 al 92 de la s-nteucia. 

Respecto del proejado Liowaiio se iusUtc á foja i 599 en la 
negativa opuesta en la expresión de agravios í« foja Mo que 
no ha sido ni es empleado del Banco Nacional. 

Ante la declaración tan .-iplíoiu debo aceptar la negativa de 
la defensa, relativamente ú una situación no demostrada en id 
pr^cso. IVroaun cuando el procesado no fu*ra empleado del 
Banco Nacional, sino del de la Nación Argentina, siempre re- 
solta de la ce>ion v entrega á un empleado de aquel, de Ion 
•.beque* «» blanco que sirvieron para explotarlo y defraudarlo, 
una acrion culpable que responsabiliza á su autor. 

Las circunstancias personales délo, agente* empleado* de 
uno y otro Banco, X.ieinnak y de la Nación Argentina, las espe- 
cíale emanadas de la situación financiera del primero, que no 
dev dvía ya su depósito, la íntima r dación entre los dos emplea- 
dos, que por su práctica bancaria debían conocer la irregulari- 
dad de la cesión realizada en tales circuostancias, y todas las 
que prolijamente enumera la sentencia en sus considerandos 
de fojas 1384 a 1383, inclinan el animo á las conclusiones de la 
sentencia, con suje ción á lo prescriplo en el artículu 16, inci- 
so 5 del C64igo4e Procedimientos. 

La pena legal de la culpa es de seis meses de arresto, y con- 
tra su aplicado.» se opone i foja la prescripción del ar- 
tículo 89, im iso 3 9 , del mismo Código. 

Entre los hechos acusados y la iniciaciou del procer de aeu? 
saciotti media un lapso de tiempo de más de un año, poT lo que 
creo procedente en cuanto a la extinción o> la pena, la pre*- 
cript ion invocada. 

La doctrina desarrollada en la ilustrada defensa de Jnsto 
Xtilo, mhre rotUHtad vnmnml, no excosa laa rcspoiisabilida- 
des del caso. 
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Mello sin tener depósito alguno en el Banco, entrega no obs- 
tante cheques firmados en Manco contra aquel establecimiento, 
á Var,*o empleado del Banco, que hace figurar para su cobro 
créditos á descubierto. 

El hecho de girar contra falsos depósitos, por quien sabía no 
tenerlos en el Banco, caracteriza el delito. La intención criminal 
se presume con arreglo ú lo proscripto en el artículo 6 del Có- 
digo Penal, y ae evidencia en el caso, como causa impulsiva y 
necesaria de los hechos real rudos á sabiendas, para producir 
un resultado vicioso, la defraudación al Banco, es verdad que 
se ha alegado la bcodes del culpable, pero esa beodez, ni resul- 
ta absoluta, ni presumible siquiera, ante la precisión y seguri- 
dad de los hechos repisados bajo su invocada influencia. 

Deduzco de todo ello que no existe fundamento legal para la 
reducción de las penas impuestas á los procesados en la sen- 
tencia recurrida de foja 1338, que pido á V. E. se sirva confir- 
mar por sus fundamentos,, con excepción de U pena impuesta 
al procesado Bos^ano, eu cuyo favor procede la prescripción 
del derecho de acosar, según el articulo 89, inciso 3*. del Código 
Penal* ^ 

Sabtniaño Kier. 



fr Sm Im ftupr«NM Ctorle 

Rugaos Aires, Octubre s?5 de 1898. 

Victos y considerando: Que esta probado el delito de defrau- 
dación al Banco Nacional en liquidación á que se refiere e&te 
proceso, resultando averiguado e^e hecho hasta por el reconoci- 
miento explícito de parte de la defensa, basado en los diferentes 
elementos probatorios de positiva importancia que registran 
los autos y de que se hace mérito en la sentencia apelada. 
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Que tampoco cabe duda de que loa procesados Lope* y Vanio, 
empleados superiores del establecimiento sanearlo, snn los auto- 
rea de la defraudación, haciéndose reos del delito pr*7!<^ y 
penado por el artículo doscientos tres del Código Penal en sus 
meisos sexto, octano y décimo, ya apropiándose dineros de cuya 
custodia estaban encargados, ya abusando de firma en blanco 
para extender chaqués en perjuicio de los firmante* 6 del Banco 
á lómenos, ó ya abusando de la confianza que en ellos estaba 
depositada, revelada en los puestos que respectivamente desem- 
peñaban en el manejo de los intereses del Banco defraudado. 

Que siendo cierto, como lo es, que los empleados del Banco 
uo son empleados públicos puesto que «I Banco Nacional que en 
»u creación tenía existencia propia y personalidad jurídica de- 
clarada é invariablemente reconocida, continúa distiendo en el 
mismo carácter i loa efectos de su liquidación, es arreglada a 
derecho la doctrina de la sentencia apelada al juigar el delito 
aplicando el Código Penal común. 

Que consecuente con esa doctrina lus procesados Lopei y 
Van» no han cometido el delito del artículo doscientos sesenta 
y ocho del Código Penal, porque este artículo te refiere al em- 
pleado público que sustrae ó consiente que otro sustraiga cau- 
dales 6 valores también públicos confiados á su administración. 

Que el monto de la defraudación de que son responsables 
Vanio y Lopei, excede en mucho de la suma de seis mil petos de 
4 ue habla el inciso sexto del artículo doscientos dos del Código 
Penal, siendo en consecuencia pasibles de la pena de peniten- 
ciaría por el término de tres á aeis años. 

Que la defraudación se ha consumado ejecutándose por Lópei 
y Vanxo una serie de hechos sucesivos hasta hacer llegar ¿su- 
mas contiderables el monto de lo defraudado. 

Que cata consideración y la circunstancia ya recordada de 
haber ios procesados realizado dívereoa hechos de defraudación 
calificados de delitos cada nno aisladamente considerados, hacen 
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procedente la imposición del máximun de la pena establecida 
en el eitado incito seito, articule doscientos doce, de conformi- 
dad con lo dispuesto en los artículos ochenta y cinco y ochenta 
seis del Código Penal, y á que no hay circunstancias atenuantes 
que puedan hacerse valeren favor de dichos procésa los. 

Que la complicidad del procesado Mello en la consumación 
del delito en lo que se refiere á la defraudación para la que se 
ha hecho servir los cheques firmados por aquél, está suficiente- 
mente demostrada, porque es fuera de duda que el expresado 
Mello entregó ¿ Vanio una libreta de cheques con sn firma en 
blanca, cuando es cierto que do tenía depósitos en el estableci- 
miento, sirviendo esos cheques de medio para ejecutar el delito. 

Que no pnede decirse otro tanto del procesado Uazano desde 
que este tenia dinero en depósito en el Banco, lo qne no sólo no 
se contesta sinó que se reconoce, lo que lo autorizaba á girar 
licitamente contrae! establecimiento. 

Que nada hay en el expediente que sirva á hacer presumir 
que Bozzano pudiera abrigar sospechan respecto de Vamo, mu- 
cho menos si se tiene presente que recomendaba su honorabili- 
dad la circunstancia de estar al servicio del Banco desempe- 
ñando empleo de confianza. 

Que po> tanto, de buena fé y aun sin faltar á las previsiones 
que la prudencia aconseja, Boziano ba podido creer que Vanzo 
haría uso licito de los cheques que le diera empleándolos en 
operaciones permitidas . 

Que aparte de esta consideración, la duda no puede apreciarse 
sinó en favor del procesado según el artículo trece del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Por estoy fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de fuja mil trescientos treinta se confirma esta en cuanto declara 
á Fortunio Lopei y José G. Vanzo autores del delito de defrau- 
dación previsto en el artículo doscientos tre , ineíso seis, ocho y 
diez det Código Penal, y a Justo Mello cómplice en el mismo de* 
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lito, confirmándola igualmente en las condenaciones pecuniarias 
y en las costas que contiene contradichos procesados, así como en 
la pena de un año y medio de prisión quu impone á Justo Mello 
con descuento del tiempo de prisión sufrida. Se condena á los 
procesados Fortnnio Lnpei y José O. Vanzo & la pena de seis 
anos de penitenciaría con descnentn del tiempo de prisión sufri- 
da á razón de dos días de prisión por nno de penitenciaría, in- 
habilitación por an tiempo igual al de la condena, vigilancia de 
la autoridad por dos años» é interdicción civil mientras dura la 
condena, quedando en estos términos modificada la sentencia 
apelada, la que se revoca ea cuanto imputa a López y Vanzo el 
delito del artículo doscientos sesenta y ocho del Código Penal y 
condenaáHoraoioBozzano.á quien se absuelve de culpa y cargo 
Xotiffquese eon el original y devuélvase. 

BENJAMIN PA1. — ABEL BA1AN. 
— OCTAVIO BAJNGE, — J«AH 
B. TORB1NT. 
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Don Silvano Vivot, sobre excepción del servicio militar 

• ■ 

Sumario. — No es casode excepción para el servicio militar 
el del hijo natural que atiende á lasubsisttnciade la madre. 
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Caía. — Doña Hieaelt H. de Detacourse presentó ála junta 
de excepciones del ser? icio militar de la Capital ea 29 de Julio 
de 1898, solicitando excepción del servicio pira su hijo Silvano 
C. Vivot, fundada en que éste atiende á su subsistencia como fo 
comprueba con ta información producida. 
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Agoülo tfi de J8Q& 



No estando comprendido este caso en lo determinado en ta 
ley número 3310, no ha lugar y repónganse loa sellos. 

Akobendat , — E, Damianovich, 
— Guillermo Torres. 



Fall* 4»| Jim Fejtral 



Bue&os Aires, Setiembre 22 de 1898. 

Y vistos : Para resolver sobre la excepción del servicio mili- 
tar solicitada por doña Micaela Delurour en pro de su hijo na- 
tural Silvano C. Virot, con lo que resulta délos documentos 
presentados y declaraciones producidas, con mis lo expuesto y 
pedido por el señor procurador fiscal. 

Y considerando: Que ta cuestión á resolver en el easosu//- 
judice, es la siguiente : ¿El hijo natural que atiende á la sub- 
sistencia de su madre natural , está comprendido en la disposi- 
ción del articulo 26 do la ley número 33 1 8 de 33 de Noviembre 
de 1895? 



DE JUSTICIA NACIONAL 



m 



Que lie las constancias de autos se desprende que ¿un SUt»- 
noC. Vivotescn veTdad el que atiende a la subsistencia de 
su señora madre doña Micaela Delacour. 

Que sentado esto, es ante todo necesario estudiar el artículo 
26 invo ra<lg de la ley número 3310. 

Que este articulo enumera en su testo todas tea excepciones 
que autoriza y en la parte linul de su primer inciso dice: ... ■ al 
hijo único de madre viuda ó á aquel de loa hijos que atiende a 
la subsistencia de ésta ó de un pa-ire septuagenario o impe- 
dido ». 

Qu*. oomo se re, por el texto del artículo tra< :ripto la ley se 
refiere al hijo de viada, es decir al habido de matrimonio legíti- 
mo ; desde que, si tal no hubiera sido la mente del legislador, 
se hubiera 1 imitado á decir : n todo hijo que atien la la subien- 
da de su madre. 

Que siendo esto así, se comprende que la excepción que la 
ley autoría, se refiere claramente al hijo leyítimoy no al na- 
tural. 

Pero, se asegura que es igual la situación de uno y otro e.» 
relación á la madre, sea ésta legítima ó natuml ; y que la cama 
humanitaria que antoriia la excepción para el hijo legítimo es 
)a misma que debe autoriiarla para el natural. 

Lo que pretende deducirse la consecuencia de que, aunque 
ta ley no la establece de una manera categórica, a la excepción 
para el hijo natural deben los jaeces establecerla llenando así 
un vacío de ley ó salvando una omisión ó defecto de aquélla. 

Semejante teoría es, sin embargo, inadmisible por cnanto 
ella implicaría nada menos, que investir á los jueces de loa atri- 
butos propios del legislador, lo que como se comprende impor- 
taría echar por tierra, nada menos que el principio fundamental 
sobre el que descansa nuestro sistema de gobierno : la divi- 
sión é independencia de los poderes públicos creados por la cons- 
titución. 
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Basta concebir esta consecuencia verdaderamente monstruo* 
sa para desechar semejante teoría . 

Pero, existen ratones de otro orden en virtud de tas cuales ge 
llega á una conclusión idéntica, es decir, á sostener que es im- 
procedente la concesión de la excepción solicitada por no estar 
ella creada ú autorizada por la ley. 

En materia de interpretación de las leyes es sabido que no 
debe interpretarse lo que no necesita interpretación, por la cla- 
ridad de sus términos. • 

Asi ocurre con el artículo 20 de la lev de 23 de Noviembre de 
que establecí ndu clara é íntergiversablementeque In ex- 
cepción que autoriza sólo favorece al hijo de viuda excluye á 
todo otro que do esté comprendido en esu categoría. 

Además, es regla de buena interpretación que, tratándose de 
excepciones, aqu lilla debe si* estricta y restrictiva; limitada 
por tanto á los casos expresamente autorizado* ; por cuanto ha- 
cerlo extensivamente sería incurrir en el gravísimo inconve- 
niente de investir á los magistrados de falcultade- legislativas, 
loque como queda dicbo es inaceptable, por chocar abiertamen- 
te con la base misma de nuestra organización política, según la 
cual cada una de las ramas del poder público tiene su esfera 
propia de acción, con atribuciones expresas no siéndote lícito ex- 
tralimitarse sin comprometer la armonía de los poderes, por con- 
siguiente, las garantías individuales, que sólo son efectivas á 
condición de tener su juego regular y armónico, los poderes 
públicos dentro de su respectivo círculo de acción: el poder le- 
gislativo, legisla; el poder ejecutivo, ejecuta, y el poder judi- 
cial interpreta, juzga j aplica I» ley en las cosas que ante él 
se produzcan por gestión de los interesados. 

No basta para justificar la pretensión de que se acuerde la 
excepción pedida, el sostener que debe equipararse el hijo legí- 
timo al natura] desde que pesan sobre ambos, obligaciones igua- 
les para con sus padres y df> éstos paTa con ellos igualmente. 
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Lo que ello revelaría cuando más, es un defecto 6 insuficien- 
cia de la Ivj y no otra cosa. 

Y hí asi no fuera, no es por cierto, el poder judicial el que 
puede modificarla. 

Seria el caso de gestionar su modificación ante el poder com- 
petente para hacerlo. 

V 'f estos fundamentos, y otros que se han tenido en cuenta, 
y de acuerdo oon el dictámen y pedido del señor procarador 
fiscal declaro que no procede acordar la excepción que so soli- 
cita oon sujeción á la disposición del artículo ^6 <J< la lej núme- 
ro 3318 de 23 de Noviembre de 1805. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, Capital de la República Ar- 
gentina, fecha ut su/>ra> o* 

V. Olaechea y Alcor ta. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADO* GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 13 üc 1898. 

Suprema Cor le: 

Las declaraciones de la sentencia recorrida de foja 19 no sólo 
se ajustan 4 los principios jurídicos que rigen la materia sub- 
judiee, sínó también á la jurisprudencia de tos fallos de V. E . , 
que tienen declarado que siendo las excepciones del servicio mi- 
litar de carácter restrictivo, no pnede aplicarse la del artículo 
96 de la lej número 3318 fuera de la expresión de sus términos 
explícitos. Pido por ello A V. E. se sirva confirmar el auto recu- 
rrido oon reposición de los sellos, según lo dispon3 el artículo 
56 de la lev reía, va para el año corriente numero 3671. 

Sabiniano Kier. 

T. LM*I 5 
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Buenos Airea, Octubre 27 de 1898. 



Vistos v considerando: Que el servicio militar en el ejército 
de la nación es un deber impuesto por ta constitución y la ley, 
constituyendo la regla general limitada en sus efecto», sólo en 
cuanto se trate de casos de excepción establecidas por la mis- 
ma ley . 

Que en el presente no se trata de ninguno de esos casos, sien- 
do de lerechoque no puede extenderse la excepción á casos no 
previstos como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en asuntos 
análogos. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
diex y nueve, se confirma éste con costas. Devuélvanse, debien- 
do reponerse los sellos ante el inferior. 



BEMAH1H PAZ. — ABEL BAZAR . 
— OCTAVIO BUHGS. — IUAR *• 
TORUflT. 
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Han Euf/enio Blanco y otros contra la Municipalidad de ta 
Capital por expropiación indemnización ; sobre apelación 
á ta Suprema Corte de resolución de los tribunales de ta 
Capital. 

Sumario, — No procede la apelación á la Suprema Corte de 
las resoluciones de loi tribunales locales, si no ae tarifica nin- 
guno de los casos provistos eu el artículo 14 de la ley de 14 de 
Setiembre de 4863 sobre jurisdicción de los tribunales fede* 
rales. 

Caso. — Resulta de las siguientes pistas: 



VISTA DEL FISCAL DE LA CAMARA 

Buenos Aires, Julio ti de líffltí. 

Exina. Cámara : 

El presente juicio, seguido por don Pedro R. Blanco j otros 
contra la Municipalidad, tiene por objeto el pago de un terreno 
ocupado por la calle pública y la indemnitaoioo de daños y per- 
juicios 6 la devolución del terreno. 

Fácilmente se comprende, que esta última parte déla deman- 
da nunca podría tener ¿lito por tratarse de un bien público, ar- 
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tíc-ulo 2340, inciso 7°, del artículo 2347 del Código Civil, por 
mis que 14 Municipalidad, extremando su defensa, exprese que 
está dispuesta á devolver el terreno ocupado para retomarlo al 
acordar al dueño la Une» necesaria para edificar. 

£1 objeto entonces, versa realmente sobre indemnización del 
terreno tomado por la Municipalidad sin llenarlas formalidades 
que exige el artículo 2511 , ó lo que es lo mismo, be trata de un 
juicio de expropiación en que el expropiado demanda la justa 
indemnización por la cosa de que ha sido privado. 

El casóse encuentra asi regido por la ley especial de expro- 
piación de 13 de Setiembre de 1866, y en tal concepto el cono- 
cimiento y decisión del juicio es de la jurisdicción privativa de 
los Tribunales federales j excluyentc de ls> de los ordinarios! 
como lo disponen los artfcalos 2 a , inciso I a , y 12 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863. 

Corresponde, pues, como en un caso semejante recientemente 
fallado, Guastavino contra la Municipalidad, V. E, declare que 
los tribunales civiles ordinarios de la Capital son incompeten- 
tes para conocer en el presente juicio. 

Á. S. Pizarra. 



ACLXKDO UE LA CAMARA DE APELACIONES 

- 

En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, á 20 de 
Agosto de 1898, reunidos los señores vocales de la Exma. Cá- 
mara de Apelaciones en lo civil, en su sala de acutrdos para co- 
nocer del recurso interpuesto en los notos seguidos por « Man- 
co, don Pedro X., y otros, contra la Municipalidad de la Capital» 
por cobro de pesos ó devolución de on terreno, y daños y perjui- 
cios sí, respecto de la sentencia corriente á foja 122, el Tribunal 
estableció la siguiente cuestión : 
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¿ Son competentes los tribunales civiles de la Capital para 
conocer en el presente juicio? 

Practicado el sorteo resultó que la rotación debía tener lugar 
en el órdcn siguiente : señores vocales doctores Molina Ano- 
ten, Gimenes, Gontalei del Solar, Gelly y Diaa. 

El señor vocal doctor Molina ArroLea dijo : 

El presente litigio ha sido promovido contra la Municipali- 
dad de la Capital por iudemníiacíon de un terreno de que se 
apoderó para calle y de que se dicen despojados arbitrariamente, 
ejercitándose en subsidio la reivindicación del mismo terreno. 

Siendo éste el objeto del juicio, su conocimiento y decisión 
corresponde á la justicia federal, cxcluyente de la ordinaria 
con arreglo a la ley de Ude Setiembre de 1863, articulo I o , in- 
ciso 2% artículo 12, 

Eu consecuencia, y teniendo en cuenta ademas la jurisprn* 
denria establecida por esta limara, entre otras caucas la de 
Guastavino con la misma Municipalidad y de acuerdo con el pre- 
cedente dictamen del señor fiscal emito mi voto por la negativa. 

Los señorea vocales, doctores Giménez, Gomales del Solar, 
Gelly y Diai se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acta quedando acordada la siguiente 
sentencia. 

tiimenez. — Gelly. — Molina Arro- 
tea. — González del Solar. 

Ante mí: 

Nicanor González del Solar (hijo). 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buidos Aires, Setiembre 28 (fe J««8. 

Suprema Corte: 

No se trata de un juicio de expropiación que las partea ni 
han iniciado ni pretenden que proceda en el caso» 

Los demandantes sólo pretenden se les devuelva el terreno 
del que sostienen se ha apoderado indebidamente la Municipali- 
dad ; 6 qne se cumpla 4 eu respecto, lo convenido con el Inten- 
dente señor Alvear. 

Es, pues, una cuestión que no afecta interese* d - la nación ni 
principios constitucionales. 

El caso no cae por ello bajo el régimen de ninguno de los in- 
cisos del artículo 2 de la ley sobre jurisdicción J competí- ncia 
de lo* tribunales nacionales; y es por ello que, de conformidad 
con los fundamento* expuestos en el precedente escrito comien- 
te 4 foja 180, )iido 4 V. K, se sirva declarar improcedente en el 
caso, el fuero federal declarado por la lama. C4mara a tjtto en 
la resolución recurrida de foja íl> vuelta. 

Sahiaiano Kicr. 



Wm\%m dte te feapams* Carte 

Uueuo* Aires, Oclubré 27 de 1898. 

Vistos y considerando : Que para ser procedente el recurso 
autoriiado por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y com- 
petencia, es necesario que la sentencia apelada para ante esta 
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Suprema Corto haya negado á la parte» un derecho que teta 
funde en alguna cláusula de la constitución 6 de un tratado 4 lej 
del Congreso 6 una comisión ejercida en nombre de la autori- 
dad nacional, cuando se trata de un caso regido por el inciso 
tercero de ese articulo según ei presamente se diapone en di- 
cho inciso. . 

Que no habiendo el recurrente fundado la demanda deducida 
ante los tribunales locales de la Capital en ninguna de dichas 
disposiciones no puede pretender la competencia de esta Supre- 
ma Corte para conocer de la apelación concedida & foja eiento 
ochenta y tres por no haberse pronunciado resolución contraria 
& las citadas disposiciones. 

Que es erídente que el presente caso no se encuentra tam- 
poco comprendido en el Inciso primero y segando del menciona- 
do artículo, y catorce de la ley de jurisdicción. 

Pe- eston fundamentos, y de acuerdo wq lo dispuesto en el 
articulo noventa de la ley orgánica de los Tribunales de la Ca- 
pital, se declara muí coticed ido el recurso. Hágase saber con el 
original, y repuestos tos sellos devuélvanse los untos al tribn- 
nal de su origen. 

BÜUAMIN P*. . — ABEL BAJEA». 

— octavio bvhge- — iüan 
e. torheiit. 
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Ñongues hermanos contra et Banco Nacional y don Bonifacio 
Saavedra, por tercería de mejor derecho ; sobre deserción del 
recurso* 

Sumario. — No puede declararse desierto el recorto, si el 
apelante ha expresado agravios atites de acusársele rebeldía 
por el apelado, aunque lo haya hecho después de vencido el tér- 
mino legal y su prorroga. 



Caso. — Lo explica el 

Falte 4m la gwpreia Cmrtm 

Buenos Aires. Octubre 29 de 1898, 

Considerando: Que para que deba declararse desierto el u- 
cu rao, no basta, según el artículo doscientos diei y siete de ta 
ley de procedimientos, que Tensa el término legal y su prórroga, 
para ei presar agrarios, si nú que es necesario que se acuse re- 
beldía por aquel á quien aprovecha la sentencia. 

Que no decayendo el recurso sinó por el hecho de acusarse 
rebeldía, el apelante conserva el derecho de presentar la expre- 
sión de agravios hasta que aquella sea acusada* 

Que habiendo el Banco Nacional vencido el término y confe- 
rid' el tribunal traslado de ese escrito, la acusación de rebeldía 
hecha cotí posterior id ad no puede producir efecto alguno, pues 
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es hacerla en tiempo inhábil, después que el apelante usó de 
ud derecho que no había perdido. 

Por esto, no ha lugar con costas á lo solicitado en el escrito 
de foja ciento cinco, y corran los autos segun su estado. Repón- 
gase el papel. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO B1MGE. — JOAN 
E. TOlMUtT. 



DAUiA €CCIX 



Don Leopoldo Rom, sobre exención del servicia militar 

Sumario. — No es caso de esancion del Berrido militar el 
delhijoqueatiendeAlasubsisíeociadela madre, por haberla 

abandonado su marido. 
Ca*o* — Beiulta del 



rato M Jwm fHewl 

Buenos Aires. Setiembre n de 1898. 

Y. vistos ; Para pronunciarse sobre la petición de exhonera- 
ciondel berrido militar, formulada por doña Rosa Albó de Hons f 
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con lo expuesto A su respecto per el señor procurador fiscal de 
cuto estado resultan los siguientes hechos: 

Que la solicitante doña Rosa Albó de Hons, contrajo matri- 
monio con don Vicente Hons, de quien tuvo á Leopoldo, el que 
atiende hoy á su subsis. ncia por haberla abandonado su es- 
poro desde haoe in'sde 15 años, según se desprende de la 
información sumaria producida ante e) señor juez de primera 
intanciaen lo civil de la Capital, doctor Juan Agustín García 
(hijo), que corre á fojas 4 y 6. 

Que fundada en esos hechos cree que su hijo Leopoldo está 
comprendido en la excepción acordada por el artículo 26 de la 
ley número 3318 de 33 de Noviembre de 1805, en «oyó mérito 
pide que se le acuerde la exhoneraoion de) servicio militar. 

Oído sobre el particular, el procurador fiscal opina que no 
corresponde acordar la excepción por no estar el caso presentí- 
comprendido en *<\ articulo 26 de la ley citada. 

Y teniendo en cuenta las consideraciones de derecho : Es 
elemental en materia de interpretación de las leyes, que, 
cuando se trata de interpretar Las que crean ó autorizan excep- 
ciones, que salen do lúa reglas generales igualitarias, aquella 
debe ser siempre estricta y restrictiva de modo que no se puede 
acordar otras excepciones que las taxativamente previstas y 
enumeradas. , 

Se comprende sin dificultad la razón de semejante regla, 
porque debiendo las leyes ser obligatorias para todos en vir- 
tud de ser todos iguales ante la ley, no debe extenderse los ca- 
sos que autorizan excepciones á la regla, A circunstancial que el 
legislador no haya tenido en vista para acordar aquellas ; y qne 
por otra parte, como es sabido, toda excepción, por el hecho de 
serlo, es odiosa y debe restringlrsela á los casos y condiciones 
expresamente establecidas por la ley ; así, en el caso de que se 
trata, la ley 3318, en su artículo 90, al final de su primer in- 
ciso, dice qne debe acordarse excepción del servicio * al hijo de 
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madre viuda 6 á a juel de los hijos que atienda á su subsisten* 
cia »... de modo que limita en términos claros y precisos el al- 
cance de la excepción que autoriza, y no es licito extenderla á 
casos diferentes ó que no reuuen las condiciones prefijadas. 

En el caso sub-judice, la peticionante dice, que su esposo ta 
h i abandonado, y que su hijo Leopoldo Hous es el que atiende 
á su subsistencia, pero siendo cierto todo lo afirmado es la ver- 
dad también que no es este caso idéntico al previsto por la 
ley y queda transcripto textualmente. 

Ahora bien, siendo esto así, ¿es Ifcito i ios jueces, por via de 
interpretación, hacer extensivos los beneficios de las excepcio- 
nes, á casos no taxativamente previstos por la ley ? 

Asi parece entenderlo el señor defensor de incapaces, al sos- 
tener que este caso está comprendido, dentro del artículo 26 de 
la referida ley +MH 

No es t sin embargo, atendible, semejante opinión, porque ella 
choca abiertamente, tanto con las reglas de buena y recta in- 
terpretación de las leyes, que quedan ya mencionadas, cuanto 
con principios fundamentales de nuestro régimen constitucional. 

En efecto, sostener lo que sustenta el señor defensor de in- 
capaces, equivale & sostener la tésis de que los jueces en uso de 
su facultad privativa de interpretar y aplicar las leyes, á los ca- 
sos concretos que ante ellos se promueven, puedan ampliar las • 
leyes, esto es, hacerlas extensivas á casos no previstos por aque- 
llas. 

Semejante teoría no puede sel más peligrosa y contradictoria 
con el principio fundamental que sirve de base de nuestro régi- 
men político, cual es el de la división ¿ independencia de los 
poderes públicos, oreados por la ley fundamental de ta nación, 
cada uno de los cuales tiene marcada so órbita de acción, de 
modo de desenvolverse simultánea y armoniosamente. 

Pero con la teoría sustentada por el señor defensor de poo. 
é incapaces, resultarla que los jueces ejercerían funciones priva- 
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Uvas del poder legislativo, lo que basta enumerar, para com- 
prender su inad (risibilidad. 

¿Acaso es permitido i los jueces, juzgar sobre si las tejes que 
aplicaron son buenas 6 matas, completas ó no t juntas ó inequi- 
tativas ? Ea manera slgana, no et de su resorte abrir juicio so- 
bre ninguno de esos puntos. 

Bástale conocer la ley, y aplicarla lealmente por defectuosa 
que pueda considerarla. Dura leu, sed lev, 

Es asi que, en Ja hipótesis misma de que se considere el caso 
de ta recurrente, implícitamente comprendido en el articulo 26 
de la ley 331 8, aun en ese caso, no ea dable á los magistrados 
acordar una excepción qoe no esté explícitamente creada y en- 
torilada. 

Por estos fundamentos y tos concordantes del dictamen del 
señor procurador fiscal, declárase que ncí procede la excepción 
que se solicita, así lo resuelvo en Buenos Aires, capital de la 
República, fecha ut supra, 

I*. Olaechea y Á teoría. 



VISTA DEL SBftOR KOCÜRAItOJt GENERAL 

_ Buenos Aires, Octubre 18 do 1898. 

Suprema Corte: 

La sentencia de roja 17, se ajusta no solo á loa principios in- 
vocados para fundarla, sino también á la jurisprudencia esta- 
blecida por V,K en diversos fallos, y muy especialmente ea el 
recaído en la causa promorida por la madre de don Francisco 
Si vori, análogo i la actual. 

Con sujeción a aquella declaraoion de V. E. corresponde la 
confirmación por sus fundamentos, de la sentencia recurrida de 
foja 17. 

Sabinitmo Kier> 
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Buenos Airea, fotuto ¿9 de 1898. 

Vistan v considerando: Que el servicio militar en el ejército 
de la Nación es un deber impuesto por la Constitución y la ley, 
constituyendo la regla general, limitada en sus efect os sólo en 
cuanto se trate de casos de excepción establecidas por la misma 
ley. 

Que en el presente no Be trata de ninguno de esos casos, sien- 
do de derecho qoe no puede extenderse la excepción á casos no 
previstos, como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en asuntos 
análogos. 

Qoe no está probado el presuntivo fallecimiento del marido 
ausente, ni siquiera se ha afirmado que haya sido declarado 
prévia las formalidades legales* 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo pedido por el señor 
Procurador general, y concordantes de la sentencia apelada de 
foja diei y seis vuelta, se confirma ésta con costas. Devuélvan- 
se, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

j MNUMV FAZ. — LUIS V. VARELA. — 

AUL BISAN. — OCTAVIO BUKCE. 
— JOAN E. TOHHCNT. 
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Don Fidel Lucero contra el Ferrocarril de Rueños Aires 
at Pací/ico ; sobre daños y perjuicios 

Su ntario.— Si el demandado no contesta la obligación do 
pagar e) daño, y no se prueba que el importe de éste sea mayor 
de lti suma ofrecida para indemnizarlo, no procede mandarle 
pagar una suma mayor, ni condenarlo en costas. 



Caso.— Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 



Bueno* Airea, Marzo )i¡ de 189fe. 

Autos y r i atoa : tos presente* seguidos por don Fidel Luce- 
ro contra la empresa del Ferrocarril Buenos Airea al Pacífico , 
por indemnización de daños y perjuicios, resulta : i" Que á f«- 
jaSdon Miguel K. Ruis, en representación de don Fidel Lu- 
cero, expone: Que su poderdante que es carrero y tenia su ca- 
rro con el que ganaba diariamente para el sostén de su familia, 
se ocupaba el día 15 de Junio del año próximo paiado en con* 
'lucir arena, cuando al atravesar la vía del Ferrocarril de Bue- 
nos Airea al Pacífico, en la avenida Buenos Aires, el carro se 
atracó á consecuencia de desperfectos de aquélla. 
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Que se hallaba en el afán de sacar el retículo para continuar 
su camino, cuando un tren de la empresa demandada llevó por 
delante el carro» destruyéndolo completamente é inutilizando 
cinco caballos que lo tiraban, no obstante la señal de peligro 
que el guarda-tía que se baila bu en el lugar del sucedo hizo, la 
cual, sea por Rescindo o por otra causa» no fué respetada, pro- 
duciéndose así el accidente del que la empresa demandada es 
responsable; en primer lugar, por no haber practicado los tra- 
bajos necesarios para mantener expedito el tráfico, á lo que se 
luí lia obligada por el artícal-» 3", inciso 9°, de la ley número 
531 de i 8 de Setiembre de 1872; en segundo lugar, porque hu- 
bo descuida ó imprudencia en el maquinista que do respeto la 
señal oportunamente colocada. 

Que el perjuicio sufrido por su mandante, á causa de fs- 
te accidente imputable at ferrocarril, es evidente, pues, 
lia perdido su carro y caballos por falla de cuyos elemen- 
tos se halla privado de la ganancia diaria que obtenía por 
ellos, perjuicio que estima en 1300 pesos, valor de esos ele me ti- 
los de trabajo y en 20 pesos moneda nacional diarios la ganan- 
cia liquida que obtenía su poderdante. 

Que eu mérito de lo t ipuesto, pide al juigado, ordene al Fe- 
rrocarril de Buenos Ain s a! Pací Eco, á pagar a su mandante la 
cantidad de 1300 pesos moneda nacional y la de 90 pesos dia- 
rios de la misma moneda, d- sde el día del accidente hasta el 
del abano, como indemniza* ion de daños y perjuicios sufridos 
por él por culpa de e¿a empresa. 

pt Que corrido traslado, don Antonio X, Kuii,en representa- 
ción de la empresa demandada, ennt^sta : Que á su representa- 
do le hubiera sido fácil arreglar particularmente este asunto 
sí no hubieran >iú* las tiigencias injustificadas del actor, pues 
el ferrocarril, en ^tención á que el maquinista no hiio caso de 
la señal de peligro dada por el guarda-vía, empezó por Tecunj- 
cer su responsabilidad civil en el accidente ofreciendo como i o- 
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demniiacion de] perjuicio,— - que á lo sumo podría ser de 500 
pesos, — la cantidad de 1000 pesos, Hiendo rechazada esa pro* 
puesta pore) señor Ruiz que exigía 3000 pesos» 

Que esta es la causa de la demanda, pues que la empresa no 
puede atender & rentamos tan exagerados, como el que motiva es- 
te j uto i o, pagando indemnizaciones exliorbitantes con relación 
al perjuicio sufrido, el cual no puede ser tan grande si se con- 
üidera que se trata de uu carro de cargar arena que no ha sido 
completamente destruido y de un caballo muerto. 

Que en atención á lo expuesto, pide al juigado se sirva de- 
clarar que la empresa que representa no está obligada á pagar 
mayar suma que la de 1000 pesos moneda nacional ofrecida al 
actor, re chalando la demanda con costas en ruon de la ptwt 
petitio. 

3* Que abierta la causa á prueba se ha producido la que ex- 
presa el certificado del actuario corriente á foja 61. 

T considerando: 1° Que la empresa demandada reconoce 
que tiene responsabilidad en el accidente qoe motiva este juicio 
existiendo disconformidad solamente en lo que al monto de la 
indemnización se refiere. 

2* Que se ha acreditado con los documentos de fojas 14 y 15 
debidamente reconocidos y con las declaraciones de testigos 
corrientes de foja 43 vuelta á foja 49, que el valor del carro y 
de tos caballos que tiraban de éste en el momento del acciden- 
te asfconio el monto del producto líquido del trabajo diario del 
actor, es el que se declara en la demanda, resultando acredita' 
do, de esa misma prueba* que el carro fué destrozado, dos ca- 
ballos muertos, y los otros tres completamente inutilizados pa- 
ra el servicio. 

3° Que en la indemnización á pagarse debe tenerse en cuenta 
solamente el daüo efectivamente sufrido eu lo que al damnum 
emergem se refiere y la ganancia de que se ha privado, la cual 
ha de ser positiva y cierta á semejanza de lo que sucede con el 
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perjuicio sufrido con Ja inejecución de un contrato y no proba- 
ble y contingente como sucede en el caso snb-judice vn el que el 
lucro ceaunte depende de circunstancias que pueden ser faro- 
rabies ó adversas y en el que se halla sometido a contingencias 
de todo género. 

Por otra parte, la indemnización cobrada por el perjuicio 
sufrido ep los términos que se eiige, se halla sujeta en su mon- 
to, á circunstancias ajenas al hecho que genera h obligación de 
pagarla y Ala voluntad de las partea, pues que así como se h a 
i ntablado la demanda un mes después de haberse produci d el 
accidente» poiiría haberlo sido, durante todo el tiempo que la 
ley acuerda para deducir la acción, ó sea un año. 

Por estas consideraciones, y las concordantes de lus escritos 
de foja* 2 y 71, definitivamente jugando, fallo: que debo 
condenar como en efecto condeno á la empresa del Ferrocarril 
líuenos Aires al Tacílico ¿ payar, dentro de dici días, á don Fi- 
del Lucero, la cantidad de 400Q pesos moneda nacional por toda 
in demudación de daños y perjuicios sufrid.* á consecuencia del 
accidente que motiva i ste juicio, con coalas. Hágase saber ori- 
ginal, y repuestos los sellos archívese el expediente ai nn fuere 
apeUda esta sentencia. Así lo pronuncio y mando, en Buenos 
Aires, capital do la República Argentina, fecha ut su/im. 

P. Otaechea tj Alcor ta* 

rail» 4* tm *m?r*m* CWk 

Bueno» Aires, Octubre 2» de 1898. 

* 

Vistos y coniiderando : Que el ferrocarril demandado ofreció ai 
de inundante, luego de producido el accidente y así que fué reque- 
rido al efecto, la suma de un mil pesos moneda nacional por ríi 
de indemnización del daño que le cansara el expresad o accidente, 

ti UXTI 
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Que eontestando la demanda mantiene la citada oferta, tra- 
bándose el pleito, en au virtud, no sobre ai debe sino sobre 
cuánto se debe, porque el demandado rechaza la sumu que se 
le cobra por considerarla excesiva en todo cuanto pasa de La 
cantidad de mil pesos que está dispuesto á pagar. 

Que la prueba producida por el actor para probar el precio 
que pagó por el carro destruido y los caballos muertos ó inuti- 
lizados, es insumiente pura demostrar que esas cosaa tenían 
tal valor al tiempo del accidente, porque los testigos por él pre- 
sentados ge ri tieren á una época diferente, es decir, á la d* la 
compra, sin agregar dat » alguno que tienda á establecer que 
las eo>as compradas se habían mantenido en el mismo estado 
de conservación después del uso «pe de ellas bizo el comprador. 

Que con ese antecedente, La oferta de mil pesos que hizo el 
ferrocarril por cosas que la misma parte interesada solo estima 
m mil trescientos pesos, no puede siiió reputarse informada en 
sentimientos de equidad. 

Que si el demandante se hubiese prestado á recibir esos mil 
pesos cuando le fuern ofn-cidos, no unbies" carecido desús 
elementos habituales de trabajo continuando en alcanzar los 
beneficios que dice obtenía de ese trabajo. 

Que, tn consecuencia, debí- imputarse á ai mismo la falta de 
recursos para explotar su ocupación de carrero porque sólo ha 
dependido de él, en no teneres valorea comparativamente ra- 
zonables con el perjuicio sufrido por el accidente. 

Que la condenación en costas, contra el demandado, no pue- 
de conservar -e, porque como ya se ha establecido, el demandan- 
te ha incurrido en exceso en su demanda y el demandudo no ha 
contestado su obligación de pagar. 

Por estos fundamentos, se reforma la sentencia apelada de 
foja ochenta y una, declarándose que laempresa demandada só- 
lo está obligada á pagar la suma de un mil pisos moneda nacio- 
nal que ofreció y que acepta en la contestación á la demand», 
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debiendo Ills costas de ambas instancia* ser satisfechas en el 
órden causado. Xntifi^ueseuon el original, y repue tos los se- 
llos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN, — OCTAVIO 
BtLNCE. — JUAN E. TORI1ENT. 
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Don Clodomiro fohiuhrcst ottlm W fWrwat < tí Crutntl Córdoba 
sobre daños ¡f perjuicio* y costas judiciales 

Sumario. — De claróla La responsabilidad del dem mdado, 
procede la condenación al pago de la-* costa- indicíalos, aunque 
se haya lijado ñor el tribunal una indemnización menor de ¡a 
pedida, si aquel lia opuesto una negativa absoluta á la demanda. 



Caso, — Resulta del 

falto M Iin» tf>4er»l 

Córdoba, Junio a de 1895. 

Y vistos: Estos auto* seguidos por don Clodomiro Colombre*, 
contra la empresa del Ferrocarril Central Córdoba, de los que 
resulta: 
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1" Q'ie el íeferido señnr Coloinbres funda >u acción en los 
perjuicios que le han ocasionado las graves lesionas produci- 
das por un descarrila miento que se fflíMcó entre tas estacones 
Simoca y Monteagucio y los kilómetro* 478 v 479 lie esavia, 
el día 3 de Maizu tlei uño próximo pasudo. Dice que ese de*<a- 
rrilamiento le produjo heridas graves é incapacidad para e! 
trabajo; acaeció por culpa tic la empresa, quien había conser- 
vado una alcantarilla eu mal estado y tapada adema*; laque 
habiendo sido descubierta por una creciente y estando sus vi- 
gas podrida* se hundió al pasar el tren. Pide como indrmnisn- 
cion la suma de 20.OÜO pesos y además la* costas del juicio, 

a* La empresa contestando la demanda, niega que existo cul- 
pa alguna de au parte en >d siniestro que reconoce haber tenido 
lugar y atribuye las causas del mi*mo, al ímso fortuito y fueran 
uiavor, conestentes eft extraordinarias crecientes y lluvias. 
Además se excepción» diciendo que Culombres viajaba gratis, y 
por tanto ta empresa era por esta oau-a irresponsable. Con- 
cluye aegándo todos los demás hecho- en que se funda la 
demanda. 

3 o Recibida la causa á prueba se produce la testimonial de 
luja- 33 y siguientes, 51 y siguientes, 81 lió, 135 y m0 ¡en- 
tes; la pericial de fojas 49, 91 y 128, v la confesional de fo- 
jas 30 y 74, de la qin* se hará mérito en .seguida. 

Y considerando : V En los anteriores resultandos, aparece 
constatado que en la ii tch^del 3 de Marzo leí año pasado, un tren 
de combinacioudel Ferrocarril Central Córdoba, descarriló entre 
los kilómetros 473 y 474 y las estaciones Stmoca y Monteagu- 
do, produciendo lesiones ¿e considnraeion al estafetero nacional 
don Clodomiro Colambres, que viajaba en él en desempeño de 
sus funciones. 

2* La Dirección general de ferrocarriles y varios testigos del 
descarrilamiento, afirman que se produjo por haber destapado 
las lluvias una alcantarilla de madera que existía desde varioB 
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años atrás cubierta éün tierra, la,qu* quedando descubierta por 
una avenida de agua y s.portandn el peso del tren las sola*^ 
™ do madera, proluju U ruptifl» 4e fe* '1»" I*** 
i* ¿éscettitóndo e! tender, el furgón de equipaje» y un; oche 
1 ie.tetr.i S ^Laf l .r.u -l,ftiÍa86. l |, C hracion dfi Ptm WTO 
Uila, Ha lli. Malbrati Fef reirá, roja 117; Smith, 
Huerg». U8; Rodrigué 182, <*0¿. Las heridas numerosas w- 
d^idító por el señor Culonbre» han sido graves y han produjo 
,m» deformación facial. Una graucicatriz en la frente, d"e com- 
promete el ojo Izquierdo que La gu iado medio cerrado, (lnf<r~ 
m <>* t dictámenes d<- fojas 79, 91 r 128.) 

U emires», después del bidente, ha mandado construir ai 
\ m U, de la antigua alcantarilla rota, otra da cal, canto y fierr-, 
de gran capacidad : 9 metros 40 centímetros de luz (lugar citad,,, 
fojlsfiJ. Según el dictamen mé lico dado por los peritos nom- 
brados por el tr bunal, «rttt p-r losseñores Lap4 y Marino, de 
Tucumán, y Alejandro tVntcno, de Córdoba, resolta uuanime- 
menie con^ataiá la gravedad de algunas de las heridas recibí- 
por Colombrcs. como la d- 1 occipital, la del frontal y región 
racial v las de la pierna y pié izquierdo. 

Per* los peritos dili.-ren en sus conclusiones, respecto al es- 
tado actual del paciente, como al pronóstico de salud futnra; 
pues el do tur Centeno cree en la existencia de una les.on re- 
nal que puede producir un proceso de esclerosis y afirma la 
existenciadel hundimiento craneal que pn.de traer trastornos 
grabes que sólo se evitaría» «on la trepanación del hueso. 

Pero del informe del doctor Centeno se desprende que sus 
conclusiones 3 e han obtenido después de un examen paramente 
clínico en lo qne se reticte A la lesión renal y en lo que difiere 
de la de tos doctores Castellano, Ferreyray Acbatal, que llegan 
, « los doctores Lope* y Marino, á conclusiones diversas. Us pe- 
ritos nombrados por el tribunal aiirman que el estado de salud 
del señor Coiombros, es bueno. Que no es de esperarle compli- 
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eáftion alguna ulterior y que «1 señor Colombres puede entre- 
garse luego al trebejo propio de su condieioo social. 

En fíete de estas ratones, del estado satisfactorio del tenor 
Colombres, observado por el infrascripto en la persone del mis. 
mo y aún por la no insistencia del señor Colombres en sostener 
I»! conclusiones del doctor Centeno, el juagado se decide por las 
délos peritos por él nombrados, conforme con le de los doctores 
Mariño y Lopes, declarando que les heridas cla&ificadae bajo 
los números i,% 5 y 7 en el dtctámende foja9l, han eido gra- 
ves, tardando algunas, más de dos meses en corarse, y produ- 
ciendo deformación y fealdad en el rostro una de ellas, y que 
su catado de salud actual es bueno. 

3" Constatado, estos hechos y decidida su import ancia, el jui- 
gado debe decidiré! ta empresa demandada, es responsable de 
las lesiones referidas, y si debe pagar los perjur ios que se pi- 
den. 

No demandándose los perjuicios, por cansa de contrato ni 
de delitos, la empresa sólo sería responsable por haber produ- 
ducido ó dejado producir esos hechos, por culpa ó negligencia 
suya. 

El artículo 1109 del Código Civil establece que todo el que 
• jecuta un hecho que por su culpa ó negligencia ocasiona un 
«taño á otro, está obligado á la reparación del perjuicio; y es 
en esta disposición que se funda ta demanda. La ewpreea se 
excepciona alegando el caso fortuito y la fuerte muyor ; cuya 
exeeprion por su propia naturaleza, esespecíal, y por ta calidad 
de excepción en general, debe ser probada por la empresa que 
la alega, según el aforismo tu ezcepcionibus cause probare debet. 

£1 articulo 184 del Código de Comercio, establece la miema 
obligación para la empresa de transporte. El articulo 66 de le 
ley de ferrocarriles manda también á tas empresa*, probar el 
caso fortuito que aleguen, y por último, la jurisprudencia en 
gt-neral, y principalmente la de la Suprema Corte de justicia 
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nacional, m* establecido el mismo principio, como igualmen- 
te l. jurisprudencia extranjera y la opinión de lo. autores es- 
pecialista* enoto materia. (Suprema Corte, tomo •% página 
446, tomo 18. pig¡nal75 ( tomo23. pagina 709; iffÉK Trans- 
nort par chminx de fer). 

V Veamos en qué consiste la culpa é imprudencia en que se 
funda la demanda y qué resulta de auto. ; y en qué el caso for- 
tuito en que se apova la excepción. ' 

La culpa é imprndenoia de la empresa, consiste en no haber 
tenido una obra de arte en el ponto del descarrilamiento, que 
facilitara el paso de las avenidas 6 corrientes de agua, pue* el 
une eiiitía, citaba tapado ó rellenado desde varios ano. atrás. 
Que en ese punto era necesario desagüe ó alcantarilla, «ti fuera 
de discusión y plenamente comprobado por el hecho de haber 
sido ésta construida antes aunque en malas cmdieiones, y por 
haber sido reconstruida después del accidente con mayor capa- 
cidad y perfección que la anterior (informe de foja 86). 

La empresa, desde que se hito cargo de esta línea, debmm- 
p,ccionarla, debió saber que en esc punto habia avenid* de 
aguas i qne existía un. alcantarilla de pilares y liga* de made- 
ra, qoe no ofrecía seguridad y que además estaba rellenada 
con tierra ; que una fuerte atenida de agua podría llevar, como 
electivamente arrastró el relleno de tierra que tapaba ese paso 
de agua y producir el accidente qne se ha producido i en una pa- 
labra si la empresa ha mandado construir allí mismo ana gran 
alcantarilla, «s prueba que ha .ido necesaria y alia misma no 
puede afirmar lo contrario. Laurent, comentando el artículo 
13» del Código Francés, traa varios casos de la junsprnden- 
oi» de aquel paía, á propósito de accidentes análogos. Un tren 
une atravesaba el Oand á Ambares, «casino la muerte de un 
ganado, la empresa fué condenada como culpable por no habar 
cerrado la vía. no obstante de no haber Uf qne la obligase & 
dio, porque, decíala Corte, creado un establecimiento peli- 
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groso, la empresa está obligada á tomar las medidas de pruden- 
cia que pudiera impedir Jos accidéntete 

Una compañía minera hutía descender el carbón por un pla- 
no muy inclinado, conteniendo las ruedas del vagón con frenos 
do hierro de escasa resistencia. Rotos éstos, se produjo un ac- 
cidente, al día Bijjuiente del cual laccmpaiíía mandó poner nna 
cadena y una polea para descender el vehículo. La Corte áv 
León, condenó á la compañía i una indemnización ; ¡mes» «Ha 
misma había reconocido su imprudencia, do no haber dotadu 
de frenos poderosos los vehículos, por el hecho de haber esta- 
blecido ol sistema de cadena (tomo 20, números 390 y 175). 

5* La empresa ha íundatlo el cuso fortuito en lo extraordina- 
rio de las lluvias. Pero un caso extraordinario ó lluvias extraor- 
dinarias en esa época que es lo comprobado, nn implica el casu 
fortuito, como no lo implica las cosechas extraordinarias, según 
resolución anterior de este juzgado, para eximirá las empresas 
de su responsabilidad por carecer de vagones. Es preciso que n 
esta condición de extraordinaria, se agregue la de impreveihte, 
para que lainesponsabilidad surja. No es lo extraordinario, es 
lo impreveíble y lo inevitable de lo extraordinario, lo que le 
caracteriza. Tan preveible era para la empresa la ntcesidad de 
una alcantarilla en ese punto, que la construyó, ó su antea-sor 
ú ella misma, hace años, según testimonios, y que ha vuelto á 
reconstruirla después del accidente. La empresa fuá culpable al 
dejarla tapada, y aún suponiendo cierto, que no conociera la 
existencia de esa obra, es culpable de no haber reconocido antes 
la necesidad que de ella reconoció después (artículo 514, Código 
Civil). 

De lo diüho resulta comprobada la culpa de la empresa, en el 
accidente en cuestión, y la improcedencia de excepción que 
aliga. 

6° Alega también la impresa no estar obligada ¿ indemni- 
zar á Columbres, por que éste viajaba sin haber comprado pasa j«. 
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es tiecir, gratis, y sin haber mediado contrato dé transporte, 
Pero como no sólo los contrito* son fuente de obligaciones, sino 
que lo es también la ley, y esta establece la olí ligación de las 
empresas, de conducir al empleado encargado de la corres puit- 
deiicia, en cuyo carácter íhijaba Coloiubres ; resulta por olio 
igualmente ímprooed unte esta excepcioD (artículo t S, ley de fe- 
rmcarriles nacionales"). 

V Que Jos perjuicios que la impresa debe pagar, consisten en 
Los gastos que las lesiones huyan ocasionado para curarla», 
y también ka ganancia que ba dejado de percibir por razón d el 
neéhü que motivó afusilo* y titilas los demás gastos quesean 
runseciifiiciadel mismo (artículos 1086 y 1069). 

Pero el d ^mandante no h<i comprobado todo el monto de aque- 
llos, aunque sí, su existencia. VA puesto de estafetero lo ha 
perdido aunque baya percibido sus sueldos hasta mediados del 
ano pasado. Ha comprobado toe él ganaba también en cobrar 
créditos de las plazas de Córdoba y Tucuináu, omitiéndola i otis- 
tataciou ile lo que esos cobros le producían . Kn tal caso Corres- 
ponde al juzgado, apreciar '-quitatirainente ilieha suma, la qui- 
se estima en 8000 pesos moneda uur.ionuL 

8° Que uuque ia empresa no ha justificado sus excepciones, 
ta condenación en costas no > s procedente, porque eu el punto 
debalido Ja culpa de la empresa no aparece temeridad por 
parte de ella, y porque la sama que se tija como indemnización, 
es muy inferior á la pedid* en la demanda, Tampoco proceden 
las costas sólo por el hecho de tratarse de perjuicios acasiona- 
dos por un cuasidelito; y la condenación de estos no forma 
parte de la cuestión principal, la que puede ser en si, dudosa y 
no implica mala té ó temeridad en sostenerla. Si la jurispru- 
dencia tiene establecido en alguna ocasión que las costas son 
procedentes en una demanda por perjuicios, es porque en ese 
caso las divergencias sólo Tersaban sobre la cuantía de las mis- 
mas, y no sobre la existencia misma de lu obligación de in- 
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demoitar. En vista de estas razones, el juagado no baoe lagar A 
de nación en costas pedida contra la empresa. (Suprema 
tomo 4% página 383; tomo 47, página 300; tomo 37, pá- 
gina 830). 

En su mérito, definitivamente j tugado, fallo : condenando á 
la empresa del Ferrocarril Central Córdoba á pagar s don Clo- 
domiro Colombres, li suma de 8000 pesos moneda nacional, a 
título de indemnización de perjuicios, debiendo cada parte ano- 
ar las costas que haya causado. 
Hágase saber original, previa reposición y transcripción ; y 
t*n su casn t archívese. 

C. Moyano Gacitáa. 
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Buenos Aires, Octubre ií* de 1698. 

Vistos y considerando: Que por el mérito conjunto de la prue- 
ba producida, resulta acreditado el mal estado enque se encon- 
traba la alcantarilla donde se produjo el accidente ferroviario á 
que se refiere esta cansa. 

Que por Ion incisos primero y diez, del artículo cinco, de la 
ley número dos mil ochocientos setenta y tres, sobre ferrocarri- 
les, son deberes de toda empresa construir las alcantarillas y 
obras necesarias para dejar libre el desagüe de los terrenos lin- 
deros, y el de mantener siempre el camino en buen estado, de 
modo que pueda ser recorrido sin peligra por los trenes . 

Qoe la violación de esa disposición, hace responsable á la em- 
presa de las consecuencias' resultantes de los actos ó omisiones 
contrarias i ellas (artículo noventa y uno de la citada ley). 

Que esa responsabilidad surge además de lo dispuesto en el 
«míenlo 903 del Código Civ il . 
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Que como lo tiene establecido ta jurisprudencia de esta Su- 
prema Corte, I» diversidad de criterio de la» partes para apre- 
ciar ef quantum de la indemnización, que es el jnei quien tiene 
que fijarla en definitiva, no es rato» bastante para eionerar 
al que ba causado los daños, del pago de las costa», sen cual fue- 
re la cantidad que aquel determine, por cuanto debe contarse 
entre los perjuicios justificados, l»s qne se ocasionan al actor 
por las costas de la causa que be tenido que seguir para burer 
efectivo el cobro de los que le corresponden, por la negativa ab- 
soluta del demandado á satisfacerlos. 

Que dadas las constancias de autos, y en mérito de la atribu- 
lación que el articulo mil ochenta v tres del Código Ciril cqu- 
fiere A los tribunales, la cantidad de seis mil pesos moneda na- 
cional se reputa equitativa como icdenniiacion qne el deman- 
dado debe pagar al actor. 

Que, además, deben indemnizarse al actor los gastos de cu- 
ración que acreditare en legal forma. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja trescientas noventa j cinco, se confirma ésta, en 
cuanto establece la responsabilidad de la empresa demandada ; 
y se la modifique en cuanto al monto de la indemnización, la 
que se lija en la cantidad de seis mil pesos moneda nacional, 
qne deberá pagar la empresa dentro del término de dies días, 
con declaración de que son también á su cargo las costas del 
juicio y tos gastos a que se refiere el ultimo considerando de 
esta resolución. Notifiquese con el original y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

LOS V. YAtltA. — ABCL4AIAN. 
— OCTAVIO UHGl. - JOAN 

a. tomsut. 
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Ifon Diego Navarro contra et Manco Hipotecario de la provin- 
cia tle Huellos Aires; sobre escrituración (fe compra en rema- 
te ij costas. 

Sumario. — I o Habiendo mérito suficiente para concluí'' mu» 
el Directorio del Biinc>» sesionó entfitorum cuando su presidente 
¡líú cuenta de haber urdenad» el remate, y de hube rio aproba- 
do después de verificado, la aprobación de éste importa la per- 
lección del contrito y obligad escriturarlo. 

2 1 Nn procede la condenación en costas ruando la naturaleza 
de las cuestiones debatidas no la permiten. 

Caso. — Resulta del 



Falto úmi Ium Fe*>r«l 

La Plnla, Mayo ¿9 de lH£ü>. 

Y vistos: loa seguidos por don Diego K. Navarro contra el 
üauco Hipotecario déla proriueia de Buenos Aires sobre escri- 
¡ oración de un inmueble y demás en autos deducidos, 

T resultando : 1* Que presentándose ante este juzgado don 
Diego E. Navarro, expuso {? . f. 3) ; haber comprado al Bau 
i-o Hipotecario por intermedio de don Tomás Keybaud. el día 
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15deNnYiembr. de 18<J2 t la propiedad hipotecada al mismo, 
bajo el ii limero 11 .902. 

2 n Que la dicha projneiiad *e encontraba ubicada eu el par- 
titlu de las Conchas, siendo (a venta aprobada p it el Directorio 
en Diciembre del misino ano. 

3» Que no obstante haberse producido loa hechos «punta- 
dos, ahora el establecimiento bancarío de su referencia se nie- 
ga ex presumen te á escrita rar el bien comprado, alegando ojie 
esa venta ha sido anulada por el Directorio, 

-i° Que, en su cou*< cui-ncia, corresponde y asilo pide, con 
especial eondenaéiori en costas, que se competa al llanca ú er- 
tender ñ su furor el titulo traslativo de dominio del inmueble, 
ofreciendo cumplir con las obligaciones que le correspondan, 

como adquireiiti 1 del misino. 

5* Que el representante del Banco, doctor don Julián de 
Varga», contestando o la acción instaurada, eipone : que la es- 
critura en que consta haber hecho la operación el señor Rey- 
band't por el <eñor Navarro, no puede perjudicar los derechos 
del Banco; que es acreedor del señor Beybaud, por un valorde 
123.000 pesos moneda nacional en cédulas, en garantía del cual 
el Banco siempre pudo retener la propiedad comprada. 

6" Que el mismo demandado alega, que la renta portear 
hecha sobre la base de las cédulas solo la puede decietar y 
aprobar el Direi torio y que no habiéndolo hecho éste en quo- 
rum legal procedía la nulidad; por lo que pide al juzgado ab- 
suelva al Banco de la demanda. 

7» Que en autos obra una escritura de declaratoria (t. f, 36) 
otorgada en 14 de Setiembre de 1893, ante el Registro del es- 
cribanode la Capital federal don Cipriano Gires, por el señor 
don Tomás Reybaud, manifestando que la compra hecha por él 
de Ion terrenos con edificios, pertenecientes á don Marcos Cas- 
tellani y doctor don Luis F. Navarro, en el partido de las Con- 
chas y cuyos linderos describe, lo hilo por cuenta y orden de 
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don Diego E. Navarro* de quien recibid los cédulas y dinero 
que di6 en concepto de seño. Esta declaración aparece acepta- 
da por el mismo don Diego G, Navarro, 




9 a Que abierta la causa á prueba se produjo la que obra en 
autos (t. f. 43 i f. 73) la cual fué agregada en oportunidad, 
ordenándote á las partes que alegaran, lo que practicaron (? . 
f. 84 y f. 85), tegua consta. 

T considerando: 1* Que las dos cicepciobet introducida* 
por el representante del Banco Hipotecario, constituyen precisa- 
mente las doi tínicas cuestiones a resolver por el que estatuye, 
t 9 Que la primera cuestión planteada referente á la inter- 
vención del señor don Tomas Reybaud qne en el escrito de fo- 
9 te apunta como cuestión de personería, no tiene ratón de 
desde el momento que no puede hoy sostenerse sériamente, 
rista de la escritura otorgada (?. f. 35) es cierto, un año 
casi después de la venta pero mucho antes de la anulación de 
ésta por un Directorio distinto dol qne presidio dicha operación. 

3° Que esta misma cuestión fué planteada mmm derecho de 
retención de qne el Banco pudo hacer uso por sor don Tomás 
Reybaud su deudor ; pero este ponto de vista no puede influir 
en el resultado de la causa annqne el Banco tuviere aquél dere- 
cho f cosa que no aparece pudiera hacer respecto de Ja finca del 
partido do las Conchas, lo cierto es, qne si el Banco pudo ha- 
cer uso de un derecho, no lo ejercité en manera alguna, como 
menos biso oto de ningún otro derecho conservatorio de su eré* 
dito qne bien pudo poner enjuego contra Reybaud antes de 
la escritura do declaratoria de ésto. 

¥ Que es de observar»» que el Banco, tute este juagado, ha 
hecho las alegaciones referidas fué ou tiempo observado 
por sus asesores legales (v. f. 54), de que sólo podría invocar- 
se el argumento Reybaud en §1 caso do que no se justifican 
que éste había comprado por cuenta y órden do Navarro. El 
argumento Aquilea del asesor legal del Basco, ¿a única obje- 
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don de que es susceptible este remate (t. f. 54 cit.) es el que 
forma 6 cimenta 1» segunda cuestión. 

5 a Que la puntual inda segunda cuestión se funda en que *! 
Directorio do ordenó ni «probó el remate por no haber habido 
(fuorum en las reunióles respectivas, cuando en opinión del 
mismo asesor legal, fuera del caso de los préstamos, m 
junta válida y eficaz sin seis directores; sin embargo» añade el 
mUmo asesor, que si la propiedad rematada no repre^entu más 
valor que el obtenido en et remate, se inclinaría á pensar que 
el Directorio actual hariabien en ratificar la venta prévio pa- 
go de los servicios atrasados. 

& Que salta á la vista el contraste que resulta de alegaran- 
te el juagado nulidades por defectos de organitaeion interior 
del Banco, mieutraa sé opina que * pesar de ellas el Directorio 
actual podría acceder i lo solicitado por la demanda. Eitrañ» 
derecho que puede callarse ó invocarse según convenga al cri- 
terio de la defensa. 

V Que aún «poniendo que un Directorio tenga derecho y 
mis poder para anular lo que otro Directorio legal hito, no 
aparece desprovisto de ello, la aprobación del remate en litigio, 
poes lo qoe resulta del informe de su referencia <v. f. 68), ** 
únicamente la ausencia de cuatro directores, no resultando de 
ninguna ley ni de ningún estatuto interno de la misma institu- 
ción qne el Directorio en pleno debe autorizar, en cada caso, 6 
recnaaar loa remates. 

8» Qne ni interpretar el demandado las funciones del Direc- 
torio, qoe son heehoi qne escapan á la consideración y derechos 
Jal comprador en remate público, en las puertas del mismo e«- 
tsblecimieuto y bajo si inmediata custodia ta confunde lamen- 
tablemente al considerar acto eielnaivo del Presidente lo qne 
resolta acordado por los directores qn* asistieron 4 laa reipec- 

tiraa reuniones. 
0» Qne aún presuponiendo qne por sf y ante ai, abrogándose 
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un presidente del Banco Hipotecario, atribuciones que le niege 
su carta orgánica, sacare á remate ¡n «tpie<iadea comprendidas 
dentro de los término* del artículo 29 de su ley bancaria ven 
los avisos publicados se invoca mandato del directorio, par;i el 
comprador hotta /ít/eque no tiene otra ley que le rija que la es- 
tipulad tul de su contrato qnü no es otro que su boleto de com- 
pra-venta, siempre sería legal la compra realizada y para el 
establecimiento, una obligación su cumpthniefi'.o, siendo para 
el presidente del Banco, que abusó con relación al Directo- 
rio, un caso de responsabilidad personal para él y paru cada 
uno de los que hubieren dentro del Directoría obrado fuera de 
la ley, pero, responsabilidad que en ningún momento puede al- 
canzar á terceros. 

ÍO° Que, aún más, admitiéndose que el remate no fuera he- 
cho con arreglo á las dUposici->nes internas del Banco cnino se 
ha apuntado, el juzgado no podría admitir, en ningún easn,que 
i l Banco causante de ana nulidad U alague, ello esta previsto 
por la ley de fondo. 

II o Que tañes así, que el articulo tOW del Código Oivil, 
diré textualmente : * La nulidad absoluta puede y debe ser de- 
clarada por el ju« z, aún sin petición de parte, cuando aparece 
man ¡tiesta en el acto. Puede alegarse por todo-, los que ten- 
gan intereses en hacerlo excepto el que ha ejecutado el ado, sa- 
biendo ó debiendo saber el vicio que lo invalida. Puede tam- 
bién pedirse su declara -ion por el Ministerio públicu, en el ín- 
teré> de la moral ú de la ley. La nulidad absoluta, no es sus- 
ceptible de continuarían i. 

t2° ijue tampoco podría admitirse que un Directorio pueda 
destruir hoy, en perjuicio tle tercero, lo que otro Directorio 
tan legal como el citado estableció, y más, aprobó; proceder 
así sería destruir la estabilidad que requiere esta clase de ope- 
raciones, sería irrito el procedimiento, en una palabra, y tales 
hechos son repudiados por todas las leyes del mundo. 
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13° Que páralos terceros, los establecimientos, ó corporacio- 
nes, vienen ú ser i la manera de personas de existencia visible 
(v, él art. 42 del Cód. CW.) y si no es permitido ¡i persona <l e 
esta última clase, desconorrr hutj lo i¡ueatjt>r reconoció, tampo- 
eo cabe permitir esto A las personas jurídicas. 

14" Que no ha de et-bars" te menos esto sin perjuicio de los 
ilereohos que tengan loa miembros que las constituyen, contra 
sus man latarios ó represen* Hites legales, lo cual, por h de- 
más, es punto ajen» al caso sub-judice. 

P<»r éstn y de más fundamentos ron cora ante > del escrito del 
actor (t. f. 85), que el juagado encuentra arreglado- tí «iere- 
ebo, fallo: condenando al Banco Hipotecario de la oroTÍncia de 
Buenos Aire*, ó llevar á Cabo la escrituración de la venta he- 
.íha en remate públien -objeto del presente litigio, n favor dedon 
Diego K. Navarro; debiendo éste, á su vez, cumplir con las 
obligaciones con el mismo establecimiento Contrajo, y todo 
dentro de los diez ií subsiguientes á Ta ejecutoria de la pre- 
sente sentencia. Notifique** con el original; regístrese en el 
linrode sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecovchea . 



r*lf* ** la iHprMHa €'«rtc 

Rueños Aires, octubre ¿Sí de 1898. 

Vistos y considerando: Que coa «reglo al artículo cuarenta 
y tr« s de la ley orgánica del Banco Hipotecario de la provincia 
de Buenos Aires, la administra-ion del establecimiento está 
con liada á un préndente y diez directores. 

Que el Directorio así constituido debía formar el reglamento 



98 



FALLO» DE LA SUPREMA COK TE 



interno correspondiente y elevarlo á la aprobación fie! poder 
ejecutivo (artículo cuarenta y seis). 

Que ese reglamento destinado entre otro* objeto» ádeslindar 
las atribuciones que el presidente tenía encargo de ejercer por 
sí solo de las que requerían el concurso de otrus directores, fué 
oportunamente formul ado por el Directorio y aprobado por el 
podfT ejecutivo, quedando así establecidas las reglas de la admi- 
nistración en lo qih- ú la* funcione* del Directorio se refieren. 

Que de acuerdo con dictan reglamento corresponde al presi- 
dente, disponer la venta á remate de los bienes de loa deudores 
morosos, con acuerdo del Directorio, ademas di- estarle confe- 
rida la misión de autorizar los ne^ctos del Banco entendién- 
dose con los terreros. 

Que según el mismo reglamento, el Directorio sesiona pij 
quorum con la presencia del presidente y de los directores que 
asisten ú la sesión, cualquiera que sea el número erándose 
trata de lus pedidos de préstamo requiriéndose la concurrencia 
de sos, á lómenos, pata las juntas extraordinarias. 

Que debiendo reunirse el Directorio tres veces por semana 
para el despacho de los asuntos extraordinarios, nada hay que 
se oponga á que en osas reuniones, el Directorio se dé cuenta y 
disponga lo que considere conveniente respecto á la venta de 
propiedades de los deudores morosos, correspondiendo, al con- 
trario, que hagan materia de una sesión ordinaria hechos que 
deben contarse entre los ordinarios de la administración de) 
Banco, que tiene por objeto no sólo prestar stnó cobrar lo pres- 
tado y mucho más cuando el artículo vi ntin nevé de la iey or- 
gánica del llanca preceptúa la venta de los bienes hipotecados 
si pasados sesenta y cinco días de vencido el trimestre ó semes- 
tre en que estuviese dividida la anualidad respectiva, no se hu- 
biese efectuado el pago. 

Que consta de estos autos que el Directorio tomo conocimien- 
to de todu lo relativo A ta venta que motiva el pleito sesionando 
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en jauta ordinaria, si?ndo asi fuera de duda que el quorum 
con que debió proceder noestíi explícitamente determinado por 
l;i disposición reglamentaria ya recordada que establece el quo- 
rum para Jas i untas extraordinarias, 

Que las mismas < (instancias demuestran que la administra- 
ción del Banco, interpretando su propio reglamento no l¡ t en- 
tendido que para las sesiones iird ¡nanas fuese precisa la pre* 
sene ja del número requerido para las junta» extraordinarias^ 
porque asi lo prueban las Tartas ac¿as que registra el expedien- 
te, consignadas en los libros del establecimiento y que han de- 
jado i-obstancia fehaciente de los acuerdos del Directorio j 
aprobación posterior del acta de la sesión, pudiéndose obser- 
var que no siempre las personas que concurrieron á algunos de 
sus actos fuesen en su totalidad idénticamente las mismas que 
concurrieran ú Lo¿ otros y que pur nadie se puso m duda que 
el Directorio había obrado en quorum legal. 

Que con tales antecedente*, con el hecho probado de que el 
remátese anunció expresándose que la venta se hacía por or- 
den del Directorio, y teniéndose además presente que, como ya 
se ha establecido, es el presidente quien pone al Banco en re~ 
I aciones con terceros, hay mérito suficiente para eoneluir que 
el Directorio sesionó en quorum cuando su presidente le dio 
cuenta de haber ordenado el remate en cuestión, así como 
cuando después de practicado el remate, le dio cuenta de ha- 
berlo aprobado. 

Que, por consiguiente, el Banco no ha podido impugnar el 
remate en cuestión fundándose pu que el Directorio no ha teni- 
do intervención para autorizarlo ni para aprobarlo; y ésto, aun 
admitiendo que esto último fuera también de sn resorte no 
obstante que ni lalej ni la convención le acuerda esa facultad 
siendo cierto quo la convención se la dio sólo al presidente del 
Banco, de suerte qne aprobado el remate por éste te operó el 
concurso de voluntades parala conclusión del contrato. 
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Que las actuaciones administrativas formal iudua ante el 
Banco por motivo de la renta j Ui actas de las sesiones del Di- 
rectorio, a que se ha hecho referencia, sirven á acreditar que 
la forma en que el Directorio prestaba acuerdo para el remate 
de los bienes hipotecados ee la que se ha obserrado en este 
caso. 

Que la naturales* de las cuestiones debatid»» no permiten 
hacer pasible al Banco de la condenación en coatas que preten- 
de la parte de Navarro. 

Por esto, y fundamentos concordantes lie La sentencia apela- 
da de foja noventa y dos, se confirma ésta, debiendo pagarse 
las costas en el orden causado. No se hace lugar al recurso de 
nulidad deducido conjuntamente con el de apelación á foja cien- 
to dos por no haber mérito para admitirlo y por haber sido 
abandonado por el recurrente eo la expresión de agravio». T 
observándosenos en el escrito de foja ciento veinte y cuatro no 
se ha guardado el estilo forense qne tía debido usarse, téstense 
las palabras subrayadas en la feja ciento treinta y dos y ei pá- 
rrafo de foja ciento treinta y dos vuelta, también subrayado, 
haciéndose i loa firmantes la correspondiente prevención. No- 
titiqueaeeon el original y repuestos los «ellos, devuélvanse. 

■ 

■uuajuh .mi. — mía v. vamv 
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Don Luis Andrés Repello y don Juan A. Bacigaiupi, contra el 
Banco Hipotecario de ta provincia de Buenos Aires; sobre 
escrituración de compra en remate y costas. 

* 

Sumario. — I o Habiendo mérito «oficíente para concluir que 
el Directo! io del Banco sesionó en quorum cuando so presiden- 
te le dió cuenta de haber ordenado el remate, y de haberlo apro- 
bado después de Terificado, la aprobación de date impórtala 
perfección del contrato y obliga i escriturarlo. 

No procede ta condenación en costas, cuando la neturaleia 
de laa cuestiones debatidas no ta permite. 



Caso. — Resulta del 



Falto M Jssm r n < a> rt 

La Flita, Junio 15 de 1896. 

T viit os: Los aotos seguido* por loa señores Lnia Bepetto j 
don Juan A.. Bacigelopi, eontr» el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre cumplimiento de un contrato 
de compra- reata y de los cuales resulta : i 9 Que con fecha 
8 de marzo dt 1806, don Gualberto J. Illeseas en repre- 
sentación de los señorea Bepetto y Bacigalnpi m presentó al 
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juzgado manifestando, <]ue sus mandantes hahían comprado en 
remate público ut Banco Hipotecario lela provincia y prévio 
lus anuncios correspondientes publicados en «La Prenda», 
< LaP.itria Italiana», « VA Nacional», « El Diario», c El Mer- 
curio » y « La Verdad * t el terreno afectado al préstamo núme- 
ro 13.908, por el precio de 642.100 pesos moneda nacional en 
«-¿•lulas, más 2200 i*u efectivo, según se comprueba por los bo- 
isíos do oompra-Teota agregados á fojas 3, Ayb del expe- 
dii-nte formalizado sobn este asunto en el Banco; y que á pesar 
de l;ia ¿rtstiüues que se han hecho ante aquel establecimiento, 
y <|ue nu obstante haber cumplido todas las obligaciones que 
se impusieron en aquel contrato, no se lia podido obtener la 
definí tira ejecución del contrato de compra-venta en razón de 
un informe del abogado del Banco en que sostiene defectos de 
forma en el remate, y que en realidad no eiUten 

2 d Que la propiedad foé sacada á remate el 19 de Octubre de 
1892 con la base del capital y los servicios adeudados, y no ha* 
hiéndese podido vender por falta de licittdores, el presidente 
i I Banco ordenó Hueramente su remate, con la base del capí* 
tal en cédulas (ley de 17 de Abril de 1891) daudo cuenta al 
Directorio en la sesión de 10 de Noviembre de 1892. 

3° Que el remate se efectuó, previo loa anuncio», indicados 
el día 10 de Diciembre de 1892, siendo su comprador don Ho- 
norio Luque, para don Oscar Rodríguez, entregando el compra- 
dor en terrería, el mismo dfa del remate á cuenta de precio y 
comu señala suma, de 5000 pesos moneda nacional lo que cons- 
ta en los libros de esa olicina y lo acredita el recibo que presen- 
ta . El remate fué aprubado con fecha 10 de Mayo de 1893, por 
el presidente del Banco, dáudose cuenta al Directorio en la se- 
¿ion de la misma fecha sin que ninguno de los directore» hiciera 
observación alguna en ella, ni en las sesiones posteriores. 

4 a Que habiendo transferido don Oscar Rodríguez á los seño- 
res Andrés Luis Repetto y Juan A. Bacigalupe sua derechos á 
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la compra, presentaron coa él al Banco Hipotecario mu solici- 
tud que firmó también uno de loa deudores del préstamo aludi- 
do, don Arturo C. MasSe?, qun anteriormente se había opoesto 
i [tí aprobación del reinute, aceptando como istflba ya aproba- 
da U operación, y esta solicitud se resolvió de conformidad en 
decreto d.- foja 14 del expediente á que se hn hecho Tefer-ncia. 

5° Que un 20 de Junio del mismo ano 1893, por decreto de la 
inspección se mandó a los cutupradores hacer la oblación de lo 
que debían pagar, y en I o d« Julio de apél año entregaron en 
Tesorería 29.450 pesos en cédulas y 2*06 pesos con »9f> milé- 
simos moneda nacional en efectuó, tomándose nota e?l la Con- 
taduría y abriéndote la cuenta a *u nombre como mtcvox ad- 
quirenles. 

Que por esta época y i la saz ui que se tramitaba el otor- 
gamiento de la escritura respectiva sobrevino la revolución de 
Julio, lo que dió lugar a la clausura M Banco y paralización 
de todas las operaciones del mismo. 

7' Que durante la presidencia del señor Acosta se decidió no 
despachar los apuntos pendientes hasta tanto informaran de 
nuevo las oficinas qne habían intervenido, y fué con este mo- 
tivo de una nueva tramitación impuesta ú un asunto delLiit iva- 
mente concluido, que uno de lo* abogados del Banco aconsejó al 
Directorio la suspensión de la pscrituracion anteriormente de- 
cretida, dictamen que se ha convertido en resolución, caneán- 
dole los perjuicios consiguientes. 

Como esta resolución carece de fundamento alguno atendible, 
y como ademes el Banco Hipotecario está obligado á cumplir el 
coutrato de compra-venta realizado ; de acuerdo con las pres- 
cripciones que contiene al respecto el eapltulo 6 o « De los con- 
tratos en general » j nemas correlativo, del Código Civil, enta- 
bló deamndacontra dicho establecimiento, pidiéndose al jutgado 
que en oportunidad le condenara á escriturar la propiedad refe- 
rida, afectada *l préstamo hipotecario número 13908, en las 
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condiciones estipulada! en el boleto de venta, cun las costas del 
juicio y con declaración de que los demandante sólo deberán 
abonar para continuar con el préstamo hipotecario en las con- 
dicione* usnalei del establecimiento, los asmaos posteriores ti 
Ja escrituración. 

8* Agrega el demandado que al oponerse el abogado del Ban- 
co á la ejecscton de este contrato dió estas ratones : 

a) Que la renta había sido ordenada por el presidente del 
Banco sin una resolución previa y especial del Directorio en 
cumplimiento del articulo 5 e de la ley de 17 de Abril de 1891. 

b) Que el Banco no ha podido sacar á remate ese centro 
agrícola, en on solo lutecomo si se tratara de un terreno cual- 
quiera. 

c) Que tas investigaciones practicadas han hecho adquirir el 
convencimiento de que este remate no ha tenido lugar. 

9* Que contestando este díotámen presentó un escrito al Di- 
rectorio, sosteniendo aobre el primer punto que era cierto que 
se había ordenado el remate sin resolución previa de.1 Directo- 
rio, pero que tal eran invariablemente los procedimientos que 
se observan y proscriben la cana orgánica y reglamento inter- 
no, que dan al presidente la facultad de disponer la venta en re- 
mate de los bienes de los deudores morosos con el simple acuer- 
do del Directorio j coro., el presidente dió «nenta al Directorio 
de haber ordenado este remate, sin qne éste lo observara en 
forma alguna, es evidente que la no observación importa el 
acuerdo. Por lo demás el artículo 5° de la ley de 17 de Abril de 
1881, no na tenido sin duda «1 propósito de derogar estas dis- 
posiciones, si mi sólo establecer que debían elegirse las propie- 
dades cuyos servicios estuviesen mas atrasados, para decretar 
la venta con ta base del capital adeudado en cédulas. 

f a Qne en cnanto i que ai se ha podido ó no sacar á remate 
en un sólo lote el centro agrícola de que se trata, en la actúa- 
lidadel Directorio reacciona de tus ideaa anteriores y ha resuelta 
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ya eu sentido afirmativo esta cuestión en repetido* casos de- 
GTPtaiidodíVeMos remates de centros agrícolas en uu soto lote, 
y esto demuestra la inconsistencia de las conclusiones del ase- 
sor del Banco. 

14° Que respecfc» al tercer punto, son simples presunciones 
las que le sirven de apoyo, para llegar i la ded acción de que el 
el remate no turo lugar, y como tales presunciones tendrían 
que ceder á la prueba reiil y evidente de los hechos que consiste 
en los testimonios de las numerosas personas que asistienn á 
ese remate. 

Que la circunstancia apuntada por el as> sur del Banco de que 
el boleto de venta transferido por don Oscar Rodríguez corres- 
ponde i un libro talonario que no es del mes de Diciembre del 
año 1892, no tiene ninguna importancia desd-jque aparece en ta 
misma fecha del remate, en los libros de Tesorería, el asiento 
relativo á la seña exigida al comprador. 

12* Que coatestando & la demanda, el Banco Hipotecario ex* 
presa que la orden de Tender el centro agrícola de los señores 
Florea y Hesseyel 10 de Diciembre de 1802 sobre la base del 
capital que adeudaba en cédulas emanaba de la presidencia del 
Banco, segnn decreto del 5 de Noviembre de aquel año T sin acuer- 
do previo y especial del Directorio en cumplimiento de lo dis- 
puesto en el artículo 5 de la ley de 17 de Abril de 1881 . 

Que en la sesión del 10 de Noviembre el presidente dio cuenta 
de haber ordenado nuevo remate con la base de las cédulas sin 
que el Directorio declarase que aprobaba el proceder de la pre- 
sidencia ó lo que es lo mismo sin que confirmase la orden de lle- 
var á cabo el remate. 

1S° Que otro tanto puede decirse de la aprobat ion de U venta 
qne la faiio el vice- presiden te ton fecha 10 de Mayo de 1883. 
sin estar entorilado por una resolución del Directorio qne tiene 
la facultad de aprobar los remates. EL mismo señor tice-presi- 
dente en aeaion de t9 de Mayo dio cnenta de haber aprobado el 
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remate del Centro Agrícola de Flores y Massey ; pero tampoco 
resulta en el acta la confirmación de ese Témate. 

14 o Que la* investigaciones practicadas han hecho adquirir 
el convencimiento deque no ha existid" el remate referido, pues 
resultan presunciones inherentes tté documentos que existen en 
el Banco y pueden sor fácilmente revisados. El bolfto extendido 
á furor de don Oscar Rndrigiu -t lleva el número 244 y tiene la 
fecha de 1 de Diciembre de 1802, el día del remate ; pero ese 
boleto que se halla en un libro encuadernado de la ofina de re- 
maten del Banco, corresponda n los boletos extendidos entre el 
20 d<¡ Abril y el 2 de Mayo de 1893. ¿Cómo se ei plica, que si- 
guiéndose el órdeu correlativo de fecha puede ruso I tur esta in- 
congruencia ? 

Sencillam-nt" por una antídata, atribuyendo fecha 10 de Di- 
ciembre de 1992 á ii ii do uniente est adido en los últimos días 
de Abril de 1893. Corrobora esa opinión la fecha de entrada á 
la inspección del Banco, de la nota en que ei martiliero diómen- 
la de haber vendido ú don Oscar Rodríguez (9 de Mayo de 1803) : 
la lecha de ta aprolucion del remate (10 de Mayo de 1883) y 
la fecha en que el vice -presidente da cuenta al director de ha- 
berse realizado 1 1 venta ordenada en Noviembre 5 de 1892 y 
olectuadu en Diciembre 10 del misino año. 

15" Que revisado el tibro talonario anterior á aquel en que 
existe la constancia de la venta hecha ú don Oscar Bodriguez 
se ha encontrado un talón que lleva el número 199 correspon- 
diente á un boleto que sirvió para la venta del mismo centro 
agrícoltt. 

La fecha de ese documento es también de 10 de Diciembre de 
1892 y aparece como comprador don Honorio Luque, aunque á 
renglón seguido y con tinta diferente se ha escrito « para Bartolo 
mé Beltran *. lili seguida se ha trazado una raya sobre este 
nombre y se ha reemplazado por el de don Oscar Rodríguez. £1 
i iilon mencionado corresponde á loa boletos utilizados para los 
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remales en los últimos día. <le BHüeo y principio* de O brero 
de 1898. 

16" Que habiéndose efectuado la venta del centro agrícola 
□> Flores y Massey en iO de Diciembre de 1893, debió necesa- 
riamente usarle un bolet-. de los del Vibro respectivo cuya 
numeración fues^ inferior al numero 153, pues este numero es 
12 de Diciembre de aquel año, de que resulla que- aun-jue se 
c onsidere que don Honorio Luque compró par» don Oscar Ro- 
dríguez, según aparece eu el talón número 199. dicho b..letn con- 
leudrü también antidata inanifiusta. Est<* antecedentes cons- 
tituyun presunción» > tan vehementes y concordantes que equi- 
valená una prueba plena de la falsedad de la leona del boleto 
otorgado á Osear Rodríguez bajo el número 244, y la falsedad 
de la fecha equivale á la no existencia del remate, ó por lo me- 
nos á su no celebración en el dia indicado. 

17* Que á estos argumentos se agrega, qm* si bien es cierto 
qué se dio cuenta del remate en la sesión del 11 de Mayo de 
1893, tal conocimiento no puede interptetarse eomo ratifica- 
ción lánta, porque en esa sesión no hubo siquiera quorum le- 
gal, pidiéndose por todo esto se absuelva al «anco déla deman- 
da con ¡mpo»iciou de costas al actor. 

18* Que abierta la causa i prueba se ha producido solamente 
por el demandante U que expresa el certificado expedido por el 
actuario á foja 144, y con los alegatos de bien pmhado, en que 
las partes han sostenido y ampliado sus contestaciones, queda* 
ron los autos para sentencia, agregándose la diligencia de fo- 
jas 141 y 144 mandada practicar por el tribunal con calidad de 

ptira mejor proveer. 

19° Que de los antecedentes expuestos, bs cuestiones que 
surgen á la resolución de) juagado son, i saber: 

¿La venta de qne se trata fué realizada t on autorisacion del 
Directorio? 

¿El Banco Hipotecario puede rematar en un solo lote tos te- 
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rrenos destinados á cuatros agrícolas y que Ic estro afectados ? 

¿Taro lugar el remate de la propiedad del centro agrícola 
afectado al préstamo número 13.908? 

Y considerando : 1° Que en cuanto á la primera cuestión se 
sostiene por parte del Banco demandado que hubo defecto de 
forma en la Tarificación del remate, y que estos vicios anulan 
la operación, como se ha resuelto por el Directorio. E*tos vi- 
cio* consisten en quu el presidente mandó poner en remate el 
inmueble de que se trata sin el acuerdo privio del Directorio y 
sin que este Directorio hubiera aprobado el remate, pues en la 
sesión en que se dió cuenta de la aprobación hecha por el pre- 
sidente no hubo siquiera quorum legal. 

2 a Que el inciso 14, del artículo 1°, del reglamento interno 
del Banco, dispone que: c sobre los pedidos de préstamos re- 
solverá el presidente y los directores presentes cualquiera que 
sea au número » y agrega que € á las juntas extraordinarias 
deberán concurrir seis directores á lo menos para que haya re- 
solución!. De manera qoe, sobre los pedidos de préstamos, re- 
solverá el presidente con los directores que asiatan á la sesión. 
Esta es sin duda una medida de la mayor trascendencia en las 
operaciones del Banco, por cuanto con ellas se crean relaciones 
de derecho y responsabilidades que afectan necesariamente l s 
capitales del Banco, su conservación y prosperidad. Y si el 
presidente con los directores presentes, cualquiera que sea su 
número, puede y está facultado para realizar tan importantes 
operaciones, en buena lógica quien puédelo más puede lo menos, 
y es evidente qoe importa muchísimo menos que aquella, la 
facultad de disponer la venta de los bienes de los deudores mo- 
rosos, con el acuerdo del Directorio, porque esta es ya una ope- 
ración que solo tiende á regularizar la marcha de loa negocios 
ilizados, y no empeña ni compromete los capitales del 
Banco, ó simplemente es una medida de orden interno en el me- 
canismo administrativo. 



OB JUSTICIA NAGlUfUl. 10® 

3° Que la observación que se hace por parte del demandado 
de que es cié necesidad el acuerdo expreso del Directorio |»t 
considerarse autorizado el remate no se adopta al texto de la 
disposición que rige el punto. El reglamento del Banco refi- 
riéndose á las facultades del presidente, las enumera en este 
orden, ele... < Asiste ni despacho en las horas sunnladas »,etc. 
€ Representa al Directorio en los asunt a que giran ante el po- - 
der ejecutivo, tribunales, Banco de la Profin< ia », etc. * Dis- 
pone la venta de los bienes de los deudores morosos con acuer- 
do del Directorio >. Es ¿ecir, lerendo en el órden de las ideas 
expuestas, dispone la venta j luego da cuenta al Directa io. 
Si el Directorio no se opone á esa venta se sigue qun presta 
a a acuerdo y queda asi cumplida la prescripción del Regla- 
mento . 

4° Que en cuanto á la disposición contenida en el articulo 5* 
de la ley de 18 de Abril de 1891 que se ba invocado por parte 
riel demandado para sostener la falta de autoritscíon del Direc- 
torio, no importa como pareciera pretenderse una derogación 
de las facultades acordadas al presidente por el citado regla- 
meato do) Banco, pnes esa disposición es de carácter especial y 
se refiere á las propiedades cayos servicios se encuentren más 
atrasados y que podrán venderse con la sola base del capiul 
adeudado en cédulas. 

6* Qne del mismo modo se ha sostenido que el remate no 
fué aprobado expresamente por el Directorio como era necesario 
para que quedara autorizada la operación, pero resulta del ex- 
pediente administrativo agregado á foja 53, que el presidente 
dio cuenta de biber aprobado ese remate en la sesión del 19 de 
Mayo de 1883 j et aeta de esta sesión fué también aprobada en 
la forma proscripta por la carta orgánica del Banco que dice qne : 
i Toda sesión dará principio con ta lectura del neta de la sesión 
anterior. Hechas las observaciones á que dé lugar será firma- 
da», etc. En esta misma forma están lloradas las actas inser* 
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tas t u el libro de tos acuerdos con I» sol» Orina del presidenta 
y del secretario, todo lo cu¡il resulta del informe del actuar i n 
• n la diligencia mandada practicar con calidad -le para mejor 
proveer. En este informe se transcribí* la siguiente fórmula. ex- 
traída del libro citado de acuerdos < Leída el acta d< la sesión 
anterior fué aprobada», etc., de manara quesi nn se hizo nin- 
guna observación al reinóte, es evidente que fwé aprobado del 
modo expreso en la forma de estilo, que cuino se ve lo son todas 
a< ta-, y n<> se puede, en La! caso, -nstener la f.ilta di- apro- 
bación que se dice. Respecto A si hubo 6 no quorum en esta éfe- 
siou ya sé lia vUto gii el considerando si-gundo que sólo en las 
juntas extraordinarias se exige el número de seis dir.-etor-s pa- 
ra une baya resolución, y nn existí' ninguna utra disposición 
que determine el procedimiento qu>- se pretende. 

Por estas consideraciones el juzgado se pronuncia afirmati- 
vamente sobre el primar punto ú resolver, 

6" Que en cuanto a la segunda cuastioo ú sea si é1 Banco pu- 
do 6 no autorizar la venta del centro agrícola de que se tratr, 
en un solo lote, tenemos, en primer lugar, que no existí- en la 
carta orgánica ni en los reglamentos del Banco una disposición 
que lo jjTohiba y es indudable que los administradores de) es- 
tábil' cimiento pueden adoptar todas aquellas resoluciones que 
juzguen convenientes al desempeño de sus deberes y que no 
probibeu las leyes. 

EE Directorio administrador á la sazón en que se realizaban- 
te remate per el estado de Los negocios, por razón de la demanda 
de tierras, ó por cualquiera otra circunstancia considera con 
veniente la renta en un solo lot<> y más tarde otro Directorio por 
motivos análogos d inversos, adopta id procedimiento contrario 
de fraccionar en lotes otros rentros agrícolas para ponerlos en re- 
mate por creerlo así también conveniente. De < ste hecuo du pro- 
ducirse dos operaciones distintas sobre un mismo asunto, si bien 
en diverso tiempo y lugnr, no es posible llegar a la deducción 
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[o que un í <'e «*stos procedimiento-: es el budllp V aceptable y 
\m' el otro do lo b" sido. 

De e-í<> se desprendí 1 , pues, claramente, la falta dé consisten- 
cia ■ I ■ - <-su observación. 

7* Que t por otra parte, la demanda afi roa que el Raneo Hi- 
potecario sucesivamente lia venido realizando Tentar en remate 
*\f diversos centros agrícolas pii un solo lote, lo que hace que 
quede destituida ríe todo fundamento la cuestión "puesta. 

8- Que no habiéndose líontrndicho esta afirmación dé la de- 
manda debería ten^rs** -orafl uu hecho confesado de acuerdo non 
el artí- nlo 86 di* la léj dip Pruci-dimíentos, pero guce.dc más to- 
davía ; aparece «'«mfesado expresument" por l<>s asesores del 
Banco cuando en el informe de foja 69 se dice: < sobre la cues- 
tión relativa a la manera de vender centros agrícolas, el infras- 
cripto ba emitido juicio ya diametralmente opuesto al del in- 
forme aludido (I i*l doctor Méndez, y según entiendo ese juicio lia 
coincidido con el del honorable directorio, habiéndose anun- 
ciólo ventas de diversos centros agrícola* en un solo tote*. En 
presencia de estas declaraciones la cuestión se resuelve por 1 
acuerdo de tas partes en el Drcho discutido, no habiendo podido, 
por consiguiente, servir este hecho de base para la rescisión ftgl 
contrato de compra-ven m ó anulaeion del remate que consigna 
la resolución del 15 de Diciembre de 1894 en el espediente ad- 
ministrativo agregado á los autos (véase foja 71 vuelta). 

9" Que Tespect» á ta última cuestión propuesta, ella versa 
sobre la existencia del remate en ai mismo y se ha sostenido por 
parte del Banco negativamente á virtud du los antecedentes 
recogidos en las oficinas del mismo, á la demanda que existen 
presunciones vehementes y concordantes de que ese remate no 
tuvo lugar; pero el expediente mandado agregar á estos autos 
consigna todos toa elementos demostrativos con que se ha ins- 
truido la d emú "da: los boletos de compra- venta agregados á 
fojas 54 y 55; los anuncios previos del remate á que se refiere 
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el informe de foja 62 ruelta; la* cii;itidadc<; entregadas '*otn i 
parte del precio de Ln renta; la aprobación de la uiisiua en las 
sesiones á que se ha hecho referencia e.n el considerando quinto 
y por último el testimonio de los señores Jorge M. Méndez á 
foja 1 tS vuelta, Francisco J. Paso, foja 120 vuelta y los seño- 
res diputados provinciales Eduardo Saenzy Artaro í'. Massey, 
en sus informes de foja 105 y foja 100 vuelta, asi por lo cate- 
górico y asertivo de su* declaraciones; durin por la calidad de 
las personas que el juez no puede dejar de tener en consid«ra- 
ci >n t t-oustituyen prueba plena y completa de que ese remate 
tuvo lu^ar en la fecha y en las condiciones que WaTu¡íes;tadp 
la demanda al iniciarse? en su alegato de bn-n probado, A to- 
llo esto se agrega que la «xisteucia del remate era ya anuncia- 
da por nno de lo< ases- »res del Banc» en el expediente adminis- 
tr itivo de que se lia hedió mérito, y propiciando una solución 
en el sentido de. la ejecución del contrato decía al finalizar el 
informe de foja 69 que acreditada la existencia del remate ha? 
bí:i Ib-gado el caso de concretar el arreglo á que antes alude, y 
que frita fin al Banca un pleito <h> dudoso i'xilo. 

10 Que probada en la forma que lo ha sido la existencia do] 
remate, es ducir d i contrato de compra-venta por el precio y 
condiciones estipuladas, care« e de importancia legal la observa- 
ción que se ha hecho de que <-l boleto de compra-venta pr asenta- 
do porel demandante tiene otro número distinto del que corres- 
pondía á la fecha en que tuvo lugar 1 remate según el libro ta- 
lonario del cual se "JUraían e*os boletos en aquella fecha. 

Kxistíendo en autos abundant -s principio-; de prueba escrita 
sobf la existencia del remate ú sen del contrato de eompra-ven- 
ta t *-s fuera de duda que sin necesidad de ese documento podía 
llevarse á • f> oto la ejecución del contrato y es plausible la ex- 
plicación dada por el demandante de que bien pudo diferirse el 
otorgamiento de ese boleto á una fecha posterior. 

11" Qué por lo lemas el Banco Hipotecario por sí mismo no 
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ha podido producir la anulación del remate, lo que Tale decir la 
rescisión -'"I contrato de compra-venta, lis verdad que no existe 
contrato perfecto He compra-venta (artículos 1 183 y 1184 del 
Código Civil), pero existe un contrato por el cual las partes que- 
daron obligadas ¡í realizar la escritura publica de venta. Siendo 
la «umpra-venia un contrato consensual, desde luego produce 
sus efectos propios con lasóla manifestai'ion recíproca de los 
contrayentes, sin perjuicio de la forma, cuando esta forma es 
esencial para que exista conn» tal contrato (Segovia, nota al ar- 
tículo 1149), sd bien produce por la simple manifestación de la 
voluntad de los contrayentes una obliga». ion de hacer (artículos 
1180 a 1187, Código Civil). 

Que a este respecto, el doctor Segorin, comentando el ar- 
ticulo 951, dice: tos contratos son obligatorios desde el día de la 
fecha de su otorgamiento, *> no ac lia observado la forma pres- 
cripta quedan sin efecto, pero desde que liay manifestación po- 
sitiva de la voluntad sobre un acto lícito, hay vínculo jurídico 
y las partes deben llenar la fórmula requeridla de satisfacer los 
daños y perjuicios y entonces el acto vale étimo obligación de 
hacer, de otorgar el instrumento público (artículos 975 y 996, 
Código Civil). 

13° Por otra parte, según el artículo 1204, el Banco en nin- 
gún caso ha podido rescindirla venta en remate porque el pacto 
res'isorio si no es cipreso no se supone en los contratos de ven- 
ta y puede demandarse el cumplimiento de la obligación (artí- 
culo 515 y 1184, Código Civil). 

Idénticas disposiciones contenía el derecho romano; la cláu- 
sula rescisoria, en los contratos bilaterales, tampoco se sobreen- 
tendía i y las leyes de partida seguían esta misma doctrina (ley 
80, título 5% pagina 5) adoptada por nuestro código en el cita- 
do artículo 1204. 

Luego, sin pacto expreso, no es posible romper un vínculo 
expresamente contraído, y que sin vicios en el cor en fi miento 
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de los contrayentes es irrevocable. Su cumpliento es obligato- 
rio j eii su defecto por imposibilidad ó violencia, el pago de los 
perjuicios, peto no la revocación del acto (artículo 62» del Có- 
digo Civil). 

20* Q«e en virtud de estas disposiciones el Banco Hipoteca- 
rio se halla en el caso de proceder á la ejecución del contrato 
celebrado con el demandante, pero como el inmueble vendido 
resulta afectado á un préstamo, ha devengado durante H tiempo 
transcurrido desde la fecha de la venta por intereses y amorti- 
zaciones, cantidades que alterarían el precio efectivo de la com- 
pra, desde que el comprador no ha podido percibir Jas rentas y 
frutos naturales de la cosa Tendida, y sus obligaciones por in- 
tereses y amortización deban en tal caso empezar á correr desde 
la feoha en que se le otorgue la escritura de traslación de do- 
minio. 

Por lo expuesto, fallo ; declarando que el Banco Hipotecario 
está obligado á escriturar á favor de los demandantes el centro 
agrícola denominado de Flores y Jiaísey t en las condiciones del 
contrato celebrado al efecto y de acuerdo con lo expuesto en el 
último considerando de la presente resolución, dentro de 10 
días subsiguientes i la fecha en queqnede ejecutoriada. Notifí- 
quese con el original» regístrele en el libro de sentencias, y 
repuestos los sellos, are hítese. 

M. 5, deAurrecoechea. 
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buenos Aires, Octubre 29 de 1898. 

Vistos y considerando : Que con arreglo al artículo cuaren- 
ta y tres de la ley orgánica del Banco Hipotecario de la proviu- 
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cía de Buenos Aires, 1» administración del establecimiento está 
confiada á un presidente y diez directores. 

Qae el Directorio asi constituido debía formar el reglamento 
interno correspondiente y elevarlo i la aprobación del poder 
ejecutivo (artfcalo cuarenta y seis). 

Que ese reglamento destinado entre otros objetos, á destín- 
dar las atribuciones que el presidente tenia encargo de ejercer 
por si sólo de las que requerían el concurso de otros directores, 
fué oportunamente formulado por el Directorio y aprobado por 
el poder ejecutivo, quedando así establecidas las reglas de la 
administración en lo que á las funciones del directorio se re- 
fiere. 

Que de acuerdo con dicho reglamento corresponde al presi- 
dente disponer de la venta á remate de los bienes de los deudo- 
res moroso*, con acuerdo del Directorio además de estarle con- 
ferido la misio» de eiteríoriaar los negocios del Banco enten- 
diéndose con los terceros. 

Que según el mismo reglamento el Directorio sesiona en </uo- 
rum con la presencia de su presidente y de los directores que 
asistan A las sesión, cualquiera que sea el número cuando se tra- 
ta de los pedidos de préstamo, reqniriéndose la concurrencia de 
seis á lo menos para las juntas extraordinarias. 

Qae debiendo reunirse el Directorio tres veces por semana 
para el despacho de los asunto* ordinarios, nada hay que se 
oponga á que en esas reuniones el Directorio te dé cuenta y dis- 
ponga lo que considere conteniente respecto á la venta de pro- 
piedades de los deudores morosos, correspondiendo al contrario 
qae hagan materia de una sesión ordinaria, hechos que deben 
contarse entre ios ordinarios de la administración del Banco, 
que tiene por objeto no sólo prestar sino cobrar lo prestado, 
y ancho mié cuando el artículo veintinueve de In ley orgánica 
del Banco exceptúa la renta de los bienes hipotecados, si pasa- 
dos setenta y cinco dias de vencido el trimestre ó semestre en 
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que estuviese dividida lu anualidad respectiva no ¡je hubiere 
efectuado el pago. 

Qul> consta de entoü tin tus que el Directorio tufo conocimiento 
deludo lo relativo a l.i venta que motiva el pleito si siona Jo en 
junta ordinaria, siendo así fuera ele duduquecl ¡¡uorum e^n que 
debió proceder no está explícitamente determinad» por lu dis- 
posición reglamentaria \a repintada , e estableee el tfuonun 
para las juntas extraordinarias. 

Que las misma a constancias demuestran que la administra- 
ciun del Banco, interpretando su propio reglamento, no ba en- 
tendido que para las sesiones ordinarias fuese precisa la pre- 
sencia dei núiuern requerido para las juntas extraordinarias, 
porque así lo prueba los varios actos que registra el expediente, 
consignado en los libros del estableciinient ■■ y que han dejado 
constancia fehaciente de lus acuerdos de! Directorio y aproba- 
ción posterior del actade la -esion, pudiéndose observar que no 
>iempre las personan que concurrieron á algunos de sus actos 
fuesen en su totalidad idénticamente las mismt- que concurrie- 
ron á los otros y que por nadie se puso en duda que el Directo- 
rio habría obrado en quorum legal. 

(Jue coa tales antecedentes, con el hecho probado de que el re- 
mate se anunció expresándose que Ja venta se hacía por órden 
del Directorio y teniéndose además presente que como ya se ha 
establecido es el presidente quien pone al Banco en relaciones 
con terceros, hay mérito suficiente para concluir que el Directo- 
rio sesionó en quorum euuudo su presidente le diú cuenta de 
haber ordenado el remate en cuestión, así como cuando después 
di* practicado el remate le dió cuenta de haberlo aprobado. 

Que, porconsi juiento, éj Banco no ha podido impugnare! re- 
mate en cuestión, fundándose etique el Directorio no ha tenido 
intervención para autorizarlo ni para aprobarlo ; y esto aún ad- 
mitiendo que esto último fuera también de su resorte, no obs- 
tante que ni la ley ni la convención le acuerda esa facultad, 
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alendo cierto qtir la convención se ludió soto «1 presidente del 
Banco, de Síteite que uproh.ido el remate por éste se operó el 
concurso de voluntades para la conclusión del contrato. 

Que las actnaciones administrativas formalizadas unte el 
Banco por motivo de la venta y las notas de las sesionen del Di- 
rectorio á que se ha hecho referencia sirven a acre ditar que la 
forma en que el Directorio prestaba acuerdo para el remate de 
los bienes hipotecados <*st la qu» se ha observado en esto caso. 

Que la naturaleza de las cuesi iones debatidas no permitan 
hacer pasible al Ü meo de la condenación en costas á que se 
dirigí* la apelación de foja ciento setenta j cuatro interpuesta 
por la parte de iiepetto y tíaeigalupi y de que se ha desístidt k 
foja doscientas veintiuna. 

Por esto, y fundamentos cmicord antes, se continua la sen- 
tena* apeladade fnja ciento cuarenta y tr«s, debiendo las cos- 
tas abonarse . n el úrden causado. 

So se hace lugar al recurso de nulidad deducido conjunta- 
mente con el de apelación de foja ciento setenta y tres p«»r no 
haber mérito para admitirlo y por haber sid<» abandonado por 
el recurrente en la eipresion de agravios. Y observándose que 
en el escrito de foja doscientas uim, no se ha guardado el estilo 
forense que ha debido usarse téstense las palabras en las fojas 
doscientas ocho vuelta y doscientas nueve, haciéndose á loa tit- 
ulantes la correspondiente prevención. Notifíquese con el origi- 
nal, y repuestos los sellos devuélvanse. 
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ontienda de competencia en ta cama de don Eleodoro Cruz 
contra don Benjamín Victorica y Urquiza ; por desalojo y co- 
bro de pesos. 



Sumario. — Si uno de los jueces desiste de iu competen*»», 
desaparece la contienda que puede ser materia de resolución. 



Caso. — Lo eipliea el 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1886. 

Resultando del precedente oficio que el jnet federal de La 
Plata na desistido de so rom potencie para coeoeer en la de- 
manda de don Eleodoro Crua contra don Benjamín Vietoriee y 
Urqniia por desalojo y cobro de pesos, desapareciendo así toda 
contienda que pudiera ser materia de resolneiou de esta Su- 
prema Corte, dsTflélTsnse estos autos al jnet de en origen. 



LUI* ?. TARELA. — AlaX SAIAH. 
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Don Bernardina Torres contra la Provincia de Santa Fé Y por 
cobro de pesos ; sobre devolución de escritos 



Sumario. — La parta declarada rebelde m puede presentar 
eteritoa durante la tramitación de la cauta. 



Caso. — Lo explica el 



Buenos Aires» Noviembre 3 de 18W. 



lo declarada rebelde la proriacia de Santa Fé por auto 
da foja raíate ruelta j de acaordo oon Lo dispuesto en el arti- 
culo danto noTtuta y uno da la ley de procedimientos fedé- 
rala t, deroélTase al pceaente emito. 
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La Sociedad anóntma . Córdoba del Tucuman * contra don An- 
tonio Perea Muñoz, por cobro de pesos; sobre expresión de 
agravios. 



Sumario. — Si el ai ,t<> apelado es interlocutorio, debe de- 
jarse sin eícoto el decreto que manda expregar ¡igrat ios, y de- 
volverse el escrito que la eipresa. 



Caso. — Lo ei plica el 



Baenos Airen, Noviembre 3 de 1898. 

Considerando : que el auto de foja 82 vuelta apelado sote 
esta Suprema Corte es interlocutorio desde que sólo decide un 
incidente promovido en la tramitación del juicio y que por con- 
siguiente no debió concederse libremente el recurso atento lo 
dispuesto en el articulo doscientos veinte y cinco de lyley de 
procedimientos; de acuerdo oon lo solicitado por el apelante en 
el presente escrito, déjase sin efecto la providencia de foja ciento 
siete Tuelta declarándose concedido en relación el recurso in- 
terpuesto, y en consecuencia autos. E importando el precedente 
escrito una expresión de agravios la que no es precedente en 
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las apelaciones concedida* tu relación devuélvase. Repóngase 
el papel. 

LUIS V. VA HELA» — ABEL KAZAN* 
OCTAVIO DCNGB. 



Um Francisco Garda contra el Ferrocarril Buenas Aires y 
/fomrro, p»r tltiños y perjuicio* : sobre competencia 

Sumario. — Correspondí' á la justicia federal el conocimiento 
de Las demandas fundadas en la? disposiciones de la ley nacio- 
nal sobre ferrocarriles, 

AUTO DEL JUEZ O* I a INSTANCIA 

liuenos Aires, Setiembre 3 de 1895, 

Y vistos: Tratándose de una demanda fundada en la viola- 
ción 6 inobservancia de disposiciones de la ley de Ferrocarriles 
nacionales que ha sido sancionada por el Honorable Congreso 
de la Nación j encontrándose comprendida por tanto, entre las 
á que se refiere el inciso 1* del artículo 2 de 1» lej de fecha 14 
de setiembre de 1863, no obstante lo dictaminado por el agente 
fiscal, haciéndose lugar sin especial condenación en costas, á la 
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excepción deducida en el escrito de foji 10 se decían el juz- 
gado incompetente para conoce? en asta canta. En consecuencia 
pasease estos antes al señor jues federal que corresponda. Be- 
póngase la foja. 

Ángel Garay. 



VISTA DBL FISCAL DB LA CAÑABA 

Buenos Airea, Octubre 15 de 1895. 

Eacma. Cámara : 

Se trata de una demande de daños j perjuicios ocasionados 
por un bocho ilícito cojo f andamento principal ion los artícu- 
los 1109 j IH3 del Código Civil. 

La ley de ferrocarriles al establecer medidas de precaución 
para evitar daños no ba podido tener el propósito de sustraer 
al derecho común los juicio* de aquella naturalesa, de modo 
que en mi opinión el conocimiento del asunto corresponde á la 
justicia ordinaria de ta Capital y debe considerarse competente 
el inferior para conocer de este juicio. 

Cárhs l . Ifarenco. 



. AUTO DB LA GANABA DE A «LACIO» ES 

Buenos Aire», Diciembre 97 de 1895. 

I vistos : Por las con eider aciones aducidas por el señor fiscal 
en la vista que precede, que el tribunal hace suya, se revoca el 
auto apelado de foja 3& Devuélvanse reponiéndose loa sellos. 



Molina Arrotea. — Oíos. — Geily. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GEHERAL 

Buenos Aires, Mano 16 de 1896, 

Suprema Corte : 

La ley sobre ferrocarriles nacionales de 1891 , se antepone en 
cnanto ú lae relaciones de derecho á que aquellos diere» lngir, 
i las prescripciones del derecho común. 

£1 capitulo 5 o , sobre los delitos y faltas contra la seguridad 
y el tráfico, contiene disposiciones que como las de los artícu- 
los 81 y 83 imponen multas, indemnizaciones y hasta gravísi- 
ma* penas corporales. 

De esas disposiciones especiales, procede el ejercicio del de- 
recho demandado por violación según se expreia i foja A de las 
prescripciones de los artículos Í| 84, 377 y 380 del Reglamento 
de ferrocarriles. 

' Tratándose entonces de un ferrocarril nacional, y de fióla- 
cioo de prescripción* s legales á que está sujeta, la jurisdicción 
que ha de j negarlas debe ser la nacional según el articulo 2% 
inciso i e de la ley de competencia de 14 de setiembre de 1863. 
Pido i V. E. se sirva así declararlo, revocando en consecuencia, 
el auto de la Exma Cámara de la Capital de foja 33. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Airea, Noviembre 3 de 1888. 

■ 

Vistos y considerando : /'rimero: Que la demanda de foja 
dos se toad* tn las disposiciones de la ley nacional de ferro- 
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carriles, que según se sostiene, han sido violada* por los em- 
pleadas de la empresa demandada. 

Segundo : Qm* en consecuencia el caso de be entenderse some- 
tido á la jurisdicción de los tribunales federales, con arreglo á 
lo dispuesto en el articulo segundo, inciso primero, de la ley de 
catorce de setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Tercero : Queta jurisdicción de los tribunales federales es 
en el caso exclusiva, y excluye la de los tribunales di» provin- 
cia, con arreglo á lo dispuesto en el articulo dnce de la citada 
ley. 

Por estos fu ítd amo utos, los concordantes de la vista del señor 
Procurador general, <le foja treinta y nueve, y de acuerdo con la 
jurisprudencia de esta Suprema Corte, se revoca el auto ape- 
lado de foja treinta y tres, y se declara que el conocimiento y 
decisión de esta causa corresponde á la justicia federal. Repues- 
tos los sellos devuélvanse al tribunal de su procedencia. Notifi- 
que^- original. 

LUIS V, YA HELA. — ABfXBAZAlt. 
— OCTAVIO BVHCE. 



t'AUKA tX'C'XVllI 

Don Alfredo J. Ihcktnson contra el Ferrocarril Buenos Aires 
y Hosariot por reivindicación ; sobre competencia 

Sumario, — Xo corresponde el fuero federal por razón de 
persona* en la cansí sobre reivindicación de un terreno, si este 
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ha sido objeto de mensura ante los tribunales locales, y á con- 
secuencia «le presta del demandante «e lia trabado aute los 
m i mi) u a el juicio contencioso correspondiente por la vía ordi- 
naria. 



Cano. — Resulta de la* siguientes piezas : 



Rosario, Agosto 1 de 

Vistos : estos autos sobre excepción de incompetencia y lUts 
pendencia opuesta por el representante de la empresa del Ft- 
rocarril Buenos Aires y Rosario á la demanda entablada por don 
Alfredo J. Dicl£lJM*ii por un terreno en que ustá situada dicha 
estacionen la ciudad de Santa Fé. 

Y considerando: i" Que do rigiendo en nuestra ley de enjui- 
ciamiento el procedimiento de las aitones stricti juris, ni de las 
acciones nominada, la calificación de la acción instaurada, no de* 
pende del nombre que la> partes >e dieron sino de la naturaleza 
de los hechos que dan ciusa y de los derechos violados. 

Que siendo la acción el ejercicio de un derecho qne nos 
pertenece» y com» dice Hetnecius: ttemedium Ugitimum peni- 
yuemti en judicio puro r/«ac, se debe principiar por estudiar y 
clasiücar científicamente cuál es ei derecho fiolado y cuáles 
aon los hechos que se han puesto en juicio para atacarlo, y se- 
gún sea el resultado de ello, recien podemos calificar con acierto 
la acción que se deduce en juicio* 

3» Que la protesta contra la mensura judicial mandada prae- 
tioar por la empresa del ferrocarril, fuudada por el represen- 
tante del señor Üickinson en que este señor es el dueño excln- 
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tiro del terreo© ocupado por lo» edificios que ha construido la 
emplea* del ferrocarril (véase fojas 109 i f 13); esU protesta 
no es otracosa que el ejercicio de la accio» petitoria de reivin- 
dicación, basada en la exclusiva propiedad que alega tener Dic- 
kinsoa sobre los terreno* poseído* p»r la empresa. Acciones 
reales, dios el artículo 1756 del Código Civil, son los me- 
dios de hacer declarar en juicio la existencia, plenitud y li- 
bertad de los derecho* reales ; y cuando esta arción la ejerce el 
propietario de o na cosa que ha perdido la posesión t reclamándola 
contra aquel que se encuentra en posesión de ella, se llama ac- 
ción de reivindicación (2700). 

Las Instituías de Justicia no ponen un ejemplo de reivindi- 
cación, aplicable al caso: Si uno posee, dicen, una cosa cocona 
que Ticio pretende ser suya, mientras el poseedor sostiene ser 
él el propietario de olía; siéndolas conclusiones de Ticio que 
la cosa es suya, su a- don es real (...si rem corporalcm potsv 
deatf¡uñ t qwm Titius suam este dicat; nam si Titius swm 
esseintendat in rem adió es!). Concuerda también la ley 23, ti- 
tulo 1°, libr o 0» del digesto, pues en esta se dispone que la acción 
1 corresponde á quien adquirió el dominio, ja por derecho de 
gentes 6 ya por derecho civil : In rem aeíio competí i ei (¡vi aut 
jure civilí dominium acquLivií. Oriol a n dice 6 este respecto: 
Para propiedad plena y completa no puede presentarse la acción 
tu rem, 6 en otros términos, la reí corporalis vindicado, si nú 
en ana sola situación, aquella en que la cosa de que yo pre- 
tendo ser propietario, se halle en la posesión de otro ; uV donde 
nace para mi la necesidad de atacar al poseedor para sostener y 
probar que la cosa es mía. En efecto, si yo soy quien la poseo, 
no tengo una acción que intentar relativamente á ta propie- 
dad ; me basta conservarme, en caso de necesidad, en mi po- 
sesión por medio de los interdictos. 

4° Que según el artículo 600 del Código de procedimientos de 
la provincia, vigente en la época del deslinde cuaudo se presenta 
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protesta contra una operación de deslinde ó mensura y esta se 
formaliiaae ante el juei respectivo, se seguirá el juicio declara- 
tivo que corresponda, sirviendo la protesta de demanda. 

En el presente caso ese juicio declarativo no puede ser otro 
que el petitorio, porque según las protestas de fojas 109 & 113 
se alega por el señor Dickinson haber existido ya una operación 
de deslinde en este mismo terreno en el año 1888, y alega ade- 
mas que las construcioues del ferrocarril se han hecho eu te- 
rreno de propiedad de Dickinson ; en tal caso es perfectamente 
aplicable el artículo «747 Código Cíwil que dice < cuando los 
límites de los terrenos ^tén cuestionados, ó cuando hubiesen 
quedado sin mojones por haber Bido éstos destruidos, la acción 
cómprente á ios colindantes e* la acción de reivindicación para 
que 4 uno de lo* poseedores ve le retribuya el terreno en cuya 
posesión estutieseel otroi. La sentencia que se dictare con 
motivo de este artículo sería declarativa de ta propiedad, y 
así lo han comprendido las mismas partes y los tribunales de 
provincia ai dar al juioio que se tramita en Santa Fé el curso 
del procedimiento ordinario; puea si hubiera sido posesorio se 
habría tramitado sumariamente según disponed artículo 9801 
del Código Civil y el titulo respectivo del Código de Procedi- 
mientos de esU prorinoia, A esto se agrega, como se ha dicho 
antee, que las protestas de fojas 100 á 113 ae fundan no en la 
posesión sino en el derecho de dominio al terrean. 

5* Que aún en el supuesto que la acción 6 reclamo deducido 
por Dickinson con motivo del deslinde mandado practicar por 
la empresa, fuera una acción posesoria, no podría tener lugar 
el presente juicio petitorio, antes que la instancia posesoria 
haya terminado (art. 3484. Código Civil). Esta última circuns- 
tancia ó requisito no se ha cumplido, porque cenata en el ex- 
horto de fojas 197 y 108, que aún pende ante la Suprema Cor- 
te de proTincia el juicio declarativa ordinario seguido por Dic- 
kinson contra la empresa* 
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6° Que según consta en la sentencia de primera instancia del 
juzgado civil de Santa Fé, corriente á foja 1 28, vil informe de 
la Suprema Corte, existente á' foja 197 vuelta, ha seguido juicio 
el señor Dickinson ante los tribunales provinciales sin declinar 
de jurisdicción. En esta virtud es llegada la oportunidad de 
aplicar el inciso 4°, del artículo 12, de la ley de jurisdicción 
federal de 14 de Setiembre de 1863, que dispone: siempre que 
en pleito civil un extranjero demande... a un ciudadano ante 
un ju^y. ó tribunal de provincia, ó cuando siendo demandado el 
extranjería, conteste á la demanda sin oponer ta excepción de 
declinatoria se entenderá que la jurisdicción ha sido prorrogada 
la causa se sustanciará y decidirá por los tribunales provincia' 
les y no podra ser traída á la jurisdicción nacional por recurso 
alguno, salvo en los casos especificados en el articulo 14. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con las leyes citadas 
y jurisprudencia de la Suprema Corte contenida on la 2* serie, 
tomo 8°, pagina 35, y tomo 14, página 75, fallo en esta sala 
de audiencias : declarando sin jurisdicción A vate juzgado para 
entender cu la presente causa. Con costas al actor. Molifiqúese 
con el original y repóngase. 

Daniel Goytia. 

VISTA DEL &EÜOK PRÚCUilADOjl UEHKftAL 

Huenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 

Suprema Corte : 

Relativamente á la jurisdicción federal invocada por el re- 
currente, considero ajustado á lis constancias de anios á la 
prescripción del artículo 12, inciso 4°, de la ley sobre compe- 
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inicia naeional, el auto de foja 140. en la parte que declara im- 
procedente aquella jurisdicción. 

Pido ¡i V. E. por ello, se sirva confirmarlo por sus funda- 
meatos. 

Sabiniam Kier. 

VmHm 4* 1» flapma» Carie 

Buenos Aires, Noviembre ;i de 1888. 

Vistos y considerando : Que segiin consta de aillos, ante los 
tr ib únale* lócale* de la ciudad de Santa Fé, U empresa deman- 
dada solicitó que »h fvmctiqur mensura y deslinde del terre- 
no a que se reln-re la demanda de foja cuatro. 

Que ordenada y rerijicada dicha operación, don Alfredo J, 
Díckinsou lu protestó, trabándose en conten -ocia, el juicio 
contencioso correspondiente, que se tramit *• pur la vía urdina* 
ría, hasta recaer la sentencia de primera instancia que fot' ape- 
lada para ante el tribunal respect a. 

Que por el informe d* foja ciento cuarenta y cuatro vuelta, 
resulta que el demandante Dickinsou no declinó de jurisdicción 
i'D dicho juicio en cuyo caso se entiende que lta prorrogado la 
de Los tribunales de provincia, con arreglo al artículo doce, in- 
ciso cuatro, de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocien- 
tos sesenta y tre* sobre competencia de los tribunales federales 

Que el juicio de mensura se convirtió en contencioso por la 
oposición de Ilickinson y las resoluciones que recaen en él, en 
tal caso tienen el carácter de declarativas de propiedad y no de 
posesión, como lo pretende el recurrente, siendo además obli- 
g dorias pura las partes que lian intervenido en él. 

Por esto, de acuerdo con lo apelad" por el señor Procurado? 
general y fundamentos concordantes* del auto apelado de foja 
t. wn p 
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ciento cuarenta y nueve» se confirma éste con costa*. Notifí- 
quese con el original y repuestos los sellos devuélvanse. 

LUIS V. VARELA. — ABEL BAZAR. 
—OCTAVIO BDNGE. — JUAN E. 
TORRERT. 



Don Leopoldo Taboada contra Wanklyn Vram y compañía por 
deslinde de un campo ; sobre recurso de resoluciones de los 
Tribunales de Mendoza ú la Suprema Corte. 

t 

Sumario, — La interpretación y aplicación, hecha por los Tri- 
bunales de provincia, de los códigos comunes y de las leyes de 
procedimientos no autoriza el recurso á 1 1 Suprema Corte es- 
tablecida por el articulo 14 de la ley sobre jurisdicción de tos 
Tribuna* federales. 

Caso. — Resulta del 

INFORME. DEL TRIBUNAL 

Hendoia, Junio 16 de 189?. 
Señor presidente de la Suprema Corte de Justicia Federal. 

Evacuando el informe que se ha servido pedir á esta corte 
por oficio de 4 de junio del corriente año # con motivo del re- 
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corso de hacho lleva lo ante es» Suprema Corte por don Leo- 
poldo Taboada y <1od francisco Buatamante un autos con 
Wanklyn Crane y compañía, sobre deslinde <ie tin campo, tenjjn 
A honor de manifestar á V. K. que : 

£n el juicio á que se reliere este recurro, se pronunció en 
primi ta instancia sentencia definitiva con fecha 6 de diciem- 
bre de 1893, declarando que la mensura del campo Monte Cu- 
man, practicada por el agrimensor Warberg debía rehacerse 
determinando el costadn norte det terreno, desde la boca del 
rio Diamante viejo, con una línea de 14 leguas de 501 R metros 
cada una, desde dicho punto, hacia el nacimiento, y tomando 
en v\ punto extremo de e>ta línea, la uorte-snd meridiano as- 
tronómico hasta llegar al actual para ti jar el costado naciente 
de la propiedad que queda encerrada eiitr- loa nos ríos. 

Apelada esta sentencia por el apoderado de don Leopoldo 
Ta boad a y de doña Celina Bustamante de Beláustepui, expr - 
su agravios ante el anticuo superior tribunal de esta Provincia, 
manifestando que lo verificaba en nombre de la señora Busta- 
mante de BeLáustegui y de don Leopoldo Taboada, por ií j .en 
representación de su hija Mari. Petrona Magdalena Taboada, 
y también por los mayores Leopoldo R. Bernardo y Miguel 
Taboada, en virtud de un poder presentado antedicho tri- 
bunal. 

El representante de Wanklyn Crane y compañía contesta la 
expresión de agravios diciendo : que no aceptaba la interven- 
vención que el «ñor Teíaaire pretendía atribuir en el juicio ¡i 
los hijos de dun Leopoldo Taboada, que no habían tenido ni 
podían tener e>i él ninguna participación, por cuanto las per- 
sonas citadas deeviccioná solicitud de doña Teodolína F. de 
AUear, lo habían sido únicamente don Leopoldo Taboada y 
doña Celina Bustamante de BeláustegnL 

Puesta la «usa en estado de sentencia, el Superior Tribunal 
la4ictÓ en 31 de diciembre de 1895, confirmando la de primera 
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instancia, con la sola modificación de que los dos Lotes de 12 
y de 2 Leguas qae componen las 14 que asigna el titulo de los 
señores Wanklyn, Craue y compañía, debía medirse separa- 
damente y ubicarse uno i continuación del otro. 

D»n Eduardo Teisaire, apoderado de ta señora de Beláuste- 
gui, y de don Leopoldo Tabeada, en nombre de ellos y en el de 
los hijos de este último, interpuso el recurso de revisión que le 
fué acordado, dictándose por esta Suprema Corte con fecha 29 
de diciembre de 1800, el fallo que me permito acompañar en 
copia autorixada por el secretario de la míüma, bajo el nú- 
mero 1. 

£1 señor Teisaire apeló de este fallo, y le fué denegado el 
recurso por resolución de 11 de marzo de 1897, que también 
acompaño en copia autorísada bajo el número 2. 

Por ría de ampliación de este informe, remito igualmente á 
V. E. dos folletos publicados por la parte de Wanklyn Crane j 
compañía, por contener reproducidas e n eiactitud tas princi- 
pales piezas relativas á la 2* y 3* instancia de los autos respec- 
tivos que se encuentran añora en 'poder del perito que trabaja 
en el departamento de San Rafael, practicando el deslinde en 
cumplimiento de las sentencias referidas 

Dios guarde & V. £. 

José H. Otguin. 



VISTA ÜtL BEflOft PROCURADOR GEMjRAL 

Buenos Aires, Julio b de 1896. 

Suprema Corte : 

3e ha invocado en el recurso de hecho traído ante V. £. por 
don Leopoldo Tabuada la inviolabilidad de la defensa garantida 
en el articulo 18 de la Conatituoion Nacional. 
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La discusión de los derechos controvertidos resulta no obs- 
tante amplísima, según las constancias reta' icnadas y la defen- 
sa ejercida en tres diversas instancias. 

Pero se observa que se ha negado la intervención en el juicio 
a la representación de los menores hijos de don Leopoldo Ta- 
beada, f que esa negativa apoyada en una ley de procedimiento 
es vi Patona de las disposiciones del Código Civil* 

Sin ntciisinad de entrar al estudio de la ley de Procedimien- 
tos de Mendoia, basta reconocer su carácter y propósitos ten- 
dentes á reglamentar los procedimientos judiciales para el ejer- 
cicio de la defensa y que la legislación y aplicación 4 an respecto 
es de propia y exclusiva jurisdicción local para deducir que 
aquella no autoriza el recluso autorisado por la ley de compe- 
tencia nacional para ante V. E. Sea entóneos que se trate de 
la simple aplicación de leyes de Procedimientos ó de la de las 
prescripciones d,'l Códigu Civil, invocadas en el recurso, siem- 
pre resultaría éste improcedente, con sujeción 4 las disposicio- 
nes de los artículos 14 y i5 de la ley de competencia na- 
cional. 

Ante los fundamentos de la resolución de foja 25 y auto de- 
negatorio del recurso de foja 31, me inclino á creer que «1 
recurso ha sido bien denegado, y que el traído directamente í 
V. E. no procede, y pido A V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiuiano Kier. 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 



Viatos en el acuerdo: Considerando : Que según resulta de la 
eiposicion de los recurrentes y del informe del Superior Tribu- 
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nal de ta provincia de Mendoza, la set tencia recurrida ha re- 
suelto cuestiones regidas por la ley <ie procedimientos de dicha 
Provincia, y por disposiciones del Código CítíI, sin que se pre- 
tenda por aquellos que la ley de forma aplicada en el caso sea 
contraria ti la Constitución Nacional ni á las leyes del Congreso 
sinó que Ja interpretación duda á ella hiere derechos am r arad<^ 
por dicha constitución y por disposiciones del Código Civil. 

Que en tal caso el recurso de apelación traído ante esta Su- 
prema Corte no se halla comprendido en ninguno de los casos 
que establece para la procedencia de dicho recurso el artículo 
catorce de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales de catorce de setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, á más de que la interpretación y aplicación de los códigos 
a que se refiere el artículo quince de la misma ley no da lugar 
al mencionad» recurso como no Lo da la interpretación y aplica- 
ción que los tribunales de provincia hagan de sus respectivas 
leyes de procedimientos. 

i <r é>to, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Y. orador general y con arreglo a la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte en casos análogos, se declara bien denegado el 
recurso. Hágase saber con el original y repuestos los sellos 
remítanse estas actuaciones a) Superior Tribunal de Mendoza. 

LUIS V, VARELA. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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Dorio i,w«« MM *í*S| ***** * 
d t>o/,or «Lo Ke/oce » ; s,6re <ie«>/iicí«« <fc precio cíe /ioíajeí 

Sumario. - La éhf«tm*W que no remite seguir viajo sin 
peligro, iUÉorfín*! N"" * suspenderlo, y le da eUerecho 
de r.uair el precio eoriéapotidiefltí al camino no «corrido, sin 
que obste muffuna cláusula en contrarío consignada en el 
boleto de pasaje. (Artículo 1114 1 inciso 3% y artículo 304, inciso 
último del Código di- Comercio). 



Caso, — Lo explica el 



Buenos Air**, Junio 15 áfi 18ító. 

Y Tistos estos autos promovidos por don Vicente H. Pinero. 
en fermentación de la señora Lucia Michel Lety contra la 
compañía de naTegacon á vapor .LaVeloce. por devolución 
del precio de unos pasajes á Europa, de loa que, en lo pnoci- 
pal y prescindiendo do diversos incidentes suscitados durante 
la secuela de) juicio que on nada afectan al fondo do la enes- 

- 

tion, resulta : 

1" Que la señora de Lefy tomó para sf , sus tres hijos meoo- 
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reí ; dos sirvientes, cinoo pasajes eo el vapor i Duquesa di 
Genova » de la compañía * La Veloce i, zarpando con destino & 
Europa, del puerto de La Plata el día 3 de Abril de 1803: que 
4 poco andar, te sintió atacada de una enfermedad que la obligó 
i desembarcar y quedar en Monte? ideo : que ante la negativa 
del agente en ésta de la compañía, se ve en la necesidad de eií- 
jir judicialmente, la devolución de 584 pesos oro sellado, previa 
deducción del importe de la distancia recorrida, mas las cortas 
del juicio ; que funda su acción en el artículo 1111, inciso, S-del 
Código de Comercio, y acompaña no certificado del doctor Ho- 
me u, de Montevideo, en el que consta la fecha de su enferme- 
dad y la clase de dolencia que la biso abandonar el vapor. 

2° Que contestando el traslado de la demanda, el agente de 
c La Veloce i señor Pedro Christophersen, sostiene que en los 
boletos de pasajes existo una clausula en la que el pasajero 
renuncia á los beueücios que la ley le acuerda, respecto al reem- 
bolso de) precio del pasaje» el que tan sólo podra tener logar 
por muerte de aquél, acaecida untes de la partida, 4 favor de 
sus herederos : que no se ha acompañado á la demanda los bole- 
tos de pasajes que se reclaman y que en concepto de la ley son 
los documentos esenciales con los que solamente pueden ini- 
ciarse esta clase de asuntos: que se dice haber habido un ca- 
so fortuito ó de faena mayor, como era la enfermedad de la se- 
ñora de Michel Levy y que tratándose de lo que no se puede 
preveer, es absurdo á ello renunciar ; que no participa de esa 
doctrina porque se harfa imposible el transporte de pasajeros, 
si á estos se Ies admitiera por una simple indisposición, bajar á 
un puerto de arribada y no proseguir el viaje, pretendiendo pa- 
gar sólo la distancia recorrida y que les sea devuelto el excedente 
del valor del pasaje : que después de abundar en otras conside- 
raciones en este mismo sentido» el señor agente de • La Telo- 
ce i termina sn extensa exposición pidiendo el rechaio de la 
acción con costas. 
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3» Que recibid» la causa á prueba por auto de foja 66 se pro- 
dujo la que eipresa «1 certificado corriente á foja 154 vuelta. 

Y considerando: 1" Que él señor agente de .La Veloce ■ h* 
reconocido al contestar la demanda y posteriormente al absol- 
v et el pliego de posiciones de Toja 75, que la señora Michel Lwj 
tomó lo, peajes, cuyo valor se cuestiona, y ante esta confesión 
se ha hecho «necesaria ta eihibwlmi de los boletos por aquella, 
lo que per otra parte no podía eei indispensable, pues entregán- 
dose estos boletes al capitán del buque al efectuarse el embar- 
que dei pasajero, bastaría la negativa de aquél A devolverlos, 
para paraliiar la acción que éste legítimamente tubera, 

* Que entonce, lo que corresponde averiguar es, si la señora 
de Michel Levy ..ptó por abandonar el fapor ( en razón de sufrir 
una enlerinedad que le impidiera proseguir el Tiaje o que no 
pudiera hacerlo sin grave riesgo de su vida. 

3° Que del certificado expedido por el doctor Romea, de Mon- 
tevideo, que corre agregado á foja 6, con su legalitacion respec- 
tiva del doctor Caballero, de foja 7», ratificado por el mismo | 
foja 82 v de la declaración del doctor A. Bamaugé, cuya pre- 
paracioncientífica es notoria, se desprende evidentemente que 
la dolencia que afectaba á la señora Michel Levy revestí* un 
carácter tal de gravedad que su permanencia á bordo le presen- 
taba serios peligros, Lauto más, cuanto que ^gun afirma el 
último de los facultativos mencionados, la asistencia que pu- 
diera ofrecérsele era muy deficiente, debiendo igualmente tener 
en consideración las incomodidades provenientes del medio, 
siempre mayores que las de tierra. 

4- Que el hecho del desembarco de la seííoia Michel Levy. 
verificado en estas condiciones, 110 puede en manera alguna 
perjudicarla en sus derechos, pues con ello no hacía sino garao- 
tlsarse contra un mal que rápidamente podía progresar, y, la 
ley justamente, no antepone interesa comerciales á los de la 
v ida y conservación de las personas. 
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5° Que U Suprema Corte Nacional ha declarado que la en- 
fermedad, constituye fuerza mayor, jurisprudencia aplicable al 
caso sub-judine, atenta la gravedad de aquella plenamente 
constatad» en autos, siendo así, procedente la disposición con- 
tenida en el artículo 1111, inciso 3 a , del Código de Comercio, 
que establece que < si el viaje no continuare por caso fortuito 
ó de fuerza mayor, tocante ¡ti buque ó ta persona del pasajero, 
se deberá pagar el pasaje vn tazón del camino que se hubiere 
recorrido * . 

6° Que el demandado invoca en so defensa la eiistenciu de 
una cláusula en el boleto de pasaje, por la que se estatuye que 
el reembolso del precio del pasaje, sólo se hará en en* o de 
muerte del pasajero, acaecida antes de la purtida, á favor de 
sum herederos; mas, si bien es cierto que las convenciones pri- 
vadas fumino para lab partes itna regla á la que deben some- 
terse cumu á ta ley misma, eBto nu tiene logar cuando aquéllas 
están en abierta oposición con las prescripciones legales, pues, 
t il doetrina importaría la ineficacia de '/«tas y liaría ilusorias 
las previsiones del legislador : Privatorum eonventio jurt pu- 
blico non deroijat, 

7° Que en cuanto al número de pasajes tomados por la se- 
ñora Micliel Lev y á c La Yeloce», sostiene aquélla t\ue son 
cinco, y que dos y medio ésta, no habiéndose intentado siquiera 
prodneír alguna prueba al respecto, debiéndose estar entonce* 
a lo manifestad" por la parte demandada. 

Por estos fundamentos y otros que Huyen de la simple lectura 
de los autos, fallo condenando á la compañía c La Yeloce» á 
devolver a la señora Micbel Lev y, vn el término de tres días, el 
importe de dos y medio pasajes de primera clase de Montevideo 
á Europa, con *os intereses desde la interpt laeion judicial, sin 
eos tas, por no encontrarse mérito para imponerlas, llágase sa- 
ber original y repongánse las fojas. 

Juan del Compillo. 
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Falta de la * 

Uunuos Aires, Noviembre 3 de 1896 

Vistos y considerando : que do la prueba producida en estOB 
autos, resultan plenamente inmprobados los dos extremos ale- 
gados en la demanda, á saber : que la señora Lucia Miefael Levy 
tomó pasajes en el buque c Duchesa di Genova > y se vid obli- 
gada á suspender el viaje por naso fortuito. 

Que la artera cobró cinco pasajes, lo que no ha sido negado 
categóricamente por el demandado, como estaba obligado á na- 
cerlo, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 86 de la ley de 
Procedimientos, *i no fuere rierto el bocho invocado, refiriín- 
dose sólo en el exordio <!>■) escrito de contestación á la demanda 
& dos y medio pasajes, por un error de concepto, puesto que en 
el petitum el actor Be refiere terminantemente á cinco y no á 
dos y medio pasajes. 

Que aún ruando la empresa demandada pretende eximirse de 
disolver el importe de los pasajes que se le cobran, fundándose 
en la clausula impresa al dorso fiel boleto, por lo cual se esta- 
blece que el reembolso del precio del pasaje sólo se hará « n caso 
de muerte del pasajero; tal defensa no es procedente, en vista de 
lo dispuesto en el artículo II H, inciso 3% del Código de Comer- 
cio que dispone: que si el viaje no continúate por caso fortuito 
ó de fuerza mayor, tacante al buque ó á la persona del pa-ajero. 
se deberá pagar el pasaje en razón del camino que se hubiere 
recorridw y de la doctrina que surge del último inciso del artí- 
i tilo 904 dul mismo código que prescribe : que los reglamentos ó 
estipulaciones de las empresas que hubieren ofrecido sus serví* 
cios al público, eiohiyendo Ó limitando las obligaciones y res- 
ponsabilidades impuestas por el Código, serán nulas y sin nin- 
gún efecto. 
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Por «ato y fundamentos concordantes de la sent neia apelli- 
da dti foja 173 se confirma ésta, en cnanto condena á La com- 
pañía < La Veloce > á derolver ¿ la señora Lóela Michel Levy el 
importe de lot pasajes de primera cíate de Montevideo & Euro- 
, con los intereses desde la interdi ación judicial, refórmen- 
sela en cuanto al número de los mismos, con declaración que 
ta empresa « La Veloce » está obligarla á devolrer á la señora 
Lucia Míchel Levy el importe de cinco pasajes entre los pontos 
mencionados, con los intereses correspondientes desde la inter- 
pelación judicial, debiendo las cosías abonarse en el orden cau- 
sado, Notifíquese con el original y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

LUIS V. VAB£LA. — ABEL BASAN. — 

octavio Broce. — jijar e. to- 
rrert. 



Criminal contra don José ti. l anzo y otros, por defraudación 

sobre cosías 

$i mario. — Si el ministerio pnblico ha deducido acusación 
y no resulta que los funcionarios que lo desempeñan bajan 
obrado con notorio desconocimiento de las leves, la absolución 
del procesado no autorita la condenación en costas contra el 
querellante. 
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# 

Caso. — El defensor del procesado Bou»" solicito Amplia- 
ción de la sentencia de la Suprema Cnrte, en la parte relativa 
4 las costas, invocando el articulo ÍU del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal* 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1896. 

Autos j Tistot : Considerando : Que el ministerio público na 
deducido acusación contra el defendido del solicitante hacién- 
dose parte en el juicio. 

Que nada hay en autos que sirva á demostrar que las perso- 
nas que desempeñan aquel ministerio ban obrado con aotorio 
desconocimiento de las leyes. 

Que al contrario, los cheques en blanco firmados por Bedano 
han podido inducir en error atribuyéndole participación en el 
delito de defraudación porque esos cheqoes fueron medio para 
la comisión del delito do que usaron Vamo j Lopei. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la adición aolicitada. 

BEHJAMDt M . — OCTAVIO BtíRGS. 
—ABEL BAlAH . — JÜAH K. TO- 
BBJOrT. 
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Don Jorge Umtsntf contra don Pedro A . (iarttand, hoy don To- 
más Santa Coloma, por whro ejecutivo de. pesos < sobre posi- 
ciones. 



Sumario. — No puede ordenara [Ue las posiciones sean ab- 
ultas por el apoderado con facultad de aosolm po*i, ione*. 
si la parte que las difiere eiige que la. ausueka la contraparte 
personalmente. 

Caso. — El aporrado de Garttmd solí- ito que la parte «to- 
ra sea citada á abaober posiciones, debiendo ser notificada e,t 
el domicilio qoe designe su apoderado, á quim se requerirá 
al efecto, previamente. 



M Juei reflciwi 



Buenos Aires. Abril M de 1898. 

Señálase la audiencia del veinte del entrante i las dos pasa- 
do meridiano para que comparezca el actor á absolrar posición*'» 
debiendo referirse préviameute á so apoderado á los efi-ctos 
indicados. Al segundo punto, no ha lugar, debiendo tenerse 
presente las constancias indicados como medio de prueba. 

P. Otacchea y A teoría. 
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El aparad, de |M dijo fff ™P iUu 

to le ha otorgado poder con facultad de absolver péfffaf», y 
que por tatito debe entender* con el esa diligencia. 



Uu.'UOp Aires. Junio 2 de 



Y vistos: resultando del testimonio de poder agregado a 
foía ! que den José Ramón Uarcía se encuentra facultad, para 
abultar porciones, y atento lo manifestado por éste en el es- 
crito de foja,», *e revoca por contrario imperio la resolución 
de foja 222 Apóngase la foja. 

/'. ülaechen y Alcor ta. 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 

Vtstosj considerando : Que en el escrito de foja trescientas 
veintiuna la parte de Gartland ha pedido que la contraria ab- 
luía ***** m ü «« d * « l « toto — u 

ocho de la ley de Procedimientos, 

Que aun cuando el apoderado del que nade absolver posicio- 
nes tenga facultad al efecto, tal circunstancia no es bastante 
paraan! él verifique *u absolución, por cuanto la parte de 
GartUnd ha pedido que esa diligencia se entienda personal- 
meóte con su colitigante. 
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Por ésto, 7 de adíenlo con la jurisprudencia de e*ta Suprema 
Corte en casos análogos (Fallos tomo cuarenta y seis, página 
doscientas noventa y nueve ; tomo dnouenta -j nucu, página 
cuatrocientas cinco), se revoca el auto apelado de foja trescien- 
tas veintiséis, y devuélvase á sus erectos. Repónganse el papel. 
Notifíqaese con et original. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA HELA. — 
OCTAVIO BUNGE. — ABEL HAZA». — 
JUAN E. TORREÜT. 
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La compañía aiiutn mu i The Entre titos |n/ entine rstntct o/ 
meat rompan*/ Hmited* éQtilra iu inumcijpaUdad de Huate- 
guaychú; sobre inconstitucional idad ú ilegalidad dé im- 
puestos. 

Sumario. — I o El impuesto de seis centavos por cada cuero 
vacuno de más de sois kilos, 6 que se introduzca de otros depar- 
tamentos en que no hubiesen satisfecho los derechos estableci- 
dos por la municipalidad d > r r ualeguaychri, de 30 de Nonembr.> 
de 1894, no es inconstitucional . 

2° La • xeneíon de impuesto* acordada por el gobierno na- 
cional á la elaboración de carnes por procedimiento*» modernos, 
uo compreude la preparada por el sistema ya conocido dp] ta- 
gajo. 
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3» La justicia ftóernl no es comitente par* resolver si una 
municipalidad, al establecer un impuesto, hir.o á ao uso de 
atribuciones que le diera su ley orgánica. 



Caso. — Resulta del 



Paraná, Mar/o ¿i d« 1»». 

Y vistos: Don Quirce í.ampdeMjñu, con poder y *n represen- 
tacion de ta sociedad anónima « The Entré Kioi (Argentiiu) 
Gsiract of ineat companj limited» demanda ¡i ta mu uicipah- 
dad de Gualeyuuy, para que ^ declare que el impuesto d- pe- 
ana 0.06 que le enhra por la vía de apremio sobre cada cuero 
salado por los animales faenados en el establecimiento de la 
compañía es contrario ¡i la Constitución nacional, se imponga 
a la Municipalidad demandada la Aligación de devolverle la 
suma de 636 pesos moneda nacional, depositada por la compn- 
ñín por concepto de dicho impuesto, si ca que aquélla lus hu- 
biese recibido, de indi- ñamarle lus daños y perjuicios y la de 
pagar las rostas del juicio. 

La ordenanza que denuncia como Inconstitucional es la de 
30 de Noviembre de 1894, cuyo artículo inciso i" t estable- 
ce un impuesto de «eU centavos por cada cuero vacuno de más 
de seis kilo% que se introducá de oíros departamentos en 
que no hubiese satisfecho derechos. 

Esta ordenania, dice, e* contraria al artículo H deiaCuns- 
tituoion nacional» que declara libre de derecho de tránsito, á 
los productos de fabricación nacional ó extranjera, así como á 
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Jos ganados de toda especie que pasen por el territorio de una 
provincia á otra. 

Ka et caso de la demanda, se trata de cueros resultantes de 
la fauna del saladero destinados á la riporUeion, que no lo son 
del consnmo del municipio, únicos á que por rugía general pue- 
den extenderse los impuestos municipales, sin violar la Consti- 
tución, según lo ha declarado ta Suprema Corto en el fallo to- 
mo 30, série página 227. 

Los productos del saladero no están incorporados á la rique- 
za local del municipio de Gualeguaj , ni forman parto de la 
propiedad entregada á Lis transacciones del comercio, como se- 
ría necesario que lo fueren para que pudieren estar sujetos á 
impuestos comerciales, duda la doctrina establecida en el folio 
série 4% tomo I a , página 354, de la Suprema Corta. 

Agrega, además, que por el contrato que acompaña ¿ fo- 
ja.,, artículo 16, celebrado con el Exmo, Gobierno de la na- 
ción, éste exonera á la compañía de todo impuesto nacional y 
provincial por el término de diez años que eiúii no están cumpli- 
dos, exención que el gobierno nacional se obliga fi garantir. 

Dice, por otrapurte, que el impuesto sobre los cueros sala- 
do* creado por el inciso 9", artículo 4 a de la ordenanza, es 
ilegal, por cuanto la facultad délas municipalidades para crear 
su renta está limitada á los impuestos enumerados en el artícu- 
lo 77 del» ley orgánica dé las mismas, y entre ellas no está 
comprendido el de los eneros salados, tal como lo establece la 
ordenanza; deduciéndose de ta misma ley orgánica que el pen- 
samiento de Los legisladores ha sido que la renta municipal 
gravite sólo sobre el consumo, como w ve en el inciso C que se 
refiere al trigo. 

El representante de la municipalidad, aduce varias conside- 
ran ione* para demostrar la constttucionaüdad y legalidad del 
impuesto v, en cuanta á la exoneración de impuestos cordada 
por el Exmo. Gobierno de la nación á la compañía demandim- 
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te, asegura que ella le fué retirada por no haber cumplido ésta 
las condiciones que se impuso para obtenerla. 

Abierta la causa á prueba, la parte aerara produjo la que, 
curre de foja.,. & foja... y la demandada la que se re de fo- 
ja... A foja... 

Y considerando : Por lo que respecta á la iiKonstitucí cua- 
lidad del impuesto. 

Que el artículo II de la Constitución al declarar libres de 
los derechos Mamados de transita X tos ganados de toda especie» 
y á lo* artículos de fabricación ó producción nacional 6 extran- 
jora que pas< n p^r el territorio 'le una provincia á otra, sólo se 
ha propuesto prohibir que los efectos comerciales sean grava- 
dos con impuesto por el solo hecho de pasar de una provincia á 
ntr* transitando el territorio de la nación; lo que no implica 
que esos mismo efect»* estén exentos de todo otro impuesto 
que no se i el llamado de tránsito, ciando, Como lo ha dicho la 
SuprumaCoTteenelfullosérie*, tomo i*, página 354, se in- 
corporan á U riqueia local formando parte de la propiedad en- 
tregada á la* transacciones del comercio. 

Que, por consiguiente, para que el impuesto de pesos 0.06 
sobre i ada cuero salado, aplicado por la municipalidad dcGna- 
leguay á la compañía ■ The Entre Rios Estract of meat * fuese 
contrario al precepto constitucional del artículo H,era necesa- 
rio que esos cuero» se hubiesen Introducido de tránsito de otra 
provincia j que él les hubiere sido aplicado al pasar y esto no ae 
ba probado ni alegado; pero ni siquiera que se hubiesen intro- 
ducido de otros departamentos de la misma provincia al muni- 
cipio de Gualeguay y que por tal hecho se cobrase el impuesto. 
Por el contrarío, la compañía confiesa que los cueros en cues- 
tión proceden de animales beneficiados en el establecimiento de 
la compañía situada dentro de la jurisdiccioD de la municipa- 
lidad que cobra el impuesto, esto es t que por su origen perte- 
necen á la riqueio local del municipio. 
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Que, si bien es cierto que, por regla general, lo* impuestos 
murncipali s s6l > gravan el consumo, la violación de esta regla 
no afecta ningún principia constitucional. 

Considerando: En cuanto á la exoneración de impuestos im- 
uionales y provinciales, que este privilegio cuino La garantía de 
5 par ciento sobre el capital ¡aTCríido, fué acordado pot el |"*der 
ejecutivo á la empresa demandante en el concepto de que i lla 
se ocuparía tan solo de la exportación de carne ovina fresca ó 
conservada por el Mstema Liebig, en conformidad con la ley 
de 10 de Noviembre di* 1888, no estando comprendido en el pri- 
vilegio el tása|o, sUU-made preparación anticuo é imperfecto 
cuyo desarrollo no Hay interés en favorecer de una manera ex- 
cepcional. 

<¿ue la compañía fué autorizada & . laborar el tasajo p»r 
decreto del Hxuio. Gobi-rno nacional de 5 de Marzo di 1891, 
pero coricalgo de pagar d-reclio por él y mi- sub-productores y 
curo abono se ordeno post riornu nt" por di en to de dos di- 

* 

M uzn do 1893. 

Que el impuesto que eobr¡* la municipalidad es sobre 
88.617 cueros taeanos y 318 yeguarizos, com» lo demues- 
tran las liquidaciones de foja... y según so comprneba cott el 
informe de la Dirección de rentas «le foja... lo* eneros aaladoa 
sobre que lia pagado derechas de pipoum-ion la empresa de- 
maadante, como sub~pro doctos d*d tasajo á contar desde 1895, 
son 88.3l*.exeedi*ndneii 303 el número BObfe que la municipa- 
lidad liquida so- impuestos, exceso que corresponde & la faena 
del ,mo anterior al 95 : de t(nlo lo cual se eoneluy * clara- 
mente que el impuestu municipal no ha gravado product eX- 
..(ipMu l m -I- imi st<.s pnr ley uaeional, pues como se ha vis- 
to solo guian de ese privilegio la carne fresca y conservida por 
sistemas ni dernos y sus gnú-productos qu< seexportan. 

Qii,.jM>r lo d-m is, la cuestión de si la ordenan!» municipal 
de 30 de Noviembre de 18!H es ilegal, por cnanto crea uniin- 
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n,.sto>obr,.,iem que»- entra, en tablada, ni resultan *e 
los mataderos destinados al consumo, ultralimitando lia fea* 
ludes que U confiere la ley orgánica á las municipalidades, uo 
es de carácter puramente civil como tendría que serio <i«" 
surtiere el fuero Meral ñor la diversa nacionalidad ó vecindad 
dé las paite*, anteo este caso no existe, ni k surte por r«on 
de la materia por no .-atar comprometida ,n ello la Concita- 
ción, las ¡ayea ó mmm de la nuéiun, por lo que aate 
es incompetente para reaolterlo. 

Por estas consideraciones, el juzgado resuelva no hacer lugar 
á la demanda, sin especial <o,denac¡nn en costas, dejando a la 
empresa «Th, Kntre Uios l-stract of meat «.ñipan? límited » 
a salvo su derecho de .corrir donde corresponda para hacer va- 
h-r sus acciones por il-galidad del impuesto. 

Vááwm cun el original y repóngase el papel -on los .ellos 

correspondientes. 

W. de T. Pinto. 



Buenos Air^, Noviembre 5 di- 1«ÍJW- 

Vistos y considerando: Que el impuastu - obrado a losde- 
manditntei por la municipalidad de Gualeguay ha recaído sobre 
cueros salados de anímale, beneficiados en destáblenmelo 
■¿lad-ril d-los actores .¡tundo en <d muni-ipi". haciéndose efec- 
tiva ta disposición de los incito* octavo y noveno del articulo 
cuarto de la ordenan* municipal de referí noli que gravaron 
seis centavos moneda nacional cada cuero vacuno y con cinco 
centavos cada euer- yeg.mmo sitóaol de más de tres kilos, 
ijue el lucilo de la procedencia de los cueros mencionados 
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no esta en cuestión, reconociéndole por ambas paiten qut ella 
es rigurosamente conforme con lo expresado en el precedente 
considerando. 

Que en consecuencia, no puede ponerse en duda que coa vi 
impuesto cobrado no se ha afectado -1 tránsito de una merca- 
doria que pasara de y con destino ;i jurisdicción extraña, sino á 
un articulo originario de la localidad y haciendo parte de su 
propia riqueza con lo que estábil precedentemente confundido. 

Que con tal antecedente, la ordenanza municipal que esta- 
bleció el impuesto no es en manera alguna contrario al artículo 
If de la Constitución nacional, desde que él artículo sólo pro- 
hibe establecer derechos de tránsito, ó sea por ei hecho de tran- 
sitar el territorio de una á otra provincia. 

Que tampoco puede sostenerse con éxito que con I impuesto 
deque se trata ge grave la exportación de los cueros de propie- 
dad de los demandantes, porque el impuesto no se refiere á las 
salidas de estos cueros, ni siquiera han sido ellos objeto de 
una disposición especial, sino que han quedado comprendi- 
dos en la regla que indistintamente afecta á los cueros, frutos 
del municipio, sean 6 no salados. 

Que asi lo tiene resuelto esta Suprema Corte en el caso qu< 
registra el tomo veinte, página trescientas cuatro de sus fallos, 
y así lo establece la misma Corte en ta doctrina que consagra 
en la causa registrada en el tomo cincuenta y uno, página tres- 
cientas cuarenta y nueve. 

Que las constancias de autos prueban que la empresa lia pa- 
gado impuestos nacionales por un número de cueros aproxima- 
damente igual á los que han hecho la materia de los cobrado* 
por la municipalidad. 

Que esa circunstancia es suficientemente demostrativa de 
que tos oueros salados, snb-productos de los animales benefi- 
ciados en el saladero de los demandantes, uo están amparados 
por la exención de impuestos que el Gobierno nacional acordó 
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i los actores y qne éstos invocan para negarse á pagar á la 
municipalidad un impuesto qne, & ser aplicable la exención, no 
debieran haber pagado á la nación. 

Qne aparte de esta consideración, es cierto qu> el privilegio 
otorgado por el Gobierno nacional ¿ la empresa no se refería 
sino á la elaboración de carnes por procedimientos modernos y 
no á la preparada por el sistema ya tonurido del tasajo. 

Que no estando comprendidos los sub-prod netos á que esta 
causa se refiere entre los privilegiados por acto del Gobierno na- 
cional no es oportuno jutgar ni sobre si la exención de impn es- 
tos provinciales comprende también lt* municipales ni sobre 
las facultades que tuviera el Congreso para acordar exención 
limitando, en lo que se refiere a la materia de que se trata en 
estos autos, el poder de imposición de las provincias. 

Que la ct ;iou de si la municipalidad al establecer e) im- 
puesto hixo o no uso de atribuciones que le diera su ley or- 
gánica, no constituye un caso en que por razón de -la materia 
procede la jurisdicción federal, porque no se trata de faculta- 
des qne tengan so fundamento en la Constitución nacional, ó 
leyes del Congreso (artículo cien de la Constitución), ainó en 
las leyes de la provincia con derecho i dictar sus instrucciones 
locales y regirse poi ellas (articulo ciento cinco). 

Por esto y fundamenta» concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento setenta y dos, *e confirma ésta, con costas. 
Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

itHJAMM paje. — una v. tmiu. — 

4HI tAtaH. — OCTAVIO 1UMI-— 

jnafl b. TonnesT 
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Criminal cutttra dun Antonio ti. Bsteves % ¡tur $uslract:%üit 
de eorrespottdt'Hcta ; sobre competencia 

Sumario. — No corresponde ¡i la justicia federal el conoci- 
miento del delito de sustracción de correspondencia» cuando se 
imputa al procesado* orno realizada en el domicilio del desti- 
natario fuera de la custodia y servicio del rorreo. 



Caso. — Lo ei plica el 



i «II* de l« Suprima Varíe 

fluimos Aires. Noviembre H de ItiBtt. 

Vistos y considerando: Que en el presente caso no se trata de 
la averiguación y castigo de hecho caiilioado de delito por el 
artículo cuarenta y ucho y siguiente de la ley de crímenes y 
delito* contra la nación, de catorce de Setiembre de mil ochii- 
cíentos sesenta y tres, sinó de la ¿ustrao ion de corresponden- 
cia que se lia imputado ¡il procesado como realizada en el do- 
micilio del destinatario, y cuando había dejado de estar najo 
la custodia ó servicio del correo. 

Que ese hecho, en el supuesto de haber tenido lugar, consti- 
tuiría tan sólo un delito d. derecho común, lo que ha motiva- 
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do ta «caree laciun bajo de tian?.a otorgada al procesado seyun 
resulta del expediente agregado. 

Que tratándose d* la imputación de un delilo común que se 
dice cometido en el territorio de la Capital, su juzgamiento 
correapoude a los tribunales de ta misma, de conformidad cou 
el articulo veinticinco, inciso primero del Oidig.> de Procedi- 
mientos en lo Criminal, desde que por otra parte el caso no 
está comprendido en la dis posición del inciso cuarto, artículo 

veintitrés de dicho Codigu. 

Que la jurisdic iun federal n» e* prorrogante sobre cosas 6 

personas ajenas á ella. 

Por esto, y de acuerdo cou iu resuelto por egta Suprema Cor- 
te, en la causa que se registiu en el tomo diez y siete, página 
cient» sesenta y seis de su* fallos: se declara que no corres- 
ponde A la justicia feder.il el . uiiO' imientode la causa. 

Notífíquese con el original y devuélf as- . 

UEftJAMlN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
- «BEL BAZAS. W1AVIO BUK- 
CE- — WJAW TOMIEHT. 



Don Jutmti Socas tontra los herederos de don Ifamingo /*>r- 
nondez, ftor cobro de pesos ; snhre ajielarion denegada 

Sumario. — No es apelable el auto para mejor proveer en 
que el jutz ha usado de las (acultadc* que le acuerda el inci- 
so I o del artículo 16 de la ley de Procedimientos. 
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Caso. — El apoderado de Socos ■« presentó ante la Suprema 
Corte interponiendo recurso de hecho por apelación denegada 
contra uu auto del juez, doctor Urdinarrain, por el cual, para 
mejor proveer, manda pedir testimonio del testamento ológra- 
fo de don Domingo Fernandez, auto recaído en un escrito pre- 
sentado por los herederos de éste, hallándose la causa en estado 
de sentencia, en que pedían w ira jera «se testimonio; qoe 
siendo así, el auto referido es apelable, por cuanto no ha sido 
dictado únicamente de o/ício, sino á instancia de la parte. 



r*ll*4e>i» iMpitmaCerle 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1898. 

Vistos en el acuerda: y resultando de la propia exposición 
de la parte, que un el auto para mejor proveer á que la apela- 
ción se reherí-, el juez inferior ha usado de las facultades qne 
le acuerda el inciso primero, artículo diez y seis de la ley de 
Procedimientos, en cuyo caso el citado auto no es apelable 
oomo lo tiene resuelto la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte. 

Por esto, se declara bien denegado el recurso. Archívese. 

■ 

BENJAMIN HAZ. — LUI» V. VARELA. — 
ABEL BA1AH — OCTAVIO BUNGE, — 
JIUH E. TOEBEHT. 
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Criminal por denuncia de defraudación at fisco 
subt e apelación denetjaúa 

Sumario.— Ko tiene darenhu par» interponer recursos 
que no ba justificado su personería en U causa. 

Caso. — Resulta de ÍM siguientes piezas: 



ftueuos Aire*, Diciembre 9 de 1895. 

Y «atoa : Considerando que el peticionante Romero no tiene 
perdería para solicitar la* medidas recabada, en el escrito de 
foja 1, toda w que ellas no son como lo afirmaba, preparato- 
ria* de un juicio que el pudiera entablar. 

Que el mencionado Romero atento e! escrito de foja 6 sólo 
puede ser tenido por denunciante de una presunta defrauda- 
ción al fisco, y su intervención en tal concepto debe limitarse 
á suministrar loa elementos necesarios para la comprobación 
de la denuncia por él formulada. 

Por esto, de conformidad con lo expuesto por el señor Pro- 
curador fiscal, no na lugar á lo solicitado en el emito de fo- 
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ja 1, y líbrese oficio ¡i la Dirección de rentas en b! sentido in- 
dicado por el procurador fiscal. 

J. V. talarme. 



Falla M Jiei Pede»! 

Unenos Aires, Diciembre IT de 1895, 

Autos y victos: Considerando que tratándose en el presente 
-aso de una prestí atu defraudación al ííüco, el recurrente no 
puede >er teñid- por querellante, sino como simple denuncian- 
te, y no es, por tanto, parteen la causa. 

Que aun tratándose del querellante, ftl artículo 1 98 del Cu- 
li. 1 de Procedimientos sólo le autoriza á proponer diligencias 
durante el sumario, negándole todo recurso de la resolución 
judicial que desestimase la petición. 

Por esto, estése á lo resultado, y no lia lugar á la apelación 
en subsidio interpuesta. 

Considerando en cuanto a la declaratoria pedida en el escri- 
to de foja 24 , que ella uu es opo tuna, dado el estado del asun- 
to, téngase pn sente; sin perjuicio de que el recurrente haga 
. uso del d radio que le acuerda el artículo 162 del Código de 
Procedimientos en materia penal. 

J. V. Laianne. 



rm»9 de l* MMprcaia t*»r«* 

llueuos Aires, Noviembre 8 de 

Vi«toa en el acuerdo : Resultando de lus actuaciones eleva- 
bas por fía de informe, que el returrente no ha justificado su 
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personarla en está causa, ni como denunciante tie un delito de 
defraudación contra «1 íiaco, calidad que no lo constituiría par- 
te en el juici.» (artículo ciento se^nta y ocho, Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal), n¡ como acusador, desde que no 
le es dado ejer-er la representación iiscul sin la correspondiente 
automación qut-. no ba exhibido al efecto. 

Por ello, se declara birn denegado el recurso de apelación 
deducido contra el auto de foja veintt . Kepuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VAHKL*. 
— AliM RAIAN. — OCTAVIO SUR- 
GE. — JUAN K. TORRENT. 



« AtiMA nmtmm vía 



Criminal contra Vírente ihlari, por circulación de billete* 

de curso tegal falsos 

Sumario. — El reo de circulación de billetes falsos de curso 
legal, no existiendo circunstancias atenuantes, ni agravantes, 
debe ser castigado con la pena de cinco años y medio de traba- 
jos fonados y multa de '¿750 pesos, computándose la prisión 
sufrida á razón de dos dias por uno de trabajos foraados. 

Cojo. — Resulta del 
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I 

Córdoba. Julio 13 de 1896. 

Y vistas La causa formada contra el indiriduo Vicente Hila* 
ri» de 36 años, soltero, jornalero, domiciliado en Constitución 
de la provincia de Santa Fe y de nacionalidad española. 

Resolta: i 4 Que el d : 1 5 de Abril de) ago próiimo pasado tuvo 
conocimiento la policía que el procesado había hecho ¡ijgunas 
compras en casas de comercio de esta ciudad, y pagado en unas 
y pretendido pagar en otraB con billetes falsos de 100 pesos, de 
los cuales dus le fueron secuestrados inmediatamente de ser 
aprehendido por los agtutes de bej/uridad. 

4° Traído el hecho á conocimiento de este tribunal se proce - 
dió á instruir el sumario correspondiente, el cual dió por resul- 
tado la comprobación de los hechos denunciado* ¡>or la policía, 
mediante las declaraciones de foja 9 vuelta y siguiente*, no 
obstante la ueg ativa del procesado en su declaración indagato- 
ria. Se comprobó asimismo la falsedad de los billetes según 
consta del informe de foja 33 de la Caja de Conversión. 

3° Cerrado el sumario se pasó en vista al procurador fiscal y 
al defensor del procesado. £1 primero reputa á Hilarí reo de 
circulación de billetes falsos á sabiendas y pide te le aplique el 
término medio de las penas que establecen los artículos 02 de la 
ley de U de Setiembre de 4063 y 285 del Código Penal, ésta en 
defecto de aquélla. £1 defensor ad-hoc nombrado de oficio, 
manifiesta %v> si bien «líate constatado el hecho material de la 
circulación, no sucede lo mismo coala intención criminal que 
para el caso no se presume; pide en consecuencia se le absuelva 
de culpa y cargo, 

4* Abierta la cama i prueba, las parte dejaron vencer el 
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término sin producirla, ni alegaron en U estación oportuna. 

Y considerando; 1* Que resulta plenamente constatado que 
Hilarí trató (te circular billete» falsos de 10© pev>* con cono- 
oimiento de su falsedad (Declaraciones de Caro, fojas 12; Filtp- 
pí, foja 17; Juan Baatistay José Reppeto, foja* 22 y 26). 

2 a Que no existen elementos que demuestren, asimismo, 
que esos billetes loa hubiera recibido conociendo su ilegalidad, 
pues la declaración de fojas |0 es singo tur y ta buena fe det re- 
cibo te presume. 

3° Qne la circulación ú sabiendas del billete falso tiene la 
penu que establece el articulo 63 de l¡i ley penal de 14de Setiem- 
bre de 1863, ú sea ha ta el triple del valor de los billetes circu- 
lados. 

For estos fundamentos, fallo definitivamente juagando, de- 
clarando al proc esado Vicente Hilar i autor det delito de circu- 
lación ii sabiendas do los billete* falso* de 100 pesos y le con- 
deno á sufrir la pena de 500 pesos fuerte* de multa, con deduc- 
ción del tiempo de prisión sufrida y las costas del presente jui- 
cio. Hágase saber, transcríbase y no siendo apelada archívese 
prévia reposición del papel. 

f . Moyana Gacitúa. 

f n 

\ • • 

VISTA DEL StflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*. Octubre 3 <te 1898. 

Suprema Corte: 

Esta demostrado el hecho de circulación de billetes falsos, 
por el procesado Vicenta Hilar!. 

La intención criminal en delito de tal naturaleia, se presume 
siempre que de las circunstancias especiales de la cansa, no 
multare lo contrario. 
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El procesado no ba intentado en el caso affctml, demostrar la 
procedencia legítima de los billete^ falsos .irculados y al con- 
trario en Herrándose en tina negativa temeraria, y absurda ante 
las demostraciones del sumario, ha cimfirmarfu las presunciones 
de criminalidad que surgen legalmente del hecho incrijninadn. 

Habiendo llególo á fñrduba, según su declaración de foja 6. 
él dia antes de su detención, aparece al dia siguiente haciendo 
compras en diversas casas, y papando en una, y tratando de 
pagar en otra, con diversos hilleies falsificad"!*, todos del val«ir 
de 100 pesos, como ha sido comprobado por las declaraciones 
de fojas vuelta, 22 y 26. Y al hecho probado, de la repe- 

tición, se agreda la circunstancia de las señas y conversaciones 
♦ n toz baja para evitar su descubrimiento, y el secuestro poT 
la po ti cía del billete aimjudo por el circulador en el acto de 
ser aprehendido. 

Todas esas circunstancias prueban d<- una manera plena la 
voluntad crimina, del procesado al iniciar los actos de circula- 
ción de los billete, cuya falsificación hn sido informada por la 
Caja de Conversión ;< f«.ija33. 

VA caso cae entonces bajo el régimen penal del artículo 02 de 
lu ley snbri justicia nacional di- 14 de Setiembre de 1863, que 
impon- ií la intro'Iuceion ú espendio de billetes falsos la pena 
de trabajos forzados por 4 á 6 aftus y con una multa dé 500 
i 5000 pesos fuertes. 

Correspondí' aplicarse al procesado el término medio de aque- 
llas penas, c*ji» sujeción á lo prescrito en el artículo 52 del Có- 
digo IV ¡tai. 

Pido á V, E. se sirva asi declararlo revocando en esa parte 
3n sentencia de foja 53, justamente recurrida por el procurador 

lis cal , 

Sabiniana Kkr. 
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Buenos Aires, Noviero br« UN»' 

Vistos y consid« rando: Que nu obstante ta negativa del pro- 
cesado está plenamente diuiostrado «11 autos que ha circulada 

billetes falsos, de cien pesos. 

Qu; en la ejecución de hecho calificados de delitos se presu- 
me la voluntad criminal á no ser que resulte uua presunción 
contraria de las circunstancias peculiares de la causa (articulo 

seis, Código Penal), 

Que en el ca**o sub-jmiv e lejos de existir esta presunción re- 
sulta por p\ contrario que el procesad" h¡i hecho 1 .mpras en di- 
versas casas pagando en una y tratando de pagar en otra con 
billetes falsos de cien peso< no existiendo tampoco pruebas ni 
indicios de que hubiera adquirido esos billeies de buena fe de 
un tercero. 

Que dados estos antecedentes debe concluirse qoe el procesa- 
do es autor del delito previsto y penado por el artícuh» sesenta 
y dos de la ley pi ñal nacional de cuatro de Setiembre de mil 

ochocientos sesenta y tres. 

Que no existiendo cirvunstancias atenuante ni agravante la 
j>enaque corresponde aplicar es el término medio de la escala 
establecida por dicho artículo non sujeeion á lo prescrito por el 
artículo cincuenta y dos del Código Penal. 

Por ésto y de acuerdo c«n lo eipue*to y pedido por el señor 
Procurador general se revoca la sentencia apelada de foja cin- 
cuenta y tres en cnanto a la pena, confiruiándnaela en cnanto de- 
clara el procesado Vicente Hilari reo del delito de circulación 
da billetes falsos y se lo condena á la pena de emc.i anos y me- 
dio de tr.ibajoa forzados v á la multa dedos mil setecientos oin- 
- ..... II 

V. LIITI 



■ 
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cuenta pe»-os computa adose la prisión preventiva que ba sufri- 
do á razón de dos días por uno de trabajos forzados con arreglo 
á la doctrina que surge del articulo noventa y dos de la ley pe- 
nal federal. Notifiques? original y devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — a UTA BAEAtl. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 

e. TonnanT. 



Criminal contra Itttffo Wilches y oír . ¡>or hurto á hordtt 

Sumario. — No puede agravarse la pena impuesta en la sen- 
tencia de primera instancia, si ésta no ha sido recurrida por el 
Ministerio Públi< o. 

Casn. — Lo explica el 



rail» «*l S 



Hosario. Agosto 33 de 1896, 

\" vistoü eBtos autos seguidos ik Enffo Wilches, argentino, 
soltero, edad ifl años, domiciliado en esta ciudad , sin apodo. 
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íict ada ser autor dd robó le alhajas del doctor Wenceslao 
Act edo á bordo del vapor San Martín, de lo que resulta. 

Q ic según el acta de foja 1", ratificada á fojas 10, el dia 13 
de 3 irzo del c orriente año, ¡í las 7 p. m. denunció el doctor 
Aee* do al capitán de! mencionado vapor, que le habían sus- 
traído de su camaroti las alhajas de su esposa. 

Practicado registro en las personas sospechosas, encontróse 
un prendedor con un brillante solitario en poder del reo Vitohes 
oculto en el vértice del ángnlu de !a pierna, y una parte de 
las alhajas bajo del cohhon de !<i cama del mismo. 

El señor fisc «l, en mérito de este antecedente del sumario 
acusa á Vilches como autor del delito de hurto y pido la aplica- 
ción del ináximun do la pena establecida en el artículo 103, 
inoiso 2°<le1 Código IVual (3 años de priaion) por la circuns- 
tancia aparento do haber encontrado en poder de Vilcbcs una 
llaTo ganzúa, instrumento qiii< aoo>tumbran llevar ios ladrónos 
de profesión. 

Hórrido traslado de ta acusación, tu contesta el señor defen- 
sor, reconociendo que su defendido es el autor del di lito de hur- 
ta de las alhajas, pero no debe aplicársele el inúiimun de lu 
pena, sino el minina un < en atención á la menor edad do) reo, 
(19 años). 

Abierta I» causa á prueba, no ie produce otra que la que 
corre en el aura ario a fojas 10 y 17. 

Y considerando : 1° Que el juez do esta sección es el com- 
petente para oonocer en la prenote causa, en virtud de las 
prescripciones contenidas en tos artículos 43, 35 y 36 del Có- 
digo de Procedimiento en materii criminal, porque el delito 
se ha cometido en rio navegable, en lagar desconocido ó por lo 
menos dudoso, y haber prevenido en la causa y arrestado al 
delincuente por denuncia del capitán del vapor « San Martin * 
ú esta S u b- Prefectura. 

2° Que el hecho del hurto de alhajas al doctor A ce ve do está 
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comprobado c ^mo se relaciona má* arriba, igualmente queso 
autor ei Buffo Vilcaes, tanto por land echraciones del personal 
vapor «Sao Martin > por el recoaocímíentn de bu defensor, 
por la circunstancia capital de encontrarse en poder del 
recesado una de las alhajas y otra parte de lo hurtado en en 
ropia cama. Los artículos 193 del Código Penal y 4339 del 
ódigo Cífi), definen el hurto, la sustracción clandestina de 
na cosa mueble de propiedad de otra persona ; y la prueba 
¿b evidente del ht-obo 7 de su autor, es encontrar en poder da 
ésto el objeto sustraído» sin dar explicación satisfactoria de la 
posesión y sin proceder como disponen los articulo* 25 y 34 del 
Código Civil. 

3 o Que t>n la enumeración de las circunstancias agravantes 
establecidas en el articulo 84 del Código Penal, no está espe- 
cificada la de tener garantía el procesado, cuando no se ba 
usado de ella para cometer el.deiitn. Igualmente, no es circuns- 
tancia atenuante la edad, 19 años, porque ha pasado el límite 
establecido en el inciso segundo, artículo 83 del citado Có* 
diyo. 

Es do tener cu cuenta «i, en favor del reo, él haber recupe- 
rado el doctor Acevedo casi todas las joyas, y no conocerse el 
valor fijo de las no restituidas, aunque es fuera de duda que el 
valor hurtado es superior á 500 pesos moneda nacional. 

Por estas consideraciones, fallo ; definitivamente en esta Sala 
de Audiencias: condenando el reo Vilches á sufrir la pena de 
año y medio de prisión, en mérito de lo dispuesto en el articu- 
lo 193, inciso f, del Código Penal, descontándose el tiempo 
de prisión s ifrida, con arreglo al artículo 48 del mismo Có- 
digo; á reparar el daño ocasionado y pagar lus costas. 

Notifiquese conforme á derecho j repóngase. 

Daniel Goytia. 
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VtUTA DEL SESO* PROCURADOR CENIA*L 



Bucdos Aires, Octubre 17 de 18W8. 

Sw/jremfl Corte ; 

Le r-xpcaicíoa r!e fóps I y », ratificad» i foja, 16 y 17, com- 
prueba une RnfToVileb.es. A bordo del™ por « San Martin », 
cometió el delito que motiva este proceso, ™mo lo reconoce la 
defema en su eipresion de agrarios de foja 41 \ de manera que 
en el ceao tub-judice sólo se apela para ant, V. E. el quantum 
de la pena impuesta al recurrente. 

No aparee* en auloaXüficirutemente demostrado el talor de 
las alhaja hurtadas, como lo requería *&mW del arU- 
culo 193 del Códígu Penal. Pero ese talor, según el detalle d 
foja 3, es muy .superior al de 500 pesos, determinado en el 
inciso 2? de aquel artículo, 

U estimación en 600 A 700 pesos, que el damnificado por el 
delito hace á fojas 3 vuelta, del ralor que ha sido hurtado, se 
refiere 4 la parte no encontrada, pero como base de aplieacio 
de la pens, debo considerarse el ralor dt todo lo hurtado, y 
«•tees indudablemente superior al de 000 petos eontiderado 
en el inciso * del articula 104 del Código Penal. 

Na «iendo dudoso que el Talor del hurto perpetrado excedí» 
de 500 pesos, procede aplicaT al reo el término mediode la pen 
establecida en el inciso 1'del artícuL, 108 del citado Código, 
con sujeción i lo presenptoen el artículo W del mismo, dismi- 
Duido en la proporción que lo ha hecho la sentencia, pot las 
consideraciones expresadas en su último considerando. 

Por ello pido a V. \l. la confirmación por ana fundamentos de 
la sentencia recurrida de foja 32. 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aires, Noviembre 10 de 

Vistos jr considerando : que esiá plenamente probado el de- 
lito de hurto que lia motivado este proceso, cornu también que 
el valor de ia cosa hurtada pata de quinientos pesos. 

Que aún cuando ta pena de año y medio de prisión impuesta 
al procesado no corresponde al lérmioo mi'dio de la establecida 
por el artkalo ci<nlj noventa y uno del Código Penal, aplicable 
al presente caso, no puede agravarse dicha pena porque la sen- 
tencia no ha sido recurrida por el ministerio público. 

Por e*to, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
genera! j por los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja 32, se continua é ia, con costa*. Devuélvase, 

BMflAHIÍi PAE. — ABEL BAlAN.— 

octavio tiunttf. — jiiau e. 

TUHKEVT. 
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Don Juan Cappa y uiro contra la Sociedad anónima * Fábrica 
Nacional de Dinamita por cobro de pesos ; sobre embargo 
preventivo. 

Sumario. — No procede el embargo preventivo por d- oda 
que nu se halla comprobada en las condiciones requeridas por 
la ley de Procedimientos sobre embargos preventivos. 
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Ca*o. — La parte embargo prerenti™ contra 

la demandada, invocando el artículo 443, inciso 3', «leí Código 
de Procedimientos de la Capital y la ley numero 3375, q ne in- 
eorporó á la justicia federal eaa disposición. 



4*1 Jttec 



Buenos Aires, Agosto 10 de 1891* 



Atentas las ratificaciones que preceden, y en virtud de 'os 
antecedentes y causales deducidas por él demandante, en i 
escrito de foja... bajo su responsabilidad, traben el embargo 
preventivo que se solicita, librándose el respectivo mandamien- 
to, de acuerdo ton lo dispuesto en el artículo 47i de la ley de 
procedimientos de loa tribunales de la Capital, incorporado á 
1» justicia federal, debiendo al efecto, librarse exhorto al señor 
juei en turno de la prüv> cía de Buenos Aires, á fin de que, 
por medio de las autoridades del pueblo de Zarate, se dé cum- 
plimiento á está resolución. 

Granel. 



del |hm 



Dueno» Aire*, Octubre 15 de 1898. 

Y vistos: Para resolver los recursos de revocatoria y apela- 
ción deducidos contra el auto de foja 55 vuelta, que acuerda al 
actor un embanco preventivo en el terreno y edificación de La 
«Fábrica de Dinamita» existente en Zarate, asi como en sus 
maquinarias y demás enseres del estableeimicnto. 
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Y considerando: Que es principio de buena legislación que 
todo embargo preventivo debo rerestir carácter limitativo, y 
ser restringido á los ca^os de excepción especialmente previs- 
tos por el legislador. 

Que el fundamento lega] que se ha tenido en cuenta para 
acorlarse el traslado en estos autos, se apoya: i* En que la 
acción deducida se funda en nn contrato bilateral, el cual fué 
cumplido por el netor (inciso 3*, del articulo 443 del Código 
de Procedimientos para la Capital) incorporado á la justicia 
federal; 2° En el «ocio 5* del mismo articulo, en raion de 
qne el deudor trata de enajenar sus bienes y ha dim inuido 
notablemente su responsabilidad después de contraída la obli- 
gación ; j 3* En el artículo 44S del citado Código, esto es, por 
haber el actor obtenido en este juicio una sentencia favorable. 

Que Jos antecedentes de antos, no justifican en modo alguno 
que la revocatoria no ha sido interpuesta en tiempo, por cuan- 
to no consta que el demandado se hubiera encontrado presente 
en el momento del embargo, ni menos que le haya sido notifi- 
cada la traba del mismo, y el diligenciumiento de foja 66, no 
puede considerarse como uno nottBoacion desde que entonces 
no se trabó embargo alguno (artículo 471 del Código citado). 

Que el instrumento comprobatorio del contrato bilateral in- 
vocado por el actor, no fué oportunamente acompañado, esto 
es, no lo fué en el momento de so petición de embargo preven- 
tivo, y desde luego, la información te* til i cal rendida á los efec- 
tos de comprobarlo, no llena en manera alguna las justas exi- 
gencias de la ley, que necesariamente presupone su existencia 
al tiempo de formularse tal petición. La circunstancia de que 
ese contrato haya sidu posteriormente acompañado, no modifica 
la situadon lega) oreada por sus propios actos, tanto más si se 
observa que las firmas que aparecen á su pie no han aido au- 
tenticadas. 

Que la circunstancia, aun dándola por probada, de que el 
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deudor trate de enajenar sus bienes y haya podido disminuir 
notablemente ga responsabilidad, no autoriza el embargo acor- 
dado, en raion de que el actor no ba justificado el extremo de 
la ley, esto es, no ba eoniu robado por instrumento público ó 
privado, la existencia real del crédito en virtud del cual solicitó 
el embargo preventivo. 

Finalmente, que el derecho reservado por el artículo 448 á 
favor de la parte tiue b uniera obtenido una sentencia favora- 
ble, no puede ser invocado por el demandante, porque el pleito 
no ha sido fallado definitivamente, sundo lo resuelto ú foja 36 
una simple incidencia del mismo, que no autoriza esa medida 
de seguridad. 

Por estos fundamentos y demás concord antes aducidos á 
foja tiG. y teniendo en cuenta la facultad conferida al juzgado 
por la ley 4, titulo 2Í, partida 3*. so revoca por contrario im- 
perio el auto recurrido, y en su consecuencia, ordeno se deje 
sin efecto el embargo preventivo decretado, impartiéndose al 
efecto, las órdenes del caso para su levantamiento, con costas. 
Repóngase el papel. 

Ayustin Urdinarrain. 




BueuoB Aires, noviembre 10 de 1896. 

Vistos y considerando: Que la snma que el actor cobra en la 
demanda, basta cierto punto indeterminada, porque afirma que 
tiene recibido cantidades á cuenta, se descompoue en valores 
procedentes de obras contratadas y en otro* por obraa ejecuta- 
das fuera de contrato, según lo dice expresamente el de man - 
da nte. 



• m 
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Que ni par las constancias fie autos, ni siquiera sea por las 
afirmaciones de la parte actora, es posible determinar ni aun 
aproximadamente Jo que, en el concepto de la misma, debe 
Imputarse íi cada una de tas clases de obras mencionadas. 

Que entre tanto el embargo preventivo autorizado por la ley 
en garantía de créditos, en los casos prevenidos por el artículo 
ruatrocientos cuarenta y tres del Código de Procedimientos de 
los tribunales de la Capital, incorporado al procedimiento fe- 
deral por la ley número tres mil trescientos setenta y cinco, 
requiere como antecedente deuda por cantidad líquida oque 
pueda ser determinada por el juca a* lo* tines del embargo, fiján- 
dola por el mérito de autos mediante estimación prudencial á 
que ellos se presten. 

Que no oabe duda de ta improcedencia del embargo preven- 
tivo solicitado por el apelante en lo que se refkre & las sumas 
que cobra por obras ejecutadas fuera de contrato, porque la 
exisi encía del crédito, en esa parte, no ae halla en manera al- 
guno comprobada en las condiciones requeridas por el urtículo 
ruatrocientos cuarenta y tres ya citado, ni tampoco en Ja*- pre- 
venidas por el artículo cuatrocientos « uarenta y seis del Código 
expresado. 

Que, habiendo hecho el mismo demandante imposible la 
apreciación prudencial de los valores que hubieran de impu- 
tarse á obras del contrato, según Ja demanda, no puede decre- 
tarse el embargo preventivo A ese respecto aun en la hipótesis 
de que hubiera procedido eu el cuso de haberse tratado de can- 
tidades determinadas en el título de la obligación en que se 
funda la acción, ó determinables por la ley. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja ciento ocho, se confirma éste, no haciendo lugar al recurso 
de nulidad por no haber mérito para ello, con declaración de 
que las costa* del incidente en ambas instancias se pagaran en 
el orden causado, quedando en esa prtrte revocado el citado 
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auto, que no ha debido imponer conde ti ación en costaB por ser 
retoc «torio del anteriormente pronunciado. Kotifíquese con el 
rtriginal, y repuestos loa sellos, devuélvanse. » 

BENJAMIN PAL — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAIAN. — OCTAVIO PUNGE. — 
JUAN E. TOHBBHT. 



causa mimmMM 

¡ion Mvoiás Uihanovicfi rontm do» Esteban fimo, por salario 
de asistencia ; $ot>n> apelación ttcnnjada 

Sumario. - No es apelable el auto que niega la intervención 
'iue se pid<> de una tercera persona extraña Eli juicio. 



raso. — Resulta del 
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Bueno? Aires, Noviembre ¿ó d« 1893. 

Suprema Corte : 

Los antecedentes que motivan el recurso de hecho deducido 
por don Pedro Risso, son los siguientes: 
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Don Nicolás Mitunovich se presentó al juzgado con fecha 31 
de majo del corriente ano, entablando demanda por cobro de 
salario de asistencia por el salvamento que con el vapor nacio- 
nal « Delta » y pailebot « Danubio » f ambón de su propiedad, 
habían efectuado del vapor brasilero « Diamantino », pertene- 
cíente i la Compañía Lloyd Brasilero de Ja qoe es agente el 
señor Risso, cuyo buque se hallaba en inmenso peligro, a causa 
de haber chocado con el vapor inglés * Nanette » y reclamaba 
un auxilio inmediato. 

Fundado en la disposición del articulo 1307 del Código de 
Comercio, solicitó el señor Mihanovich un comparendo verbal 
á efecto de designar los peritos arbitradores que debían estimar 
el salario de asistencia que reclama, á cuyo acto debía compa- 
recer el expresado agente señor Risso. 

De esa petición se diú traslado y aquél lo evacuó á foja H de 
los autos respectivos, exponiendo : « Que era cierto que el va- 
por « Diamantino », después de abordarlo poc el iuglés • Na- 
nttte *, trasbordó su carga al vapor € Delta» y chata « Danu- 
bio », buques del señor Mihanovicli, que lo condujeron al puerto 
de esta Capital , siendo cierto igualmente que el vapor c Dia- 
mantino » fué remolcado después por el «Adriático» del mismo 
Míhanovich ; pero no son ciertos los demás becbos ni mucho 
menos las extraordinarias circunstancias que aquel menciona 
en la demanda, por lo que, la cantidad reclamada es extraordi- 
nariamente exagerada. 

* Que en consecuencia, es procedente el juicio de peritos 
arbitrad ores, qae en ese caso se impone, de acuerdo con Jo 
previsto en el artículo 1307 del Código de Comercio; pero que, 
habiéndose por su parte y antes de ser modificado de ls de- 
manda, promovido otra al mismo objeto, ante el juagado del 
señor Chechea y Alcorta, se había decretado allí á su instan- 
cia , un comparendo verbal, por lo que, teniéndose por contes- 
tada la demanda, pedía se diese por convocadas i las partes 
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para dicho juicio á efecto de proceder i otorgar el correspon- 
diente compromiso arbitral y nombrar los peritos arbitTadores 
que señalen, lo qne á su parte corresponda satisfacer al señor 
Mihanovicb por salario de lo* servicios prestados por su a ba- 
ques al Tapor € Diamantino > y bu cargamento. » 

El juzgado para mejor proveer, dispuso qne el secretario 
doctor Zavalía, certificara si por su secretaría habla sido pro- 
movido e] mismo juicio y en qné fecha. 

Ese incidente fue reiueltopor el jaez federal doctor Otaechea 
y Alcorta, quien declaró que el juicio habla sido radicado con 
anterioridad en la secretaría del escribano Almandoa y de 
consiguiente correspondía so conocimiento al infrascripto. 

Conreadas las partes á joicio verbal, el señor Bisso hizo 
presente en es* acto que, en salvaguardia de las responsabilida- 
des qne á la parte del Tapor * Diamantino • pudieran ofrecerse, 
asi como los dt-rechos que el capitán del * Nanette . pudiera 
aducir, se citara al representante legal de éste, qne lo es el tenor 
José Ramón García para qne tomase la internación que esti- 
mara conveniente. 

El representante del señor Mihanovich se opuso a que se le 
diera al representante del .Nanette. la intervención qne se 
pretendía, pues no existen relaciones de derecho entre éitey 
Mihanovicb, puesto que los servicios que ■« reclaman han sido 
convenidos directamente entre el capitán de» « Diamantino . y 
los patronea de los buques de aquel, que preataron el servicio 
con preacindenoia absoluta del • Nanette » J qne, ti algún de- 
recho le corresponde é éste, será contra el « Diamantino » y 
uo contra Mihanovicb, agregando que no se podía demorar por 
mis tiempo el nombramiento de peritos, por tratarse de una dili- 
gencia previa solicitada por las partes, sin observación alguna. 

El juagado, declaró en segnida, por loa fundamentos aduci- 
dos por el representante del actor, qne era impertinente la in- 
tromisión del capitán del vapor « Nanette » en el presente 
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juicio y convocó nuevamente A la* partes para la designaciuu 
de peritos. 

De esta resolución pidió revocatoria y apelación en subsidio, 
el señor Risso, habiéndose corrido de ella el traslado respectiva 
que fué evacuado en los siguientes términos : « Tomás Panleti, 
en representación del señor MihaiMvich, etc., digo ; Que pol- 
las consideraciones que paso á exponer, se ha servir V, S. no 
hacer luga;', con especial condenación en costas, á ta revoca- 
toria solicitada en el escrito que o m testo, ni al recurso de 
apelación subsidiariamente interpuesto. Creo que solamente 
aplicando con todo rigor las penas que la ley establece, para el 
litigante temerario, pudfa poco á poeo libertarse i la administra- 
ción de justicia, del inmenso trabajo que pesa sobre ella, debida 
¡i la mala fe evidente con que á sabiendas proceden cierto* liti- 
gantes, con el único fin de aumentar I ns gastos de lus juicios. 

i Los señorea jueces se ven constantemente obligados á distraer 
su tiempo en resolver puntos completamente impertinentes, 
perjudicándose legítimos intereses i|ue se encuentran eil ges- 
tión, como sucede con la temeraria pretensión del heñor Eisso 
en e! caso sub-judice. 

i La inos evidente prueba de mi ulir marión, la ern-ontrara V. S. 
en el escrito del mismo señer Kísso, en el que demundaba ú mi 
representado para que iniciara el juicio arbitral que había de 
fijar el importe del salario de asistencia que motiva Ja causa. 
Si de buena fé cree que es indispensable la Intervención del re- 
presentante del capitán del vapor * Nanette *, r ; por que" no lo 
dijo en su demanda, solicitando su citación y denunció la per- 
sona y domicilio? 

c Nada más que porque entonces comprendió quedada la na- 
turaleza de la causa, ello era improcedente, pero viendo ahora, 
que se trata de un juicio que según la disposición de la ley, que 
le marca su procedimiento, debe ser sumamente económico, se 
tiene que inventar el medio de hacerlo gravoso. 
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i Es improcedente la intervención del cap. tan del vapor « Na- 
oette . porque sólo se trata .le un servicio prestado por el señor 
Nicolás Mihanovich *\ vapor brasilero < Diamantino », sin que 
este servicio huya creado relación jurídica alguna con el pri- 
mero, siendo completamente in.lependi.ntes las relaciones que 
puedan existir entre aquellos dos vapores, con motivo del abor- 
daje que sufrieron. 

< Por otra parte, señor juez, ¿ qne objeto tendría la interven- 
ción que se premie del capitán del vapor « ftftglfcfl » ? 

. No me presumo que sea la de permitirle el nombramiento de 
un per.to por su paite, pues además que ello importaría darle 
una p i( rtú ipaeion directa en juicio en que se ventilan intereses 
ajenos, equivaldría á colocar dos peritos cootra ano, y exis- 
tiendo las relaciones que se dicen, entre ellos, «obre indemni- 
zación de perjuicios, no es difícil presumir qu, la balanza de 
esíi justicia no liabía de teuef un fiel muy exacto. 

« Si sólo se busca una participación pasiva, ella completa- 
mente innecesaria, bastándole al capitán del vapor « Nauelt, . 
examinar en cualquier tiempo las constancias de este expediente, 
para convencerse que su procedimiento se había ajustado á las 
Aposiciones de la ley y que ¿ mi mandante se había fijado el 
justo valor del servicio prestido. 

* En el juicio de areiias,si resoltaba el vapor «Diamanlino > 
acreedor, le bastaría para justificar el precio de la asistencia, 
exhibir el informe pericial, sin que asistiera derecho alguno al 
capitán del vapor * NanetU » pava impugnarlo. 

« En ninguna de las disposiciones del Código de Comercio re- 
lativas á choques y naufragios, ni en las demás sobre buques, se 
establece la intención que el señor Risso pretende dar en este 
juicio al represéntame del capitán del vapor « Nanetfce y 
cuando se ocupa de salvamento, se n-fiere únicamente al auxi- 
liado y al auxiliador, ■ 

«No puedo ser de otro modo, pues se trata de una loeaoion de 
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servicios, en este caso, que no crea reía ciones, sinó entre el 
locador y looutario y ¡i la que es completamente extraño el 
vapor c Xanelte * que en ningún c;í>o tendría derecho á inmis- 
cuirse en t i precio fiel servicio prestado por la casa que repre- 
sento al vapor « Diamantino ». 

cijui'du, pues, evidenciada la temeridad con que procede el 
señor Ki^ao. al deducir la petición que contesto, no sólo porqm- 
a! interponer, su demanda tío considero esa intervención cuino 
necesaria, desdo que no la mencionó, sino que se traía de un 
punto sumamente elemental que no puede ser ignorado por 
quien tenga siquiera supern* ialea conocimientos de la materia, 
y todo un agenta marítimo, romo t i seño* Kis>o f üYbr cnuocer- 
los perfectamente siendo casi seguro que no es el primer ca8o 
que le ocurre, 

< <¿ue atenta la terminante disposición del articulo 206 
ríe la ley do Frcod ¡miento* (Setiembre i i di* 1866) no puede 
Y. S. acordar el recurso de apelación que ae interpone en 
subsidio por no tratarse dt- sentencia ilelinitiva ni interlocutoria 
que cause perjuicio irreparable, uí ser el caso de excepción del 
articulo 207. 

i Innumerables son los fallos dictados en el sentido que sos- 
tengo, que ban sido confirmados por la Suprema Corte, coyas 
idénticas resoluciones en diversos casos y épocas forman juris- 
prtídencía sobre la materia. 

c En su conaecnencia, solicito del juzgado se sirva resolver el 
punto, como lo dejo expresad al principio de ese escrito, que 
>erá justicia. 

« i. Marcó del Poní. — Tomás Pauleti *. 



En ese escrito, el juzgado dictó la resolución siguiente : 
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liui'iios Aires. Orlulire 2(1 de 18í)8. 

t Y vistos: I'or los fundamentos del auto de f«ja 29 y los que 
se expresan en el presente escrito, no tía lugar, eou cosUs á la 
reposición de aquél, ni ni táciirao interpuesto, por no canear 
perjuicio ni gravamen irreparable á la parte recurrente, — y 
comparezcan al juicio verbal ordenad" para el 2 del entrante 
mes á las "i p, ra- bajo el apercibimiento ordenado. 

c itjitsttn I rdinurratn ». 

Kl precedente auto fué notificado \\ s-ñur Ki<so con fecha 27 
de Octubre próximo pasado, 

Ks cuanto tengo que informar cu cumplimiento de lo ordenado 
por la Kxma. Suprema Corte. 

Agustín Vrdinarrain. 



Ka II» d« ln Suprema C*rtc 

ltneito> Aires, Noviembre \ ¿ fio 1698. 

Vistos en el acuerdo y 'onsiderande : Que según resulta 
tinto de la exposición del recurrente cuino del informe prece- 
dente, en el pleito sólo son partes don Nieolás Mihunovioh j la 
sucesión de dmi Esteban Risso. 

Que, por consiguiente, y i! ida la oposición del demandante 
Mil novieu el inferior ha debido rechazar como lo ha hecho, la 
pretensión del demandado para dar intervención á tercera per- 
sona extraña al juicio, acordándole una participación que sólo á 
los litigantes corresponde. 
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Que el auto de referencia no trae gravamen irreparable á la 
parte de Risso, pues que nada juzga sobre las relaoíones de de- 
recho q.ue puede haber entre e! citado Risso y el representante 
legal del vapor «Nanette » motiradus por el accidente ó* choque 
producido entre ese vapor y el * Diamantino • . 

Pot esto y de acuerdo con lo dispuesto eu el artículo dosciyn- 
tos seis de la ley de Procedimientos, se declara bien denegado 
el recurso. Devuélvase pura que sea agregado ii los autos prin- 
cipales y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. —ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUSGE.— JUAN 
E. TORRENT. 



Criminal contra Miguel ftova; sobre tentativa de falsificación 

de billetes de curso legal 

Sumario. — Si las presunciones suficientes para motivar la 
prisión preventiva, no reúnen las condiciones requeridas para 
acordarlas el efecto de p.aeba plena, debe absolverse at proce- 
sado. 



Caso. — Resulta del 
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F»U* del Jmi Federal 

Buenos Aire*, ,lgoilo 19 de 1898- 

Y Tistos: Kstos autos seguidos contra Miguel Bova, sin so- 
brenombre, Italíann, de 28 ftftoj, casado, tnerca« hiüe y domici- 
liado calle de Entre Rios t número i987. 

Beg, iita: Que teniendo la policía sospechas de que se estaba 
cometiendo una falsificación de bilMesde banco por los sujetos 
de matos antecedentes, Camilo Sneratfci j Miguel Bora, solicitó 
y obturo de este juzgado una orden de allanamiento de los do- 
micilios de los sospechados para practicar un registro, lo que se 
efectuó encontrándose solamente en una pieza de la casa calle 
Antofagasfca número 53, alquilada por el procesado Miguel Boi a 
una prensa de litografía, armada y apta para impresiones, unas 
píelas de repuesto de la misma y una cantidad de frascos con 
tintas, 4< idos, barnices y pinturas. 

Que hora y media antps, había sido detenido Bota en mo- 
mentos que salía deleitado domicilio Iterando envuelta en un 
pañuelo una piedra 1 i tográlica que contenía grabad o el anverso 
de un billete de 20 centavos de la nación. 

Que interrogado el encausado Bora respecto á los objetos en- 
contrados manifestó que todo eilo, inclusive la piedra laográfi- 
ca, lo habla comprado á un individuo que resulto ser don Jnan 
Font, domiciliado en la oalie Saavedra numero 1131 1 por 1* can- 
tidad de 200 pesos moneda nacional, que de ello únicamente tie- 
ne conocimiento el carrero que le transportó los objetos, pi ro 
que no sabe si vió la píedTa'.litugrática porque iba dentro de ui.a 
eanasta. Que ésta la había sacado ese día, para mostrársela á 
un sujeto que lo esperaba en la ría pública que deseaba com- 
prársela y de quien ignora su nombre y domicilio. 
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i ¿iie practicado un registro un el domicilio de, Juan Font, 
>ólo se hcilliirou algunos ferottíS de piedra litográfica con grava- 
dos d( etiquetas comerciales no encontrándose presentí' éste. 

Detenido Juan Font y llamado á declara t dijo que efectiva- 
mente había vendido en la sumí de20Q pesos por intermedió de 
Camilo Spi ratti, una prensa litografié ¡í un sujeto á quien no 
conocía y de quien recibió primero 100 pos o a en señay luego los 
otros 100 al entregar la prensa, que é^ta se encontraba desar- 
mad a, perteneciendo ala misma una piedra marmol para pi e- 
parar tintas, dos cilindros, cuatro láminas de zinc y una botella 
de ácido nítrico; qne el comprador y otro individuo, <|ue vinie- 
ran á llevarla la embalaron en arpillera que traían, operación 
que concluyeron al entrar la noebe y $1M¡ á f'amilo Kperatti le 
pagó 50 pesos por su comisi-n como lo liabían eon venido. 

( Virado » l sumario el procurador fiscal >e expidió á foja 85 
pidiendo el aobreaeimiento con réspede á los detenidos, Camilo 
Speratti, Itergamini \ ' 'ayetano üuglielnii y que en cuanto » 
Sligm-l Bovu, como autor de la tentalbade falsiliea. ion de bi- 
lletes de banco se le aplicase la pena que determina el artículo 
62 de. la ley U de Setiembre de 1863, disminuida en la forma 
que lo establece el inciso 2 o del artículo 12 del Código Penal. 

Corrido traslado al defensor dtd acusado, éstese expidió á foja 
94 pidie ndo la absolución de culpa y cargo d* su defendido en 
mérito de las razones y fundamentos de su defensa, 

Abi-rta la causa á prueba se produjo la que corro agregada de 
tuja 100 á foja 108. 

T considerando: 1* Que encuentra probado en estos aulos 
por la declaración de Miguel Bawú y por los demás antecedentes 
que arroja id sumario que en poder de aquél se encontró la piedra 
litografíen en la que se había grabado el anverso de un billete 
de "20 centavos moneda nacional. 

2" Que se encuentra igualmente probado en este proceso por 
la declaración del mismo Bova y por la de \o< testigos que han 
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depuesto en -ata ófflga, que el encausado alquiló una pieza en 
la esa calle Autofi.g.sta número53, donde fueron hallados por 
lapnlicía la prensa lito^rauVay loa demás enseres que se deta- 
llan en e! acta de foja 8. 

3" Qae las . aplicaciones que ha fiado el proejado sobre el 
motivo que lo determinó ¿adquirir los objetos que I* mencionan 
en los considerandos citeriores, «o demuestran un propósito 
lícito y ante* por el contrario indican su intención de cometer el 
detito "ie filsifiieaoión. 

4" Que a esta conclusión no^ cominee forzosamente el he. ho 
.le haberse encontrado en pódenle i'ova el cuerpo del delito y la 
máquina dé litografía en perfecto estado pata funcionaran 
Onál^iiwr «mínenlo, notándose vestigios de reciente trabajos. 

5 lint- di ninguna manera alteran este resultado la escusa 
aléga la por la defensa de que iíova compró los objetos que se In- 
dican con el propalo de venderlos pues si ésta hubiera sino su 
intención ii-. habría establecido «n taller pronto para funcionar, 
ésto aparte de qué no se ba justificado en este juicio la exacti- 
tud de la causal expuesta. 

Que dolo» uechós relacionados resulta, que liova reoieii 
,laba principio á la falsificación, la que so detuvo por la Ínter- 
unción oportuna de la p-licía lo qne luce que este juzgado 
upre-ie «I hecho d« qne se acusa como te nial i ra de «se delito y 
,leapli« sacion la disposición del artículo 62 de la ley U de Se- 
tiembre de 18fl3 en ¡a forma que establece el inciso 2" del ar- 
tículo^ del Código Penal. 

Por entos fundamentos, fallo : condenando á Mi-uel Bova por 
el delito de tentativa de fulailicacinu de billetes de banco de la 
nacinu, á la pena de dos años y nueve meses de trabajos feria- 
do* y á un., inulta de 1375 pesos moneda nacional y las coatas 
del juicio debiendo descontarse de esta pena el tiempo do prisión 
preventiva que lleva sufrida en la forma que determina el artí- 
culo 42 de la iev de 14 d. Setiembre de 1863. Hágase saber al 
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st-ñor jefe de policía notifíquese cor el original y en oportuni- 
dad comuniqúese esta resolución ¡ü señor director de la Peni- 
tenciaría de acuerdo al artículo 561 del Código de Procedi- 
mientos, 

Gervasio F. Granel. 
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Buenos Aires, Setiembre 30 de 1898. 

Suprema Corte : 

De las c instancias de foja 8 resulta que la policía encontró 
una prensa litográfica, con todus los enseres necesarios para 
funcionar, en una habitación ocupada por el recurrente, habien- 
do también secuestrado á éste la piedra litográfica que i ertifica 
el actuario á foja 41, la cual tiene grabado el anverso de un bi- 
llete de 20 centavos del Banco de la Nación Argentina de la úl- 
lima emisión. 

£1 recurrente, en su declaración de foja 9 ratificada á foja 47 
manifiesta según el dueño de la referida prensa y demás acce- 
sorios encontrados en su habitación de la calle Antofaga.sta nú- 
mero 53 agregando que los obtuvo así como Ja piedra grabada 
que se le secuestró por intermedio de tercera persona con el 
honesto propósito de venderlos. 

Pero ira aparece en autos prueba alguna que confirme su ase- 
veración ni que revele su propósito de comerciar con la venta de 
los referidos objetos extraños de todo punto á la profesión de 
vendedor ambulante de telas, que es la del procesado. 

Por el cntrario, las constancias de autos de fojas $1, 26, 
48 vuelta, 30 y 107, demuestran la falsedad de la afirmación 
del recurrente, en cnanto á la compra de Ja piedra grabada jun- 
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tameute con la compra de la prensa y demás accesorios que le 
fueron secuestrados. 

No ha comprobado el recurrente el ubjetucon que tenía en su 
poder dicha piedra grabada, ni la manera cerno la obturo. 

En tal situación dicho objeto representa, en el caso sub-judi- 
ce, el cuerpo del delito de tentativa de falsificación de billetes 
de Banco de valor de 20 centavos, delito que tau sido intentado 
mediante dicho grafio, el cual constituye un acto eiterioj que 
Tesela claramente la resolución de falsificación. 

No concurre en nidaá disminuir la inmu tabilidad al recurren- 
te, el hecho de no saber leer ni escribir pues» la falaifioañou de 
billetes es un arte mecánico que tan sólo requiere la facilidad 
de la imitación y por consiguiente puede efectuarse por una 

persona analfabeta. 

Poi lo eipueato, opino que el recurrente es reo del delito de 
tentativa Ue falsificación de billetes de Banco, siendo pasible 
de la pena establecida en el artículo «4 de la ley federal de 14 
de Setiembre de 1863 en la proporción que prescribe el inciso 
2- del artículo 14 del Código Penal, 

Por ello y fundamentos de la sentencia recurrida de foja i 16 
pido ú V. E. se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 



Bueno* Aires, Noviembre 12 de 1838. 

Vistos y considerando: Que no hay prueba directa que sirva 
á demostrar <iue el procesado sea autor del delito de falsifica- 
ción de billetes de Banco ni siquiera que sea reo déla tentatifi 
de ese .delito. 
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Que aunque es verdad que adquirió de don Juan Foiit una 
prensa litográuca ese hecho por sí solo no induce el prepósito 
de cometer un delito pues que el objeto comprado puede servir 
y sirve ordinariamente para íioes lícitos. 

Que la circunstancia de haberse encontrado en poder del 
procesado una piedra litogratiea que tenía grabado el anverso 
de un billete de Banco de veinte centavos, tampoco alcanza á 
comprobar que existieron en poder de dicho procesado los ele- 
mentos necesarios para la falsificación porque ésta requiere 
medios é instrumentos npropiados para t al Üicar el anverso cerno 
el reverso de los billetes. 

Que m. obstante haber presunciones eontra el procesado o" in- 
dicios vehementes de culpabilidad suficientes pura motivar su 
prisión preventiva esas presunciones ó indicias no reúnen las 
condicione- requeridas por el artículo trcycituto> cincuenta y 
dos, Código de Procedimientos en lo Criminal para acordarles 
el efecto diría prueba plena en que debe basarse una condena- 
cío a. 

Que conforme al artículo trece del citado Código en caso de 
duda debe estarse siempre alo que se¡i más favorable al proce- 
sada. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento diez y seis. Y en consecuencia se absuelve al procesado 
Miguel Bovade culpa y cargo, Noíifíque^e con el original y 
devuélvase, 

BENJAMIN l'AZ. - ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUrSCE. — JUAN TO- 
KHENT. 
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CntntHut contra t'rsarMaffhti: nBiré circula* tiQn 
de billetes fátm de curso legal 

Sumario. — El Lecho de encontrarse en poder del procesado 
cantidad de Inlletrs falsos de curso legal, y (Je no darse por éste 
oxplioacion satisfactoria que sirva i excusarlo, constituye ten- 
tativa del delito de circulación. 



Cnx». — Resulta del 



Vwltm Jum l->«I«r»l 

líutmos Aire*. AjíosIo tí de lí&N, 

Y fistos: estos autos seguidos contra fésar Haftini, italiano, 
du-35 años, soltero, pintor, domiciliado Andes 864, pul estar 
acusado de circular billetes falsos de banco, de los que resulta : 

Que con feciia %i de Setiembre del año próximo pasa- 
do, Él agente Arturo Lavtigue, al hervicia de la sección 7\ 
hizo la siguiente denuncia: que un individuo, cuyo nombre ha 
sabido, es José Antonelli, le dió aviso que dos sujetos descono- 
cidos le habían ofrecido en venta billetes falsos de banco, valor 
de Teinte y diez pesos y atendiendo ese aviso se dirigió al sitio 
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que le indicada, no t-ncontrando dichos sujetos : que en el día 
indicado se le presentó nuevamente Antonelli dicíéndole que 
uno de los sujetos que le ofreció los billetes era un desconocido 
que transitaba por la calle Rodríguez Peña en dirección a) Sud, 
que lu siguió á dicho sujeto y notado que éate penetró en el ai- 
macen de General Viamont 1701, donde le estableció consigna 
y al salir aquel, y el cual sabe se llama César Mafüni, lo detu- 
vo : que en el despacho de comestibles se encontraba el sargento 
al servicio de la sección 1*, número 410, el que lo registró, en- 
contrándole un puño de fierro : que mientras el sargento verifi- 
caba esto, el detenido sacó del bolsillo un paquete y lo arrojó 
junto á la puerta del totano del almacén : que recogido por el 
denunciante dicho paquete, que vieron los presentes, resultó 
contener diez j ocbo billetes falsos de diez pesos, por cuyo mo- 
tivo procedió á detener á Maflini. 

Que llamado este a declaTai á foja 35, luaniiiesta no ser cier- 
to que haya estado en relación con los sujetos á que se refiere 
la denuncia : que no puede explicar la procedencia de los bille- 
tes á que se refiere esta causa, porque no los ha poseído nunca, 
ignorando de quién sean como también quién los arrojo al sitio 
donde fueron encontradas ; y agrega al final de su declaración' 
haber sido él quien Jos arrojó, ignorando quién se los puso en 
i-I bolsillo. 

Que cerrado el sumario y pasado en vista al señor Procurador 
fiscal, este funcionario se expide ¡i foja 58 solicitando se aplique 
al procesado i . pena que determina el articulo 62 de la ley de 14 
de Setiembre de 1863, disminuida en la forma que determina 
el inciso 2°, articulo 12, Código Penal. 

Que la defensa <í mérito de las consideraciones que hace va- 
ler en su escrito de foja 64, solicita la absolución de culpa y 
cargo de su defendido; y habiendo renunciado las partes al 
término de prueba se llama autos para definitiva á foja 67. 

Y considerando : que el He- lio que ha dudo origen á la for- 
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macion de esta causa se encuentra justificada con la existencia 
del cuerpo del delito, por 1* declaración del encausado y por 
la» demás constancia» de autos» 

Que las explicaciones ofrecidas por ei procesado respecto 4 
los billetes encontrados en su poder son inaceptables .pues no 
es concebible que una persona extraña baya podido introducirle 
loa billetes de la referencia en su bolsillo sin que lo notara el en- 
causado. 

Que es menos aceptable la excusa alegada por el procesado, 
si se tienen presentes sus malos antecedentes y el hecho demos- 
trada que frecuentaba sitk-s donde concurren incluidnos sindi- 
cados como circuí adores de billeles falsos, en cuya compañía 

fué visto por el denunciante. 

Que no habiendo justificado Haffini. en este proceso, la pro- 
cedencia legítima de Lo* billetes que le fueron secuestrado, por 
la policía, debe suponérsele, agente de circulación de billetes 
falsos, delito previsto y penado por el artículo 64 de la ley de 
1 4 de Setiembre de 1863* 

Que si bien existe en autos antecedentes que demuestran que 
el encausado consumara su delito, su resolución de cometerlo 
aparece demostrado por actos exteriores que tienen relación 
cnn él y por consiguiente debe clarearse el hecho que « Je 
iuiputacomo tentativa, cuya pena determina el inciso * del 
artícolo «del Código Penal; la que corresponde aplicársele, 
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 93 de la ley citada y 
lo resuelto por la Suprema Corte en ta eausa qne se sign.ó á 
Giro Gobbi por igual delito. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictaminado 
por el procurador fiscal, fallo r condenando á César Mafüm á la 
p , oa de dos años y nnere meses de trabajo, forzados, multa de 
mil cuatrocientos pesos fuertes y costas del juicio; de la que 
deberá descontársele el tiempo de prisión preventiva que llera 
sufrida en la forma que determina el artículo 92 de la ley de U 
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'le Setiembre de 1863, Kotifíquese con i'l original y en oportu- 
nidad hágase saber al director "lela Penitenciaria y al señor jefe 
lie | -'ilicía. 

Gervasio F. Gmm L 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

míenos Aires. QfitnlH* ál á« 

Suprema Corte ; 

La defensa tm ha podido desconocer qne el procesado Ce*<ar 
Maffini, sospechado de « jrcu Imlcir (Je billete* falsos, tenía en su 
poder, e» .-I momento de ser detenido, lo> diez y ocho billete* 
falsos iigrfi|adfla :i este proceso, los que arrojó á la puerta de 
un z: taño. Kste hecho constituye por sí la prueba de la inten- 
ción de circularlos, cuando ninguna otra se ha prndnuido que 
desvirtúe aquella suposición l<'gal. 

No sólo nos" ha ptoduoi do prueba alguna de descargo, sinó 
qne las circunstancias especiales de ta causa, nomo Inconducta 
dpt procesado, las denuncias contra él, tas gentes sospechosas 
con que se acompañaba y la inverosimilitud de sus explicacio- 
nes, continúan la presunción legal derivada de la posesión de 
los billetes, cuya falsificación constituye el crimen perseguido. 

Km neutro por ello que la sentencia de íoja 68 está legal- 
mente apoyada en las constancias fehacientes del sumario y en 
las prescripciones de lus artículos 62 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863 y 12 del Código Penal que rigen la materia sub-ju- 
thee, determinando la pena aplicable al procesado. Pido á V. K. 
se sirva con limarla por sus fundamentos. 



Sabiniano Kier. 
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ralla «> I* í*u|irewi« Corle 

Buenos Aires, Noviembn- tS d* 1 

Y vistos v congelan lo: que está probado que el procesado 
tmíu en su poder 1«b billete, falsos 'le flirt pesos ojie tfttt motl ' 
vado esta causa, siendo igualmente cierto qu-' no ha dado expli- 
cación «ati>fa.-toriaqiie sirv á excusar el hecho mencionado. 

Que en la ejecución de he.-hos clasificados de delitos, >e pre- 
*um<- la voluntad criminal á no ser que resulte una presunción 
contraria de las eircunstancia* peculiares <le la cansa «art. ft t 
Oód. Penal). 

Por Sito y d^ acuerdo con lo pedido por el -ñor Procurador 
general V fundamentos concordantes de la sentencia apelada de 
(foja 68) se confirma ésta con costas. Notifiquen -ou el origi- 
nal y devuélvase. 

3 BENJAMIN PAL — ABEL BAZAR . — 

OCTAVIO 8UNGE. — JUAN E* 
TOBBENT. 



( AUNA * « € MU 



Don Anyel tiualberl» Tosmm contm el ferrocarril del Sud 
soltr? pago de un terreno expropiado 

Suma ño r - Para fi jar el precio del terreno expropiado, debe 
tenerse en consideraron su situación y demás condiciones, así 
romo lasdemás resultantes del fraccionamiento. 
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Cojo. — Lo explica el 



VcSlcS'Ml 



La Pinta, Noviembre %\ de 1*9*. 



T vistos: los seguido* por don Angel Gualbert-i Tolano con- 
tra el Ferrocarril del Sud, sobre pago de un terreno de chacra 
señalada con el número 88, y situada en el Azul, compuesta fie 
una extensión ocupada por la línea, de 5895 metros con 40 cen- 
tímetros cuadrados. 

Convocadas las partes á juicio verbal (f. 58) y no habiendo 
podido avenirse on el precio, nombraron peritos los cuales se 
expiden separadamente, fijando el de la empresa en 589 pe- 
sos con 54 centesimos moneda nacionul el valor del terreno in- 
cluyendo indemnización por perjuicios (a" t, 62); y el del ex- 
propiado (a f. 70) lo fija en 1,30 centavos moneda nacional el 
valor de cada metro ocupado por la Ifnea. 

En vista de ladivergencia de opiniun en estos peritos, i l juz- 
gado por auto de foja 74, nombró, para mejor proveer, un pe- 
rito tercero para que, asociado del actuario, se trasladase al 
lugar de la ubicación del terreno, y constatas* la realidad de 
los perjuicios causados ; lo cual se verifico" (i f, 76 vía. y f. 78 
¿81), fijándose en 55 contaros moneda nacional el valor del 
metro cuadrado, incluso la indemnización por perjuicios. 

Y considerando : 1* Que según resultado los dictámenes pe- 
riciales, la tierra expropiada por la empresa, no está entre- 
gada i una explotad >n determinada, qae al propio tiempo de 
obtenerse nna renta, sería el medio más razonable y equitativo 
que podrfa adoptarse en casos como éste y con el fin de apreciar 
el valor de la tierra establecer la cifra del capital por el interés 
qoe se obtuviera. 
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2 a Que el no establecerse datos precisa que determinen el 
valor de la rosa expropiada en raion de la renta que produce, 
y por consiguiente cual sea el perjuicio que se ( «usa al pro- 
pietario por !a privación de esa renta, quedan ambas cosas 
libradas al criterio pericial. 

3° Que dada la disparidad de opinión de lo* paitos propues- 
tos por los interesados, es lógico estar á lo expuesto por el ter- 
cero en razón al promedio elegido y á las razones invocadas, 
las que el juzgado reproduce. En este concepto y siendo la 
soperfieie ocupada de 5895 metros cuadrados, se fija el pre- 
cio de ésta á razón de 50 centavos moneda nachmal el metro 
cuadrado, lo que importa la suma de 2947 pesos con 40 centavo*; 
y en 5 centavos moneda nacional, como indemnización porcada 
metro de la superficie de U2.33Í metros cuadrados, resto de la 
chacra dividida, ó sea la suma de 5616 pe*os con 55 centavos 

moneda nacional. 

Por esto, fallo: condenando á la empresa del Ferrocarril del 
Sur al pago, dentro de 10 dias de consentida 6 ejecutoriada la 
presente, de la cantidad de 8564 pesos, con 5 centavos moneda 
nacional, total de las cautidailes egresadas en el anterior con - 
siderando, debiendo abonarse los intereses á estilo de Banco 
desde la fecha de la ocupación de este terreno por la empresa, 
j limitarse las costas al pago de honorarios de peritos j actua- 
ciones. Hotifiquese y repóngansela foja. 



Mariano S. de Áurrecoechea. 



m 
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r«llo d* I» Suprema Carie 

Buenos Aires. Noviembre 12 de 1*88. 

Vistos : atento el mérito que arrojan los autos y teniendo en 
consideración Su situación y demás condiciones del terreno de 
cuya expropiación se trata así como lo* daños resultantes del 
fraccionamiento, se lija la cantidad *bs tres mil doscientos ctft- 
menta pesos moneda nacional por precio del terreno expropiado 
é iudi ínniüAciones debida*. 1» que deberá pagarse con los tér- 
minos establecidos por la sentencia apelada de foja 81, la cual 
queda modificada eu la parte ó que se relien? ?esta resolución 
respecto al precio de terreno é iiidernnizaciuu, y confiruiada en 
lo demás que contiene. Hágase saber con el original y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

E1BMAH1PÍ PAZ. — OCTAVIO BUNCB. 
— JUAN K. TOftHÍSr. 



Criminal contra Federico de Feo y Francisco Soria, por 
circulación de billete* jateos de curso ieyal: sobre excarcela- 
ción. 

Sumario. — No procede lo excarcelación si la pena aplicable 
al liecb o que motiva la prisión, excede laque loautoriza. 
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Cttso. — Lo explica !a vista del ¡-eñor Procurador general. 



Fallo d+l Jiirz rede r Mi 

pfala, ionio 1898- 

¿otos y vistor : Atento ln natm aleza y estado de l;i caus.i 
no ha lugar á la excir'-'-Weion solicita la, 

I/. >. tlf Aurwoschea. 



WSTA 1>EL SESO» MIOCUIt.MMHl C.EItEHAL 

bueno» Octubre 31 "I** l«í>3. 

Sujtrettiu To/ fe; 

El hecho que motivó la pmion de ios procésalos, fué ta atri- 
b ti id a eircularimi en diveisas o^aaioiif.s de l»s billetes falsos 
aiíieizü'lnsíi"' f"j i> 19 i 23, y "tíos más que do lia sido Risible 
u i^r i zarlo. Ksto consta de las diligencias dt j l sumario. 

'Cauto la acusación fiscal CéíííMtfc & ÍOJ* 37- como la del 
damniücado á foja 1:1 , n-conocou el lun lio <ie la circulación 'le 
liilMes faNifica-los, c*m la drenlicioti agravante de m reiti'ra- 
cioii. 

Bi * l delito fiie-,e comprobado, tendría la pena de trabaja i 
forzados, por 4 ó 7 añoa que prescribe el artículo 6¿ de la |py 
mi!. re circulación c>ntra la nación de ! t de Setiembre de 186;*. 

Ks feriad que los procesad >s niegan habfr eomeí ido el deli- 
to imputado. Sus nigatiTaa por las contradicciones en que hau 
t. u*v< w 
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eaidn, y por la falsedad en que h m incurrido, augurando no 
haber estado otra vez presos, cuando lo contrario resulta del 
iiiformt' pülicíal de faja 77, son poco autor iza-las. Poro aunque 
lo fueran, sus expresiones sólo pueden tomarse eu consideración 
en la sentencia tlefiuitira, si fuesen pertinentes y probadas, 
quedando entre tanto en pié, los heihos del sumario rúndame):' 
tal do la prisión y de la acusación, esto e¿ las diversas circula - 
rionesde los billetes falsos agregados. Y como m el hecho que 
motívala prisión d*l procesado, el que debe considerarse pan 
apreciar Upen» aplicable á los efectos del artículo 370 del Códi 
gode Procedimientos en lo criminal, pienso que la excarcelado n 
bajo fianza no procede en el caso, por tener el delito acusad" 
mayor pena que la que autoriza el procedimiento de excarcela- 
ción. Por ello, pido á V. E. se sirva confirmar los autos dene- 
gatorios delaexcari-elaciau corriente A fojas 7 vuelta y 10 vueitu. 

Subtirianu Kkr. 



t>»ll« d* laHuprenia forte 

Buenos Aires. N'ovieujbr« 15 de 1898. 

Vistos : De acuerdo con to expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general, se continúan pon costas, los autos apeladas de 
fojas siete vuelta y diez vuelta. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAlAP*. 
— OCTAVIO UUSCB — JUAN 
E. TOHREÜT. 
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CAUSA msxxi 



ta compañía « Nwíh of 1 relamí litititt'd *\ toatra ti*m Ernesto 
Davis y compañía; wtnr cobro de pesos 

Sumario. — La obligación se atipgiWt niaud) la prestación 
que forma su objeto resulta imposible por caso fortuito 6 fuerza 
mayor, y el iléttdor no >e ha ht-cho tespotttafeíe de esos am- 
iléñtps. 



C'nwi. — Resulta del 



r»iio del Jne£ r*a«r»i 

Kosario, Diciembre ltf de 1897. 

V vhtos: Us autos seguidos por la compañía c Xorth oí 
lrelaud * contra Ernesto Davis y compartía, por cobro de pe- 
mi-, de los que resulta : 

Que el actor espuma d foja 20, que el dia 18 de Noviembn- 
de 1891* celebró con los señores lirnesto Da¥¡s y compañía, el 
contrato de Üetameuto del vapor « Shaflesbürg » 4$W propie- 
dad, según consta en la póliza de foja4 t suscrita por sus agen- 
tes, señores W. Sainson y compañía. 

Que el referido buque debía cargar cereales co dos puertos 
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del rio Paraná, no ene ntrándnse estos más arriba de San Lo- 
reiiso. 

Que ép U época en que f.rmó la póliza, el «Shafte^burg » no 
había llegado nao á Buenos Aires, ú donde arribó el 19 de Abril 
del año siguiente, en lastre y listo para cargar, notificando a 
los fletador, s de su libada y pidiéndoles, además, señalasen el 
puerto en que debían cargar, á lo que contestaron los deman- 
dados indicando id de San Lorenzo, y pregando que si el va- 
par so estaba lisK debería pedir nuevas órdenes para mando 
lu estuviese. 

Que el capitán ^ñor Weber, les escribió á los mismos el 24 
de Abril, manifestándoles que el buque estaba listo, pero que 
el plazo de la cuarentenas babía espirado en esa fecha, y que 
la detención no podía irrogarle perjuicios según lo tttffttf» *\ 
artículo 12 riel contrato de fleiainent», pidiendo además órde- 
nes categóricas dentro de un término razonable y la designa- 
ción de su agente en el puerto de carga. 

Que á esta advertencia del capitán, y riopucs de una protesta 
de los agentes riel vapor, hecha el din 28 del mismo rae*, res- 
pondieron los demandados ordenando que el « Shaítesbürg » 
f lM . ra á San Lorenzo, ni cuyo logarse encontraría representan- 
do i los fletadores el señor don Ernesto Da vis. 

Que el día 29, él vapor fué puesto en libre plática, y siguió 
viaje á San Lorenzo, donde llegó á las (9.30 p, m.) nueve y 
treinta minutos de la noche en condiciones para cargar desde 
ese momento (documentos de fojas 5 á 12). 

Que & la llegada del buque á San Lorenzo, no esperaban en 
el puerto los demandados ni ningún agente, por lo cual se di- 
rigió a la casa de comercio que los fletadores tienen en esta ciu- 
dad, recibiendo como respuesta la nota de fija 10, por la cual 
se le notificaba que no erando el boque listo paia recibir lu 
carga á las seis pa*iuo meridiano de ese día, anulaban la póliza. 

Que h i>Mha mío autoriza á ios fletadores para rescindir el 
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ten 
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««i* si el hMM « ***** JgE 
223 GMigo Oinl 4 1« 6 ^ad. , mer.d.ano. 

de fe-i- 1«. y » «««í*'"» «*« ,U *' protMt t " 

■ ente .. « & *K í •** *' < »f ' ¡£ 

más alto que pudo, peto Inferior al e.t.pu:udo coa .o, deman 

* £ el artillo 43 de la pMil», establece como o|4»«l. penal 
,,„, u inejecución 4,1 contrato, el valor de, Uete J «J - 
Usente ea .I d, tres mil naciente* sienta y -los Ubr.se 
t,rlin-.s die» y .i. " colines y do» peniques, pero como el 
SIS obU e, boque produjo dos .ui! quinientas 
¿te con .rece chelines, el actor deduce deman a por ■ n «I 
mMMHH noventa j a¡,L libra, esterlmas. cuatro chelines y 
4o, pe»! lúea, igual 4 nueve mil cincuenta y siete peso, «W ■»- 
T ..„ta y do» centavo» oro sellado, que representa el perju.c.0 
s ,fridó, segnuaeexpre.aenlacnent.de foja «9 q«e p« te 
expuesto» pide .a condene i los demandad., «1 pago de 
k referida suma, con más sos ¡..teres» y costas. 

Q„. corrido traslado de la demuda, el demandado contesta 
í foja 46 oponiendo la excepción de falta d,- personería en el re- 
presentante de los demandantes, expresando que el poder que lo 
instituye como tal, entraña defectos y omisiones que lo in- 
validante el artículo 14 de >u pólix» do üetamento d.ce: 
Que la carga se verilicará 1 roion de 180 tonelada» por día 
hábil exceptuándose los domingos y días de iiesu, y las opera- 
ciones de carga umpexarán unavexqne el capitán baya dudo 
av,so entre las 6 .. J la» 6 P . n... de estar el boque listo pura 
recibir carga, pero los domingo, no se considerarán días en los 
nue el capitán pueda dar .1 aviso, y todo tiempo dedemoru.fue- 
ra de lo. expresados días de carga, será pagado por los fletado- 
re.- que el término «din hábil » que expresa el urtfculo referí- 
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do f no se ha tomado en oposición á día feriado, por cnanto cite 
está excluido, sino en el de día ó tiempo de trabajo, para dis- 
tinguirlo del dia natural que corre de doce á doce de la noche, 
queriendo además designarse con tas palabra* «día hábil* el 
tiempo que corre de seis de lu mañana á seis de lu turde, que 
son las únicas horas que el uso considera habilitadas para el 
trabajo ordinario de carga, etc.; el actor sostiene que la segun- 
da parte del artículo debe interpretarse eu t i Sentido que el 
tiempo hábil para dar el aviso de que el bnque está listo para 
cargar.es el que corre de seis n seis; y si durante ¡i efías horas 
se ha limitado el dia hábil para dar ariso, con mayor fundamen- 
to está también limitada á ellas el din hábil para cargar, re* 
dundando en pru de esto el hecho de haberse estipulado que el 
mínimuu de carga á entregarse por dia fueran 180 toneladas, 
cantidad que puede embarcarse en doce huras, máxime c nandú 
el vnpur, en su calidad de paquete, pudria habrr exigido la en- 
trega de carga durante el * dia natural » ñ no mediar la limita- 
ción establecida por el « dia hábil » y jan mero de toneladas A 
embarrar comoininimun.de lo cual se desprende duramente 
que el c día hábil ■ consignado ¡su e) contrato, es el que media 
de seis á seis; que encontrándose el Tapur en Buenos Aires, pidió 
órdenes y le fueron dadas en el sentido de encontrarse en el 
puerto de San Lorenio para recibir la carga, á donde se trasla- 
dó el 30 de Abril el demandado, T ermaneciende hasta las ocho 
de la noche de ese mismo día en espera del avisn que establece 
el artículo 14 del contrato de fletamento, sin recibir éste ni 
avistarse el buque, regresando i'U la misma nuche a esta ciudad 
(¡asándose entonces al capitán del «Sbafteshürg» un memorán- 
dum dando por rescindido el contrato de flelamento con urreglo 
al artículo 28 del mismo; que en la misma noche entre diez y 
media y once, los agentes le enviaron el memorándum de foja 
28, recibiéndose despin s de dos dins la carta del capitán, de 
foja 40, todo ello después de vencido el término hábil para ha- 



4 fifi 
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crio adoleciendo dich».co.nun>c.oione., por consiguiente de 
,»lld , .fect. legal, y .de»»., por no .utori.u, .1 «nlrato 4 
.gentes p.r. P— dicho aviso ; que el «por como .e com- 
p[U eL por el informe de f.J. rue.t., entro ***** 
L Lorenzo el di. 30 d. Abril * 1« W f "«nt. mmuto 
de 1. n«c*.*. y 1«" l» »* o"" li8t ° P 

to; que .W en el «a* ce que se hubiera 
natural. ,«« establece el UÍÜgo Cieil, no b.b.I. mHíHW 
h por nadie el compromiso de entregar , 
.'doce de 1. «oche, es d,cir. en dos horas, 1» i» toneM.. 
«Ublccidas como mlnimon en el artlcnl.U; l»""""** 
tel ,ido a.ieo valido y on tiempo MWI, * ^«fMMjW 
p«,...rgar, «nrg. leg.l y naturalmente el derecho d. h.oer oso 
d.l. facultad rccieoria, y que ejercitaron oportunamente, 
pac. obtnv. permiso anticipado en el concepto legal deque la 
té*** oon «reglo , no contra la. d..po,,e>.nes de Us 
ordenan... aduaneras; ,ne .1 t.po, ., 8h.fle.burg. .e le for- 
MlM l.g.lm«oto 1. entrada por la, aotoridade. 
reoi.n en .'de M.yo, como lo demnestr., v que n. de heoh. o. 
w.lmente, ..taro luto pnracrgar en labor, y d.a .nd.eado 
Z en la «oposición de qne no hubiera tenido lo. grano, ne- 
Lario. como dic.eldem.nd.ule. ee hubieran ..puerto s.mple- 
mente .1 pa 5 o de l.s ..tadto. en que hubieran incurrido, y q» 
además hacían «so de .u derecho .eñalnndo dicho puerto par. 1. 
M « con lo cual no .e agr.vi.ba i nadie ; qu. teniendo en 
con.id«.oion las on.rent.ua. que le fueran impuestas en Bue- 
no, Aires, se le concedieron los me.es de *.r.o y Abr.l y la de- 
tención sufrid» po. aquilina no habilita par. prolongar el 
último pl«o ..Salado, como término fntal, P»« »'í». »»" 
.¡..do nacer I. facultad d. r«ci»di, .1 ountr.to. sin exoepc..n 
„¡ di.tinci.ns que por lo eipu.sto pide so recb.ee la demanda 
con «presa condenación en la. costa». 
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Que abierta la causa ú prueba, el actor produce además de 
los documentos adjuntos á la demanda, á foja 97, la traducción 
de la polisade fletamento; la escritura de foja 77 que contiene 
la ratificación nech.i por el capitán del vapor de todo lo afirma- 
do por el doctor filia en su escrito de demanda, y ademán le da 
poder para que en su representación siga el juicio contra Davis 
y compañía; presenta ademis la certificación de foja 58 tradu- 
cida & foja 90, por laque hace constar el oficial público que las 
personas que otorgaron el poder para este juicio al doctor Buu- 
ge, desempeñaban en esa época la función de director y direc- 
tor-gerente de la compañía; preaenta también á foja 103, tra- 
ducido á foja 105, el poder conferido par los mismos al doctor 
Klía para que siga este juicio. 
Que el demandado produce á su vez : 
De fajas 81 & 82, el informe de la administración de aduana, 
deque los agentes de vapores con privilegio de paquete pueden 
solicitar untes ñe formalizar la entrada, permiso de exporta- 
ción, y estos recibir & su bordo el contenido solicitado, pero 
no permiso de exportación. 

A foj i88, la d >claraoi»ndel testigo J. Logang el que eipresa : 
que el día 30 de Abril de 1892, el demandante fué con el señor 
Ernesto Davis á San Lorenzo á esperar ia llegada del vapor 
f Sbaftesbürg §, donde permanecieron hasta las 8 de La noche, 
regresando inmediatamente á esta ciudad. 

A foja 101 produce un nuevo informe de la misma adminis- 
tración de aduana, manifestando: que los agentes de paquete 
con patente de privilegio é itinerario fijo, pueden solicitar per- 
miso de embarque antes de la entrada al puerto de éstos, y los 
demás buques sin mt> privilegio, no pueden hacer lu; que ade- 
más no pueden solicitar permiso de desembarque sinó después 
de formaliiar la entrada. 

Quede fojas 123 á 129 el actor, y dj fojas 130 á 140 el de- 
mandado, presentan sus respectivos alegatos de bien probado. 
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Y considerando: Y.n cnanto i la «• ■*» de P 6 " " 

nerla en el actor y en su representante : 

l.Qne el poder otorgado en Belfort y transito >■•> la le|tr 
IhJ» creciente en el protocolo de » escribano argén- 
Z e. n„ instrumento pitón, extend.do de .cuerdo con 
el a líenlo 400t del Cddigo Civil, porque ae ha transe, >P oe 
Lomonto habilitante, que lo constituye el poder otorgado por 
el director , gerente de la compañía Korth ot Ire.and H- 

" Í Que adem I. de es» poder, se ha presentado en auto,, el 
|£Sta autenticad, de ■* I», traducido j MMgjg - 
qB .eer,iuc. el notario de Belfort, que John Elgeo Mag II y 
WillU. BobcrtRe. eran, cu la fecha d. poder comente I foja 
ys .n au,,, director , director-gerente, resp.ct.eament. de I. 
LpañUd. eaporesdel Norte de Irlanda limitada. , por otan- 
toque cataba, y estio facultado, para dar poderes pare 1. con- 

«¡■'luien*" al presente juicio. 

3« Que los inatrumentos Público» mencionados en to. con i- 
der.,.dos ..teriores hace, plena fé en este juicio, no silo ent e 
p ,nes, sino ano contra terceros, por no haber s.do « 
do falso,, de todas las enunciado,, a de hechos 6 artos jur d 
Í roe amenté relatiro* al acto jurídico ,ne forma e tfftft 

pr ocipul, qoe e. Oldnl publico d, Be.f.rt ha certl lo como 

entente y .laderos, tal.,, comoacr los otorgantes de! po- 
de de oja i, director y director-gerente de la menc.nad. 
' compañía y que ellos han conferid, poder pura dema.d.r 4 

l. del Tapor . Shaftesbürg • («1. 9M I «* oel 0,a '° 

CÍ Í l Q«e según .1 titulo 7», libro Código de Comercio 

,„ e.t. b ,ece reglas sobre net.me.tos. , .1 f.Uode a Suprema 
Trte de la aerieV tomo 5-, pagina 330 el <^*»£ 
tiene personerl.par. dem.nd.r .1 fletador porr.»ond. Iap6ll.a 
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de netamente De donde se deduce, que la ámplía ratificación 
y poder otorgado i foja 77 por el capitán del « Shaftesbürg » 
legaliza la personería del doctor lilía con efecto retroactivo al 
dia de la demanda, en furria de lo dispuesto por el artículos 
1065 y 1936 del Código Civil. 

5 o Que según dispone los artículos 12 y 95f del Código Civil, 
las formas y solemnidades de los actos jurídicos, su valides y 
utilidad, si fc juzgarán según la ley, uso y costumbres del logar 
en que se celebren. 

Al instrumento público de fu ja 1 y foja 88 extendidos sus 
originales en Belfort, no pus Je por tanto, exigirles que se 
sujeten á las disposicienes de nuestro código en cuanto á su 
forma. 

Al demandado, que ba opuesto excepción de falta de perso- 
nería por ser nulos esos instrumentos, correspondíale la prueba 
que tales documentes son contrario* á las leves que rigen en el 
lugar de su otorgamiento; pues, según la regla general, el que 
drduce excepción eHá obligado á probarla, y según el artículo 
13 fiel Código Civil, el que invoca leyes extranjeras en apoyo de 
sus pretensiones, debe probarlas. 

6" Que el demandado que contrató el íletamento de) buque, 
no puede desconocer la personería del actor para los efectos del 
contrato del fletumento^ ni tiene derecho á exigir el título de 
propiedad del buque para negarse, basta tanto s v le presente, 
ú cumplir cou sus obligaciones convencionales. Por otra parte, 
el desconocimiento del actor de la propiedad de la embarcación, 
no es una excepción de falta de personería, sinó que afecta al 
fondo mismo de la cuestión, ¡il derecho del demandante. 

Considerando en cuanto ¿ la cuestión fundamental. 

7 D Que en mérito de la prueba producida , el caso queda re- 
ducido á interpretar las cláusulas de la póliza de foja 4 traduci- 
da á foja 27, tiene el valor de instrumento público en virtud del 
artículo 1021 del Código de Comercio, y las convenciones en 
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ella estipuladas Mn?tit#a la regina que deben snjeUcss la» 
partea como si atuviese» ordenadas p«r la misma ley. 

8- Que es un hecho probado y reconocido por las partes,^' 
el demandado fné al puerto de San Lorenxo y esperó el boque 
hasta la. ocho y mediade la noche M 30 da Abril d. i »H, 
también esU demostrado qne el buque hizo su entrada á d.eho 
puerto ¡i las nueve y media de la noche del mimo día. En pre- 
Sí^iAde tules antecedente* corresponde resolver. ¿Arribó el bu- 
que en tiempo hábil según La» cláusulas del contrato? ¿El amo 
de su arribo, dado por el capitán al fletador se ajumaban a los 
términos señalados por la púlixa? ¿E! buque estaba Usto para 
cargar dentro del plazo señalado por la póliza? 

La cláusulaU del contrato dispone: La carga se verificara a 
rato» de 180 toneladas por dia hábil exceptuándose tos domin- 
gos y dias líe fiesta (sinó fuese el boque despachado antes) y las 
operaciones de carga cnroenxarán una rez que el capitán haya 
dado aviso por escrito cutre las seis de la mañana y Ua seis p. m., 
de c<tar su buque ífet* para recibir carga, pero los domingos no 
,6 consideran dias en lasque el capitán pueda dar amo, y todo 
el tiempo de demora fuera de los expresados dias de caiga será 
pagado por los fletadores á sus agentes, al buque a raíou de... 

La cláuaula 28 se relaciona directamente con ln anterior y 
dispone: *loa días de carga comenzaran antes del dia I* de 
Mario de 1892, á menos que loa fletadores comenzaran ¿embar- 
car antes, y si el «por no esliere listo para cargar el 30 de 
Abril de 1802 las fletadores podrán optar por la rescisión de esta 
póliia d* fletamentus. 

0- yue habiendo arribado el buque al puerto de San Lorenzo a 
la» nueve y medía de la noche, no llegó en tiempo oportuno para 
lu operaciones de carga, porque la frase dia hdhtt para recibir 
180 toneladas de caiga, se entiende legón loa usos en los puertos 
de la República, el tiempo comprendido entre ti sslid» y puesta 
del sol (articulo. 1066 y 1060 del Código de Comercio). 
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Asf lo informa el señor sub-perfecto de este puerto; así está 
resuelto por el ministerio de marina con fecha H«ta»2de 1864. 
aí ordenar que las prefecturas de puertns Iteren estadística de 
los días, medios dias y cuartos de dia hábiles pura et trabajo, 
(Di-esto de Goyena, página (15); es esta la interpretación que la 
Suprema Corteen et fallo de la série 2-, tomo 19, p;ígina 163, 
da a la expresión «dia hábil » como equivalentes á horas de sol 
A sol en que se pueda cargar en el puerto; la ley de aduana en 
su artículo 58 reputa trabajo extraordinario pura la carga las 
horas de la noche y los días feriados; finalmente, la coinnn in- 
tención de tas partea consignadas en la póliza, es que la carga 
•lebe hacerse desde las seis de la mañana hasta las seis p. ni. 
Be dedo-e esta interpretación de los mismos términos usados en 
la cláusula 14 original: líea ther working day t cnyn traduc- 
ción castiza es, ti- ñipo hábil del dia para trabajo, 

Si la traducción « día hábil » quisiera significar dia de traba- 
jo en oposición á dia feriado, nn se aplicaría la redundancia de 
eicluir los días domingos y de tiesta para las operaciones de car- 
ga. Luego c dia hábil » se comprende lo que en general denomi- 
namos « horas de trabajo». La misma cláusula 14 autoriza 
esta interpretación lógica, al estipular que el aviso de estar 
listo el buque para recibir carga debv darlo el capitán éntrelas 
6 de la mañana y Ias6p. ui., pero los domingos no se conside- 
ran diasen tos que el capitán pueda dar nvisi. Si para la simple 
notificación el fletador, de estar listo el buque, se señala ¿oros 
ifcterminadas ?n que pueda hacerse, con mayor razón debe in- 
terpretarse que la coman intención de las partes es que la ope- 
ración de carga han de hacerse entre las 6 de la mañana y las 
6 p. m. de los días n t feriados, puesto que para esta clase de 
trabajos han de emplearse persona) que generalmente trabaje 
de sol á sol, y sólo con remuneración especial trabaja de noche, 
(artículo 58 de la ley de aduana}. 

La interpretación precedente se ajusta á las reglas dadas en los 
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articulo*^ y 218, ímisos i* t 2< y 6% Código da Comercio. 

i<* Que hase reconocido por las partes que el aviso de estar 
listo el buque para recibir las cargas ha sido remitido el 30 de 
abril de 189i á Ias6dela noche (f . 38 y 3»). 

Poco importa para la *oluci m de eata cuestión que dicho 
aviso lo haya recibido Davis y compañía la misma noche del 
30 de abril 6 el 2 de mayo. U cierto es que el aviso se ha ma- 
niatado y dado después de las 6 de la tarde, contrayendo lo 
dispuesto en el articulo 1 * de la oóli*. que prescribe claramente 
„ dé el aviso entre 6 de la mañana y 6 p. m. Tampoco pudo el 
ca pitl0 dar ese aviso el día siguiente, 1° de Mayo, porque fué 
domingo (como p«eio consultarse un aímanaque de 1892) y en 
cate día le estaba prohibido por !a misma cláusula al capitán, 
dar ariso al lleUdor. Lo* h^ho4 ¿ aeto« realizados por las par- 
tes en contravención del contrato «o designa otro efecto para 
el caso de infracción. Principio de Jerecho establecido en el 
artícub 18 del Código Civil. Por confuiente, para los efectos 

de este juicio, la notificación citra-contrato recibida per el 

fletador, no tiene valor magano, equivale á no haber recibido 

aviso alguno, 

II- Que el caso fortuito ó fuern mayor de las cuarentena* 
impuestas si baque nopu.de presumirse que hayan sido la causa 
determinante de la demora del buque, porque habiendo sido 
Arlado con cinco meses de anticipación y estando estipulado 
en la cláusula 3" de la póliza .dirigirse á esto* puertos con 'oda 
la rapidez conveniente después de cardar pura el eiterior», era 
de obligación del capitán venir n estos puertos con la suficiente 
anticipación catando con el tiempo de demora por las ruaren, 
tenas pues esta circunstancia entra fácilmente en el círculo de 
lae previenes de un capitán. Además, el a, tor n. ha justificado 
eB el proceso que la* cuarentenas imprevistas hayan sido la 
cama inmediata de la demora del vapor para arribar al puerto 
antea de las 6 p. ni. del dia oO de abril 
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12» Que á los fines de la carga de cereales, no basta que el 
vapor haya arribado al puerto de «San Lorenzo» á las 9 y me- 
dia de la noche, sinú que, según los términos de la póliza debía 
estar listo para cargar antes que renta el 30 «le abril. La prue- 
ba presentada por el demandante con los certificados de aduana, 
acredita que el vapor dio entrada á las 9 y media, pero no hs 
justificado que estuviera anclado, amarrado con las eslingas 
t-olooados, etc., o|ieraciones que absorben el poco tiempu que 
faltara por espirar el día 30 de abril (véase considerandos 5 o y 
t>del fallo de la Suprema Curte en ta sírie 4*, tomo 6\ pá- 
gina 152). 

13° Estando expresamente estipulada la cláusula (28) resci- 
snria en la póliza, sí «I vapor no estuviese listo para cardar el 
30 de abril de 1892, la rescisión se produce de pleno derecho en 
fuerza de lo dispuesto en el artículo 2t6 del Código de Comercio. 

El fletador demandado que ha uuado del derecho acordado en 
el contrato de optar por la rescisión, no incurre en las respon- 
sabilidades por daños y perjuicio* que le demanda el actor. En 
el parágrafo 10, foja 31 vuelta del escrito de demanda, reco- 
noce el demandante estar expresamente convenida la cláusula 
reseisaria ; así es que sobre la existencia di- este pacto no hay 
logar ¿duda: la discusión la hace estribar el acíor sobre la 
interpretación de dia hábil para cargar. 

La sanción de la condición resolutoria explícita, es desatar 
el vínculo jurídico que ligaba á la parte que se disponía á cum- 
plir el contrato ; se verifica do pleno derecho, inmediatamente 
á la falta de cumplimiento de la otra parte. 

La comisión reformadora del Código de Comercio dice á este 
respecto: el que contrató contaba con que el cumplimiento se 
iba á verificaren el tiempo y forma estipulada, y desde jquu 
esos objetos faltan, lo más natural, justo y rápido el dejar en 
libertad á la parte que ha sufrido de la otra ta falta dé cum- 
plimiento, para rescindir Ja convención. 
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14* Qae en un contrato bilateral, como e» el netamente, la 
parte nctora no podo demandar no cumplimiento por parte de 
loi fletadores sin haber probado que ha cumplido con aus re.- 
pectivas obligaciones. 

Esta prueba no existe en autos, siendo de notar, aderad, 
que el actor no fundas» escrito da demanda en ninguna ley 
qne obligue al demandado á la responsabilidad de los daños y 
perjuicios leolamadoa, 

Por esUs consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencia : declarando que el actor ha justificado legalmente 
an personería en este juicio, y absuelvo al demandado de la 
acción contra él 'deducida sin costas por rto encontrar mérito 
p! ,ra ello, iíotifiquese enn el original, y repóngase. 

Daniel G&jtia. 



i 

Buenos Aire», Noviembre 15 de 1H98. 

Yi.to. í considerando : Q... como lo demuestra 1» sentencia 
.pelada, eW.por ingles .8h.ftP.bf.rg. arribando al poerto d,. 

«.mil ochocientos ..««ta y do., no .o halló Italo par. cargar 
en asedia, en la. condición» del contrato. 

Que p.r eomigoi.nl.. lo. fletadoras han podido optar por la 
r „ci,iond.l contrato de ttet.rn.nto, ******** 
.«efecto le. .cnerda eiplf.iUm.nt. .1 «rtlcolo eeiot.ocbo do 

**ÍSfc ctipnlacion contenida en .1 artfcnlo doce de dieha 
pili.. no lien, por objeto conceder derecho, al fletante... no 
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exonerarlo de responsabilidad por la inejecución del contrata 
motivada por fuerza mayor, ó caso fortuito ó por aqutllas cir- 
cunstancias que, sin entrar en esas clasificaciones legales, con- 
vie nen las pdi-tes en atribuirlea el mismo efecto, según resulta 
de los términos literales del expresado articulo doce, 

Que los interesados, mediante ese artículo, no han hecho sino 
poner las obligaciones relativas al buque bajo el amparo de las 
reglas comunes ¿obre las obligaciones en general, que declaran 
no ser responsable el deudor délos daños é intereses que se 
originen al acreedor por falta de cumplimiento de la obligación , 
cuando ellos resultaren de ra? o fortuito ó de fuerza mayor 
(articulo quinientos trece del Código Civil), aunque ampliando 
el concepto jurídico de esos eventos. 

Que cuando la prestucion que hace el objeto de la obligación 
resulta imposible por caso fortuito ó fuerz*. mayor, en los rasos 
en que el deudor no es responsable de esos accidentes, la obli- 
gactoll se eitini^ue (artículo ochocientos ochenta y ocho, del Có- 
digo citado). 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia de 
foja ciento sesenta y nueve, se continua ésta, con instas, eu 
la parte recurrida. Hágase saber con el original y respuesta 
tos sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARE- 
LA. — ABEL BAZ4N. — OCTAVIO 
BUNGÉ. — JUAN E. TOBBENT. 
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Iton Attyeí Descalzo, don Juan Curone y don José L. Gazzano, 
detenidos por órden de la Inspección de Milicias, sobre re- 
camo de habeos eorpus. 

Sumario, — Procede el recurso de habéis eorpus á favor de 
]ü3 detenidos por orden de la Inspección de Milicias, si resulta 
qu - han sido ekceptuados de) servicio militar por resolución de 
las juntas respectivas. 

Caso. — Lo explica la vista del señor Procurador general 
y el 

Falla aal Jue» redw«l 

La Pinta, Oclubre IB de 1896. 

Autos j vistos: el recurso de habeos eorpus deducido por 
di n José H. Campos á favor de Angel Descalzo, Juan Curone 
y José L> Gauano. 

Y considerando: I* Quédelos antecedentes solicitados por este 
juigado á la Inspección de Milicias, resulta que los individuos 
antes mencionados se encuentran exceptuados del servicio mi- 
litar por la respectiva Junta y que ésta al concederla» lia pro- 
cedido eo todo de conformidad á las prescripciones legales y 
facultades conferida! por la ley número 3318. 

V. HITÉ U 
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2» Que la nota informe del señor inspector de milicias de 
esta provincia ea motivada por una Tesolueion del señor jefe 
del E^ado Mayor general del Ejército, en la cual se comunica 
que loa guardias nacionales conscripta de la clase del 7T .10 
podían ser exceptuados por las juntas de excepciones por 
encontrarse estos bajo banderas. 

3? Que esta resolución no puede afectar en lo más ininimo a las 
facultades conferidas por ley á las respectivas Juntas, pues st 
bien por la ley de 23 de Mayo que reforma el artículo 31 de la 
de 3 de Noviembre del 95, ae dispona que durante los ejercicios 
doctrinales se considere i todos tos ciudadanos conscriptos bajo 
banderas, es al solo objeto de juzgarlos por Las leyes militares 
en cuanto a las faltas que constan ó lo que es lo mismo que 
quedan sujetos á los reglamentos ordenanzas y leyes militares 
que rigen para el ejército permanente, 

A' Que en ningún articulo de la ley antes mencionada se ha- 
bla deque loa conscriptos 110 pueden ser exceptuados del servi- 
cio militar por las respectivas Juntas y es evidente que este 
obedece á que la causa por la cual se concede ta excepnon ea 
en un todo independiente del estado militar en que se le con* 
«idera al conscripta y cuyo derecho á solicitar aquella pntrle 
ejercitarlo en el momento que crea oportuno, pero siempre ante 
las Juntas creadis pe ley, de donde nsulta completamente 
Afondada la resolución $ que se ha hecho referencia en el con- 
siderando segundo. 

6- Que dados estos antecedentes y resultando que los indivi- 
duas mencionados se encuentran privados de su libertad injus- 
tamente desde que ellos han sido declarado, exceptuados del 

servicio militar. 

Pur estos fundamentos; y de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 631, del Código de Procedimientos en lo Criminal, se 
declara procedente el recurso entablado y se ordena la inme- 
diata libertad de los individuos mencionadas, para lo cual se 
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librarán los olidos del caso. Notifiques» y regístrese, devol- 
viéndose los antecedentes al lugar de su procedencia. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL StSOH IMIOCUKADUK GENfillAL 

Bue(io¿ Aires, i> tabre 3f9 úq 1NS6- 

Suprema Corte: 

L is conscriptos sólo puedeu ser tomados de la Guardia Na- 
cional activa. Kstán exceptuados del servicio activo según el 
artículo 26 de U ley número 3818, el hiju unieo di madre viuda, 
ú aquel de los hijos que atienda á la subsistencia de ésta ú de 
n n padre aeptuag< nario ú impedido. 

Ksa excepción puede oponerse en cualquier tiempo puesto 
que la ley no lo establece con carácter perentorio en ninguno 
ile sus artículos. El Poder Ejecutivo lo lia reconocido implíci- 
tamente en el decreto de 28 de enero de \8W reglamentario de 
la ley de enrolamiento; pues su articulo 24 refiriéndose & lo 
prescripto en el anterior declara < que las juntas harán las 
anotaciones correspondientes en el Registro » en ta papeleta, 
lo que aupom' al exceptuado por ellas ya enrolado y en pose- 
sión de la papeleta que así lo acredita. 

Por «Mitas consideraciones y las de la sentencia recurrida, 
corriente á foja 9, en lo relativo A la eompetencia legal de fe* 
junt as creadas por la ley número BMS para declarar las excep- 
ciones», pido a V, K. se sirva confirmar por sus fundamentos la 
sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 
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Dueños Airea, Noviembre 15 de 1898. 

Vistos: de acntrdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos se confirma el auto 
apelado de foja ocho. Devuélvase. 

BMUAMlN PAZ. — LUIS V. VARELA, 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BU El GE . 
- JUAN E.TORBEBT. 
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Do, José íf. Coniferas en el juicio de expropiación seguida 
con el gobierno nacional ; sobre intervención de la empresa 
drt ferrocarril Gran Oeste Argentino. 

Sumario, — Con arreglo A lu ley número 3452, la empresa 
del Ferrocarril Gran Oeste Argentinu puede exigir que laa ex- 
propiaciones pendientes que deben hacerse para ella y á caryo 
de la misma» sean seguidas con el gobierno nacional; y en este 
concepto, sin perjuicio de la* responsabilidades que le incum- 
ben, pue le negarse i hacerse pirte en el juicio de expropia- 



* 
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cion para ella, que el gobierno nacional ha seguido hasta dic- 
tarse sentencia. 



foso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte- 



Mi* *** «■«*■ m»i 



San Juan, Mayo'ifi Je IB98. 

V ristos: Don JoséA. Villatonga como administrador gerente 
de la empresa de trasporte Ferrocarril Gran Oeate Argentina, 
se presenta BO el juicio por eobr* de pesoe, proveniente de ex- 
propiación de terrenos de propiedad del actor «Ion Jos* B. Cen- 
traras, que le hizo el Exuuu gobierno de la nación para ensan- 
char la Estación San Juan, y pide se le tenga á la sociedad que 
representa en mérito de haber teñid» participación en el men- 
cionado juicio 

Corrido traslado, la parte de Contreras pide se declare la ne- 
cesidad de la participación de la citada empresa en el acto del 
nombramiento de perito tasador del terreno expropiado, fun- 
dándose en que dicha empresa se ha subrogado sobre el parti- 
cular en las obligaciones que incumbían al Exino. gobierno de 
La nación según consta én el contrato de transferencia respec- 

U T considerando i I* Que por el autu «le Üiciembre de 1897 
á foja 96 tuelta, el juxg.ido ha tramitado con el carácter de in- 
cidente dilatorio la oposición relacionada sin quilas partes ha- 
yan deducido observación. 

* Que la ruta fiscal de foja 100 á foja 101 , (rae al estudio 
del jmgado la constancia oikial del artículo 9 del contrato da 
transferencia que el 6*»* gobierno de la naciou hilo i la em- 
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presa de transportes Ferrocarril Gran OvbU Argentino, cujo 
contrato ha sido aprobado en el artículo I 4 de 1» ley nacional 
número 3452 sobre aprobación tle contrato para rescicton ile 
garantía acnrdada á lá citada empresa . 

3* Que según la cláusula 1*, del artículo 9° de! contrato men- 
cionado, la empresa referida se responsabiliza de las expropia- 
ciones pendientes. 

4° Q te según la oposición deducida en el escrito de foja 96, 
la mencionada empresa del Gran Oeste Argentino no se prevale 
«le üo derecho para que los juioios pendientes, por expropiacio- 
nes se sigan con d Poder Ejecutivo de ta nación aunque a su 
cargo sino que niega pura y simplemente su responsabilidad. 

Por estos fundamentos, resuelvo no hacer lugar, con costas, 
A l.i oposición deducida por la empresa de transportes Gran 
Oeste Argentino. 

Javier .1/. fiarramufio. 



VISTA l>£L SENOK PliüCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Jmiíu i~ de 1898. 

Suprema Corte : 

Nada tengo que observara loa fundamentos y conclusiones 
de la sentencia recurrida de foja i 03 vuelta, que se ajusta í los 
antecedentes del contrato de transferencia a lá empresa del 
Gran Oeste Argentino, de los derechos y <»bl i g aciones que pesa- 
ban sobre el gobierno nacional en el momento de aquella trans- 
ferencia; pido á V. E. se sirva contíi "jar por sus fundamentos 
el auto recurrido, 

Sabiniana Kier. 



... 
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Falla *• 



Buenos Airea, Noviembre 1* * 189H - 

Vistos , couaider.ndo: Que .1 juicio se h» aegnidobaeU *er 
,l,Bnitir»monte MU*, entre ion José Bernardo Contrera, ñor 
una parte y el gobierno de 1. unción por ln otra. 

Q„, ,r.¿ndo.e en ,1 preste cao del cmplimieiitod. lo sen- 
tenciado, al trímit. par. 1. ejecución daba continuarse «■ 
principio, con 1.a mism., p«»na. que i„ t .rv¡u.«r.» a» d 
' Qu. el eo««»io p... «reglo de g.r.otl. entra «1 gob.ern 
D .ai,n.l J la comisión d.l F.rrocrrilGr.u Oeate *W»JW^¡ 
decl.rw á cargo del. emprca. La expropiaciones pendientes O 
Xa debnu hacerse par.l. mían,., «cn.rd. a.lla.l derecho 
da no bacará p.rt. en lo. jnicio. q». «c aiguen con ea. objete, 
«gun ae eet.bl.ee en el ««culo nuera del cü.do coneenio. 

Q„. por oonsiguiante. dentro da a» «tipul.oion la empr... 
ha podido neg.rs. ¿hacerse p.rte.n «ate «unto, .... perjuicio 
d.Lre.pou..»>l¡d.dc* que le corresponda., en virtud del re- 
cordado convenio, á los efectos del» expropLcon . 

Qu. .1 escrito da foj. norent. j s.i. importa » m.n.leata- 
cinn da rolunted por parte de I. empre.a, d. qu. ae» al Poder 
Bjecutie. q.ian prosig. I»a gestione, pendiente, par. 1. ex- 
propiación á que «ate aannto ae refiere. 

Por ..toa fnnd.rn.nt... a. roeoc. «1 »»to d.foj. «feto tra. 
tuelt». Notiflq-osa con el origin.l J repuesto, lo» sellos d.- 
Ttiéifinse. 

BKHJAIIIM PAl. — M¡P ** TAIS- 
LA . — AB1L BAtAB. — OCTAYlO 
BUHCE. — HU» E. TOBWltT. 



3SL 
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C' A USA CCC'SXXVIII 

Don Javier ('tordillo contra la Municipalidad de Córdoba 
sobre daños y perjuicios 

Sumario. — 1* No existiendo cu los contrato* el paeto de 
(i arlos por r] j sueltos en caso de inejecución, debe pedirle so 
cumplimiento, y no los daños y perjuicios dándoos por fene- 
cidos» 

2" No procede juzgar du lo que no ha sido materia de la litis 
contestación. 

3° SÍ el demandado ha con testad o al actor los derechos que 
acuerdan ios contralor, y ito ha apelado de la sentencia que le 
reconoce como titular de ellos, d be considerarse que éste las 
conserva en toda su integridad, m otras razones legales no se 
oponen áello, 

4 o Debfl revocarse la eoiideiiuciou en costas al actor vencido, 
si la naturaleza de las cuestiones debatidas lo autoriza, y si 
además ha sido vencedor en una du las contestaciones que ha 
sido motivo fundamental del litigio. 



Caso. — Resulta del 



Hítenos Aires. Julio 1 de 18% 

Vistos: los autos del juicio seguido por el señor Javier Oor- 
dillo contra la municipalidad de Córdoba, por c Jiro de daños y 
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perjuicios. La parte uctorn funda la demanda y dice; Que por 
el año 1888 con ocasión haber llamado a licitación pública 
la Municipalidad para los empedrados de las calles de San Vi- 
cente v General Paz, como de las bajada* que dan entrada á 
este municipio é igualmente para et adoquinado de las calles 
«le esta ciudad, hizo propuestas de acuerdo con la* ordenanzas 
y condiciones establecidas en los aviaos de licitación y adquirió 
por medio de cesiones de otros lieitadores, todas esas obras, 
quedando así único contratista de elias. 

Que hechos los aprontes del cuso, que le ocasionaron gastos 
considerables dio principio á los referidos trabajos de acuerdo 
con las instrucciones qu<- recibió del ingeniero municipal. 

Que cuando practicaba diebns obras, de las cuales había en- 
ligado muchas de ellas por estar roneluidas, y estando abo- 
nándosele su importa de conformidad al contrato, recibió una 
nota, el 17 de Octubre de 1890, en que se le ordenaba que con- 
cluidos los trabajo* con*' rizados, suspendiera los de más, como 
efectivamente lo hizo, fundada esta disposición en las dilicu Ha- 
des de la Municipalidad pira obtener fon-Ios al efecto. Poste- 
riormente, y no obstante la suspensión se le dirigieron dos 
notas, feclias 9 de Marzo y 2 de Julio de 1892, puraque de con- 
formidad al articulo 9 o del contrato procediera á componer los 
desperfetos que los adoquinados ya hechos habían sufrido. 

(¿iie la suspensión de esos fcrab ijos qu* importa ]a falta de 
cumplimiento al contrato celebrado de parte de la Municipali- 
dad, obligóte á no cumplir de su parte contratos parciales bi - 
chos para obtener materiales de construcción, medios de trans- 
porte, etc., obligándole por consiguiente á la indemnización de 
daño» y perjuicios que se le ha eiijido. 

Qne sentados los precedentes relacionado* y aplicando á ell>* 
el derecho, multa, que la Municipalidad está obligada á in- 
demnizarle los daños y perjuicios sufridos. 

Qne en conset uencia, entabla formal demanda por ello?, 
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con ira el señor Benigno Acosta en su carácter de Intendente 
• municipal, j pide que los daños y perjuicios sean determinados 
por arbitros* Pide costas. 

Acreditado e I fuero se dio" por instaurada la acción y se mando* 
correr traslado á la Municipulidad, quien lo evacuó exponiendo: 
que los antecedentes del caso son los siguientes : que la Inten- 
dencia en uso de autorizaciones conferidas y ordenanias dicta* 
das por el Cusejo Deliberante, contratócon varios, entre ellos 
con.il demandante, el adoquinado de las calles de esta ciada* , y 
que p»r convenio del señor Gonlillo y los otros contratante» 
quedó aquel «elusivamente como constructor del adoquinado, 
siendo á ésta transferí' ocia extraña la municipalidad. 

Que con fecha 17 de Abril de i 890 sedió la orden de suspen- 
sión de los trabajos que no estuviesen coraeniados por las ra- 
zones expuestas por el demandante. 

Que Las cesiones á que se refiere el demandante no son váli- 
das por habtrse omitido hacerlas por escrito y su uotilicacion i 
la Municipalidad. 

Que fundándose en esto niega personería al señor Gordilio 
para iniciar este juicio en su carácter de cesionario de los de- 
rechos y acciones que corresponden i los demás contratantes la 
cual excepción no habiéndola deducido en forma de artículo 
prévio pide se resuelva en definitiva. 

Que aderaisel demandante carece de acción, porque en todo 
caso no es la Municipalided en su carácter de perdona jurídioaá 
quien incumbe la responsabilidad de este acto, lo que equivale 
á sustentar que la Municipalidad carece de peí louería eo esta 
litis i puesto que la demanda se basa en no haber cumplido la 
Municipalidad los distintos contratos y no siendo el señor Gor- 
dilio cesionario de ellos, ni existiendo legalmente la transfe- 
rencia, es natural que carece de toda acción. 

Que, por otra parte, la falta de acción del señor Gordilio no 
sólo se reliere á los contratos de que se dice cesionario sinó 

* 
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timbien A los celebrados entre éste y la Municipalidad, porque 
iiocb á la Municipalidad á quien debería responsabilizarse por 
esta falta de cumplimiento. 

Que al proceder la intendencia á contratar con loa proponen- 
tea la construcción del adoquinado procedía en virtud de leyetf 
y ordenanzas de la Legislatura provincial y Cosejo deliberante 
respectivamente, y al ordenar por ai sola la suspensión de las 
obras procedí* arbitrariamente puesto que para ello necesitaba 
una sanción del consejo según el ¡irtículo 105, inciso 1" (Cona- 
titucion provincial), lo cual demuestra una vez mis la falta de 
acción del señor Gordillo contra ¡a Municipalidad en su carácter 
de persona jurídica. 

Que aún en el supuesto de que el señor Gordillo fuese cesio- 
nario de lo* contratantes que indica, que tuviera peisouería y 
acción y que la Muoieipalidad pudiera aer demandada, todavía 
la acción instan ruda sería improcedente según lo* artículos 1201 
y 1904 del Código Civil, pues se trata de contrato» bilaterales 
cuyo efecto es acordar derechos á tas fiarles para demandar su 
cumplimiento, y I» rescisión sólo puede ser demandada en caso 
de pacto expreso que lo *utoiio<\ y no existiendo esto, tu acción 
por daños y perjuicios quesería consecuencia de la falta de 
cumplimiento es improcedente. 

Que en mérito di- todo lo expuesto pide se rechaze con costas 
la demanda imponiendo al acto" perpetuo silencio. 

Abierta la causa á prueba *» tnoduce la que corre de foja 37 
á foja 145 que loes testimonial y documental, y presentada por 

cada una de las partes. 

Y considerando: 1 o Que está comprobado que la Municipalidad 
contrató el adoquinado de la ciudad de CÓTdoba con los empre- 
sario* señores V. ttaiza, A. Boque. C. Tantrier en laa condi- 
ciones que expresan los contratos á fojas 90,37, 45 y 67. 

2 o Que esté igualmente comprobado que el demandante «ñor 
Oordillo obtuvo por diversos contratos de cesión el derecho de 
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hacer -1 esos trabajo» (declaraciones de Tujas 90 vuelta, 92, 
1 f 3 Tuella, 06, 08 y 107), cay» cesión le hicieron Jos señores 
Manuel González, A. Roque, Percira, Esquivel, Tantrier y Gai- 

biso. 

3 a Que b¡ bien cenbesu el demandante que no hizo notificar 
en forma al deudor cedido de las referidas Cesiones, éste le ha 
reconocido cesionario en varias ocasiones, tramitando solicitu- 
des que hacía en tai carácter y sobre todo haciéndole pagar co- 
mo único euipresari» de esas obras, lo que aparece comprobado 
á fojas 58, 50,63,65, 85, 101 y 102. 

4" Que il re prese uta ute actual de la municipal id id no niega 
que el intendente municipal anterior ordenó al señor Goidillo 
la suspensión del adoquinado, toque ademfia aparece compro- 
bado con los documentos públicos de fojas 88 y 85, pero sos- 
tiene que eí referi-ln intendente careció de, facultades para or- 
deuar por sí la suspensión, y por consiguiente los efectos que 
ella producía no alertaban la Municipalidad que ha síilo ex- 
traña a ese acto. 

i* Qué las atribuciones conferidas á los funcionarios públi- 
blieos por la Gonstitueion de la provincia son limitados (artí- 
culos ¿8 y 29), que en ninguna de sus ciaúsulaa, ni en el de la 
ley orgánica municipal aparece el intendente autorizando para 
tlejiir sin efecto indeliiiidauiente una ordenanza del consejo, 
Stinqñe tenga la facultad de suspender temporariamente el cum- 
plimiento de ellas con rargo de dar cuenta al referido consejo, 
Al contrario, á este consejo incumba dictar estas clases de or- 
denanzas (aitículo 1Ü, inciso 3°) y al intendente observarlas 
imán lo no estuviere conforme con ellas pero no dejarla* sin 
efecto (artículo 105, incisos lo y 9"). 

6° tjuela Municipalidad, en su carácter de persona jurídica, 
no es responsable de los actos de sus miembros que obran fue- 
ra de sus atribuciones, conforme á lo establecido por el artículo 
1 48 de ta Constitución de la provincia. Esta disposición es in- 
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tocada por la ttunicipalidu i yendo mis ailiy sosteniendo que 
tampoco sería responsable personalmente el funcionario que di6 
U ffifottrtipii'ioB (al,gaiode foj , 17 vo.luy alegato finAl), 
7» Que no habú-ndo comprobado el demandante de la Municipa- 
lidad que el consejo aprobara U suspensión ordenada per el In- 
tendente, ni demostrado la legalidad del acta exclusiva de este 
"función mo en cnanto era capa* de obligar a la persona jurídi- 
ca es indudable que segá.i la disposición citada, la Mum- ipa- 
lidad no puede responder de Los perjuicios que tal hecho hubiera 
producido al demandante, tanto mis cuanto ni se ha intentado 
probar que el conejo ratiücara expresamente el proceder del 
intendente. 

8° Que habiendo sido ilegitima la órden de suspensión de los 
trabajo el demandante podo prescindir de ella y continuarlos 
como puede hacerlo al presente si otras rasónos de derecho no 

obstan para ello. 

En su mér.to se r suelve no hacer lugar a la demanda ata- 
blada por el señor Javier Gordillo contraía Municipalidad de 
esta capital por daños y perjuicios. Con costas. Hágase saber 
con el original, transcríbase y, en su eso, archívese. 

C. Hogaño flacitúa. 



rali» *• I» ñupr*mn t'srle 



llucnus Aires» Noviembre 17 de 18ÍR 

Vistos v considerando: Que el actor n í demanda el cumpli- 
miento de los contratos á que se reüereesta causa, sino .im- 
píamente daños y perjuicios por inejecución de aquéllos, atru 
buyendo á la suspensión de los trabajos ordenadospor la Inten 
deu-iael efecto de haber por fenecidos dichos contratos. 
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Que li Municipalidad respondiendo á la demanda cu lo que 
ti fondo del derecho se refiere, reconoce la existencia de Jos con- 
tritos, contestando ta» sólo que ta Intendencia municipal estu- 
viera facultada par suspender su ejecución, y desconoce en 
consecuencia que pesen sobre tu ttiinictpntidad bis responsabi- 
lidades que le atribuje la demanda. 

Que en virtud délos antecedentes eipresadus, la sentencia 
debe pronunciarse resolviendo el pleito con arreglos las accio- 
nes deducidas y según se lia trabado en la demanda y en la res- 
puesta de conformid id al articulo trece de la ley de proredi- 
mientes y ley tres, tftu'odiez, partida tercera. 

Que como lo establece la sentencia apelada es conforme £ 
derecho que las partas en un contrato puedan pedir su cumpli- 
miento contra U que no lo cumpliera, pero no haberlo por di- 
suelto á no ser que li tibiera pacto expuso jue los autorice para 
la disolución (artículo mil trescientos cuatro, Código Civil). 

Que en los contratos celebrados por La Municipalidad paru 
el afirmado de calles que ha motivado este juicio no se ha esti- 
pulado el pacto comisorio, ni hay ley que especialmente lo de- 
clare en favor del demandante, con lo que iio queda duda que 
loseitidos contratos están comprendidos en et principio gene- 
ral del mencionado artículo mil doscientos cuatro. 

Que por tanto, la acción intentada por Oordillo no puede 
prosperar, pues que no la dirige al objeto del cumplimiento del 
contrato, sinó según ya se ha sentado, dándola por fenecido, 
pide tan sólo los daña* y perjuicios que serían ia consecuencia 
de la situación en que se ha colocado, que no es la que ha debi- 
do informar la demanda. 

Que era tanto más prudente el requerir previamente el cum- 
plimiento de los contratos, cuando que la órden de suspensinu 
de los trabajos era de carácter provisorio, 

Que aunque según los documentos presentados por t« deman- 
dante y fjne corren de foja sesenta y una á foja sesenta y seta, 
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nparece que él gestionó ante U Municipalidad pira dar una so- 
lución definiti™ al estado de cosan creído por la suspensión de 
las ubras, aparece igualmente que suspendió la tramitación de 
esa gestión consert dudólas en su pod«* inclusas y casi en 
estado de iniciación. 

Que así como noe* procedente juzgar sobre los efectos jurí- 
dicos que la mera suspensión de las obras pudiera haber produ- 
cid» entre las partes por no haber sido ello materia de la Utw 
contestación, no lo es por idéntica raiou resolver sobre la nuli- 
dad de los contratos, mencionados, que se invoca por la parte 
de la Municipalidad en su escrito de contestación á la expre- 
sión de agrados, cuando no la ha hecho valer en la respuesta 
ala demanda, y lo que es más ni siquiera la ha discutido en 

primera instancia . 

Que la sentencia de primera instancia que bi sido apelada ta» 
solamente por ttordillo, reconoce que os este el titular de los 
derechos que acuerdan los contratos, lo que hate que conserve 
eaos derechos en toda su integridad, si otras rajones legales no 
ao opusiesen a ello. 

Que dada la naturaleza de las cuestiones debatidas, no hay 
mérito para cargar al demandante con el pago do las costas, 
con tanta m*a razón, cuanto que la sentencia reconoce su per- 
sonería, que contestada por el demandado, ba sidotambten ma- 
teria fundamental del litigio. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
fojadoscientas tres, en cuanto no hace lugar A la demanda, de- 
clarándose que las costas de ambas instancias deben pagarse en 
el orden cantado. Notifique» original, y repuestos los sellos 
deruélranse. 

BENJAMIN PAl. — LUIS V. VARELA 
— ABEL MUS.— 0Cr*VlOBUW 
GE. — E. TOEEEAT. 
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CAUSA f«l\\\l\ 



ta Julio Astrada tj clm, contra doña Julia Varr de Morey 

sobre consignación 

Sumario. - f" Si se ha estipulado que la suma adeudada di' 
sesenta rail pegos sea satisfecha cou un equivalente de 26.087 
[>es<»s oro, no es admisible el pago por' consignación de 60.ÍKM) 
peso* cuundo éstos no representábanla mencionada cantidad de 
posos oro. 

2" U mención del tipo de 230 por ciento en que se cálenlo la 
suma de 26.087 pesos oro, importa según los términos de la 
convención, explicada también por actos posteriores de l"S 
deudores, que éstos cumplían pagando 60.000 }w*ob cuando e» 
oro estuviese ;i nn tipo que nn fuera superior al de 230 por 
ciento, debiendo pagar el equivalente de 20.087 pesos oro 
cuando pasase de ese tipo. 



Caso. — Lo explica el 

Fall* 4*1 Jue* tt>«er»a 

Córdoba, Mayo (i de 1886, 

Y vistos: ol presente juicio de consignación en el cual Jos se- 
ñores Julio Astrada y Félix A. Carlomagno pretenden pagar 
por consignación una deuda hipotecaria que tenían contraida en 



DR JUSTICIA NACIUPUL 



favor de U señora Julia Parr de Morey, por parte del precio de 
u na Ü nca que comp ra r o n'á d ich a seño r a , eo n I a s urna d e 70.000 pe- 
sos moneda nacional depositada. Corrido traslado de la demanda 
la demandada ó acreedora se opone al pago diciendo que lo que se 
le debe es el equivalente en oro de 70.000 peso° a razón de 
230 por ciento, ó sea 96 087 pesos oro y no el equivalente en 
papel de esa «tima. Para dilucidar esta cuestión se estudia «I 
origen de esta lleuda, las convenciones y aclaraciones ó decla- 
raciones que se han agregado tí 611**1 ,a manera cómo se ba 
entendido por las partes. 

Se recibe con este lin la prueba confesional de foja... á foja... 
y foja... a fojas... y la testimonial de f,.ja... 

Estas prueba* y los alicato* que la> partes lian hecho en pro 
d" su derecho ¡»e tendrán en cuenta en segoida. 

Y considerando : 1 * E sin duda necesario ocurrir en el casi» 
suh-jüdice & las reglas ue interpretación para conocer qué es lo 
que 'as partes han querido contratar, en razón de que loa térmi- 
nos de la escritura de foja 2 son obscuros, [punto éste sobre el 
coal ambas partes están implícitamente de acuerdo ; y para ello 
se precisa también fijar algunos puntos de hecho. 

Está fuera de discusión que el o rédito fué originariamente 
de una suma A moneda nacional, con la cual los deudores ha- 
bían podido pagarla Integramente á su vencimiento. Mas ha- 
biendo los deudores solicitado prórroga para el pago de su deuda 
pnr esa parte considerable de ella, esa pnrroga les fué eoiuie- 
dida ron un pa to modificatir ríe la primera obligación que es 
el que se trata de interpretar. 

2? La razón que tuvo en cuenta la acreedora fué una canti- 
dad mínima de oro al vencimiento de la prórroga, de modo que 
aunque éste bajara ella no recibiría menos oro que el que había 
recibido en la fecha del vencimiento (foja 8 vuelta). 

A ese respecto la ca^a Moore y Tudor, del Rosario, escribió 
al señor Astrada (f. 65 y 85) : 

T. LHtl 15 
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€ Qoe la única cundicion que hacemos para la renovación es 
que ustedes garantan el tipo del cambia |>íipel a oro al día 
tres de Julio de 1890 (fecha en que vencía ta prórroga pedirla) 
no producirá menos oro que el que hubiera producido si 1'uese 
cambiado el día 3 de Enero del mismo (fecha del vencimiento) 
y ello porque habtániise su reptes *otada p -rju lícado*e en 
3000 libras esterlinas por esta suba en t>1 oro no nos encontra- 
remos autorizados á arriesgar mayor pérdida. 

* Con tales propósitos de parte ilel acreedor otorgóse la escri- 
tura de foja 2, abordando la prórroga y en ella se olaMeció: 

< Que la dicha señora queda ron el derecha de exigir ú la 
terminación del plazo y en pago de la sumí de Olí. OI JO uacíona- 
que le .»w satisfi cha ésta con 20.087 pesos oru sellado, en vir- 
tud de haber convenido con el señor llegge en lijar el tipi de 
230 por l iento al oro si liado j con relaeion al papel para esa 
época jr siempre qne no tuviera mayor valor, en cuyo caso se 
h¡irá el cambio por el precio g</e siendo asi tuviere d bien en- 
tregarle todo r*#i billetes del ¡tunco. 

3* Todos los antecedentes que han motiva lo esta prórroga, 
las razones dadas por B. ¡(ge para no otorgarlo pura y simple- 
mente, las oblaciones del uro en nuestro país, la radicación 
en el extranjero de la acreedora, *e comprende sin ñiftñ itltad 
que esa cláusula establecida exclusivamente en í¡l*qr de eMa su 
proponía lijar uu tnínirnun al papel que ésta podría recibir por 
el campo, pero de ninguna manera un rnáiimun, ct mo qu- daba 
coorertida si el oro subía el acrecimiento era p ira éi ; abura 
si el oro bajaba de 230 por l iento, r-j deudor no podía pagar 
menos de 20.087 pesu^ oro ó aea 60.000 peson moneda nacional. 
Kra en una palabra una relación 6 fijación estipulada desde 
que el equivalente de los 00.000 pesos moneda naciouul en 
20.087 pesos oro al cambio de 230 por eii nto ad -ptado (debió 
ser más 6 menos el del dia del vencimiento >inó su hubiese 
dad n prórroga), foja 76. 
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A la fecha del vencimiento de la prórroga 61 oro valía muelm 
m is y la ile la consignación ruús aún, es decir sobre 340 pin 
, ciento (eii'ii puntos más: luego loa señores Adrada y Carlu- 
magno debieron pagar entregando ó los 2(1.087 pesos oro t ó su 
equivalente un papel .ti día del pago, porque di- U contrario la 
acreedora recibiría menos oro que el que hubiera recibido «i no 
se hubiera dado la prórroga. 

4 n Tero es el case quotl señor Adrada no aceptó aquellas 
termino* de la escultura j ñ pedido de él ambas partea añaden 
il uiml una declaración • que en caso de tener e! or«> may«»r tipo 
que el de t!30 por cieutu tos otorgantes ó sea los dos primeros 
tenían el derecho de abonar la dicha suma en in equivalente 
con relación al oro •sellado jen caso fu tí ra menor su tipo, qu<- 
dai>au asimismo con la obligación de entregar losGO.000 pesos 
papel > . 

Los deudora* pretenden que esas clausulas les daba el dere- 
ebo de pagar en -no si éste valia m¡is de 230 por ciento á su 
t'poea, pero con la suma de 20,087 pesos, \ en nacional si v.ilia 
menos con la suma de 60.000 pesos. 

5° Kl j uzgado debe decir lo que esta declaración re amente 
algo oscura significa, pues es ella únicamente la <|ue puede haber 
lado moLivo á este juicio. Los deudores pretenden que está 
■telarais i oii ó declaración quiere decir que ellos pueden pagar 
* uatnioel uro pase de ese tipo con el equivalente de.20.OS7 pesos 
oro calculados al 230 por ciento, es decir con 60.000 pesos papel. 
Kl juzgado no puede absolutamente meptar esa inteipretacion. 
Kilo importaría bcclur por tierra til lirme propósito que tenía 
l.i acreedora de uo recibir meinn oro qu" el qnu hubiera podido 
i omprar con 00.000 pesos sí no hubiera dado la prórroga, y 
este propósito que únicamente es lo que ha motiva lo ésta lie- 
go iaciou fué la cmsadeter.uiaante de dicha prórroga, la con- 
dición expresa ttou 4110 se concedió, y por Lio éste propósito está 
literalmente expresado en la escritura. Sería necesario suponer 
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que una aolamciim final (sea declaración) y que es mus acceso- 
ria pueda cambiar tan snbstancialmente el contexto de la es- 
critura, que la haga decir todo lo contrario de lo que Us partí-a 
han díchu en el texto. 

La manera en extremo ilógica con que la fiarle pretende jus- 
tilicar su interpretaci-n demuestra el ermrde ella : á foja 9 di- 
cen que la aiíjarácron seotabi bien claro * que los deu- 
dores deben 60.000 pesos nacionales, cuya cantidad pagarían 
aún cnando ej oro retuviere más bajo que al 230 por ciento y 
en casfi oontrarin tenían el derecho do abonar esa suma con re- 
lación ai tipo del oro es decir al tipo lijado de 430 por ciento, 
Ks decir que según m afirmación si el oro bajaba dp 130 por 
ciento pagaban 60.000 nacional es y si subían pngabue S razón 
de 230 por .ieuto, es derir siempre tos 60.000 pesos, en una 
palabra todas las estipulaciones, todos los rasos previstos en 
la escritura resultan i mi tile* desde qne en todo caso pagarían 
60.000 pegoe: es;t expresinn sig ni iícaria ésta otrti: aceptamos 
dar prórroga & condición de que el acreedor no reciba menos oro 
q.ie el que compraría con los 60.000 pesos sin la prórroga, de 
manera de que en cano de y«e ei oro baje de 9$G pa; f aran fiOJlfíO 
pesos, si sube pagaran mMO pesos. 

Esto no puede Uaber querido hacer lógicamente el acreedor, 
oi haber querido escribir la casa deMoore y Tudor. Habría sim- 
plemente concedido la prórroga sin estipula, ion ni pacto alguno 
especial* 

6<> Pero dicen los acreedores, si se aceptare esta interpreta- 
ron mi habría tenido razón la aclaración aludida ni eu explica- 
ción el empleo de la palabra derecho. 

El juzgado cree que una interpretación que no está escrita 
explica muy fácilmente la aclaración puesta, la palabra dere- 
cho usada y la ulterior conducta de los deudores, y ella es que 
la oscuridad órnala redacción de la escritora hiciera creerá los 
deudores que ^n caso de suba del oro tenían que pigar en este 
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llle t»l, adq-UtefcH. tr.e »«.*». co.ni.io.es , ga-te», y 
««I en evitarlo cu ii esa ;icla ración. 

liquidación.* <iel oro y en .u ca.ta de .oj.. « m «i 

prin á uu tipo major que el d. por ciento. 
7. Otro «gómenlo en f.vor de n mterpr.tacon «Man 1«* 

los acreedores Jici n : . D róii- 

KSSS; U ti oí*, m 

a »e pueden pagar 46.081 p.»o S oto eoi. 00.000 P .h» «qm« 
l u Lo por ciento, pero loe término, dieen lo 
l „ p. .ar ... equípente de lo, «0.000 peso, moned. n.oio- 

un Afttl ñaua muneria nacional . &n 
*ti (187 ¡tesos oru y no uQ.UUW piao* mu,ir 

2S ' obre . oro Bjn.0 en «,»«■»«. .1 430 por ,,e«to .o- 
Z W.O00 pe,o». per. cuyo oro debería comprar como e. na- 
tuial al precio qae pudieran obten-rl». 

8- Que »*«« 1" «tonto» .1 articulo del r.„d,go C W U «- 
.¡glcion no tiene fuer,, d. pago, debe declarar.., legal 
d, o M ..irr»eb re.pect. é las per.on. S . obje.o, modo y t. mp. 
Í l o. in I». «Ufe O W « »— « -U - 

Íl por .Utimo, ,«e ju.gánd.,- ilegal >. *>n..gn»c,o», la. 

eo.ta, del <l«Í»(o y joleio too ó c»f N *»■««- 

K„ „, .ní-ritudennitieamente jo.gando. fallo : no ha e togar 
.1 p.go por M n.ign»ci,n pretendido por lo. «enore. Jnl.o A,- 
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t.rada y Folii a. C.irlomagiio en el presente juicio con costas 
Hágase saber cotí el original prévia reposición y transcripción 
.y no «leudo apelada devuélvase el deposito á sus dueños y 
archívese. ' 

C; Moyana tiacilúa. 

Buenos Airea, Noviembre 19 de 18ÜH. 

Vistos y considerando: que segun se dice expresamente en 
la escritura de foja d.«, t -l acreedor tiene el derecho de exigir 
«,ue la suma de sesenta roí) pesos moneda nacional adeudada, 
le sea satisfecha en un eq ni ral en te de veintiséis mi! ochenta 
y siete pesos oro sellado, establ. ciéndose asi una alternativa á 
Heccion del acreedor, en lo que se n fler- i la moneda en qVse 
na de cu mpí ir la obligación. 

Que debiendo interpretarse las cláusulas de un contrato por 
el mérito couib n .dn de Ja estipulación íntegra , de manera que 
la. unas sirvan para la explicación de la. otras, no puede sinó 
ouielnirsequelas diferente* estipulaciones contenidas en la 
■ itada escritura relativas a la moneda con que ha de hacer el 
pago, ya cuando el tipo del oro sea menor de doscientos treinta 
por ciento, ya cuando pase m tipo, deben concordarse con la que 
<la al acreedor el derecho de cobrar veintiséis mil ochenta y 
aiete pesos oro *eilad.> equivalente á sesenta mil pesos moneda 
nit'ional ,1 cambio de doscientos treinta por ciento cuando el 
■•ambio efectivo sobrepase al mencionado tipo. 

Que si todavía alguna duda quedase ella desaparecería en 
virtud de los hechos subsiguientes de las partes, directamente 
i elatiTói á la ejecut ion del contrato, porque hechos de esa sur- 
ta ral esa importan una acabada explicación de la intención de 
la. partes al celebrar la convención, y desde que esta plenamente 
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.«rlgu.do que («I*-*»» h.npapado.osmteve.es en muchos 

£ p.™ **» * -o—-" «■ ''tSS 

.) doscientos treinta porcino, .o que h» acón ec.do i«va,.»ble 
...l. en todos los vcncin*.** ta* el i* -le l.demand. 
Q», en mérito do lo. pMM censid, vacónos «o *> op«- 

( «.o ú «« >* *•« 'r ssfsst 

gu .s do «o «MHM dota. I**»** * ""J 1' d I; 
p.rnne ella no tien. aplicación sino cuando l» MM * 1» 

- P«ed, descubrirse 00, el «M • PjJ « " 
otras reglas prm.ordi.loe de interpretación siendo c.erto que 

«mptWro. ü*mám> m4, " ,lf, " a ' ,d0 10 

h«cho dn un mod» uniforme y yriUUWmK. 

Q«e por coo.lguiente, lo» ¡Mr* consignando la hm de 
sesenta mil peso, monede nacional , cuando o. tipo del oro «taba 
arribad, doscientos treinta por .¡entoosoa.uandodich.snmnno 
" resentaba como mé.imun U do veinliaeis mi, oohent. y ,e . 
peso, oro sellado no han hecho una. ons¡g«»c.»n anherente para 
L tenga fuerza de pago , sea o. acreedor obligado MMM 

.eefocKartlcnlo setecientos taN í «** del tt*M*ft 
Que .,«« lo, término, de (a convenció», lo, dendoree >»• 

,,,c» pagando itMft uiil pesos moneda nacional «W-*^ 

Ltáonntipoquenoaeasuperior al de doaoie«t,a tre.nt. por 

contó debiendo pagar él equivalente de veiuti.ei» mil oobonta 

v nieto pesos oro cuando paaa de ese Upo. 

Per estos fundamentos , encordantes de I* sentenc.a apelada 

de foja ciento nueve se eonfir.n» ésta con coatas. Notifiques* el 

original y respuestos los sellos devuélvanse. 

LUIS V. VARELA. — ABÍt BAIAW. 
— OCTAVIO IWGt. — '«A» 
E. TOKHEKT. 
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Criminal contra don Cdrios de Castro Soromenho, por lesiones 
ai cónsul del fírnxií; sobre excarcelación 

Sumario. — CM arresto á la ley número 3508, procede la 
excarcelación baju canción en tos delitos que tengan pena de 
uno á tres años de prisión. 

( aso. — U exnliea . I fallo de la .Suprema Corle. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez; Bneno* Air, s , t ,, lu br (? <> 1898. 

Apareciendo de lo actuado que se trata de un caaoqueeatirÍR 
comprendido en el artículo 120, moito j*, del Código Penal, la 
excarcelación que se solicita procede, por cuanto encuadra den- 
tro del artículo 376, Código de Procedimientos en lo criminal, 
inodítioftdo por la ley número 3500. 

/. liotet. 

é 

Buenos Aires. Octubre 17 de 1898. 

Autos y vistos: Atentas las constancias de aut"B, de confor- 
midad fiscal, en Tirtud de las prescripciones legales contenida 
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en los artículos 96 y 120, ¡ncUo f del Código Penal ya sea que 
se considere el delito imputado al procesado dentro de una y 
otra disposición y teniendo presente lo que eipresa el quere- 
llante eti su precédate escrito, sobre ta tentativa de honiindjo 
y lo que establece el artí ulo 578 del Código de Procedimiento* 
en lo criminal, *e concede la «icarcelacion soletada lijándose la 
suma de 5000 pesos moreda nacional á los efectúa del artículo 
379 del citad,, código, dehieud» justificar en forma su arraigo 

el findor propuesto. , „ , ■ 

v Gervasio Granel. 



VISTA DEL StóOR PttOtURAUOIl GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 9 de 1&»H. 

Suprema Corte : 

Laa conslanriasdel sumario agregado, no demuestran lu pre- 
meditación de un homicidio alevoso. El lugar, las circunstancias 
en que*e produjo «1 hecho, y hasta el arma empleada para per- 
petrarlo, guían el espíritu h¡ícia aquella conclusión. 

Se han producido heridas grates según el informe médico le- 
gal , foja 44, su cicatrización se ba operado antes de un mes, pero 
los desórdenes funcionales y M mal estado general, se prolon- 
gará por un mes, mis 6 menos, después de cuyo tiempo podrá el 
señor cónsul del Brasil Tolvcr recien A sus tareas habituales. 
Las lesiones dejarán séllales lineales pero no deformarán no- 
tablemente, tanto mis cuanto quedan ocultas por el cabello y 
barba según la expresión textual del informe. 

Al caso informado es es trir lamente aplicable la disposición 
del artículo m del Código Penal, que en su inciso 1" impone 
prisión de uno a trea años si la lesión produce incapacidad para 
el trabajo por más de un mes. 
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El término medio de aquella pena, sería dos años de prisión ; 
v como el articulo 376 del Código de Procedimientos reforma*! o 
por la lev número 3508, autoriza la liben ad provisoria bajo 
caución cuati' Lo el hei'ho tenga sólo pena pecuniaria ó corporal, 
cuyo promedio exceda de dos años de prisión, la excarcelación 
sella procedente en el caso. 

Pido por ello á V. E. s.* sirva conlirmar por sn» fundamen- 
tos, el auto recurrido üe foja 6 vuelto. 

Sabiniano Kícr. 



Buenos Aires, Noviémbre ¿i ite 1898. 

Vistos y considerando: Quu por los elementos prubatorias 
que registran los autos, no se puede atribuir por ahora al pro- 
cesado otro delito que el de lesiones, de modo que súSo con re- 
lación á ese delito sería procedente la prisión preventiva de con- 
formidad con el artículo segundo del Código de procedimientos 
en lo criminal. 

Que según la ley numero tres mil quinientos odio, cuando el 
hecho que motiva la prisión es penado t on pena de prisión cuyo 
promedia nu exceda de dos afio*, puede decretarse ln libertad 
previsoria bajo de tiansuu 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general s» conlirm i el auto de foja seis vuelta. Notifiques* 
original y devuélvanse . 

BEtUAHl* PA2, — LUIS V. VAHE A. 
— ARtL UAIAW. — OCTAVIO BDH- 
GE. — JUAN E- TÜRREHT. 
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Criminal contra Juan Cereza, por falsificación de monada 

de nikd 

Sumario. — La tentativa de falsificación de moneda da ni- 
kel de curto legal, merece la pena de un año de trabajos for- 
zado j 40 pesos fuertes de multa. 



Caso. — Resulta del 



ralle riel Jura Frdcrftl 

Buenos Aires, Setiembre 19 dc]88H. 

Y vistos estos .tutos seguido*) contra Juan Cereza, de 33 
años, cabido, italiano, mecánico j domiciliado en la c;tlle de 
Liniers, lin número, acusado úv falsificación de monedas de 
uikel, du 1.* que resulla: 

Que habiendo la jefatura de polii-ía recibido una ñuta del 
señor ministro de relaciones eiteriores en la que ordenaba la 
det<-n< ion provisional de Carlos Colombi, solicitada por el 
señor enviado extraordinario y ministro plenipotenciario dt 
Italia, por estar acusado en ese país el expresado Colombi de 
i ais i ikacion de letras de cambio, y i ufo individuo se creía ha- 
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bía legado recientemente en «I vapor • Sirio », la jefatura da 
policía dispuso euconier dar la diligencia á la comisaria de in- 
vestigaciones. 

Que habiendo tenido conocimiento eta comisaría que en la 
calle Patricios, número 17H, había un taller mecánico y fundi- 
ción de lierru y bronce de A. RomiglialJi, Cernía y Colombi, y 
que el ultimo era de malos antecedentes en Italia, y como pu- 
diera ser el Colombi cura captura se recomendaba, se estable- 
ció vigilancia sobre dichos sujeto». 

Que habiéndole mudado el llamado Cereza a la calle Linter* 
sin número, transportando algunas maquinarias y útiles al 
parecer de mecánica, se continué la vigilancia de éste, obser- 
vándose que en mi taller que había allí instalado sólo ge traba- 
jaba á alias horas de la noche, viéndose luz y percibiéndose 
tfolpe* intermitente? como de alguna maquinaria que funcio- 
nase. 

Que en vista de todo esto, se solicitó y obtuvo de este juzga- 
do orden naru allanar los domicilios de Cereza y Febo Puricelli 
con quien el primero parecía e^lar en relación. 

Allanado el domicilio de Cereza se encentró un taller de me- 
cánica con -us maquinarias en estado de funcionar y en un 
rincón una -¿ran cantidad de discos de metal amarillo del mis- 
mu tamaño de una moneda de nikel de veinte centavos, entre 
has que se encontró una moneda de ese valnr acuñada en estaño 
faltándola los bordes. 

Examinado detenidamente uno de los bancos y notándose 
Mun traba de tabla sostenida de un iud.» por un clavo y por 
dos tornillos del otro (fig. mira, i), le fueron quitado éstos y 
girando la tabla dejó ver dos cavidades, una en cada pie del 
banco, dentro de cada una de ¡as cuntes había un cuño en acero 
templado del anverso y reverso de las monedas de nikel de veinte 
centavos. 

Mamado en ese acto «1 señor Antonio Ferichon, jefe de la 
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Df JUSI H'.U pt*CI«»*l- 

oficina -le mM M •» Casa •. Moneda para que diera «opi- 
nión .obro ta, «*» «I » ^ ^ 
e 6lo,c»oo,e»contndosy pot vía de en«yo a ; nn6 
Í Ldl— II meta, amarillo qnealU pMta ■ «•» » 

1 moneda I. metal con el cuño de 1». de „,ke £ 

«M «P"-"do ,0 opinión « q«e lo. . le» ■ 

aobre que se lé lnt.«0g»b. -.Una sirviendo »W« «na faU.nea. 

lo ue monedas de «M. 

pode, >a * " em * Jtt " ! '\ d ' ; ; 4 , 

Le.tra.lo, con loe legitimo, era concernen.. rtmHBta. - » 

Mía de moneda para los ensayos del c.isn . 

interrogado ,1 procesado Juan Cereza para que ,ga con o., 
obi.totení.en su poder todus lo. elemento, y dttles ^» 1» 
ni," secuestrados mauife.to «. ^l' ' 
de botones metálico, y resorte, para paragua, y bastón • > a 
cuyo fin le son necesarias Mas las maqu.uas y «til» que U- 
,¿ .„ su late, menos los cuños que le f»er,n I evado »M 
s ietcd¡;„ ,„..-, par an sujeto italiano llamado Alberto, «JO 

apellido y pandero ignora. 

Que H individuo á que alud, como un m,s ante* ta hab a 
propon» hacer nna fa.sifi. acion de monedas do nikel de ve.n c 
Sm, que «i declarante no aceptd, dejándole los conos e 
debito y que no ba vnel.n por 'su casa; que entonce, escondí 

o. cuño, en los agujeros donde se encontraba* ... haber beebo 
„7o de ellos, y que en cuanto i la moneda falsa acunada « 
Z2 eneontrl entre .os discos no sabe quien la baya hecho 

suponiendo haya sido llevada con lo, cuños por Alberto. 
Que lo. dii, encontrados en su casa ha» ,id„ cortado, pe 

» par. perforarlo, y hac, botones para re,orU, de parado, 

de los qle y» ti.no hecho, como 900 y que d.sco, t.-ue corta- 

¿os unos cinco ó neis mil. « ;í ií«ih 
¿mÚ «** el ei-»oio de Cereta. Abel B«I|W4» 
,ue „. tiene conocimiento de los hcchoscobtequ.se le »M- 
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rrog». j que Cereia cuando se separóde ta sociedad fué pagarlo 
por el declarante y su socio Colorabo ti parte que le correspon- 
dí», retirando tan sólo del taller alguna* máquina útiles con 
objeto de continuar fabricando botones y recortes para paraguas 
A foja... declaró Pedro Colombi el otro ei-socio de Cereia 
corroborando lo declarado P or Romi-lialii, y agriando que 
Cereza Ib dijo ante.i de irse al Brasil, que iba ú haeer un nego- 
cio qii,. si le salía bien, en cinco 6 seis meses tendría dinero, 
['ero que sí le salía mal iría a Palermo como di íendo i la Pe- 
nitenciaría. 

A f«ja 37, declaró don Carlos Tamburini, uresidente de ja 
logia masónica c Tito Veda., y manifestó qnebabi, ado Cere- 
za solicitado ingresar como socio, fue informado el declarante 
■ que Cerei.i había estado últiimimeuTe en el liras!) ocupado en 
circular moneda falsa, por ¡o que fué rechazado como socio. 

A foja 54 c msta «ni informe de la policía en que se manifiesta 
por el dueño de la oisa ocupada por Cereza, que ést» ¡e alquiló 
con el nombre de Virgilio Franeese, que m quiso dar fianza 
pagan*» dos meses adelantados en garantía, diciéndole que 
paraba en el buteí f qu* recién llegaba del Brasil, que SP ocu- 
paba en fabricar botones automatices para paraguas y le impu- 
ro la condición expresa de qué nudiHríu i la - asa con ningún 
pretesto. 

Ratificados los testigos del sumario y cerrado éste á foja 84, 
entabló acusación el Procurador l¡s< a i, pidiendo se le aplique 
á Cereia la pena que establece el orrfiuloGO d,* la J.y de f í d.« 
Sel i em ü re .le 18Ü3. 

Corrido trunad» de la acusación lis-al el defensor del proce- 
sarlo lo er:.cuó á foja % pidiendo la ib*61«oton de culpa y 
cargo de su defendido en mérito de las razona y fuudam- nto< 
aducidos ra la defensa. 

Abi. rta la «ausa á prueba se produjo la qne corro agregada 
de foja H7 a foja i ÜH. 
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Y considerando: \* Que se encuentra plenamente compro- 
bado en este juicio por U declaración del procesado y por los 
demás antecedentes, que ofrecen estos autos que en poder del 
encausado se han encontrado lo. cuños, una moneda falaa d* 
mkel incompleta, los discos de metal y la* maquinarías que 
constan de las intuiciones remitida por la policía, que co- 
rren agregad as di* foj t... á foja. - . 

2* Qtie en presemia de estos antecedentes corresponde al 
juzgado resolver si Creta ha cometido el delito de falsificación 
de que lo aotisu el ministerio público. 

3° Que de las constancias de este proceso resulta que sólo se 
ba encontrado en poder de Cereta, como s* ha dicho una mon- 
da de nikfl incompletamente falsificad,!, lo que índ na á falta 
de otros antecedentes que el delito de falsificación nohahía sido 

pnteramenle consumado. 

4" Que si bien no se ha eucontradoen poder del encausado una 
moneda tan completamente terminada, que revista las aparien- 
,-ias de la lrgiti.ua, la existan i i en ™ P^ pr la m0,,e<la * 
qM ya se ha hec ho referencia, y de lo, cuños y demás maqui- 
narias sin haber }u,t;iic .do su procedencia, y todo lo que según 
informo de la cas* de moneda ha podido servir para su falsifica- 
clon, convencen que Cereza daba los primeros pasos para la 
consumación do ese delito al que líi ley en virtud de no haberse 
realeo, cb.silicu de tentativa, cuando como en el presente 
«a*o, la resolución de cometerlo ha «ido manifestada p,r «tos 
exteriores que ti'-neii reía- directa con él. 

5» Que si el procesado hubiere consumado el delito de falsi- 
«oacion ie correspondería la (urna que establece el artículo 6ü 
para lo, que cometen este delito en monedas de cobre, según 
lo ha resuelto la Suprema í^rte en la caus* seguida contra Ki- 
gl< li Melolti V José líoletti, por circular monedas falsas de 
veinte centavos, pero h.ibiéndoie clasilicado el hecho imputado 
/, Cer.iaco.no de tentativa, le es de aplicación la disposición 
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del articula 12, inciso 2°, del Código Penal, de. Muerdo con el 
artículo 93 de la ley de 14 de Setie mtire de 1863, que establece 
que lo» delitos contra la na- ion no previstos en uso ley serán 
castrados con arreglo á los Códigos que forman el derecho co- 
mún de Jas provincias. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo pedido por el Pro- 
curador fistol, fatloi condenan do á Juan Cereza á la puna de un 
año de trabajos forzadus, y á una multa de 40 pesos fuerte» ó 
su equivalente en moneda nacional, y las costas d«! juicio, 
debiendo descontarse el tiempo de prisión presentirá que lleva 
sufrid», eomputindose n razón de dos dias por uno de trabajos 
forzados. Hágase saber al señor jefe de policía, notifíquose 
con el original y en oportunidad cu nunfquese esta resolución 
al señor din ctor de la penitenciaría, de acuerdo con la dispo- 
sición del artículo 561 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, y archívese. 

Gervasio r\ liranei. 




VISTA l>EI. SESiMi PROCUIUOQR GEREI1AL 



Suprema Corte. : 



Buenos Aires, Noviembre ít de iHyn. 



No se lia puesto en du la ni desconocido tampoco por la ilt?— 
fenia, lo qoe está, por otra parte, evidentemente demostrado 
en esta «musa, esto *js, que en poder del enea ;sado Juan Cere- 
za, se han encontrado los cuños, los discos de met¡il, una mo- 
neda de nikel falsa y las maqui uarias utilizabtes para la fal- 
silla ion. 

VA procesado lejosde explicar satisfactoriamente la existencia 
en su poder de aquellos instrumentos del delito, ha reconocido 
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que había sido solicitado para la falsificación de moneda de 
ni! el, sin que aquella declaración haya sido desvirtuada por las 
declara* iones del Humano que son desfavorables al procesado. 

Objeta la deten a contra la evidencia de loa hechos compro- 
bados, que ninguna ley castiga la falsificación de la moni-da de 
nikel, y que no es dado á la magistratura judicial llenar el 
vacío de la ley, c«m la aplicaron de prescripciones penales por 
¡¡imple analogía. 

Kl artículo 60 df la ley de Ude Setiembre de 1863, destru- 
ye aquella afirmación al prescribir en términos generales y 
explícito^ : «Que los que falsifiquen, introduzcan ó expendan 
moneda falsa de especie que tenga curso legal en la nación, y 
sea de un vaior inferior á la legíitma serán castigados con la 
pena de trabajos forzado» desde cuatro hasta siete años, si la 
moneda fuese de oro ú plata; pero si fuese de cobre aunque su 
valor no fnere inferior al de la legítima, con la de trabajos for- 
zados dé dos á cuatro años y una multa *. 

Este artículo d*; la ley penal, declara responsables del delito 
de falsificación á todos los que fabriquen moneda falsa de es- 
pecie que t uga curso legal en la nación. 

No determina calidad, ni metal, ni valor: abraia por consi- 
guiente en su expresión general toda especie de moneda. Si en 
su segunda parte se refire especialmente á las de oro, plata ó 
cobre, es para determinar la proporcionalidad de la pena, cir- 
cunstancia que no modifica el principio general y la aplicación 
penal, respecto de toda espacie que tenga curso legal en la 
nación. 

Se invoca también la doctrina de los tratadistas respecto de 
los Lechos que no constituyen principio de ejecución de un 
delito. No desconozco la importancia de esa doctrina, y su jus- 
ticia boy incontestable ante la prescripción del artícolo f3 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. Pero aquella doctri- 
na no es aplicable al caso $ub-judtce. 

T. LIXTI 15 
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Por otra partí , hay tentativa, prescribe el artículo 8 a del Có- 
digo l'eual, «c ando la resolución de cometer un delito ha sido 
manifestada pnr actos exteriores, que tengin relación directa 
con el delito *. 

Aplicando esta prescripción legal á loa hechos del procedo, 
no puede desconocerse que el procesado es reo do tentativa de 
falsilicacion de moneda de curso legal. Las maquinarias, los 
discos de metal, los cuños y ta moneda misma con ellos fabri- 
cada, son hechos qiK' se relacionan tan directamente Kon el de- 
lito que. bien podrían confundirse con él, si lu moneda falsa 
hubiera sido concluida. 

Si no se traía de hechos aislados é inconducentes; y sí de 
medios precisos y directos, conducentes de una manara inne- 
gable, á ta fatsifieacion, con ellos >a operada en una moneda; 
no cabe duda sobre la tentativa invocada que el artículo 8 o d^l 
Código Penal d«fine y el artículo 12 castiga en la forma deter- 
minada en su artículo 2 o . 

Si al delito consumado, admitiendo lo mis favorable al reo, 
correspondía el término medio, la pena más leve establecida por 
el artículo 00 de la ley sobre crímenes contra la nación, le 
sería aplicable tres anos de trabajo* forzados y la inulta res- 
pectiva. 

Reduciendo la sentencia recurrida esa pena i sólo un año 
de trabajos forzados y multa de cuarenta pesos fuertes por ra- 
zuu de la tentativa declarada, ha usado de excesiva benignidad. 
No obstante habiendo sido^la sentencia consentida por el repre- 
sentante de la acción tia-al en I* instancia, creo deber circuns- 
cribirme en la autual á pedir a V, K. se sirva confirmar por su» 
fundamentos la sentencia corriente i foja 173. 

Sabiniano Kier. 
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rail* tic I» ftupremn ( oríf 

Bueno* Aires, Noviembre 2: f do 18HM, 

Vistos y considerando: Que está probarlo et delito de tenta- 
tiva de falsificación de moneda *|u- motiva este proceso, j ave- 
riguada la responsabilidad penal 'i-I encausado. 

Que no hay mérito para reformar la sentencia consultada en 
mentido favorable al procesado. 

Por esto, j fundamentos concordantes de Ja vista del señor 
Procurador general, y de la sentencia consultada de foja ciento 
atenta j tres, dáseéata por aprobada. Nutiffquese original y 
ii (-vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARKLA. 
— ABEL BAZA». — OCTAVIO flUr.- 
GE. — JUAN K. TOK&ENT. 



CAUSA m.\lil 



liona Pastora ¿ur i ta, contra don Mif/uel Jertín 
sobre reivindicación de terrenos 

Sumario. — i" Los actos de enajenación celebrados, bajo el 
imperio de las leyea de Partida, por un menor adulto que do 
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tiene guardador, son válidos, salvo el beneBcio de restitución 
para ei caso en que se hubiesen hecho en daño. 

2*Si ese remedio no se ha hecho valer durante la menor 
edad, 6 dentro de los cuatro años después de la mayor edad del 
enajenante, ha derechos transmitidos quedan deünitivamonte 
adquiridos. 

3 o Según la ley vigente, los c .nitratos de los menores no son 
válido*; pero la acción para pedir su nulidad se prescribe ú lo* 
dos amia de llegados á la mayor edad. 

A° La buena fe, título traslativo de dominio, posesión Conti- 
nua de dlel años en presencia del enajenante, mayor de edad, 
bastan para justificar la prescripción á favor del poseedor. 

Caso, — Resulta del 



Vistos : los autos seguidos por don Carlos Hawkes, en repre- 
sentación de Pastora Zurita, contra Miguel Teran sobre reivin- 
dicaron de unos er ren»s ubicados en esta ciudad, y de los que 
resulta: 

Que la primera demandó á Teran, exponiendo que éste poseía 
unos terrenos 6 sitinsen esta ciudad que pertenecían á ella por 
herencia de sus padres, iguorando la causa porque estuvieran 
en poder de Teran, cuando ella no los había enajenado. 

Corridn traslado, la parte demandada contesta que los terre- 
nos poseídos le pertenecían, unos por compras hechas á perso- 
nas extrañas, cu vos terrenos jamís pertenecieron á los padres 
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de Pastora Zurita, y que los que fueren de ésto», lo* hubo por 
compras hecha* i doña Carmen á S * Inu, ' 1 Mancilla ' 

& la misma Pastora, agregando qué le pertenecen no sólo por U 
transmisión legítima de la propiedad fié « ha operad*!, *m6 
también por la prescripción, cuja excepción la opone. 

Abierta la causa* pruébase ha producido por una y otra par- 
te, la testimonial y la de posiciones de la que i* hará mérito más 
adelante, y por la demandante se han presentado los certificado» 
parroquiales siguientes: partida de matrimonio de Miguel An- 
tonio Zurita con Xalivídai Nieva, veriüeado el 10 de Mayo de 
1842 certificado de fija 61 ; partida de bautismo de Pastora Zn- 
rita, en que consta ser ésta hija legítima de Miguel Antonio y 
Natividad Nieva, habiendo nacido el 21 de Octubre de 1846, 
certificado de foja 5, j por último «1 certitieado de defuncioa de 
Miguel Antonio Zurita y de Natividad Hiera, del que resulta que 
esta última murió el 19 de Jimio de 1867, habiendo fallecido 
muchos años ante, su esposo Miguel Antonio, certificado de 
foji 7. 

La parte demandada acompaña - orno prueba vanas escrituras 
públicas de los sitios comprados y que jamás por* mecieron a 
Pastora ni á »B* padres, y de loa que pert enecieron á ésta que son 
los únicos que se litigan, consistentes un títulos de las 
siguientes escrituras extrajudiciales : 1* una fechada el 2 de 
Octubre de 1867, firmada por Miguel Navarro & ruego de 
Pastora Zurita j por tos lentigos Abraham Navarro y Rosa 
Lino Leiva por la que se hace constar que Pastora ven- 
de A Terau na terreno de 30 varas de frente por setenta 
y cinco de fondo con los linderos que allf se expresan; 4* 
otra escritura á continuación de la anterior, firmada a ruego 
de la otorgante por Miguel Navarro y por los testigos don Pe- 
dro C. Plá j Benjamín Totosa, fechada el So de Mayo de 1868, 
por la que se haceronst.r se vende á Tetan la media cuadra que 
sigue al naciente, con los linderos allí expresados i véase eacri- 
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tura de fojas 23 y 24 do los autos ; 3 r una «sentina filiada el 
28 de J tinio tif 1869, firmada á ruegodc la oturgaute por Miguel 
Navarro y por los testigos Abrabum Navarro y don Gabriel 
Romay por Ja qué se hace constar : que la dhha Pastora vende 
á doña Carmen Gigciia un terreno de cuarenta varas de freute 
por una cuadra de fundo y con los 1 i u lloros que allí se expresan 
(escritora «le foja 25) ; V otra escritura también extrajudicial 
fechada el 7 de Diciembre do 1868, por la que se buce constar, 
que don Samuel Mancilla vende á don Miguel Teran el sitio y 
rancho que compró á Pastora Zurita y que consta de 27 varas 
de frente por una cuadra de fondo, c ni los linderos que allí ->e 
expresan, el cual documento esta firmado por el vendedor y por 
los testigos Miguel Navarro y José C. Ualr ¡monte (escritura 
de foja 20 á foja 21). 

Fundan las partes sos respectiva^ pretensiones en las signícn- 
tes consideraciones: la demandante, en que no habiéndose be- 
eho 1 1 transcripción do \n< propiedades que pertenecieron a ella 
en escritura púli'ica y siendo, por otra parte, la enajenante me- 
nor dé i'dad en el fí ,¿.,-< en que osas escrituras se hicieron, 
añus 67 y 68. ta venta es unta y falta por tanto la buena fá v 
justo título necesario para la prescripción de 10 j 30 años; se 
necesitaban porto tanto la de30 años>'n el ¡(Miso &ub~jndi ce, para 
presen bit la cosa, tiempo que no ha transcurrido. 

La parto demandada funda su derecho en que por la legisla- 
ción vigente antes del Código Civil, no era necesario escritora 
pública parala transmisión de bienes inmuebles,, y en cuanto 
ú la» dad d- la enajenante en el caso de autenticidad de las 
partidas que las niega, ella n*> afecta la validez dei acto, parque 
Pastora er$ considerada mnyor de ed.id ti la fecha de la muerte 
de mi madre y porque Teran babía comprado parte de los te- 
rrenos á personas como Gigena y Mancilla que eran mayores 
de edad, y por último porque la cosa estaba prescrita de con- 
formidad al artículo 5999 del Código Civil, habiendo trans o- 
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rrido pof lo tanto nula de tO anos, de po esion tranquila y con- 
tinuada con buena fé y justo título. 

Y considerando : 1 o tjoe por el eertifit «do parroquial de foja 
5, consta que Pastora Zurita no tenía en 9 años 67 y 68, en que 
se hirieron las escrituras extrujudie-iale* de ía transmisión de 
1:14 propiedades que se cuestionan, la edad de 25 año* que s<* 
requería por la leg¡slac¡Mn anterior al C6digo Civil para entrar 

en la mayor edad . 

2" Que compotándose por los rrgistras parroquiales la filia- 
ción (articulo 263 de) Códipro Civil), la edud que resulta deestos 
asientos hacen prueba completti, que no puede ser destruida por 
los hechos de los testigos que afirman que Paslora Zurita era 
considerada como de mayor edad á la U oh a de la muerte de la 
madre (año 1867^ y por lo tanto es indudable que ha podido, á 
la edad de 21 A 42 años, disp uier válidamente la enajenación de 
esos lerr-nos (leyes I*J 2", titulo 5°, partida h\ y Alvarez, 
Derecho lleal tic Ks/ifl^a, número 018), 

3« Que estando comprobado por las escrituras eitrajudtciales 
presentadas por el demandada, que los terrenos á que las mis- 
mas se refieren han pertenecido A Pastora (escritura de fojas 20 
á 25) y que l'astora es hija legítima de Miguel Antonio Zurita 
y de Natividad Nieva y que éstos no lian tenido otro hijo, 
declaraciones de Miguel Dülgado, foja 47; Oresta, foja 44 é45; 
S. Califa, foja 48, y Salustiaoo ttuso, foja 49, al demandado 
corresponde la prueba de su adquisición, y como las escrituras 
presentadas no son bastantes para la adquisición de los terre- 
nos que se cuestionan por razones dada* en los considerandos 
anteriores ea necesario sab.-r si ellos se han adquirido por la 
prescripción como se sostiene por el demandado. 

4 o Y considerando, en cuanto A la prescripción, que el Código 
Civil en su artículo 5999 establece «que el que adquiere un 
inmueble con buena fé y justo título prescribe la propiedad por 

la posesión continua de 10 años si el verdadero propietario 
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habita en la proTÍncia donde el inmueble está situado ; y por 
veinte años si está domiciliado fuera de ella *, délo que re- 
sulta que son necesarios para la prescripción ¿que se refiere 
el artículo, justo título, buena fé y posesión no interrumpida 
por el tiempo determinado en él, requisitos que es necesario 
examinar si se han cumplido en el caso StUt-jüdice. 

5 fl Que constando de la partida de bautismo de Pastora (foja 5), 
que ella nació id 21 de O t ubre del ano 46, cumplía 25 años el 
mismo día del ano 71 : pero como el Código Ciril empeló á re- 
gir des'le el i° de Enero de este último afín, de acuerdo con el 
artículo 4046, resulta que desde U vigencia del Código ella entró 
ea la mayor edad, desde cuya fecha lia comentado á correr el 
tiempo de la prescripción, puesto que por la menor edad no po- 
día correr el tiempo anterior (leyes 8, título 29, partida 3% y 
9 o , titulo ih, partida 0"). 

6 a Que resultando igualmente por la declaración de los tes- 
tigos presentados por Teran, que ella ha vivido muchos años 
en e^ta ciudad después que Teran poseía los terrenos en cues- 
tión, y aunque no se expresa el tiempo, ésto resulta eviden- 
ciado por ta confesión de la demandante que afirma en su 
respuesta á la primera pregunta del interrogatorio de foja 150, 
que se ausentó de esta ciudad en vi mes de Mayo de 1881 (véase 
respuesta con ¡ente á foja 154 de los autos}, habiendo por lo 
tanto panado hasta la fecha de la demanda (Mayo del corriente 
año) desde que eutrú ;L la mayor edad el primero de Enero del 71 
mis ác 19 años cumplidos (I* de Enero del 71 a Mayo del 81), 
estailo presente, habiendo por lo taiwo ese tiempo (19 años) 
poseído sin interrupción Teran, pacíficamente, puesto que ni 
mención se ha hecho por la demandante de haber sido inte- 
rrumpido la posesión de Teran. quien ha comprobado t>u po- 
ción pacifica y continuada. 

7° Que en cuanto al otro requisito, la b\tenafé y ella se presume 
en el post-edor, bastando que exista en el momento de la iidqui- 
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lición» artículos 4006 y 4008 del Código Civil ; y esa buena ti 
en el caso sub-judice resulta de autos puesto que Teran no podía 
dudar que era etclusko dueño de lo que poseía, por haberlo 
comprado do persas que lo habían tenido por compra* hechas 
n" la misma Pastora y estaban en posesión de dichas con., 
j porque la vendedora Pastorn, según consta de los declaracio- 
nes de los testigua presentados por Teran, disponía libremente 
de sus bienes y ira considerada por mujer grande j mayor de 
edad (véase declaración de Pedro Fernandez, fojas 70á71; Soto 
Diai, fojas 7* á 76; Gregorio Nieto, fojas 76 á 77; Peregrino 
Soto, fojas 77 a 78), todos lo* que afirman que PaBtora era 
tenida por mujer grande y que administraba libremente sus 
bienes, j lo comprueba el hecho de que antes que á Teran veadíó 
a Gig-'na, habiendo la circunstui ia de que nadie ha oído á 
Pastora protestar de la posean de los predichos compradores 
y sí, por el contraríe, ella misma contaba de las ventas hechas 
á Teran (declaraciones de Dennidio Alriercte, fojas 68 á 70; 
P rota ño Sánchez, fojaB 112 á 113, Manuel Rios, fojas 73 á 74, 
y demás citadas en tas contestaciones a la 3\ 4\ 6 1 , 9* y 10" 
pregunta del interrogatorio de foja 65), 

8° Que en cuanto al justo título, hay que considerar separa- 
damente á rada uno de ellos, pero sí teniéndose presente que 
se trata de actos pasados antes de la vigencia del Código Civil 
y que están por lo tanto regidos por las antiguas leyes, y como 
por estas no era necesaria la escritura pública para la venta 
de bienes inmuebles, es indudable que el hecbodeser las dienta 
ventas celebradas por escritura privada no le quita n dicho acto 
su ral ¡dad de justo título, hábil por lo tanto para la prescrip- 
ción (leyes I' y O*, título 5<\ partida 5'; Fallo de la Suprema 
Corte, série 2\ tomo 13, página 267). 

9» Que en cuanto al mérito de la prueba sobre si efectiva- 
mente han*e realizado las ventas á que se refieren loa títulos 
presentados, no cabe duda en cuanto á la parte comprada direc- 
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tamente a Pustor.i por Teran, pues estando firmada una de 
dichas escrituras por don Miguel Navarro, a ruego de l¡t otor- 
gante, y por los testigos AhrAh.ua Navarro y Rosa Luis Leiva. 
el ultimo ha reconocido esa firma (foja 94) y lado los tíos prime- 
ros, que han fallecido, han sido reconocidas romo auténticas por 
doña Elvira Navarro, viuda de don Miguel Navarro y cuñada 
del segundo (fojas 1 15 á 1 16), por su hij" Ricardo Navarro (foja 
100), pot don Onofre J. Rodrigan (fojas 101 ¿ 103) y por los 
peritos calígrafos nombrados por la* partas sen- res Romaj y 
Barros, (foja 108), y por lo tanto « *tá plenamente com|irobado de 
que esta escritura se orto;ru realmente; y en cuanto ó la segunda, 
firmada por Miguel Navarro y pur los testigos Prdro Celestino Pía 
y Benjamín Totosa, ha: sid>. igual menit reconocida f-omu auténtica, 
la de Plii por su lujo Pedro C, Plá, escribano público de número, 
y por d in Onofre J. Rodríguez, no habiéndose reconocido la de 
don Benjamín Tulosi, residente en Córdoba, circunstancia que 
no es l»¡ist jot- para desconocer la autenticidad del acto cuando 
otras circunstancias comprueban , como « s, la de que la misma 
Pastora al responder a la décima pregunta del interrogatorio 
de posiciones dice ; < que cuando don Miguel Teran le quitó 6 se 
apoderó <1<- media cuadra de terreno de la declarante, le habla 
tirado 15 pesos bolivianos dicéndole que de favor le duba eso, f 
que la deckruite fas recofjió d ios /J pesm para que no ir 
aproveche tatulevaltle el terreno y C"-a& * ; dicha escritura ha- 
bla de media cuadra y del precio de 15 pesos y es indudable que 
¡ esa venta se refiere la Pastora, aparte de que los testigos Der- 
uiidio Alderi'te (fojas 68 á 70), Pedro Fernandez (fojas 70 á 71) y 
Manuel Rios(fojas 73 á 74) contestando A lu6\9V? 10* pregun- 
tas di*1 int'Tmgíitono de fojas 65 á 6ti, que han oido a la misma 
Pastora de las ventas hechas á Teran y por último que la mis- 
ma firma de Tolosa ha sido igualmente reconocida como au- 
téntica por Rodríguez, íirma competentísima por haber sido 
más de 30 años empleado del Ministerio de Gobierno y teni- 



do correspondencia particular cun el expresado Tulosa. (f é|ít? 
su respuesta á ta V pregunta y 3* corriente de foja *<H vuelta 
ú foja t02). 

tf> yue en cuanto á la escritura de foja 25, hecha por Pastora 
ú Oigena, ella ha sido limada por Miguel y Ahrahani Navarro, 
cuyas Otmil» lian sido ya autenticadas, y por don GíiHriel Homar 
la cual lia sido abon ida por mi pl-so* io don Ricardo Navarro, 
ror don Oiioíre Hodrigu^y por Pedro G. FU. escribano, foja 
i08, i ou lo que queia plenamente justiücada la efectividad de 
dicha escritura, y aunque no tigura en autos el recibo del pre- 
cio en ii ue se hacía me noion de la trausm Uiou de Gigena á Teran. 
que se inundó á Tuco man pura el reconocimiento de la firma 
de Oigena V 0T * u * W 9i ÍMÍd *' nWS e ' 1 e * a ' eats4 circunstancia no 
modilica los derechos de Teran respecto de Pastora puesto que 
e»ta comprobada la tranquillón hecha por Pastora a Oi¿ena 
por la escritura antedicha, cuya tseritura según declaración del 
présbites Maza, foja 72, ella le fui entregada por el uismo 
Oigena para que la entregara á Teran, y ella no puede oi.jetur 
legalmente *i Gigeoa transmitió A Teran la propiedad que 
consta legalmente ella enajenó, y es en todo caso Gigena quien 
pudiera reclamar. 

í\° Que en - uunto á la minora heclu ñor Mausilla de cuya 
escritura consta que ést<- enajenaba a Teran el sifcto y ram bo 
comprado á Pastora la cual esta lirraadu por José C. Calvinioiite 
y por Navarro, y como no se ha abonado la tirina del primero ni 
hecho reeonocer la del segundo, resulta que falta la prueba de 
que ese acto p**ó y por otra parte no se acompaña el título de 
adquisición de Mansilla hay que concluir, juzgarlo por falta de 
dichas pruebas, que falta el título necesario para la prescrip- 
ción, pu.-slo que es al que se ampara en ella ¡i quien correspon- 
de la prueba de haberse cumplido los requisitos que exige la 
ley paraqneella tenga lugar, y, en consecuencia, no habiéndose 
justiüeado por lo que hace á esta compra, el justo título, la pres- 
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eripcion, que es un hecho, no puede producir los efectos jurídi- 
cos que pretende la parte de Teran como sucede con las otras 
compras eu que ha justificado plenamente )a buena fé, justo 
título y posesión pacífica no interrumpida p»r mas de 19 años, 
que han corrido estando presente Pastora Zurita en esta ciudad. 

12° Considerando, por otra parte, que Teran ha justificado ple- 
namente con la declaración testimonial que corre de fojas 66 i 
79, que todas ¡as mejoras existen tes en los sitio* comprados han 
sido hechas por él (ríase respuesta ¡i la duodécima pregunta al 
interrogatorio de fojas 65 ú 66 de las declaraciones citadas), quu 
íuS sitios h in sido baldíos cuindo los compró, hecho que no ha 
sido contradicho por la parte de la demandante, v como posee- 
dor de buena ré le pertenecen todas las m «joras hechas. 

P tr estas consideraciones « encordantes t on la leyes \S, título 
29, partida 3*. y 7», título I i, partida fí\ j las expuestas pnr el 
demandado en su es. rito de contestación á lu demanda, corriente 
de fojas 27 á Ü4, fallo : que de conformidad al artículo 3909 del 
Código Civil ha prescritoTeranlossítius siguientes, de treinta va- 
ras de frente y 75 de fondo, y el de media cuadra que expresan las 
escrituras de fojas 2'í y 21, en que aparece la jnisma Pastora ena- 
jenando á Temn, y el sitio de 42 varas «le frente por una cuadra 
de forulo, enajenado por esta última d Qigenay a* que se refiere 
la escritura de foja25; y respecto al sitio comprado por Teran 
á Man si lia, á que se reíiere la escritura de foja 26, se hace lugar 
á la reivindicación de la parte que estuviese en posesión Teran, 
debiendo la parte demandante abonar todas las mejoras hechaa 
que se fijarán por peritos que se nombrarán por las partes. 
Hágase saber con e! original y repónganse los sellos, 

Francisco C. Figueroa, 
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Hutías Air^í, Noviembre íl de 1898. 

Vistos | co ii8 id eran fin: Qau está plenamente probado que, 
doña Pastora Zurita celebró condón C/irmeu Gigena el contrato 
de venta-i que se redórela escritura privada de foja veinticinco, 
fecha veintiocho de Junio d<í mil ochocientos sesenta y siete, 
enajenando, en su virtud, el terreno cuya intensión y predsa 
ubicación se consigna en esta escritura firmada, á ruego de la 
otorgante, por don Miguel Navarro y comn tistigos por don 
Abraham Navarro y don Gabriel Romay, habiéndose pagado el 
impuesto de alcabala en la misma fecha, *egun se ve á foja vein- 
tiséis y foja ciento cuarenta y siete. 

Que está igualmente probado, que la citada doña Pastora Zu- 
rita vendió, A favor de don Miguel Teran, los terrenos designa- 
dos con sn extensión y límites en la* escrituras, también pri- 
vadas, de fojas veintit^ y veinticuatro, de ficha dos de Diciem- 
bre de mil ochocientos sesenta y siete la una, y veintiocho de Ma- 
yo de mil ochocientos sesenta y ocho la»tra, lirraadas ambas por 
don Miguel Navarro, á ruego de la vendedora, y como testigos 
don Abraham Navarra y don Roaa Lhw^eiva en la primera, y 
por don Pedro C. Pía y don Benjamín ragjyn la última, ha- 
biéndose pagado el derecho de alcabala forrespondiente á ambas 
ventas, como se comprueba por el documento de foja veintidós 
y se confirma por el certificado de foja ciento cuarenta y ocho, 
Que no obstante la prueba testimonial producida por el de- 
mandado con el propósito de acreditar que la vendedora doña 
Pastora Zurita era mayor de edad al tiempo en que realizó las 
ventas mencionadas, debe haberse por cierto que dicha doña 
Pastora uacióel veinte de Octubre de mil ochocientos cuarenta y 
seis, porque así lo acredita la partida de nacimiento de foja cinco 
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y porque la identidad persona) de la demandante con relación á 
la persona a que se refiere esu partida está bien averiguada en 
mérito de los elementos probatorios traídos al juicio por esa 
parte, que no han sido destruidos por los de la contraria. 

Que consta, en consecuencia, que dona Pastora Zurita contaba 
poco menos de veintiún años de edad cuando convino la renta 
con don Carmen (rigenu, y cuando concluyóla primera estipula- 
da con don Miguel Téran, contando con veintiuno á veintidós 
años cuan «lo concluyó la segunda con dicho Tetan. 

Que es asi mismo un hecho revelado por las consta nc tus de au- 
tos y no contradicho, que doña Pastora gobernaba por sí misma 
su persona y bienes después di- la muerte de la madre ya viuda, 
acaecida el diez y nueve de Junio de mil ochocientos sesenta 
y siete, encentrándose así en la situación legal, en lo que a* capa- 
cidad se refiere, del menor adulto que no tiene guardador. 

Que sejim los términos textuales de la ley cinco, titulo once, 
partida quinta, «si ucaecie.se que alguno que fuese mayor do ca- 
torce anos y menor de veinticinco, que non hobiese guardador 
feciese prometimieutu para obligarse ú otro en alguna uuucru, 
que vale el prometimiento », sin perjuicio del derecho que la 
misma ley le acuerda para pedir restitución si la promtsa fuera 
en mi daño. 

Que esa misma doctrina se halla esta Mecida, entre otras, en la 
ley quinta, titulo diez y nueve, partida sel t*, en la parte en que 
habla de los pleitos ó posturas que los menores hicieren á su daño. 

Que, por tanto, doña Pastora Zurita que no estaba sometida á 
cúratela y que contaba alrededor de veintiún años cuando con- 
vino en los contratos en cuestión, celebró actúa validos aunque 
sucep tibies de quedar sin efecto, restituyéndose las cosas á su 
estado anterior mediante el beneficie de restitución acordado á 
los menores, si el acto se hubiera hecho en su daño. 

Que doña Pastora Zurita no pudo usar del remedio de la res- 
titución sinó durante su menor edad y basta cuatro años des- 
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pues de haber alcanzado la mayor, según lo prescribe ta ley oeho, 
título diez y nueve, partida seita; en el concepto de que no 
haciéndolo dentro de ese tiempo el derecho transmitido á don 
CáriuniGigena y d don Miguel Teruu deba quedar definitita- 

rnente adquirido. 

Que, entretanto, doña Pastora que, nacida el «inte de Octu- 
bre de u.il ochocientos cuarenta y seis, llegó á la mayor edad el 
año mil ochocientos setenta y uno, ya en virtpn del urtículocua- 
tro mil cuarenta y seis del Código Civil ó ya porque en ese año 
compiló los veinticinco requeridos por la legislación anterior, 
ha deducido la demanda recien el año mil ochocientos noventa, 
ó lo que es lo mismo, cuando estaban vencidos con mucbo ene- 
so los cuatro años posteriores á la mayor edud en que pudo pedir 
restitución , 

Que tratándose de contratos celebrados bajo el imperio de las 
leyes ante rio res al Código Civil, no son las disposiciones de 
éste, reglando l»s efectos de los actos celebrados por los me- 
nores de edad, sino las de ¡iqoellas las que deben aplicarse con 
arreglo á los artículos tres, cuatro mil cuarenta y cuatro y cua- 
tro mil cuarenta y nueve de! citado código. 

Que en virtud de las precedentes consideraciones es evidente 
que doña Pastora Zurita no ha podido intentar la reivindica- 
ción de los teirenos por ella miBma enajenados á favor de don 
CárroenGigenay de dou Miguel Teran, de cuya propiedad sedes- 
prendió ni decir de nulidad de convenciones que pudo celebrar, 
6 pretender la restitución de las cosas al estado anterior, no ha- 
ll iéndol o hecho en la oportunidad qu« pudo verificarlo. 

Que aun aplicando las disposiciones del Código Civil, segnn 
lasque los menores no contratan válidamente, sería cierto que 
la acción para nulificar las obligaciones contraidas por dona 
Pastora, en calidad de vendedor», ha debido deducirse dentro de 
los dos años siguientes d la mayor edad de la misma (artículo 
cuatro mil treinta y uno del citado código). 
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Que la circunstancia de no haberse redactado en escritura pú- 
blica los contratos de renta en cuestión, no<afecta á su validez, 
porque la ley en vigor en la época de la celebración no exigía tal 
forma como indispensable, según resulta de las leyes una, seis y 
veintitrés, título quinto, partida quinta y lo tiene establecido 
la jurisprudencia de esta Suprema Corte entre otros casos en los 
que se registran en los tomos veintidós, paginas doscientas sesen- 
ta y siete, y cincuenta y ocho, página ciento cinco de su fallos. 

Que la venta hecha por don Samuel HunsilLn & favor de don 
Miguel Teran, con fecha siete de Diciembre du mil ochocientos 
sesenta y ocho, áque se refiere ln escritura privada de foja veinte, 
firmada por el vendedor y por los testigos don Miguel Navarro 
y donJoséC, Calvimonte, euya alcabala su pago en la misma 
fecha, como se comprueba per los certificados de foja veintiuna 
y foja ciento cuarent a y nueve, está probada suficientemente 
y, lo que es más, reconocida como hecho en la demanda misma, 
según se ya á foja catorce vuelta, al principio. 

Que desde la fecha de la compra el comprador Tcrait ha estado 
en posesión del terreno comprado á Maniilfa, tanto porque así re* 
salta de la prueba producida, como porque así debe presumirse, 
conforme al artículo cuatro mil cuarenta y tres del Código Civil. 

Que doña Pastora ha vivido en la ciudad de Catamarca, lu- 
gar de la situación del inmueble, hasta Mayo del año mil ocbo- 
c i untos ochenta y uno, xegun su propia confesión, contestando a 
foja ciento cincuenta y tres vuelta á la primera pregunta de 
foja ciento cincuenta, siendo además de advertir que dejo de ha- 
bitar en el rancho existente en el terreno mismo cuando lo ocu- 
pó Mancilla, y que continuó morando en las inmediaciones. 

Que resulta de estos antecedentes que durante la posesión 
de Teran del inmueble que le vendió Mansillu, dona Pastora 
estuvo presente durante más de diez años contados de-de que 
llegó día mayor edad, ú sea desde el primerode Enero de mil ocho- 
cientos setenta y uno en que principio á regir el código vigente. 
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Que nada hay que induzca á presumir siquiera que Teran 
hubiese adquirido de mala fé la cosa comprada á Man si lia, 
correspondiendo dar por averiguada la buena, en rirtud det ar- 
tículo cuatro mil ocho de) Código Civil j en mérito de los da- 
tos generales que arrojan los autos. 

Que cotí la buena fé, título traslativo de dominio y posesión 
continuada por más de diez años en presencia de doña Pastora, 
que bacf vuler don Miguel Terán para fundarla prescripción ñau 
favor, están llenados todos los <-xtremos requeridos á ese efecto 
por el artículo tros mil nuevecientos noventa y nueve del re- 
cordado OÓdigo, y esto sin tomar en cuenta Jos transcurridos 
desde mil ochocientos ochenta y uno hasta mil ochocientos no- 
venta, ¿poca de la demanda. 

Que operada la prescripción desde y durante la vigencia del 
Código Civil son las disposiciones de éste tas que hay que apli- 
car (artículo cuatro mil cincuenta y uno), lo que es por otra par- 
te indiferente en el ca*o, porque el principio del artículo tres mil 
nueveoientoá noventa y nueve citado, es conforme con la ley 
diez y ocho, título veintinueve, partida tercera. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ciento sesenta, se confirma ésta en cuanto no hace 
lugar d la arción en lo relativo a los terrenos vendidos por dona 
Pastora Zurita á favor de don Carmen Gigenay don Miguel Te- 
ran ; no haciéndose también lugar á la demanda en to referente 
al terreno vendido á favor riel citado Teran por don Samuel 
Mansilla, á cuyo respecto se revoca la expresada sentencia, que- 
dando en consecuencia absueKo Teran de la mencionada di man- 
da. Las costas del juicio se pagarán en el órden causado. Xo- 
tifíquese con el origina) y repuestos los sellos devuélvanse. 
\ 

LUIS V. VAHKLA — ABEL BAIAN. 
— OCTAVIO SURGE. — JUAN K. 
TOUEKT. 

t. üatfi 17 
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Don Eloy Várela y otros contra don Trislan Vera, por inln - 
diclo posesorio; sobre apelación denegada de resolución de 
tos tribunales ordinarios, ti la Suprema Corte. 

■ -\ 

Sumario, — No es apelable pura ante la Suprema Curte la 
resolución de los tribunales ordinarios, eo la que se lia hecho 
interpretación y aplicación de las disposiciones del Código 
Ci> il_ 

Caso. — Resulta del 



Fallo 4« I» stuprm» €•■**• 

« 

Bueoos Aires, Noviembre 24 de 1896. 

Tistes en el acuerdo : considerando: Que según la propia 
exposición de l¡i parte, la meion juagada por los trihunaleB de 
la provincia de Cutamarca ha «sido una acción posesoria. 

Que esa acción, sus antecedentes y derechos que derivan, es 
reglada por el Código Civil, siendo de resorte propio de ese có- 
digo, en (o que no sea materia de la ley de procedimientos. 

Que con arreglo al articulo quince de la ley de jurisdicción 
y competencia, la interpretación ó aplicación que los tribunales 
de provincia hagan de los códigos Civil, Comercial, Penal y 
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Minería, no da ocasión al recurso q u< i autoriza el artículo 
catorce. Por esto, se declara bien denegado el recurso. ArcUÍ- 
rese, reponiendo el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO DUffGE.— 
JUAN E. TOBAENT. 



4 AUNA Vi 



lian isaac Godoy contra don Segundino \j Mñ/ueí (¡ames, por 
apercibimiento al (áogado ; sobre apelación denegada 

Sumario, — Son apelables los autos sobre u percibí mi en toa ú 
correcciones impuestas por los jueces á los litigante* ó abo- 
gados. 

Caso. — Resulta del 



m 

Buenos Aires, Noviembre 24 de 1888. 

Autos y vistos ; Considerando: Que según resulta del infor- 
me que precede, el inferior bu impuesto al «bogado recurrento 
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una corrección disciplinaria de la que apeló, siéndole negado el 
recurso. 

Que el auto que impone dicha corrección es por bu naturale- 
za apelable con arreglo al artículo doscientos seis de la ley de 
Procedimientos, según el cual es procedente el recurso de ape- 
lación contra la*¡ sentencias definitivas é interlocutorias que 
causen perjuicio irreparable, en cuyas condiciones se encuentra 
el ci tuilo auto. 

Que esta Suprema Corte, por otra parte, ha declarado de 
acuerdo ron el principio mencionado, recurribles autos de la na- 
turaleza á que se refieren estas actuaciones y ha conooido tam- 
bién en grado de apelación de apercibimientos 6 correcciones 
impuestas por los juces á los litigantes ó abogados (fallo de 
quint e de Junio de mil ochocientos noventa y tres, en recurso 
del doctor M. Ojeda ; fallo de Febrero sieW de mil ochocientos 
noventa y cinco, en recurso de don Juan H. Moscarda), mante- 
niendo ó revorundo aquellos segmi el caso. 

Por ésto, se declara mal denegado el recurso y se lo concede 
en relación. 

Y considerando : en cuanto al fondo del mismo : Que las pala- 
bras que han motivado el apercibimiento impuesto al ahogado 
recurrente, son en efecto irrespetuosas y ofensivas para la au- 
toridad del ¡W á qui.n se dirigen, y debe t en consecuencia, 

reputarse justo. 

por ésto, se confirma el auto apelado, enlaparte recurrida 
por el doctor Godoy. Hágase saber con el original, y repuestos 
los sellos remítanse estas actuaciones al juez de la causa para 
que sean agregadas a ella. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR — OCTAVIO BUN0E. — 
JUAK E. TORR1HT. 
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El Fisco nacional contra Juan Iteinteguiaga y don Hernarda 
Debenedetti ; sobre expropiación 

Sumario. — Debe c*inhrmarse la sentencia dul inferior que 
fija ul terreno expropiado ei precio que ha sido fijado á terrenos 
análogo*, y establece una indemnización que resulta equita- 
tiva. 

Caso — Resulta de las siguientes piezas: 



Fall» «el Juca Federal 

Bufnns Aires, Manco 31 de 1898. 

Autos y vistos : este juicio sumario de expropiación seguido 
entre al procurador íiscal y los señores Heinteguiaga y Debe- 
nedetti, de su e&tudio resulta: 

Que el terreno de cuya expropiación *e trata se halla situado 
en la margen del Riachuelo, contiguo *l que fué expropiado & 
los señores Vicente Casare* é hijos, a razón de diez y nutre pe- 
sos cincuenta centavos el metro cuadrado. 

Que el procurador iiscal ofrece sólo doce pesos por metro 
cuadrado, y tos expropiados piden se le» pngne el mismo precio 
que & los señores Casares e" hijos. 



■ 
*02 



Que los peritos Julián S, Maldonado y Eduardo Olerice, 
dictaminan en disidencia, sosteniendo el primero en su dicta- 
men, quf corre de foja 43 á foja 57, que sólo deoe abonarse el 
terreno de la referencia á razón di* doce pesos metro cuadrado, 
y el segundo, que debe pagarse á razón de diez j nne ve pesos y 
cincuenta centavos metro cuadrado como se abonó á los seño- 
reB Casares é hijos. 

Que el juzgado para mejor proveer practicó una inspección 
ocular del terreno de que se trata, 

Y considerando: I o Que es lógico que el juzgado al resolver 
este caso de expropiación, tenga en cuenta lo precedentemente 
resuelto sobre expropiación de los terrenos contiguo* al de que 
se trata. 

2 o Que se¿un resulta de la relación que consta en autos, se 
han lijado precios que han varitdo entre doce y diez y nueve 
pesos con cincuenta centavos moneda nacional el metro cuadra- 
do en los terrenos del Riachuelo. 

3 ft Que mtre estos, el más contiguo al de los señores Debe- 
nedetti y cíuteguiaga es el de los señores Vicente Casares é 
hijos, que >e pagó á razón de diez y nueve peso» con cincuenta 
centavos moneda nacional el metro cuadrado. 

A" Que di 1 la inspección ocular verificada por el infrascripto, 
del terreno en cuestión, resultó que en efecto es contiguo al de 
los señores Vírente Casares é hijos, que se halla en las mismas 
condiciones que el de aquellos, mas ó menos. 

5* Que siendo esto así es razonable que el precio que se le 
asigno, sea aproximado al que se pagó por los adyacentes. 

6 o Que es de tenerse para eso en vista que toda expropiación 
es odiosa, por más que se funda en el interéi general, por 
cuanto hace excepción al principio de la inviolabilidad de la 
propiedad consagrado por la Caifa fundamental de la Nación 
en su artículo 17, y que por tanto como lo tiene establecido 
reiteradamente Itt Siip;oina Corte en diversos casos, en caso de 
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duda sobre «1 «rdadero Talor del Aireño, debe resolverse 
siempre eu f¡»vor del expropiado. 

7- Que, por olra parte, debe tenerse en cuenta en todo cast., 
U disposición del articulo 15 de la ley general de expropia- 
ción de 13 de Setiembre del año i866 t qne fija una norma im- 
prescindible en esta materia. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de los dictámenes 
periciales de foja 43 y foja 58. definitivamente juzgando, fallo 
y declaro; que debe abonarse el terreno que ie expropia á Ls 
añores Juan Meinteguiaga y Bernardo Debenedetti g uion de 
diez y nuere pe^os moneda nacional legal el metro currado, y 
un «inte poi ciento mas por toda i ndenHl ilación de daños y 
perjuicios, comprendiéndose en éstos el fraccionamiento» y los 
edificios destruidos. Las costas son i cargo dal Oso con arre- 
glo al artículo 18 de La citada ley del 60, 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, capital de la República Ar- 
gentina, fecha ui supra* 

P. Qlaechea y Álcorta. 



VISTA DtX »£ftl>R PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Moyo 12 de 1896. 

Suprema Corte: 

Las consideraciones qne fundan la parte dispositifa de U 
patencia recurrida corriente A foja 68, me parece se ajustan á 
las constancias de autos y i los antecedentes que, respecta a 
relación de precins de los terrenos expropiados, arrojan ios in- 
f .rnte, periciales de fojas 43 y 58. y Departamento de inge- 

nicros de foja 73. 

Esos antecedentes se confirman en resoluciones últimamente 
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dictadas por V. E. en casos anáiugos, do obstante la oposición 
manifestada en ellas por el Procurador general. 

Después de aquellas resol liciones, no creo deber insistir en 
observaciones contra el precio asignado en el caso actual en la 
sentencia recurrida, que pido ft V. E. se sirva confirmar, por 
sus fundamentos. 

Sabi?iiano Kier. 



WmUm I» tapnat Ctrii 

Buenos Aire*, Noviembre 24 de 1893. 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general ; y considerando en cuanto a la apelación 
interpuesta por don Francisco Ueinteguiaga y don líernardo 
Debenedetliá foja dosoientoi cint'u: Que ti precio de diez y 
nueve pesos por cada metro cuadrado del terreno i expropiar 
que manda pagarla sentencia recurrida, está basado en ante- 
cedentes judiciales, demostrados en las varias causas souri- ex- 
propiación de terrenos para el ensanche del Bíaclmelo, algunas 
de \a ¿ que lian sido resueltas por esta Suprema Corte, fijando 
el precio desde dina y seis pesos por metro cuadrado hasta diez 
y nueve pesos con cincuenta centavos, según que la cosa se ha- 
lla ú más ó menos distancia del centro p.tocipal de la población, 
negocios, etc., de la localidad. 

Que esos antecedentes, verdaderamente respetables y que la 
jui ¡¿prudencia dt esta Suprema Corte ba tenido en cuenta en 
principio en numerosos casos, para determinar lu indemniza- 
ción debida al propietario, como puede verse, entre otros, en los 
que se registra en el tomo cincuenta y dos, páginas cinco y cien- 
to cuatro* ciento cuarenta y ocho, doscientos cincuenta y seis, 
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doscientos cincuenta y nueve y doscientos sesenta y cuatro, 
informando sus resoluciones en lo establecido en caso** análogos 
hace que no pueda si nú reputarse equitativo el precio lijado al 
terreno en la presente causa, guardando consonancia con loa 
fijados en la localidad, *obre inmuebles de análoga situación 
destinados á ia misma obra y cuando, por otra parte, concu- 
rren las circunstancias <le identidad de tiempo y naturaleza 
del suelo y fines d que están destinados. 

Que á este propósito es de observarse especialmente, que por 
resolticionde esta Suprema Corte se lijó el precio de diez y nue- 
ve pesos con cincuenta centavos por metro cuadrad» de los 
terrenos de don Vicente Casares é hijos, separados por la calle 
pública del inmueble de la cuestión. 

Que reconocido equitativo el precio de diez y nueve pesos por 
caria metro cuadrado del terreno á expropiar en este caso, el 
expropiado queda suficientemente pagado con ese precio en lo 
que se reliere á la tierra que se le expropia . 

Que los doce mil doscientos sesenta y un pesos noventa y ciñ- 
en centavos, á que monta el veinte por ciento que, además del 
precio, se manda abonar por indemnización, bastan para pagar 
el valor de los edificios, depreciación de la fracción sobrante 
que quedará en el dominio del expropiado y todo otro perjuicio 
indemnizable, pm-s que, imputando ala edificación un valor 
aproximado de ocho mil pesos en que prudencial mente pueden 
estimarse en vista de las avaluaciones de los peritos de ambas 
partes, todavía queda uu sobrante de cuatro mil doscientos se- 
senta y un pesos noventa y cinco centavos, para reparar el daño 
por depreciación déla fracción restante yu mencionada y cual- 
quier otro en las condiciones expresadas, y que relacionándolo 
con dicha fracción, que es de cuatrocientos sesenta y cinco me- 
tros setenta centímetros cuadrados, da para cada metro nueve 
pesos y centavos. 

Por esto, y Jos fundamentos de la sentencia apelada de foja 
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setenta y ocho, se confirma r->ta. Notifíquese original y re- 
puestos loa sellos devuélvaos ■. 

BtflJAMN PAI. — l-UIS V, VA HELA. — 
OCTAVIO BUNCE. — JUAN E. TO- 
HREKT. — ABEL BAZAS (en disi- 
dencia). 



DISIOGNGIA 

Buenos Aires, Noviembre M de 1898. 

Vistos: Con>ideraiidu: Que el terreno do cuya expropiación 
se trata, se halla situado ¿ ta banda suri del Riachuelo de Ba- 
rracas y es parte del que, en extensión de tres nii! seiscientos 
noventa y dos metros, cincuenta y tres centímetros cuadrados, 
compraran en remate público los señores Mviuteguiaga y De- 
benedetti al Bancp Hipotecario de la Provincia de Buenos Ai- 
res con fecha diez y seis de Marzo di* mil ochocientos novehta 
y seis, pagando por dicha area t con lo ediücado y plantado, el 
precio de veinte y nueve mi) doscientos veintisiete pesos cua- 
renta y cinc* centavos moneda nacional, ó sea á razón próxi- 
mamente de ocho pesos moneda nacional por metro cuadrado, 
incluyendo en este precio lo edificado y plantado (escritura de 
Toja once). 

Qne con posterioridad ú la fecha de ese remate se han reali- 
zado varias ventas de terrenos colindantes con el Riachuelo, 
tanto en el paraje de la vuelta de Rocha, donde se halla situa- 
do el de los expropiados, como en el más importante de la Boca 
del mismo Riachuelo, ya i n contratos privados, ya en remates 
públicos, á precios que ha dado al metro cuadrado, en las 
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respectiva ventas, el valor de ocho pesos cuarenta «tita vos, 
diez pesos ocho pegos doce, centavos, incluyendo construccio- 
nes, y nueve pesos cuarenta centavos moneda nacional, según 
coasta de la prolija y detallada relación que consigna en su 
informe el perito don Julián Mal lunado. 

Que dado* est^s antecedentes y siendo incontestable que 
para averiguar y establecer con el mayor acierto posible el 
calor de las rosas, hay que atender el que le n tribuyen las 
transacciones comerciales del mercado, en el tiempo ó época más 
próxima a l día eiv que se trata de fijur aquél, es fuera de duda 
que el pierio de Hoce pesos moneda naeiunal que lia ofrecido el 
procurador fiscal, por cada metro cuadrado del terreno á ex- 
propiar, de loa señores Meintegoiaga y Debenedetti, es más 
que justo, generoso, para pagar toda indemnización por él, des- 
de que ro lian alcanzado á ese pTecio los terreuns situados en 
la misma localidad, 6 en paraje m¡is ventajoso del Riachuelo 
en las diferentes ventas que se han realizado desde antes de 
mil ochocientos noventa y siete en que se ha iniciado el pre- 
sente juicio de eipropiariony producfdo.se las pericias corrien- 
tes en autos. 

Que i la verdad, de la anterior conclusión no puede ni debe 
oponerse el antecedente que se invoca por el perito de los ex- 
propiado* y á que se refiere también la sentencia apelada, de 
que en muchas expropiaciones que se lian efectuado con ante- 
rioridad á la que se trata de realizar en este juicio, se han pa- 
gado los precios de diez y seis diez y ocho y diez y nueve pesos 
con cincuenta centavos moneda nacional por metro cuadrado 
de terrenos situados ¿ Ja margen del Riachuelo y destinados 
por la ley para ensanche de éste ; porque no obstante ser cierto 
el antecedente, es de observar, para no atribuirle mérito algu- 
na en el caso, que si se han abonado esos precios lia sido tenien- 
do en consideración solamente el precio que había fijado cata 
Suprema Corte para la expropiación de los terreno» pertene- 
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cientea a la Sociedad Elevadores y Depósito de granos del Ria- • 
chuelo, que fué de diez y seis pesos moneda nacional por metro 
cuadrado, á cuya suma, por acu< rdo ríe perito* y según !a dife- 
rente Ubicación de los terrenos, se agregó ta de dos pesos mo- 
neda nacional, y en uno de ellos se fijó la de diez y nueve pesos 
cincuenta centavos, estableciéndose así el precio por metro 
cuadrada que debía pagar el gobierno, como puede verse en los 
respectivos autos de esas expropiaciones. 

Que siendo esto asi, no puede ser dudoso que esos precios no 
deben servir de ejemplo para regular con arreglo ,í ellos el que 
corn spen la pagar ahora por el terreno de que se trata, por la 
sencilla razón de que el precio de diez y seis pesos moneda na- 
cional que fijó la Suprema Corte en el caso de la Sociedad Ele- 
vadores, etc., lia sido el valor real del metro cuadrado de los 
terrenos adquiridas por aquella, ya se tomase la feclia del 
convenio de des posesión celebrado por dicha .sociedad con el 
gobierno, que fué en tremía y uno de Octubre de mil ochocien- 
tos noventa, 6 la de la des posesión, que tuvo lugar en Julio de 
mil ochocientos noventa y uno, segnn to declaré el fallo de esta 
Suprema Corte en el tomo cincuenta y dos, págiua ochenta y 
siete de su» fallos, refiriéndose á Las constancias de autos, que 
así lo convencían, lo que vale decir, que si es razonable y justo 
que ese precio sirva de ejemplo partí la. fijación del precio de 
tiTp-tios colindantes con el Riachuelo y en condiciones análo- 
gas al de la Sociedad Elevadores, ello es d condición de que se 
trate de justipreciarlos, Jijando su valor real con relación á 
aquellas mismas fechas que tuvo en cuenta la Suprema Corte, 
y en defecto de otras constancias que acrediten haberse reali- 
zado posteriormente venta de los mismos terrenos ó de terrenos 
contiguos* á precios en mucho inferiores que aquél. 

Que no cumpliéndose en el caso sub-judice la mencionada 
condición, puesto que se trata ue lijar seis años después de la 
última de aquellas fechas el precio que corresponda abonar 
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pnr el terrino de. los señores Mtintesuiaga y Debenedetti y 
constando que este mismo terreno, que se halla contiguo al que 
anteriormente se expropio á los si-ñores Vicente Casares é hi- 
jos, l'ué comprado por aquello» en mil ochocientos noventa y 
seis en remote público, a razón proiimamrnte ríe ocho pesos 
moneda nacional id metro cuadrado, incluyendo en esle precio 
lo edificado y flautado, y sínodo rierto además como lo refiero 
el perito Maldonudo, que en mil -ochocientos noventa y siete y 
en la misma zona de la vuelta de Rocha se han vendido en re- 
mate público dos terrenos situados á la margen del Riachuelo, 
estando afectados pnr las obras del ensancha de éste é inme- 
diato al de los señores Meint^uia-ja y Debenedetti, a razón de 
ocho pesos moneda na* ionul el metro cuadrado, incluyendo Ib 
edificado, y que, finalmente, en otras ventas realizadas en el 
mismo año, du t r retí os situados á la margen del Riachuelo y 
en parajes mucho más importantes, los precios pagado* por 
metro cuadrado no lian llegarlo absolutamente si la cifra de 
doce pesos moneda nacional, es clarn que cu virtud de todos 
estos antecedentes, carecen de pertinente aplicación al caso 
sub-jutíice las referencias qne so hacn A precios pagados en 
anteriores expropiaciones, para justificar con ellas el enorme 
precio de diez y nueve pesos moneda nacional , que fija U sen- 
tencia apelada, por el metro cuadrado del terteno que se trata 
de expropiar ¿a el presente juicio. 

Que la simple enunciación de los precios pagados en los con- 
tratos que menciona el perito Maldonado, basta para demobtnir 
á la evidencia, que con el precio de doce pesos mont-da nacional 
por metro cuadrado ofrecido por el procurador Usual, se paga 
generosamente, no sólo el terreno a expropiar, sino también 
tod ) lo edificado en él, sin que sea justo agregar á ese precio 
suma alguna como indemnización de perjuicios por razón de 
fraccionamiento del terreno, porque no hay tal fraccionamiento 
en el terreno qne queda sobrante i bs señora Meinteguiaga y 
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Debenedetti, después de paga. lo el justo precio de h 'parte que 
se les toma par¡i las obras de ensanche, no siendo esta des- 
membración del terreno causa para indemnización de per j ti icios , 
como no lo fué ni se pagó indemnización alguna por ta aná- 
loga que turo lugar en ej caso de la expropiación hecha á la So- 
ciedad Elevadores y deposito de granos, según puede verse e n 
ei fallí» de esta Suprema Corte en el tomo 52 J página 87 de sus 
fallos ja citado». 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja setenta y oclio, declarándose que el precio que el gobierno 
nacional debe pagar por el terreo» de cuya expropiación se tra- 
ta, es el de doce pesos moneda nacional pur cada metro cuadra- 
do, incluyéndose en este precio el de lo edificado y plantado en 
él, y que las costas del juicio se p-iguen pur mitad, de acuerdo 
opa lo dispuesto en el artículo diez y ocho de la ley de la mate- 
ria. Repuestos lus sellos, devuélvanse pudíeudo notificarse 
original. 

ABEL BAZAH. 
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Criminal contra José Ferrera, por circulación de billetes falsos 
de curso legal; sobre reducción de pena 



Sumario, — No está en las facultades de la Suprema Corte 
i reducir la pena impuesta por sus sentencias. 
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Caso — José Ferrera se presenta á la Suprema Corté pídien- 
do reducción de la pena de cinco año» de presidio a que fué con- 
denado por sentencia del juez federal de Mendosa, fecha 6 de 
Setiembre de 1893, por circular billetes falsos de banco, coya 
sentencia fué confirmada por la Suprema Curte, en virtud de 
haber cumplido las dos terceras partea de la cundena impuesta 
¡>ur la ei presad a sentencia. 



WmUm de la «varea»» Carie 

Buenos Aires, Noviembre ¿9 de 1898. 

No siendo de la facultad de esta Suprema Corte, reducir la 
pena á que el procesado fué condenado por sentencia del juzga- 
do federal de Mendoza y confirmada por este tribunal en 1894, 
según manifiesta el recurrente en su precedente escrito, no lia 
lugar . 

BKItJAHlrl PAZ. — LUIS V. VAM- 
LA. — ABEL BAlAfl. — OCTAVIO 
BUftGE. — JUAfl B. TOMLEHT. 
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Don Pedro Nelson contra ta agencia del Lloyd Norte Alemán; 
sobre cobro de pesos, rescisión de contrato y daños y perjui- 
cios, 

• * 

Sumario^ i* No habiéndose observado la curnta pasada 
por servicios de estiva, ai probado que fuera inexacta, debe 
mandarse pagar su saldo. 

2 o Siendo mercantil el contrato de estira, puede una de las 
partes pedir la rescisión, si la otra se niega á cumplirlo. 

3* Para pedir indemnización de perjuicios en caso de resci- 
sión de cimtrato, no basta demostrar el derecho de so indemni- 
lacion ; es necesario probar ademas la existencia de ellos, y su 
importancia. 

Casos. — Resulta del 



, Falte tfel Jimi r«det>«l 

Buenos Aires, Siembre 15 de 1897. 

Y victos: estos autos seguidos por Don Pedro Nelson contra 
la agencia general Lloyd Norte Alemán, por cobro de pesos, 
rescisión de contrato e* indemnización de daños y perjuicios, de 
los que resulta j 
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A 1" ja 3 se presenta el demandante manifestando, que 
teQfa celebrado con la agencia del Lloyd Norte Alemán na 
contrato de estira, carga y descarga de los vapores de dicha 
empresa, siendo sus términos los que transcribe y constan en 
el mismo escrito de demanda; que últimamente y con fecha 30 
de Enero de 1896 la empresa se negaba á cumplir el contrato 
celebrado y á ocupar los servicios de Xelson, fundándose en que 
sus trabajos no le satisfagan, sin dar razón alguna de bu des- 
contento; manifiesta también, que habiendo hecho ta carga y 
descarga del vapor ■ Wit»kind * f por cuyo trabajo había co- 
brado la cantidad de tres mil ochocientos cuarenta y ocho pesos 
con dos centavos moneda nacional, se abonó ¡í cuenta tan sola- 
mente tres mil pesos, quedándose á deber el excedente, por co- 
ya ¿urna demandaba al Lloyd Norte Alemán, 

Que la negativa de la empresa á darle el trabajo de estiva 
convenido, le causaba perjuicio, y no siendo posible exigir el 
cumplimiento del contrato, en atención á faltar poco tiempo 
para la expiración del plazo de un año que ge había fijado como 
duración del convenio, venia £ pedir su rescisión por culpa del 
demandado y la indemnización de los daños y perjuicios que se 
le había causado, los que estima en la cantidad de 35.000 pesos 
monada nacional, como importe de las ganancias que le habría 
correspondido si el contrato hubiera sido cumplido, por no ha- 
ber podido efectuar otros contratos de estiva, y por el perjui- 
cio moral ocasionado en su reputación por haberle retirado el 
trabajo sin causa suficiente. 

Que a foja iA contestó el demandado el traslado conferido, 
alegando : que negaba que por el contrato de estira celebrado 
entre Nelson y el Lloyd Norte AK-nun estuviera obligado el 
último á entregar la descarga y carga de todos sus vapores al 
primero por el término de un año; que el único obligado por ese 
contrato era el mismo Nelson, pues en él no se mencionaba la 
obligación atribuida á la empresa demaudadaj-que la firmi del 

T. LIITI 18 
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representante del Lloyd Nort« Alemán en "1 documento, no im- 
portaba bídó el reconocimiento de lo» precios convenidos, pero 
no la obligación por parte de la compañía de ocupar fañosa- 
mente á Xelaon. 

Que negado que el contrato tuviera fuerza obligatoria pura 
el Lloyd, la acción por daños y perjuicios iustaorada, resalta- 
ba improcedente, pues se fundaba en esa pretendida fuerza obli- 
gatoria. 

Que negaba, además, la existencia de los perjuicios reclama- 
dos y el monto que le atribuye el actor, y desconoce también 
que el simple cambio de un estivador por otro, pueda afectar 
su buen nombre y fama. 

* 

Que respecto del cobro de ta cuenta por trabajos prestados 
en el vapor cWitekind », negaba deber la cantidad reclama- 
da, la cual era mayor que el saldo realmente adeudado d Ncl- 
son, y que, además, estaba convenido con éste que se le pagaría 
después de liquidadas las cuenta* en Europa* y no habiéndose 
hecho esa liquidación aún, no podía cobrarse legalmente su 
importe. 

Que a foja 25 fué recibida la causa á prueba, habiéndole 
producido por una y otra parte ta que corre en auto-* de fojas 
28 á 80, y la declaración ad perpetúan de foja 21, habiéndose 
llamado autos para sentencia, príría agregación de los alefatos 
délas partes, con todo loque este espediente quedó en estado 
de este pronunciamiento. 

Y considerando : I o Respecto del cobro de loa 848,02 pesos 
moneda nacional: la p. ríe demandada ha reconocido ta exis- 
tencia de nn saldo á favor úe Nelson por trabajos efectuados i-n 
el vapor « Witekind », y el representante de la empresa, absol- 
viendo posiciones & foja 54, al contestar la coarta pregunta del 
pliego de foja 52, man i tiesta: < que sabe que Neisou tiene que 
recibir un saldo, pero no sabe á cuanto asciende, y que esto su- 
cederá cuando laexaentas sean revisadas en Bromen », lo cual 



»B JUSTICIA NACIONAL 



275 



importa una respuesta evasiva que debe estimarse como confe- 
sión ni tenor de lo preceptuado por el artículo 115 de la ley na- 
cional de procedimientos. 

Que, por otra parte, el hecho confesado de haber abonad o á 
Nelson una parte de la cuenta que reclama, importa conformi- 
dad implícita con ella, y si bien es cierto que al respecto el de- 
mandado sostiene qne estos pagos se hacían á cuenta y que es- 
taba o ricen i do con el actor que todo quedaría subordinado al 
resultado de las liquidaciones parciales que se hacen en la agen- 
cia central en Europa, no es menos cierto que la existencia de 
c -te convenio, ni consta en el contrato de estiva suscrito por las 
partes, ni ha sido probado en manera alguna por el demandado, 
raion por la que corresponde la deolaraciou de inaubsi&tencis de 
la defensa opuesta \ la oportunidad y mouto de la cuenta pre- 
sentada por Kelsoo. 

2* Que la existencia áü contrato de estiva entre Nelson y el 
Llujd, ha sido reconocido por esto último, debiendo tenerse por 
auténtico el transcrito en el escrito de demanda, desde el mo- 
mento que la contestación no se ha opuesto á él, lo cual impor- 
ta un reconocimiento implícito y una confesión de los heohos 
establecidos en la demanda (artículos 86 y 115 do la ley recor- 
dada), estando esta conclusión confirmada por la declaración de 
Don Conrado von Emster áfoja 23, firmante del convenio por 
parte del Lloyd, y por ta respuesta evasiva dada por el señor 
Marquardt al contestar el pliego de posiciones de foja 52; no 
siendo admisible el argumento aducido por la parte demandada 
lia no ser posible á dicho señor contestar categóricamente a la 
pregunta, pues figurando el contrato con el escrito de deman- 
daba podido y tenido tiempo de confrontarlo con el ejemplar 
que verosímilmente es de suponer ex i a te en poder de laempresa 
demandada. 

3" Que es inadmisible la inteligencia que el demandado da 
¿ dicho contrato, de que sólo obliga á Nelson y no al Lloyd , 
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puna no es ni siquier* verosímil que una persona haga los gastos 
y tenga Hatos todos los elementos de hombres y materiales que 
requiere una empresa de estiva, sin contar con la seguridad de 
que podré darles aplicación, lo cual no sucedería si hubiera si- 
do potestativo de la empresa de vapores el darle ó no trabajo 
cuando quisiera, siendo un principio de derecho que los contra- 
tos deben entenderse racionalmente, é interpretar los términos 
vagos empleado-i en ellos, de acuerdo con la intención y volun- 
tad presunta (le las p;irtea. 

Que .además, confirma implícitamente esto los términos ám- 
plios usados en el encabezamiento del contrato, cuando se encar- 
ga A Nelann «de la estira de los vapores del Lloyd Korte Ale- 
mán en el Rio de la Plata, Paraná y Uruguay, en los puertos 
Madero, La Plata y Rio Santiago » t pues no es verosímil que 
Xelson hubiera contraído una obligación de tal amplitud é im- 
portancia sin tener alguna seguridad legal del cumplimiento 
del compromiso por so contraparte. 

Que están de acuerdo con esta deducción, el hecho de haber 
el Lloyd firmado un ejemplar del contrato dejándolo en poder 
de Kelson, y la cláusula puesta al final del mismo que autori- 
za á cualquiera de las partes n denunciar ó solicitar modifica- 
ciones en el contrato para prorrogarlo por un ano más, lo cual 
significa qne las partes entendieron colocarse en un pie de es- 
tricta igualdad bajo el punto de vista de los derechos y obliga- 
nte respectivas. 

Que, finalmente, la declaración del señi.r von Emater, foja $2, 
firmante del contrato como representante del Lloyd en esa épo- 
ca, es categórica y concluyante para determinar y establecer la 
verdadera intención de los contratantes ; no siendo admisible la 
tacha opuesta á dicho testigo, foja 24, desde que dicha persona 
ha sido ascendido ñor el Lloyd Norte Alemán al puesto de agen- 
te de la compañía en Bremen (Alemania), respuesta á la segun- 
da posición del pliega de foja 52, y tal circunstancia da mayor 



DE JUSTICIA NACIONAL 2"? 



autoridad y prestigio á su declaración por emanar de un em- 
pleado caracterizado de ia empresa demandada ; aparte de que 
la prueba testifical rendida a fojas 84 y 88 para lucomproba- 
ciónde esa tacha, es deficiente, razón por la que el juzgado la 
declara improbada. 

4* Que entendida asi el sentido del contrato celebrado entro 
el Lloyd y Nelson, resulta endenté que el primero no ha podi- 
do dejarlo de cumplir por su sola voluntad, por tratarse de un 
contrato perfecto; celebrado y ürmado por quien tenía para ello 
facultad (respuesta á la tereera posición d*'l mismo pliego) ar- 
tículos 120M203 J 1*0* ««I Código Civil, sinó porcausae 
justificadas, las que no nao sido invocadas, ni menos por consi- 
guiente probadas por el Lloyd ; y si bien el señor Marquardt 
{posiciones de foja 54, sexta respuesta), manifiesta que el tra- 
bajo de Ni'lson no fué satisfactorio, no ha concretado ni indi- 
cado en qué consistían esas faltas, y además al contestar la quin- 
ta posioion dice que ai tom6 otro estifador fué porque no se 
creía obligado por el contrato, y porque Nelson no se le ofreció 
tampoco. 

5 o Que de las precedentes consideraciones resulta endenté- 
mente demostrado, que el Lloyd Norte Alemán ha procedido 
sin razón ni derecho, ní cau^a aparente ni justificada, .i rescin- 
dir molu projmo el contrato de estiva celebrado con Nelson, 
motivo por el que debe indemnizar i éste l«s daños y perjuicios 
que con ocasión de tal acto hubiere Tpcibido, desde que laseon- 
venciones pactadas son ley para los interesados, y el efecto pro- 
pio y legítimo de su infracción voluntaria es de reparar ese per- 
juicio (artículos 505, 506, 50», 51*, H00 y H97 del Cód, Cif.), 
y cuvo monto é importancia deberá ser fijada en juicio por se- 
parado, por no existir en el presante elemento! bastantes para 
poderlo determinar en justicia. 

Por estos fundamentos y demás concordantes aducidos en el 

escrito de foja 91 , definitivamente juzgando, fallo: condenan- 
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do á U Agencia general riel Lloyd Norte Alemán á pagar á Don 
Pedro NeUoo la cantidad de 848,02 pesos moneda nacional 
de curso legal dentro del término de diez dina de ejecutoria- 
da esta sentencia; declarando rescindido el contrato ríe estiva 
celebrado por culpa de la referida agencia, con cnyo motivo 
debe satisfacer los daños j perjuicios que esta rescisión ocasio- 
na al demandante, y las costas del juicio. Kotiftquese con el 
ori^i n;i I y repónganse los sellos. 

Agustín Vrdmarrain. 



WmUm «• te ««prcnaa €'«rl« 

Buenos Aire», noviembre** th- 18¡&. 

Vistos y considerando: Que el demandado no .sólo no contes- 
ta, sinóqne reconoce que el demandante pa^ó al represcnlante 
del Lloyd, Don Conrado von Emster, la cuenta de tres mil ocho- 
cientos cuarenta y ocho pesos con dos centavos moneda nacio- 
nal, por el servicio prestado en la descarga y carga del vapor 
alemán tWitekind • , que se realizó por órdeny cuenta de dicho 
Lloyd y con arreglo al contrato sobre estiva cel.-brado entre 
ellos. 

Que esa cuenta nn fué observada cuando su presentación, de- 
biendo hacerse constar que, aunque el demandado dice que el 
monto de lo adeudado por la expresada descarga j carga, d* bí;i 
liquidarse definitivamente cuando viniera de Europa aviso in- 
dicativo del tu- traj e cuhiio de la cnrg¡i, no ha presentado du- 
rante el largo tiempo posteriormente transcurrido, el eipresado 
aviso. 

Que, entretanto, no es exacto que r según lo convenido, pj es- 
tivador no tuviera derecho de cobrar sus servicios, íntegramen- 
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te sobre la base de lo* datos que arrojaren los conocimientos, 
sin esperar el metraje cubico de la carga de que se ha hecho 
marión, porque ese derecho, además de *st.r basado en los 
principio, generaba, lo está en la cláusula diez del contrato 
trascripto en la demanda, y que corre original á foja ciento 
treinta y tres, sin perjuicio de la* rectificaciones ulteriores pre- 
vistas en la mísmi cláusula. 

Que habiendo el Lloyd demandado, pábulo una suma de tres 
mil pesos, como parte del valor adeudado por la descarga y 
cargadeWapor « Witekind debe elsuldo de la cuenta montante 
a ochocientos cuarenta y ocho pesos con dos centaTos moneda 

nacional que se le cobra. 

Que por lo que hace á la rescisión del contrato de estiva que 
se ha pedido en la demanda, no puede dudarse de que procede 
y que debe .oniirmarse la sentencia en La parte que la deolara, 
porque siendo ese contrato bilateral y de carácter mercantil, y 
estan-lo probado por la propia declaración del agente del Lloyd , 
que ha rehusado y rehusa cumplirlo, claro es que el demandan- 
fe se halla por esto automado á pedir su rescisión, conforme á 
la disposición del articulo doscientos diez y seis del Código de 

Comercio. ■ . 

Que en cuanto á la indemnización de daño* y perjmcioa que 
timbien ha solicitado en su demanda la parte de Nelson, pi- 
diendo que se condene al Lloyd á pagarle por ese concepto la su- 
ma de treinta y cinco mil pesos moneda nacional, es de obser- 
var que para l§ procedencia de esta parte de la demanda, es 
necesario, como lo ha declarado esta Suprema Corte en la sen- 
tencia que se registra cu el tomo sesenta y siete, página cua- 
trockntos seis de sus fallos, que el actor demuestre, no solo su 
derecho a ser indemniiado, sinó que pruebe también la existen- 
cia de los daños y perjuicios recibidos, asf como su importan- 
cia, á fin de poder determinar la suma que se le deba mandar 
abonar. 
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Que en el caso sub~judice, si bien ei verdad que está acredi- 
tado el derecho del actor ¿ ser indemnizado de los daños y per- 
juicio* que pudiera causarle la rescisión del contrato de estiva 
ya mencionado, conforme á lo establecido en el artígalo dos- 
cientos diex y seis del Código de Comercio, no es menos cierto 
también, que el demandante no ha probado la existencia en 
mucha, ni en poca cantidad, de los perjuicios que ha alegado 
haber recibido, á pesar de haber sido éste uno de los hechos ca- 
tegóricamente negados en la contestación de la demanda y 
materia del auto de prueba que se registra á fojas veinticinco. 

Por esto y fundamentos concordante?, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja ciento cinco, eu cuanto declara rescindi- 
do el contrato de estira celebrado entre el agente del Ltoyd 
Norte Alemán y Don Pedro Nelson, y manda pagar á éste la su- 
ma de ochocientos cuarenta y ocho pesos con dos centavos mo- 
neda nacional como saldo de cuenta con los intereses corres* 
pondientes í estilo de Banco desde el día de la demanda; y se 
revuea la misma sentencia en los demás pronunciamientos que 
contiene, absolviéndose á la Agencia, de la demanda en la parte 
referente á la indemnización de daños y perjuicios. Las costas 
de amba* instancias se pagarán en el orden causado ; y repues- 
tos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse original . 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — abel bazar. — octavio 

BUNGE. — HJAR E. TORRENT» 
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Don A'teotái Cacciola contra don José Caribatdi y Tosti, por 
reivindicación de mdtjuina, caldera y utensilios del vapor 
c Verdadero San Juan • ; sobre embarco. 

Sumario. — El embargo de an vapor de matrícula nacional 
puede quedar cumplido con la anotación del embargo, y con el 
nombramiento de depositario judicial en la persona que lo tiene 
á su cargo. 



Caso. — Resulta de las «¡fruientes piezas: 



rail» del J«ti rcdttai 

Buenos Aires, Setiembre 2G de 1H»6. 

T vistos: considerando : 1° Que sí bien el actor en bu escrito 
de demanda, ofrecía en embargo el vapor para garantir lai re- 
BUltasdel juii'io, cata medida de seguridad no fué decretada, no 
obstante haberse hecho lugar á lo solicitado en el otrosí del re- 
cordado escrito. 

2 o Que sin tener por auténticos los documentos que presenta 
estaparte y que se agregaran con noticia déla contraria y préria 
reposición de sellos, hay la presunción de que ella ha abonado su- 
mas de dinero por composturas en algunas piezas de la lancha á 
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vapor * Verdadero Sao Juan *, por cuya razo» aería procedente 
el embargo á ün de garantir la* resultas del juicio, 

3* Que siendo este v.ipor do la matricula nacional, según se 
desprende de la escritura de propiedad, los derechos A que so- 
bre él pudiera tener el demandad o, estarían suficientemente ga- 
rantidos con la anotación del embargo, no conceptuándose nece- 
sario á tal fin la inmeviliiai'ion del vaporcito con el nombra- 
miento de depositario» medida que, por otra parte, daría por 
pTonto resultado el aumento de loa gastos. 

Por estas consideraciones v las concordante* del escrito foja 
50, revócase por contrario imperio la providencia en que se 
nombraba depositario, y atento lo expuesto por el actor en este 
escrito y lo ofrecido por el mismo en el de demanda, trábese 
embargo en el vapor * Verdadero San Juan», librándose oficio á 
la Prefectura Marítima, á iin de que se hagan lita anotaciones del 
caso, embargo que p -dra quedar sin efecto, mediante lianza pe- 
cuniaria á satisfacción dul juzgado. Repónganse las fojas, sin 
más trámite. 

í\ Olaechea y Alcorta. 



Falte «le I» ft»|l*eiii» € 

Bueno» Aires, Dicifmbre 1' de 1898. 

Vistos: Considerando que el actor, al pedir fueron restituidas 
á lioTdo del vaporcito * Verdadero San Juan », las piezas de la 
máquina que estaban en poder del demandado, ofreció expontá* 
idamente el embargo del mismo vapor para responder á las re- 
sultas del juicio. 

Que el demandado, al contestar la demanda, reconviene al 
actor pidiendo se le obligue á escriturarle la tercera parte de la 
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propiedad del ? apor, compurándost; los gastos hechos por él co- 
mo purte del precio de aquélla. 

Que habiendo el actor ofrecido et embargo y manifestando 
posteriormente que estl conforme t>a que se trabe en las condi- 
ciones ofrecidas, que son las de que pueda él trabajar dentro de 
los puertos nacionales, bastan las precauciones tomadas por el 
juez en el auto apellido, para asegurar l"s derechos del de- 
mandado. 

Que esas precauciones aumentarían, nombrándose deposita- 
rio del mismo vapor embargado, con todas la* formalidades de 
la ley y *us responsabilidades consiguientes, al mismo actor don 
Nicolás Cacciola. 

Por estos fundamentos se confirma el auto apelado de foja 
ochenta y ocho vuelta, reformándose en cuanto al nombramiento 
de la persona del actor don Nicolás Cucciota como depositario 
del mismo vapor. Repuestos lo-; sellos, devuélvanse, pudiéndose 
notiGear con el original. 

LUIS V. VARELA, — OCTAVIO B UN- 
GE. — 1UAN TOHHENT. — ABEL 

bazan (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Visto» ¡ Considerando: Que según resulta de autos, ambas 
partes se han manifestado conformes en que se proceda al em- 
bargo preventivo de la lancha á vapor * Verdadero San Juan >. 

Que reputándole los buques bienes muebles para todos los 
efectos jurídicos (artículo ochocientos cincuenta y siete, Código 
de Comercio), dioha lancha ha debido considerarse un bien de esa 
clase, y para efectuar, por consiguiente, el embargo preventivo 
de ella, correspondía nombrar un depositario que la conservase 
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á la órden 'leí juet, como claramente se desprende de los térmi- 
nos del artículo cuatrocientos cincuenta y ocho del Código de 
Procedimientos de la Capital, rigente en la materia, por la ley 
del Congreso número tres mil trescientos setenta j cinco, pura 
. la justicia federal. 

Que en esta virtud, no ha podido el juez a r/uo rerocar el nom- 
bramiento de depositario hecho en el auto de foja en atenta j 
ocho vuelta, sustituyéndose la forma prescrita por la ley det 
embargo preventivo, con la diligencia ordenada en el auto ape- 
llido de foja ochenta j ocho vuelta, que no es de modo ulguno 
equivalente ú aquella. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
ochenta y ocho vuelta, en cuanto deja sin efecto el de foja cua- 
renta y ocho vuelta, el cual se do lara Bubsistente, mientras no 
ae sustituya el embargo de la lancha, din la fianza á que se re- 
fiere el apelado de foja ochenta y ocho vuelta. Repónganse los 
sellos y devuélvanb*. 

ABEL BAZA*. 



fiellocq y Ihtrañona contra el Ferrocarril del Suti, por devolu- 
ción de fletes; sobre apelación d la Suprema Corte de resolu- 
ciones de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la 
Capital. 

Sumario. — i° Es apelable para ante la Suprema Corte la 
resolución de los Tribunales ordinarios en la cual se niega va- 
lidez á un decreto del Poder Ejecutivo nacional. 



Dft JUSTICIA NACIONAL »H> 

2° El decreto de 10 de Setiembre de 1894, por el cual el Po- 
der Ejecutivo nacional fija el tiempo en que loe ferrocarriles 
deben hacer el transporte de mercaderías, no es contrario sinó 
conforme A lo dispuesto en el artículo 187 del Código de Co- 
mercio. 

Caso. — Resulta de las siguientes pieaas : 



ACUERDO Y SENTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES 

En Buenos Aires, á los veintiocho diasdel mes de Diciembre 
de 1897, reunidos los señores vocales en la Sal» di» Acuerdos y 
traídos para conocer los autos seguidos por los señores Bellocq 
y Durañona, contra laempresa del Ferrocarril del Sud, por de- 
voluoion de tletfis, se practicó la insacularon que ordena el 
artículo 258 del Código de Procedimientos, resultando de 
ella que debían votar los señores vocales en el orden si- 
guiente : doctores Saavedra, Estevee, Lopei CabanilUs, García, 
Pérez. 

Estudiados los autos, la cámara planteó las siguientes cues- 
tiones á resolver; 

1° ¿ Ha justificado el actor su derecho para eligir la devo- 
lución de los tictes pagados ? 

4* ¿ Corresponde hacerse por peritos amigables componedo- 
res U liquidación correspondiente ? 

3" ¿Debí- condenarse en costas a la parte vencida? 

A la primera el doctor Saavedra dijo: Las guías acompaña- 
das A la demanda y el reconocimiento de la empresa demandada 
acreditan los transportes A que se refiere el actor, y la compulsa 
de fojas 383 unida A la forma de la contestación de la demanda, 
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acreditan igualmente que esos transportes te han efectuado en 
más del doble del tiempo fijado pur et artículo 187 del Código 
de Comercio. 

El señor juez aquo no considera suficientemente probado este 
último hecho ; pero pienso que hoy error en esa concluí ton. 
Desde luego, la empresa demandado, al evacuar el traslado déla 
demanda dijo lo siguiente : Es cierto que el Ferrocarril del Sul 
ha sido encargado de transportar las mercaderías ¡l que se refieren 
los actores. Es cierto también que la conducción no se ha efec- 
tuado en el plazo proscripto en el urtíeulo 187 del Código de 
Comercio; pero agrega quu el retardo lia sido menor que el que 
expresan los cuadros adjuntos á la demanda. No se desconoce, 
pues, categóricamente, como lo manda la ley, que el retardo sea 
del doble del tiempo legal y sólo se expresa que es inferior al 
que uianiGestan los demandantes, quienes, en la inmensa ma- 
yoría de tos casos, afirman que el retardo es muy superior al 
doble. 

Esta evasiva auturiia, según el artículo 100 del Código de 
Procedimientos, á tener á los demandados por confesos sobre el 
hecho en cuestión. T tal autorización nu puede dejar de aplicarse 
en este caso ante las conclusiones de la compulsa de lo- libros 
del ferrocarril antes citado, porque en esa diligencia loa contado- 
res nombrados expresan « que de este prolijo eiámen resultaron 
pequeñas diferencias en pro y en contra de los intereses debati- 
dos, que, sumados, se compensan, y las que, por otra parte, no 
alteran el tiempo en retardo, y por lo tanto tampoco el recla- 
mado como exceso fijado por el artículo 187 del Código de 
Comercio. » 

Justificados, pues, los extremos referidos, el derecho de los 
demandantes para exigir la devolución de la totalidad de los 
fletes pagados debe necesariamente reconocerse porque así lo 
establece con toda precisión el artículo 188 del Código de 
Comercio. 
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La empresa alega, sin embargo, una série de defensas cuya 
procedencia es necesario discutir y resolver. 

Jin primer término, ha sostenido la inconstitucinnalidad de 
los artículos 187 y 188 del Código de Comercio. Pero esta de- 
fensn es inadmisible ante lo resuelto por la Suprema Corte de 
Justicia en los varios casos análogos de que ha conocido. Pien- 
so que, á pesar de lus opiniones que P 1 »* mi parte he sostenido, 
no habría objeto en insistir en ellas y dar lugar a un recurso 
cuya solución no podría ser sinóeuel sentido de la constitucio- 
nalidad dt los mencionados artículos. 

Ha sostenido también la empresa que la devolución de tletes 
no procede mientras no se justifique un perjuicio. 

Los términos expresos del artículo 188 y el espíritu que Ua 
presidido á s': redacción, desautorizan completamente esta de- 
fensa. 

El recibo de la carga sin protesta no importa la caducidad del 
derecho consagrado por e) artículo 188 como lo pretende la 
empresa. No existe disposición legal que lo establezca y en todo 
easo el hecho de haber conservado los actores las guías demues- 
tra á las claras que han querM o salvar expresamente su de- 
recho» 

La excepción alegada de que La demora ha provenido de 
fuerza mayor y de hechos de los consignatarios no es tampoco 
justificada. 

La fuerza mayor se hace consistir en la aglomeración de 
cargas en las épocas de las cosechas; pero un hecho como ese 
perfectamente previsto y remediable no paede considerarse 
como de fuerza mayor (art. 514, Código Civil). El hecho de los 
consignatarios es el de no retirar las cargas inmediatamente de 
llegadas; pero como esLo se produce con consentimiento de la 
empresa y por no tener los galpones necesarios, resulta que tal 
hecho se produce por so sola culpa. 

La excepción de prescripción es asimismo completamente 
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infundada. La empresa alega tres prescripciones ilibatas : 
I 1 ta del articulo 855 del Código de Comercio aplicable solo á 
los transportes marítimo* ó fluviales; 3 a la del 183 del mismo 
Código estableciendo únicamente para la acción proveniente 
de avería ó detrimento, y 3" la riel artículo 4037 del Código 
Civil referente á las acciones procedentes de delitos ó cunsi 
delitos, entre tos cuales no so encuentr.1 seguramente la pre- 
sente que reconoce por cauta la falta Je cumplimiento ¿ las 
obligaciones emergentes de un contrato. 

Agrega la empresa que en los términos para el trasporte de- 
ben descontarse los días de ¡Un ía y los festivos porque \i>í lo 
dispone el artículo 14 de las condiciones insertas al dorso de las 
guias. La ley no consigna esa excepción, dispone que eti Ins 
términos legales se comprenden los días feriados (art. 28 del 
Código Civil), y por lo tanto, la reglameotacion de la .empresa 
excluyéndolo*, no puede ser tomada e consideración (art .204, 
Código de Comercio). En cuanto & los días de lluvia» ni son 
obstáonlo para el transporte y descarga ni pueden rousiderarse 
como un caso fortuito. 

Por lo demás, la misma empresa se ha encargado de demos- 
trar que carga y descarga lo* días festivos y loa de lluvia (com- 
pulsa de foja 383). 

Fuera de esto, los hechos referidos no han sido alagados al 
contestarse la demanda y t por consecuencia, deben ser irremi?'- 
bl eme u te desechados (art. 108, Código de Procedimientos). 

Dice la empresa, que el plazo fijado por el Código es para el 
transporte y no para la entrega. 

En el supuesto de que fuera así, las demoras que han dado 
lugar é este juicio han ocurrido sólo en el transporte, según los 
expresan los contadores á foja 384 vuelta, cuando manifiestan 
que para el desempeño de sa cometido en lo relativo al tiempo 
del transporte, se han valido de los bien detallados libros de la 
c Oficias de oargas >, en tos que se encuentran anotadas las fe- 
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chad de la llegada de estas cargas. Por otra parte», es - vidente 
que el transporte no se reputa efectuado mientras 1 < mercade- 
ría no se pone á disposición del destinatario. 

Ka el presente caso, no habiendo y robado la empresa que las 
c u gas las puso con anterioridad á disposición de los señores 
Bellocq y Durañona, debe presumirse que recién lo hho en el 
momento de la descarga. 

Otr& excepción alegada es la falta de acciun en los señores 
Bellocq y Dura nona, y ésta se funda en que siendo éstos consig- 
natarios, h¡i terminado la comisión y ito pueden por consecuencia 
reclamar el flete para sí ni para sus comitentes. 

Considero que esta excepción es tan improcedente como las de- 
más. Desde luego tratándose ¡le una contestación ocurrida con 
motivo del transporte, ella debe ser decidida por el contenido 
de la carta de porte, salvo que se alegue falsedad ó error invo- 
luntario de redacción, circunstancias que en el presente caso no 
han sido siquiera mencionadas (t?|. 167, Código de Comercio). 
Y bien, ¿qué ea lo que establecen las cartas de porte? Que las 
mercaderías son remitidas á tos señores Bellocq y Duriñona, y 
que, p»r consiguiente, son éstos lo* únicos con derecho, no ha- 
biendo cesión, a exigir de la empresa el cumplimiento de sus 
obligaciones. En la carta de porte, ós^a en el título legal del con- 
trato, no figuran mis interesados que el ferrocarril y los deman- 
dantes, lo que demuestra que sólo ellos son lus que se encuentran 
habilitados para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento 
de las obligaciones que resultan del mismo. El ferrocarril es 
ajeno, por lo tanto, a las relaciones que el destinatario pueda 
tener con extraños; é) no tiene más contratantes en frente 
sayo que los señores Bellocq y Durañonn y es con ellos con 
quienes debe disentir todo lo relativo al contrato celebrado. 

Pero aún considerando la cuestión del punto de vista en que 
se coloca la empresa, se veri la improcedencia de su ex< epcion, 
Reptada ta comisión dice el articulo 239 del Código de Comercio 

Té 1.11*1 19 
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ella dura mientras el negocio encomendado no esté completa- 
mente concluido* ¿piteando, pues, este precepto legal al caso 
tub -judies, tenemos que loa señores Bellocq y Durañona, aún 
en el carácter de comisionistas, están a uto rilad oa para deman- 
dar la devolución de los fletes, porque mientras esa devolución, 
que el consecuencia del contrato, no se obtenga, no podrá decirse 
qae el negocio encomendarlo esté completamente concluido « 

iA comisionista, por otra parte, está obligado á cumplir. el 
mandato conforme á las órdenes é instrucciones del comitente 
(art. 238, Código Civil), Y ¿quién nos dice en el presente caso 
que esta demanda no está comprendida en )¡is instrucciones 
del comitente ? T no se diga que ai esto es así el comisionista lia 
debido probarlo, porque desde que procede á nombre propio no 
necesita exhibir ¿ tercero los términos de su mandato. 

Una última consideración sobre este punto. Dispone el 
articulo 1906 del Código Civil, que rio se consideran traspasad o* 
los limites del itundato cuando ha sido cumplido de una ma- 
nera más ventajosa que la señalada por éste. Li aplicación de 
de Cita regla conduce á la conclusión de que en este caso los 
señores Bellricq y Durañon a obran dentro de los términos del 
mandato recibido. 

La empresa sostiene también que no puede ser c ndenada á 
la devolución de los fletes, porque no h i incurrido en muta, y 
fonda tal pretensión en el artículo 655 del Código Civil y en 
opiniones de los comentadores del Código Napoleón. Pienso que 
las disposiciones generales del Código Oí vil son complet amente 
inaplicables á esta materia, que es objeto de reglas especiales 
del Código de Comercio. 

Los términos expresos y absolutos del artículo 188 demues- 
tran que por el simple hecho del retante, los porteadores in- 
curren en la pérdida del líete, lo que equivale á decir, que ese 
solo retardo les hace incurrir en mora. No» encontramos, pues, 
en presencia de un caso, en que por mandato mismo de la ley 
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so incurre eu mora por el solo retardo que ella establece y sin 
que sea necesario interpelación judicial 6 extrejudiciat. 

Considero igualmente improcedente, p>r la misma raion. 
todas las otras defensas que la empresa hace valer, fundada 
en disposiciones del Código Civil, 

El objeto de la pena del artículo 188 del Código de Comer- 
cio, es establecer una sanción vigorosa y eficai para el cumpli- 
miento de las obligaciones q.ie se imponen á los ferrocarriles ? 
quien- la ley evit.r á Wo trance que ellos eludan sus deberes, 
porque considera que en su estricta observancia esta interesado 
, 1 bien público, y tal objeto no puede conseguirá sino e.ta- 
l luciendo una mecida coercitiva, rodea-la de garantías eficaces 
pura su mas fácil aplicación. La interpretación de las disposi- 
ciones del Código sobu esta materia, no puede, pues, obedecer 
ú reglas genérale*, sinó á los motivos especiales que ban presi- 
,1o ¡i su elaboración ; ella ha querido ser severa con los ferro- 
turriles y con severidad deben aplicarse sus ; receptos. El le- 
gislador considera que el cumplimiento de las obligaciones que 
impone á estas empresue de transporte interesa, aun más que 
ó los mismos contratantes, al oais en general, y por esc ¡sotivo 
superior es que no son de aplicación en estas materias las re- 
gla* de solo interés privado que sanciona el Código Civil. 

Estas consideraciones J lea términos del artículo 188, de- 
muestran, á mi juicio, que aún cuando el transporte se haya 
verificado totalmente, habiendo eiislido el retardo previsto 
por la ley. el porteador incurre en la perdida del flete, conclu- 
sión que se corrobora aún más con la disposición del artículo 
189, que legislando sobre la cláusula penal convencional »m 
L„ estableo*, separándose «presamente de la legislación civil. 

Por otra parte, el artículo 188 se coloca en el caso que el 
transporte se haya efectuado, y disponu que cuando se ha hecho 
con retardo, — lo que supone concluida la obligación principal, 
del transporte - el porteador incurrirá en la pérdida del flete. 
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lo que equivale i resolver que arinque la obligación principal se 
haya extinguido, no se extingue la clúusuia final. 

Sostiene la empre-a que el artículo 188 no acuerda en contra 
de los ferrocarriles una acción de repetición del flete pagado, 
stno la denegación del derecho que tenía la empresa para co- 
brarlo. Esto .10 resulta en modo alguno del texto ni del espíritu 
de la ley : ella declara que el porteador perderá el flete, lo cual 
importa reconocer el ilvreolio de mi pagarlo ó de repetirlo si lo 
hubiera pagado. Esta interpretación es la que más se ajusta á 
los propósitos que ha tenido en mira el legislador, y que antes 
he puesto ele manifiesto. 

£1 pago hecho después del transpone y cuando ya se habla 
producido el retardo, no importa renunciar al derecho de repe- 
tirlo; primero, porque si el destinatario no hubiera pagado no 
le habrían entregado la mercadería, no tenía, por consecuencia 
la lihertad necesaria para proceder ;y segundo, porque el huello 
ya antes señalado de haber retenido las guías, prueba que lo» 
señores Bellooq y Durañona no tenían intención de renunciar 
á sus derechos. 

Finalmente, la empresa ha invocado en so favor el decreto dtd 
Poder Ejecutivo de techa 10 de Setiembre de 1894, y el juez 'e 
inamlü aplicar en los términos que resultan del considerando 18°. 

Ese decreto no es susceptible de aplicación, por encontrarse en 
oposición manifiesta con el artículo 187 del Código de Comercio. 

liste artículo dispone, en efeeto t que los ferrocarriles deben 
haee¡- los transportes de mercaderías en un tériuinu que no 
exceda de una hora por cada 10 kilómetros, 6 por la distancia mí- 
nima que lijase el poder administrador, es decir, que autoriza á 
este poder para reducir el número de kilómetros que deben reco- 
rrerse por hora, pero en ninguna manera para ampliarlo. Esta 
interpretación que surge del texto del artículo, se encuentra 
corroborada por lu que expresa la comisión revisara en li pá- 
gina 17 de su informe. 



DK JUSTICIA (UCIOIUL 293 

Si pues, con arreglo 4 U ley, el Pele: Ejecutivo no ha po- 
dido ampliare! plazo fijado por el Código, es evidente q«el 
decreto q»e así lo dispone, eatA en oposición con la ley, J 
puede ser aplicado. 

En «hit. de lo ei.-ue.to, M|MWN* lo « 1 «»*»™ en, ° sf on - 

. coniste, de 1» sentencia J J « " cue ' du con lo T¡* 

emente he expuesto .1 votar en cau.ns.nal.gas. .egu.d.sentre 

las ini.m», parte,, vnt. por 1. aürmativa en 

Por análoga, r«...e. los doctorea Esteres, finpti Cabam- 
llas be ahirieron al voto anterior. 

Ala misma .»8M el docto, Garda di,.: En otro a.unt 
ent ,e la, mi,™., parles, que »e trata en .1 acuerdo al m.smn 
tiemp. que éste, he manifestado las r..one. do hecho y derecho 
qne inclinan mi jo.cio A votar por la negativa en la cucst.ou 
propne.ta. En éste, como * «se otro asnntn, lo. hecho, del des- 
tinatario que extensamente he manifeata.lo, han sido «na de 
U, cansas principales dél retardo, y «a de tenerse prea^tn o 
dispuesto en el segundo párrafo de. artículo .88 del Código de 
Comercio. Es innecesari. que molesta la atención de la cámara 
repitiendo lo qne soatengo en esa causa exactamente igual * » 
nresente y ..'guida entre las mismas paite, litigantes. 
' En todo caso, den. tenerse P res,nt, que d. ... 37» guias de 
carga 4 que est, asunto ser.Bere, .61., las primeras, señalada, 
1 ,., numeres t al 43, son anterior., .1 10 de Se Uembre 
de 1894 y, ne desde luego, únioamente respecto de ella, po- 
nría invocar.. el.rtleu.odelC6dig.de Cmeroio. La. demás 
están regida, por las di,p.,icionee de. decreto de Ooh.e n. 
Nacional de 10 de Setiembre de 1894. por «I cual o P.,a..r 
Kiecutiv. de I» Sacian u.6 de la fa.nlud expre.», á«pl»í »« 
restringida que el Código le acordaba, como 1. establecen tam- 
bién todo. ... «Migo, q«e dejan I. determinaoi.n del tiempo al 
cuidado del poder administrador. 
Reproduciendo laa demáa cr.naidt racioneB que be eipuesto en 
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otro asunto igual, vuto por la negativa en la cuestión propuesta. 

El doctor Ferei se adhiere al voto del doctor Saavedra, fun- 
dado en razones análogas ó las en él expuesta», 

A la 2« cuestión el doctor Saavedra dijo : Resuelto, al votarse 
la anterior cuestión, que la demora ha sido del doble del término 
legal, y que el decreto de 10 de Setiembre de 1894 no es suscep- 
tible de aplicación, no improcedente la liquidación pur peritos que 
el juez a quo ordena en su sentencia. Corresponde simplemente 
condonará la impresa á la devolución do ios fletes que se le 
Ter laman. Mi voto es, por tanto, negativo en esta cuestñin. 

Por ratones análogas, los doctores Esteres y Lopes Cabani- 
llas se ndhirieron al voto anterior. 

El doctor García dijo : consecuente con lo qne he manifes- 
tado al votar sobre la cuestión anterior y por los fundamentos 
de lo resuelto en i* instancia á este respecto, v-to por la afir- 
mativa en esta cuestión. 

El doctor Pérez se adhirió al voto del doctor Saavedra por 
idénticas ratones á las en él expuestas, 

A la ^cuestión, el doctor Saav.'dra rontinuó diciendo : La 
naturaleza de la cuestión debatida y mis opiniones acerca de la 
inconstituctonulidadde las disposiciones del Código de Comer- 
cío sobre lot> puntos controvertido», me deciden a pensar que 
no procede la condenación en costas de la empresa y, por Consi- 
guiente voto por la negativa en esta otra cuestión. 

Por razones análogas los doctores Es te ven, López Cahutii- 
llas García y l*erei, se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo que tír marón los señores 
vocales. 

Saavedra. — García, — 
l'erez. — López Cabani- 
lla$> — Esieves, 

Ante mí; 

DanielJ, Frías, 
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Bueno* Aire*. Diciembre 98 de 1898. 

Y Tistos: Por el mérito que ofrece el precedente acuerdo»» 
reforma imMtt apalid» de foja 443, condenándose é .a 
empresa del Ferrocarril de! Sud 4 pagar "*:***« 
y Docena, dentro de IOdl».U sumad, 128.885 peso» con 63 
centam y soi interna i entilo de Banco -íesde eld.ade 
demanda, v se confirma, en cuanto etüne i la misma empresa 
del pago di las costas, declarándose 4 su erg» lamente las 
del recurso á cuyo efecto se regulan en mil pesos b» bonora- 
rios del doctor Ayeria y enSOO loa del apoderado ¿abala, y 
devnéWunse. Repónganse los sellos. 

Diego Saavedra — J- 4- Garc * fl » 
Cárlos Xiiyuet Veres - Miguel 
Esteva -I López Cabamllas, 

Ante mi : 

Daniel J. Frita, 



VISTA DEL SídOH PIlOCtJUADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 13 de 1898. 

Suprema Corte.* 

La apelauioa interpuesU paca ante V. E. J concedida por la 
Kim.. Cámara á foja 539, era procedente con sujeción i lo d.s- 
p„esto en el artículo 14, inciso fc.de la fcj «• wmpetenc* 

B *Se había invocado, por la parte recurrente, la autoridad del 
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decreto del poder ejecu ti roque fija el mínimum de la distancia 
que los ferrocarriles deben recorrer por hora á los efectos del 
contrato de transporte*; y la excepción rundida en ese decreto, 
había sido desechada en la sentencia recurrida, fundada en 
la incoustitucioualidad de aquel decreto, por falta de atribu- 
ciones del poder eje cativo para dietario. 

Por ello, el re- urso de apelación procede, según lo prescrip- 
to en el artículo é inciso untes citada 

Examinando la cuestión de fondo, observo que el artículo 
(87del Código de Comercio, prescribe «que los ferrocarriles 
deben hacer los transportes de las mercaderías en uo término 
que no eiceda de una h.*a ppr cada \Q kilómetros, ó por la dis- 
tancia mínima que fijase el poder administrador ». 

El texto de esta prescripción legislatira no autoriza Ja inter- 
pretación restrictiva formulada por la parte demandante. Un 
término que no exceda de una hora porcada 10 kilómetros, ó 
por la distancia mínima que fijase el poder administrador, ex- 
presa el poder de reducción del término legal, pues de otra ma- 
nera se habría usado la palabra máximum referente a) término 
mayor. 

Adhiero á este respecto ú la exposición del recurso de foja 
535 y Ala de la expresión de agrarios «le foja 545, que ruego & 
V. E. haber por reproducida para evitar repeticiones. 

El poder ejecutivo tiene la atribución que en su inciso 2" le 
acuerda el artículo 80 déla Constitución, para expedir las ins- 
irucriones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución 

lus leyes >íe la nación, cuidando de no alterar su espíritu. 

Ese atribución de carácter general; ha sido expresamente re- 
novada por el acto del Congreso, al ¡nitor izar al poder ejecu tí- 
vq, en el sitíenlo 187 del Código de Comercio, á modificar la dis- 
tancia de 10 kilómetros por hora, establecida para los trans- 
portes por ferrocarril. 

T esta autorización expresa, era previsora en el caso, porra- 
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zonesqueno pudieran escapar á la ilustración de loa legisla- 
dores* 

La determinación de las distancias es de carácter técnico. Se 
relaciona necesaria mente con el género de constrnccimi de les 
vías, con so estado, con la naturaliza del suelo, con el número 
de estacionas servidas, y con circunstancias de detalle que Ufo- 
tcrvienen en el movimiento de les trenes. 

Una ley de carácter permanente no era lógica abruzara todos 
los eitremoa sujetos al régimen de un tráfteo variabK-. La ma- 
teria participa del carácter administrativo y es regida por dis- 
posiciones riel po ñ0 administrador en la generalidad de los pal- 
ses europeos ; ha debido también en la nuestra someterse al 
misma régimen administrativo en salvaguardia do intereses y 
dertíLL?* que no so a exclusivo patrimonio de los ferrocarriles, 
porque sus consecuencias afectan á todas \ab industrias nacio- 
nales. 

Esto explica la rascón de la ley que autoriza al poder ejeeuti- 
to para disminuir la distancia determinada en el Código de Co- 
mercio y muestra por qué el poder ejecutivo con prolijo estu- 
dio y siguiendo el diotámen desús asesores técnicos, dictase el 
decreto de 10 de Setiembre de I8M, reglamentando» en uso de 
la automación legislativa, el mínimum del recorrido por hora 
de los trenes de carga. No creo que esa reglamentación sea im- 
procedente ante lo estatuido por el Código de Comercio, porque 
este Código en bu artículo 187, no na consignado una prescrip- 
ción absoluta é invariable, ni do carácter tal que deSna dere- 
chos imprescriptibles del estado civil. Es un articulo puramen- 
te reglamentario, que no pertenece esencialmente A la natnra- 
leia estable de las leyes de fondo, y cuya variación ha podido, 
por consiguiente, autorizarse por el poder del Congreso, como 
soberano legislador bíu perjuicio de aquellas. 

De estas consideraciones y de las que en extenso consigna la 
defensa del ferrocarril, deduzco que el artículo 222 del regla- 
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mentó de ferrocarriles, aprobado por decreto del poder ejecutivo 
de ia nación, de 10 de Setiembre de 1804. emana de autoridad 
legal, ,v es válido y ajustado ¡i \n< ;itri unción es constitucio- 
nales del poder que lo dictó; que bu aplicación es, por con- 
siguiente, obligatoria para Ion tribuna les, y que la sentencia 
recurrida hadebid > aplicarlo A tos hachos de transporte con- 
tratados desde la lecha de su Agencia. 

PidoáV. E. se sirva así declararlo, reformando, en conse- 
cuencia» la sentencia de foja 528 vuelta. 

Sabiniatiú Kier. 



Pallo de I» SwitKMa* Corte 

Buenos Aires, Diciembre l 1 de 1SÜ8. 

Visto* y considerando : Que la sentencia del juez de comer- 
cio, diotada A foja cuatrocientas cuarenta y tres, resolviendo est a 
causa en primera instancia, condena i la empresa demandada ¡í 
devolver á los actores la cantidad correspondiente á los Metes de 
las guías presentadas y en relación al retardo que resulte, de 
acuerdo á las bases lijadas en su considerando diez. 

Que según ese considerando, incorporado á la parte disposi- 
tiva del fallo, la liquidación para ia devolución del flete que c - 
rresponda a cada gofa, por món del retardo en el transporte, 
debe hacerse tomando por base, en lo referente al tiempo fijado 
para el transporte, el decreto del Poder Ejecutivo de la nación, 
de fecha diez de Setiembre de mil ochocientos noventa y cuatro 
en loque respecta á tas gulas posteriores ¿ esa fecha. 

Que habiendo apelado el actor de dicha sentencia en esa par- 
te, la cámara de apelaciones en su acuerdo de foja quinientas 
diez y siete, declara insubsistente el mencionado decreto, en 
cuanto amplía el plazo para el transporte, disminuyendo el nú- 
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mero de kilómetros fio recorrido por hora, que establece el ar- 
oiento ochenta y siete üel Código de Comercio, porque entiende 
que el decreta está en oposición con la ley, f reforma, en con- 
secuencia, la resol ucion apelada. 

Que el recurso traído para ante esta Suprema Corte, otorga- 
do á fojii quinientos treinta y nueve, afecta tan sólo á la ma- 
teria de que,trut,tn las precedentes consideraciones. 

Que de esos antecedentes resulta que en el pleito se bu pues- 
to en cuestión un derecho que se pretende amparado en un de- 
creto del Polar Kjecutivo nacional, reglamentario del servicio 
de ferrocarriles, con relación especial al tiempo en que deben 
verificar el transporte, habiéndola decisión del superior tribu- 
nal pronuncióse contra la validez del derecho invocad". 

Que, en tal caso, el recurso s«- halla autorizado por el artículo 
catorce de la ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les federales y el artículo noventa de la ley orgánica de los tri- 
bunales de la Capital. 

Que examinando el expresado acuerdo, no puede admitirse 
que, cuando el vocal doctor Saaved ra dice á foja quinientas vein- 
te vuelta, a) fin, que * fuera de estolas hachos referidos no han 
sido alegado» al contestar la demanda y, por consecuencia, deben 
Ber irremisiblemente rechazados », alude á la cuestión relativa 
á la validez del decreta del Poder Ejecutivo ya recordado, por- 
que todavía 'no se había ocupado de e^a cuestión, de laque tra- 
ta en último término á foja quinientas veinticinco bis t y des- 
pués de dar solución ¡t todas lasdfeniás, entre las que hay varias 
tratadas con posterioridad á la razón del voto enunciado que, 
como se ha becbo oonstar, esta consignado á foja quinientas vein- 
te vuelt;i , siendo evidente que esa raion aplicable, según los tér- 
minos textuales empleados á hechos ya referiths, su hace valer 
contra la pretensión de la empresa consistente en que, de los 
término* para transporte, deben descontarse los dias de lluvia 
y los festivos. 
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Que, por tanto, y puesto quu los vocales doctorea Esteres, Lo- 
pe? Caluinillas (foja quinientas veintiséis) y Perei (foja qui- 
nientas veintisiete) se adhirieron al voto del vocal doctor Saa- 
vedra por análogas ratones á las aducidas por éste, y puesto que 
el voto del vocal doctor García se pronunció por la valides, que- 
da bien demostrado que la cuestión relativa al derecho fundado 
en el decretodel Poder Ejecutivo nacional fué resuelta contra 
la empresa, desconociéndose el derecho, sólo en virtud de repu- 
tarse sin ViUor dicho decreto, 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador jreneral, se doctora bien concedido el recurso y con 
jurisdicción esta Suprema Corte paTa juigar sobre el punto 
Á que el recurso se refiere. 

Y ronsider indü en cuanto al fondo: Que de conformidad con 
Jos término* expresos del artículo ciento ochents y siete del Có- 
digo de comercio, los ferrocarriles dehen hacer los transportes 
de mercadería* en un término que no eiceda de una hora por 
cada diez kilfimeti os, ú por la distancia mínima que lijare el 
poder administrador, 

Que ant" lo es.pl (cito de esa disposición l'gsl, es fuera de 
duda que, con arreglo á alia, el Poier Ejecutivo nacional está 
i u vestido de autoridad para dictar reglas relativas al tiempo en 
qn« el trauco .te de ui-rcaderín por ferrocarriles ae ha de 
operar. 

Que nada hay en la citada disposición que limite la acción del 
Poder Ejecutivo, ene! sentido de que ella no pueda ser ejerci- 
da, reluciendo á im-iios de diez kilóm tros el recorrido por 
hora, 

Quo, entretanto, conferida la facultad de fijar una distancia 
mínima de recorrido en relación á la unidad de medida de tiem- 
po adoptada por la ley, la restricción ú t-sa facultad, con que se 
preteurleoturgada, debía estar consignada en la misma Ley, 

Que no lo Ha sido tampoco en leyes ulteriores, no obstante 
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los años transcurridos desda que el decreto reglamentario en 
cuestión fué diotado por él Poder Ejecutivo, no siendo dudoso 
que la interpelación que difuso U Cámara de diputados en su 
sesión del veintiséis de Setiembre de mil ochocientos noventa y 
cuatro, que hace valer la parte de Belioeq y Durañona a foja 
quinientas cincueuta y cinco vuelta, no es u acto del Congreso 
que pueda servir de interpretación auténtica de la ley ; á que 
se agreg», que no aparee qu- se hubiera llevado á efecto esa 
interpelación. 

Que la ley general de ferrocarriles, al disponer en su artículo 
cincuenta que las obligaciones ó responsabilidades de las em- 
presas respecto & los cargadores, por pérdidas, averia» ó retardo 
en la expedición ó entrega de las mercaderías, serán regidas 
por las disposiciones «leí Código de C -mevoio, lejos de importar 
la negación de la facultad otorgada al Pod. r Ejecutivo para re- 
ghirnentar lo relativo al tiempo para el transporte, conBrma di- 
cha facultad, puesto que en las prescripciones del Código fie 
Comercio, cuya observancia ordena, está establecido que las em- 
presas harán el transporte con arreglo al tiempo y distancia fi- 
jados por el mismo, o por la distancia mínima n,ue fije el poder 
administrador, 6 lo que es lo mismo, insiste en mantener la 
enunciada facultad, desde que no ha dictado al respecto pres- 
cripción alguna derogatoria. 

Quedel informe do la comisión de códigos de la Cámara de 
Diputados fundando las reformas del Código de Comercio 
que había proyectado, tampoco puede dudarse que el Poder 
Ejecutivo sólo tenía autoridad para aumentar la velocidad de- 
terminada por el código, desprendiéndose de ese informe, i la 
inversa, que quedaba en mano* de la autoridad administra- 
tiva fijar el término para el transporte, de acuerdo con los da- 
to, de la experiencia. 

Que habiendo el Poder Ejecutivo hecho uso de la facultad 
acordada por el articulo ciento ochenta y siete del Código de Co- 
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meroio, dicUn^ él decreto de diez d« Setiembre de mil ocho- 
cieotoi noventa y cuatro, que en sustancia se halla incorporado 
al reglamento general de ferroeariLa eo su artículo doscientas 
veintidós, y habiéndose dispuesto en el decreto anrobatt.no riel 
eipresado reglamento (artículo ouarto) la inmediata vigencia del 
primero de los recordados, es forzoso acomodarse á los plax.* 
para el transporte, fijados por éste, para decidir sobre Jos dere- 
chos y obligaciones de las partes que han hecbo la materia de 
esta cania. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general, se declara que el Poder Ejecutivo nacional lia estada 
bebidamente facultado para dictar el decreto de diei de 8-tieni- 
l«r» de mil ochocientos noventa y cuatro, relativo ul recorrido 
por hora de los ferrocarriles ; se deja sin efecto, vu consecuen- 
cia, la sentencia apelada de foja quinientas veintiocho rnelta, 
eu la parte é que el recurso ee n-fiere, dejándose subsistente en 
la misma parte, la de foja cuatrocientos cincuenta y tres. Xutifí- 
quese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i 

BENJAMIN PAI, — ABEL BAlAN. 
OCTAVIO RUUGE. — JUAN E. 
TORHENT. 
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^.famo 0¿««o, t^orparaíla rqyimien'o /• de caballería 
de línea ; recurso de habeas corpus 

Sumario ~Í¡1 exceptuado en forma ¡«gil P»' resolución de 
Sumario. « « , ;ll surTÍ( . io miUt ar 

autoridad competente, no puede atr ooug*™ 



activo. 



JrtMndo ' <!«« «o obstante e>tar exceptnado en forma del 

drt«««<»T«0 di Mi corpns, «orden. U -nmed,» 

*tPS£^ «P-o ,ne ,1 MI «é* * 
las autoridades militares. 



UPIil»,SoviembreSdel898. 

d« Antonio OI.no. en favor de su hijo Antonio P. ** 

TcoBsi derando: «n, .1 «cnrso m*f"£«S 
fnll dado « 4». «I referido hijo ha sido ««pinado del >e «, o 
mililar par I. j«U respectiva. In ousl compras!» por la U- 
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breta de enrolamiento que figura á foja i, ao obstante lo cual 
ha sino enriado con los conscriptos del 77, según así resulta del 
informe del comandante militar del Monte. 

2° Que como este Juzgado lo tiene recito en casos análogos, 
no puedeconsiderarse ¿estas personas dentro déla jurisdicción 
militar, deade que les falta las condiciones requerida* para pres- 
tar esta clase de sermioa é importar solo el hecho de estar 
bajo banderas, quedar sujetos á las penas que en ei desempeño 
de sus obligaciones sé cometan. 

Per esto, no obstante lo dictaminado por el procurador fiscal, 
se declara competente est, juígado y procedente el recurso 
interpuesto, ordenándola baja del recurrente Antonio P. Glano, 
j su inmediata libertad, para lo cual se librará oficio al señor 
Ministro de la Guerra. Xotifíquese con el origina). 

.V, S. de Aurrecoechea, 

4 ■ 

VISTA DEL SEÜOR PhOCUHADOil GENERAL 

Supmna Corte ; N °™ ülbm 18 de lm - 

Los conscriptos sólo pueden ser tomados de la guardia nacio- 
nal nctira, y esttn exceptuados del serricio actim, según el ar- 
tículo 26 de la ley número 3318, el hijo de madre fiada ó aquel 
de los hijos queatk'ud.i á la subsistencia de ésta ó de su padre 
septuagenario ó impedido. 

Esa eicepcuón puede oponerse en cualquier tiempo, puerto que 
la ley no lo establece con carácter perentorio, en ningunodesus 
artículos. El poder ejecutivo lo ha reconocido implícitamente 
en el deoretode28 de Enero de 1896, reglamentario de la ley 
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de enrolamiento, pues en su artículo 24, refiriéndose á lo prea- 
crintoen ti anterior declara: Que las juntas harán las anotacio- 
nes correspondientes en el registro y en la papeleta, lo que su- 
pone al exceptuarlo por ellas, ya enrolado y en posesión de la 
papeleta que asi lo acredita. 

Resultando que la excepción del servicio militar fué acordada 
por autoridad competente, y que el exceptuado en forma legal en 
este caso, no ha debido ser obligado al servicio militar activo, 
considero ajustado A derecho el auh> de babeas eorpus corriente 
* foja 9 melta, que pido tí V. E. se sirra confirmar por sus fun- 
damentos. 



Vistos [ De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Prn- 
curador general se confirma el auto apelado de foja nueve vuel- 
ta. Devuélvanse. 



Sabiniatw Kier. 



rail* de l» 




Buenos Airea, Diciembre 1* de 1888. 



BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAPÍ. 
— OCTAVIO BUFiCE — JUAN 
L. TOHHENT. 



t. LIUl 
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Esteban Vittafañe, incorporado ai regimiento I a de caballería 
ile linea ; recurso de habeos eorput 

Sumario. — El eiceptiuido en forma legal por resolución dt> 
autoridad competente, no puede ser obligado al servicio militar 
activo. 

Caso, — Es análogo al de la causa anterior. 



Autos y vistos : El recurso de habeos corpas interpuesto pnr 
don Nicolás Villafane á favor de Kstébau Villafane. 

Y considerando : Que según resulta de la libreta de enrola- 
miento de foja II , el recurrente ha sido exceptuado del servicio 
militar con arreglo á )u dispuesto en el articulo 22 de la ley nú- 
mero 3318 por la respectiva junta de reclamos del partido de) 
Monte, no obstante lo cual éste ha sido remitido con los cons- 
criptos de la clase del 77, según así resulta del escrito de foja 3 
é informe de foja... 

2" Que como lo tiene resuelto en distintos casoa análogos, é¡>te 
juzgado considera atentatoria á la libertad de estos ciudadanos, 



Fall* «1*1 Juek r*dcrttl 



La Plata, Noviembre 10 ii« 1898. 
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que como el presente se encuentra exceptuado por las juntas 
- readus por la ley antes mencionada, é injusta por consiguiente 
la detención del referido Villafane ene» cuerpo que actualmente 
presta sus servicios. 

Por ésto y no obstante lo dictaminad'» por el procurador fiscal 
se declara competente este juzgado y resuelve admitir el recur- 
so interpuesto, ordenando se dé de baja al ciudadano Estiban 
Villafane y sea puerta en inmediata libertad, para lo cunl se 
librará oticio al señor Ministi de la Guerra. Notifíquese con el 
original y regístrele. 

& deAurrecoeekea, 



VISTA l>KL SEÜOH PnOCUHADOR GEWEHAL 

Bueno* Aires, Noviembre iá de UBBL 

Suprema Corte : 

Entiendo que los conscriptos de la cía» del recurrente Este- 
ban Villafane, han sido licenciado» y están fuera de servicio. 

Si fuera exacto, estando al recurrente en libertad, carecería 
de procedencia legal el recurso autorixado para obtenerla. 

Si el recurso procediera por continuar aun detenido el re- 
currente, la jurisdicción de la comisión para reconocer tas ex- 
cepción,*, y la del juez federal, en el caso, sería innegable con 
sujeción i lo dispuesto en el artículo 27 de la ley número 3318, 
que do ha hech- distinción de tiempo ni de circunstancias. 

Ksa excepción esta constatada en el caso, en la papeleta agre- 
gada á foja H. 

De los informes acompañados, resulta que fué acordada por 
dos causas, .iendo una de ellas, según se exproa á foja 12 vuel- 
ta t un grave defecto físico en la vista. 
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Establecida en forma legal la excepción del recurrente, ha 
debido ser considerado excluido del servicio activo y de la cons- 
cripción que es su forma más car tu t i-rizada. 

Por ello, si el recorso procediera por estar aun retenido en 
servicio activo el recurrente, correspondería la confirmación del 
auto recurrido de foja 13, que solicito de V. E. 

Sabinianu Kier. 



Falla é> I» lairMie C«m 

Bueoos Aire liciernbrc J* de; 1898. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, en la segunda parte de au vista de foja die- 
cisiete, se confirma el auto apelado de foja trece. Devuélvanse. 

BtftJAMlN PAZ. — ABEL RAZAN.— 
OCTAVIO fiUNÜB. — JOAN E 
— TOIlRtflT. 
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El doctor don Antonio h* Gil contra don Hiuud Giordano, por 
defraudación y prisión preventiva; sobre apetacwn denega- 
da de resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal 
de la Capital. 

Sumario. - No es apelable para ar.te 1» Suprema Corte la 
resolución de los tribunales ordinarios diñada en asanto regido 
par el derecho oomun. 

Caso, — Lo explica el 



Buenos Aires. Diciembre 1* Je W8& 

VUtoa en el acuerdo y «Dniide«iido : Que de la propia expo- 
sición de la parte resulta que se trata de una querella por de- 
fraudación y falsedad, en la qnt el juei decretó la prisión pre- 
renti™ del acusado, siendo recudo dicho mto por la Cámara 
de lo Criminal, por no haber constancia del delito. 

Que esa sentencia, de la qué se recurre, ha sido dictada 
por dicho tribunal en un asunto regido por el derecho roma», 
cuya aplicación no autoría* un recurso para ante esta Suprema 
Corte. 
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Que no estanco el caso comprendido en ninguno du los ilíci- 
tos del articulo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, 
no puede traérsele á conocimiento de este tribunal. 

Por esto, se declara bien denegado el recurso. Repuestos los 
6ellos, archívese. 

BfclUAHIÍI PAl. — -LUIS V, VARELA — 
ABBL BAZA». — OCTAVIO BUNGE . 



« AUMA « « 4 1,111 

fton Severo Frcitas contra tton Pascual Cairo, por cobro 
de pesos ; sobre recurso de laudo arbitral 

Sumario. — Kn las causal que no son de jurisdicción origi- 
naria de la Suprema Cortr, los resurso* contra lo» laudo* arbi- 
trales deben deducirse ante el jnca de sección. 

Caso, — Dictado el laudo por i-s arbitras, se dedujo contra él 
los recursos de apelación y nulidad. El juei federal loa concedió, 
mandando elevar los autos ¡í la Suprema Corte, estableciendo 
que á ella correspondía conocer de aquéllos. 

Buenos Aires, Diciembre :J de ltm. 

Vistos en el Acuerdo : T teniendo en consideración que no 
corresponde á esta Suprema Corte, sino al juzgado de secci in 
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respectiro el conocimiento de los recursos que se deduzcan con- 
tra los laudo* arbitrales, cuando se tratan de casos oue no 
pueden fundar la jurisdicción »riginaría de aquella, como de 
acuerdo con la ley, lo tiene constantemente resuelto la Suprema 
Corte, devtiéltanse los autos al juez de su origen. 



Btlf JAH1N tAZ. — LUIS V. TARELA. — 
ABEL BAZAH. — OCTATIO BUHGE. 



LAUNA €•«•«" MV 



Don Exequiel Heal de Aztia mitra don Laureano Honorina 
por escrituración; sobre cumplimiento de sentencia 

Sumario. — El auto que responde sustaiicialtueute á la eje- 
cución de la sentencia, debe ser conürniado. 



Caso. — Ejecutoriada la sentencia que se registM en el tomo 
74, página 163, la parte de Bonorino se presentó al jusgado 
solicitando el cumplimiento de l-sh sentencia, á cuyo lin pedía: 

f° Se libre exhorto á los señores jueces de 1* instancia de la 
ciudad de La Plata, doctor Pedro E. Aguilar, secretaría de 
Freiré Bustos, y doctor Arturo H. Gamboa, secretaria de Pa- 
rodia á fin de que desglosen y remitan loa pagarés al portador 
firmados por Real de Aiua, y cuyo cobro se gestionaba por don 
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Laureano S. Bonorino contra dicho Rea] de Azua, cuyos paga- 
rés fueron embargadas poT la Suprema Corte, según el auto de 
fojai81. 

2 o Que remitidos esos pagarés, se devuelran i Real de Azua, 
una tez que éste haya entregado e! campo. 

3 o Se libre oficio al juez federal de la provincia de Hue- 
no8 Airea á fin di- que ae le ponga en posesión del campo, 
materia de esta cuestión, que ocupa Real dtí Azua, del centro 
agrícola Gándara, con excepción de la fracción Tendida por el 
Banco Hipotecariu á Felipe Fernandez, eonu tiendo el acto al 
juez de paz de Chascomús, en cuyo partido se encuentra el 
mencionado campo, autorizándolo para que haga uso de la 
fuerza pública y prefiniéndole d dicho juez que la posesión sea 
dada bajo infentario. 



* 

Buenos Aires, Agosto 8 de 1888, 

Líbrese oficio al señor juez de sección de la proTincia de Bue- 
nos Aires, para que se ponga al señor José Lebrero, en repre- 
sentación dei señor Laureano S. Bonorino, en posesión del cam- 
po, materia de este juicio, con citación contraria. 

Al primero y segunda punto, como se pide. 

A los efectos de ta le? número 3649 se señalan los días mir- 
les y fiérnes de cada semana ó los subsiguientes inmediatos si 
alguno de ellos fuere feriado. 

i 

Granel. 
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Buenos Aires, Dieíembre 3 da ltfí»- 

Vistos y considerando: Que la sentencia ejecutoriada de cu- 
yo cumplimiento se trata, ha ordenado la recíproca restitución 
( te los pagaré* firmado» por Real de Ama á favor de Bonorino, 
v del inmueble entregado por éste á a^uéi. 

Que el auto apelado respon-ie sustnuciulmeiite á U ej|?OfipU 

«le dicha sentencia. 

Que esto no importa privar ú una y otra de las partes res- 
pectivamente, de los derechos que le pertenezc m. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto de foja tres- 
cientos dieciocho, ae conürma el apelad.» de Toja doscientos 
noventa y siete, con las costas del recurso. Repuestos toa se- 
llos, devuélvanse. 

HHU1I11I FAZ. — ABEL BAIAH. — 
OCTAVIO BIINGE. — «JAN R. TO- 

nafcHT. — LUIS v. várela (en 

disidencia). 



disioem u 



Buenos Aires, Diciembre tí de IQím. 



Vistos: considerando: Que la sentencia de esta Suprema 
Corte, de foja doscientos setenta y siete, mandó que Real de 
Azua devolviese a Bonorino el campo materia de la cuestión y 
(1 ne éste devolviese á aquél, los catorce pagarés que aquél habla 
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firmado, y se encuentran "ti ejecución a*te loa tribunales de 
La Plata. 

Que no puede entenderse curjjdida por Bonorino esta obli- 
gación, con sólo solicitar del juagado t'edt ral se libre exhorto á 
los jut cesante los cuales se ejecutan aquellos pagarés por 
cuanto aquellos magistrados, de iijena jurisdicción, nu son su- 
balternos del de sección de esta Cipital, ni están obligados á 
des prenderse de su jurisdicción sobre los autos en que aquellos 
pagarés figuran, sólo porque éste se los pida. 

Que el embargo délos pagarés trabado pur esta Suprema 
Corte, si bÍMii aseguró á Real de Azna contra la posibilidad de 
que aquello* se cobrasen ó transfiriesen, no viene á dejnr sin 
efecto los autos qm* s*' han seguido en ejecución de ellos, ni 
tampoco los embargos é inhibiciones que en ellos se hayan tra- 
bado, tanto conlra el ejecutado Real de Atún, eomo contra el 
ejecutante Bonoríno, segnn sé desprende de lo- mismos autos 
principales, en los que consta que don Kd nardo Vi líate se ha 
presentado en ellos como tercerista, pretendiendo mejor dere- 
cho íí esos pagaré». 

Que. haciéndose por Real de Azud entrega áel campo, sin 
que Bonorino haga la entrega du los pagarés, sólo se cumpliría 
una parte de la sentencia, quedando La que corresponde a Bo- 
norino pendiente de procedimientos posteriores. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foji 
doscientos noventa y siete, y se declara qiu Bonorino está obli- 
gado á gestionar por sí, \¿ devolución tle los pagarés, de loa jue- 
ces ante los rúales se tramitan las ejecuciones, y una fea qne 
estos sean presentados al juez de esta cansa, Real de Azua de- 
ber i entregar el campo de la cuestión, Devuélvanse 

» 

LUIS V. VA HELA. 
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Don Cárfos Uriahi contra don Juan Abetta, püt cobro de pesos 

sobre recurso de keéóka 

Sumario — Sin haberse p ron u ciad o el inferior sobre los re- 
cursos ante él interpuestos, no procede el recurso de heeuo. 

Caso — Resulta del 

INF* ME Ubi. JUEZ FU1BRAL 

Buenos Aire». Noviembre M> de L896. 

Suprema forte: 

El doctor José J. Hall, se presentó anle Site juzgado el Í3 
del - órnente, como apodéra lo de! señor Lorenzo B. Trant, ha- 
ciendo las siguientes peticiones, referentes al auto que tía ino 
tirado el recurso interpuesto ante V. K. 

c I o Rerocir el auto en que se declara que yo no puedo ser oido 
sino al ser citado de remate y que mientras esto no aucidu, no 
soy parte, pues la Suprema Corle ba resuelto lo contrario en 
el caso que dejo citado. 

4" Declarar que no es posible seguir un juicio ejecutivo en 
las miaran* actuaciones que sirvieron para un juioio ordinario, 
pues, como lo liene también resuelto la Suprema Corte, del jui- 
cio ordinario, UO puede pasarse al ejecutivo (tomo 5 o , página 
393, sériel')- 
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3 o Concederme a pplaci o n del auto recurrido, asimismo de la 
parte que du por reconocida la firma en Tebeldía de mi parte, 
pues tuvo razón derecha para no comparecer por estar pendiente 
el procedimiento, de loa recurso* de apelación y nulidad. 

4 o Concederme el recurso ríe apelaron del auto en que se me 
condena en costa*. 

5° Bu cuanto a los recurso* implícitamente denegados de ape- 
lación y nulidad, ruego AV. S, se sirva declarar esta parte del 
auto á saber: si se deniegan esos recursos á lin de «¡educir las 
apelaciones directa* que la ley me acuerda ». 

De estas peticione* se « onfirii traslado á la parte actora, el 
que ha sido evacuado eoi fecha de ayer. 

Bu consecuencia, se encuentra pendiente de resolución, el in- 
cidente promovido y uu existe aún pronunciamiento definitivo 
acerca del auto apelado. 

Es cuanto tengo que informar á V. E. ¡«obre el particular. 

Agustín Urdinarrain, 



I Mil» a> la »*i prensa i arte 

Buenos Aires. Diciembre i de 180& 

Vistos en el acuerdo y considerando ; Que los recursos de 
apelación y nulidad deducidos en el escrita de foja veintisiete 
de los autos principales, lo han sido antes de que el juzgado 
di -tara resolución alguna. aobie Los diferentes pedimentos con- 
tenidos «n el referido escrito. 

Que dich is recursos sólo pueden interponerse después que el 
juzgado huhi >ra dado un auto que pudiera ser susceptible de 
ellos (artículos doscientos seis y doscientos treinta y cu.itro de 
la ley de Procedimiento^) y no antes de tüdtl resolución. 
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Que habiendo el juzgad-» dictado resolución en id referido es- 
crito de foja veintisiete, llegó reeien la oportunidad dn interpo- 
nerlos, si fueran procedentes, y o .nrrir, eti caso denegado, de 
hecho ante este tribunal. 

Que según resulta del informe que precede, el rt-enrrento de- 
dujo contra diohi resolución, el recurso de reTOCitnria y apela- 
ción, haciendo varios pedimentos y entre ello* el de aclaratoria, 
estando pendientes de resolución del jutgado. 

Que no habiéndose el iníerior pronunciado aun sobre dichos 
recurso*, requisito indispensable para que pueda reourrir de he- 
cho ¡í iste tribunal (artículo doscientos veintinueve déla ley 
citada), no ha llegado el caso de que esta Suprema Corte se pro- 
nuncie sobre la procedencia ú improcedencia de ellos. 

l\»r esto, uu lia lugar al recurso interpuesto» Repuestos \o< 
sellos, remítanse al juez de la rauí-a para su agregación á los au- 
tos principales, 

LUIS V. VARELA. — ABEL KAZAN. 
— OCTAVIO BUSGE. — JIIAW 
E. rOHHENT. 



Contienda tte compeieneia entro ti juez del crimen de San Juan 
y el tribunal militar, en ta musa sobro insubordinación á 
mu.no armada, seguida contra el soldado Eusebto Castro. 

Sumario.— Correapoa le á U justicia mi litar el conocimiento 
de la cauaa sobre insubordinación á mano .irnwia cometida por 
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un militar contra su superior jerárquico, y aoá la justicia ordi- 
naria el de las heridai inferidas en el ¡teto de. la insubordina- 
ción. 

Caso.— Resulta del fallo de la suprema Corte y de la 



VISTA OEt. SESon PROCURAIIOR CENEHAL 

» 

c _ Buenos Aires, Junio 25 de 1898. 

Suprema Corte : 

Tanto el sumario <ie la autoridad militar como el du la juris- 
dicción del crimen de la provincia de San Juan, demuestran 
la perpetración de un delito común, por violación de la lev ge- 
neral. 

Un soldado del regimiento número 4* do infantería de línea, 
hirió con caenillo al sargento del mismo enerpo, Segundo I.o- 
pet. 

La herida no se perpetro ni en cuartel» ni en servicio militar 
ni por causa alguna que tuviese Marión ó atingencia con tlouel 
servicio. El ocurrió de noche en una culi** de la ciudad y entre 
soldados que no llevaban emisión alguna militar, sjttó que 
andaban franco», paseando y bebiendo juntos. 

No es aplicable, entonces, la jurisdicción de los consejo* do 
guerra, limitada dios delitos militares ó cometidos en lugar mi- 
litar, en tas condn iones que expresamente determinan los artí- 
culos 77, 78, 79 y 80 de U ley de competencia de tos tribunales 
militares. No correspondiendo*! hecho á ta jurisdicción especial, 
cae bajo el imperio de la jurisdicción del crimen, como lo decl ara 
el señor juez de la provincia de San Juan á Toja f8, y r Moá V. 
E. se sirva así resolverlo. 

Sabiniano a"t>r. 
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Buitnot Aires, (lieicmbre 3 ile 



Vistos : De autos consta que el Bt»lí»4* Ensebio Castro y el 
argento segundo Yofré, ambos pertenecientes a la escolta del 
comandante en jefe de la aerada brigada del ejercito nacional, 
formada por tropas del primer batallón del cuarto regimiento, 
paseaban, por las calles de la ciudad de San Juan, cuando, 
por motivos personales, produjeron un incidente del que re- 
sultó herido el saTgeuto Yofré, siendo su lieridor el anidado 
f astro. 

Con tal motivo se han iniciado dos juicios, uno por la auto- 
ridad local de ta provincia de Sao Juan, que procesa á Cas- 
tro como presunto reo del delito común «le lesiones graves, 
y el otro por la autoridad militar, qfce procesa al mismo delin- 
cuente por el delito militar d*- insubordinación á mano armada 
contra un superior. 

Trabada la contienda dé competencia entre ambas jurisdiccio- 
nes, por pretenderse cada una d" ellas la competente, los autos 
respectivos han sido elevados 1 esta Suprema Corte, parala de- 
cisión del conflicto. 

La autoridad judicial de San Juan sostiene su competencia, 

fundándose en que el hecho qoe motira el proceso es un delít» 
cumuo, previsto y penado por el código común, sin que pueda 
cambiar su carácter el hecho de haberse producido entre milita- 
res, por cuanto él ha tenido lu- ir facía de servicio, y en un 
paraje que no está somuido á la jurisdicción militar. 
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La autoddad judiciaria militar, h ice derivar su jurisdicción 
del hecho de haber unsoMado agredí lo á mano armada á un su - 
perior, lu que euustituye el delito esenci al mente militar de insu- 
bordinación, bienio las heridas, en este caso, sólo una circuns- 
tancia agravante de aquél. 

Y considerando : Que dada la manera eouio ha sido trabada 
la contienda de oumpetencia filtre tas dos autoridades civil y 
militar, corresponde ante todo averiguar la naturaleza drl toe* 
Iju único qae sirve de bavj ¿badas procesos, para determinar 
cuál es «I juez qu«' debe seguir euteudieudo en la causa. 

Dd rstos antecedente» resulta, que la autoridad militar pro- 
cesa al soldado Castro \t >r el delito de insubordinación, consti- 
tuido por el ataque ¡i mano armada contra su superior ji>rarqui<- 
co, el sargento Yofré, á quien infirió heridas gravea. 

Que este delito no está previsto por ninguna otra legislad un 
que la militar, viniendo por tanto á correa pon lar su juzga- 
miento flus i va mente á los tribunales militares, con arreglo 
al artículo ciento áu z y nueve, incisos uno y tres del Código de 
Justicia Militar. 

(¿ue d ila la naturales i pe ¿uiiar le este del i tu y las penas es- 
tablecidas para su castigo en el artículo ciento cuarenta del Có- 
digo Penal Militar eu vigor en la épo a del suceso, de la*¡ que 
la mínima excede en mucho a la máxima que señala el Código 
Penal ordinario, como castigo del delito de heridas gravea, que 
es por el que procesa ¿í Castro el juez del crimen locu! de la pro- 
vincia de San Juan, la jurisdicción de éste debe considerarse 
excluida, por cuanto la militar prima »*n el casó. 

Por estos fundamentos, Ja Suprema Corte, de acuerdo con el 
artículo ciento sesenta y tres del citado Código de Justicia 
Militar, resolviendo la contienda de competencia trabada fu- 
tre el juez de) crimen de la provincia de San Juan y el juez 
militar de aquella circunscripción, declara que el conocimiento 
de eata causa corresponde á la justicia militar. En consecuen- 
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cía, remitáuseln todas estas tctaaeiones, y líbrense Loa oficios, 
á fin de que el detenido se ponga á disposición de aquélla. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARELA. 
- AtifcL HA UN. — OCTAVIO 
BUNCR. — JUAN £. torrent (en 

disidencia), 



DISIDENCIA 

Vistos : Resalta que li presente eontieti la de competencia 
procede del hecho de haber beri lo en lairalle píiblic i en laci utlad 
de San Juan, el soldado '-lus-bio Cast o, 'leí bat. ilion primero de 
línea, al sargento segunda del mismo cuerpo, Segundo Yofre 
fuera de servicio y cuando ambos iban de past o. 

El juez ordinariode la localidad, sostiene su jurisdicción para 
conocer del delito y juzgarlo, por ser éste de carácter común, su- 
jeto á las disposiciones del Código Penal; y la autoridad mili- 
tar se consi lera competente al mismo ef> cto de entender yjuzg.tr 
del caso, por entrañar un delito militar, préñalo y penado por 
el código d ' la materia, en razón d ¡ ser el agresor, un soldado 
de línea jr el herido un superior jerárquico. 

La jurisdicción militar rom prende los delito» esencialmente 
militarei que tan sólo Us leyes militares preveen y castigan 
(artículo ciento diez y nueve, inciso primero, C ortigo P'-ual Mili- 
tar) y loa delitos que afectan direci amenté el derecho y los in- 
greses del Estado ó de los individuos, cuando son cometidos por 
miliures, en ae.tos del servicio 6 en logares sujetos delusiva- 
mente á la autoridad militar (inciso segundo). 

La letra de esta disposición legal permite ya entender que 
cuando militares, es decir, individuos del ejército ó la arma- 
da, cometen delitos ó faltas contra el derecho y los intereses 

T. LXI*I 3fl 
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del Estado, fuer* de servicio y en lugares sujetos á la jurisdic- 
ción local, rómpete 4 la justicia ordinaria respectiva el couoei- 
miento de dichos delitos ó falta». 

Ambo» sumarios establecen que el. heclio delictuoso de que se 
trata, tuvo lugar en la calle pública y fuera de todo acto de ser- 
vicio militar ; de manera que el pregunto delincuente, aunque 
moldado de línea, que infirió heridas al sargento del cuerpo á 
que ambos pertenecían, cm quien tuvo palabras agresivas, 
cuando se retiraban de un almacén (fonda habían estado bebien- 
do juntos, atentó contra el órden de la localidad cometiendo un 
delito común y haciéndose justiciable por las autoridades de ella : 
tacm reyit actum. 

Continúan esta inteligencia de la propia lev penal militar, 
las disposiciones del Código Penal contenidas en los artículos 
doscientos do*, doscientos tres, doscientos diez y doscientos once , 

El primero de estos artículos, lijando la pena de los homici- 
dios, legones y mutilaciones, las impone respectivamente al 
militar que, hallándose en acto de servicio 6 con ocasión de él, 
ejecutare un bomii idio siuple ó lo hiciere en buques de la ar- 
mada» en arsenal, cuartel ó campamento, ó en otro establecimien- 
to amílico, el que incurrirá en la pena de ocho ó quince años de 
penitenciaría. Los culpables de lesiones son penados, según su 
gravedad, en los incisos uno, dos, tres, cuatro y cinco del artí- 
culo doscientos tres antes mencionado. 

Las disposiciones del artículo doscientos diez que se reiteren 
al dueloentre militares tienen la misma limitación: < el mili- 
tar, dice este artículo, que en cuartel, buque, arsenal ó en otro 
lugar sujeto á la jurisdicción militar, desaliare á otro de igual 
rango ó jerarquía será castigado, etc. ». 

« En el caso de que el desafiante, dice el artículo decientes 
once, fuese inferior en grado al desafiado, será castigado con 
arreglo ¿ las disposiciones de este código sobre la insubordina- 
ción ». 
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Visto cstA, pues, que el i-ódigo no menciona en ninguna de 
sus disposiciones, el caso d;> legiones ú otros delitos semejantes 
cometidos por militares contra militare» fuera de servicio, en 
lugares extraños á su jurisdicción ; por consiguiente, ellos no 
preveen ni comprendan el caso de la competencia que es, por su 
naturaleza, un delito esencialmente común; que así puede ser 
cometido por militares como por individuos que no lo son . 

Para r .'Conocer como procedente la jurisdicción militar y 
atribuirle preferencia sobre la ordinaria, sería preciso fundarla 
Unicamente en el carácter militar del agresor y del agredido; lo 
que equivaldría á admitir el fuero personal par.i ésros, absolu- 
tamente abolido en nuestro régimen institucional, apartándose 
hasta de las reglas especiales que determinan la jurisdicción en 
el Código Mihtar, que no menciona el caso de lesiones, ni aun 
el mismo homicidio, entre militares de igual ó distinta jerar- 
quía, cuando la infracción penal es cometida fuera de servicio, en 
lugares nt> sometidos á su jurisdicción. Es indudable que si la 
m -nte de la ley hubiera sido exten ter ta jurisdicción de los tri- 
bunales militares a tos casos de lesiones, homicidios ó duelos 
entre individuos pertenecientes al ejército ó armada, fuera de 
servicio ó fuera de los lug iré* ó establecimientos designados á 
su ejercicio, lo hubiera dispuesto expresamente cuando se ocu- 
pa de determinarla con tanta claridad y precisión. 

Tampoco puede ofrecer duda y así ae desprende de las mis- 
mas actuaciones elevadas por la justicia militar, que cuando 
tai lesiones fueron causadas entre simples soldados de línea, en 
lui>alle pública y fuera de servicio, el delito sería de carácter 
coman, sometido á Injusticia ordinariadel lugar; luego la com* 
petencia disputada <*n este casi» por aquella, se Tunda tan sólo 
eu la insubordinaron resultante de la diferenci» jerárquica 
entre el soldado Eusebia Castro y el sargento Segundo Yofré. 
La insubordinación es una infracción fíe la disciplina., es un ac- 
cesorio agravante, no el delito mismo que persigue; y jamás 
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puede lo accesorio pritu:ir sóbrelo principal, ui alterar su na- 
turaleza ni cambiar sti carácter legal. 

Adormía, en el presente caso no pmlría alirniarse siquiera que 
el vínculo de la subordinación subsistiese cuando el sargento 
y el soldado habían entrado á beb?r junto* en un almacén, si- 
guiéndose después el inciden le de celos de que se hace mención 
en el >iiroariny que ostensiblemente fui la causa de la agresión. 

El minino sargento había contribuido á hacer olvidar al <ol- 
dadoque le estuviese subordinado, auh ordine, y que debía res- 
peto al compañero con quien entraba a beber en una cusa de 
expendio de bebidas. 

La Iry ha dado á la disciplina miJiur cuanto ha considerado 
preciso para mantener incólume el régimen de la institución que 
- Ha había creado; la jurisdicción alcanza á todos los delito» 
cometidos en si-rvÍcio,en cuartel «"<<mj puesto militar; pero no 
ha incluido en ella los perpetrados por militar s fuera de servi- 
cio y délos Jugares que. le están sometidos, «tu que el .aso 
criminal de un delito común cometido, como el presente, en la 
calle pábHca, por un militar contra - tro de mayor graduación, 
ba^o para arrancar al juex legítimo « I r-ooo.-imient-i de dicho 
delito- Baque la regla de la disciplina no puede sobreponerse 
al principio de lu soberanía de un Estado, ofendida por soldados 
qu. recorren sus calles perturbando el orden público y consu- 
man^ < •íiiM io-.quel.i ¡usti.-ia local tiene »*1 derecho y el deber 
de castigar. Ksta jurisdicción, como emanada de un orígen mis 
alto, es mas c miprensiva y 'na* lata, siendo precisamente su 
respeto uno de los riñes de m ley y déla institución déla fuera* 
armada establecida para defenderla, no para sustituirla y anu- 
larla. 

Lu expuesto ftaata á demostrar que la competencia de la jus- 
ticia ordinaria <-s la procedente en este caso y que á ella corres- 
pnnde su conocimiento y decisión. 

Por estos f andamentos: se declaro que el conocimiento d« 
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esta causa corresponda á la justuña ordinaria de la provincia de 
San Jiun. En consecuencia, remítanse los autoa ai juez res- 
pectivo y avísese por oficio al juez militar. 

JUAN E. TOliKENT . 
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C , mif ,aí eo«ím torWo Torres, A'ieasio Calderón, Pablo Gue- 
vara y otros, por homicidio cometido <>n tas personas de Ale- 
,andro \ U nirre, llamona Cornejo y Juan Ikrnaota. 

Sumario. - V SI homicidio perpetrado a t raición y sin pe- 
ílgt*. mediando la circ.i».ta..cia 4éj inciso 8", articulo 83 del 
Cúdigo Penal, debe ser castigado fon presidio por tiempo in- 
determinado. 

2<- SÍ cómplice debe Sér castigado con I* h'na de nueve anus 
de presidio. 

3- Loa jueces deben observar en sus sentencias, lo proscripto 
en el artículo 495 del Código de Freredinii-ntos en lo Crimi- 
nal. 



Cano. — Resulta del tallo de la Suprema forte. 




Falle del Juez redera! 

c 

La PUla, Diciembre ¿a de 1896. 

Y vistos: Loa seguidos eont ra Isidoro Torres y otros por ho- 
micidio perpetrado en las persona* de Alejandro Aguirre, Ka- 
moa a Cornejo y Juan Bernaola. 

Y resultando: í° VA procesado Severa Ferreyra (a) Fooida, 
declara A foja 2 del sumario preventivo, u,ue el lunes 7 de Mar- 
io de 1892 y como ú las dos de la tarde, aparecieron en su ran- 
chada con una canoa, el individuo Torrea (a) Pata de palo, Ni- 
cusió Caldero», otro individuo llamado Pablo, em remano, y la 
mujer du Pata de palo, desembarcando y poniéndose á tomar 
mate. Torre* le dijo que lo venían á llevar para que los acom- 
pañara á matar á Aguirre, su mujt-r y peón Bernaola, lo cual 
apoyaba Xicasto Calderón, á lo que 41 se negaba d ¡riéndole que 
Aguirre era muy bueno y queje debía muchas atenciones; pero 
habiéndosele amenazado por Torres y Calderón con matarlo 
ai no los acompañaba, salió con ellos en dirección á la rancha- 
da de Aguirre, donde una vez llegados se pusieron á turnar ma- 
te, el cual se los proporcionábala señora Ramona, Que en uno 
de esos momentos, Pata de pato hizo ana seña á Calderón el cual 
se levantó y pegándole una tromparla ú la señora Ramona, la 
tirode boca, apretándola Calderón y Pablo y degollándola Pata 
de palo; pero que para esto disparó la finada unas cuanta* va- 
ras, yendo á caer como á cinco finia hacia ia parte norte del 
rancho, separándola la cabeza completamente del cuello y ti- 
rándola ¡i un costado. Que el finado Aguirre, al ver esto, dispa- 
ró en dirección á'un pajal, corriéndolo Pata de palu, Calderón y 
él (Ferreyra), alcanzándolo Calderón, y al dar vuelta Ayuirre 
te pegó Calderón un hachazo en ta parte izquierda del pecho 
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atacándolo á la vez Pata <fc palo y Pablo, éstos con facón y Cal- 
derón con cochillo, atrepellándolo y volteándolo entre los trea, 
cegándole Pata de palo un planazo en la cabeza la que la par- 
tió, cayendo Aguirreul suelo y apretándolo éntrelos cuatro(in- 
cluso Ferreyra) que lo apretaba délas nalgas, degollándolo 
también á éste Pata de palo, agarrando Pablo la cabeza y tirán- 
dola como á cinco varas. Que regresando á la habitación, co- 
menzaron A robar y cargar todo cuanto había jautamente con 
300 nacionales que encontraron en una cartera forrada de 
brin, los cuates fueron hallados ñor Calderón, y repartidos lle- 
vando la mayor parte Pata de palo y él (Ferreyra) llevó dos bi- 
lletes dediea pesos cada uno. Que después de embarcar todos 
los objetos en la chalana, esperaron á que viniera Bernaota, y 
una vez llegado, Pablo le pegó un ^olpe de hacha en la nuca que 
lo volteo, apretándolo en seguida Calderón, Pata de palo y Pa- 
blo, tratando éste de degollarlo, como lo hizo de una puñalada 
en el cuello, dándole Calderón otra en la tetilla izquierda, para 
lo c nal lo sujetaban Pata de palo y la mujer de éste que lo aga- 
rraba de las piernas, Que en esto'él (Ferreyra) no tomó parti- 
cipación, .dejando á Bernaola muerto, del lado sudde la habita- 
ción, á la entrada de la ribera y cerca de una canoa. Que des- 
pites se embarraron con todo lo robado, yéndose aguas arriba y 
él se vino para su ranchada, y que si uo d¡¿ cuenta fué por te- 
mor de que lo mataran, como así se lo habían dicho. Que el 
imirtes de esa misma semana bajó á tierra y estuvo hasta el 
jueves encasa de Camilo Batuta y el viérnes se fué á la isla, 
regresando nuevamente el domingo con JuauBasualdo. Que el 
diadel asesinato, había estado en su rancho, su padre Francis- 
ca Ferreyra, á llevarle unos sapallos, y no encontrándolo se fué, 
y cuando él llegó á la casa del finado Aguirre, acompañado de 
Pata di- palo, la mujer, Calderón y Pablo, se encontraba allí su 
padre oonveriando con los que después fueron asesinados. Que 
su padre preseneió todo lo sucedido sin tomar ninguna partía 
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pación, pues al parecer estaba mu j asustado, y que ese mismo 
día, antes di' ir á llevarle los zapallos, le dejó a Aguirre un 
chauchito atado uon mía soga de pescar, según lo supo por el 
mismo su padre, quedándose éste con toa demás cuando el de- 
clarante se retiró á su ranchada . 

2 a Respecto á Nicasio Calderón, resulta de su declaración de 
foja... ante el jefe lie policía de la provincia, que confiesa los 
crímenes cometidos y coincide en esa declaración en todos sus 
detalles con la de foja 2 y foja HA. 

Que esa exposición Ha pretendido desvirtuarla en su indaga- 
torta de foja... y cuando ya se le había levantado la incomuni- 
cación, pues manifiesta en la primera (|u<- los asaltantes de la 
casa de Aguirre, eran Isidoro Torres, Joaquina Flores, Pablo 
Guevara y ei declarante con los Ferreyra, en cuya canoa hicie- 
ron la travesía del rio, y la manera, forma, momento, circuns- 
tancias y víctimas concnerdan con lo expuesto por Severo Fe- 
rreyra. 

3° Que. la mujer Joaquina Flores, también se halla compren- 
dida en la declaración del referido Ferreyra y coadyuvó á la 
consumación del delito, consistiendo su participación en rete- 
ner de las piernas al viejo Juan tternaola, juuto.con Severo 
Ferreyra, mientras que Pablo Guevara fué el que lu echó eu 
tierra de un golpe de hacha en la nuca, y con Nicasio Calderou 
le iiiEiriiTou puñaladas en la garganta, recibiendo otra eu el 
corazón después de muerto; habiendo reconocido la referida 
mujer Joaquina Flores, ¿foja 30, el machete hoja de espada ex- 
hibido como de propiedad de Isidoro Torres, hecho que ha rati- 
ficado sin sahei explicar cómo fué encontrado este instrumento 
en lacasa de Aguirre. 

4 a Que Pablo Guevara, otro de los acusados, niega pero Fer- 
reyra y Calderón afirman que fué él quien tronchó la existencia 
de Beinaola y ayudó a Calderón é Isidoro Torres en la ejecu- 
ción de tos demás crímenes. 
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5 a Que Francisco Ferreyra se encontraba el dia del crimen 
cortando paja á corta distancia de la casa de Aguirre, según de- 
claración de foja m t y esta distancia, según la misma, era de 
media legua, no alcanzándose á divisar h que pagaba en ta iala 
de Aguirre, ni notarse las personas que vivían en ese rancho, y 
Hevero Ferrevra en este careo dice que la distancia era como de 
diei cuadras. 

Con estos antecedente» el procurador liseal, de fojas 191 
á 206, prodúcela acusación, precediéndose, en consecuencia, 
á dar traslado de ésta á los procesado* á Toja 306 vuelta, y so- 
breseyéndose provisionalmente respecto á los detenHos Juan 
Herrera y Rainon Lupei» 

6« Que por auto de II de Febrero de 1893 se nombraron de- 
fensores á lo* procesados y estos se espiden de foja 282 á foja 
373, abriéndose esta causa á prueba por auto A a foja 373 vuel- 
ta y una vet vencido el término, el juzgado llama autos á foja 
377. 

Y consideran 'n: i 9 Que en cnanto á la existencia del cuerpo 
de! delito obra él en este proceso, de fojas 58 á 64, y respecto á las 
personas que lo han perpetrado, resulta de las constancia* de 
autos, que el puntode partida pal a este eximen, es la declaración 
de Severo Fcrn>yra, pues A pesar de haberle intentado contradecir 
los demás procesados, manteniéndose en un riguroso mutismo, 
acerca de las inculpaciones que ella arroja, es de advertir que 
al hacer tan graves cargos no ha pretendido declinar la parte 
de responsabilidad que le incumbe por su intervención en estos 
crímenes, aunque ha manifestado que acompañó á los delin- 
cuentes por temor de que lo mataran, como había sidoamt nasa- 
do por NicasioClderon, al resistir la invitación, y después del 
crimen, cuando la mujer Joaquina Flores psdía á Calderón y 4 
Isidoro Torre*, que lo degollaran porque presentía que los des- 
cubriese. 

2 o Que la confesión que hace el acusado, cuando no pueden 
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ocultársele tas consecuencias de su declaración, cuando se halla 
suspendida en cierto modo sobre su cabeza la acción de la jus- 
ticia, ea bien sabido que en estos vasos es una prueba superior 
:í teda clase de indicios y testimonios, y es por esto que basta 
la conciencia pública proclama esta superioridad de la confe- 
sión, cuando todos los lias se re dios ¡unidos preguntarse con 
ansiedad si el hombre á quien condenaron confesó su crimen, y 
ciando reciben una respuesta afirmativa ¿no experimentan un 
consueto muy sensible? ¿No notan desvanecerse el resto de du- 
da que existía en el fondo de su espíritu? (Bonnier pág. 415). 

3 o Que reuniendo esta confesión los requisitos exigidos por 
el artículo 316 del Código de Procedimientos en lo Crimina), 
surge de ésta la persona de Isidoro Torres como instigador j 
principal ejecutor del siniestro plan, i pesar de quf su declara- 
ción indagatoria y entrevista con los procesados poca luí dan, 
pues se encierra "n un silencio impenetrable, procurando jus- 
tificar la inversión de bu tiempo en la época del suceso, con re- 
laciones vagas y de difícil comprobación judicial, pero no nie- 
ga, -ni embargo, su permanencia en It amallo durante tos dias 
de Carnaval hasta el lunes subsiguiente que partió para el 
Rosario con la mujer Inés Lujan, á quien llevó por no haber 
realizado su matrimonio con la mentir Valentina Agüero; y si 
bien resulta cierta presencia en «se pueblo, uo sucede lo mis- 
mo acerca deque "I matrimonio huhier.i sido el objeto primor- 
dial y único de su viaje, ni que tolu \*se tiempo lo hubiese pa- 
gado «ti casa de Miguel Solis y enfiestas, pues Isidoro Torres 
tenia en el Rosario á la mujer Joaquina Flores con laque vivía 
en armonía desde doce años atrás. 

4° 4¿ue Valentina Agüero siendo una menor de oncéanos no 
fut ría casarse, i lo que también se oponían los padres porque 
conocían el carácter y antecedente de éste* y á fin de que ese 
acto no se llevase ¿cabo simularon el viaje á la oficina del re- 
gistro civil, en donde y debido á la mediación de su jefe encar- 
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gadu de la celebración del matrimonia, se desistió, pudiendo de 
este modo salvarle U menor de caer en sus mano\ 

5* Que en cuanto ¡il lugar y fecha precisa un que se realizaron 
estos crímenes fué el sábado 5 de Marín del 92 y á Jijar esta 
fecha concurren entre otras circunstancias las siguientes: La 
presencia de Isidoro Torres en Ramal lo, donde llegó el martes 
1* regresando el lunes 7, permaneciendo --se espacio de tiempo 
en los alrededores de aquel pueblo, como lo dice en au indaga- 
toria de fojas 37 y 38. La declaración de fojas 2 y 114 de Severo 
Ferreyra, precisando ü esta última la hora aproximada en que 
Ih-garon esos individuos á su casa (las once a. m*). La exposi- 
ción del isleño Delfín Ramallo, de foja 71, en la que maniliesta 
que el viernes anterior á la víspera á la octava ele carnaval pasó 
por frente de su rancho el peón Juan Bernaola, conduciendo 
unos maios de paja. La declaración de Justiniano Herrera, 
foja53j en que dice que el sábado anterior a la octava de carna- 
val, fué á la isla llevando como marinero á Marco* Fabrega á 
avisar á Alejandro Aguirre que iba á cardar arena; y por Último 
el detallado informe del snbprefecto ui.irftiiun de San Nicolás 
de fojas 44, 43 y 44 t en que man i fiesta que según el grado de 
descomposición de los cadáveres los crímenes debieron haberse 
cometido dentro de los días anterior y pusterinr á la octava de 
carnaval. 

6* Que el plan desalten y robo á I* familia Aguírre es Ínne~ 
¿able por las mismas constancias de autos y probado iieabada- 
rnent- la eiistemia del delito y sus factores qu* 1° fueron los 
procesados, aunque no todos en igual grado de participaron, 
toca ahora dilucidar, si en la comisinnde estos erímenes hubo 
alevosía y ensañamiento. 

Ambas circunstancias se encuentran continuadas, en primer 
lugar, por los antecedentes de las víctimas y en segundo por el 
dictamen de los doctores P i ñero y Sugini, de foja 146 á foja 165, 
informe que por otra parte se encuentra confirmado según la 
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relación de Severo Ferreyra y Nicasio Calderón acerca de como 
fué embestido Juan Bernaola por Pablo Guevara. 

7° Que esto probado, re¿ta sólo ver el grado de culpabilidad 
de loa procesados y penalidad que lea corresponde conforme ú 
las antecedentes del proceso, y desdi- luego si- re que Isidoro 
Torrea, Xioasío Calderón y Paulo Guevara están comprendidos 
en los casos que prevee el artículo 21, titulo -4* del Código 
Pi ñal iesignánduloa como autores principales, y esa dispo- 
sición Lea rigurosamente aplicable, y Severo tYrreyra, 
Joaquina Flores y Francisco Ferreyra se hallan comprendidos 
en el inciso 3» del artí' ulo 33, Código Penal como cómplices <> n 
primer grado, 

8° Que el inciso i "del articulo 95 prescribe que el que inatu 
á otro con alevosía será castigado con la pena de muerte; y lo* 
homicidios perpetrados en ta i>U de Agüero lo fueron también 
con ensañamiento; pero la aplicar ion de la última pena se en- 
cuentra restringida por i*l articulo 55, y aunque en esta causa 
no todit la prueba es de presunciones, debe aceptarse el princi- 
pio de. estar á lo favorable al reo en el presentí caso, para apli- 
car la inmediata inferior que consigna el inciso i" del artículo 
96, ó sea, presidio por tiempo indeterminado para los autores 
principales, existiendo las circunstancias agravantes del tiempo, 
Jugar dtd crimen, número de delincuentes y calidad de las vic- 
timas. 

9 a Que comu consecuencia de esto, la pena que les corresponde 
á los cómplices en primer grado es la que establee* el artículo 
31, iucisu 2*, es decir, seis á nueve años de presidio ú peni ten* 
ciaría, si la pena del autor principal fuere la dé presidio ó peni- 
tenciaría por tiempo indeterminado. 

Por estas consideraciones y las «puestas por el procurador 
fiscal que este juzgado reproduce, no obstante lo solicitado por 
las defi-usas, fallo condenando á cada uno de los procesados 
Isidoro Torres, Nicaiio Calderón y Pablo Guevara a la pena de 
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presidio por tiempo indeterminado, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 96, imiso I o , <\jdigo Penal, y á Severo Ferreyra, 
Joaquina Flnres j Francisca Fi-rreyra. c;ida uno á la de nueve 
años de la misma clase de pena, ó ski, la de presidio, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 34, ¡naso 2", debiendo hacerle 
previamente pura estos últimos el cómputo, por Secretaría con 
arregloal artículo 49 de la ley citada, con costas. Notifiques' 1 
con el original, regístrese en el libro de sentencias y repón- 
game las Tojas. 

Mariano .S. do Aurreroerhea. 



VISTA |»RI. SEflOH PHOCURAUOH ftKNKtlAL 

V 

Huma* Aires. Octubre lü de iWíí. 

Suprema Curte : 

Del estudio de este proceso, resulta v\ convi-ncmiiento de la 
prrpi trat iitn de un triple homicidio verificado en las personas 
de los moradores de la isla de Aguirre, par tos profesados Isi- 
doro Torres, Nicasio Calderón, Pablo Guevara, Sev ero Ferteyra, 
Francisco Ferreyra y Joaquina Flores. 

Se tratado un hecho que horroriza, no sólo por la ferocidad 
con que fué ejecuUdo, sirviendo el robo de móvil impulsivo del 
asesinato, sínó también de avezado» criminales, que procuran 
burlar la acción reparador» de la justicia, guardando sistemá- 
tieo silencio en sus declaraciones y ampliando detalles de difícil 
comprobación, con el calculada propósito de oscurecer la huella 
de la investigación . 

Entrando á considerar ta prueba, se encuentra á foja 2 la 
confesión de Severo Ferreyra, quien afirma que el lúnos 7 de 
Marzo de 1892, como á las dos de la tarde, se presentaron á su 
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ranchada, en una canoa, los individuos Isidoro Torres, N" ¡caá i o 
Calderón, la mujer Je Toms, que resulta llamarse Joaquina 
Flores, según su propia declaración de foja 6, y otro individuo 
llamado Pablo, á quien designa con el apodo de entreriano, y qne 
según constancias de fojas 85 y 85 vuelta, se Huma Pablo Gue- 
vara, diciéndnle <_d primero que lo venían á llevar para que los 
acompañase á matar á Aguirre, a su esposa? al peón Bernaola, 
que eran los únicos moradores de la isla mencionada, amena- 
zándole de muerte Torrea y Calderón, porque ¡te negaba á tomar 
parte en la sangrienta empresa. 

Confiesa Severo Ferreyra que en tal situación los acompañó, 
embarrándose loa mencionados procesados en dirección á la is- 
la de Aguirre y qne una vez allí so ejecutú el triple uouiHdro 
que relata el eiponente, con todos sus salvajes detalles, á foja* 3 
y 3 vuelta, 4 y 4 vuelta, desvelando el sungrientoeuadro en que 
se destaca la .sombra siniestra del degollador Isidoro Torres, 
con la cooperación de su concubina Joaquina Flores, y secun- 
dado por Calderón, Guevara y Francisco Kerreyru, que había 
hecho el espionaje a la familia de Aguirre, llevándole un chan- 
cliito de regalo, presenciando en pasiva actitud el digolla~ 
miento. 

Tal es la confesión de Severo Ferreyra, ratificada á fojas 9 v 
"21 ; y á foja 144, en cuanto á lo principal. 

A la confesión de Severo Ferreyra, se une Ja de N ¡cusió Cal- 
derón, prestada á foja 84, concordante con aquella, excepto en 
cuanto se reliere a la participación que tomó en el crimen la 
mujer Joaquina Flores, á la que no menciona Calderón, ha- 
eiendo intervenir, en cambio, á los individuos Ramón López y 
Juan Herrera, d«- lo cual se desdijo, declarando que éstos eran 
inocentes, á foja 131. 

No creo procedente aplicar la inhabilidad eatabl: cidu por el 
inciso 7% articulo 276 del Código de Procedimientos «n ¡o Cri- 
minalá la confesión de Severo Ferreyra, cómplice en el delito; 



v. > * ' ■ - — '.- .v • •••• • ' • 

ijk JUSTICIA saciopul 335 

puerto que no 3« trata de un testigo, y el criterio jurídico con 
que deben ser apreciadas las referidas tachas legales, «e en- 
cuentra limitada por el artículo 277 del citado Código, que re- 
fiérela inhabilitación, al caso en que los deponentes puedan aer 
inspirados por afecto, interés á odio, 

Tratándose de la confesión liecha por «no de los cómplices, 
sin el propósito de eludir responsabilidad.*, no habiendo en 
autos constancia alguna que demuestre odiosidad ó interés, de 
parle del exponente háoia sus coprocesados. 

Ictiol mérito legal doy a la Confesión del procesado Nicasio 
Calderón, de foja 84, prestada ante la autoridad de La Plata ; 
pueá la retractación que pretende hacer ;i foja 131, invocando 
el hecho de que la prestó bajóla presión de la fuerzay del lum- 
bre, es inaceptable, desde que no existe en el proceso ninguna 
prueba que autorice tan grave cargo lanzada á las autoridades 
de policía de la provincia de Bueuoa Aires, cargo que lio puede 
ser presumido por la ley, desde que ésta no presume en los pro- 
cederes de la autoridad pública, lo ilícito, lo anormal. 

Aun cuando asi uo fuera, para que la retractación sea admi- 
sible es indispensable tjue el inculpotlo ofrezca prueba, sobre 
hechos decisivos que justifiquen haberse producido la confesión, 
oprimido por medio* violento-, amenazas, ete. t según el artícu- 
lu 319 del Códign de Procedimientos en lo Criminal. Como esa 
prueba no se ha intentado siquiera, la retractación de foja 131 
es improcedente ante las prescripciones de la ley de procedi- 
mientos citada. 

Us afirmaciones concordantes de Severo t'erreyra y Nieasi ■ 
Calderón, sostenidas por el primero en los diversos careos de fo- 
jas 49 vuelta y 31, cun circunstancias? detalles que convencen 
de la realización del salvaje crimen de la isla de Aguirre, cons- 
tituye suficiente prueba de cargo contra Torre», Calderón, Gue- 
vara y Severo y Francisco Fe i rey ra. 

. Contra Joaquina Flores esti laconfesiou de Severo F. rreyra 
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á foja 2, la contradicción en que ella incurre en la declaración 
de fujii 6 t respecto al conocimiento de aquél, y la presunción 
que arroja el hech 1 » de su Intima vinculación can Torres duran- 
te doce año» de coiic ubi nato, según lo comprueban referida* 
constancias del proceso. 

Además de las cmifesiones concordantes de los procesad ua 
Ferreyray Calderón, corrientes áfujas2 y 84, del informe mé- 
dico v vista, uculai de foja 45 vuelta, y croquis del lugar del su- 
ceso que Curre á foja 51 y la declaración de foja 6 vuelta, en que 
según declara e) Uleiío Lucero, el desgraciado Aguirre le ha- 
bía manifestado -1 temor que le inspiraban las dos visitas que 
le liabía he ho Torres, considerada emun .1 terror de las islas 
Ji 1 ! Paraná; estí el reconocimiento hecho por Torres á foja 28 
vui Ita y por Joaquina 1-" J • » r — a foja 25 vuelta, d. ! arma homici- 
da encontrada en el lugar del syc-so, sin que hayan i aplicado la 
causa de ia presencia de aquella arma en la isla de Aguirre. 

Si se considera, en fin, que Torres no ha Comprobado satis- 
factoriamente el motivo de su viaje del Rosario ii ttumailo, re- 
mita constituida una aórie de presunciones múltiples, directas, 
concordantes é inequívocas, que, según lo dispuesto en *d artí- 
culo 358 di I Código j.' Procedimientos en lo Criminal, fyrmau 
plena prueba respecto del delito y de sus autores. 

L'>> hechor y presunciunei analiiados Ampliamente en ta acu- 
sación fiscal de foja 191, evidencian la participación que cada 
uno de ios procesados b i tomado en el delito, así como el móvil 
— robo y saqueo — que impulsó el crínn-n. 

Kesulta de ello demostrado, que Isidoro Torres, Pablo Gue- 
vara y Nicasio Cuidáronse encuentran, en el caso, calificados de 
autores principales, según el articulo 21 del Código Penal, y 
Severo Ferreyra, Joaquina Flores y Francisco Fcrrejra, como 
cómplices en primer grado, se^uo la prescripción del artículo 
inciso 3*. 

Tal es la situación legal de los recurrentes, debiendo apli- 
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oérseles la pena respectiva, 011 <i«leraita> Lis circunstancias 
agravantes que codearon el acto homicida, que son las compren- 
didas m los incisos 8\ 3% 4" y 10* del artículo 84 del Código 
Penal, 

En su mérito, la urna imponible á Isidoro Torres, Nieasio 
fallieron y Pablo (¡uevtira, s ría la que establece el articulo ÍJ5, 
inciso 1*, del Código Henal, por tratarse de homicidios verifica- 
dos con premeditación, alevosía y ensañamiento. Pero envista 
de que en el caso snb-jwtia>. la prueba pro «de en parte de 
presunciones, rp-o procedi-nie aplicar .t aquellos \>v >c»sad -s, co- 
mo autores prineipiles, la de presidio por tiempo índelerinina- 
do preseripta en el artículo 90, inciso i 1 , del Codito Penal, te- 
niendo pre-enfe lo dispuesto para el caso, en el artículo 55 del 
mismo Código. 

En cuanto á Se ver» l'-rrey ra, Joaquina Flores y Francisco 
Ferreyra tes correspondería íade nueve años de presidio, como 
cómplices en primer grado, según 1" prescribí* el artíc ulo 31, 
inciso 2\ de! Código Penal. 

I'or estas consideraciones y las concordantes de la acusación 
Ihcal de foja 191, pido i V, E. se siwa confirmar la entcncia 
recurrida d«- foja 379, 

Safa niuno Ktcr. 



I «lio tlr I» Huiimim 4 «ríe 

ídieuos Aires, l)kieml>rc ;i Je 

Vistos: Resulta: lil doco de SfarM de mil ochocientos no- 
venta y seis, Miguel Decuda, patrón de la balandra tHoeiedad», 
comunicó ¡i la Subprefa lura del puerto de San Nicolás, que 
el día anterior había id á la isla de Aguirre pira cargar una 
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madera de sauce, por cuenta del propietario de ella, don Alejan- 
dro Aguirre, y que, al dirigirse al rancho de éste, encontró un 
cadáver tapido con unas duelas. 

El subprefecto don Rafael Posadas, se trasladó ese mismo 
día ú la isla mencionada, acompañado del ductor íiuiz Huídobro 
y de otras persona*, y encontraron en primer lugar, un cadáver 
del sexo masculino; luego, penetrando en el rancho de Aguirre, 
hallaron todo pii desórden, algunos papeles e."parndos pnr el 
suelo y un reloj de plata con el horario marcando las seis. 
Fuera de! rancho, en la esquina que mira al este, había cuatro 
sillas de esterilla, en el BuelOun tarro con tabaco y sobre el ale- 
ro una yerbera de lata, Al linde de la maciza encontró otro 
cadáver del sexo femenino, con la caben separada del tronco, 
y éste tapado con un cuero, y en el mojinete de nn segundo 
rancho, un marbete y una hacha de mango corto, A distancia 
como de unos cincuenta y seis metros del rancho, se enrnutró 
un tercer cadáver del sexo masculino, también cou la cabeza se- 
paradfl del tronco. 

Ue acuerdo con el facultativo, se sepultaron los cadáveres eu 
el patio del rancho. 

El primero de los cadáveres mencionado era el de Juan Lter- 
oaola, el segundo de Ramona Salaverra, esposa de Alejandro 
Aguirre, que era el tercero. 

Observa el subprefecto que por el estado de t itreí acción de 
los cadáveres, el triple asesinato debía haberse cometido el día 
anterior Ó posterior á la octava de o.irnavul. Según exposición 
del isleño DeHin Kaniallo, el viérnes anterior pusO por allí, el 
peón Juan Bernanlay se sabe por Jnstiniano Herrero, que basta 
elsábadoantesd" la octava del carnaval á las once antes meridia- 
no, no habla en el rancho de Aguirre ningún cerdito, por lo que 
el que se encontró atado á la puerta del rancho, debe haberse lle- 
vado después de esa hora. Las cuatro sillas que se encontraban 
en la esquina este, demuestra que se buscaba la sombra del ran- 
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olio j estando paralo en las seis el reloj que se encontró, na es 
aventurado asegurar que el crimen üe perpetró en la tarde y qui- 
lo* crimínales no han podido ser inenoi de tren 6 cuatro, igual 
al número ile sillas, teniendo presente que loa isleño* ofrecen los 
mejores asientos á las visitas, sentándose en cualquier pedazo 
de palo (informe de foja cuarenta y do* vuelta), 

Kl doctor Rniz Huidobro informa que d unas ocho ó diez 
taras déla primera Habita ion, encontró un cadáver del sexo 
masculino, que presentaba tres heridas situadas, una en la parte 
lateral derecha del cuello, tocándose ron las sondas la cara an- 
terior de las vértebras cervicales, y sin duda, á consecuencia 
del obstáculo encontrado, el arma ha sido retirada y nuevamen- 
te introducida, siguiendo una dirección más adelante, y deter- 
minando a>í <>tra herida al lado opuesto del cuello, inmediata á 
U cual se halla la tercer herid*. 

Para producir la* últimas lesiones, se ha efectuado por la 
primera un movimiento de sierra con el arma homicida. 

Pasando la<; habitaciones, Re encontró el cadáver del seio 
femenino, con !a cabeza completamente separada del tronco y 
*in ninguna otra lesión. 

Un tercer cadáver se bailaba treinta ó cuarenta varas más 
adelante del espeso pajonal de la isla. Las pajas de este paraje 
estaban eaídas, loque hace sospecharse sea ello debido a lucha 
habida entre víctima y victimarios. Est e cadáver como el ante- 
rior, tenía la cabeza separada del tronco. Examinada la cabeza 
se notó fractui ai-n los huesos parietales, occipital y ruma dei 
maxilar inferior, lesiones que han sido producidas, sin dada, á 
consecuencia de un golpe con un cuerpo contundente, de con- 
sistencia dura, y aflatado con fuerza. 

El cadáver presentaba más heridas, de las cuales una pene- 
trante del tórax, que interesaba el pulmón izquierdo y otra en 
lacaradorsal de la mano izquierda. KsUs heridas fueron infe- 
ridas con arma blanca, cortante y punzante. 
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El doctor Buiz Huidobro cree que las muertes han sido hechas 
dentro de loa cinco á ocho días, más 6 menos, á contar desde el 
seis de Marzo (foja euart nta y seis). 

El testigo Justiniano Hrrrera declara (foja cincuenta y tres), 
qne « í sábado anterior á la octava de carnaval, estuvo en la isla 
de Aguirre conversando con la señora y con el peou Bernaola, 
que, n-j vióel eerdito, ni oyó hablar «le él, y que se retiró ese 
mismo día tí las once. 

Kn la isla, se encontró también á ta puerta de las imis peque- 
ña de las habitaciones, una hacha y un rnaele i-te, cayendo este 
último al río de adonde no fué posible extraerlo (fojas cuarenta 
y siete vuelta y sesenta). 

Habiendo tomado intervención en la instrucción ilel sumario 
el comisar!" de la puliría de Uauiallo, se procedió a la captura 
deaigunns individuos, entre e'lns Severo Ferreyra, que tenía su 
ranchada en una Mn situada frente á lude Aguirre. 

Interrogad" Severo Ferreyra (a) Mocada, expuso : Que el lu- 
nes -iete de Marzo, como á laidos de la tarde, fueron á su ran- 
chada, en uuaeauo.i. Torres (a) P.tta de palo, Nicasto Calderón, 
otro indi vi ¡ uo de apellido Pablo y lo mujer de P ata ríe palo, 
diciéndose Torre» que venían á llevarlo para matar á Aguirre, 
su mujer y el peón Bernaula, y que para que no l<> mataran tuvo 
que acompañarlos, saliendo él en su canoa y los demás en la 
de Torrea. Llegaron á lo de Aguirre, y se sentaron todos en la 
paite .ste del rancho habitación, á conversar y a tomar mate, 
que Id cebaba Ramona. Futonces Pata de palo hizo una üeña á 
Calderón, quien le pegó ana trompada a* Ramona, que la tiró 
de boca, apretándola Calderón y Pablo, y degollándola Pata de 
palo, separando la cabeza .ompletamente del cuello. Aguirre 
al ver esto, disparó en dirección á un pajal, corriéndolo Pata 
de palo, Calderón. Pablo y él (Ferreyra) y alcanzándolo, al dar 
vuelta Aguirre, li pegó Calderón un hachazo en la parle izquier- 
da del pecho, y lo atacaron Pata de palo, Pablo y Calderón, 
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,„ s do» primeros «..i facón y el último con e«hi«o. Bit**** 
in voltearon, pegándole Pata de palo un *««• «MjgS 
que n la partió y eutre los cuatro lo apretaron 

Z«J Ferreyr., de I *a<. » *f » 

a Ib Vv.hitnriuii v i ob atoll cuanto luuia en 
Dáspues regresaron a la uañiiaciuii \ 

S ropa, 'ajllla y M#M* r— » «TJ* ¡ 

U*S *-tr, de oía cartera de btl» , - 

dieron veinte pesu», en do, billete, de lie», llevando P»U -le. 

palo la rauvnT parte, 

r„a..do 'llegóBer,,ao1u, Pablo lo pegó «■> í*lp« * 
I. nunca que lo volteó, vea segnita lo aprelar.m Calieron 
Pota de palo y Pablo, tratando d, degollarlo este ult.mo ™ 
|i hizodeuna KM*!*! Calioron 1. dió otra puna a a n 
- ¡, tetilla izquierda, para lo que 1» -jetaba Umb.en l ata d- 
w j B v la mujer i. éste, que lo agarraba al finada Bernaola por 

las piernas. , , 

Pregnufdo Ferreyra qué particpa.uon Labia fundo on éa o 
M¿ su padre Frnncieco. dijo: que el di. del aso,,»»t. había 
estado en su ranchada á llevarle unos ..pallo*. , q™ «"* 
él \m con los d.mis á casa de igllirt*, se enooulraba .111 sn 
padree»,, os que de<pu..< f«-" fina los. S, padre pres-ne.o 
lo .ocedldo sin tomar partic.pario», pues al parecer es aba muy 
asustadu v ese miimo día, antes do «erarle los npalta. dejo 
i Igalrrc'en su cas. un .Uanchito atado con una soga de las- 
car, según l,su,,o po, el mismo y cuyo ohancl.ilo él lo «tí .fo- 
jas dus. veintiuno y veintinueve). 

Puéstole de manifiesto el arma depositada en la sea e aria, 
dijo .». es la misma que llevaba Pata de pal» el di» de crimen, 
/fué con esa .uis.ua arma qnc le asestó un loma» en U.abeía 
i Alejandro Aguirre, pues para deg.dlar 4 éste y la mnjer, em- 
pleó una cuchilla (foja veintinueve). 

Joaqu.na Flores declara, qne hoce die» años, mis ó «.,«„„, 
Tire con Isidoro Torres, el que sabe que.bor» añoa h.»o nna 
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murrte en la Victoria, provincia de Entre Ríos, y niega haber 
estado en la isla de Agoirre y tener conocimiento de lo sucedi- 
do (foja tres); negó primer., conoce á Severo Ferreira y ase- 
guró después que sólo ] conocía * de una vea», Reconoce el 
arma que le le puso de manifiesto, diciendo qne es de Isidoro 
Torres y que Ja conoce porque ella la usaba pura cortar yuyos 
(foja veintioineo), 

Francisco Ferreyra dijo que nada sabía y que no conocía al 
finado Alejandro; pero á observaciones del comisario reconoció 
haber estada en la isla en compañía de su mujer, de su hija y 
una conocida, porque Aguirrc lu había invitado una sola Tez 
para pasear, loque tuvo lugar unos días antes del hecho. Niega 
también haber llevado el cbauchito, habiéndolo reconocido an- 
te* sí-gunse expresa en la misma dtlig L .Qc¡a (foja seis vuelta). 
Carado i on su hijo Severo, y afirmando éste qne se encontraba 
en la isla, como A uiws vrinte pasos, cortando pija, replicó 
Francisco que era falso, que en el ines de Marzo no salió de su 
casa; qne es cierto que llevó los zapallos, queá Ag turre no le 
ha regalado chanchito alguno, y que el punto donde él cortaba 
la p¡ija, estaba como á media^egua de donde vivía Aguirre (foja 
treinta y una)* 

Interrogado Isidru Torres (a) Pat¡i de palo, dice que el mar- 
tes de carnaval vino del Rosario á Rainallo para contraer ma- 
trimonio con Valentina Agüero, til viernes debían ir al Registro 
Civil, lo que no se efectuó porque en el camino Ja muchacha 
ae había puesto á llorar, postergándose la diligencia par** el 
sábado, víspera de la octava de Carnaval. Por la mañana del 
día ron venid o, fué d lo de Agüero y encontró á toda la familia 
durmiendo por haber estado de baile la noche anterior en casa 
de Frattcisco Ramírez, que se habla casado ese día (viérnes). 
Fueron más tarde .i la oficina del Registro Civil, y ¡,jíf 8Ü SU9 , 
pendió la diligencia debido áquu la madre empezó ó hacer re- 
flecciones, respecto ¿ la edad en que se casaba su hija, y ésta 
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manifeató que quería esperar i cumplir lo. 

donde paraba, v M r-sieron * acompañándolos tum- 

, a "ojer ¿né, L-i*. con .. que ha.,., entrad, en gp» 
a lechando .a oea.ion de que a..d,b. mal con o! hon.br que 
,a " nia. El domingo estuvo en lo de Agñoro y regresé a Ind. 
Sol.» donde esn tarde se bailé ¡ y e. lunes sigu.ente regre», u 
Ro io acompaso de Inés LflM, tomando el tren como I 
£ de ti tarde. En el Rosario se alojé con loé. en on. foad» 
. despu-sladejíen lo do José Bart-,r«lli; yendo í pasar algu- 
nas ..oche, con suantigun mujer Joaquina Floros (fojas s.ete, 
veintidós , u *ltayuaventayochov..elta). , ' 

T„ rte , reconocía ser suyu el arma remitida por la poluta. 
qu e es al parecer ... boj. de e.pada, semieurva, «"<»'»'- 
dura rocta. de setenta, tres cc.M.u.tros (foja ve.nt.ocho) 

Miguel Bolis .apuso: qne Tarrea paré.» su cas*; que todo. 

tJSL a—ba y comía con ella, y que *^*¡¡™™ 
entierro de carnaval, regresí, al Rosar.o coa Inés Luja» ( .jas 

doce v ..sont, y nueve vuelta). E«* «Uto» lo confirman tam- 
t en as dedar.cione. de Inés Lujan y de 8infori.no Ab.scal, 
q „e lo condujo á la ..tacion del ferrcc.rrit (fojas «neo y se..n- 

*£5** Jijen», madre do la menor Valentina declara 
a „e el primero 6 segnnd.día de carnaval llego forre. * ... casa 
Leen eso semana fué dos vocea á, ocas, y la ult.ma con el 
objeto dequcfueranhast.elRegistroCivilpar.casar.e oon^a- 
lentin. lo queocurrié el viernes ü sábado »utes del ,nt.erro de 
;„ val, aün cuando se inclina é creer fué éste ultimo día. 
p „ r |.c.rcun,ta..ci.dequc ol viérnes se casé don Francuco 
Kamire. en cu,, cas. bailaron esa noohe.y.si mal no recuerda, 
fué el dta siguiente cuando en compañía de Torre, y su h.ja 
estuvieron en el Registro Civil (foja ciento tres). 

Tomé. Agüero dice: que .«o b» visto i Torres cuatro veoe.s 
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la primera unos veinte días antes del carnaval, y coa ocasión d e 
que aqurl pretendía casarle con una hija de la mujer cou quien 
vire el expolíente, y las -.tras en la época del carnaval , sin poder 
precisar el día fijo, pero sí que la última tez fué su mujer con 
Valentina y Torres hasta el Registro Civil y la familia regresó 
a ola sin que se llevase A eab < el matrimonio (foja ciento i uati o). 

Capturado Xícastu Calderón é interrogado por el comisario 
inspector de policía de la provincia de Buenos Aires, refiere lo 
siguiente: á fines de Febrero fué con su concubina Ascensión 
Herrera á parar ú un puesto en canino dn Zubiró, partido de 
Chncahuco, pasando allí los tres lía* de carnaval. El miércoles 
de ceniza fué á una casa de negocio, distante como tres cuadras, 
dunde encontró a llamón López quien lo invitó A robar caballos. 
Dejó eutónces á bu concubina en lo de Benigno Fernandez y ¿se 
dirigieron á San Nicolás pasando la noche del juíves en campo 
del gobierno. Como basta las cuatro ae la tarde anduvieron por 
las chacras de ese pueblo y a* esa hora más Ó mentís encontra- 
ron á Pablo Guevara, el que les dijo que iba á buscar á Juan 
Herrera para que lo acompañare á matar á unos que vivían en 
una isla y que sabían tenían mucha plata, y habiéndolos invi- 
tado á él y á López para tomar pai te en el hecho, se pusieron 
en marcha hánaRamallo. Poco después encontraron á un com- 
pañero que ti nía Pablo, conocido por Pata de palo, que era quien 
había diohu que aquellos £ quienes iban á matar tenían plata. 
Pablo lo prt- tentó á este sujeto y poco después se les reunió 
Juan Herrera. Esa nnche durmieron en un zaajal, y al día si- 
guiente se alejó Pablo para vrrsi Herrera chico, llamado el Tai- 
quino, tenia una canoa para atravesar el rio, y una hora después 
regresó diciendo que todo estaba listo. Como a las nueve deja- 
ron los caballos maneados y los recados escondidos en el bañado 
y se pusieron en marcha hasta encontrar á Herrera, que tenía 
la canoa atada a un palo con una cadena, frente á la casa del 
padre de aquél y próximo á la población de un tal Carlos, que 
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tiene chacra allí. Se embarcaron en la canoa y llegaron á la 
isla á la una de la tarde, y después de amarrar la canoa a nn 
sauce se dirigieron á la población, donde sé hallaban un hombre 
y «na mujer que loa invitaron A pasar á la cocina. Lu dueña de 
"casa cebaba y tes daba lÉate, doíaiite mis 6 menos una media 
hora, al cabo de cuyo I bruno, Pata -le pulo V Pablo, armado* 
cada uno de una cu-billa, atropellaron, «1 primero al domo de la 
a.a, v el otro a la mujer. Rammi López acudió en ayuda de Pablo 
y Juan Herrera en ayuda de Pata de palo, Picando, Mtte todos, 
afutra á los a-j reñidos, mientras el declarante y libreril se apo- 
deraban de las ropas y objeto* que reentraron en las habita- 
ciones, haciendo coa ellos dos atados y los llevaron á la canoa, 
en circunstancias que los demás tenían aun en el sueln il nom- 
bre y mujer dueños de ea.a. VA declarante rió cntúuccsque to- 
do, aquellos corrían á un hombre que al parecer venia pura las 
casas del lado riel monte, trayendo al hombre un palo grueso, al 
que alcanzaron y se le fueron encima. Supo que las tres perso- 
na mencionadas fueron muertas, pero ignora qué clase de muer- 
te les dieron. Una vez reunidos tomaron la can >a é hicieron 
rumbo hacia el punto de partida. Kn el trayecto Ferreyra entre- 
gó áPata de palo Dlidhr TJ que había encmitrado dentro de un 
baúl y que este guardó, y cuando bajaron ú tierra se repartieron 
el dinom v i™ ropas. Hecha la repartición, Férrea tomó Inicia 
U casa del padre, y los demás fueron al sitio donde tenían los 
caballos, llegaudoá este sitio después de entrado el sol. Pata 
de palo se dirigió * Ramallo, y el declarante con los demás ú San 
Nicolás, separándose á eso de las diei de la noche, Pablo para 
ir á casa de su tio Mariano Guevara, Herrera á casa de su fami- 
lia y el declarante con López, para el lado de Pergamino. Al rabo 
de algunos días se le fué su mujer en cumpatiíade Ramou L«'|>ez, 
su amigo y antigua compañero. Agregó que cuando tuvo lugar el 
hecho no iba ninguna mujer en compañía de Pata de palo, y que 
no vió en la isla al padre de Ferreyra (foja ochenta y cuatro). 
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Interrogarlo nuevamente Severo Ferreyra, en dos tío Junio , 
expuso: que no le es poaible asegurar con precisión la fecha en 
que se cometió el delit», pero cree que fué el viérnes ante* del 
entierro fie Carnaval, y careado con López y Herrera mani- 
festó que no los conoce ni los ha visto jamás (foja noventa y 
dos). 

En veintiséis «te Julio fué careado Severo Ferreyra, «tra rea, 
con su padre Francisco y dijo : que éste no so encontraba pre- 
cisamente en la casa, sino como á diez cuadras. Que el sábado, 
víspera del entierro de Carnaval , se presentaron en su rancho, 
Torres, Calderón y Pablo, invitándolo el primero para ir á ma- 
tar á Aguirre y que fueron á la isla de éste, donde sus acompa- 
ñantes habían dejado antes á la mujer Joaquina. Esta mujer 
sujeté ú Aguirre de las piernas, mientras Pata de palo lo dego- 
llaba y pedía entonces y durante el viaju de regreso á sus acom- 
pañantes, que lo mataran a él para que uu los denunciase á la 
autoridad (foja ciento cuarenta y tres). 

Ascención Herrera declara que Nicas io Calderón y otros 
acompañantes de éste, la sacanm de su easa en Noviembre de 
1891 y después de recorrer diversos parajes en compañía de 
aquél, huyó con Ramón López, en el mes de Mayo -leí año si- 
guiente (foja ciento dieciocho). 

Ramón L»pez eipone, que sacó á Ascención del poder de 
Calderón, con intención de casarse con ella y la llevú al Perga- 
mino, á donde fué ¡\ buscarla su familia, la que le aconsejó que 
se viniera á San Nicolás, purque Calderou lo buscaba para ma- 
tarlo. Niega toda participación en el crimen y dice que Calde- 
rón >tilo por vi ngauza puede hacerle la acusación que le hace 
(foja noventa y tres vuelta). 

Juan Herrera augura ser inexacta la acusación de Calderou 
y que sólo en venganza puede bacerlo, por ser el declarante 
lino de los más empeñados en que lo tomase preso la pulida, 
dará recuperar á su hermana, y que fué ul Pergamino con la 
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fuuiiiia en busca de Ascención» a la que Ramón López había 
sacudo del poder de Calderón (foja noventa y seis). 

Interrogado Calderón por el juez de la causa, manifestó no 
tener conocimiento del crimen, y que la declaración anterior la 
habla prestado bajo la presión del hambre y de la fuer» en la 
policía (^foja ciento treinta fuella), 

Kii doce de Junio de mil ochocientos noventa y dos, los doc- 
tores Te lémaco Susiniy Juan D. Pinero exhumaron los tres 
cadáveres; sepultados en la isla de A^'uirrey extendieron ud in- 
forme sobre el número y carácter de lab heridas, concordando 
sus eoncl liciones con las del doctor ituiz Huidobro, con excep- 
ción del número de heridas inferidas á liernaoia, pues según 
el último informe, dicho Benuola presenta además de las le- 
siones del cuello, otra en el tórax que compromete el corazón 
(foja ciento cuarenta y seis). 

Aprehendido Pablo Guevara, negó haber tenido participación 
en el crimen, y declara que los tres días de carnaval los pasó 
en casa de s*i abuelo Mariano Guevara, en San Nicolás, pasan- 
do de allt á lo de su cuñado Emeterio Chafes, donde per- 
maneció por dos meses próximamente (foja ciento setenta y 
nueve). 

A pedido del procurador fiscal se sobreseyó respecto de Ra- 
món López y Juan Herrera, a quienes se puso en libertad, y re- 
cibida la uausa á prueba, no se produjo ninguna por las parles, 
dictándose la sentencia de foja trescientos setenta y nueve, que 
ha sido apelada por los procesados para ante la ijuprema Curte, 
con cíCepcion de Joaquina Flores que la ha consentido, 

Y considerando: Primero : Que las contradicciones en que ha 
incurrido Severo Ferreyra no son de esencial importancia, y que 
es creíble haya olvidado ó confundido algunos hechos, dado el 
tiempo transcurrido entre sus diversas declaraciones. 

Segundo: Que es de notarse la perseverancia en sostener sus 
afirmaciones referentes á los hechos principales en los varios 
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interrogatorios y careos <i que hti sido sometido, tanto con su 
padre Francisco, como con ios demás procesados. 

Tercero: Que la declaración de Severo tYrreyra, esti robus- 
tecida por otras constancias de autos, debidamente comproba- 
das» cu mi» .son : el hallazgo de una .irma perteneciente* á Torrea, 
i n el lugar dt?l crimen, la que ha sido reconocida por é»te y por 
su concubina. 

Vitaría: Que da mayor fuerza £ la declaración deFerreyro, la 
concordancia de lo manifestado por él respecto á la manera cómo 
fueron ultimad as la> víctimas, con la* conclusiones de los in- 
formes expedidos por los doctores Ruiz Huid obro, Susim y 
Pi fiero. 

Quinto í Que 1.8 de observarse especialmente, que Severo Fe- 
rreyra dice, al prestar su primera declaración, que Calderón le 
diú una puñalada A Bernaol a, en la teti'la izquierda, mientras 
qu*- ol doctor Ruiz Huidobro sólo un nriona las heridas de! cuello 
y fué mncho después que los doctores Susiui y Pinero «'xamina- 
rou la herida del tórax qm* el occiso presentaba, luque demues- 
tra con cliiridad que Ferreyra presenció el crimen y que éste se 
veriticó en la forma que él lia precisado, aun cuando haya podi- 
do confundir algún hecho secundario. 

Sexto : Que la intervención déla policio en la prevención del 
sumario, está autorizada por lo que dispone el artículo ciento 
ochenta y cuatro del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
y qn las diligencias de foja sesenta y nueve adelante fueron 
practíca las t-n Rain illo, San Nicolás y La Plata por el Comisa- 
rio inspector de policía de la provincia de Buenos Aires, antes 
de haberse puesto á disposición del juez de la causa, ó los dete- 
nido. Calderón, Lupe/ y Herrera (foja ciento treinta). 

Séptimo : Que la policía puede continuar interviniendo como 
auxiliar del juez, cuando éste se presente para formar el suma- 
rio, siempre que él asilo disponga (artíeulo ciento ochenta j 
cinco del Código de Procedimientos en lo Criminal), y que remi- 
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tidas por la polifila las tt jlígt'ncias do) sumario da prevención al 
juzgado federal, se mandaron agregar sin otra observación. 

Octavo: Que Xicasio Calderón no ha intentado probar la pre- 
sión que pretende haber sufrido, por lo que, estando su declara- 
ción de acuerdo, en varios puntos importantes, cotí otras cons- 
tancias del sumario, no debe ser desestimada. 

Noveno : Que el homicidio de Alejandro Aguirre, Juan Ber- 
nuolu y Ramona Salaverra ó Cornejo» esta comprobado por el 
informa del snbpn-iVcto de San Nicolás, corriente á foja cua- 
renta y dos vuelta, los informes periciales de los doctores líuii 
Huidobro, Teléniaco Susini y JuanD. Pinero, y por bis declara- 
ciones de Severo Ferroyra y Xicasio Calderón. 

Décimo : Que la partieip¡icio;i de Isidoro Torres, Pablo Gue- 
vara, Nicasio Calderón y Severo Ferreyra en el crimen referidn 
está demostrada por las declaraciones de los dos últimos, el ha- 
llazgo de) arma pertem cíente á Torres, en el lugar del crimen, 
y demás indicios que resultan de la exj opción de los hechos, y 
que proil ticen el convencimiento de la resp msabilidacl penal di 
los procesados. 

Undécimo : Que las declaraciones de Estanístada Gijena y 
Pedro Agüero se oponen ála de Isidoro Torres, pues mientras 
éste sostiene que el viérnes y el sábado antea de la octava de 
carnaval, fué con su novia á laolicinadel Registro Civil, resulta 
de lo expuesto por aquéllos que sólo salieron una vez con ese 
objeto, lo cual denme-ira que no habiendo probado Torres dón- 
de se hallaba uno de esos dos días, pudo ir entonces n" la isla de 
Aguirre. 

Dutulikimo ; Que el rimen se ha perpetrarlo con alevosía, 
pnes sus autores han obrado ¡i traición y sin peligro para ellos; 
pero que en vista de lo dispuesto por el inciso octavo, artículo 
ochenta y tres, y segundo, artículo noventa y cinco del Código 
Penal no puede aplicárseles la pena capital . 

Decimotercio : Que la calificación del crimen hecha en la sen- 
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tem ía apelada y la pena impuesta a Isidoro Torres, Nicasio 
Calderón, Pablo Guevara y Severo Ferreyra, se ajusta á las dis- 
posiciones legales que en dicha seteucia se citan. 

Decimocuarta : Que la complicidad atribuida á Francisco 
Ferreyra y A Joaquina Flores no está comprobada, pues sólo 
resaltada la declaración de Severo Ferreyra, sin que ésta esté 
. orr< rada por ninguna otra prueba, pues Nicasio Calderón 
dict .queno vió;í Francisco Ferreyra en ta isla y que no l-s 
acompañó ninguna mujer. 

Por estos fu n ti amen tos y do acuerdo, en lo concordante, con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador general, se con- 
tinua, con costas, Iri sentencia apelada corrieute á fnja trescien- 
tos -setenta y nueve, en cuanto condena á los procesados i -id oro 
Torres, Nicasio Calderón y Pablo Guevara á la pena de presi- 
dio por tiempo indeterminado y a Serero Ferreyra á ta pena de 
nueve años de presidio; y se retoca t<n la parte en que condena 
A Francisco Ferreyra y á Joaquina Flores, á quienes se absuelve 
de culpa y cargo, haciéndose presente al juzgado de sección, que 
debe observar loprescripto por el artículo cuatrocientos noventa 
y cinco del Código de Procedimientos en Ed Criminal; y devuél- 
vase, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAMIN PAZ. - LUIS V, YAMELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNCE. — JUAN E. TORHENT. 
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4 AU*A Wfl-VIll 



Doña Mrona Candiotide Hondo chic/ gobierno de Entre titos, 
normano da a„i indemnización ; sW* recurso á la Suprema 
Corte <U sentencia del Superior Tribunal de justicia de En- 
tre Utos. 



Sumario — 1* Kl recurso ore ¡ido por el artículo U do la 
ley sobre competencia de lostribunales federales, e* procedente 
contra toda sentencia definitiva que nf«plí >« constitución olas 
inyei nacionales, aunque no sea dictada ato juicio ordinario, si- 
no en juicio contención-administrativo. 

2» La restricción del artículo 15 de la citada loy.uo compren- 
dí caso en que se invoca la violación de una disposición del 
Código Civil, no por haber sido mal interpretada y aplicada, 
sino por babero prescindido de ella, y haberse aplicado en 
su lugar, la disposición de una ley provincial repugnante a 

aquella. . . , 

V Reconocida y aceptad, la obligación de pagar perju.cos 

en moneda nacional, no es lícito mandar pagar el importe de 

ta liquidación, con fondo* públicos creaos por una ley provin- 

Esto importa violar lo expresamente establecido por el ar- 
tículo 740 del Código Civil J la Constitución nacional, que da 
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al Congreso la facultad exclusiva de legislar en materia de mo- 
neda, y la niega á los pobres provinciales. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



SENTENCIA DEL SUPERIOR TRIBUNAL 

En la ciudad del Paraná, capital de la provincia de Entre 
Ríos, u Sos i 7 días del ni<-s de Diciembre del año i 895, .reuní ii os 
en el salón de acuerdos los señores miembros del Superior Tri- 
bunal de justicia, A saber; presidente, doctor Misael Hernán- 
dez, y vocales doctor don lVdro A. Calderón, doctor don Ra- 
mon Aridos Kodriguez, doctor don Emilio Tillarme! y doctor 
don Justo V . Avila, con el objeto de dictar sentencia en el juicio 
c Petroua Caudiotí de Irioudo, solicitando la posesión ó indem- 
nización de un campo de su propiedad, en el departamento de 
La Pa2»,y design idoqui> fue", por h suerte, ■*! primero para fun- 
dar su roto, el doctor don Pedro A. Calderón, eipuso: Opino 
que debe confirmarse la resolución recurrida, por la cual el po- 
der ejecutivo déla provincia manda entregar en fondos públi- 
cos, el valor del campo de propiedad de Doña Peí roña Caudio- 
tí de Xriundo que fué vendido por él á Febre. 

Por resolución administrativa de 1883, el poder ejecutivo re- 
conoce la propiedad de 101 li guas de campo pertenecientes á 
Petrona Candioti do Iriondo, im luyéndose en esa ex ten si ou, to- 
das las enajenaciones qm-, de fracciones de ese c:impo, ha efec- 
tuado el gobierno ¡j otros; y declarando á la v*2 ilegales las ena- 
jenaciones de diebas fracciones. 

Por ley de 1892 el gobierno de la provincia, en virtud de fa- 
cultad constitucional, crea títulos de fondos públicos para aten- 
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der d su crédito interno, 7 por el inciso 5* del artículo 2 o de di- 
cha ley, se establece que ella comprenda las i ndemti ilaciones 
que debe efectuar la provincia por cauipn de propiedad particu- 
lar enajenado por el gobierno. 

Habiendo reconocido el poder ejecutivo, en i 883, la propie- 
dad del campo que reclamaba Doña Petruna Candioti de Irion- 
do.como también la ilegalidad de las ventas de fraccione» de 
este campo efectuadas por la provincia, nació desde ese momen- 
to la obligación de indemnizar ú aquella el valor que et gobier- 
no había percibido por dichas enajenaciones, y, por lo tantu, esa 
indemnización debe hacerse en la forma que determina la iej 
de 1892, esto es t con fundos públicos, de acuerdo con loque 
dispone el inciso 5 o del artículo 2 o ya citado. Dona L'etrona 
Candioti de Iriondu entiende que eiiste entre ella y el pod¿r 
ejecutiro, un contrato, y que, por lo tanto, no puede modificarse 
Binó de común consentimiento de partes, y atribuye tal carácter 
á Ja resolución administrativa, que manda se efectúe la indem- 
nización ; pero esto es un error de apreciación. 

El poder ejecutivo, en virtud también de facultad constitu- 
cional, ha obrado como juez en este caso, resol viendo una cues- 
tión contenciosn-adniimstrativa : el representante legal del (i acó 
en ese juicio no es el poder ejecutivo sinn el fiscal del estada 
y éste no ha efectuado ningún convenio. 

Tampoco ha nacido de esa resolución la oblig cion de indem- 
nizar, porque, como se ha dicho antes, ella ya existía y al man- 
dar el poder ejecutivo que se indemnizase reconoce una obliga- 
ción existente anterior á esa fecha, como también á la ley de 
creación de fondos públicos del 92, 

Las referencias que se hacen á resoluciones de la Suprema 
Corte, sobre que las proriuciaa en los casos que ellas resuelven 
están obligadas á pagar eu dinero sus obligaciones, no son 
pertinentes A la cuestión, por cuanto esas sentencias resuelven 
sobre obligaciones civiles y el caso presente versa sobre c u ei- 
v. mu w 
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tioDca administrativas. El señor presidente y demás señores 
vocales se adhirieron al precedente roto del doctor Calderón 
firmando para constancia por ante mi el infrascripto secretario. 

¡Hisaet Hernández. — Pedro A, 
Calderón. — fiamon Áritjos 
Rodríguez. — Emilio Hlla- 
rroel. — Justo F. Ávila. 

t * 

Ante mi: 

José Sola. 



VISTA llBL Btfloft PROCGRAÜQft GfcKERAL 

Buenos Airfi, Setiembre M de 1897. 

Suprema Corte : 

Se refieren las actuaciones de este expediente á actos del *ío- 
bierno de la provincia de Entre Ríos en su carácter de adminis- 
trador general de los bienes de ese Estado, y de una resolución 
que, coniol* de foja 7S, decide con sujeción á sus leyes, puntos 
de carácter esencialmente contenciosu-administrativo. 

La parte misma representante de la señora Candió ti d« 
Iriondo, así lo ha reconocido, llevando todos loa procedimientos 
de su gestión ante el poder ejecutivo de la provincia y el recurso 
de apelación para ante el tribunal supremo de la provincia, se- 
gun se establece i fojas 8», 91 vuelta y 134 vuelta. 

La resolución del poder administrativo, confirmada por la del 
Supremo Tribunal de Entre Ríos, se refier á la forma de pago 
establecida por ley de la legislatura de aquella provincia. En 
sus relaciones con la legislación nacional, sólo afecta las pres- 
cripciones correlativas del Código Civil. No puede de ello dedu- 
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eirse que el recurso interpuesto para anti* V. E.» *i amparo de 
la ley de Ude Setiembre de 1863, caiga bajo el régimen de las 
prescripciones restrictivas de su artículo 14 * 

No se trata de cuestión de carácter «mi, en que un gobierno 
de Estado sea parte por raion de actos ó contratos, siuA ríe de- 
claraciones y reconocimientos hechos por el i>oder público en 
ejercicio de la autoridad constitucional del Estado. 

No se resuelve tampoco punto regido por la constitunoo ó le- 
yes nacionales, sino sobre aplicación á tas responsabilidades de 
la provincia de las prescripciones de una ley provincial. 

Si la aplicación de esa lev puede afectar las disposiciones del 
Código Civil, ello no da derecho ol recurso para ante V. K., 
con sujeción á lo exoepcionalmente dispuesto al respecto en el 
articulo íb de la ley citada. Por ello, pienso ojie no tratándose 
de una gestión de carácter civil sinó de actos de la autoridad 
administrativa de un Estado federal, y no invocándose contra 
esa resolución, transgresión de garantías constitucionales ó vio- 
lación de la ley nacional, á que se refieren los incisos i ft ,2 y 3" 
del artículo H de la ley de 18G3, carece de procedencia en el 
caso, «I recurso instaurado para ante V. £. 

Sabiniano Kicr. 




Mí>5 



«líenos Aires, Diciembre 'i de I89H. 

Vistos : Loa del recurso de apelación traido ante esta Su- 
prema Corte, contra la sentencia de fojas ciento treinta y dos 
pronunciada por el Tribunal Superior de la provincia de Entre 
Ríos, confirmando una resolución del Poder Ejecutivo de la 
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rtiiama, porlacoal se orden» que se pague á doña Petrona 
Candioti de Iriondo, en fondos públicos, el precio de la indem- 
nización de un campo de su propiedad, rendido por el gobierno. 

Considerando : en cuanto A la competencia de ia Suprema 
Corte para conocer del recurso. 

Primero : Que con nrreglo al arlícul) catorce de la ley de ca- 
torce de Setiembre de mil o«:h .ciento* sesenta y tres, * podrá 
apelarse A la Corte Suprema de Jas sentencias definitivas pro- 
nunciadas por los tribunales superiores de provincia, cuando la 
validez de una ley de provincia se haya puesto en cuestión bajo 
l¡i pretensión deser repugnante* la Constit ución nacional ó leyes 
del Congreso y la de-asion haya sido en favor de la valides de 
la provincia » . 

Setfumh : Que en el Qáio M-jiidice, el superior tribunal de 
justicia de Entre Ríos ha pronunciado la sentencia apelada, 
declarando la validez de la ley pluvial de dos de Setiembre 
de mil ochocientos noventa y dos, llamada de consolidación, y 
por ia i ual se da valor chancelatorio de las obligaciones de la 
Provincia, ft los títulos de renta á que ella se refiere, 

Trrcero : Que el apelante, durante el juicio, ha negado la va- 
lidez de esa ley, impugnándola, en cuanto á su casóse refiere, 
como contraria á la Constitución nacional y á las disposiciones 
del Código Civil, que es uimley del Congreso, 

Cuarto: Que á pesar de reconocérselos hechos enunciados 
por el apelante, el representante de la provincia de Entre Ríos en 
estoa «»H09, niega que el oaso pueda caer entre los enumerados 
1>0 r el citado artículo catorce de la ley catorce de Setiembre 
d.* mil ochocientos asenta y tres, poi cuanto no se trata de una 
eentenoia definitiva de un superior tribuual de provincia, aos- 
teniendo que el pode* judióla! de Entre Rios, ha procedido en 
este asunto como autoridad administrativa de un juicio pu- 
ramente admistratívo y no contencioso judicial. 

Quinto i Que de autos resulta, que si bien es cierto que la 
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sentencia apelada se ha dictado en un juicio administrativo con- 
tencioso, no lo es menos que ese falto es definitivo y lo ha pro- 
nunciado el superior tribunal de justicia de Kntre Rio». 

Sexto : Que á los efectos de la procedencia del recurso ereado 
por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia 
do (os tribunales federales, no es menester que La sentencia 
deqne se recurre haya sido pronunciada en juicio ordinario, 
bastando al efecto ^on que ella tenga el carácter de definitivo y 
la autoridad judicial que la haya dictado sea el superior tribu- 
nal de la provincia en la materia que huya dado origen al juicio. 

Séptimo : Que con arreglo al inciso tercero del articulo ciento 
sesenta y seis de la Constitución de la provincia de Entre Rios, 
es atribución del superior tribunal de justicia, «conocer en 
grado de apelación en las cansa* conteucioso-aduMnistrativaa, 
cuando la resolución del Poder Ejecutivo haya sido contraria á 
los derechos de un particular!, siendo éste precisamente el caso 
¡Htb-judice* pues la parte del apelante ocurrió ante aquel superior 
tribunal en grado de apelación de la resolución administrativa 
que le mancaba pagar en fondos públicos la indemniiacion 
que le había sido reconocida por el Poder Ejecutivo, dictándose 
con ese motivo la sentenoia definitiva materia de esta nueva 
apelación para ante esta Suprema Corte. 

Octavo: Que siendo atribución propia délas provincias, la de 
dictar sus leyes de procedimientos y determinar la forma y la 
tramitación de los juicios, Entre Ríos ha podido legalmente 
determinar los procedimientos del juicio administrativo-con- 
tencioso, pudiendo las sentencias deBnitivas que el superior 
tribunal pronuncie en ellos, dar niArgeu al m-ur^o de apelación 
ante esta Suprema Corte en todos los casos enunciados en el 
articulo catorce de la ley de catorce Setiembre del sesenta y tres. 

Noveno : Qne asi lo ha establecido esta Suprema Corte en su 
jurisprudencia, reconociendo ta procedencia del recurso croado 
por el mencionado articulo catorce de la ley de catorce de Se- 
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tiemble de mil ochocientos sienta v tres en todo» los «asos 
administrativo-contencioso, en que se ha tratado de sentencias 
definitivas que afectasen la constitución 6 leyes nacionales. 

Décimo: Que aún cuando la ley nací-mal que se dice pos- 
puesta á lu ley provincial de Entre Rios, sea el Código Civil , el 
ocurrente no es uno de los casos de que trota el artículo quince 
de Ja ley federal de procedimientos por cuanto la sentencia 
recurrida no se limila á interpretar ó aplicar el Código Civil 
sino que,, por el contrario, prescindiendo de lo establecido en 
él, declara de preferente aplicación la ley provincia) de conso- 
lidación que se sostiene ser contraria al Código y derogatoria 
d« una de sus disposiciones expresas. 

Undécimo ¡ Que si bien ía sentencia recurrida se limita á 
'■un li rmar La resolución administrativa del gobierno de Entre 
Blpf, es precisamente esta resolución la que se impugna como 
contraria á la» disposiciones del Código Civil, por cuanto *s 
ella la que manda pagar una obligación existente antes de su 
fe- ha, en fondos públicos creados por ley también posterior ú la 
recna de la obligación. 

Duodécimo : Que como lo establece terminantemente el fallo 
del superar tribunal de Entfe Rios, « no i.a nacido de esa reso- 
luoton vlai onlinnada por la sentencia apelada) la obligación de 
indemnizar, porque, como se lia dicho antes, ella ya existia y 
al mandar el pndt*r ejecutivo que se indemnice, reconoce una 
obligación existente anterior á la ley de creación de fondos 
públicos del noventa y dos (fallo dni superior tribunal de Entre 
Rios t foja ciento trcininy tre$ vuelta). 

tiécimotercero : Que demostrándose así que el contrato civil 
entre la señara Caudioti y el gobierno de Entre Rios existía 
antes de la resolución cuulirmada por la sentencia recurrida, y 
habiendo modificado aquella resolución las condiciones del pa- 
go de las obligaciones que el contrato imponía al gobierno de 
Entre Kioi en sentido contrario á las disposiciones del Código 
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Civil y haciendo primar sobre éstas, las prescripciones de una 
| ( >y local, es de estricta aplicación al cas-s el inciso segundo del 
artículo catorce de la ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres. 

Déchnocimrío : Que terminado y perfeccionado el contrato 
entre el gobierno de Kntre Rins y la señora Candioti, por la 
aceptación expresa de ambos en cuanto al monto de la indem- 
nización c<m que el primer» dehíu abonar a la segunda el im- 
porte del c:mipo de su propiedad que le vendió, ha sido sólo al 
cumplir las obligaci-mes de aquel contrato, que se ha producido 
el caso hoy pendíenteanteestaSuprema Corte, siendo, por tanto, 
procedente el recurso interpuesto, desde que la sentencia reco- 
rrida manda que se cancelen aquellas obligaciones con fondos 
públicos creados P ot una ley de provincia y á despecho de l»s 
disposiciones del Código Civil respecto á la clase de moneda 
cun que sólo pueden extinguirse las obligaciones. 

Déeimoquinto: Que aún admitiendo que el superior tribunal 
de Entre Rio», sólo se hubiera pronunciado respecto del alcan- 
ce del decreto del poder ejecutivo, que mandó pagar en fondos 
públicos la indemnización, la apelación seríaprocedente desde 
el momento en que esa interpretación no importa la aplicación 
al caso de ninguna disposición del Código Civil, slnó que por 
el contrario ella importa mantener la validez del decreto men- 
cionado del gobierno de Entre Rios, en contra de las disposicio- 
nes del Código Civil citado, 

Décimosexto; Que es el mismo gobierno de Entre Rios, que 
en sus decretos de foja cincuenta y tres y foja Beteuta y tres 
reconoce que sus «ilaciones de derecho con la señora Candioti, 
están regidas por el Código Civil, haciéndose la tasación á que 
el último se refiere precisamente para evitar la acción reivin- 
dicatoría que la recurrente intentaba. 

Décimoséptimo: Que estando demoa^rado por estos antece- 
dentes, que ha habido juicio contencioso entre el gobierno de 
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Eatre Rios y la señora Candinti, y que ese juicio se ha segui- 
do con las formalidades proscripta» para el caso por las leyes 
lócales de Entre Eios, la autoridad judicial federal do puede 
inmiscuirse en lo-¡ detalles de ese juicio, debiendo s6U resolver 
el punto sometido á su fallo sobre la base de la sentencia ape- 
lada. 

DécimooctQüo: Que versando esa sentenoia, no sobre el dere- 
cho de la señora Oandioti a ser indemnizada, loque no se ha 
puesto en cuestión, sitió sobre la monada en que el gobierno de 
Entre Rios pretende hacer el pago, y habiéndose resuelto que 
éste puede efectuarse e» papeles que no tienen fueraa cbance- 
latoría, según el Código Civil, es precedente el recurso traído, y 
así se declara. 

Y considerando en cuanto al recurso de apelación : Prime- 
ro i Que el origen de la resolución recurrida es nn decreto en 
que el Poder Ejecutivo, espontáneamente y procurando evitar 
responsabilidades para la provincia de Entre Rios, por cuanto 
habla vendido eosa ajena t contrayendo asi obligaciones con dos 
personas con motivo del mismo inmueble, reconoce la obliga- 
ción de pagará la recurrente la indemnización correspondiente 
y con arreglo á las disposiciones del Código Civil que cita el 
mencionado decreto. 

Segundo : Que reconociendo el derecho que asistí- á la señora 
Candi iti de Irioudo á ser indemuiz.ida por Ja venta hecha por 
el gobierno de EntTe Ríos de un terreno que era de propiedad 
de aquélla, el mencionado decreto encuentra ese derecho de la 
recurrente amparado por el articulo dos mil setecientos setenta 
y nueve del Código Civil (fojas setenta y cuatro), aplicando, en 
cons^cuenoia, la ley civil á la solución del caso ocurrente. 

Tercero : Que dada la tramitación de) juicio contcncioso-ad- 
ministrativo en el que el Poder Ejecutivo desempeña simultá- 
neamente el papel de parte y juea, el mencionado decreto de 
fojas setenta y tres, expresamente aceptado por la señora Can- 
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dioti de Irion.. en ta parte que se refiere á la indemnización, 
importa el reconuciraieuto por parte de aquél (le una obliga- 
ción del derecho civil, cuando dudara que la provincia de Entre 
Ríos recunoce * á doña Petrona Candioti de Iriondo el dere- 
cho ú la indemnización reclamada por él campo de tres leguas 
y seiscientas óchenla y oehu cuadras que el gobierno Tendió á 

José M. Frbrt? ». 

Cuarto : Que determinadas así las consideraciones jurídicas 
en que las pactes se colocaban en el juicio por el concurso de 
las voluntades de ambas» quedó definitivamente convenido que 
la señora Candioti de Iriondo renunciaba á la reivindicación 
del inmueble y aceptaba del vendedor la indemnización de su 
importe, con arreglo al artículo dos mil setecientos setenta y 
nueve del Código Civil. 

Quinto: Que en consecuencia de ese convenio las partes nom- 
braron peritos tasadores y aceptada la tasación por el gobierno 
y por la señora de Iriondo, se ordenó la liquidación del preeio 
de La indemnización, haciéndose todas estas operaciones en mo- 
neda nacional de curso legal y resultando de ellr.s que ambas 
partes aceptaron la cifra de doscientos cuarenta y seis mil 
novecientos sesenta pesos moneda nacional como valor de la 
indemnización. 

Sexto : Que en este estado, el Poder Ejecutivo de la provin- 
cia de Entre Ríos mandó se pagase á la recurrente la mencio- 
nada suma, en fondos pábilos de los creados por la ley provin- 
cial de dos de Setiembre de mil ochocientos noventa y dos 
(foja ochenta y ocho), lo qnedió motivo á la apelación que 
adujo la señora Candioti de Iriondo para ante el superior 
tribunal de justicia de Entre Rios, el que eonfirmó aquella re- 
solución administrativa. 

Séptimo i Que estando definitivamente reconocida por el 
gobierno de Entre Rios, la obligación de indemnizar i la señora 
Candioti de Iriondo las tierras do su propiedad que indebida- 
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mente enajenó A Febro y aceptada la cifra de dosi ientos 
cuarenta y seis mil novecientos sesenta pesos moneda nacional, 
como importe de la indemnización, el Poder Ejecutivo de la 
provincia de Entre Ríos no ha podido, por sí, ordenar que el 
pago se baga un otra cosa que cu la moneda nacional en que 
f uenm hechas la tasación y la liquidación que aceptaron las 
partes. 

Octavo : Que si bien es cierto que la ley provincial de dos de 
Setiembre de mil ochocientos noventa y dos ordenó la consoli- 
dación de ciertas deudas de la provincia de Entre Rios y cual- 
quiera que sea la extensión que se dé á esa ley, ella no puede 
modificar las condiciones del acreedor de la provincia en cuan- 
to á su derecho á sor pagado en la munedii en que la obligación 
so contrajo (Código Civil, artículos setecientos cuarenta y si- 
guientes), tanto más cuan toque según el mismo decreto del Poder 
Ejecutivo, de fojas setenta y tres, el origen del crédito reclamado 
emana del hecho de haber preferido la señora Cnndioti de 
Xrioudo la indemnización del inmuehle, con arreglo ai artículo 
doscientos setenta y nueve del Código Civil, á la reivindicación 
•leí mismo. 

Noveno: Que tratándole de una obligación por parte del go- 
bierno de Entre Eios de pagar una suma fija de dinero en mo- 
ned.i nacional, no puede pretender que el pago puede efectuarse 
por la entrega de fondos públicos emitidos sobre el crédito de 
la provincia, porque esto vendría ú importar la chancelación de 
una obligación con otra obligación que no ee moneda. 

Décimo : Que la evidencia de que la obligación contraída por 
el gobierno do Entre Rios fuéá moneda nacional efectiva y no 
fondos públicos de la ley de mil ochocientos noventa y dos, re- 
sulta de la misma tramitación administrativa de la indemniza- 
ción. Así se ve á foja sesenta y nueve que el fiscal de Estado 
de aquella provincia, dictaminando sobre la transacción pro- 
puesta por la señora Candioti dice: * La indemnización que pide 
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la purte de ta señora Candioti de Mondo, por el campo que 
equivocadamente se ha vendido como libre, por el gobierno da 
la provincia, es fundada y por to tanto debe acordársele. Por 
las leyes de veinte de Julio del uño mil ochocientos ochenta y 
l ineo y diez de Octubre del año mil ochocientos ochenta y 
ocho, V, E. eatá facultado para celebrar convenio* y transac- 
ciones en los reclamos que se susciten por enajenación inde- 
bida », y ta ley de die*de Octubre de mil ochocientos ochenta 
y ocho invocadas por el fiscal, sólo faculta el pago de la indem- 
nización en dinero efectivo, pues los fondos públicos fueron re- 
cien creados por la ley do mil ochocientos noventa y dos. 

Undécimo i Que confirma esa opinión, la forma en que se 
han expedido los peritos tasadores del campo, á fojas ochenta 
y una, donde ellos afirman haber tomado como base para la ta- 
sación, la avaluación oficial del mismo terreno hecha por los 
avaluadores fiscales á los efectos del pago de la contribución 
directa, dando como ra ion del aumento ta regla de que las pro- 
piedades siempre valen un veinte por (ííénÉo más de los precios 
que se les asignan para el impuesto. 

Duodécimo : Que la Contadurfu general de Entre Bios in- 
formando respecto de esa tasación, encuentra aceptable el 
precio fijado en ella precisamente por la comparición que hace 
de esa estimación con la hecha á los fines del impuesto y ha- 
ciéndose esta en moneda nacional efectiva y no en fondos pú- 
blicos, es indudable que esa tasación aceptada por las partes, 
á los efectos de la indemniiacion, fué en moneda efectiva y no 
en fondos públicos. 

Décimotercero : Que no pudiendo las provincias crear moneda, 
ni títulos, ni papeles con fuer» chancelatoria dn obligaciones, 
en oposición á lo expresamente establecido por el artículo se- 
tecientos cuarenta del Código Civil, el Poder Ejecutivo de 
Entre Rios no puede imponer á la señora Candioti de Iriondo 
la aceptación de los fondos públicos creados por la ley dos de 
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Setiembre de mil ochocientos noventa y dos, ain violar las dispo- 
siciones expresas d«- la Constitución nacional que dan al Con- 
gresu la facultad exclusiva de legislar en materia de moneda, 
prohibiéndose á las provincias que lo hagan (Constitución na- 
cional artículos sesenta y siete, inciso diet, y ciento oche). 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia de fojas ciento 
treinta y cuatro vuelta en la paite apelada, declarándose que 
--I gobierno de la Provincia de Entre K ¡os debe abonar á la re- 
currente el importe de la tasación de fojas ochenta y seis, en 
moneda nacional de curso legal. Repuestos los sello», devuél- 
vanse, pudendo notificarse con el original. 

r 

benjamín paz (en disidencia) — 

LUIS V. VARBLA. — ABfcL BAZAR . 
— JUAH E. TORMJ*T. — OCTAVIO 

BtSGE (en disidencia). 



disjuem;ia 



Buenos Airea, Diciembre 3 de 1698. 



Vistos y considerando : que habiéndose reclamado por doña 
Petrona üandioti de Iriondo, la posesión del campo que ha 
motivado el juicio, el gobierno de la Provincia de Entre Bios 
hallándose en la imposibilidad de entregársela, reconoció á 
dicha señora derecho á una indemnización. y 

Que entendiendo cumplir para con la señora de Iriondo, ha- 
ciendo efectiva la indemnización re -onocida, el citado gobierno 
ordenú el pago en fondos públicos de la provincia de una suma 
numi utilmente igual al monto de ia tasación del campo ya 
practicada. 
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Que habiendo recorrido la señora de Iriondo de la resolución 
eipresadapara ante el superior tribunal de justicia, preten- 
diendo que la indemnización debía serle satisfecha en moneda 
nacional y no en fondo* públicos, la causa se tramitó debida- 
mente ante ese tribunal en la forma que corresponde al recurso 
concedido en relación . 

Que el fiscal de Estado de la provincia, defendiendo la re- 
solución del Poder Ejecutivo, sostiene que no ha habido un 
contrato entre el gobieruo déla pro* inciay la señora de Iriondo, 
sosteniendo también que aquel no se obligó á pagar d esta en 

ilion edil nacional. 

Que el tribunal residiendo la causa en definitiva, aprecia 
los hechos sustanciahnente de una manera conforme con las 
citadas vistas de] Gscal de Estado, estableciendo, de acuerdo 
con esas vistas, que el gobierno de la provincia no se había 
obligado ¿hacer pago en moneda nacional pora indemnizar á 
la señora de Iriondo, y que, por consiguiente, no era de aplicación 
al caso las disposiciones del Código Civil velativas ú la moneda 
con que se ha de cumplir la obligación de dar sumas de dinero, 
,10 siéndolo por igual razón los fallos de esta Suprema Corte 
que resuelven sobre el cumplimiento de obligaciones de esa 

clase. 

Que con tales antecedentes es forzoso reconocer que la sen- 
tencia recurrida resuelve el pleito apreciando los hechos é in- 
terpretando y aplicando las leyes, todo dentro de los dominios 

del derecho civil. 

Que con arreglo al aitículo sesenta y siete, inciso once, de la 
Constitución, y quince de la ley de jurisdicción y competencia, 
la interpretación ó aplicación que los Tribunales de provincia 
hicieren de los Códigos civil, penal, eomeroial y de minas no 
dan ocasión al recurso antoritado^r el artículo catorce de la 
vitada ley. 

Por e<ro y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
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» 

curador general, se declara mal concedido el recurso para ante 
cata Suprema Corte. Devuélvase, 

■ 

BENJAMIN +AI. — OCTAVIO BUKCE. 



4 AUatA Í I 4 LIA 



Don Eugenio Danree contra don Andrés T. Vitlanueva, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada 

Sumario, — No es apelable el auto dictado en juicio ejecu- 
tivo, sobre la liquidación del capital, intereses y costas . 



Caso. — Resalta del 



MI* ém la fopnaw r«*te 

Bueuos Aire*, Diciembre tí de 1898, 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que según resulta de la 
propia exposición de esta parte, el auto deque se recurre lia sido 
dictado en un juicio ejecutivo, aprobando la liquidación del 
capital, intereses y costas que su mandaban pagar por la sen- 
tencia de trance y remate. 
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Que según lo dispuesto en el articulo trescientos de la ley de 
procedimientos, sólo son apelables en el juicio ejecutivo los 
auto» que se declaran tules en dicha ley. 

Que no encontrándose entre ellos el auto recurrido, la apela- 
ción no ha podido interponerse, pues ella es improcedente. 

Por esto, j estando bien denegada la apelación, no ha lugar al 
recurso interpuesto. 

fiSIUAMlN PAZ, —ABEL BAlAtt. 
— OCTAVIO BUW. 



CAUMA lULX 



Don Gerónimo Costa contra el flanco lngíés t por cumplimiento 
de sentencia y devolución de dinero depositado ; sobre liqui- 
dación de intereses* 

Sumario.— Los intereses de la sama depositada, que la sen- 
tencia manda pigar al Banco condenado á devolverla, no pue- 
den liquidarse al tipo fijado por el Banco, Binó hasta e) día de 
la demanda. Los posteriores deben liquidarse con arreglo á li 
tasa de los intereses legales. 



Coso. — Diotada la sentencia que se registra en el tomo 5$, 
f iígina£34 de los fallos, la parte de Costa presentó la liquidü- 
oiurt del capital é intereses, Ajando el tipo de éstos, hasta la fe- 
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cha del contrato, Noviembre 7 de 1886, con 4 por ciento al añn, 
y con posterioridad á esa fecha, el de 9 por ciento anual. 

El representante del Banco presentó una contra liquidación 
tomando como tipo uniforme para el interés, el de 4 por ciento 
al año, que dijo ser el estipulado en el contrato. 

La parte de Costa sostuvo que su liquidación debía aprobarse, 
porque el interés del 9 por ciento al año se había fijado desde 
que el Banco incurriu en mora. 



Vistos y considerando: i° Que el contrato de depósito cele- 
brado entre el señnr Gerónimo Costa y el Banco Inglés, ba sido 
declarado concluido por la sentencia de foja 183, que declara 
estar obligado el Banco á ¡tbonar al demandante I» suma par ¿st 
depositada, con más los iuteresB respectivos. 

Li efecto de la sentencia es retrotraer, por una fircion del 
derecho, el estado de la causa al dia de la notificación de la 
demanda. Reproducir artificialmente el estado de cosas que hu- 
biera existido naturalmente, si hubiese sido posible daTel fallo, 
declarando terminado el contrato de deposito, en el momento de 
la notificación de la demanda. Importándola sentencia definiti- 
va de foja 183, en sus efectos, la declaración de caducidad de 
lns derechos del depositario, mal puede tenerse en cuenta nin- 
guna de las estipulaciones que 1c dieron lugar ; los intereses con- 
venidos mientras subsista el depósito voluntario, no pueden 
prorrogarse á la época en que dejó de existir el depó&ito volun- 
tario, para convertirse, por acto del demandado, en retención 
indebida del dinero del demandante. 



rallo «el Juca Federal 



Hosariii, Agobio S de US7. 
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2° Que no estando pactado el tanto por ciento de los intere- 
ses que debiera pagar el depositario en caso de inora, se entien- 
de qu* debe pagar el que cobraba el Banco Nacional en la época 
de la mora, según dispone el artículo 565 del Código de Comer- 
cio, y la constante jurisprudencia de la Suprema Corte. Cons- 
tando por la nota de foja 264, que el Banco Nacional cobraba á 
sus deudores el ocho, nueve y díei pov ciento de intereses anual, 
es equitativa y ajustada á la ley la liquidación liecha al nuefo 
por ciento de ínttré*. 

Por estas consideraciones, resuelvo : que la liquidación délo» 
intereses moratorioB se haga al noeve por ciento anual.» ¿con- 
tar de-de el día de la notificación de la demanda» y á carga del 
Banco las costas de este incidente. Repóngase. 

Ihtniel Goytia. 



t ulle Úm la iHimii Cari* 

Bueno* Aires, Diciembre 6 u> 1880. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja doscientos sesenta y cinco. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PA1. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BtiNCE. 
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< AI NA tl t LII 



Doña María Quiñones de Aconta, solicitando la baja de su hijo 
menor, Manuel Acosta, enyanchado en el ejército 

Sumario. — Si él menor enganchado se baila sometido al tri- 
biiDal militar por cansa ti e deserción, las razona invocadas con- 
tra la legalidad fie su ingreso en el ejército, deben hacerse valer 
ante aquel tribunal. La jitstiaiü federal no es competente para 
couocer en ellas y resolver. 



too. — Resulta del 



r»ll»4«l Juca t«4#r*l 

Buenos Aires, Setiembre lti de 1888. 

Autos y fistos: Estas diligencias seguidas por doña María 
Quiñones de Acosta, solicitando la baja de su hijo Manuel Acog- 
ía, de las que resulta. 

I* Qpe según lo acredita la peticionante, con la partida de 
bautismo acompañada, su hijo Manuel, en la fecha del alista- 
miento, solo teufa 20 años do edad. 

ti°Que libradoofloioal Ministerio de laOuerra, se informa que 
el menor reclamado, que ingresó al ejército el J de Abril del 
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corriente año, desertó al ser remitido al regimiento 2 o de ca- 
ballería* y que habiéndose presentado al jefe de la oleína de 
reculamiento en esta capital, se levantó el sumario de práctica, 
disponiéndose su remisión ¡i la División de los Andes para su 
juzgamiento. 

3° Que pasada* en vista :il señor procurador fiscal, éste dic- 
tamina que el juagado es incompetente para entender en el 
asunto, por encontrarse sometido á la jurisdicción militar, el 
menor reclamadi», Manuel Acostó. 

4° Que el defensor de pobres é incapaces, ninuiliesta que 
siendo nulo el contrato de alistamiento celebrado por el menor, 
por no Haberse prestado el consentimiento paterno ni concurri- 
do á su celebramieuto el Ministerio de Menores, como lo exige el 
Código Civil, el alistado Manuel Acosta no ha podido cometer 
el delito de deserción y, por lo tanto, bailarse sometido á la ju- 
risdicción militar, en cuyo mérito pide al juagado, ordene la baja 
solicitada, 

Y considerando: 1° Que se halla debidamente acreditado, con 
la partida de bautismo de foja una J con el informe del Minis- 
terio de la Guerra de foja 5, que el alistado Manuel Acosta, era 
menor de edad en la fecha del alistamiento. 

2 a Que no estando contradicha en el mencionado informe del 
Ministerio, la afirmación de la recurrente, sobre la falta de su 
consentimiento é intervención del ministerio pupilar, en el acto 
celebrado por su hijo, debe tenerse por exacta la circunstancia 
apuntada de no haber dado á su hijo, su consentimiento para 
ingresar al ejército, y de no haber intervenido en el ingreso, el 
Ministerio de Menores, 

3° Que ante las disposiciones contenidas en Los articules 275, 
59 y 493 del Código Civil el ilisUmianto celebrado por el me- 
nor Manuel Acosta es nulo y de ningnn valor. 

4° Que siendo esto así, el referido menor, no ha ingresado 
en realidad al ejército, y, por lo tanto, nunca se ha hallado so- 
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metido á las leyes militares, de tal modo que el acto que se le 
imputa, calificado de delito de deserción, no retiste, respecto 
de él, el carácter qne se le atribuye, pues que para que exista 
el delito de deserción, es necesario que la persona á quien es 
imputada te* miembro del ejército, traga Á carácter de militar 
que le imprime su ingreao á él, en forma válida, y en el caso 
sub-jwtice el alistamiento celebrado, siendo nulo, no ha podido 
producir el efecto de someter al alistado á bis leyes militares, 
que rigen sólo para los que pertenecen ¡il ejérnto. 

Pot estas consideraciones, de acuerdo con lo pedido por el 
defensor de pebres é incapaces y no obstante lo dictaminado por 
el señor procurador iis.-al, decrétase la baja del menor Manuel 
Acosta, redamada por so madre dona Mari,» Quiñones de Aconta, 
librándose para su cumplimiento, oficio al ministerio respecti- 
vo, con transcripción de esta resolución; fui-ho, archívese. 

P. Qloechea y Alcona. 



VtSIA DLL SBflOR PROCURADOR GENERAL 

BUCDOI Aires, Octubre ¿9 de 1898. § 

Suprema Corte : 

Según elinformedel estado mayor del ejército de foja 5, el 
solrtado enganchado, Manuel Acosta, desertó de las filas del 
ejército y está sumariado para ser juzgado, por el beclio de de- 
aercion, en la División de los Andes, "se juicio, tratándose de 
un delito esencialmente militar, corresponde exclusivamente a 
aquella jurisdicción, con sujeción á las prescripciones de loa 

códigos de la materia. 

Las razones invocadas por la recurrente, contra la legalidad 
del ingreso de su hijo menor al ejército, para deducir, en conse- 
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eueneia, que no debe ser declarado desertor, constituyen ex- 
cepciones que no carecen de fuerza para la exoneración 6 dis- 
minución de ka penas establecidas en los códigos militares. 

Sin desconocer el valor jurídico y la aplüabitidad de los fun- 
damentos de la (sentencia, pienso que el señor juez a <¡uo carece 
du jurisdicción propia, para hacer declaraciones que solo co- 
rresponden a los tribunales militares. 

EJ interesado podrá alegar ante ellos, la* excepciones que crea 
justificativas de su proceder, al abandonar las lilas del ejército, 
sin que proceda la apreciación al respecto de la jurisdicción 
civil, cora» V. lo ha declarado en causas análogas, como la 
de Vargas y otras. En su méi ito, du conformidad con lo solici- 
tado por el procurador Sscal en primera instancia, pido á V, E. 
se airva declarar que estamlo el recurrente sometido á la juris- 
dicción militar, por el delito de deserción, la jurisdicción civil 
no procede en el caso, revocando « n consecuencia la resolución 
recurrida de foja 9. 

Sahmtaiht hior. 



Unenos Aires, Diciembre ü de 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general» y con arreglo á la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte en casos análogos, se revoca el auto apelado de 
foja ocho vuelta, dejándose á sai™ los derechos del recurrente 
para hacerlos tale r ante la jurisdicción militar, Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VAftK- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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Don José Esquíen contra doña Celia lloses, por divorcio; sobre 
denegación de recurso á ta Suprema Corte, de resolución de 
tos tribunales de ta Capital, 

Sumar ta . — No procedí' el recurso á ta Suprema Corto, contra 
resoluciones de los tribunales ordinarios, en las que se Ha in- 
terpretado y aplicad" la ley de procedimientos. 



Caso. — Doña Celia Roses ocurrió ante la Suprema Corte 
interponiendo el recurso del artículo \4, inciso 3\ ley de juris- 
dicción, quo Je fué negado, de una resolución dé los Tribunales 
locales, que decretaba su arresto en nn incidente Bobre tenencia 
de hijos m< nores. 



Buenos Aires, Diciembre 6 dt* 1898. 

Vistos en el acuerdo y considerando : que seguo resulta de la 
propia ei posición de la parte, la medida de qui se queja ha 
sido adoptada en un juicio de divorcio, de la competencia del 
juez que lu dictó, entrando esa medida de una manera incide:)' 
tal y con el carácter de tal. 
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Que es f uera de duda, como lo tiene resucito esta Suprema 
Corte, unifórmente, en numerosos fallos, que la interpretación 
Ó aplicación que los tribunales de la capital hacen de la ley de 
procedimientos para los mismos, na pueden fundar por sí el re- 
curso autorizado por el artículo catorce de la ley de jurisdicción 
y competencia, y noventa de la orgánica de dichos tribunales. 

Por esto se declara bien denegado el recurso. Archívele. 



BENJAMIN PA1. — ABEL BAIAN- — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA «TtXXIH 



El ftanco de ta ftaríon Argentina contra don Guillermo Honor 
tous, por cobro de pesos ; sobre ese ituracion de venta de lot 
bienes embarcados. 

■ 

Sumario. — i° Kl pago de la deuda que el ejecutado haya 
hecho al acreedor, después de verificada y aprobada la tentada 
loa bienes embargados, no puede alterar los derechos adquiri- 
dos por el comprad ot de dichos bienes, 

2 ü Si sobre los mismos se dedujo tercería de dominio, qua 
se declaro sin efecto, por haber cesado el juicio ejecutivo en 
virtud del pago mencionado, ésta no es raion para que el eje- 
cutado se oponga á la escritoTaoion de la venta pedida por el 
comprador, alegando el derecho de dominio de las terceristas á 
quienes él no representa. 
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Cojo. - Resulta del fallo del juei federal, y puede verse 
también el antecedente de la mi ama causa, que se registra en 
el tomo 65, página 256. 



F*1U fiel Jue« r***fi>f»i 



Comentas, Agosto 11 do 1898. 

Autos y vistos: juntamente con la tercería excluyeute dedu- 
cida por don Antonio J. Ruiz y don Juan R. Vidal, y resul- 
tando : Que en la ejecución seguida por el Banco de la Nación 
contra don Guillermo Guñalous, se embargaron los derechos 
cedidos íl éste, por la viuda é hijos de Wenceslao Yorky, en re- 
lación á la propiedad fie un campo dt nominad» «Rincón de 
Labouüle», ú los emergentes de un contrato de sociedad y dios 
resultantes de su falta de ejecución y cumplimiento. 

Que habiéndose tomado razón de ese embargo, próvia agrega- 
ción de la escritura de cesión de derechos, se ordenó la venta 
de éstos, en pública subasta, según el auto de 2 de Octubre 
de imi (foja 44 vuelta), 

Que precias las publicaciones de ley. se verificó el remate en 
Í5de Octubre del mismo ano, según lo expresa á foja 47 el 
martiliero nombrado, R. Lescano, siendo comprador don Eulo- 
gio Hidalgo, por la santidad de 500pesos moneda nacional. 

Que el 16 del mismo mes de Octubre se aprobó et remate, y 
se ordenó al comprador Hidalgo, dep ositara el precio, dentro 
de tercero día, en el Banco de la Nación Argentina, lo que se 
notificó el ejecutado Guillermo Goíialons el d ia siguiente 
(fojas 47 vuelta y 50 vuelta), 

Quehecbo el dep. ¿<to, como consta del o r tincado de foja 49 
el comprador Hidalgo, pidió en 17 del mismo mes y año de' 
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remate, se le expidiera la correspondiente escritura judicial, eu 
cay a solicitud el juzgado proveyó lo siguiente : * Habiéndose 
onienado por auto de. la fecha (Octubre 17 de 1894), la suspen- 
sión de los trámites de la ejecución, hasta la decisión do la 
tercería excluyeiite deducida ñor don Antonio Ruta, respecto al 
crédito rematado por el solicitante, no ha lugar ñor ahora á 
esta solicitud » . 

Que en este estado del juicio ejecutivo, y próii mámente dos 
meses después del auto transcripto, ú sea A 13 de Diciembre, 
el ejecutado manifestó, en su solicitud de foja 53, que estaba 
dispuesto ;t abanar la obligación cuyo p:igu se le demandaba, 
con intereses y las costas del juicio, prévia liquidación qua 
pedía se mandara practicar. 

Que hecha y aprobada esa liquidación, se ordenó ti deposito 
del importe de ella en secretaría, lo que verificado por el eje- 
cutado, se hicieron los pago del capital, intereses y costas, 
como lo acreditan los recibos de foja 57 vuelta. 

Que después de ésto, al siguiente día, ae presentó nueva mente 
el comprador Hidalgo, pidiendo se le extendiera la escritura de 
los derechos y acciones subastados, eu cuya solicitud recayó el 
ni i * pso auto ya transcripto. 

Que al siguiente año, Mario del 95, se presentó el ejecutado, 
juntamente con Wterceritas, pidiendo á mérito do haber ter^ 
minado, por el pago, el juicio ejecutivo, se levantara el em- 
bargo trabado en ese juicio de los derechos y accione* re- 
matados, eu cuya solicitud recayó l¡i siguiente providencia : 
« Resérvese para proveerse lo que corresponda, una vez re- 
suelta la tercería pendiente » ; providencia de la cual se pidió 
reposición, á la que no se hizo lugar previa audiencia del eje- 
cutante, por el auto de foja 66 vuelta. 

Que resuelta la tercería en Abril 17 de 1895, no haciendo lu- 
gar á las pretensiones de loa demandantes, se presenté nueva- 
mente el ejecutado solicitando eJ levantamiento del referido 
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embargo de los derechos y accione», á lo que no se hizo lugar 
por estar apelada la sentencia dictada en la torcería, la que se 
dejo sin efacto por la Suprema Corte en raion de haber ter- 
minado el juicio ejecutivo. 

Que en este estado, don Desiderio Dante, apoderado de don 
Ramón A. de Toledo, preséntala escritura pública de foja... 
para acreditar la cesión hecha á su mandante por don Eulogio 
Hidalgo, de loa derechos y acciones que cuinpró en el remate 
verificado en la ejecución seguida por el Banco de la Nación 
Argentina contra don Guillermo Goñalous, y pide se eitienda 
á su favor la escrito ra] judicial de ese remate ya que la terce- 
ría ha quedado terminada por el fallo de la Suprema Corte. 

Qne corrido al ejecutado traslado de esa petición, lo eva- 
cuó, diciendo: que esa solicitud no tiene razón de ser porque 
la eficacia y efectividad dr la venta de los derechos embarga- 
dos y rematados, quedó subordinada al resultado del juicio de 
tercería pronuciado pnr Ruis y Vidal, eomo así lo comprendió 
el juzgado, el ejecutante y el mismo comprador Hidalgo j 
que es cierto que el mismo día que se dedujo la tercería, 
se aprobó el remate efectuado y Be ordenó el depósito de 
$u importe, pero también lo es que en la tercería deducida se 
provtyó suspendiendo los trámites de la ejecución hasta que 
se decida aquella, que terminada ésta por el fallo de la Supre- 
ma Corte, declarándola sin efecto, por haber concluido el jui- 
cio ejecutivo, los terceristas quedan en posesión de sus dere- 
chos embargados, por haber et ejecutado abonado al acreedor 
la deuda con sus intereses y las costas, pues eso importa la re- 
solución de la Corte; que, como la venta quedó sometida á las 
resultas del juicio de tercería, es claro que lo que corresponde 
ahora es no hacer lugar Alo pedido por Ramón A, deToledo, con 
costas, y mandar se levante el embargo de los derechos de los 
terceristas. 

Y considerando: que en el juicio ejecutivo seguido por el 
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Banco de la Júcion Argentina contra don Guillermo Gofuilous, 
se embargaron loa derechos y acciones consignados en la escri- 
tura pública de foja 37 como de propiedad de ísu. 

Que continuando lus trámites del juicio, se ordenó la venta 
de esos derechos y acciones, en púbti-a subasta, la que se Turi- 
fico. préTias las publicaciones de le?, en 15 de Octubre de 1894, 
siendo comprador de ellos, oVn Eulogio Hidalgo. Que apro- 
bado el remate, y hecho el depósito de m importe, el 16 de 
Octubre de 1894, pidió, al día siguiente, el comprador Hidalgo, 
se otorgara á su favor la correspondiente escritura judicial, á 
lo que se proveyó: « Habiéndose ordenado por auto de la fecha 
(17 de Octubre) la suspensión de los trámites de la ejecución, 
hasta la decisión de la tercería excluyante, deducida por dou 
Antonio Ruii y J, R. Vidal en 16 de Octubre, respecto al cré- 
dito rematad.» por el solicitante, no ha lugar por ahora á esta 
solicitud >, 

Que es claro, c^mo lo piensa el ejecutado, que por ese auto 
dictado dé conformidad á la ley, la eficacia y efectividad de la 
T enta t quedaba aubon 1 ada al resultado del juicio de tercería, 
en el sentido de que s* el dominio de los derechos y acciones 
rematados pertenecía á los terceristas, ese remate era nulo, por 
que se había vendido una t osa ajena (artículo 1329 del Código 
Civil), y, al contrario, sería válido y eficai si e os derechos y 
acciones resultaban ser de propiedad del ejecutado. 

Que esa tercería qnedó sin resolución, pues la sentencia 
dictada en 1* instancia se declaró sin efecto por la Suprema 
Corte, en ra*on de haber concluido el juicio ejecutivo cuando 
ella se dictó, lo que quiere de< ir, que las cosas quedaban en el 
mismo estado que tenían antes de que se iniciara la controver- 
sia acerca del dominio de los bienes rematados; y, por consi- 
guiente, en toda su fuerta y vigor la escritura pública de foja 
37, que consagra, a favor del ejecutado, la propiedad de ios 
derechos y acciones vendidos, pues no es exacto, como pretende 
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el ejecutado, que la sentencia de la Suprema Corte, importa 
declarar que los terceristas quedan en posesión de sus derecliOB 
embargados, por haber el ejecutado abonadu al acreedor la 
deuda con sus intereses y la* costas. Tal declaración que en- 
volvería una implicación con la p¿rte dispositiva de esa sen- 
tencia, no eiiste en ésta, ni explícita, ni implícitamente, ni es 
posible suponerla siquiera porque para ello habría sido necesa- 
rio que la Corte se hubiera pronunciado sobre la controversia a 
que dió origen la oposición excluye nte, lo que no ha hecho, por 
considerar que ésta terminó en el momento mismo que concluyó 
el juicio ej»t*utiro t del que aquella era un ¡acídenle. 

Que, por consiguiente, el remate délos derechos y acciones 
embargados en el juicio ejecutivo como de propiedad del ejecu- 
tado, es válido y efical, y á él debe someterse el ejecutado 
como á la ley misma, por tratarse del cumplimiento de un ver- 
dadero contrato, que no puede sur enervado o destruido por la 
simple manifestación de que \w cosa vendida per (oncee á ter- 
cera* personas, ni por el hecho de haber pagado al acreedor 
ejecutante, el capital, intereses y costas del juicio, antes de la 
escrituración judicial del remate, pues esa manifestación no 
tiene importancia alguna en presencia de la escritura pública 
de foja 37, que la contradice con plena fé, de conformidad á los 
artículos 903 y 994 del Código Civil, como tampoco la tiene el 
pago del ejecutante antes del otorgamiento de la escritura ju- 
dicial, pero mucho después de celebrado y aprobado el remate, 
pues en esa fecha éste era ya un hecho consumado y coa-luido, 
desde que la escritura judicial no es necesaria, ni para su exis- 
tencia, porque ésta comienza desde el dia en que fué" celebrado, 
de acuerdo con la prescripción del artículo 951 del Código ci- 
tado, ni para su validez, según lo estatuye el artículo 1184 del 
mismo. 

Por o>tos fundamentos, y estando aprobado el remate y 
consignado el precio, otorgúese, prévio eumplimiento de Jas 
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leyes fiscales de la provincia, la competente escritura judicial, 
de conformidad al artículo 292 de la léfr nacional de procedi- 
mientos, a favor de -loo Raimm A. de TMedo, para quien com- 
pró don Eulogio Hidalgo los derechos y acciones vendidos en 
subasta publk-a. Hágase saber coa el original y repónganse, 

E. A . Lujambio. 



r*ll» 4c la tt«pre» C»rt* 

HueiíOa Aireft, Diciembre Q de 181*8, 

ViStOl y considerando ; que la sentencia apelada sólo re- 
suelve sobre las relajones de derecho existentes entre don 
Guillermo Goñalous y don Ramón A. de Toledo. 

Que no figurando como partes en el juicio, sino los «presados 
Goñalous y Toledo el fallo ha debido limitarse á decidir sobre 
los derechos que á uno y otro correspondan. 

Que en et>e concepto uo ha podido sino ordenarse la ejecución 
de los actos ya concluidos en el juicio ejecutivo que siguió «1 
Banco de ta Nación contra el citado Goñalous, cuando esos 
actos non generadores de derechos de terceros, como acontece 
con el adquirente en e) remate de los bienes embargados á los 
objetos de la ejecución. 

Que las convenciones posteriores entre el ejecutante y el 
ejecutado, son re| ínter atlios por loque toca & esos terceros, y 
no pueden, por tanlo, series opuestos (art. mil ciento noventa 
y cinco del Código Civil). 

Que Goñalous no ha demostrado qm 1 al venderse la cosa em- 
bargada se habla vendido cosa ajena, apareciendo lo contrario 
de los instrumentos presentados en autos, á que se reliereel in- 
ferior. 
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Que sobre todo ésto, es evidente que Goñafoua no tiene la 
representación de las personas que se presentaron como terce- 
ristas en el juicio ejecutivo, no estando, en consecuencia, facul- 
tado para hacer valer los derechos de esas personas, ni afectar 
en lo mínimo las acciones ó defensas que i ellos correspondan. 

Por esto y fundamentos concordantes de Ib sentencia apelada 
de foja 12, se confirma ésta con costas. Notifíqnese original j 
respuestas los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ — LUIS V. VA- 
HELA. — ABEL BAZAK, — 
OCTAVIO BOtrCE. 



Don José A. Paz contra la compañía Chargeurs Réunis 
por ttaños y perjuicios; sobre competencia 



Sumario, — Corresponde á la justicia federal por razón de la 
materia, la demanda por daños y perjuicios que se dicen cau- 
sados por culpa ó negligencia de los empleados del vapor, en el 
acto de realizar Ja estiva. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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VISTA DEL PROCURADOR fl&CAL 

Buenos Aires, Agosto de 18H8. 

Señor Juez : 

Con motivo del «««¡dente acaecido A don Jo* A. Paa *H 
vapo, .Pampa «, de I. «ompañia * Cbargeors B*«» } *** 
»,c¡«n «.tablada por 41 entra lo mencionada empania, « ha 
L odo »n. cuesL de competencia que fue soluc.onada en 
trienal* ordinarios. « V instancia, de «-ordo «on M 
petencia d. esa jurisdicción, y en » W contra, es decr, estable- 
ciando la competencia federal. ■ 

sentencia de foja... de acuerdo, s* g «» se W C** g¡ 
10 IOdel Código de Comercio y articulo Mi, .«cao 9 , de la 
l« aohreoraan ilación de loa tribunales de la Cpital. 
Tpe r df»al resolución y U, 1. respetabilidad del tribuna. 
q0 e diotóla mencionada reaolucion de fW^. -g« 
que .1 beob. de ,«e se trata no es, por s. Indole, do La comp- 

"tb^:; ., becb.de que se ^gg» 

bordo, elle .» implica 4» - de *' ue ,W * 

¡no» ra «orno propios del fuer, federal, aun cuan o « 1. - 
"ensolver en la expresión de acto, ó becbosqne tengan at.n- 

eencia con el comercio marítimo. 

% accidente de Paz, persona extraña ai b»,ue. n.t.en at.n- 
«ncia «on el «órneme mtQim, ni nada ,u« ver «■ « 
'n bidente qne * ooulquier. que vaya acidentalmc, e i bo . 
y¡S ajerie. Mu seria lo mismo si Fu fuera pa..,«o 6 f r- 
mar. parle de I. tripnlació». en cuy. «aso eetaria su oto i l»a 
' .! ap^ialc 4- lÜ» <™ t " teS<,e 4 ÍC " U *' 
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mar, lo que supondría siempre, derechos ú obligaciones emer- 
gentes fiel comercio marítimo. 

Por otra parte, siendo el fuero federal, como V. S. losabt, 
restriotiroy de excepción, no puede dásele la ampliación que la 
sentencia de foja 27 le da, cuando nprecia el «aso por uotoria 
analogía, y como tal lo declara extraño á su jurisdicción. 

Estas consideraciones y los expuestas á foja I8y foja 22 que 
reproduzco aquí, me inducen á oponerme ií la competencia de 
V. S. en este caso, y á pedir que Y. S, ae sirva proceder en 
eunsecirencia. 

ifntet. 



Fall» riel Summ Peder»! 



Buenos Airea, Agoslo 13 de 

T vistos i Para resolver sobre la competencia de este juga- 
do para conoe. r de la presente causa, y considerando: 1° Que la 
jurisdicción de ios tribunales federales es improrrogable, aún 
por acuerdo de partes, sin que, por tanto, pueda extenderse á 
casos no comprendidos en ella (articulo l« de la ley de Procedi- 
mientos de los tribu nales federales, de i i de Setiembre de 1863), 
Que esa jurisdicción es, por otra parte, restrictiva y limitada,' 
por ser de excepción á los casos expresamente previsto* y enu- 
merados por la ley, como lo tiene establecido la Suprema Corte 
en su jurisprudencia uniforme al respecto. 

Que en el caso mb-judice para aplicar estas reglas generales 
sóbrela materia, el punto á resolver es el siguiente: ¿Esta 
comprendido el caso sub-judice, en alguna de las disposiciones 
do los artículos 100 y 101 de ia constitución nacional, 6 en los 
enumerados por el artículo 2 o de la ley de jurisdicción y compe- 



ÜE JUSTICIA NACIONAL 3#5 

tcneia de los tribunales federales de 14 de Setiembre de 1863? 

Que para resolver esta cuestión, su ha adacido que el caso 
presente, estó compitndidp BÍ Jtre Jos incluidos en el inciso 10 
del artículo 2° de la citada ley de competencia ó 9* del artítuilo 
111 de Ja iej orgánica de los tribunales de la Capital. 

Que, además, se ba aplicado por analogía, la disposición del 
articulo 1010 del Código de Comercio. 

Que el inciso 10 Je! artículo 2«se relien?, en tí-nerai, á todos 
los casos que emergen de contratos concernientes á la navega- 
oion y comercio marítimo. 

Quee» este caso, s« trata de lesiones infundas por un peón 
^tirador a bordo del vapor < Pampa * de la compañía i Cliar- 
geurs Réunls» , quien, desempeñando sus funciones de estibador 
sufrió la lesión en cuj a rirtud cobraba daños y perjuicios á la 
compañía de ta referencia. 

Que el estibador es una persona ajena al personal del buque, 
extraña al mismo y que, por tanto, á lo que con él se relaciona! 
no e» dable aplicar las disposiciones legales, que, como la del 
artículo 1010 del Código de Comercio, se reliere exclusivamente 
i loa tripulantes, como lo dice su propio texto, cuando estable- 
ce que: * cualquiera de los individuos de la tripulación... • sien- 
do aplicable todo lo que diapone, tan sólo á aquellos. 

Que los peones avivadores no forman parte de la tripula- 
ción ni del personal del buque, y, en consecuenc ia, no íes son 
api ¡cu bles tas disposiciones especiales para aquellos. 

Que, por utra parte, uose trata de un acto emergente de un 
contrato relativo á la navegación ó comercio marítimo, desde 
que el estivador sólo depende de su patrón ó persona que le 
contrata, para utilizar sus servicios, sin que tenga dependencia 
necesaria del personal superior do] buque, y sin que, por consi- 
guiente, se le deban aplicar las prescripciones legales que sólo 

rigen como la del referido artículo 1010 del Código de Comer, 
ció, para el personal de la tripulación* 

T. HITI 
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Que siendo el ueoho que h. HpM •> 
Zélla l.wo lo, casos de excepcim que mrten fuere federal y 
1¡1 que seproteadehac.-rparaque»*. el .*» 

« astrictiva Puf cebu fundamentos, otros qu< a* 

gad o i^mpeUnU- par. conocer ,n e^untu. A« lo reaueWo 
„ Bueno. Airas. áfS de Agwlo de 1898. 

P. Otaeehea *j Alearía. 



VISTA 1>EI- SESOK PBOCURAOÜH CE«E«*L 

Bu*..** Aires. Setiembre ¿7 de 1*98. 

Svprema Corte : 

Ho piense qu. « caso ^ P»r razón del. ma«- 

J\aio el ré -i.non del fuero federal, porque no ee determina 
e Sna las prescripción,* especiales de laa leyes sobre 
1¡S «aciona. de 1863 y 1886, ni » l, 
ÍSWM del. ley «««niea de lo, tribunales de » C - 
referente, en su última parte, .todo contrato concernien- 
te á la navegación y c..uh™o marítimo. 

Fot ello y lo» fundamentos del autorecnrr.do do fo,.i 35. p.do 
, V E^ ae sirva conOrmarlo, en cuanto declara la ^ - 
cu del fuera federal en esta causa. 

Sabiniano Kter. 




Vmltm 4« la lupr««i 4 «ri* 

Hueñi» Aires, Diciembre li de 18ÍI8. 

Vistus y considerando : Qut? la arción que ie deduce en la de- 
manda de foja tres, es una ¡linón civil por indemnización de 
daños y perjurios que el aitor pretende que le es debida ú con- 
tenencia del accidente referido en aquella, que dice halier 1e- 
:iido tugar por culpa ó negligencia de los empleados del vapor 
« Pampa», en el acto de realizar la esiiva de la carga de dicho 
rapor, en el pnerto de esta capítol 

Que con tal motivo es evidente que esta cansa versa sobre el 
cumplimiento de la» obligaciones del capitán y tripulantes, por 
hecho relacionado con la navegación y comercio marítimo, cir- 
cunstanclae que hacen que e) caso caiga bajo el régimen del 
artículo segundo, inciso dti-z, de laley de catorce de setiembre 
de mil ochocientos sesenta y fres, ^sVbre jurisdicciun y compe- 
tencia de la justicia federal. 

Que así lo tiene resuelto esta Suprema Cortt; en casos aná- 
logos, entre otros el de rtmi Antonio Tedesco contra la razón so- 
cial Houlders Brothers y compañía. 

Por estos fundamentos se retoca el auto apelado de foja 
treinta y < ¡neo, declarándose que el conocimiento de esta causa 
corresponde i la justicia federal, por razón de la materia. De- 
vuélvanse, en consecuencia, los untos al inferior para que, rea- 
sumiendo la jurisdicción deque se ha desprendido, proceda á 
conocer y resolver en ella, con arreglo i\ derecho. Notifiques? con 
el original y repóngase el papel. 



BUJamPi Pal. — luis v. várela, — 

ABBL BAIAH. — OCTAVIO BUNCB. 



- 
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lion Uvstavo liohmer con el Hunco Hipotecario de la provincia 
de Hítenos Aires, por escrituración de venía; sobre rescisión 
y devolución de arras . 

Sumario, — i" Si el Tendedor pide la Tescisioii del contrato 
detolviendo !a* arras dobladas, es apelable el auto que rechaza 
el pedido, aunque exista cosa juzgada que lo condenó á escri- 
turar la venta. 

<£> La rescisión del contrato, perdiendo las arras quien las 
dió, ó devolviéndolas dobladas quien las reoibió, no procede 
cuando se ha celebrado ya el contrato. ó lia sido cumplido, . 



Caso. — Resulta del 



La Plata, Setiembre 21 dü im. 

Y fistos : resulta : 1° El Banco Hipotecario de la provincia 
en autos con don Gustavo Bobrner, se ha presentado poniendo 
que el contrato de venta de cuya escrituración se trata, fué 
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concertado con la señal ú arras, que el comprador entregó al 
Banco según el boleto de Tonta transcripto en el escrito de de- 
manda* 

2 o Que declarado válido y eticas aquel contrato, por resolu- 
ción de ta Suprema Corte, como el Banco no puede terminar su 
definitiva ejecución por tratarse de una propiedad que ha pa- 
sado á manos de tercera, ge ;icoge á la rescisión del misma con- 
trato y devuelve el doble de la seña que recibió del com- 
prador, 

3 a Funda sus derechos en los artículos 1202 y 11 89 del Códi- 
go Civil, invocando además un fallo de la Corte Suprema de la 
provincia, que transcribe en parte, y pídese declare rescindido 
el contrato de venta referido, mandando entregar al comprador 
la si ña duplicada, que ba consignado en depósito en el Banco 
de la Nación, condenándole en costas si llegase á objetar el 
procedimiento, 

4° Que de esta petición se dtó vista al demandante, quien la 
contentó manifestando que la venta se hizo con arreglo á los 
aviaos del remate, según los cuales debía efectuarse al más alto 
postor y dinero de contado. Que el comprador « podría continuar 
con ta hipoteca », q\w tendría amortizado 18.706,488 en cédula* 
de la serie P, y que el compiador deberá depositar en tesorería 
en caso de continuar con ella. 

5" Que el boleto de venta establece con claridad que el con- 
trato se ba efectuado de acuerdo con los avisos, de los cuales el 
comprador tenía conocimiento y que expresa igualmente que el 
precio de la venta es de 310.600 pesos más 2400 en efeotivo. De 
lo cual resulta evidente que el precio ba sido convenido al con- 
tado, no t'xtstiendo la estipulación de seña que se pretende, y 
aunque el boleto de venta contiene esta cláusula, < integrando 
en seña en eateactc el... del total de latowpra», etc., etc.; esto 
nada significa eu el cuso, porque siendo el bole to una fórmula 
impresa, la sena que se dice convenida, sino se llenó dejándose 
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en blanco, es porque no hubo en realidad esa convención. 

6* Que, por otra parte, el Banco fué demandado pura que es- 
criturase la propiedad Tendida, y contestó la demanda alegando 
que era facultativo del directorio dejar sin efecto el contrato, 
sin mencionar para nada la nueva discusión que promueve. 

7* Que al iniciarse la demanda se transcribieron todas tas ac- 
tuaeiones administrativas producidas para realizar la venta, en 
' "ipediente que al efecto se formalizó, 
8* Qu'-el Banco estovo conforme con la fidelidad úv aquellos 
do.-umentosj ni siquiera subsidiariamente opuso La rescisión 
que ahora intenta, fundado en la pretendida seña. Luego el jui- 
cio quedó debidamente trabado entre el demandante y el Banco 
pidiendo aquel que se condenan al demandado ¿otorgar ta es- 
critura pública correspond iente. 

9 o Que este juicio establecido bajo ios términos .-apuestos, ha 
sido resuelto por sentencia ejecutoriada de la Suprema Corte 
nacional en favor le la demanda, y es por eso que pide se re- 
chuce oon costas la petición del Banco. 

Y considerando: i a Quédelo expuesto y disentido por las 
partes se desprende una nueva cuestión, á saher: si la cantidad 
consignada por el Banco debe reputarse como ejecución de la 
sentencia de la Suprema Corte, ó si la rescisión del contrato en 
qne se funda el Banco, impórtala reapertura del litigio defini- 
tivamente concluido. 

2 o El Banco se funda al haov-r la consignación de que se tra- 
ta, en el derecho que sostiene le acuerda el artículo i20i del 
Código Civil, que presi ribo que si se hubiere dado seña para 
asegu rar el contrato 6 su cumplimiento, el que la dió puede dejar 
de cumplirlo perdiendo la seña ; y que aquel que la recibió pue- 
de también rescindirlo devolviendo ta seña con otro tanto de su 
valor. 

3° üata prescripción de la ley es un derecho de los contrayen- 
tes v todo derecho supone necesariamente una acción, ó sea, el 
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medio de ejercitarlo y hacerlo valer. Sí estots así, sesigire ló- 
gicamente que lu entrega que el Banco j retunde obligar que 
reciba el comprador como b ña duplicada, es una uccion de res- 
cision, sobre un jtiioiu definitivamente concluido, 

A" El Baña», ni al contestar lu. demanda ni eu su alegato do 
bien probado, ha propuesto, ni siquiera iueideutalnu-uie» t'sta 
cuestión, qne siendo una verdadera acción importa la reaper- 
tura deV juicio ya fenecido, lo que es inadmisible. Y como lo 
observa i I demandante la litis contestación ha sido establecida 
bajo términos claros y precisos fuera de los cuales y relativos 
al fondo del asunto, no es posible volver con ninguna clase dé 
controversia. 

5" Que, por otra parte, el contrato de compra-venta no es 
rescind ible sin pacto expreso, aunque éste no baya sido tampoco 
materia de discusión en el juicio; pero tratándose del cumpli- 
miento de las obligaciones délos contrayentes en esta clase de 
contratos, ellos pueden resolverse por la indemnización de daños 
y perjuicios, cuando su ejecución se hubiera hecho imposible 
6 cuando fuese neceso rio violencia personal conlra el deudor, 
es decir ,1a indemnización, pero nunca la rescisión. Se resuelve el 
contrato porque hay imposibilidad de ejecutarlo; pero ésto no es 
rescisión (artículos 638, <iáí> y 1204, Código Civil). Por tanto 
no se hace lugar, con costas, á la rescisión del contrato solicita- 
da por et Banco Hipotecario. 

)Í. $. de A urrecoechea. 

Amim *f> Ib liiprnii t'srte 

Pújenos Airea, Octubre Ti d<> ltíító. 

Autos y vist .>s: Trayendo gravamen parala definitiva el auto 
recurrido, en cuvo caso es apelable, con arreglo álo dispuesto en 
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el artículo doscientos seis de La ley de procedimie ntos, se declara 
mal denegado el recurso, y se lo concede en relación. En con- 
secuencia, líbrese oficinal juesde la causa para qne, con noticia 
de las partea remita el expediente. Repóngase el papel. 



MMAMM PAZ. — ABEL 1A1AJ1. 
—OCTAVIO RUNGE. — JUA* E. 



TOHHENT. 




Corle 



Unenos Aires, Diciembre B de 1868. 



Vision: Considerando: Que está plenamente probado por las 
constancias del expediente traído ad effectum videndi que en 
el remate del inmueble do coya escrituración se trata, el com- 
prador depositó en poder del martiliero, romo señal, la canti- 
dad de dieciocho mil setecientos cincuenta y tres pesos cuatro- 
cientos cuarenta y ocho milésimos en cédulas. 

Que aunque no se expreso en <>1 boleto firmado por el compra- 
dor, que esta cuntid ¡id se había oblado en calidad de seña, no 
es por esto menos cierto el hecho de esa oblación, ni que por ello 
dejara de servir ¡i au objeto, estando, como se halla reconocida, 
la verdad del depósito füt el mismo comprador, al transcribir, 
por Tía de prueba, en su escrito de d. manda, que le registra en 
aquel expediente, entre otros documentos, el texto de la nota 
que dirigió el martiliero al presidente del Banco, dándole cuen- 
ta de la realización del remate y del depósito de la referencia. 

Que así y no obstante ser cierto el hecho negado por la parte 
de Üolimer, de que en el remate del inmueble de que se trata 
hubo estipulación sobre arras, es de obsorrar sin embargo que 
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esta circunstancia, dado el estado actual del negoeio no puede 
servir al Banco Hipotecarlo de I» provincia para dejar sin efec- 
to esa venta devolviendo, cuino lo pretende, doblada la serial 
depositaba por el comprador en el acto del remate, 

Que siendo el objeto de la seña asegurar el contrato ó su 
cumplí miento, j pudiendo el que la dió arrepentirse del contra- 
to y dejar de cumplirlo perdiendo la sena, derecho deque pue- 
de, á su vez, hacer uso el que la recibió devolviéndola doblada, 
según la expresa disposición del articulo mil doscientos dos del 
Código Civil, es claro que tanto el comprador como el vendedor 
no pueden acogerse ú lu franquicia que les acuerda este artícu- 
lo, cuando se ha limado ya el objeto para el cual se establecie- 
ron las arras, es decir, cuando se ha celebrado ya el contrato ó 
se bu cumplido por alguna de las partes. 

Que esto es lu que ha sucedido ya en el presenta cuso, como 
lo demuestran las constancias del expediente traído ad effec- 
tutn videndi, y se ve explícitamente en la sentencia dictada por 
esta Suprema Corte á foja ciento treinta y dos, cuando refirién- 
dose al remate, e*i uno de sus considerandos, declara lo si- 
guiente : 

« Que además de haberse hecho Ja postura en forma legal, de 
haberse ella aceptado por el rematador y aprobídose por el pre- 
sidente del Directorio, rtsulta que el postor cumplió con la 
obligación de pagar las sumas á que se obligó, > 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo resuelto por ésta 
Suprima Corte en caso a mi logo al presente, en la sentencia 
que se registra en el tomo sesenta y cinco, pagina trescientos 
diez y siete de sus faltos, se confirma con cosías la sentencia ape~ 
lada de foja dieciocho. Repuestos los sellos, devuélvanse, pu- 
diendo notificarse con el original. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN, — 
OCTAVIO BjUÜGE. 
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Chnstensen y compañía contra el jefe de ta estación Santa Fé 
del Ferrocarril liuenos A ires tj ¡(osario, por dañas y perjui- 
cio^ sobre apelación denegada de auto de tos tribunales de 
aquella provincia. 

Sumario. - Es apelable P^a ante ta Suprema Corte, el auto 
de los tribunales ordinaria que niega la competencia de la jus- 
ticia federa), invocada puT el demandad© en virtud de la distinta 
vecindad de las partes. 

too. — Lo ti plica el 

Falle de I» SuprcM» €*r*e 

liuenos Airea, Diciembre 10 de 1898. 

Autos y Víalos: Considerando: Que según resulta del escrito 
de foja cincuenta y dos, expediente remitido como informe, la 
empresa demandada ha declinado la jurisdicción de loa tribuna- 
les ordinarios de la provincia de Santa Vé, fundada no solamen- 
te en motivos derivada del derecho común y de las disposicio- 
nes de las leyes de procedimientos, »inó también en prescripcio- 
nes de la constitución y leye* nacionales invocadas á foja cin- 
cuenta y seis, pretendiendo que en virtud deellasel conocimien- 
to de la causa, en el supuesto de corresponder á los tribunales 
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tJe ta citada provincia, seríade competencia de la justicia fede- 
ral por razón de la distinta vpeindad de las partes. 

Que por el a ato de foja ochenta y cuatro vuelta del juei do 
primera instancia, la excepción de incompetencia opuesta por el 
demandado ha nido desestimada bajo el doble aspecto con que 
fué entablada, debiendo observarle que el citado uututn su con- 
siderando tercero, se ocupa especialmente y rechuza el fuero 
federal á que pretende acogerse el demandado. 

Que la resolución de foja ciento treinta y doa de la Cámara 
de Apelaciones, decidiendo el pleito cou fuerza de definitiva, 
confirma el mencionado auto y desconoce, por consiguiente, el 
derecho que. la compañía demandada fundó en la Constitución 
nacional y en la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres sobre jurisdloeiun y competencia de los tribuna- 
les federales. 

Que, en consecuencia, el recurso deducido para ante esta Su- 
prema Corte es procedi iite con arreglo al artículo catorce, inci- 
so tres, déla mencionada ley y jurisprudencia de esta Suprema 
Corte en caaos análogos. 

Que la jurisdicción de esta Suprema Corte en el presente caso, 
sólo procede en cuanto se ha desconocido por la resolución re- 
currida, la competencia de la justicia federal por ratón de la 
diverja vecindad de las partes, áque ha pretendido acogerle el 
demandado. % 

Por estos fundamentos se declara mal denegado el recurso y 
se lo concede en relación. ftu consecuencia, autos ; agregándole 
estas actuaciones al expediente remitido como informe. Líbre- 
se oficio á la Cámara de Apelaciones de Santa l'é para que se baga 
saber esta resolución al apeLdo. Notifíquese con el original y 
repóngase el papel. 

BLNJAMIN PAL— LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE . 
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tion Juan i. Martini contra el doctor don Pedro /tuerta 
sobre ejwucion de laudo y cobro de pesos 

Sumario, — i" Debe reí liazarse la excepción de nulidad 
opuesta á la ejecución del laudo, cuando multa bastantemente 
demostrado á los fines del juicio ejecutivo, que el laudo ha sido 
pronunciado sobre los punios comprometido*, y dentro del tér- 
mino . 

2» Debe rechazarse igualmente la excepción de pago, ai ésta 
se futida en documentos anteriores al laudo, que se han incluido 
y apreciado en él. 



Cajo, — Contestando ai traslado conferido de las excepciones 
opuestas, la parte de Martini dijo : que la nulidad del laudo 
nu puede ser discutida ni es discutible en este estado del juicio 
de apremio, porque en el compromiso arbitral que eor re agre- 
gado a los autos, se ha renunciado expresamente átodo recurso 
y acción contra el mismo, y para el caso que ésta se produjera 
debería ir acompañada del prévio pago de la suma de 5000 pe- 
sos moneda nacional á favor de la parte que lo acatara. 

Que, además, la nulidad invocada no es de las excepciones que 
se admitan y puedan prosperar en este juicio. 

Que la excepción de pago no puede prosperar mientras no se 
presentan documentos emanados del actor que sean posterio- 
res al origen de la deuda que se discute, y poique todos los do- 
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cumentoa que |H4iet«tt hacer al derecho de Ins partes, han de- 
bido aer prestados al arbitro para que cate moliera coa 
pleno conocimiento de causa, los puntos sometidos á su discu- 
sión, y es indudable que si los que hoy acompaíui la parte con- 
traria pudieron existir en aquella fecha, debieron ser presenta- 
dos, y no siéndolo han perdido todo su valor, valor de que, poi 
otra parte, sólnpod'ía ser discutido en un juicio ordinario, pero 
nunca cu un juicio de apremio, porque no son dncumentos que 
emanen del acnedor para pnder ejercer fuerza caneelatoria. 



i «ii» del J««» 



Buenos Aires, MaríO JO de 189ü. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, no ha lugar con costas á las excepciones opuestas por el 
ejecutado. 

Juan del Campillo, 



i Mil* de I* C«S* 



Buenos Airea, l»ideinl>r*í 10 do 1888 



Vistos y considerando: Que de la romparacion del compro- 
miso de f.ija veintidoB con el laudo de f ..ja catorce, resulta bas- 
tantemente demostrado, á los lines del presente juicio, que el 
árbitro laudó sobre la materia comprometida, desde que estaba 
facultado paraTesoWer * sobre todas las diferencias que resul- 
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turen de la liquidación é inteligencia del contrato, base* y cláu- 
sulas relativas ¿la construcción *. 

Que habiendo igualmente pronunoiádose el laudo dentro del 
término del compromiso, no cabe duda que el fallo arbitral ha 
debido ejecutarse, con tanta mas razón cuanto que no fué recu- 
rrido dentro del término legal, de ronrortnidad con la ley cuatro, 
título veintiuno, libro cuatro, recopilación castellana, y artículo 
doscientos cuarenta y nueve, incido segundo, de la ley de proce- 
dimientos, ya que la ejecución se lia promovido después de 
transcurridos más de tres meses del fsillo con fuerza ejecutiva 
(artículu trescientos nueve ríe la ley citada de procedimientos). 

Que insubsistente la excepción de nulidad, en virtud de lo 
considerado, para paralizar la ejecución, no puede sinó decirse 
Otro tanto respecto ¿ la de pago que también se opone, porque 
hs instrumentos presentados en comprobación se relieren & 
cuentas de fecba anterior ai laudo, que éste apreció y qne in- 
«luyó en la liquidación ti nal qut' di¿ por resultado la suma que 
el ejecutante demanda. 

Por esto se confirma con costas el auto apelado «le foja ochen- 
ta y dos. Notiífqueae original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse 

BENJAMIN — tUIS V, YARKLA . 

— ABfcL RAZAN. -- OCtAVlÜ BÜN- 
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Don Rosauro Doncel contra ta provincia de San Juan, sobre 
pago de obligación contraída á pesos fuertes, y apela* ion de 
sentencia de los tribunales ordinarios. 

Sumario. — t* Debe declaráis* bien concedido el recurso 
para unte ta Suprema Corti , de la sentencia de loa tribunales or- 
dinarios, que ha aplicado la ley nacional deinconversion, número 
17S4, en contra de las pretensiones del recurrente, fundadas en 
dicha ley. 

2 o Es justa la sentencia que manda pasjar la obligación con- 
traida á pesos fuertes, con arreglo á la segunda parte de! artí- 
culo 3 o , de la citada ley número 1734. 

3* Si respecto de \n$ pagos ya efectuados, U sentencia rechaza 
el cobro de las diferencias entre el valor de la moneda estipu- 
lada y el de la moneda con que se han efectuado, fundándose en 
que los actos del demandante importan una renuncia á dicho 
cobro, interpretando para ello la* disposiciones del derecho oi- 
víl. no puede hacerse lugar ala adhesión al recurso, interpuesta 
en esa parte por el apoderado contra la sentencia mencionada. 

Caso. — Resulta de la» siguientes pitzas: 

SENTENCIA DEL 1UKI DE PltlHEIlA INSTANCIA 

Sao Juan. Junio 18 de 18ÉM. 

Vistos : dou Rosauro Doncel demanda al estado prof inciul, en 
su capacidad de persona jurídica, el cumplimiento de una 
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obligación >ie pagarle la amortización é interés riel 5 por 
ciento soluta 100.000 pesos fuertes, en la misma moneda de 
pesos fu*- r tes que fué hecho el préstamo ó su equival ente 
en oro 6 en billetes de curso legal por su valor corriente 
en las épocas destinadas para hacerse la amortización y pago 
de los intereses é y no por su valor nomina t como se lia es- 
tado haciéndole el pago hasta aquí, debiendo también el 
estado satisfacerte la diferencia del valor nominal al valor real 
■Je los billete?, por esos pugos ya hechos en lu forma dicha. 
Expone que en 1881 contrató con el ejecutivo de la provincia, 
pura tomar los fond»s públicos emitidos en cumplimiento de la 
lev de 25 de agosto tW ese año. K1 ejecutivo se obligú a hacer el 
servicio de intereses y amortización de la deuda, en pesos fuer- 
tes de platn t de 27 gramos 10 miligramos, según propuesta de 
él. En virtud de su oferta y de su aceptación por el ejecutivo, 
m- formalizó el contrato, el que el eiponente «Mimplió religiosa- 
mente ingresando en arca* fiscales, la cantidad de 50.000 pesos 
fuertes metálico. 

El ejecutivo, por su pstrte. le entregó primero el título pro- 
visorio que acompaña y después loa títulos definitivos, reco- 
nociéndole 100.000 pe-ios fuertes, Posteri ármente haciendo 
caso omiso de los términos muy claros del contrito, el eje- 
cutivo ha hecho el servicio de tsm títulos en billetes de curso 
legal por su valor escrito. 

Rasa después á citarlas disposiciones legales que favorecen 
su derecho, artículos 1107 y 619 Código Civil; leyes 18 y 19, 
título I o , lihru 10, Novísima Recopilación, y ley del honorable 
congreso de 14 de Octubre de 1885, artículo 3 o , y artículo 17 
de la Constitución hlcroo»!, aplicable este último en razón de 
que sin que haya precedido ley fundada en cansa de utilidad 
pública, se le expropia rédito en su mayor parte, pagándo- 
sele, más ó m > nos »no por loque vale tres. 

Entrando *'ti otro urden de consideraciones expone que : las 
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leyes do presupuesto dictadas deade que el ejecutivo contrajo 
la obligación cuya solución persigne, son mitas como repug- 
nantes á la Constitución nacional, en cnanto consultan para el 
pago de internes y amortización *W los fnudos j-úblicoa á él 
dados, solamente una cantidad de pesos billetes igual numéri- 
camente á la de pesos inertes plata qu-> el ejecutivo debía satis- 
tmi por esos servicios, y tales leyes en detrimento de sus de- 
rechos, consagrados por la -arta fundamental y poMos artículos 
IJ08, IU7, TIO, 1197, y 2511. Código Civil, en ningún caso 
pueden aplicarse. Si tos cent ratos obligan á lus partes cuno la 
ley misma, es claro que ese vínculo sólo put»le disolverse de 
común acuerdo di- los i ontrayentes, acuerdo que él no ha pres- 
tado para que se le ptgue menos de lo que le es debido legítima- 
mente; y así resulta que la provincia en los pagos realizados, le 
&a hecho una solución in.-ompleta délas prestaciones parciales 
que se lian devengado, por lo cual debe abonarle las diferencias 
y además el interés. 

Si él ba recibido esos pagos parciales, no se debe atribuir en 
manera alguna á renuncia de sa derecho; esa percepción la ha 
hecho por necesidad y por temor, y con la esperanza de obtener 
una reparación justa. Muchas Teces reclamó verbalmente á 
gobernadores y ministros, obteniendo respuestas unas reces di- 
latólas y »tras veces evasivas. Por fin canudo de tanta espera 
é injusticia, formalizó la petición que en copia acompaña ante 
la honorable legislatura que nada resolvía, y por último jízo 
extender ta protesta que acompaña también, ante el notario Go- 
d«>y Carril. Pasa á otro órden de ideas y dice que : según la co- 
pia acompañada de su propuesta el préstamo se har f a á peso* 
fuertes dfi 27 gramos 18 miligramos de peso, que fué optada, 
y él entrego, por su parte, al ejecutivo un cheque á cargo del 
banco nacional, por 50.000 pesos fuertes metálicos, es decir, 
oto que era la moneda en esa época, y ese cheque fué pagado por 
el banco al gobierno á su satisfacción. La diferencia de unos 
r. lxxvi 
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cuautos milígrumos entre su propuesta y la ley de Setiembre 
de 1875 no altera su derecho ni la obligación, pudiendo esa 
diferencia haber sido error de copia. Peni ú se acepta el peao 
de la unidad indicada en *u propuesta, no por eso su derechn 
es menos fundado, porque pertenecerá la nbligacion a la clase 
de las de dar cantidad de cosas y catarla amparada por las dis- 
posiciones de los artículos 608 y 617, Código Civil. 

Contesta el señor procurador fiscal que : si se tienen pre- 
sente las fechas, se verá, que el contrato con el demandante fué 
celebrado bajo la vigencia de la ley nacional de 29 de Setiem- 
bre de 1875, que en el inciso t* del artículo 6 entre las mone- 
das nacionales establece, * una moneda de plata de 27 gramos 
y HO miligramos de peso y ley de 900 milésimos de fino que 
valdrá un peso fuerte y se llamará peso de plata ». Si se compara 
esta disposición con la base 2* de la propuesta heoba por Don- 
cel al gobierno, se verá que es á este peso á que se ha referido, 
lo que también establece el mismo en varios pasajes de su de- 
manda. 

El peso plata de la ley del 75, á que se refiere el actor en su 
propuesta, jamás fué acuñada ni existió, sino de una manera 
id -al . MAs tarde, sancionada la ley de Noviembre de 1881 se 
diotaron por el poder ejecutivo nacional, en cumplimiento de 
diversos artículos de esta ley, los decretos de i a y 3 de Diciem- 
bre del mismo año, por Lo* cuales se diú al peso de la ley de 29 
de Setiembre de 1875, el valor de 1 .033/3 de la nueva moneda. 
Fué con arreglo á este tipo que los bancos establecidos en la 
provincia, cambiaron bu emisión anterior á pesos fuertes me- 
tálicos, por billetes i moneda nacional y también con arreglo 
á él cobraron y pagaron sus anticipos Ó loa depósitos. Él entre- 
gó al gobierno en virtud de su contrato, la cantidad de 50. 000 
pesos por los cien mil pesos fuertes en fondos públicos y esa can- 
tidad la entregó en billetes que representaban fuertes metálicos, 
y no entregó un sólo peso en moneda acuñada, que, como ha 
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dicho untes, jamás a>- u< nñó, El ejecutivo ha pagado al actnr 
religiosamente los interesas j amortiza- ion convenida, al tipo 
que fijaran los decretos de i y 3*' de Diciembre del 8*. Nada 
más tiene derecho ;i exigir el acreedor, desde que según la base 
2* de su propuesta, el gobierno estaba autorizado á hacer el 
mismo servicio en la misma luuntda ú otra nacional por su equi- 
valente, y, como qoedn dicho, él recibe 103,3 moneda icio- 
nal por cada peso fuerte. Y como por el artículo 15 de la ley 
Octubre 14 de 1885 se declara de curso legal los billetes del 
Bancu Nacional en toda la Repúbik*, el demandante no puede 
quejarse que se le pague en esa moneda con la difereu* ia legal- 
mente establecida con relación al peso fuerte. Si jamas existió 
una pieza tmtülica amonedada que se llamase peso fuerte, no se 
trataba en este caso de una especial, según la definición de 
moneda que da el diccionario de la lengua, y en último caso 
serta ana moneda nacional de plata ú oro, regida por la dispo- 
sición general del artículo 3° de ta Ley de 15 de Octubre de 
i 885. 

El actor ha recibido frecuentes pago* del ejecutivo en vir- 
tud de este contrato, al tipo que viene sosteniendo, y como 
según la regla de interpretación consignada en el articulo 218 
inciso, 4°, del Código de Comercio, los hechos de. los contra- 
yentes subsiguientes al contrato, que tengan relación con el 
mismo, son la mejor explicación de la intención de las partes, 
resulta que el mismo actor ha dadn al contrato la eiplicacion 
é inteligencia que él le da, sin que el señor Doncel pueda des- 
truir sus propios actos, ni por las excusas que da en su demanda 
ni por una protesta tardía que nuda s.gnibca. 

La causa fué abierta á prueba. 

Y consideiando: Que sí el préstamo, mutuo pactado entre el 
actor y el gobierno de la provincia, se refiriese en su concepto 
de pesos fuertes de 27, 18 miligramos, á otra moneda que la an- 
tigua nacional de pesos fuertes de 1,10 en onza de oro de 21 
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quilates, la presente cuestión no tendría asidero y no eiistiría, 
pues ai tenor del artículo 617 del Código Civil, sé trataría di- 
la llana obligación de dar cantidad de cosas. 

Que es tridente que el referido préstamo, que está e*m- 
cebido á moneda de p-sos fuertes, ha sido contratado á nuestra 
antigua moneda de t,16 de onza de oro, ya que de ese nombr ¡ 
no hahía otra raimóla ni nacional ni e&trunjt ra; lín que eo na- 
da desvirtúe esta conclusión, el hecho de haber!* asignado me- 
nor peso -«i «nos cuantos miligramos que es el que tenía mientra 
míme la antigua nacional, hecho que con el de no haberse pre- 
ocupado las partes más bien de estable SÍ la le$ de fino y la 
relación de aleación, que del peso de loa tejos, están revelando 
cuánta hasid» la ignorancia que ba habido acerca de las condi- 
ciones de nuestra antigua moneda, sobre la que no falta quie- 
nes digan que ba «ido imaginaria, habiendo por id nrntrario 
sido tan real COtüQ la moderna moneda, sí bien en los tirapos 
que tuvo lugar el contrato era ya objeto de museo, conocido pbl 
U generación que se va con el nombre de pes*>s del Rey. 

Que si con todo cupiera interpretación y para hacerla ae hu- 
biese de aplicar la regla de derecho universal contenida en el ar- 
ticulo 218, inciso \\ del Código de Comercio que cita el señor 
Procurado* fiscal, no se hade apliíar ella como lo pretende él, 
sino tomando en cuenta los últimos hechos de los contrayentes 
relativos al punto que se ha supuesto dudoso, y no los subsi- 
guientes al contrato, como dice la regía. 

Que aplicando ésta en su genuino concepto al caso mb-tit<> t 
para descubrir la intención de las partes al tiempo de celebrar- 
se el contrato, acerca de la moneda que tuvieran en vista al 
contratar, se tiene que fué el peso fuerte de nuestra antigua 
moneda nacional, puesto que en ella hizo el prestamista la en- 
trega délos 50.000 pesos que se había obligado áeutregarse- 
gau así resulta de la copia á foja 56 del cheque contra el Ban- 
co Nacional y á favor del gobierno expedido por el actor; y 
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puesta que a ella están concebidos los títulos del crédito de 
Doncel, uno de lo* cuales está cupiado ú foja 54. 

Quenada s, guillen que, como dice el señor Jisca], la entrega 
por el Banco girado, se baya hecho cu billetes, pues eran bille- 
tes convertibles a la vista, en onzas de oro, ó monedas extranje- 
ras naturalizadas por decreto del gobierno nacional, con tipo 
lijo en exacta relación con nuestro peso fuerte. 

Que asi» Aligación < on designación de moneda especial, pe- 
s»s fuertes ta deque se trata, le Coadra la salvedad del ariícu- 
|o 3 de la ley de 15 de octubre de 1885, debe ser solventada 
en moneda metálica de la ttepúblici ó en billetes de curso legal 
por su valor real al tiempo délos vencimiento* de tos plazos en 
que se deben hacer los servicios de amortización é intereses. 

Que. por lo respectivo á las diferencias también cobradas en- 
tre lo percibido en bilieles por su valor escrito y lo que debía 
entregarse en uiet.il i o, ó su equivalencia en billetes, el actor 
ha perdido su derecho ;í cobrar tale* diferencias, pues ha re- 
nunciado tácitamente á ellas, sin que ú nada puedan conducirle 
las reclamaciones varias que ha probad.» haber hecho a gober- 
nadores, ministros, legislaturas, ni la protesta misma del año 
189¿ ante Notario, como le hubieran conducido para dejará 
salvo su derecho, el otorgamiento de los recibos porcada r h - 
pun de amortización é intereses, expresando que recibía por 
cuenta de mayor cantidad, salvedad que no ha hecho, expre- 
sando llanamente haber recibido lo que arroja la cuenta de la 
contaduría a su favor por esas causas, lo que importa h;iber 
renunciado tácitamente, como se ha dicho, á su derecho (artícu- 
lo 873 del Código Civil ; Aubry et Rau citados como concordan- 
tes, i 323, texto y notas 8 y 9, y artículos delCódigo fraucé~s t de 
remisión de estos autores, como ronteniendo ejemplar de renun- 
cias tácita, artículos 2221 y argumentación del mismo, artícu- 
lo, 1211, 1212, 1282, 1283, 1338, inciios 2 o y 3°, y 1340). 
pnr estas consideraciones y lo dispuesto en los artículos 619, 
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H97 y 2252 dd Código Civil y artículo 27 de la Constitución 
provincial, condeno al «atado á pagar ¡i don Kosauro Doncel, en 
cinco días desde que, la Honorable legislatura arbitre fondos, 
los intereses y amortizaciones que le adeuda y en adelante de- 
vengue en sus tiempos propicios convenidos, e! capital de cien 
mil pesos fuertes que la adeuda en moneóla de oro sellado al ti- 
po de 10,33 V 3 por ciento ó en billete* de curso legal j,*r su 
equivalente valor al tipo del día dé cada vencimiento en que se 
doban de hacer los pagos, sin especial condenación en costas, 
quedando absuelto el estado de la demanda por diferencias en- 
tre el valor escrito de los billetes en que han sido hechos los 
pagos anteriores y su valor real al tiempo de los vencimientos 
de los plazos para los pago». Hágase saber original. 

íianum thaz. 



ACUBHIIO Y SENTENCIA DEL SUPEIUOH TRIBUNAL 



En la ciudad de San Juan, i dieciocho días de Diciembre de 
Í895, reunidos los señores presidente y ministros de la Exma. 
Corle de Justicia en la sala de «cuerdos, doctores Emilio Cas- 
tañeda, Manuel García y Doroteo Basañes, integrando el tri- 
bunal por implicancia del doctor Juan Albarracin, con el objeto 
de tomar en consideración el recurso de apelación interpuesto 
de la sentencia de feclia iS de Junio de 1894, recaída en el jui- 
cio que sigue don Rosauro Doncel, contra el fisco de Ja prorincia 
por cobro de pesos, procedieran i establecer la siguiente cues- 
tión : 

¿Debe continuarse la sentencia apelada? 

En seguida el secretario, de acuerdo con el turno legal , con- 
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signó el orden en que los miembros de la Exma. Corte, funda- 
rían sus fotos, resultando así : doctore* Castañeda, Bacanes y 
García. 

El doctor Castañeda sobre la cuestión propuesta dijo ¡ Wtfl 
r or la afirmativa. La ley de 15 de Octubre de 1885, sobre in- 
conversion, dispone en su artículo 3* que las obligaciones con- 
traídas á moneda nacional oro, con anterioridad á su fecha, pue- 
den ser chanceladas con billetes de curso legal por su valor 
escrito, con excepción de las contraidas con designaron demo- 
neda especial, las cuales podrán ser satisfechas en billetes de 
curso legal por su valor corriente en plaza, el día de su venci- 
miento. En el presente caso la obligación ha sido contraída á 
pesos fuertes, de suerte que la cuestión a resolverse limita & 
saber si la expresión de la ley. moneda nacional oro, comprende 
también los peBos fuertes, ó bí estos entran en la eicepciou como 
moneda especial. En mi opinión « reo qae no puede dársele tanta 
amplitud ú dicha ley de inconversion, sobre todo teniendo pre- 
sente que es una ley odiosa, desde el momento que á nombre 
del interés público, no se perjudican los intereses privados, 
obligándoles á recibir en pago un valor menor que el que real- 
mente se debe. Por consiguiente, la interpretación de esa ley 
debe ser restrictiva y no puede dársele tal extensión que llegue 
á comprender por analogía en la regla, las obligaciones contraí- 
das á pesos fuertes, porque esta es una moneda distinta y es- 
pecial, respecto de la moneda nacional oro. Es indudable, porque 
aquella moneda con nombre y ley diferente de la moneda na- 
cional oro t está comprendida en la excepción del articulo 3 o de 
la ley de 15 de Octubre de 1885. 

Por otra parte, la intención de los contrayentes ha sido obli- 
garse por un valor determinado que no debía variar por motivo 
alguno : tal reía de la condición segunda de la propuesta de 
Doncel, aceptada plenamente por decreto gubernativo de fecha 
4 de Octubre de 1881 1 la oual establece. « que en los títulos se 
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exprese que representan pesos fuertes de 27 gramos, íSmilígra- 
mos, y la obligación de hacer el servicio de el tos en ta mi*ma ruo- 
neda, ú otra nacional por su equivalente, de manera que los tene- 
dores no reciban en ningún caso menos cuntid :id de plata fina*. 

Ahora bien, estableciendo el contrafoque los cien mil pesos 
fuertes en fondor públicos, lo* toma tioucel por la suma de 
50.000 pesos fuertes metálicos, es evidente que su refiere al peso 
fuerte creado por ley de 29 de Setiembre de 1875. Kste peso 
fuerte según esta ley, era mentida de oro eon peso de un gramo 
y dos tercios y ley de 900 milésimos de tino y era la unidad 
monetaria de lunación en esa época. 

£1 hecho de que la moneda (pesos fuertes) en que fué contra- 
tado el empréstito con Doncel, fué nacional por haber sido crea- 
da por una ley de la nación, no quiere decir que esa moneda 
quedase comprendida en la regla de la ley de inconversion de 
1885, puesquu esta ley no tuvo otro objeto quedecUrur incon- 
vertible la mutieda nacional creada por ley de 5 de Noviembre de 
1881, El peso fuerte debe entonces considerarse como moneda 
especia). 

Pero la cuestión está resuelta en la cláusula 2* del contrato 
antes mencionado, que establece claramente que los tenedores 
de títulos del referido empréstito, no recibirán en ningún easo 
menos cantidad de plata lina, y estableciendo el Código Civil en 
su articulo i 197 que las convenciones hechas en los contratos 
forman para las partesuna regla á la cual deben someterse tomo 
ú la ley misma, es evidente que si se le obligase al actor, en vir- 
tud de la ley de incoa versión, d recibir en pago de Los seivicios 
por amortización é intereses del empréstito, billetes nacionales 
por su valor escrito, hoy tan depreciados, en vez de pesos fuer- 
tes oro, ú su equivalente en moneda nacional, al cambio del día 
del pago.se habría alterado la convención pactada ea el contra- 
ta, en razón de que recibiera menos valor que el estipulado. 

En cnanto á lo que cobra Doncel por la diferencia entre el 
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valor escrito de loa billetes en que le han sido hechos loa pagos 
anteriores á la demanda, y su ralor íeal al tiempo de los resper- 
tiTOS vencimientos, cr*o que el estado DO está obligado á su 
pago por la-i razones consignadas en la sentencia. 

Los doctores Basañes y García dijeron : que se adherían al 
voto anterior pov sus fundamentos. 

Con loque terminó este acuerdo mandando el tribunal se le- 
vante la presente acta y se proceda por el secretario á redactar 
la sentencia, la que Ümiaron. 

CitstauctUi. — Harcía. — Btfr 

SUHVS. 

A nte mi ¡ 

Jos*' ¡L Ytiltiia, 
Secretario de la LorU' de Juslieia. 



SEKTLNCU DEL SUFfcHlOll TRLBDKAb 

Sin Juan, Diciembre 1H Je 1K*5. 

Yiatos: Por los fúndame n toa consignados p r unanimidad de 
votoa en el acuerdo precedente, y los de la sentencia apelada 
d» Junio 18 de 1894, se confirma ésta, declarándose qoo el pá- 
ndelo adeudado desde el día de la demanda hasta la fecha, 
debe hacerlo el estado en el término de diei dias desde queque- 
de ejecutoriada esta sentencia» sin especial condenación en coa- 
tas. 

Y satisfecliaa las de la instancia, devuélvanse. 

Emilio Casianeda.— Manuel Gar- 
cía,— Doroteo tomes. 



i 
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mil* de ■» S«|H 

Buenos Aires, Diciembre 13 de 1898, 

Vistos y ron s id erando: Que el represe ntan te de la provincia 
de San Juan ha pretendido, contestando la demanda, que cum- 
ple su obligación pagando la deuda que se te cobra en billetes 
de curso legal. 

Que para pretenderlo asi, se apoya en la ley nacional de in- 
conversio», número mil setecientos treinta y cuatro, sosteniendo 
que la citada deuda está comprendida l>u la primera parte del 
artículo tercero de esa ley, mientras el demandante sostiene 
que lo está en la segunda. 

Que la sentencia de foja ciento trece, pronunciada por el su- 
perior tribunal de justicia de la provincia, confirmando en esa 
pan- la de primera instancia, corriente á foja cincuenta y siete, 
ha desconocido el derecho invocado por el demandado. Que, en 
consecuencia, resulta exacto que en el pleito se ha puesto en 
cuestión la inteligencia de una ley del Congreso y la decisión 
ha sido contraria á la validez del derecho invocado, en elcou- 
cepto de estar amparado por esta ley. 

Que en tal caso el recurso traído para ante -ata Suprema 
Corte, se halla autorizado por el artículo catorce de la ley de 
jurisdicción y competencia . 

Por esto, se declara bien concedido el recurso interpuesto por 
el representante déla provincia á foja ciento quince y otorgado 
áfuja ciento quince vuelta. 

Y considerando en cuanto á la apelación interpuesta por par- 
te de Doncel, adhiriéndose en esta instancia á la concedida al 
demandado: 

Que esa apelación se dirige á pedir la revocatoria de la cita- 
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dn sentencia «le foja ciento trece, en cuanto esta sentencia ha 
absuelto al demandado del cobro de las diferencias entre el va- 
lor de la moneda estipulada y el de ta moneda con que se han 
realizado los pagos ya efectuadas. 

Que la decisión del tribunal de provincia no ha tenido por ob- 
jeto rearlver, y no ha resuelto, cuestión alguna que tenga por 
fundamento una ley eapecial del Congreso, al declarar que el 
demandante carece de derecho para cobrar las expresadas dife- 
rencias. 

Que estableciendo, al contrario, que la obligación de la pro- 
vinciadeSan Juundebe entenderse & munida especial y regida 
por la secunda parte del citado artículo tercero de la ley nú- 
mero mil setecientos treinta y cuatro, no ha desconocido el de- 
recho pretendido por el actor relativo á las diferencias sino por- 
que, interpretándolos propios aclosdel demandante dentro de 
las reglas del derecho civil, lia llegado á la conclusión que ha- 
bía renunciado al pago en la moueda espacial estipulada, con- 
sintiendo en que io hiciera en otra de valor inferior. 

Que la interpretación 6 aplicación que los tribunales de pro- 
vincia hagan del Código Civil, no da lugar al recurso autoriza- 
do por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y competen- 
cia, con arreglo al artículo quince de la misma ley y sesenta y 
siete, inciso once, de la Constitución. 

Por esto, no se hace lugar al mencionado recurso. 
Y considerando en cuanto al fondo de la apelación conced ida 
á la provincia demandada. 

Que los tribunales de dicha provincia se han ajustado con 
verdad y recto criterio & las estipulaciones convenidas entre el 
actor y el demandado que han motivado esta causa, y 4 las pres- 
cripciones de la ley nacionalde inconversion ya recordada, porque 
es ciertoque la provincia se obligó á pagar en peaos f uertet, desig- 
nando moneda especial para et cumplimiento de la obligación, 
y es cierto también qne deudas en esas condiciones, están tei- 
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tuainiente compran! idas en la excepción que establece la se- 
gunda parte del artículo terrero de U ley de inconversion. 

Por esto, de acuefdo con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte y por sus fundamentos, se con Arma ta sentencia da foja 
ciento trece, en la parte apelada por el representante de la pro- 
v i nciu , sin especial condenación t*n costas por taaher si lo deses- 
timado el recurso int rpuestu por la otra parte. Notifiquese 
original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BEftJAMft PAZ. - ABEL BAIAS, — 
— OCTAVIO BUHCE. 



i 'AUNA t«*MI\ 



lian l*edro Jí. Espinosa contra el doctor don Ángel t\ Costa, 
por nulidad de contrato y reconvención; sobre excepción de 
arraigo. 

* 

Sumario. — No procede la excepción de arraigo contra el 
demandado que, al eontestir la demanda, deduce reconvención. 

■ » 

fíiso.— Don Pedro M. Espinosa, argentino, demandó al 
doctor Angel Floro Costa, extranjero, vecino de Montevideo, 
por nulidad de un contrato de venta con pacto de retroventa. 

El doctor Costa contestó la demanda, y dedujo al mismo tiem- 
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po reconvención contra el «teí» por la entrega real y efectiva, 
prévia mensura, de) terreno comprado. 

El actor, sin contentar el traslado de la reconvención, dedujo 
la excepción de arraigo del juicio, invocando el artículo 74 de 
la ley de procedimientos. 

Falla d*l Jii** Federal 

!.a Plata, Vjínslo i% <lf lBSt*^ 

Y vistos: La excepción de arraigo deducida por el demandan- 
te, y teuiéndose presente que si el pleito iniciado fues*- - suelto 
en definitiva favorablemente al actor, éste tendría f\u e respon- 
der al demandado por la obligación que reconoce en su demanda, 
de abonar como deuda personal la suma de 8000 pes08.de lo cual 
se desprende que exUte en el caso la suficiente garantía para los 
gastos del juicio; por tanto no ai- bace lugar á la excepción 
opuesta. Repóngase la foj a. 



rail* I* 

bueuos Aires, Diciembre 13 de 

Vistos y cnnsidt-rando : Que el á> ctor Angel Floro Costa 
ha venido á juicio en calidad de demasiado. 

Que, en consecuencia, ha podido y debi lo hacerse parte en la 
causa sin necesidad de arraigar, aun siendo extranjero no do- 
miciliado en el país, porque no hay ley alguna qae le imponga 
eso deber. 
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Que tal situación, no cambia por la circunstancia de que el 
citado doctor Costa haya deducido reconvención, contra e) de- 
mandante, al contestar la demanda. 

Por esto se c ■■nfirm=i el auto apelado do foja cuarenta y siete, 
con costas, Notifíquese original, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VA- 
RELA. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO UUSGE. 



C'AVHA IÍCLXX 



Don Luis Af. SaaveJra contra dona Agustina O. de iainas, 

■ * 

por cobro ejecutivo de crédito hipotecario; sobre apelación 
denegada. 

Sumario. — El auto citando de remate, es inapelable. 



Caso. — Doña Agustina O. de Lamas apeló del auto c itándo- 
la de remate, alegando que era casada y no podía estar en juicio 
sin la vénia del marido, que se bailaba ausente en el extranjero; 
y le fué negado el recurso. 
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Buenos Aires, Ih'ciembrc 15 de 189H. 

Vistas en el acuerdo : considerando : Que según resulta de la 
propia exposición de la parte, el auto de que se recurre, ú ¿en, la 
oitacion de remate, ha sido dictado eu un juicio ejecutivo. 

Que con arreglo ú lo dispuesto en el artículo trescientos de 
Ja ley de procedimientos, sólo son apelables en el juicio ejecutivo 
los autos declarados tales por la ley. 

Que no encontrándose dicho auto entre toa que puedeD ser 
recurridos, la apelaciones improcedente. 

Por esto se declara bien denegado el recurso y archívese. 
Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CACHA tCt'LI.11 

La empresa del Ferrocarril Central Norte, contra don Cdrloa 
Castellanos y sus hijos menores, l por expropiación ; sobre 
pruebas. 

Sumario, — En el juicio de expropiación, no son excluidas 
las pruebas que las partes solicitan en el comparendo. 
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Cuso, — Expedido el dictamen de los peri tos nombrados por 
las partes, ¿si as fueron convocadas ú juicio verbal por el juez. 

En la audiencia, las partes Impugnaron ios informes de los 
peritos, y el apoderado de la adora ofreció corno prueba, diver- 
sas diligencias pidiendo quid ellas se practicasen. 

Eldemin lado se opuso m mifestando : que la pretensión del 
expropiante, de producir la prueba que ha indicado, es ubier- 
tatúente contraria á la ley que srñala A procedimiento que 
debe seguirse en esta clase de juicios, de conformidad a la que 
el juez ha dictado el auto de foja 104 vuelta, llamando á im- 
partes á audiencia para producir la prueba no para ofrecerla. 

Que en efecto, .-l artículo 6° de la ley nacional de expropiación 
establece que el procedimiento <-u los juicios de esta naturaleza, 
será verbal y sumaria, y así lo tiene resuelto la Suprema Corte 
en números casos entre ellos los que se registran en el tomo 7" , 
páginas 187 y i 93; tomo 26. pá^in.i 421 ; tomo 28, página 173. 

Que como es subido, el juicio -murrio en lo civil, es aquel en 
el que se omiten tas formalidades del juicio oriinario, tramitan* 
dose brevemente sin los términos y las dilaciones de éste y su 
procedimiento está legislado por la ley nacional, al oí uparse de 
loa interdictos posesorio», cuyas disposiciones sirven para fijar 
el alcance y significado de la ley, que lia establecido un proce- 
dimiento semejante para los juicios de -apropiación. 



rail* del Juea Federal (<id hoc) 

En Tticuman, á W de Setiembre de 1898, ante este juzgado, 
comparecieron don Cárlos T, Castellanos y el apoderado don 
Víctor Negri, asistidos de sus respectivos abogados, y abierta 
la audiencia ordenada á fojas 120 á 121, el señor juei dijo : 

Que por los fundamentos de la parte del señor Castellanos, 
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la articu liu ion propuesta en su anterior exposición, se toda 03 
i la no admisión de La pruena ofrecida y no producida en esa 
audiencia por el expropiante, ó en otros términos, que no es- 
tableciéndose por la ley un término probatorio del cual deben 
present irse ó evacuarse las pruebas que hagan á sus pretcnsio- 
nes, no ex admisible otro género de pruebas que aquellas que 
las partes han tenido preparadas de antemano en la audiencia 
decretada ¡i foja 104 vuelta. 

Y considerando : que no obstante de que la ley no establece 
' uq término probatorio, la prueba es admisible en los juicios de 
carácter sumario, como lo establece lal«>y sobre justicia fede- 
ral en su artículo 333, prescribiendo que en la audiencia res- 
pectiva deben recibirse, además, « las pruebas producidas y las 
manifestaciones de los testigos >. 

Qu»' la ley nacional del año GO, sobre expropiación, si bienes* 
tableceel procedimiento sumario en los juicios como el presento, 
no prohibe ni limita laclase de pruebas que pretendan produ- 
cir las partes ; luego, si hemos de tener presente el principio de 
derecho según el cual es permitido aquello que la ley no prohi- 
be, no habría razón para limitar en el presente caso, la produc- 
ción de la prueba A sólo aquélla que las partes tengan prepa- 
rada de antemano. 

Que si bien la citada ley de expropiación no establece un 
término probatorio, no podría sostenerse lógicamente que ello 
imparta privar á las partes de aquell ia pruebas que sólo pueden 
obtener por la mediación de la autoridad del juzgado, en apoyo 
de sus pretensiones y que no están preparadas de antemano, 
porque en toda clase de juicios, la prueba es un derecho de las 
partes, respeoto del cual la naturaleza del procedimiento que 
establece la forma, nunca puede coartarlo sin deprimir ese de- 
recho, máxime sí, como en el caso sub-judice, no se trata de 
apreciar el mérito probatorio sino de la admisión de las prue- 
bas ofrecidas. 

Ti. LMtl ¿7 
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Que la precedente conclusión, «o destruye el carácter suma- 
rio del presente juicio que, siendo verbal y actuado, la práctica 
tía salvado las dilaciones con la fijación de una audiencia alte» 
rior en lu que las partes deben 'presentar indefectiblemente las 
pruebas ofrecidas y no habidas de antemano en su poder. 

Que en los faltos citados por la parto del señor Castellanos, 
si bien la Suprema Corte establece uniformemente qne el proce- 
dimiento de Ins juicios sobre expropiación es sumario, no se ha 
resuelto, en los qu- el suscrito \\> podido consultar, el caso de 
que la admisión de la prueba sea restrictiva á la que las partes 
tengan hecha de aoteman», como lo pretende dicha parte, pues 
en los casos que ofrecen más analogía, se nota que ta repulsa de 
la absolución de posiciones contenida en el fallo del tomo 19, 
2» série, página 173, no lo es como medio de prueba, sinócomo 
preparación de la demanda; el caso de no admisión del perito 
♦>n calidad de tercero en discordia, que se registra en el tomo 
20, 2" serie, página 286, fué rechazado en raim déla función 
decisoria que revestía ese perito en la diferencia de la estima- 
ción, de la indemizaciun, y no como medio de prueba. En con- 
secuencia las precedentes conclusiones, noestin, A juicio del 
juzgado, en oposición con dichos fallos. 

Que, lili al mente, no estando regido el caso aub-judice por leyes 
expresas, el juzgado no encuentra mérito bastante ara la con- 
denación en costas que piden Tas partes. 

Por estas consideraciones y las concordantes de la ex- 
posición del expropiante contenida en el acta de foja 117 á 
125, resuelvo : no haciendo lugar á la oposición deducida 
por la parte del seño- Castellanos en su exposición conte- 
nida de foja 111 vuelta ¿ foja 116, sin especial condena- 
ción en costas: cu consecuencia, se admite la prueba ofre- 
cida por la parte del expropiante en el acta de fojas 105 á 108 
y ténganse como parte de prueba, las piezas indicadas por la 
parte del expropiado á foja 116 vuelta. Líbrense los oficios 
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pedidos por .1 expropiante y Jecho tráiganse los autora objeto 
de señalar día eti que han de recibirse las pruebas ofrecidas en 
auilienuia pública. 

Así terminó, firmando el señor juez con los comparecientes 
p*>r ante mi de que doy fé. 

/ . Bravo. — Víctor .\et t ri. — 
C. T. Caste lianas. 

Ante mi: 

ttlernon Val avecino. 



VISTA DEL SESOR IMtOCUHADOK CEHEKAL 

H»*no, \irt-. Vmi.ml.r.- $\ de 181*8. 

Suprema lorie: 

Encuentra el recurrente que se desnaturaliza el carácter 
sumario del juicio di expropiación por el auto de Toja 128 
vuelta, en eJ que el juez a quo admite las diligencias probato- 
rias ofrecidas por el representante d«+- poder ejecutivo en la 
audiencia señalada al efecto. 

Dadoel carácter sumar i o del juicio que mot i ra estas actua- 
ciones, carácter establecido por |e) artículo 8 o de la 1er nacional 
sobre expropiación, de 13 de Setiembre de 1863, y reeonucído 
por la constante jurisprudencia establecida en los fallos de 
V. E., su tramitación se amolda al icedimiento que Ja ley 
prescribe para juicios análogos como los de interdictos. 

Habiéndose ofrecido por el expropiante diligencias probato- 
rias que sólo pueden practicarse mediante la intervención de la 
autoridad del juzgado, según constancias de foja 105 á foja 
108 Suelta, la admisión de esas diligencias concuerda con la 
amplitud de facultades que confiere al juez de la causa el artí- 
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culo 333 fie la ley de procedimientos civiles en lo federal, res- 
pecto á las pruebas aducid a8 y producidas, así com» á las maui- 
feiit uñones hechas por los testigos, y esta de acuerdo con el 
derecho indiscutible que tienen las partes para comprobar los 
hechos en que sustentan sus pretensiones. 

Si bien es cierto que la ley de expropiación no autoriza ex- 
presamente la apertura de la c;tusa á prueba, ante el hecho de 
no poderse producir la prueba ofrecida por una de las partes 
Biu órden del jueí, y unte el criterio de extricta igualdad en 
que la ley coloca a los litigantes para comprobar sus preten- 
siones, es procedente la admisión de las diligencias probatorias 
ofrecidas, por cuanto está permitido loque no e>U expresamen- 
te prohibido por la ley, sin que ello importe viciar el procedi- 
miento sumario del juicio, como loba declarado V. E. en el 
fallo del tomo 28. página 435. 

Por tanto, pido á V. K. la confirmación por sus fundamentos 
del auto recurrido de fojas 120 & 120. 

Sabiniano Kier. 



IT «II» I» HMpreM CofW 

Jjiieno* Aires, Itícienibre 15 de 189», 

Vistos : De acuerdo con lo resuelto por esta Suprema Curte 
en la cau*a que se registra en el tomo treinta y ocho, p;igina 
doscientas tres, de sus fallo- y por lo¡. 1 undamentoh concor- 
dantes del auto arlado de foja ciento veintiséis, se confirma 
éste, con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

■ 

BENJAMIN PA». — ABEL BAlAK. — 
OCTAVIO BUNGE. 



1 
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( AINA Hl 



Ifoti Cario* Vayssaire contra el Basteo Francés del ttio 
de tu l'tata, pop robra de pesos ; sobre liquidación 

Sumario, — La liquidación de una obligación á oro, debe ba- 
cerse b oro, y nu habiendo convenio sobre los intereses, éstos 
*h deben desd* la interpela, ion judicial, con arreglo á loa que 
.-ubre el Hinco cié la Nación en sus préstamos á oro. 



,; aíi0t _ Ejecutoríalo el fallo que se registra en el tomo 74, 
i ágina 423, se pr¿ictíeú liquidación de la cantidad adeudada por 
v\ Banco, cuy» apoderado la obsmo en cuanto al tipo de la cou- 
rersion, por estar dispuesto á pagar, capital é intereses, en oro 
efectivo; en cuanto á los intereses, cuyo punto de partida es 
errado y en cuanto al tipo de los mismos, que es de 6 ó 7 por 
* iento, en tratándole de somas á oro. 



rail* del J«**« V**m* 



l\\m\n* Aires. Noviembre i de 18Ü6. 

YtísIos: Proveyendo al primar pedimento del escrito de 
f<ija 199, resuelvo: 

i" Moditicar la liquida- ion de foja 197 multa, debiendo figu- 
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rar en ella el capital é intereses que se reclaman, en oro efectivo, 
cuyos intereses deberán contarse desde la interpelarían judicial, 
esto es, desde la fecha de la te manda. 

2 a Incluir en dicha liquidación la su raa de 15 pesos moneda 
nacional importe de los poderes presentados por el actor. 

3° El tipo del interés deberá ser el que m^i asnalmente cobra 
el Bañen de la Nación en sus prestarnos ¡l oro. 

Atfustin tJ/tínatnatn. 



Pullo úm ím luprrnM forlr 



liiieiíOi, Aires, EJieiemhre 15 d«- 

Vistos y considerando : Que la demanda de foja diez, ae re- 
fiere al pa.'n de ¡a obligación á oro *jue acreditan las boletas de 
depósito corrientes á fojns cuatro y seis. 

Que la sentencia de foja ciento sesenta y dos, conürmada por 
esta Suprema Corte X foja ciento ochenta y seis, condena al de- y 
mandado á abonar la cantidad reclamada en oro ó en moneda 
legal, al precio que tenga el día Di) que se verilique el pago, 
conformándose así á lo pedida en la misma demanda y á lo dis- 
puesto en el artfeulo ^«Mientas diecinueve del Código Civil. 

Que nada hay en autos qu<- demuestre la existencia de una 
estipulación especial sobré intereses de los depósito» citados de 
fojas cuatro y seis, siendo de Dotar, adema», que en la demanda 
sólo se reclaman los intereses legales y muratorios, y que en el 
escrito <le foja doscientos cuatro, por el cual se contesta la ojio- 
sicion del demandado respecto de la liquidación de foja ciento 
noventa y siete vuelta, no se alega siquiera por la parte ¡ictora, 
qtn- realmente hubiese convenio relative á intereses. 
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Que, en consecuencia, el demandado bóI o debe los intereses 
corridos desde la interpelación judicial, con arreglo al artículo 
quinientos nueve del Código Civil y al artículo quinientos se- 
senta del Código de Comercio. 

Que el tipo del interés lijado por el inferior en el sato recu- 
rrido, se ajusta á la prescripción del artículo quinientos sesen- 
ta y cinco del Código de Comercio, 

Por i-stos fundamentos, se contirma oon costis, ti auto de 
foja doscientos seis vuelta, en la parte apelada. Nutifíquese con 
el original y repuestos los sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN t'AZ. — ABEL BAtAft . 
OCTAVIO BUNGfi. 



4JAUHA WmiUl 



Don José F. Mociet; sobre exención del servicio militar 

Sumario— Si el hijo de madre viuda es hijo natural, no 
precede la excepción del servicio militar. 



Caso.— Doña Buenaventura Maciel hoHoilú de la junta, que 
su hijo José, único y que atiende á su subsistencia, fuera ei- 
ceptuado del servicio militar, con arreglo al articulo 46, ley nú- 
mero 3318. La junta le negó por tratarse de un hijo natural. 



t--:.---- . ■ ■ ■ - 
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VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Humos Aires, Octubre de lWíÉt. 

Se/ior J«es : 

Resultando de los antecedentes que preceden que la señora 
madre del recurrente no ei viuda, y de acuerdo con Vx doctrina 
sentada en casos a nálogos, sírvase V. S, confirmar la resolu- 
ción de la junta, de foja 9 vuelta. 

J. Botét, 



Wmiím 4*1 Jar» rtiwil 

Rueños Aire*, Octubre i»¡ de 189S. 

Autos y viatos: Por sus fundamentos, y de acuerdo con lo 
dictaminado por el procurador fiscal, Be confirma la resolución 
de la junta de excepciones, de foja 9 ruelta. 

Ayustin (Jr diñar rain. 



VISTA DEL BEflOR PROCURADOR GENERAL 

Rúenos Aires, Noviembre de 

Suprema Corte : 

* 

La partida de foja 2 reconoce al bautizado Fructuoso Maciel 
la condición de hijo natural ; y esa condición no es negada por 
la madre, ni desvirtuada por constancia alguna del proceso. 



i 
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N'ose ha justilicado por aquélla su estado tío viuda, y las 
declaraciones de testígou que conocen de poe tiempo á la re- 
clamante doña Buenaventura Macíel, no constituyen prueba le- 
gal al respecto. Por otra parte, ella atirma á foja i 5 que es viu- 
da de don Eduardo Sarabuni, de loque resulta que no es viuda 

del padre del menor Maule I. 

Como la ley número 3318 al referírselo su artículo 20, al hi- 
jo único de madre viuda, supone al exceptuado hijo del matri- 
monio disuelto por la muerte del padre, encuentro justa la re- 
solución recudida de foja 1K v la de referencia d<> foja U vuelta, 
v pido i V. E. desirva confirmarla. 

Sabiniano Ktet . 



Vmitm de I» tapnaia Cwri* 

Bueno» Aires, Diciembre 15 de 1888. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señoi 
Procurador general, y oon arreglo a la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte en casos análogos, se confirma, con costas, el 
¡uito apelado de fojadiei y o< h". Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAIAN. 
— OCTAVIO BUNGK * 
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Don Pedro .tí. Espinosa i hijo, contra ta provincia de Ituenvs 
Aires, por posesión de terrenos; sobre prueba </<■ testigos 

Sumario. — Vencido el término probatorio, no admisible 
la pruebade testigos, que no ha podídn practicarse dentro de él, 
por culpa de la parte. 

Caso. — Reuní tu Util 



Hueiio* Aires. Diciembre 15 Je 

Resultando de las diligencias de foja ciento sesenta y sei* 
fuella, foja ciento sesenta y siete me Itu y foja t iento sesenta y 
ocho vuelta, que los testigos á que e&te escrito se refiere están 
fuera de la Capital, lo que hace que no baya sido posible citarlos 
en virtud del auto de foja ciento sesenta y cuatro, á eon.seouen- 
cias de indicaciones inexactas ó inducientes de la parte que ios 
ofreció. 

Que las rectificaciones que en el precedente es pito su hacen 
respecto al domicilio dtd doctor Waldorp. sirve á probar la falta 
imputable al interesado por haber designado antes un otro do- 
micilio. 
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<¿iu á toílo esto si; agrega, que hasta el pre*e te ni siquiera se 
dice cuál sea ta residencia del testigo MeHici, orno fuera nece- 
sario si hubiese de dirigirse oficios ú eihortoa . objeto de su 
citar ion. 

C¿u«ea de derecho, declarado por la jurispru ncia constan- 
te, que la prueba de testigos no puede producirse después de 
vencido el término de prueba, sino cuando no ha podido pro- 
ducirse dentro de él, no obstante la diligencia fie la parte y sin 
falta que le sea imputable. 

Por estoy estando vencido el término, no ha Jugar. Repóngase 
el papel, 

BKHJAHIA PAZ. - ABfeL KAZAN. 
— OCTAVIO BUNGK. 



t AUNA itCXXlV 



El Ferrocarril del Sud contra doña Carmen de Michea 
por expropiación; sobre competencia 

Sumario. — I o No corresponde el fuero federal poí r«00 de 
personas, ai la parte que tiene derecho de invocarlo, después de 
entablada la demanda y antea de ser contentada, ha ocurrido á la 
justicia provincial. 

2° La declaración de quedar sin efecto los autos dictados por 
el juez que se ba declarado incompetente, no causa Agravio 
y no es susceptible de recursos. 



«apa»*-? • p 
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Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



rail* 4rl Jw« Fe*«r«l 



La Piala, Agosto 3 Je 

í vistos: Ka el incidente promovida á foja 24, por el repre- 
sentante tte doña Carmen P. de Miclieo. aoíiri le tan ta miento del 
auto quomandúdar la posesión provisoria al Ferrocarril del Sud, 

Y considerando; 1" Que según resulta di 1 testimonio de fojas 
21 ú 23, que no ha sido vulnerado por la parte del Ferrocarril del 
Sud, ésta, después de haber promovido el juicio de expropiación 
ante este juzgado y obtenido la posesión provisoria, se prest- ti fcÓ 
;mte el si ñor juez de provincia, respondiendo á un juicio que te 
Imbía promovido la señora de fclictieo, y acatando la jurisdicción 
dti aquel juez, justificándose con que había ocurrido á este jui- 
g.ido en la creencia >¡uv dicha señora residía en el Saladillo. 

2* Que este hecho no ha sido desvirtuado de ninguna manera 
en estos autns, de los que resulta, compulsados los hechos, que 
ese acatamiento de otra jurisdicción, según el testimonio refe- 
rido, tuvo lugar en Octubre del año próximo pasado, y la últi- 
ma providencia dictada en <ste juicio, lo fué en 4 leí mismo 
mes y año, habiendo, por consiguiente, transcurrido más de 9 
meses el expediente paralizado hasta que se presentóel referido 
escrito de foja 24. 

8* Que si bien es cierto que el Ferrocarril del Sud no ha de- 
sistido de ista expropiación, y pedido el archivo de este expe- 
dienta «on la devolución del precio depositado, ofrecido y no 
aceptado, no lo es menos que ocurriendo posteriormente a otro 
tTihnnal en la forma que lo ha hecho, acatando su jurisdicción 
de hecho y de una manera indudable, desistía del presente jui- 
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ció, Mtytf» si» jurisdicción á este juzgado, y esto lo ratilku el 
largo tiempo que se Ha dejado paralizado este expediente, *in 
solieitar medida alguna tendente* en prosecución 

4- Que siendoé«t..así, no pede el Ferrocarril del Sud pretal- 
derquese siga ó continúe el juicio de expropiación aiiíe este 
juzgado, á quien ha desprendido de su jurisdicción Y, por con- 
siguiente, no puede seguirse ulteriormente. 

Fot los fundamentos precedentes, y teniendo en cuenta las 
resolución, h de la Suprema Corta sobre el deber en que están 
j 1tB jueces de desprenderse de ulicio, del asunto, cualquiera que 
fuera su estado, cuando llega ásu conocimiento que lia cesado 
su jurisdicción, por hechos propios de las partes, se dedara t. r- 
minada lu jurisdicción de este juagado para continuar conocen- 
do en el prégate juicio, y archívese con conocimiento de losin- 
teresados. Regístrese, notifiques* « un el original y repóngase 

U< faja8 ' Mariano & áe Aurrecoethea. 



U Plata, Agosto 44 de 189b. 

Autos)' tístos: Considerando que una vez que el juzgado se 
ha declarado sin jurisdicción, las resoluciones que esta declara- 
toria afecta, quedan sin efecto, debiendo tan sólo limitarse el 
juzgado una vezquequede ejecutoriada aquella declaratoria 6 
procidencia, á comunicarla ai juez de provincia que subrogo al 
infrascripto pe * voluntad de las partes, á los efectos á que haya 
lugar. Por esto, aténgase á lo resuelto con declaración de que 
las costas, en razón do la naturaleza del juicio, deben pagarse 

en el firdeu causado. fljgwfeM S. de Áurrecoechea. 
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VISTA DEL SEÍÍOR PROCURADOR GERERAL 

buenos Aires, Noviembre 3 de 1«*8. 

Suprema Corte : 

El recurrente reconoce a foja 30 que después de presentado 
al juez federal, ocurrió al juez de U provincia, ante el que ha 
hecho un <iep6s¡to y obtenido, en coniii-cuencia, el levantamien- 
to de la orden de suspensión de las obras. 

Agrega a foja3t rueltu, que los procedimientos han sido en- 
torpecidos por la con t rapar te, con apelaciones que han ido 
hasta la suprema corte de la provincia, sin que ge haya dado un 
paso, y ni aun respecto al nombramiento do perito. a,tie es el 
primer trámite que hay que llenar. 

Et tt stimunio agregado t!e fojas 2f a 23, cortobora lo expues- 
to, estableciendo que habiéndose ocurrido a ta justicia federal 
por una equivocación fundada en la diversidad de domicilios, 
*e había convenido en someter a la jurtsdiicino provincia 1 * la 
presente expropiación. 

Tales antecedentes prueban el sometimiento de la empresa á 
la justicia provincial. 

Trabado el juicio ante la justicia ordinaria, es procedente su 
continuación ante la misma ja que se trata de un ferrocarril 
acordado en virtud de un¡i ley provincial y destinado á funcio- 
nar dentrode los límites de la provincia de Buenos Aires. Pido 
por ello n V. E. se sirva confirmar el auto de foja 37, en cuan- 
to deolara terminada la jurisdicción del juez a ywo, por los pro* 
cedímientob convenidos por las partes y llevados de romun 
acuerdo a la jurisdicción provincial. 

Sabihiano Kier. 
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IaMo 4e I* iuprfMt «/«rte 

Huenns Air* 1 *, Diciembre 15 de 189M. 

Vistos y considerando: Qw seg^n las constancias di- autos, 
td juicio de expropiación A que Hitas actuaciones se refieren 
nunca se radici ante la justicia federal* mediante la >manda 
y la respuesta, porque, aunque fué iniciada ante ella por él 
ferrocarril, la demandada no vino á la cansa, ni la continuó el 
demandante. 

Que pendientes la* actuar iones promovidas por el actor ya 
mencionada*, una y otra de la» parles lian ocurrido ante la jus- 
ticia provincial, al objeto de seguir el juicio de expropiación, 
aceptándose así esa justicia por parte del ferrocarril. 

Que la jurisdicción provincial es prorroga!*!*» por aquel á • uyo 
favor se ha establecido la justicia federal, en tratándose de 
causas en que éstaaolo procede por razón de las personas, según 
lo dispone el inciso cuarto, artículo doce de la ley di- jurisdic- 
ción y competencia, debiendo conforme al mismo artículo sus* 
tamiarse y decidirse la causa ante la jurisdicción prorrogada. 

Que, en consecuencia, el ferrocarril está obligado & continuar 
la causa ante la justicia provincia! que voluntariamente lia 
aceptado, aun dado que, á no existir este antecedente, hubiera 
tenido el derecbo de acudir ante la justicia federal para gestio- 
nar la expropiación. 

Por esto y sus fundamentos concordantes se confirma el auto 
apelado de foja treinta y siete en cuanto declara la incompeten- 
cia de la justicia federal. 

y considerando respecto á la apelación y nulidad interpues- 
ta ti foja cuarenta y dos y otorgada aV foja cuarenta y dos vuelta: 
que el auto de foja cuarenta vuelta, aclarando el de foja treinta 
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y siete, contiene declaración explícita en el sentido de btbeTse 
por sin efecto las resoluciones adoptadas por el juez en ejercicio 
de una jurisdicción que reconoce no tener. 

Que tal declaración es bastante para salvaguardar loa dere- 
chos de la parte de ta señora de Miclieo, pues que queda habili- 
tada para hacer valer todos los que tenga ante el juez que cono- 
ce de la causa, desde que se ordena dar & éste, conocimiento de 
la insubsisteitciade los actos leí juez federal y desde que en su 
virtud no pueden hacerse valer i sos a* tos y contra la citada 
parte. 

Que por tanto, los recursos deducidos por la señora düMicheo 
no se dirigen contra auto* con fuerza de definitiva, en su «laño 
6 que le traigan gravámen irreparable, en cuyo caso la aclara- 
toria de foja cuarenta vuelta no ha podido autorizarlos recursos 
debidos con arreglo ul artículo duscieutos seis y doscientos 
treinta y <. *trode la ley de procedimientos. 

Por esto se declara mal concedido el recurso de foja cuaren- 
ta y dos. 

Y considerando en cuanto n la apelación sobre costas: que los 
antecedentes de que se ha hecho mérito en este fallo, no autori- 
zan su imposición. 

Por esto se confirma á ese respecto el auto de foja cuarenta 
vut'lta. Notifíquese original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PA1. — ABEL BAlAN. — 
OCTAVIO BUNGB, 
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CAUSA frcXXVVI 



La * Gran destilería Buenos Aires*, contra don Generoso Mosca 
por falsificación de marca de fúrbica; sobre pruebas. 

Sumario. — En las causas de falsificación de marcas, puede 
pedirse como prueba, la inspección y visita domiciliaria previs- 
ta en el articulo 399 del Código de Procedimientos en lo crimi- 
nal. 



Caso.— Estando recibida la causa á prueba, el apoderado de la 
parte querellante, fundado en el artículo 409 del Código de 
Procedimientos en lo crimin a, solicitó que se practicase una 
inspección ocular ó visita domiciliaria dol lugar de la falsifica- 
ción, medida autorizada por el artículo 399 de dicho código. 



MI* ««I Smmm Mml 

Buenos Aires, Noviembre 9 de 1896. 

* * * • ■ • 

No encontrándose autorizada la medida de la referencia, en la 
forma que se solicita por el titulo 19 del Código de Procedi- 
mientos en materia criminal, no ha logar . 

Granel, 

T, liiti 38 
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Amtm del Jims Federal 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1898. 

Autos y vistos: Y considerando: Que en los juicios de esta 
naturaleza, el tribunal nunca procede de oficio, por prohibición 
expresa de la ley de la materia. 

Que la medida que se solicita, fundada tu el artículo 398 del 
Código de Procedimientos en materia criminal, es contraria á 
esa disposición, y no le da derecho al peticionante para óSti- 
girta. 

Que aún suponiendo que procediese la indicada medida, da- 
do ftl estado de la causa, no podría el juex acordarla con la re- 
serta que se solícita, sin quebrantar la disposición del artículo 
478 del Código citado. 

Por esto, no ha lugar á la revocatoria solicitada y se concede 
el recurso subsidiariamente interpuesto, debiendo elerarse los 
autos á la Suprema Corte en la forma de estilo. 

Gervasio F, Granel. 



rail* da la Ihpmm Carla 

Üueaos Aires, Noviembre 17 do 1808. 

Vistos y considerando: Que con arreglo at [articulo cuatro- 
cientos sesenta y ocho del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, incumbe á la acusación la prueba de los hechos para jus- 
tificar la criminalidad del procesado. 
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Que el artículo cuatrocientos .sesenta y nueve del mismo Có- 
digo, establece que rigen, respect. de los medios de prueba en el 
plenario tas disposiciones de los títulos respectivos. 

Qufi entre esas disposiciones, se encuentra la del articulo tres- 
cientos noventa y nueve, qae autoriza á practicar investigacio- 
nes en la habitación ó domicilio del procesado, siempre que pue- 
dan hallarse objetos útiles para el descubrimiento y compro- 
bación de la verdad. 

Que el querellante funda su petición de foja treinta y una, in- 
vocando la eiistenciade los extremos requeridos por el citado 
artículo trescientos noventa y nueve. 

Que habiéndose declarado por U jurisprudencia de esta Su- 
prema Corte, que juicios de la naturaleía del presente no deben 
empezar por sumario, no puede denegarse la práctica de la dili- 
gencia solicitada en vista de lo dispuesto en el artículo cuatro- 
cientos sesenta y tmeve del citado Código y porque ello impor- 
taría, ademas, privar al acusador de un medio de prueba esta- 
blecido por la ley. 

Por estos fundamentos, se revoca al auto apelado de foja 
treinta y dos, declarándose que procede, en el caso, la diligen- 
cia pedida áfoja treinta y una. Notifíquesc original y devuél- 
vanse, reponiéndose el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA- 
HELA. — ABEL BACAN. 
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4'ACJHA «Tl.UVH 



Crim mal contra Miguel Delecarro, por circulación de billetes 

de curso legal [alaos 

Sumario,— El reo de circulación de Mili tes de oiirso legal 
falsos, es pasible de la pena prevista en el artículo 62 de la ley 
pea:il nacional . 



Cuso.— Resulta del 



rallo del Jun Feder»! 

lí nonos Aires, Octubre 15 de 1S9& 

Y vistos : estos autos seguidos contra Miguel Delemrro, de 
39 años, soltero, jornalero y domiciliado en la cali* de Chile 
número 556. 

Recolta: Que por denuncia hecha ante la Comisaría dt* la 
sección por él agente do servicio de la misma, José Artaza, 
de que encontrándose de facción en la esquina de las falle* de 
Martin García y Piedras, vio reñir un sujeto corriendo, siendo 
perseguido por otros dos, que trato de detenerlo, to que pudo 
conseguir en las calles Patricios y Diamante, donde se junt.'icon 
los individuos que lo perseguían; qae por una de dichas perso- 
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ñas, que dijo Humarse Antonio Acierno, y ser dueño de) almacén 
calle Tacuarí número 2058, supo que el sujeto detenido, que re- 
cio u sabe se llama Miguel Deiecarro, se había presentado alai- 
macen y había hecho un gasto por valor de un peso con 80 cen- 
tavos, dándole para cobrarse un billete de 10 pesos, habiéndole 
entregado el resto. Que en seguida había vuelto con utru billete 
del mismo valor pidiéndole su lo cambiara por dos billetes de 
cinco pesos. Que momento* des púa* se había presentado nue- 
vamente cou otro sujvlo á cuiuprur un quilo de suiunie, que 
arreglaron pur 90 centavos, dándole en pago un nuevo billete 
du 10 pesos. Que Humándole la atención, les pidió que espera- 
ran un momento y fué á consultar al inquilino principal sobre 
la legitimidad del billete y supo por éste qin* era falso. Que re- 
gresando al negocio trató úu entretenerlos mientras duba aviso 
á la policía para hacerlos detener ; pero éstos, sospechaudo de 
qué ae trataba, emprendieron la Tuga, siendo perseguidos y dete- 
nido Deiecarro pur el expolíente. Que según manifestación de 
\rcieuo, han presenciado el hecho den José Cicenio y don Jor- 
ge Fidelo, 

Que mandado instruir el sumario correspondiente, fueron in- 
terrogados los testigos Cicenio y Fidelo, quienes corroboran lo 
alirmado en la denuncia y declaración de Acierno. 

Que interrogado el procesado Deiecarro sobre los he« bosque 
motivan esta causa manifestó: Que no ha estado en el almacén 
calle Tacuarí número 2058, que no sabe por qué ha sido dete- 
nido, y que los billetes falsos agregados alosantes, nunca le han 
pertenecido y que en el dia del suceso no ha andado acompa- 
ñado de nadie. 

Que cerrado el sumario, el procurador liscal presentó su acu- 
sación á foja 27 vuelta, pidiendo que el procesado Delecarro fuese 
condenado á la pena que determina el articulo 63 de la ley de 
1 ¿de Setiembre de 1863, comu circulador ó agente de unafalsi- 
fieacioude billetes. 
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Corrido traslado de la acusación el defensor del procesado se 
expidió á foja,., 

Y considerando : I o Que de los antecedentes de este proceso, 
resulta que el encausado Migue) Demarro cítcuIó los billetes 
falsos de banco, que correa agregados de fojas i a 3 inclusive. 

3* Que este hecho se encuentra debidamente comprobado ron 
las declaraciones de Antonio Aoierno, foja 8; José Cicenio. foja 
8 vuelta; Jorge Fidelo y denuncia del agente de policía de fo- 
ja 8. 

it° Que a pesar de la negativa del procesado, de no haber te- 
nido participación en el delito que se le imputa, nada se ha pro- 
bado por ta defensa para que pueda ponerse en duda lo unánime- 
mente depuesto por los testigos ju citados. 

4* Que ante tal hecho y la forma en qne Delecarro circulaba 
los billetes de banco faisificadus, es indudable que en el presen- 
te caso se trata de un circulador de moneda falsa 6 agente de 
una falsificación de billetes, por lo que se ha hecho pasible de la 
pena que determina al artículo 62 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Poresios fundamento* y de acuerdo con lo pedido por el pro- 
curador fiscal, fallo: condenando á Miguel Delecarro, ¡í la pe- 
na de cinco años y medio de trabajos forzados y á una multa de 
«750 pesos fuertes y distas del juicio, debiendo descontarse de 
esta pena, el tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida á 
razón de dos días de ésta por uno de trabajos forzados. Hágase 
saber al señor Jefe de policía, notifíquese con el original y en 
oportunidad comuniqúese esta resolución al Director de la Peni- 
tenciaría, 

Gervasio F. Granel. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Bu* nos Aires, Noviembre 30 de 1898. 

Suprema Corte : 

Está demostrado el hecho de circulación de billetes falsos del 
Banco de la Nació» Argentina, por el procesado Miguel Dele- 
carro. 

Esta demostración es legalmente convincente, y la dofeasa 
misma lo ha reconocido en sus alegatos de fojas 29 y 4& 

La pena impuesta es la que corresponde según lo proscripto 
en el artículo 62 de la ley sobre crímenes contra la nación, y no 
mediando circunstancias agravantes ni atenuantes, el término 
medio de aquélla, procedía, en el caso, con sujeción á lo dispues- 
to ai respecto, por el orfcícuio 52 del Código Penal. 

En mérito de lo expuesto, pido á V. E, ge sirva confirmar, 
por sus fundamento*, la sentencia recurrida de foja 40. 

Sabiniano Kier. 



rali* de I» taprm» CMe 

Buenos Aires, Diciembre 17 do 1898. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, so confirma la sen- 
tencia apelada de foja cuarenta. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— AREL BAIAN. — OCTAVIO 
BUA GE. 



440 



FALLOS BE LA SUPREMA CORTE 



CACHA CCCXXIVIII 

i 

Criminal contra Pedro Sanúino, por circulación de billetes falsos 
de curso legal; sobre excarcelación 

Sumario.— No procede la excarcelación proTÍsoria, en tas 
causas por circulación de billetes falsos de curso legal. 

Caso.— Lo explica la f ista del señor Procurador general. 



General Acha, Octubre Si de 1«J8, 

Autos y fistos: Considerando : que e! delito atribuido al pe- 
ticionante es de carácter nacional, hallándose, por lo tanto, 
comprendido en la disposición del artículo 60 de la ley del 14 de 
Setiembre de 1803. Que Ja pena establecida en aquella disposi- 
ción, atendida la naturaleza del delito en cuestión, hace á este 
inexcarcelable, de acuerdo con la disposición del artículo 370 
Código de Procedimientos criminales. 

Por ésto y de conformidad con lo dictaminado por el igente 
fiscal, no ha lugar á la excarcelación solicitada por el procesado 
Pedro Sandino, con costas. 

Baltasar S. Beltrun. 
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VISTA UEL 8EN0H PROCLIlADOR GENERAL 

Ilueno* Aires, Noviembre 28 de 1898- 

Suprema Corte: 

El procesado expresa que está encausado par atribuírsele 
complicidad en la circulación de billetes de banco falsibcados. 

A ese delito corresponde la pena de trabajos forzados, según 
prescripción del artículo 63 de la ley sobre crímenes contra la 
nación, de 14 de Setiembre de 1863. Si aquella pena puede 
sufrir modificaciones, sólo puede apreciarse y resolverse en la 
sentencia definitiva. 

Entre tanto, la pena de trabajos forzad»* determinada en la 
ley no puede autorizar la excarcelación bajo fianza, que según 
la ley número 3508 sólo procede cuando el hecho que motive 
la prisión del procesado tenga sólo pena pecuniaria ó corporal 
cuyo promedio no exceda de dos años de prisión. Por ello pido 
á V. E . se sirva confirmar el auto recurrido de foju 2. 

■ 

Satñntano Hier. 



Buenos Aires, Diciembre 17 de 1698. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja dos. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAUH. 
— OCTAVIO BUKGE. 






4 H * U\l\ 



Don Gastón A'eco/, contra la municipalidad de ta Capital 
sobre devolución de yarantla 



Sumario. — Rescindido e! contrato por acuerdode las partes, 
debe restituirse lo entregado para garantía de híi cumpli- 
miento. 



Caso. — Resulta del 



Y Tiátos : i'stos auto» seguidos por don Gastón Ñeco! contra 
la municipalidad de la Capital, por devolución de la cantidad de 
8000 pesos nacionales depositados por él A la órden de aquella, 
en calidad de garantía para el cumplimiento de un contrato que 
tenían celebrado. 

Resulta. El señor Necol expone: 1 que con fecha 20 de No- 
viembre de 1894» su cedente don Aquilea Saha, celebró con la 
municipalidad un contrato de locación referente a 1 adoquinado 
de la calle Santa Fé desde Maldouado basta Moreno, recibiendo 
aquélla en garantí i del contrato, la suma de 8000 pesos moneda 
nacional, que actualmente retiene. 



Valí» del Jilea Federal 



Hílenos Aires. Abril 14 de 18W 
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2 o Qui* cu nudo se disponía á cumplir el contrato la munici- 
palidad modificó el aucho déla calzada de 24 metros 32 centí- 
metro^ 17 metros 32 centímetros. 

3° Que no pudiendo el senur Salza hacerse cargo de la obra 
ea esas condiciones, pues la alteración hecha destruía loa cákru- 
lo-- de bene(ioi >s j inus aún cuando 1¡i desvalorizacion del papel, 
con relación al oro, seguía acrecentando. Pidió y obtuvo la res- 
cisión del contrato, pero no la devolución de lu garantía expre- 
sada, por la cual viene ú demandarla ante este juzgado, aboyado 
en las disposiciones áfr tos artículos 663 y 665, Código Civil. 

4 o Que acompañe la escritura de cesión hecha en su favor por 
el señor Salza. 

Corrido el traslado de la demanda, expone el representante de 
la municipalidad : 

i" Que se debe rechazar la demanda porque el contrato que- 
do sin efecto, por razón de que, según Salzamismo lo manifestó, 
no podía darh* cumplimiento, por lo cual perdió, de acuerdo al 
artículo 11 del mismo, lagarantia depositada. 

2 o Que el informo del ingeniero Mallot es lu mejor demos- 
tración de la injusticia del pedido de Salza y de su cesionario, 
por cuanto la municipalidad no fijó, ni en el pliego de condicio- 
nes ni en contrato él nneho de 24 metros 32 centímetros, que 
dice Salza sirvió de base á lo licitación, ni hubiera podido ha- 
cerlo desde que el ancho determinado era de 17 "32. 

3» Que el juzgado canee de competencia para conocer de esta 
causa, pues el artículo 19 del contrata establece que todas las 
cuestiones que se susciten entre los contratantes, se resolverán 
administrativamente salvo el recurso que acuerda la ley orgá- 
nica, y los señores Salza y Necol han consentido la resolución 
del in ten di rite sin ap.-lar ante el concejo. 

Abierta á prueba la causa se produjo únicamente por parte 
del actor los expedientes administrativos agregados A !os autos. 

T considerando ; I o Que ni en el coutrato ni en el pliego de 
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condiciones con arreglo ni cual se presentaron las propuestas 
para el adoquinado fie ta calle Santa Fó desde Puente Matdonado 
hasta la calle Moreno, se ha establecido el ancho á dársele á la 
calzada, por lo cual debe entenderse que lo que se ha querido 
contratar y se ha contratado, es el adoquinado de dicha talle 
en la extensión que los mencionados documentos expresan en el 
ancho que tenía en la época del contrato. 

2* Que el ingeniero director de las obras publicas de la 
municipalidad, al proponer el nutro ancho á dársele 6 la calzada 
de adoquinado dice que, como es sabido, la calle forma un tra- 
yecto irregular que varía en ancho entre veintiséis metros y 
cuarenta, cuyo ancho aconseja se modifique reduciéndolo a diez 
y siete metros con treinta y dos centímentros, dejando en algu- 
nas partes diez de vereda, de los que seis serán de material re- 
glamentario y lu demás de césped . 

3 a Que esta proposición fué aceptada por el señor intendente 
recien en fecha 6 de Diciembre del 94, mientras que el contrato 
fué celebrado ei 20 de Noviembre. 

4° Que habiendo sido contratado ¿ razón de 8 pesos con 50 
centavos el metro lineal de vereda, es duro que la disminución 
del ancho de la calzada no sólo puede disminuir la ganancia en 
casode que ella bubiereezistido, sino también suprimido y hasta 
convertirse en pérdida pata el contratista, pues él ha hecho in- 
dudablemente sus cálculos bajo la base conocida, j si con un 
precio de 2 pesos 40 centavos por el metro lineal de cordón po- 
día resultarle ganancia, adoquinando 20 metros por ejemplo, al 
precio de 8 con 5, en vez de ganar perdería, ai por el mismo 
pr> ció tuviera que adoquinar sólo 17 metros. 

5° Que con arreglo á lo dispuesto en el artículo 1197 del 
Código Civil, el contrato es la ley para Jas partes y & él deben 
sujetarse romo & \a ley misma, finque ninguno de los contratan- 
te- pueda introducir reformas en él, sin consentimiento del 
otro. 
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6 o Que la voluntad de los contratantes ha sido indudable- 
mente que la naliada tuviera el ancho de la propia calle en la 
época del contrato, pues en la cláusula 6" se estipula que para la 
ejecui i«m del afirmado se tendrá siempre preparada una capa de 
50 m- tro, de longitud, etc., y en la 7 a se expresa que esa capa 
descansará sobre el macadam actual, lo cual demaestra loque se 
deja dicho. El ancho déla calle, según lo dioe el Ingeniero déla 
municipalidad, era en aquel tiempo de 24 y 40 metros. 

Ademas, no se puede suponer que la intención de la municipa- 
lidad fuera dar el ancho de 17 metros con 34 centímetros, como 
lo pretende, y que se hubiera olvidado de consignarlo, pues t»n el 
contrato y en el pliego do condiciones que le ha seTvidode Wase, 
se lia sido prolijo en detalles. Un efecto, está consignada la al tu- 
ra, el ancho, la forma de los adoquines, las dimensiones de la 
capa de escombros, la extensión á adoquinarse de la calle, pero 
nada que se refiera de una manera clara el ancho de la calle. 

V Que habiéndose modificado el contrato sin el consenti- 
miento de Saka, éste ha tenido el derecho de pedir su resci- 
sión y la inunii ipalidad, al acordarla, ha debido conceder la de- 
volución de la cantidad de 8000 pesos deposi tadosen calidad de 
garantía, pues rescindiendo el contrato si» culpa del contratista, 
y tratándose de nna cláusula pena!, es aplicable lo diapuesto en 
el articulo 665 del Código Civil. 

8° Que por lo que respecta á la incompetencia del juzgado 
para conocer de este asunto que ha sido alegada, basta decir que, 
como lo tiene resuelto la Exraa. Corte en el fallo XXXIX, to- 
mo 1 4, 2* sérití, las cuestiones relativa* á la interpretación de 
los contratos de la naturaleza del presente, son de laconipeten- 
cia de los tribunales ordinarios de justicia y en el caso, de este 
juzgado. 

Por lo expuesto, detinitivamente juzgando, fallo: haciendo lu- 
gar á la demanda entablada y declarando rescindido el contrato 
celebrado entre don Aquiles Salía y la municipalidad do la Ca- 
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pita!, panel adoquinado de la calle Santa Vé en la extensión 
indicada; ordeno que la segunda devuelta al cesionario de los 
derechos de aquél, laoatitidad de 8000 nacionales depositados 
en garantía del cumplimiento de la obligación, eon los interesas 
á estilo de Banco desde el día de la demanda, y dentro del tér- 
mino de 10 días, sin oostae. 

Juan del Campillo. 



Falla de la Suprema Carie 

Dueño* Aires, Diciembre 17 de 1898. 

Vistos y considerando : Que, como lo hace constar la parte 
de la municipalidad al expresar agrarios, el contrato que ha 
motivado esta causa estaba ya rescindido, antes de la iniciación 
de la misma, por mútuo consentimiento de loa internados. 

Que ese acuerdo de voluntades fué el resultado de propuesta 
hecha por parte de Salía, aceptada por la municipalidad, haciendo 
valer aquél no sólo Jos inconvenientes procedentes de las tluctua- 
ciones de la moneda, encarecimiento le los materiales de cons- 
trucción y otros motivos de carácter personal, sino también la 
circunstancia de haberse reducido el ancho de la calle que debía 
adoquinarse, haciéndose esa reducción por acto de lu municipa- 
lidad, posterior al contrato y sin que el proponente Salta la hu- 
biera consentido. 

Que con talea antecedentes, la municipalidad m> ha podido 
pretender después que Suba haya incurrido en penu por la falta 
de cumplimiento del contrato ó en la pérdida de la suma depo- 
sitada parala seguridad del mismo, porque el citado conirato 
no dejó de producir sus efectos propios, por falta de Salza ó por 
bu arrepentimiento, sino por acuerdo de los dos contrayente», 
motivado en causas que les son recíprocamente imputables. 
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Que en tal cas-*, las relaciones de las partes deben entenderse 
Tegidas por el artículo mi! doscientos del Código Civil, con tanto 
más razón cnanto que, en la¿ obli^iciunes recíprocas, laobliga- 
cion de uno délos obligados es la causa generadora dp la obli- 
cton del otro. 

Por esto y por sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de foja cuarenta ynuive, no haciéndose lugar 
á la condenación en coawa por no haber mérito para ello. Noti- 
ftquese original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUSCE, 



Criminal sobre extradición requerida por el gobierno italiano, 
contra Juan lioero y Josefina C omero , procesados por homi- 
cidio. 

Sumario. — Debe concederse la extradición, cuando el caso 
es de los previstos en la ley de la materia, de 25 de Agosto de 
1885, y, á falta de tratado, se ha ofrecido reciprocidad, y se 
han llenado los requisitos exigidos por la ley de procedimien- 
tos eu lo criminal. Pero debe concederse bajo la condición do 
que, si hay lagar apena, ¿ata sea la más benigna con sujeción 
& la ley del país requirente y del requerido, 

Caso. — Resulta de las siguientes pietas ; 



448 FALLOS l>E LA SUPREMA CORTE 

r*lt« del Jw*« reácral 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1898. 

Vistos: las presentes ¡i ctu ación es avenida* á solicitmí di- la 
Legación de! reino de Italia, par;i la extradición de Juan Boero 
y Joaeiina Cornero, procesados pur homicidio, oidas las duela- 
raciones, la defensa y eldictáiuen fiscal. 

Y considerando : I* Que no existiendo tratado de extradición 
entre el ruino de Italia y la República Argentina, este pedido 
debe ser conocido y resuelto de acuerdo con el artículo 646, 
inciso 2 o , del Código de Procedimientos en lo Criminal, 

2 o Que la naturaleza del delito imputado á los requeridos, ea 
de aquellos que autorizan el procudímiento de extradición con 
arreglo al principio de reciprocidad, la practica uniforme de 
las naciones y lo que dispone nuestra lev de 25 de Agosto de 
1885, en sus artículo» 1° > t2. 

3 a Que con la comunicación que se solicita la extradición, se 
ha acompañado el mandato de pristo» expedido por tribunal 
competente y los demás recaudos que prescribe la segunda 
parte del inciso 1°, los datos, antecedentes y copias que exigen 
los incisos 2° y 3 a dal artículo 651 del Código citado. 

4" Que de los antecedentes suministrados por los requeridos 
en sus declaraciones de fojas 28 y 30, se ha comprobado que son 
las mismas personas que se a»- laman un la presente solicitud 
de extradición, 

5* Que las razones que aduce el dufenbor para sostener que 
el presente pedido de extradición no procede y que han sido 
contestadas en los anteriores considerandos, son de aquéllas 
qae hieren la validez intrínseca de los documentos producidos 
por el gobierno italiano y cuya discusión no permite el artículo 
655 del C6digo de la materia. 
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6 o Que la falta de iu di sigilación exacta del hecho criminoso 
y la determinación de su fecha, que alega la defensa y A la que 
el procurador fiscal le . acuerda mérito su ticieu te para fundar 
la negativa 4 este podido lie extradición, no es atendible A juicio 
del que suscribe, porque esa designación consta de los documen- 
tos acompañados por el gobierna italiano, como se deja mani- 
festado en el tercer considerando. 

V Que la Taita de designación de lan circunstancias que 
rodearon el hecho que motiva esta solicitud, para graduar 
el castigo y hacer uso de la facultad que acuerda el artículo 
667 del Código de la materia, argumentado por la defensa j por 
el señor procurador fiscal, carece de importancia si se considera 
que el artículo mencionado se reliere á sentencias y no ¡i u*i pe- 
dido de extradición, que tiene por base on simple mandato de 
prisión contra presuntos delincuentes. 

8* Que no obstante lo expuesto, no se nota la ausencia de las 
circunstancias o que se reliere Indefensa y el ministerio público, 
pues elias constan de los recaudos acompañados y de las dispo- 
siciones lególes aplicables al hecho que motira este pedido, las 
que interpretándolas de la manera más favorable á los reque- 
ridos, no autorizarían la aplicación del artículo 667 de nuestro 
Código de Procedimientos, y sí la extradición de acuerdo con lag 
disposiciones de nuestras leyes ya recordadas. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por el 
señor procurador fiscal, fallo ; acordando, á título de reciproci- 
dad, U extradición solicitada de los encausados Juan Boero y 
Josefina Cornero. Hágase saber con el original y en oportunidad 
remítanse estas actuaciones ai señor ministro de Relaciones 
Exteriores, poniéndoselos detenidos á su disposición para lo que 
se librarán los oficios al director de la Penitenciaría y hermana 
superiorade la Cárcel eorreccional de mujeres. Déjese constan- 
cia suficiente, 

Gervasio F. Granel. 

T. (,IITI ¡9 
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VISTA DEL 8&ÑOH PROCURADO» GMEIUL 

Buenos Aires, Diciembre \¿ de 1H97. 

Suprema Corte : 

El hnmicido imputado á lo?» nqueridos Juan Boeto y Josefi- 
na Cornero, es un delito que, por su gravedad j su peiuilid.id en 
todos los Códigos, da mérito pura la extradición. Asi resulta 
también de los términos preamptivos de los artículos I o y 2% 
de nuestra ley nacional, de 25 de Agosto de ií#5, y artículo 
646 del COdigo de Procedimientos en lo Criminal. 

Los requisitos necesarios al objeto según las leyes citadas, 
han sido satisfechos. 

La condición de reciprocidad B6 ofrece, á nombre del <;obierno 
italiano, por su ministro Plenipotenciario en la nota de foja 29; 
el mandato de prigion contra los requeridos, Be lia dictado por 
el juez dt* instrucción, en vista de los autos del procedimiento 
y las conclusiones del fiscal, como resulta de los documentos 
cuya traducción corre á (ojas Dyll. 

Las objeciones de la defensa contra el valor legal de aquellos 
documentos, han sido contestadas en la vista fiscal de foja 78 
Tiietta, queme limito á reproducir ante V. E. para evitar repe- 
ticiones. 

Pero se ha sostenido que faltaba en los documentos acompa- 
ñados, la designación exacta y la fecha del crimen ó delito qui- 
la motivara . 

Si se analizan y comparan aquellos documentos, conducen, 
sin embargo, al reconocimiento de la naturaleza del delito y 
tle la época de su perpetración* 

Tratándose de un cadárer encontrado mucho tiempo después 
de producida la muerte, no puede eligirse en las actuales con- 
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dieiones del proceso, una designación precisa de fechan, quesillo 
puede resullar de las declaraciones de los acusadores y de la 
instrucción y ulterioridades de Ucau-a. 

Las actuaciones de foja 4 adelante, revelan, sin embargo, 
las circunstancias que hacen presumir la perpetración de un 
delito que se remonta, según el estado de la descomposición ca- 
davérica A la época de la desaparición de Joan Porro. Las cir- 
cunstancias anotadas coinciden con las de la persona desapa- 
recida, y sus ñipas y callados son los mismos encontrados. Si á 
ello su agregan las declaraciones relacionadas, hay motivo 
para suponer la existencia de un crimen y la imputación que 
ha motivado laérden de capt ura lanzada por el juez de instruc- 
ción contra los rcqueridos- 

La defensa, con grande ilustración, sostiene que no resulta 
mérito legal en las actuaciones comunicadas para fundar legal- 
mente aquella imputación de delincuenc ia y la <-unsi};uienti 
órden de captura. 

Esto puede ser exacto, y aún ser reconocido y declarado en 
oportunidad por los jueces de la causa. IVro á los tribunales 
del país requerido, no incumbe la jurisdicción para conocer del 
fondo de la causa y de la responsabilidad que afecte á los en- 
causados* Segunel artículo 655 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, no lesea permitido peñeren cuestión la validez 
intrínseca de los documentos producidos por el gnbierno requi- 
rente. Basta, entonces, que hayan llenado las exigencia» de ese 
articulo con los incisos siguientes, para que la extradición sea 
procedente. 

Encuentro por ello que la sentencia corriente á fojas 08 se 
ajusta en la apreciación de los documentos, á las prescripcio- 
nes legales que cita, y pido á V. K. se üirva conürmarla por sus 
fundamentos. 

Sábiniano Kier. 
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ralla 4« te Syprrm» C«rte 

Buenas Aires, Diciembre 22 de lWDti- 

Vistos y considerando : que de conformidad non lo dispuesto 
en el artículo seiscientos cuarenta y ocho del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal, «i presante caso debo ser juzgado con 
arreglo al procedimiento y condiciona que se establecen en el 
mism- Código, puesto que no hay tratado de .Uradidon entre 
esta República y el reino de Italia. 

Que el pedido de extradición introducido p^r la vía diplomá- 
tica y con la promesa de reciprocidad, según se ve á foja trece, 
Tiene en la presente cansa munido de los requisitos establecidos 
por el artículo seiscientos cuarenta y uno del citado Código de 
Procedimientos, 

Que la identidad de las personas á quienes se refiere el men- 
sionado pedido, está fuera de cuestión, Siendo evidente que en la 
causa se trata de hecho de naturaleza n motivar la extradi- 
ción. 

Que ésta no debe otorgarse sinó a condición de que los tribu- 
nales del país requirente hayan de imponer á los procesados, 
si pena merecen, la que sea más benigna con sujeción á la ley 
del país requirente 6 Alas del requerido, 

Por ésU y de acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes, se continua la 
sentencia apelada de foja noventa y i.eho, debiendo concederse 
laextradicion con la condición establecida en el último conside- 
rando, Notifiquen original y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
BONOS. 



